[bookmark: _Toc366755199]ACTA Nº 11-2021
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del ocho de marzo de dos mil veintiuno.
Sesión ordinaria con asistencia de los másteres Carlos Montero Zúñiga y Mauricio Villalta Fallas, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar y Ana Lucrecia Ruiz Rojas y del licenciado Arnoldo Hernández Solano. Asiste a la presente sesión el integrante suplente doctor Juan Carlos Segura Solís.
Asimismo, asiste en calidad de invitado el MPM. Oslean Mora Valdez, como colaborador de la Junta en temas administrativos de conformidad con el permiso con goce de salario otorgado por el Consejo Superior en sesión N° 05-2021 del 19 de enero de 2021, artículo XCI.
[bookmark: _Toc65855078]ARTÍCULO I
Documento N° 392-2021
Se entra en el pleno de la sesión y por unanimidad, se aprueba el orden del día de la presente agenda elaborada por la Secretaría General de la Corte.
[bookmark: _Toc65855080]ARTÍCULO II
Documento N° 392-2021
Se aprueba el acta N° 09-2021 de la sesión celebrada el lunes 1 de marzo de 2021, así como el acta N° 10-2021 de la sesión celebrada el miércoles 3 de marzo de 2021. 
La Integrante Moya Aguilar se abstiene de aprobar el acta N° 09-2021, en razón de no haber participado en la citada sesión.
[bookmark: _Toc65855084]ARTÍCULO III
Documento N° 384-2021
La M.Sc. Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica a.i, mediante oficio N° DJ-711-2021 del 4 de marzo de 2021, remitió lo siguiente:
“En atención al oficio 190-2021 del veintidós de febrero del año en curso, en el que hacen de conocimiento de esta Dirección el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 7-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021 Artículo XXI, en la que se acordó solicitar a la Dirección Jurídica que remita ampliación de las casas que motivaron el inicio del proceso monitorio número 18-003030-1765-CJ-2; hago de su estimable conocimiento el siguiente resumen de las causas que alegó el Ministerio de Hacienda para la presentación del citado proceso: 
1).- La demanda del 5 de abril de 2018 versa sobre una serie de montos que se señalan no percibidos por parte de la SUPEN relacionados con servicios de supervisión sobre el sujeto fiscalizado (Administrador del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial) de los períodos 1-2017, 2-2017, 3-2017, 4-2017, 5-2017, 6-2017, 7-2017, 8-2017, 9-2017, 10-2017, 11-2017, 1-2018, 2-2018. Dando un monto principal de ȼ38.371.311,00 (treinta y ocho millones trescientos setenta y un mil trescientos once colones) y un monto por intereses de 2.970.817,00 (dos millones novecientos setenta mil ochocientos diecisiete colones) al veintidós de marzo de dos mi dieciocho. Montos constituidos por títulos ejecutivos en certificados de adeudo número 1-2017, 2-2017, 3-2017, 4-2017, 5-2017, 6-2017, 7-2017, 8-2017, 9-2017, 10-2017, 11-2017, 1-2018, 2-2018 emitidos por el Superintendente de pensiones y hechos los requerimientos de pago por la vía administrativa mediante oficios SP-82-2017, SP-129-2017, SP-224-2017, SP-330-2017, SP-407-2017, SP-487-2017, SP-586-2017, SP-660-2017, SP-730-2017, SP-835-2017, SP-921-2017, SP-1015-2017, SP-111-2018 y SP-241-2018.
2).- El accionante fundamenta su demanda en la Ley de Cobro Judicial, Código de Normas y Procedimientos Tributarios, Ley de creación de la oficina de cobros judiciales N°2393 y el Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento de las superintendencias. Adjunta como pruebas las certificaciones de adeudo e intimaciones administrativas (requerimientos de pago) supra indicadas, impresión de cálculo de interés al 22 de marzo de 2018 y certificación de la personería jurídica del demandado.
3).- Se adjunta copia del legajo que se lleva en esta Dirección Jurídica, no se omite indicar que la documentación es la que se ha recibido y posiblemente en el expediente original que se encuentra en el despacho consten más piezas.”

(Documento)
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[bookmark: _Toc65855086]Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por rendido el oficio N° DJ-711-2021, suscrito por la M.Sc. Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica a.i, de fecha 4 de marzo de 2021, mediante el cual brinda respuesta a la solicitud de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de sesión N° 7-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021 Artículo XXI. 2.) Considera esta Junta Administradora que al ser constituida en enero de 2020, en el presente proceso no existe interés legítimo para conocer el proceso, dado que cuando se dio la demanda del Ministerio de Hacienda, la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial recaía sobre el Consejo Superior del Poder Judicial y no existía la comisión del cinco por mil indicada en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, sobre la cual hoy día se realiza el cobro de supervisión por parte de la Superintendencia de Pensiones. 3) Deberá la Dirección Jurídica ser quien atienda el proceso con el Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc65855087]ARTÍCULO IV
Documento N° 376-2021
El máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe del Proceso de Riesgos, mediante oficio correo electrónico del 3 de marzo de 2021, remitió lo siguiente:
“Se adjunta el Oficio N° 126-FC-2021con el fin de que sea trasladado a la Junta Administradora del FJPPJ, correspondiente a la siguiente información elaborada por el Proceso de Riesgos:
[bookmark: _Hlk37744906]Acta 88-CR-FC-2021 Comité de Riesgos.
Informe mensual del mes de febrero 2021, Asesor Externo de Riesgos.
Informe de indicadores de riesgo y los resultados en los límites de tolerancia, para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al mes de enero de 2021.
Análisis de Fondos de Inversión Inmobiliarios: INS No Diversificado, Gibraltar, BCR No Diversificado, Multifondos y el Fondo de Inversión de Desarrollo de Infraestructura Pública 1
Documentación de interés:












(…)”
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[bookmark: _Toc65855089]Se acordó por unanimidad: 1) Tener por conocido el oficio N° 126-FC-2021, del 3 de marzo de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe de Macroproceso Financiero Contable y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe del Proceso de Riesgos, dentro del que se incluyen los siguientes documentos: a) Acta 88-CR-FC-2021 Comité de Riesgos. b.) Informe mensual de febrero 2021 del Asesor Externo de Riesgos. c.) Informe mensual de indicadores de riesgos financieros, correspondiente al mes de enero de 2021. d.) Análisis de Fondos de Inversión Inmobiliarios: INS No Diversificado, Gibraltar, BCR No Diversificado, Multifondos y el Fondo de Inversión de Desarrollo de Infraestructura Pública 1. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Auditoría.
[bookmark: _Toc65855090][bookmark: _Toc65855093]ARTÍCULO V
Documento N° 72-2021 / 378-2021
El señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, mediante oficio N° SP-263-2021 del 3 de marzo de 2021, remitió lo siguiente:
“(…)
Como parte de las labores de supervisión que le corresponde ejercer a esta Superintendencia, se procedió con la lectura del acta de la Junta administradora N°4 correspondiente a la sesión celebrada el 25 de enero del año en curso, que específicamente expone en el artículo XVIII el contenido del oficio N° 32-PLA-OI-2021, relativo al plan de trabajo que se debería implementar para revisar los expedientes de los jubilados cuyo otorgamiento se aprobó aplicando el transitorio III de la Ley 7302, con la finalidad de determinar los casos que fueron aprobados sin el cumplimiento de dicho transitorio.
En el oficio mencionado, se indica que la cantidad aproximada de expedientes para revisión asciende a 1075; sin embargo, 259 casos se encuentran prescritos, quedando pendiente por revisar 816 casos. Sin embargo, al corroborar la cantidad de casos que deben ser revisados para determinar la incorrecta aplicación del Transitorio III, no coinciden con los 180 casos indicados en el oficio N°0628-2020 del 11 de setiembre de 2020, sobre los cuales se remitió a esta Superintendencia un plan de acción.
Dado lo anterior, se solicita que, en un plazo de diez días hábiles posteriores al recibido de esta comunicación, justifique las razones por las cuales difieren la cantidad de expedientes por revisar, y en caso de que sean más de 180 expedientes a los que se les aplicó incorrectamente el transitorio III, remita el plan de acción ajustado.”
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Se acordó por unanimidad: 1) Tener por recibido el oficio N° SP-263-2021 del 3 de marzo de 2020, suscrito por el señor Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, mediante el cual solicita se justifique las razones por las cuales difieren la cantidad de expedientes por revisar, y en caso de que sean más de 180 expedientes a los que se les aplicó incorrectamente el transitorio III, se remita el plan de acción ajustado, esto conforme lo señalado en el oficio N° 32-PLA-OI-2021. 2) Hacer una instancia a la Dirección de Gestión Humana, para que en plazo de 3 días hábiles a partir de comunicado el presente acuerdo, aclare a esta Junta Administradora la cantidad de casos en donde se aplicó de forma incorrecta el transitorio III, con el fin de brindar respuesta al oficio SP-263-2021 en el plazo otorgado por la Superintendencia de Pensiones. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VI
Documento N° 361-2021
Antecedente de interés:
En sesión N° 07-2021 celebrada el 9 de marzo de 2020, artículo XIII, esta Junta Administradora tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Informa el licenciado Arnoldo Hernández Solano, Vicepresidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se apersonó a la reunión para lo cual fue convocado, en la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el miércoles 4 de los corrientes, a efecto de conocer en detalle sobre el Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social, y de las recomendaciones para el Comité de Empleo, Trabajo y Asuntos Sociales; en ésta estuvieron presentes:
-Lic. Esteban Bermúdez Aguilar Actuario de la JUPEMA 
-Lic. Francis Zúñiga González, Director Regional de la Organización Iberoamericana de Seguridad Social
-Licda. Grace Gamboa A., de la Dirección Jurídica del MTSS
-Lic. Edgar Cascante Zúñiga, de la Dirección Jurídica del MTSS
-Licda. Cinthya María Calvo, de la CCSS
-Lic. Fabio Alpízar Benavides de la CCSS
-Licda. Sandra Chacón Fernández del MTSS
Después de conocer en detalle sobre la convocatoria; ésta se circunscribe al documento firmado por el entonces Presidente de la República Dr. Oscar Arias Sánchez en Chile en 1912, documento que no fue refrendado en su oportunidad por la Asamblea Legislativa (se adjunta el documento) y por el nuevo borrador (adjunto) y que se espera que en ésta oportunidad si se logre el beneplácito de nuestra Asamblea Legislativa.
Todo esto se refiere a la posibilidad de reconocer a nivel latinoamericano, el tiempo laborable para los migrantes de un País a otro, para efectos de la pensión, prorrateando entre los países lo que le corresponde pagar por los años de servicio en cada uno de Ellos; por lo que se espera que en ésta ocasión Costa Rica la suscriba.
No omito indicar que el Lic. Francis Zúñiga G., solicita la posibilidad de una entrevista con la Junta en pleno, para ampliar la exposición que se adjunta.
Debo agregar que hice el contacto tanto con el Lic. Esteban Bermúdez Aguilar, para que se le considere para el puesto de actuario externo de nuestro Fondo; como con el Lic. Fabio Alpízar Benavidez, para que nos remitieran sus Reglamentos de Créditos, para ser considerados en el que se está proponiendo para nuestro Fondo.
Informe del Lic. Arnoldo Hernández Solano, sobre reunión llevada a cabo en el Ministerio de Trabajo, de lo cual se debe adjuntar los documentos adjuntos; e indicar que el “documento de aplicación” es una presentación del Msc Francis Zúñiga González, que requiere una cita para su presentación.
Presentación de los Reglamentos de Crédito de la CCSS y de la Junta de Pensiones.






- 0 -
Se acordó: Tomar nota del informe presentado por el licenciado Arnoldo Hernández Solano, Vicepresidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.
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El máster Roger Mata Brenes, mediante oficio N° 037-P-2021 del 3 de marzo de 2021, remitió el oficio N° MTSS-DMT-OF-252-2021, suscrito por la señora Ministra de Trabajo y Seguridad Social, Silvia Lara Poveda, documento relacionado con la “Consulta criterio sobre Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social.”, la cual se adjunta a continuación:
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	En lo conducente, se transcribe el oficio N° MTSS-DMT-OF-252-2021 de 26 de febrero de 2021, que literalmente dice:
“Me refiero al proceso de estudio y análisis que se ha venido desarrollando alrededor del Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social (CMISS), adoptado en la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno, celebrada en Santiago de Chile, el 10 de noviembre del 2007, con el fin de valorar su eventual aprobación. 
 
Como referencia, mediante memorial MTSS-DMT-OF-471-2019 se tuvo a bien solicitar un representante del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para integrar un equipo técnico interinstitucional, para que estudiaran y analizaran el instrumento de previo a considerar el proceso de sumisión ante el Plenario Legislativo. 
 
Desde entonces, el equipo técnico integrado por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Corte Suprema de Justicia, Caja Costarricense de Seguro Social, Instituto Nacional de Seguros, Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional y la Superintendencia de Pensiones han celebrado espacios técnicos para intercambiar impresiones, observaciones y comentarios. 
 
A lo largo de este proceso, la Organización Iberoamericana de Seguridad Social (OISS), a través del Director Regional para Centro América y el Caribe, ha brindado un acompañamiento y apoyo al equipo técnico mediante reuniones con el equipo técnico, reuniones bilaterales y el auspicio de un taller sobre la aplicación del instrumento que ocupa la atención de la presente nota. 
 
Dentro de este contexto y con el fin de hacer las valoraciones del caso para dar inicio al proceso de sumisión del instrumento, atentamente me permito solicitarle el criterio técnico jurídico sobre el texto del CMISS, que tenga a bien emitir el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de ser posible a más tardar el 31 de marzo 2021.

Para este fin, le reitero la disposición de la asistencia técnica que brinda la OISS, quien ha mostrado su conformidad para concertar reuniones bilaterales con cada una de las instituciones involucradas, con el fin de clarificar la aplicación práctica del CMISS, así como aclarar cualquier duda relacionada con el tema. 
 
En caso de requerir alguna aclaración o colaboración para recibir el apoyo técnico disponible con la OISS, puede comunicarse al Departamento de Asuntos Internacionales del Trabajo, a través del correo electrónico: grace.gamboa@mtss.go.cr”
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tomar nota del oficio N° 037-P-2021 del 3 de marzo de 2021, suscrito por el máster Roger Mata Brenes, en el que remitió el oficio N° MTSS-DMT-OF-252-2021, de la señora Ministra de Trabajo y Seguridad Social, Silvia Lara Poveda, documento relacionado con la “Consulta criterio sobre Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social.”. 2.) Tomar nota del oficio N° MTSS-DMT-OF-252-2021 e informarle a la señora Ministra de Trabajo y Seguridad Social, Silvia Lara Poveda, que esta Junta Administradora le estará comunicando lo pertinente en cuanto a la gestión presentada, por lo anterior, se comunica el presente acuerdo al MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora para la elaboración de la respuesta correspondiente.
[bookmark: _Toc65855096]ARTÍCULO VII
Documento N° 328-2021 / 368-2021
El máster Roberth García González, Auditor Judicial, mediante oficio N°290-19-AUD-UJ-2021 del 2 de marzo de 2021, remitió lo siguiente:
“En atención al oficio No. 209-2021 del 24 de febrero de 2021, comunicado por correo electrónico a esta Auditoría Interna en fecha 25 de febrero del presente año, mediante el cual solicita que en el plazo de 8 días me pronuncie “acerca de si la oficina que representa incluirá dentro de su universo auditable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y a su Junta Administradora, esto conforme al dictamen vinculante emitido por la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021, mediante el cual se aclara que este cuerpo colegiado es un órgano más del Poder Judicial. Lo anterior para que dicha oficina continúe brindando el apoyo necesario respectivo en la ejecución de actividades de su especialidad. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del honorable Consejo Superior y de la Superintendencia de Pensiones.”
Al respecto, se reitera lo indicado en los oficios N° 1152-17-UJ-2018 de fecha 11 de setiembre de 2018 y N° 206-09-UJ-2021 del 09 de febrero de 2021, donde se expone el criterio vinculante y obligatorio que la Contraloría General de la República (DFOE-PG-0436-2018) le remitió a esta Auditoría Interna y donde expresamente concluye:
1) La Auditoría interna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. 
Por lo anterior, esta Auditoría Interna no puede actuar contrario a lo señalado por el Órgano Contralor. Para mayor detalle de lo expuesto en el criterio DFOE-PG-0436-2018 se adjunta de manera integral:



- 0 -
Criterio de la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021 y Criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-C-43-2021 del 01 de febrero de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico:
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por recibido el oficio N° 290-19-AUD-UJ-2021 del 2 de marzo de 2021, suscrito por el máster Roberth García González, Auditor Judicial, mediante el cual reitera a la Junta Administradora, el criterio de la Contraloría General de la República (DFOE-PG-0436-2018), comunicado con oficios N° 1152-17-UJ-2018 de fecha 11 de setiembre de 2018 y N° 206-09-UJ-2021 del 09 de febrero de 2021. 2.) Solicitar al máster García González, remita a esta Junta Administradora el nuevo pronunciamiento de la Contraloría General de la República, basada en el criterio de la Procuraduría General de la República N° C-21-2021, el cual es vinculante, asimismo, tomando en consideración el criterio N° DJ-C-43-2021 del 01 de febrero de 2021, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico. 3.) Hacer una instancia a la Corte Plena para que se pronuncie en cuanto a que la Junta Administradora y el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sea auditada por la Auditoría Judicial considerando el criterio de la Procuraduría General de la República, en donde concluyó: 1- La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo. 2- La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes – incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público. Se declara acuerdo firme.


[bookmark: _Toc65855099]ARTÍCULO VIII
Documento N° 91-2020 / 359-2021
	La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión 20-2020, celebrada el 15 de junio de 2020 en su artículo Nº XIII en lo conducente se acordó: “1.) Hacer de conocimiento del señor Hernán Sánchez Guevara, el Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al Poder Judicial con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (artículo 240 bis, ley 9544) (…) Así mismo también se le indico 2.) Que las instituciones autorizadas, interesadas en acceder a créditos con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deben realizar el trámite para el estudio correspondiente y cumplir con los requisitos que exige la Ley Orgánica del Poder Judicial en materia de créditos (…)”
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El señor Hernán Sánchez Guevara, Jubilado judicial, mediante correo electrónico del 1 de marzo 2021, hizo de conocimiento lo siguiente:
[bookmark: page1]“(…) 
Con el debido respeto le remito la presente solicitud, en aras de que la Junta Administradora del Fondo, me explique lo siguiente: 

PRIMERO: Hace algunos meses remití notas donde exponía que estaba bregando al igual que muchos compañeros jubilados, las aprobaciones de leyes de Impuestos sobre la renta 7092, la Ley 9635 de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, ley de reforma 9544 del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y la Ley 9796 de Rediseño y Redistribución de los Recursos de la Contribución Especial y Solidaria, donde se nos ha venido "embargando" porque no tiene otro, nombre, nuestros ingresos que en algún momento histórico por nuestro esfuerzo y trabajo tuvimos derecho, asimismo hice ver que muchos de nosotros adultos mayores, nos colocaron como morosos con nuestros acreedores cuando en el momento teníamos ingresos sanos y le hacíamos frente a los compromisos adquiridos.

SEGUNDO: Para entonces, entre otras se me explicó lo siguiente:

 Que el "artículo 236 bis, hace la indicación que el monto máximo que se puede realizar en la suma de todas las deducciones si se le considera la Contribución Solidaria, sería el 55% del monto bruto del beneficio. Por lo tanto, si se llega a ese porcentaje, la deducción se tiene que ajustar para no exceder el monto que pertenece a cada persona. 2.- Con respecto a las pensiones alimentarias, al ser un mandamiento judicial se tiene que aplicar, eso provocaría que, dependiendo del monto asignado por el Juez, se ajustará primero la contribución solidaria al punto que se podría dejar de aplicar del todo, siendo la única deducción obligatoria que se puede ajustar. Es decir, el cálculo de las deducciones en caso de una pensión alimentaria incluiría los porcentajes del FJP, de SEM, de la Renta y del monto de la Junta Administradora del FJP. Si la sumatoria de estas no excede el 55%, se aplica el ajuste de la contribución solidaria, pero si el monto de deducción rebasa el 55%, se deja de aplicar la contribución solidaria, pero se aplica el monto total de la pensión y las demás deducciones obligatorias".

TERCERO: Ahora bien, dentro de las interrogantes que expuse en ese momento y la respuesta brindada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según oficio número 932-2020, propiamente a mi gestión del 28 de octubre 2020, acordaron que las deducciones establecidas por ley, en virtud de los principios de "obligatoriedad de las Normas" y "sostenimiento de las Cargas Públicas" son compromisos de corte público y de cumplimiento obligatorio para todas las personas habitantes del país y deben verse satisfechas por sobre los compromisos personales que haya podido adquirir la persona beneficiaria, por lo que arribo a la conclusión de preguntarme y respetuosamente solicitar a la Junta Administradora del Fondos, se me explique:

 a) Si hay un principio de obligatoriedad de las normas como bien lo dicen, como se toma en consideración aplicar una "contribución solicitaría" o embargo en esas condiciones, por encima de una Ley anterior como lo es la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, artículo 1. Inciso F), artículo 2, desprotegiendo la vida digna y plena, así como llevando a la persona adulta mayor al menoscabo de su integridad, ya no tanto física, sexual, sino psicológica y patrimonial, y sobre todo una desprotección jurídica como lo establece dicho articulado, artículo 3: inciso C), artículo ,12, irrespetando la seguridad social y demás artículos que dicha ley se supone protege a la persona Adulta Mayor.

 b) Otra situación que no deja de ser más importante, es la violación del Capítulo Cuarto, artículo 172 del Código de Trabajo, como norma obligatoria, donde se está dando prioridad a las confiscaciones del Estado como indiqué, por encima del beneficio que todo trabajador activo o jubilado tiene, es decir a un sueldo o pago mínimo con el cual la persona pueda subsistir. - En mi caso, ni siquiera el pago mínimo se me otorgó, más bien con él se lo aplicaron a esa mal llamada "contribución solidaria", y me dejan sin protección para al menos hacerle frente a mis necesidades prioritarias como alimentos, medicamentos, pagos de servicios públicos, impuestos, etc. como Uds. bien lo pueden comprobar en el "pago" en la primera quincena de febrero, donde no llegó pago alguno, entonces, que explicación puedo encontrar de parte de Financiero Contable para los efectos y porqué razón me siguen rebajando "una contribución solidaria" desvistiendo un santo para vestir otro, el problema incluso con este mal llamado "contrición solidaria" e que al menos el suscrito ignora a la fecha los destinos de esos dineros.

 c) En razón de lo anterior, con todo respeto solicito se me expliqué cuáles fueron las razones legales para soslayar la Ley de la Persona Adulta Mayor y el pago mínimo que describí en los puntos a y b. cuando estas normas son de carácter obligatorio por encima de cualquier otra.

(…)”
- 0 -
[bookmark: _Toc65855101]Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión presentada por el señor Hernán Sánchez Guevara, Jubilado judicial, con correo electrónico del 1 de marzo 2021, mediante el que solicita explicación sobre las razones legales para soslayar la Ley de la Persona Adulta Mayor y el pago mínimo descrito en los puntos a y b. cuando estas normas son de carácter obligatorio por encima de cualquier otra. 2.) Comprende esta Junta la preocupación del gestionante, no obstante, debe órgano colegiado cumplir las leyes vigentes y no actuar en contra de lo estipulado en la Ley, de conformidad con el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, que en su punto 1.) indica lo siguiente: “…La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.”. 3.) Hacer de conocimiento que esta Junta no es el órgano competente que puede brindar respuesta a su consulta por lo señalado en el punto anterior 4.) Aclarar al señor Sánchez Guevara, que el artículo 172 del Código de Trabajo, refiere a que son inembargables los salarios, no así las jubilaciones o pensiones, indicando lo siguiente: “Son inembargables los salarios que no excedan del que resultare ser el menor salario mensual establecido en el decreto de salarios mínimos, vigente al decretarse el embargo. Si el salario menor dicho fuere indicado por jornada ordinaria, se multiplicará su monto por veintiséis para obtener el salario mensual.”
[bookmark: _Toc65855103]ARTÍCULO IX
Documento N° 283-2021
El máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, solicitó:
“Sirva la presente para saludarles y a la vez solicitar el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019, que vino a reformar la Ley 7333 del año 1993 y sus reformas y en su artículo 236 bis, vino a crear dicha contribución, aparentemente con aprobación de informe rendido por el Departamento de Macroprocesos del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial.

Agradeciendo lo anterior, así como señalando mi correo para notificaciones: (…)”

- 0 -

	En ese sentido, la Secretaría General de la Corte, remite antecedentes de interés para valoración de esta Junta Administradora.



- 0 -

Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión del máster Miguel Ángel García Martínez, Abogado, en nota de 11 de febrero de 2021, mediante la cual solicita el acuerdo de la Junta Administradora en que se establece la forma y montos de la deducción de la contribución obligatoria y solidaria establecida en la Ley 9544 del año 2019. 2.) Hacer de conocimiento del gestionante que cuando se promulgó la Ley 9544 la Junta Administradora no estaba creada y en funcionamiento, motivo por el cual en aquel entonces fue el Consejo Superior, quien tenía a cargo la Administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y determinó la respectiva aplicación de la Ley. 3) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, por medio del Archivo de la Secretaría, que remita al gestionante los acuerdos del Consejo Superior, en que se refiere a la aplicación de la Ley 9544. 
[bookmark: _Toc65855105]ARTÍCULO X
Documento N° 901-2020 / 347-2021 / 381-2021 
En sesión N° 7-2021 celebrada el 15 de febrero del 2021, artículo XVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 32-2020 celebrada el 05 de octubre del 2020, artículo XXIX que literalmente dice:

“Se acordó: 1) Tener por recibido el oficio N° PJ-DGH-AP-3650-2020, del 22 de setiembre de 2020, suscrito por la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de la Dirección de Gestión Humana y el informe realizado por el Departamento de Trabajo Social y Psicología mediante oficio N° 20-000276-0728-TS, relacionado con el estudio socioeconómico realizado a la señora Elizabeth Gutiérrez Trejos, en calidad de esposa del jubilado judicial fallecido, Abad Castillo González. 2) Denegar la solicitud de la señora Gutiérrez Trejos, con base en la valoración realizada por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, de la que se desprende que no existe necesidad de acrecer el beneficio de pensión que hoy recibe ella y el joven Jerry Castillo Gutiérrez, tal y como se indica en la normativa del artículo 229 de la Ley 9544. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Macroproceso Financiero Contable, para lo que a cada uno corresponda. se declara este acuerdo firme.”

- 0 - 

[bookmark: _Toc54281298]Posteriormente, en la sesión N° 35-2020 celebrada el 26 de octubre del 2020, artículo XXIII, se tuvo por recibida la nota presentada por la señora Elizabeth Gutiérrez Trejos, de fecha 17 de octubre de 2020, mediante la que interpuso recurso de apelación contra el acuerdo de esta Junta Administradora de sesión N° 32-2020 celebrada el 05 de octubre del 2020, artículo XXIX, en el que se negó el acrecimiento de pensión. Conforme la nueva información aportada por la señora Gutiérrez Trejos, y de previo a resolver, se solicitó al Departamento de Trabajo Social y Psicología que ampliara el estudio socioeconómico y valorara la prueba.

- 0 -

	La licenciada Melisa Alfaro Alfaro, Trabajadora Social, mediante correo electrónico de 5 de febrero de 2021, remitió lo siguiente:

“I. DATOS GENERALES: Expediente:PJ-DGH-AP890-2020 Oficio: 869-2020 Proceso: Solicitud de Acrecimiento de Pensión Actora: Elizabeth Gutiérrez Trejos Fecha de informe: 01 de febrero del 2021

II. MOTIVO DE INTERVENCIÓN: La Unidad de Jubilaciones y Pensiones requiere…"Conforme a la nueva información aportada por la señora Gutiérrez Trejos y de previo a resolver, solicita se amplíe el estudio socioeconómico y valore la prueba”.

III. METODOLOGÍA EMPLEADA Y FUENTES DE INFORMACIÓN: - Revisión Documental

-Acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N°35-2020 celebrada el 26 de octubre del 2020.
-Certificación de Pensión de la señora Elizabeth Gutiérrez Trejos, emitida por Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
(…)
Conforme a la nueva información aportada por la señora Elizabeth Gutiérrez en cuanto a sus gastos, unos aportados mediante facturas, notas y cuadro de desglose de gastos elaborados por la actora y tomando en cuenta los ingresos económicos líquidos del grupo familiar, se evidencia relación entre los ingresos y egresos, en los cuales los gastos superan los ingresos percibidos, presentándose un déficit de (…) colones mensuales, para el momento de realizado el presente Informe.

Respecto a lo anterior refiere la señora Elizabeth Gutiérrez que como estrategia para solventar sus gastos, recibe ayuda económica no fija, de un tío que reside en Estados Unidos y de las tías paternas de su hijo. También recurre a situaciones como posponer citas. Agrega que algunos de los gastos que reporta son tentativos y/o emergentes, como ropa, farmacia, comida rápida entre otros y los montos que paga por servicios públicos también varían en los meses. 

De igual manera y considerando el ingreso económico de (…) de colones mensuales líquidos, el ingreso per cápita se determina en un monto de (…); monto que se determina superior al indicador de la línea de pobreza y pobreza extrema establecido por el Instituto Nacional de Estadística y Censo para el mes de noviembre del año 2020, el cual se encuentra fijado en (…) para establecer un hogar en condición de pobreza y 51 681 colones por mes para catalogarlo como en extrema pobreza en la zona urbana.


(…)”

- 0 -

Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por rendido el informe de la licenciada Melisa Alfaro Alfaro, Trabajadora Social, remitido en correo electrónico de 5 de febrero de 2021, mediante el cual adjunta ampliación relacionada con el caso de la señora Elizabeth Gutiérrez Trejos y joven Jerry Castillo Gutiérrez. 2.) Denegar el acrecentamiento de pensión gestionado por la señora Gutiérrez Trejos, en razón de que la persona beneficiaria que dejó de percibir la pensión no formaba parte del grupo familiar, esto, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la persona gestionante.”
- 0 -

La licenciada Melisa Alfaro Alfaro, Trabajadora Social de la Oficina de Trabajo Social y Psicología del Primer Circuito Judicial de Alajuela, en correo de 24 de febrero de 2021, comunicó:
“…se les remite Informe de Ampliación 20-001455-0728-TS de la señora Elizabeth Gutiérrez Trejos, ya que el mismo se había enviado en días posteriores a la siguiente dirección: (gh_docuelectro@poder-judicial.go.cr) y se nos indicó que no correspondía sino a Jubilaciones y Pensiones con el señor David Castillo Mora quién me manifestó que debía enviarse a la Junta Administradora del Fondo.

”
- 0 -

Asimismo, la señora Elizabeth Gutiérrez Trejos, remitió nota mediante correo electrónico del 4 de marzo de 2021, que se adjunta a continuación, para valoración de esta Junta Administradora:
(…)
- 0 -
[bookmark: _Toc65855110][bookmark: _Hlk29476459]Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por rendida la gestión presentada por la señora Elizabeth Gutiérrez Trejos, remitió nota mediante correo electrónico del 4 de marzo de 2021, mediante el cual presenta recurso de adición y aclaración contra el acuerdo de la Junta Administradora de sesión N° 07-2021, celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XVIII. 2.) Hacer de conocimiento de la gestionante que esta Junta mantiene el criterio de sesión N° 07-2021, celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XVIII, dado que el beneficio que mantenía la persona que caducó no formaba parte de su grupo familiar y los acrecimientos no son automáticos, sino basados, en los supuestos que señala la Ley y los estudios de trabajo social que forman parte de los insumos para que esta Junta determine lo que corresponda. 
ARTÍCULO XI

Documento N° 977-2021 / 338-2021 / 345-2021

[bookmark: _Hlk56750696]La Secretaría General de la Corte, mediante correo del 23 de febrero del 2021 remite para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el oficio 1387-2021 del 10 de febrero de 2021, el cual trascribe el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión 03-2021 celebrada el 18 de enero de 2021 articulo XXVII, que literalmente dice: 
“(…)

Documento N° 12839 -2020

En sesión N° 45-2019 celebrada el 28 de octubre de 2019, artículo V, se designó al máster Miguel Ovares Chavarría como integrante titular en representación de la parte patronal, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. De conformidad con lo establecido en el artículo 5 del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dicho nombramiento es por el plazo de cinco años y rigió a partir del 1 de noviembre de 2019.

En sesión Nº 04 -2020 del 27 de enero del año en curso, artículo XX, se tuvo por conocido el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones, en sesión Nº 1-20, artículo II, sobre la conformación del Directorio de la mencionada Junta, en la cual, para el cargo de la persona directora 1 de la Junta, por unanimidad, se tuvo por designado al máster Miguel Ovares Chavarría.

El Consejo Superior en sesión N° 106-2020 del 5 de noviembre del año en curso, artículo XXI tomó nota de resolución de las trece horas y veintidós minutos del veintiséis de octubre de dos mil veinte de la Dirección Ejecutiva, que en lo conducente dice:

“Se resuelve gestión del MBA Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, donde expone posible conflicto de interés en sus funciones como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe del Macroproceso Financiero Contable.

[…]

CONSIDERANDO:

Para la resolución de la gestión de conflicto de interés planteada por el señor Miguel Ovares Chavarría, resulta relevante tomar en consideración los siguientes aspectos: 

1. Conforme a la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de interés en el Poder Judicial” (en adelante la regulación), el señor Ovares Chavarría pone en conocimiento la potencial situación de conflicto de intereses, circunstancia que surge a partir del momento en que retoma la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable y a su vez ocupa el puesto de Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante la Junta). 

1. Conforme lo dispuesto por el numeral 9 de la regulación de conflictos de intereses, corresponde al superior jerárquico resolver las gestiones de posibles conflictos de intereses del personal subalterno. Pese a que el gestionante ejecuta labores en dos instancias diferentes dentro del Poder Judicial, no puede desconocerse que es en la Dirección Ejecutiva donde se atienden las funciones sustanciales de este Poder de la República según el mandato constitucional. En ese sentido, en el caso que nos ocupa, la competencia para resolver el posible conflicto de interés del señor Ovares Chavarría recae en la Dirección Ejecutiva, como superior jerárquico. 

1. Conforme lo disponen los numerales 84 y 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Dirección Ejecutiva es un órgano dependiente del Consejo Superior que tiene a cargo la gestión administrativa del Poder Judicial, función que se ejecuta desde las diferentes áreas que la componen, entre estas, el Macro Proceso Financiero Contable, instancia responsable de la ejecución de los recursos financieros de la institución, y que brinda múltiples servicios, tales como: el trámite y cancelación de las pensiones y jubilaciones, de las facturas con cargo al presupuesto; así como de dar curso administrativo al pago de depósitos judiciales y pensiones alimentarias, honorarios, peritajes, jubilaciones, pensiones y consultorías en el ámbito de su competencia

1. Con la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, surge la necesidad de realizar el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta” a efectos de garantizar la continuidad del servicio para la administración del fondo de pensiones, manteniendo el apoyo del Macro Proceso Financiero Contable en lo atinente a las competencias de la Junta. En esa medida, se acordó el préstamo necesario de servidores para las labores técnicas y/o asistenciales pertinentes de la Junta Administradora, siendo que los servicios de estas personas serán cedidos y facilitados; lo “anterior en el entendido de que la cesión de recursos o servidores no implicará la afectación de la gestión sustantiva del Poder Judicial y que la Junta Administradora asumirá las potestades decisorias en todos los procesos que correspondan a sus competencias legales”. Ver cláusula segunda. 

1. Como lo señala el gestionante, en su oficio 599-FC-2020, existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas con la labor que se desarrolla en la Junta, mismas que se ejecutan en el Macro Proceso Financiero Contable como consecuencia del convenio descrito supra, y en donde el señor Ovares asume la responsabilidad de dirección y supervisión de esas actividades como jefe inmediato de ese departamento. Es decir, bajo ese contexto, de asumir las dos funciones, tanto en la Junta como en el Departamento Financiero Contable, estarían coincidiendo funciones de decisión y de ejecución en una misma persona. Una situación similar, ya fue analizada en su oportunidad por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), señalando en el oficio número SP-988-2019, que las funciones de dirección y de ejecución simultánea en una persona resultaba incompatible, criterio que se comparte. En igual sentido, se pronunció la Oficina de Cumplimiento, instancia competente para atender consultas sobre la interpretación y aplicación del reglamento de conflictos de intereses, según se desprende del oficio número 026-CO-OC-2020 de fecha 12 de octubre.

1. Aunado a lo anterior, es importante considerar que la situación de conflicto de interés y/o la incompatibilidad señala, se identifica como un riesgo para la debida gestión y supervisión del Macro Proceso Financiero Contable derivado de la identidad de actividades y la concentración en una misma persona que integra la Junta y ocupa el puesto de jefatura del departamento en cuestión. Desde esta perspectiva, resulta necesario valorar el riesgo detectado. 

1. Conforme el numeral 12 inciso a) y d) de la Ley General de Control Interno (Ley número 8292), corresponde a los jerarcas y titulares subordinados velar por el adecuado desarrollo de las actividades del ente o del órgano a su cargo, así como, garantizar que el sistema de control interno cumpla con las características establecidas en la normativa. Como parte de las acciones del ambiente de control, los titulares subordinados deben asegurar el cumplimiento de los fines institucionales y establecer con claridad las relaciones de jerarquía, asignando la autoridad y responsabilidad a los funcionarios para que los procesos se lleven a cabo de acuerdo con el bloque de legalidad y criterio técnico aplicable. (Artículo 13). Identificar y analizar los riesgos detectados que puedan incidir negativamente en el logro de los objetivos institucionales, así como valorar el impacto que pueden generar, son tareas que también están a cargo de los titulares subordinados, según el numeral 14 de dicha ley. Estas disposiciones se complementan con las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CODFOE, en adelante Normas), que disponen la necesidad de considerar el manejo de conflictos de intereses (2.3.1:d), como parte del fortalecimiento de la ética institucional. Aunado a ello, las normas disponen la importancia de definir una estructura organizativa que contenga las líneas de jerarquía, de dependencia y de coordinación adecuados para fortalecer el logro de los objetivos, (2.5) asegurando la delegación de funciones para la exigencia de responsabilidad y asignación de autoridad de los funcionarios para la adecuada toma de decisiones y acciones (2.5.1). De especial atención resultan las disposiciones sobre la autorización y aprobación de operaciones y transacciones por parte del funcionario con potestad para concederla, en consideración a los riesgos inherentes (2.5.2). Finalmente, la separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones (2.5.3), señala la obligación de aseguramiento de la separación de funciones incompatibles que incluye “las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores”. La regla sobre la separación de funciones se exceptúa cuando la disponibilidad de recursos así lo imponga; situación en la que no nos encontramos. 

1. Con base en todo lo señalado, la identificación del riesgo detectado que resulta de la identidad de procesos y de funciones de dirección y ejecución en una misma persona, impone la necesidad de tomar una medida que dé respuesta a dicho riesgo. Si se opta por mantener a la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable separado de las funciones o actividades desarrolladas en ese departamento que se originen en las labores propias de la Junta con tal de evitar el ejercicio de funciones incompatibles, resultaría contraproducente y abre la brecha de otro riesgo, que impacta la labor sustancial de la institución. La estructura orgánica de la Dirección Ejecutiva se encuentra claramente definida, la distribución de responsabilidades de dirección y supervisión están debidamente asignadas a lo interno, y ello incluye, la jefatura a cargo del señor Miguel Ovares. La función que como jefatura se ejerce tiene el propósito de asegurar la gestión y la consecución de los objetivos institucionales, todo en observancia a las normas de control interno, razón por la cual, no resulta procedente separar al señor Ovares de su responsabilidad de dirección y supervisión como encargado del Departamento Financiero Contable. 

POR TANTO:

Corolario de lo expuesto, SE RESUELVE que el ejercicio de la jefatura del Departamento Financiero Contable resulta incompatible con la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De igual forma, la solución de separar al gestionante de la supervisión de los procesos de la Junta que se desarrollen en el departamento que dirige, genera otro riesgo que impide tomar esa medida. El aseguramiento de la consecución de los objetivos de la institución que están a cargo de la Dirección Ejecutiva no puede verse afectados, posición que está definida en la cláusula segunda del convenio citado según fue expuesto. Así las cosas, se acoge la gestión de conflicto de intereses del señor Ovares Chavarría, y se declara la incompatibilidad del desempeño de los dos cargos indicados, debiendo prevalecer la función asignada en la jefatura del Departamento Financiero Contable. NOTIFÍQUESE. MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial.”

-0-

El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, en oficio N° 784-FC-2020 del 9 de noviembre en curso, manifestó:

“Para que por su digno medio se haga del conocimiento de la honorable Corte Plena, me permito indicar que con la entrada en vigor de la Ley N°. 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en La Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus Reformas”, se estableció la conformación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ), integrada por seis miembros titulares y seis miembros suplentes, según se establece en el artículo N°. 239 de la citada Ley, con una representación del 50% Colectivo Judicial y el otro 50% de la Corte Plena (Patrono).

Por votación efectuada en el seno de la Corte Plena, se me designó junto con otras personas para integrar dicha Junta en calidad de representante del Patrono, iniciando funciones como director desde el lunes 27 de enero del 2020, respetando la composición definida en el artículo N°. 240 de la citada ley, quedando establecida la primera Junta Administradora del FJPPJ de la siguiente manera:

[bookmark: _Toc56157947][bookmark: _Toc56159863]INTEGRANTES TITULARES JUNTA ADMINISTRADORA DEL FJPPJ
Periodo 2020-2025
	PERSONA
	CARGO
	REPRESENTACIÓN

	MSc. Carlos Montero Zuñiga
	Presidente
	Corte Plena

	Lic. Arnoldo Hernández Solano
	Vicepresidente
	Colectivo Judicial

	Licda. Ana Lucrecia Ruiz
	Secretaria
	Colectivo Judicial

	Licda. Ingrid Moya Aguilar
	Tesorera
	Corte Plena

	MBA. Mauricio Villalta Fallas
	Director
	Colectivo Judicial

	MBA. Miguel Ovares Chavarría
	Director
	Corte Plena



Sobre el particular, es de vital importancia indicar que, en mi participación inicial en dicho proceso de elección y que había sido oportunamente avalado durante el proceso de conformación de este este órgano, me encontraba nombrado como Jefe interino del Departamento de Proveeduría, situación que incluso fue valorada en su oportunidad por la propia Superintendencia de Pensiones, brindando el visto bueno correspondiente dado mi curriculum y conocimientos en la materia.

No obstante, lo anterior, a partir del 1 de setiembre de 2020, regresé a la Jefatura Macroproceso Financiero Contable e incluso desde mi puesto en propiedad sea la Jefatura del Proceso de Tesorería, existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas (hasta el día de hoy), con la gestión diaria de la Junta Administradora y del propio Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Aunado a lo anterior y en virtud de la responsabilidad que al efecto se desprende de las funciones ordinarias de la Jefatura de Proceso de Tesorería (propiedad) y de la Jefatura del Macroproceso Financiero Contable (nombramiento interino), conforme lo dispone el Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, publicado mediante Circular de Secretaría de la Corte N° 072 – 2019 en el Boletín número 101 del 31 May 2019, específicamente lo indicado en los artículos N° 7, N°8 y N°12, sin detrimento de la demás normativa aplicable, con oficio 0599-FC-2020 de fecha 3 de setiembre de 2020 (adjunto), solicité a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins Directora Ejecutiva y Jefatura inmediata, la valoración al respecto para establecer la gestión respectiva y evitar la materialización del conflicto de interés con respecto de las actividades propias como Director de la Junta Administradora del Poder Judicial. Es menester indicar que desde el 01 de septiembre del 2020, solicite a la Junta Administradora mi sustitución y he evitado participar en cualquier acto relacionado con dicho cuerpo colegiado mientras se aclaraba la situación de posible conflicto de interés expuesta anteriormente.

Con oficio N° 3276-DE-2020 de fecha 10 de setiembre de 2020, la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial solicita ampliar la información brindada mediante oficio N° 0599-FC-2020 de comentario, indicando las responsabilidades como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ) así como las funciones que se ejercen como jefe del Departamento Financiero Contable, para contribuir en el análisis del posible conflicto de intereses entre ambas actividades, para lo cual se remitió oficio N° 641-FC-2020 con fecha 16 de setiembre del año 2020 (adjunto).

En sesión 33-20 de fecha del 12 de octubre de 2020, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en artículo XXXI, de forma unánime acordó:

“[…] Por lo anterior y con la finalidad de prevenir algún posible conflicto interés, se acuerda por unanimidad: Solicitar a la Superintendencia de Pensiones, que valore el caso del máster Ovares Chavarría y emita un criterio en cuanto si existen conflictos de intereses, tomando en consideración las funciones que realiza en el Departamento Financiero Contable en relación con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial…”

Luego del análisis y valoración correspondiente la Dirección Ejecutiva emitió resolución de las a las trece horas y veintidós minutos del 26 de octubre de dos mil veinte (adjunto), remitida por medio de correo electrónico de fecha 27 de octubre de 2020, de la cual se resalta lo siguiente:

“[…]

CONSIDERANDO:

Para la resolución de la gestión de conflicto de interés planteada por el señor Miguel Ovares Chavarría, resulta relevante tomar en consideración los siguientes aspectos: 

I. Conforme a la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de interés en el Poder Judicial” (en adelante la regulación), el señor Ovares Chavarría pone en conocimiento la potencial situación de conflicto de intereses, circunstancia que surge a partir del momento en que retoma la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable y a su vez ocupa el puesto de Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante la Junta). 

II. Conforme lo dispuesto por el numeral 9 de la regulación de conflictos de intereses, corresponde al superior jerárquico resolver las gestiones de posibles conflictos de intereses del personal subalterno. Pese a que el gestionante ejecuta labores en dos instancias diferentes dentro del Poder Judicial, no puede desconocerse que es en la Dirección Ejecutiva donde se atienden las funciones sustanciales de este Poder de la República según el mandato constitucional. En ese sentido, en el caso que nos ocupa, la competencia para resolver el posible conflicto de interés del señor Ovares Chavarría recae en la Dirección Ejecutiva, como superior jerárquico. 

III. Conforme lo disponen los numerales 84 y 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Dirección Ejecutiva es un órgano dependiente del Consejo Superior que tiene a cargo la gestión administrativa del Poder Judicial, función que se ejecuta desde las diferentes áreas que la componen, entre estas, el Macro Proceso Financiero Contable, instancia responsable de la ejecución de los recursos financieros de la institución, y que brinda múltiples servicios, tales como: el trámite y cancelación de las pensiones y jubilaciones, de las facturas con cargo al presupuesto; así como de dar curso administrativo al pago de depósitos judiciales y pensiones alimentarias, honorarios, peritajes, jubilaciones, pensiones y consultorías en el ámbito de su competencia 

IV. Con la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, surge la necesidad de realizar el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta” a efectos de garantizar la continuidad del servicio para la administración del fondo de pensiones, manteniendo el apoyo del Macro Proceso Financiero Contable en lo atinente a las competencias de la Junta. En esa medida, se acordó el préstamo necesario de servidores para las labores técnicas y/o asistenciales pertinentes de la Junta Administradora, siendo que los servicios de estas personas serán cedidos y facilitados; lo “anterior en el entendido de que la cesión de recursos o servidores no implicará la afectación de la gestión sustantiva del Poder Judicial y que la Junta Administradora asumirá las potestades decisorias en todos los procesos que correspondan a sus competencias legales”. Ver cláusula segunda. 

V. Como lo señala el gestionante, en su oficio 599-FC-2020, existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas con la labor que se desarrolla en la Junta, mismas que se ejecutan en el Macro Proceso Financiero Contable como consecuencia del convenio descrito supra, y en donde el señor Ovares asume la responsabilidad de dirección y supervisión de esas actividades como jefe inmediato de ese departamento. Es decir, bajo ese contexto, de asumir las dos funciones, tanto en la Junta como en el Departamento Financiero Contable, estarían coincidiendo funciones de decisión y de ejecución en una misma persona. Una situación similar, ya fue analizada en su oportunidad por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), señalando en el oficio número SP-988-2019, que las funciones de dirección y de ejecución simultánea en una persona resultaba incompatible, criterio que se comparte. En igual sentido, se pronunció la Oficina de Cumplimiento, instancia competente para atender consultas sobre la interpretación y aplicación del reglamento de conflictos de intereses, según se desprende del oficio número 026-CO-OC-2020 de fecha 12 de octubre. 

VI. Aunado a lo anterior, es importante considerar que la situación de conflicto de interés y/o la incompatibilidad señala, se identifica como un riesgo para la debida gestión y supervisión del Macro Proceso Financiero Contable derivado de la identidad de actividades y la concentración en una misma persona que integra la Junta y ocupa el puesto de jefatura del departamento en cuestión. Desde esta perspectiva, resulta necesario valorar el riesgo detectado. 

VII. Conforme el numeral 12 inciso a) y d) de la Ley General de Control Interno (Ley número 8292), corresponde a los jerarcas y titulares subordinados velar por el adecuado desarrollo de las actividades del ente o del órgano a su cargo, así como, garantizar que el sistema de control interno cumpla con las características establecidas en la normativa. Como parte de las acciones del ambiente de control, los titulares subordinados deben asegurar el cumplimiento de los fines institucionales y establecer con claridad las relaciones de jerarquía, asignando la autoridad y responsabilidad a los funcionarios para que los procesos se lleven a cabo de acuerdo con el bloque de legalidad y criterio técnico aplicable. (Artículo 13). Identificar y analizar los riesgos detectados que puedan incidir negativamente en el logro de los objetivos institucionales, así como valorar el impacto que pueden generar, son tareas que también están a cargo de los titulares subordinados, según el numeral 14 de dicha ley. Estas disposiciones se complementan con las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CODFOE, en adelante Normas), que disponen la necesidad de considerar el manejo de conflictos de intereses (2.3.1:d), como parte del fortalecimiento de la ética institucional. Aunado a ello, las normas disponen la importancia de definir una estructura organizativa que contenga las líneas de jerarquía, de dependencia y de coordinación adecuados para fortalecer el logro de los objetivos, (2.5) asegurando la delegación de funciones para la exigencia de responsabilidad y asignación de autoridad de los funcionarios para la adecuada toma de decisiones y acciones (2.5.1). De especial atención resultan las disposiciones sobre la autorización y aprobación de operaciones y transacciones por parte del funcionario con potestad para concederla, en consideración a los riesgos inherentes (2.5.2). Finalmente, la separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones (2.5.3), señala la obligación de aseguramiento de la separación de funciones incompatibles que incluye “las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores”. La regla sobre la separación de funciones se exceptúa cuando la disponibilidad de recursos así lo imponga; situación en la que no nos encontramos. 

VIII. Con base en todo lo señalado, la identificación del riesgo detectado que resulta de la identidad de procesos y de funciones de dirección y ejecución en una misma persona, impone la necesidad de tomar una medida que dé respuesta a dicho riesgo. Si se opta por mantener a la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable separado de las funciones o actividades desarrolladas en ese departamento que se originen en las labores propias de la Junta con tal de evitar el ejercicio de funciones incompatibles, resultaría contraproducente y abre la brecha de otro riesgo, que impacta la labor sustancial de la institución. La estructura orgánica de la Dirección Ejecutiva se encuentra claramente definida, la distribución de responsabilidades de dirección y supervisión están debidamente asignadas a lo interno, y ello incluye, la jefatura a cargo del señor Miguel Ovares. La función que como jefatura se ejerce tiene el propósito de asegurar la gestión y la consecución de los objetivos institucionales, todo en observancia a las normas de control interno, razón por la cual, no resulta procedente separar al señor Ovares de su responsabilidad de dirección y supervisión como encargado del Departamento Financiero Contable. 

POR TANTO:

Corolario de lo expuesto, SE RESUELVE que el ejercicio de la jefatura del Departamento Financiero Contable resulta incompatible con la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De igual forma, la solución de separar al gestionante de la supervisión de los procesos de la Junta que se desarrollen en el departamento que dirige, genera otro riesgo que impide tomar esa medida. El aseguramiento de la consecución de los objetivos de la institución que están a cargo de la Dirección Ejecutiva no puede verse afectados, posición que está definida en la cláusula segunda del convenio citado según fue expuesto. Así las cosas, se acoge la gestión de conflicto de intereses del señor Ovares Chavarría, y se declara la incompatibilidad del desempeño de los dos cargos indicados, debiendo prevalecer la función asignada en la jefatura del Departamento Financiero Contable. NOTIFÍQUESE. MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial…” (el resaltado no es del documento original)

En virtud de lo establecido en el reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial” y ante lo resuelto por parte de la señora Directora Ejecutiva, es mi deber solicitar que por su digno medio se haga del conocimiento de la honorable Corte Plena, la situación antes expuesta.

No se omite manifestar que, en estos momentos la Procuraduría General de la República se encuentra analizando la naturaleza jurídica de la Junta Administradora y su relación interorgánica con el Poder Judicial (oficio N° 393-2020 adjunto), así mismo se está a la espera del pronunciamiento por parte de la Superintendencia de Pensiones relación con este posible conflicto de intereses (oficio N° 814-2020 adjunto), no obstante dada la resolución emanada sobre este particular, no me resulta posible otro actuar más que poner a disposición de la honorable Corte Plena el puesto como Director Propietario que me fue designado de dicha Junta.

Es importante indicar que las actuaciones como integrante de la Junta, quedan debidamente plasmadas en las actas de las sesiones realizadas desde el 27 de enero de 2020 y hasta el 31 de agosto de 2020 (Actas N°. 01-2020 hasta 29-2020).

Todo lo anterior para lo que a bien estime resolver la honorable Corte Plena.”

- 0 -

Finalmente, en acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 37-2020 celebrada el 16 de noviembre del 2020, artículo IV, se dispuso lo siguiente: 

 “La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, remite la resolución N° 904 de las trece horas y veintidós minutos del veintiséis de octubre de dos mil veinte, relacionado con posible conflicto de interés en sus funciones del máster Miguel Ovares Chavarría, como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe del Macroproceso Financiero Contable, que dice:
 
[bookmark: x__Hlk21097068]“Se resuelve gestión del MBA Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, donde expone posible conflicto de interés en sus funciones como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe del Macroproceso Financiero Contable.
 
RESULTANDO:
 
I.- Que mediante oficio N° 599-FC-2020 con fecha 3 de setiembre último, el MBA Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, solicita la valoración de posible conflicto de intereses por las funciones sustantivas de la Jefatura del Macroproceso Financiero Contable y las que realiza como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el cual indica:
 
“Con la entrada en vigor de la Ley N°. 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en La Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de Mayo de 1993, y sus Reformas”, se establece la conformación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ), integrada por seis miembros titulares y seis miembros suplentes, según se establece en el artículo N°. 239 de la citada Ley, con una representación del 50% Colectivo Judicial y el otro 50% de la Corte Plena (Patrono).
 
Por votación efectuada en el seno de la Corte Plena, se me designó junto con otras personas para integrar dicha Junta en calidad de representante del Patrono, iniciando funciones como director desde el lunes 27 de enero del 2020, respetando la composición definida en el artículo N°. 240 de la citada ley de la siguiente manera:
 
INTEGRANTES TITULARES JUNTA ADMINISTRADORA DEL FJPPJ

Periodo 2020-2025

	PERSONA
	CARGO
	REPRESENTACIÓN

	MSc. Carlos Montero Zuñiga
	Presidente
	Corte Plena

	Lic. Arnoldo Hernández Solano
	Vicepresidente
	Colectivo Judicial

	Licda. Ana Lucrecia Ruiz
	Secretaria
	Colectivo Judicial

	Licda. Ingrid Moya Aguilar
	Tesorera
	Corte Plena

	MBA. Mauricio Villalta Fallas
	Director
	Colectivo Judicial

	MBA. Miguel Ovares Chavarría
	Director
	Corte Plena


 
Sobre el particular, es de vital importancia indicar que en mi participación inicial, en dicho procesos de elección, me encontraba nombrado como Jefe del Departamento de Proveeduría, situación que incluso fue valorada en su oportunidad por la Superintendencia de Pensiones.
 
No obstante, lo anterior, a partir del 1 de setiembre de 2020, regresé a la Jefatura Macroproceso Financiero Contable e incluso desde mi puesto en propiedad sea la Jefatura del Proceso de Tesorería, se considera existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas con la gestión diaria de la Junta Administradora y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tales como las que a continuación se detallan:
 
Ø Ejecución de pago de asignaciones a beneficiarios (personas jubiladas y pensionadas) y proveedores.
Ø Contabilidad de la Junta Administradora y del FJPPJ.
Ø Gestión de Portafolios Financieros.
Ø Gestión Integral de Riesgos.
Ø Plataforma de Servicios del FJPPJ.
Ø Cálculo y traslado de cuotas de aportes.
Ø Traslado y recuperación de cuotas entre regímenes del primer pilar.
Ø Gestión de cuentas por cobrar a favor del FJPPJ.
Ø Atención de requerimientos de entes supervisores.
Ø Trámites tributarios.
Ø Reportería y remisión de informes ante reguladores.
Ø Control y ejecución de contratos de servicios de proveedores
 
Así mismo, varias de estas macro actividades son ejecutados por personal técnico, profesional, coordinadores, Jefaturas de Subproceso y Proceso según corresponda, dentro de la estructura propia de este Departamento, situación que en mi calidad de Jefatura, infiere en mi accionar y se acude a mi persona como superior jerárquico inmediato para la correcta gestión de estas actividades. De un análisis a lo interno del Macroproceso Financiero Contable, se estima que existen 17 funcionaros directamente relacionados de actividades del FJPPJ, con un porcentaje superior del 50% de su tiempo, según se detalla en la siguiente tabla:
 
Al respecto, destaco que la Junta Administradora del FJPPJ no posee a la fecha una estructura administrativa propia sobre la cual delegar estas funciones y que, amparados en el convenio N° 3 suscrito entre la Junta Administradora y el Poder Judicial, se visualiza la continuidad en la ejecución de estas tareas por parte del Macroproceso Financiero Contable durante los próximos meses.
 
Conforme a lo expuesto y dada la importante relación que posee el Macroproceso Financiero Contable en la ejecución de labores operativas diarias relacionadas con el FJPPJ, así como con las actividades que a la fecha efectúa la propia Junta Administradora, se visualiza un posible conflicto de intereses al estar involucrado en la operativa diaria de este Departamento Técnico y a su vez mi participación como director propietario en la Junta Administradora.
 
Considerando la responsabilidad que al efecto se desprende de las funciones ordinarias de la Jefatura de Proceso y de la Jefatura del Macroproceso Financiero Contable, conforme lo dispone el Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, publicado mediante Circular de Secretaría de la Corte N° 072 – 2019 en el Boletín número 101 del 31 May 2019, específicamente lo indicado en los artículos N° 7, N°8 y N°12, sin detrimento de la demás normativa aplicable, solicito su valoración al respecto para establecer la gestión respectiva y evitar la materialización del conflicto de interés con respecto de las actividades propias como Director de la Junta Administradora del Poder Judicial:
 
 […] Artículo 7. Evitar los conflictos de interés.
 
La persona servidora judicial es la principal responsable de vigilar que sus intereses privados no afecten las funciones a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional. Deberá evitar colocarse en situaciones de conflictos de interés que menoscaben o pongan en riesgo su imparcialidad, independencia e integridad para el ejercicio de las funciones de su cargo o puedan generar dudas razonables acerca de su objetividad o independencia o la del Poder Judicial.
 
Artículo 8. Revelar los intereses privados que los coloquen en conflictos de interés.
 
Las personas servidoras judiciales están obligadas a informar formalmente a su instancia superior jerárquica, sobre los intereses privados, que sean potencialmente generadores de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, en el ejercicio de sus funciones, de manera transparente, oportuna y oficiosa…
 
…El órgano a quien se le informe, deberá decidir por el procedimiento administrativo o jurisdiccional que corresponda…
 
Artículo 12. Resolución de las situaciones de conflicto de interés.
 
Siempre que se identifique una situación de conflicto de interés, deberán tomarse las medidas necesarias para resolverlo con el fin de evitar una afectación al interés público, a la buena gestión de los asuntos a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional, y prevenir conductas de corrupción de las personas servidoras judiciales.
 
Las medidas adoptadas deberán ser proporcionales al nivel del riesgo de afectación al interés público que implique la situación de conflicto de interés identificada, y conciliar, en la medida de lo posible, los intereses de la organización, el interés general y los intereses legítimos de las personas servidores judiciales.
 
Los conflictos de interés podrán resolverse si concurren cualesquiera de las siguientes circunstancias, entre otras:
 
a) Abstención del conocimiento del asunto específico, cuando se trate de una situación aislada o poco recurrente.
 
b) Renuncia de la persona servidora judicial al interés privado.
 
c) Reorganización de los deberes y responsabilidades de la persona servidora judicial conforme al debido proceso.
 
e) Traslado a otro puesto conforme al debido proceso…” El resaltado no es del original.
 
Al respecto se destaca que, si bien es cierto el reglamento citado busca regular las actuaciones de índole privado en los funcionarios del Poder Judicial y la situación descrita se considera de índole laboral (como Jefatura de Departamento y como representante de la Corte Plena en la Junta Administradora), se considera necesario evidenciar y atender el escenario de un posible conflicto de intereses en el desarrollo de las funciones diarias que son de mi competencia.
 
Por último, es de vital importancia mencionar que la atención y gestión de actividades relacionadas con el FJPPJ es constante ya que a la fecha se constituyen en labores sustantivas en el Macroproceso Financiero Contable, por lo cual he solicitado la sustitución temporal del ejercicio de mis funciones ante la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mientras se dicta una resolución ante lo relacionado con la situación descrita.”
 
II. Que mediante oficio N° 3276-DE-2020 con fecha 10 de setiembre en curso, esta Dirección Ejecutiva solicitó al MBA Ovares Chavarría ampliar lo relativo a las labores que ejerce en esa Junta y la relación con las propias en el Departamento Financiero Contable, para lo que se le indicó:
 
“En atención al contenido de su oficio N° 599-FC-2020 de fecha 3 de setiembre en curso, relacionado con un posible conflicto de intereses por las funciones que ejerce como jefe del Departamento Financiero Contable y las que realiza como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ruego ampliar lo relativo a las labores que ejerce en esa Junta y la relación con la propias del departamento a su cargo.”
 
III. Que mediante oficio N° 641-FC-2020 con fecha 16 de setiembre del año 2020, el Máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, expone lo siguiente:
 
En atención al contenido del oficio N° 3276-DE-2020 de fecha 10 de setiembre de 2020, mediante el cual solicita ampliar la información brindada mediante oficio N° 0599-FC-2020 de fecha 3 de setiembre de 2020, indicando las responsabilidades como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ) así como las funciones que se ejercen como jefe del Departamento Financiero Contable, como insumo en el análisis del posible conflicto de intereses entre ambas actividades, en forma atenta me permito indicar lo siguiente:
 
 I. ACTIVIDADES JEFATURA MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE
 
Conforme lo estable del Manual Descriptivo de Clase de Puestos, la Jefatura de Departamento Administrativo II tiene como propósito “…Planear, organizar, dirigir, asignar, coordinar y supervisar las actividades técnicas y administrativas de un Departamento a cargo de programas administrativos especializados y complejos..”, siendo su función administrativa “…Controlar la Gestión garantizando el seguimiento, la evaluación y la rendición de cuentas, conforme instrucciones de su superior y en apego a las políticas institucionales y al marco normativo…”, siendo responsable por funciones como “…planear, organizar, dirigir, coordinar y controlar las labores profesionales, técnicas y administrativas, de velar porque los procesos de la dependencia a su cargo se realicen de forma oportuna, por lo que debe maximizar los conceptos de eficacia y eficiencia a fin de brindar un servicio de calidad…”, mismo que puede ser analizado con mayor amplitud en el anexo N°. 01 de este oficio.
 
De previo a la entrada en vigor de la Ley N°. 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en La Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus Reformas”, el “Reglamento Interno de Macroproceso Financiero Contable” Publicado en el Boletín Judicial Nº 215-2009 del 05-11-2009 (anexo N°. 2), contiene las actividades del puesto en sus los artículos 6 y 7 como a continuación se detallan:
 
“[…] Artículo 6.- El Macroproceso Financiero Contable estará a cargo de un jefe que velará por la correcta ejecución de las labores asignadas a los distintos Procesos, Subprocesos y la Unidad que lo integran y quien, en el ejercicio de su cargo, tendrá las siguientes funciones:
 
a. Garantizar razonablemente el cumplimiento de las leyes, las normas y procedimientos que regulan la actividad financiera, presupuestaria y contable del Macroproceso Financiero Contable.
 
2.Dirigir, organizar, planificar, coordinar, controlar y evaluar las actividades que le correspondan al Macroproceso Financiero Contable.
 
3.Responder, ante su superior, por el debido y cabal cumplimiento de las funciones asignadas al Macroproceso.
 
4.Proporcionar la información requerida por las diferentes oficinas del Poder Judicial, en asuntos de su competencia.
 
5.Velar por la correcta ejecución del presupuesto del Poder Judicial.
 
6.Realizar análisis por partida y subpartidas del presupuesto, para recomendar oportunamente las modificaciones que fueren convenientes.
 
7.Participar en las Comisiones a las que fuere convocado.
 
8.Evacuar las consultas que le plantee el personal del Macroproceso sobre asuntos atinentes a su labor.
 
9.Aprobar la recomendación de inversión de los recursos dinerarios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y otras cuentas del Poder Judicial.
 
10.Rendir los informes solicitados por su superior o por iniciativa propia cuando las circunstancias lo ameriten.
 
11.Ejercer el régimen disciplinario sobre los funcionarios del Macroproceso conforme con la normativa vigente.
 
12.Rendir los informes que le solicite la Corte Plena, el Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva con la periodicidad que se le indique.
 
13.Cualesquiera otros deberes y atribuciones que por leyes, reglamentos, acuerdos de Corte Plena, Consejo Superior y/o Dirección Ejecutiva o circulares le correspondieren.
 
Artículo 7.- La Jefatura del Macroproceso Financiero Contable contará con los dos Jefes de los Procesos que lo integran, quienes sustituirán al titular en sus ausencias temporales y con el personal de apoyo necesario para cumplir con lo dispuesto en el artículo anterior…”
 
A partir de la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ) conforme lo establece la Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante su reforma dada por la Ley N°. 9544 y publicada en mayo 2018, así mismo de acuerdo con la suscripción entre el Poder Judicial y dicha Junta del “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, N° 3-2020”, en la cláusula quinta se definieron los siguientes alcances para el Macroproceso Financiero Contable relacionados con las tareas referentes al Fondo:
 
“[…] CLAUSULA QUINTA: Apoyo del Poder Judicial, referente a servicios del Macroproceso Financiero Contable.
 
El Macroproceso Financiero Contable, brindará el apoyo por medio de las labores ya establecidas para algunos de sus servidores, dentro de los subprocesos contable, de integración de sistemas, de inversiones, de riesgo, de ingresos y de egresos. Se facilitará cada uno de los servidores destacados y sus labores, así como los activos asignados a cada uno de ellos, para la consecución de sus tareas referentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Tal y como se estableció en la cláusula primera, las labores y servicios referidos al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se faciliten a la Junta Administradora serán en el ámbito estrictamente operativo, bajo las políticas de administración de la Junta Administradora, en apego a lo dispuesto en la referida ley de creación de esa Junta.
 
Las labores y servicios sustantivos que el Macroproceso Financiero Contable brindará a la Junta Administradora serán los siguientes:
 
 I. Gestión de pago de asignaciones a las personas jubiladas y pensionadas, así como a las entidades deductoras y pensiones alimentarias. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
[bookmark: x__Hlk29588989] II. Pago de ajustes por costo de vida y diferencias en beneficios de jubilación y pensión. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 III. Gestión del Reporte y pago de SICERE Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación).
 
 IV. Gestión del Reporte y pago de Impuesto sobre la renta. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación). así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 V. Gestión de pago de aguinaldo de las personas jubiladas y pensionadas. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 VI. Plataforma de servicios (constancias y certificaciones de asignación de beneficios, de pertenencia al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y para la Operadora de Pensiones, así como Generación de claves de Acceso para consultas a través de la página Web). Labor efectuada por un Asistente Administrativo y profesional II (coordinación). La emisión de estas certificaciones no requiere aprobación de la Junta Administradora del FJPPJ, y pueden ser emitidas en las sedes administrativas regionales del Poder Judicial.
 
 VII. Gestión de estudios y recuperación de cuentas por cobrar a favor del FJPPJ por los conceptos: impuesto de renta, reconocimiento de tiempo servido y sumas pagadas de más a jubilados y pensionados. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad III, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 VIII. Conciliación y arqueos de títulos valores de inversión con recursos del FJP. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 IX. Gestión de traslado de cuotas de aportes de otros Regímenes de Pensiones al Fondo de Jubilaciones y Pensiones producto del reconocimiento de tiempo servido. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad III, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 X. Liquidaciones de personas jubiladas y pensionadas fallecidas. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 XI. Giros de consignación de prestaciones de personas beneficiarias fallecidas del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 XII. Cálculo y traslado de cuotas de aportes a otros Regímenes de Pensiones. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 XIII. Devolución de sumas rebajadas de más a favor de personas beneficiarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad III, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 XIV. Elaboración del ciclo contable asociado, tanto para la JAFJPPJ como para el FJPPJ. Labor efectuada por un Profesional I y Coordinador de Unidad I, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 XV. Análisis y remisión de Informes mensuales a la SUPEN, Auditoría Interna y/o Externa, Medios de Prensa, Entes Gremiales, Oficinas Internas del Poder Judicial). Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 XVI. Análisis de normativa legal aplicable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones y su implementación. Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 XVII. Gestión de portafolios financieros. Labor efectuada Técnico Administrativo II, por un Profesionales II, así como Coordinadores de Unidad III y Jefe de Proceso; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 XVIII. Gestión integral de riesgos. Labor efectuada Profesional II, así como el Jefe de Proceso; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 XIX. Estudios especiales. Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
 XX. Administración de contratos por servicios accesorios. Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.
 
Los contratos por servicios accesorios que el Macroproceso Financiero Contable administra se detallan a continuación:
 
	Número/Vencimiento
	Concepto
	Proveedor

	Número Contrato:
040115
Fecha Vencimiento:
22-09-2019
	Contratación Externa de Servicios Profesionales en Actuarial para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
	MSc. Raúl Hernández González
 
Está en proceso de firma el nuevo contrato.

	Número Contrato:
027118
Fecha Vencimiento:
15-06-2022
	“Contrato de Servicio de Asesoría Profesional en Materia Económica, Inversiones, Bursátil y Financiera para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”
	MSc. Edi Velázquez Chávez

	Número Contrato:
176/2014
Fecha Vencimiento:
Indefinido
	“Contrato de Servicios de Acceso a los Sistemas de la Bolsa Nacional de Valores y Subsidiarias”
	Cam-X Tecnologies S.A. (Bolsa Nacional de Valores).

	Número Contrato:
026117
Fecha Vencimiento:
31-05-2021
	“Contrato de Arrendamiento de Software Informático para el Cálculo y Generación de Reportes de Indicadores de Riesgo Financiero de los Portafolio de Títulos Valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” Este contrato lo administra la Dirección de TI, específicamente por medio de la Unidad de Apoyo Administrativo de esa Dirección.
	Valmer Costa Rica S.A.

	Número Contrato:
013118
Fecha Vencimiento:
12-03-2022
	“Contrato para el Servicio de un Asesor Externo del Comité de Riesgos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”
	MSc. Ronald Arturo Chaves Marín.

	Número Contrato:
077118
Fecha Vencimiento:
16-01-2022
	Contratación para la Auditoría Externa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para los períodos 2018,2019,2020.
	Despacho Carvajal y Colegiados
 
 


 
Es importante indicar que, aunque en dicho Convenio se establece que las labores sustantivas del FJPPJ que se llevan en el Macroproceso Financiero Contable, se darán aprobaciones por la Junta Administradora del Fondo, lo cierto es que en la operativa diaria esto no ha sido posible, dada la falta de estructura propia para dicha JA-FJPPJ, por lo cual a la fecha no es posible limitar la responsabilidad como Jefe del Macroproceso en la gestión y control de las labores profesionales, técnicas y administrativas de las personas a mi cargo a fin de cumplir de forma efectiva con todas las tareas de que dicho Fondo requiere y que no pueden ser postergadas o retrasadas de manera alguna.
 
 II. ACTIVIDADES DIRECTOR DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FJPPJ
 
En virtud de lo establecido en el Código de Gobierno Corporativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (anexo N°. 03), emitido con base en las disposiciones reglamentarias aprobadas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) en el nuevo Reglamento de Gobierno Corporativo, el cual entró en vigencia el 07 de junio del 2017, resalto los siguientes apartados en los que participo como integrante del Órgano de Dirección e Integrante del Comité de Inversiones, ambos órganos colegiados requeridos por normativa para el adecuado funcionamiento del FJPPJ y que mantienen requisitos de conformación muy específicos para sus miembros:
 
“Artículo 3.- Definiciones
 
…Órgano de Dirección: Máximo órgano colegiado de la entidad responsable de la organización. Corresponde a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial…
 
Artículo 4.- Marco Legal
 
El Poder Judicial, bajo el que se sustenta legalmente el FJPPJ, es Tercer Poder de la República Costarricense, según lo dispuesto en el Artículo N° 9 de la Constitución Política y en la Ley Orgánica del Poder Judicial y sus reformas (LOPJ), el cual goza de independencia administrativa y está sujeto a la ley en materia de gobierno.
 
Por autorización expresa de ley, la Junta Administradora del FJPPJ, tiene la administración del FJPPJ, cuyo patrimonio es de exclusiva propiedad, de las personas beneficiarias para operar y generar inversiones que le den sostenibilidad a dicho fondo, en distintos ámbitos del mercado financiero nacional.
 
Reglamentos de Organización interna:
 
1. Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
 
2. Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del FJPPJ
 
3. Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al Poder Judicial con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales (artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial)
 
4. Reglamento de Gobierno Corporativo emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif)
 
5. Reglamento de Gestión Integral de Riesgos Superintendencia de Pensiones (Supen)
 
6. Reglamento de Gestión de Activos (Supen)
 
7. Reglamento Actuarial (Supen)
 
8. Reglamento para la regulación de los Regímenes de Pensiones creados por leyes especiales y regímenes públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte
 
9. Reglamento de Información Financiera…
 
“[…] Artículo 7.- Junta Administradora del FJPPJ
 
La Junta Administradora es presidida por su presidente y está formada por tres personas integrantes electas democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres personas integrantes designadas por la Corte Plena. Contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley en los artículos 239, 240 bis y 242 de la L.O.P.J.
 
Le corresponde administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión y riesgos, establecidas por ella misma, reconocer a las personas servidoras judiciales, el tiempo laborado en el sector público para efectos de jubilación y ordenar el reintegro que corresponde al Fondo; resolver sobre la devolución de cuotas del FJPPJ a otros regímenes de seguridad social, estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión judiciales que se le presenten; dirigir, planificar, organizar y coordinar las actividades administrativas del FJPPJ y proponer y aprobar los reglamentos correspondientes y cualquier otra que le atribuya la L.O.P.J.
 
Las personas integrantes de la Junta Administradora obran de buena fe y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Sus actuaciones se cumplen en interés del FJPPJ, evitando incurrir en situaciones que configuren conflictos de interés, con el compromiso de manejar con prudencia la información confidencial y promoviendo el mejor trato y atención a las partes interesadas. La Junta Administradora es la responsable de la estrategia, la gestión de riesgos, la solidez financiera, la organización interna y la estructura de Gobierno Corporativo…”
 
“[…] Artículo 9.- Operación
 
Para cumplir adecuadamente con sus funciones y responsabilidades, la Junta Administradora se reunirá con la frecuencia que le permita asegurar el seguimiento adecuado y permanente de los asuntos relacionados con el FJPPJ, según lo establecido en la L.O.P.J, y sus reglamentos, así como la normativa que al efecto emita el Conassif y la SUPEN.
 
Artículo 10.- Funciones de la Junta Administradora
 
Sin perjuicio de las funciones y responsabilidades que asignan las leyes, reglamentos y otros órganos administrativos de supervisión y fiscalización a la Junta Administradora para el FJPPJ, esta cumplirá con las siguientes funciones:
 
1. Aprobar y supervisar la aplicación de un marco sólido de Gobierno Corporativo, así como el informe anual de Gobierno Corporativo que le someta el Comité de Riesgos, junto con la Gerencia.
 
2. Establecer la visión, misión estratégica y valores del FJPPJ; con los respectivos objetivos estratégicos, mediante el desarrollo de un marco estratégico, conforme al Modelo de Negocio, que defina las actividades principales, los retornos esperados; estableciendo los mecanismos de aprobación requeridos para gestionar las desviaciones de la estrategia de gestión de riesgos respecto de la Declaración de Apetito de Riesgo, que le someta el Comité de Riesgos.
 
3. Vigilar que las acciones de la Alta Gerencia sean consistentes con la normativa, el plan estratégico, las políticas y otras disposiciones aprobadas por la Junta Administradora.
 
4. Aprobar la estructura organizacional y funcional del FJPPJ y proporcionar los recursos necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades, dándole autonomía al Proceso de Riesgos.
 
5. Administrar el FJPPJ, a través de la Gerencia y de acuerdo con las políticas de inversión y de riesgos, establecidas por la Junta Administradora, para mantener:
 
 a) La relación con las personas beneficiarias, representantes gremiales relacionados, personas integrantes externas de los comités de apoyo y otras partes involucradas.
 
 b) Las relaciones de interés.
 
6. Reconocer a las personas servidoras judiciales, para efectos de jubilación, el tiempo laborado en el sector público y ordenar el reintegro que corresponde al FJPPJ; otorgándoles las jubilaciones y pensiones que les correspondan.
 
7. Aprobar las operaciones de crédito con los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, conforme lo establece el artículo 240 bis de la L.O.P.J.
8. Revisar que el tamaño y composición de la estructura organizacional está acorde con las necesidades del FJPPJ y garantizar que el poder no se concentre de manera indebida, evitando conflictos de interés entre las personas servidoras y las funciones delegadas.
 
9. Definir los requisitos personales, académicos, técnicos y de experiencia necesarios para cada uno de los puestos claves que conforman la estructura organizacional. Además, establecer mecanismos que garanticen la revisión del cumplimiento de estos requisitos en el proceso de contratación del recurso humano y durante la relación de servicio, de manera que el Órgano se asegure que las personas colaboradoras cuentan, en todo momento, con el perfil requerido.
 
10. Aprobar los roles y responsabilidades, la rendición de cuentas y la cadena de delegación, y asegurar que se comunique estos aspectos para que sean conocidos y entendidos por todas las personas que laboran para el FJPPJ; por lo que deberán aprobar la selección y remoción de las personas responsables de los puestos de confianza y Órganos de Control (Comités de Riesgos e Inversiones), definiendo las condiciones para mantener sus nombramientos o sustitución; para lo que debe realizar una evaluación periódica de su desempeño, dando a conocer sus resultados en forma previa para garantizar cambios y mejoras de sus resultados.
 
11. Constituir y establecer la conformación del Proceso de Riesgos y es responsable de la función de cumplimiento como de los comités de apoyo que considere pertinente para la establecer las Líneas de Defensa de gestión de riesgos, con la apertura de canales de comunicación directos; para ello, deberá dotar de los recursos, independencia, autoridad y jerarquía necesarios para su operación; así como los recursos para lograr una buena gestión del FJPPJ; con la creación de procesos y cualquier otra instancia que considere oportuna, manteniendo la independencia jerárquica del Comité y del Proceso de Riesgos y del Comité de Cumplimiento, otorgándole una jerarquía de Staff, dependiente de la Junta Administradora; válido para el resto de los comités de apoyo, en el entendido de que son Líneas de Defensa y de vigilancia de la administración activa y de riesgos en protección de los miembros de la Junta Administradora.
 
12. Nombrar a las personas integrantes de los Comités de Apoyo, necesarios para el cumplimiento eficiente de los objetivos asignados a dichos comités.
 
13. Mantener una relación de comunicación directa, los informes que les remitan los Comités, los órganos supervisores y la Auditoría Interna y Externa, para analizar con sus integrantes y tomar las decisiones que se consideren procedentes.
 
14. Designar la firma auditora externa o la persona profesional independiente, de conformidad con la propuesta previamente emitida por el Comité de Auditoría y del Comité de Riesgos en esta materia; lo mismo que nombrar las personas integrantes externas de los comités de apoyo, estableciendo el marco normativo de sus funciones y procesos de incumplimiento.
 
15. Conocer el plan anual de trabajo de la Auditoría Interna u órgano de control que aplique y solicitar la incorporación de los estudios que se consideren necesarios.
 
16. Ejecutar las responsabilidades y funciones que se atribuyen en el marco normativo específico del FJPPJ.
 
17. Aprobar los niveles de la Declaración de Apetito de Riesgo, que le someta el Comité y Proceso de Riesgos, supervisando su cumplimiento; así como los planes de contingencia y de continuidad del negocio de las operaciones presentados por el Comité de Riesgos.
 
18. Dar seguimiento a los informes de la Auditoría Interna, del Comité de Riesgos, Comité de Inversiones u otro órgano de control que aplique relacionados con la atención, por parte de la administración, de las debilidades y riesgos comunicados, como por parte de los órganos supervisores, auditores y demás entidades de fiscalización.
 
19. Aprobar las políticas establecidas e implícitas en el presente Código, dentro de ellas las necesarias para procurar la confiabilidad de la información financiera y un adecuado ambiente de control interno y cultura de riesgos, así como las políticas de los Comités de Apoyo. En los casos en que aplique, se deben aprobar los procedimientos respectivos.
 
20. Apoyarse en cumplimiento de sus funciones respecto a la información de los estados financieros en los controles internos. Evaluar periódicamente sus propias prácticas de gobierno corporativo y ejecutar los cambios a medida que se hagan necesarios, lo cual debe quedar debidamente documentado.
 
21. Asegurar que el FJPPJ, cuente con un sistema de información gerencial íntegro, confiable y que permita tomar decisiones oportunas y adecuadas, considerando la gestión integral de los riesgos; velando porque se incluya en el informe anual a la Junta Administradora y a las personas beneficiarias, los aspectos relevantes de los trabajos realizados por cada uno de los comités durante el periodo y realizando un seguimiento de las recomendaciones del Comité de Riesgos, de seguimiento, los auditores internos y externos.
 
22. Mantener un registro actualizado de las políticas y decisiones acordadas en materia de gobierno corporativo.
 
23. Promover una comunicación oportuna y transparente, sobre situaciones, eventos o problemas que afecten o pudieran afectar significativamente al FJPPJ
 
24. Velar por el cumplimiento de las normas dictadas por la Junta Administradora y por todo el Sistema de Gestión Integral de los Riesgos, reuniéndose periódicamente con el responsable de la función de cumplimiento y de la jefatura del Proceso de Riesgos, el Comité de Riesgos y la persona que funge como miembro externo del mismo, para establecer y acordar mejoras.
 
25. Analizar los estados financieros trimestrales intermedios y aprobar los estados financieros auditados.
 
26. Reunirse regularmente con la Alta Gerencia para dar seguimiento a la gestión del FJPPJ
 
Adicionalmente, la Junta Administradora, debe garantizar entre otros:
 
 a) Efectividad del Gobierno Corporativo:
 
La Junta Administradora, es la responsable de revisar y ajustar periódicamente el Gobierno Corporativo, a ser presentado por el Comité de Riesgos, para que se adapte a los riesgos y cambios del entorno, a que está sometido el FJPPJ, considerando todas las interrelaciones con la Gerencia, como con las personas beneficiarias y demás involucrados.
 
 b) Política de gestión de riesgo
 
La Junta Administradora es responsable de aprobar y controlar la gestión de riesgos y la política asociada, que le somete el Comité de Riesgos, definido por el Proceso de Riesgos; cerciorándose de su difusión e implementación por los restantes Procesos del FJPPJ, además, debe velar a través del Comité de Cumplimiento, por el desarrollo de una Cultura de Riesgos. Igual es responsable de la formulación de la Declaración de Apetito de Riesgo y de la definición de las responsabilidades sobre la gestión y control de riesgos, en manos del Proceso de Riesgos.
 
 c) Declaración y el cumplimiento del Apetito de Riesgo
 
La Junta Administradora, deberá aprobar la Declaración del Apetito de Riesgos, que sea comprendida por las partes interesadas pertinentes, entre otros: la propia Junta, la Gerencia del FJPPJ, los Órganos de Control (Comités de Riesgos, de Inversiones, de Cumplimiento y Auditorías entre otros), las personas colaboradoras del Fondo y otras interesadas, así como estar disponible para la Supen, dando el seguimiento para garantizar su cumplimiento y asegurar su alineamiento con los objetivos, la estrategia, el capital, los planes financieros. De acuerdo con las políticas emanadas por la Junta, comunicando la Declaración de Apetito de Riesgo, garantizando que incluye, entre otros:
 
• Consideraciones cuantitativas y cualitativas.
 
• El nivel y tipos de riesgo que el FJPPJ está dispuesto a asumir con el fin de desarrollar sus actividades e inversiones dentro de su capacidad de riesgo.
 
• Los límites y consideraciones de inversiones u operacionales, de conformidad con la estrategia de negocio o actividades sustantivas.
 
El Apetito de Riesgo debe comunicarse a toda la entidad, por medio del Proceso de Riesgos, a cada persona titular subordinada, quién debe garantizar que llega y es entendida por todas las personas colaboradoras a cargo, para que pueda ser vinculado a la toma de decisiones operativas diarias.
 
 d) Gestión y control del riesgo
 
La Junta Administradora, por medio del Comité de Riesgos, debe definir y comunicar las responsabilidades en torno a la gestión y control de los riesgos, con copia a la persona responsable de la Función de Cumplimiento, sin detrimento del resto de la regulación específica sobre la materia a cada persona involucrada en su gestión. Esta responsabilidad implica el diseño del Marco de Gestión Integral de Riesgos del FJPPJ, de la identificación de las Líneas de Defensa, así como la formulación de políticas y controles apropiados y alineados a la Declaración de Apetito de Riesgo. Lo mismo que del desarrollo de los planes de contingencia y de continuidad del negocio del FJPPJ.
 
 e) Desarrollo de una cultura corporativa sólida
 
La Junta Administradora debe asegurar la adopción de una cultura corporativa sólida, para ello:
 
▪ Se establece y controla el cumplimiento de los valores requeridos para el mejoramiento del FJPPJ, que aplican para sí mismo, las Direcciones, demás personas servidoras y partes interesadas que, por sus funciones o cargos, participen en el Gobierno Corporativo del FJPPJ; incluye a personas miembros externos de los comités, como los compromisos y comportamientos para que las inversiones o actividades se lleven a cabo dentro de un marco de legalidad y ética, conforme a las políticas establecidas y aprobadas por la Junta Administradora.
 
▪ Promover una cultura de gestión de riesgo sólida, transmitiendo a las personas integrantes del FJPPJ, las expectativas de la Junta y la importancia para que opere conforme al Apetito de Riesgo declarado.
 
▪ Aprobar y supervisar la implementación de la política de divulgación a todas las personas servidoras, de los valores del FJPPJ, estándares profesionales, la resolución de los conflictos de Interés; Código de Ética, políticas y objetivos que rigen al Fondo.
 
▪ Establecer las medidas disciplinarias para la Direcciones y demás personas servidoras ante desviaciones y transgresiones a la cultura, políticas declaradas, código de Ética y valores corporativos establecidos.
 
▪ Deber de cuidado, deber de lealtad y deber de probidad. Las personas integrantes de la Junta Administradora actúan atendiendo sus deberes de cuidado y lealtad, cumpliendo la legislación y normativa aplicable, con la mayor honradez, integridad y rectitud en el actuar. El Órgano de Dirección tiene una participación activa de los principales asuntos del FJPPJ y además se mantiene al día con los cambios sustanciales en su actividad…”
 
“[…] Artículo 17.- Comités de apoyo
 
La Junta Administradora establecerá los Comités de Apoyo que se requieran para la ejecución de las operaciones del FJPPJ, como para la dirección y control que considere oportuno en otros procesos del FJPPJ que le correspondan, de acuerdo con las normativas aplicables. En el control del FJPPJ, la Junta Administradora contará además de las unidades de staff; con comités, para lo cual se dejará constancia sobre su creación y sujeción a las disposiciones en sus actas. La creación y los lineamientos de funcionamiento de los comités es una atribución exclusiva de la Junta Administradora, siendo que los acuerdos adoptados son vinculantes para todas las personas servidoras del FJPPJ y la población beneficiaria del FJPPJ.
 
Los comités de apoyo cuentan con un reglamento que establece sus objetivos, funciones, esquema de votación, periodicidad de sus reuniones, evaluación de cumplimiento; entre otros. La información asociada a los comités se publicará en el sitio oficial definido por la Junta Administradora (pág. Web del FJPPJ), buscando la transparencia de su gestión.
 
Además, se da la potestad a la Junta Administradora de poder constituir en forma independiente, los equipos de trabajo que requiera y considere oportunos, como apoyo a su gestión. Estos equipos pueden ser de carácter permanente o temporales. La creación y los lineamientos de funcionamiento de estos equipos son aprobados por la Junta Administradora y se publicarán en el sitio oficial definido por esta.
 
Los Comités se reúnen mensualmente de forma ordinaria y de forma extraordinaria cuando se requiera y serán los responsables de proponer a la Junta Administradora las políticas respectivas, información actualizada para su toma de decisiones, quienes velarán por el seguimiento y cumplimiento de las políticas, aprobadas por la propia Junta, rindiendo los informes mensuales que correspondan debidamente avalados para ser remitidos a la Junta Administradora…”
 
“[…] Artículo 21.- Comité de Inversiones
 
El Comité de Inversiones se concibe como un órgano asesor técnico especialista, establecido por mandato de la Junta Administradora, conforme a mejores prácticas de gobierno corporativo, a este órgano le corresponde definir las directrices generales de inversión, supervisar la labor de la gestión del portafolio, evaluar si las recomendaciones del Proceso de Riesgos son acogidas, velar por el desempeño adecuado del portafolio, entre otras.
 
Este Comité debe cumplir con las funciones y obligaciones previstas en la normativa para este cuerpo colegiado. Es responsable de velar por el adecuado balance entre las estrategias de inversión del FJPPJ y su perfil de riesgo; de modo tal, que su accionar esté delimitado por una adecuada gestión, en cumplimiento de la Política de Inversiones del FJPPJ. Los acuerdos de este Comité son aplicables para toda la gestión de inversiones del FJPPJ, emitiendo directrices con los acuerdos relacionados a través de la Jefatura del Proceso de Inversiones, con copia a la Junta Administradora para garantizar su cumplimiento, acuerdos y directrices que deben ser seguidas por el Comité de Cumplimiento.
El Comité de Inversiones estará conformado por dos personas integrantes de la Junta Administradora, una de ellas presidirá el Comité en todas las sesiones; y un miembro externo, con experiencia en Inversiones y Gestión de Portafolios, el cual no podrá ser sustituido, ni integrar otros comités de la entidad y deberá estar presente para poder sesionar, todos con voz y voto.
 
El Comité de Inversiones tendrá la potestad de incorporar a otras personas servidoras del FJPPJ, además participan únicamente con voz, pero no derecho a voto: la jefatura del Proceso de Inversiones y una persona profesional de la Unidad de Gestión de Portafolios, que ameriten estar presentes en las sesiones del Comité y éste los convoque como invitados.
 
Sesionará mensualmente para ver los temas de inversiones, para orientar las decisiones en materia de la gestión de las inversiones del FJPPJ; y en forma extraordinaria cuando así lo considere la persona con cargo de presidente del Comité…”
 
“[…] Artículo 33.- Políticas de Gobierno Corporativo y Conflictos de Interés
 
Las políticas para la administración de los conflictos de intereses aplican tanto de los integrantes de la Junta Administradora, como personas en cargo de dirección y personas servidoras del FJPPJ; en las relaciones con las personas usuarias, beneficiarias, órganos reguladores, otras entidades vinculadas y otros sujetos con los que interactúa regularmente el FJPPJ y sus unidades o procesos de gestión.
 
La Junta Administradora aprueba las políticas que regulan el accionar del FJPPJ y vela porque los procesos no solo respalden, sino que además garanticen el cumplimiento y aplicación de dichas políticas en todos los niveles.
 
Le corresponde a la Junta Administradora resolver los conflictos de intereses que se identifiquen por las actuaciones de las unidades que integran el FJPPJ…”
 
De tal manera, tal y como fue expuesto en el oficio previamente remitido, considero necesario evidenciar y atender el escenario de un posible conflicto de intereses conforme a lo regulado en el reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, lo anterior por cuanto para el desarrollo de las funciones diarias que son de mi competencia en la ejecución de ambos cargos aquí analizados, se requiere de una definición y aclaración suficientes para la adecuada gestión las labores encomendadas, mismas que, vale la pena destacar, han sido asignadas por el patrono y no asumidas a título personal por este servidor.”
 
IV. Que mediante oficio N° 026-CO-OC-2020 con fecha 12 de octubre en curso, la MSc. Kenia Alvarado Villalobos, de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial, en atención a servicio de asesoría requerido por esta Dirección Ejecutiva señaló:
 
“Mediante nota de fecha 6 de septiembre de 2020, hace consulta sobre la posible situación de conflicto de intereses que se presenta entre el cargo de Jefatura del Departamento Financiero Contable y la participación en la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Sobre el particular procedo remitir el siguiente criterio. 
 
En primer lugar, es importante considerar que esta Oficina no le corresponde resolver el caso concreto, ello es resorte de la jefatura inmediata. Únicamente, le compete evacuar consultas sobre la interpretación y aplicación del reglamento de conflictos de intereses. Aclarada la competencia de esta instancia, me referiré a su consulta. 
 
Un conflicto de interés es aquella situación en el que el interés particular de la persona servidora pública pueda incidir indebidamente en el ejercicio del cargo, esto sucede cuando la situación posea la capacidad de afectar la objetividad e imparcialidad de la persona funcionaria en detrimento de la integridad de la toma de una decisión como parte de la gestión pública. (Artículo 3 y 7) En concreto, se trata de intereses en conflicto (el interés público y el interés privado), circunstancia que debe ser debidamente gestionado por la persona servidora que identifica la colisión de esos intereses. (Artículo 8 y 9).
 
[bookmark: x__ftnref1]Ahora bien, los intereses con capacidad de influir indebidamente en el ejercicio del cargo son de diferente índole: pueden derivarse de relaciones familiares, afectivas, de negocios, empresariales, o producto de un vínculo con organizaciones de diferente naturaleza. Sin embargo, la sola presencia de un interés de este tipo no implica necesariamente que nos encontremos ante una situación de conflicto de interés. Para que se configure el supuesto de un posible conflicto de interés, se requiere que ese interés particular de la persona servidora tenga la capacidad de incidir en el adecuado desempeño de su cargo. (Artículo 4 en relación con el 3). Como lo ha señalado la Contraloría General de la República, “el principio de imparcialidad debe regir en la sana administración de la cosa pública”[1], y a ese propósito responde este tipo de normativa.
 
En lo que respecta a la participación en una organización, que resulta ser una actividad particular legítima de toda persona, corresponde considerar si producto de esta actividad se genera una colisión que incida en los deberes del cargo de la persona funcionaria pública. Sobre este particular, se hará referencia más adelante.
 
Con respecto a la exigencia del deber abstención cuando concurra una situación de conflicto de interés, se advierte que existe jurisprudencia constitucional y dictámenes de la Procuraduría General de la República que establecen que ese deber de abstención no se supedita a la necesaria aplicación de una causal prevista en la legislación, toda vez que pueden considerarse otros supuestos en los que razonablemente se determine un riesgo a la garantía de imparcialidad. En este sentido puede consultarse los votos 4727-98 y 1223-2002.

En esa misma línea de pensamiento, la Procuraduría General de la República, ha señalado:
 
(…) El deber de abstención existe y se aplica en la medida en que exista un conflicto de intereses que afecte, en mayor o menor medida, la imparcialidad, la objetividad, la independencia de criterio del funcionario que debe decidir; por ende, comprende también los casos de conflicto u oposición de intereses: ese deber puede derivar de la existencia de una incompatibilidad de situaciones derivadas de la oposición o identidad de intereses. Incompatibilidad que determina la prohibición de participar en la deliberación y decisión de los asuntos en que se manifieste el conflicto o identidad de intereses. Es en ese sentido que se afirma que el deber de abstención se impone aún en ausencia de una expresa disposición escrita (…). (Dictamen N° C-302-2009 del 27 de octubre de 2009)
 
Como se desprende, véase que un conflicto de interés puede derivar de la colisión por oposición o por identidad de intereses, en cuyo caso la imparcialidad de la persona funcionaria pública puede verse afectada.
 
En este orden de ideas, es importante considerar el objeto o naturaleza de las instancias en las que la misma persona se desempeña, así como los deberes inherentes al cargo y las relaciones que pueden derivarse.
 
[bookmark: x__ftnref2]Conforme lo dispone el numeral 2 del Reglamento Interno del Macro Proceso Financiero Contable[2], esa instancia se ubica dentro de la Dirección Ejecutiva, y le corresponde ejecutar toda gestión relacionada con el proceso de tesorería, presupuesto y contabilidad, análisis financiero y riesgo, así como calidad. Cada una de esas áreas tiene asignada una serie de subprocesos que aseguran la ejecución de toda la actividad financiera y contable del Poder Judicial. De acuerdo al artículo 6 del reglamento, esta unidad estará a cargo de una jefatura, al que le corresponde velar por el cumplimiento de las labores asignadas a cada área que la integra, teniendo las siguientes funciones:
 
• Garantizar razonablemente el cumplimiento de las leyes, las normas y procedimientos que regulan la actividad financiera, presupuestaria y contable del Macro Proceso Financiero Contable.
 
• Dirigir, organizar, planificar, coordinar, controlar y evaluar las actividades que le correspondan al Macro Proceso Financiero Contable.
 
• Responder, ante su superior, por el debido y cabal cumplimiento de las funciones asignadas al Macro proceso.
 
• Proporcionar la información requerida por las diferentes oficinas del Poder Judicial, en asuntos de su competencia.
 
• Velar por la correcta ejecución del presupuesto del Poder Judicial.
 
• Realizar análisis por partida y subpartidas del presupuesto, para recomendar oportunamente las modificaciones que fueren convenientes.
 
• Participar en las Comisiones a las que fuere convocado.

• Evacuar las consultas que le plantee el personal del Macro Proceso sobre asuntos atinentes a su labor.

• Aprobar la recomendación de inversión de los recursos dinerarios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y otras cuentas del Poder Judicial.
 
• Rendir los informes solicitados por su superior o por iniciativa propia cuando las circunstancias lo ameriten.
 
• Ejercer el régimen disciplinario sobre los funcionarios del Macro Proceso conforme con la normativa vigente.
 
• Rendir los informes que le solicite la Corte Plena, el Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva con la periodicidad que se le indique.
 
• Cualesquiera otros deberes y atribuciones que por leyes, reglamentos, acuerdos de Corte Plena, Consejo Superior y/o Dirección Ejecutiva o circulares le correspondieren.
 
[bookmark: x__ftnref3][bookmark: x__ftnref4]En lo que respecta a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, (en adelante Junta), es relevante indicar que está creada por ley[3] con las siguientes características[4]:
 
· Es un órgano del Poder Judicial
· Goza de independencia funcional, técnica y administrativa.
· Cuenta con personería jurídica instrumental para ejercer sus atribuciones y representar judicial y extrajudicialmente al fondo.
 
Según lo estable el ordinal 239 de la LOPJ, a la Junta le corresponde la administración del fondo de pensiones y jubilaciones y toda gestión derivada de ello, entre las que destacan:
 
· resolver las solicitudes de jubilación y pensión
· recaudar la cotización
· hacer los estudios actuariales
· invertir los recursos
 
En lo que respecta a la inversión de los recursos, de acuerdo a lo que señala el numeral 240 bis de la LOPJ: “La Junta Administradora, bajo su responsabilidad, invertirá los recursos acumulados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las mejores condiciones de mercado, de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad”.
 
[bookmark: x__ftnref5]A esta figura jurídica creada en la ley 9544 y que reúne condiciones sui generis, que no es objeto de este criterio, se debe agregar que existe un convenio de cooperación interinstitucional y de préstamo de recursos[5] con el Poder Judicial, en el ámbito estrictamente operativo, cuyo objeto es brindar colaboración de “servicios, recursos y el apoyo logístico necesario en préstamo temporal a la Junta Administradora” durante el plazo que le lleve asumir “sus competencias asignadas por la Ley N° 9544; que llegue a tener la autosuficiencia necesaria para funcionar de manera independiente”.
 
De acuerdo a la cláusula quinta del convenio, el Macroproceso Financiero Contable, apoyará dentro de los subprocesos contable, de integración de sistemas, de inversiones, de riesgo, de ingresos y de egresos. De un total de veinte labores y servicios que brindará esa unidad, destaca:
 
· Pago de diferentes rubros
· Plataforma de servicios
· Gestión de cuentas por cobrar
· Conciliación y arqueo de títulos valores de inversión
· Gestión de portafolios financieros
 
Como se desprende de todo lo indicado, la Junta desarrolla su actividad bajo particulares condiciones que se encuentran debidamente reguladas para asegurar el ejercicio de sus atribuciones legales y competencias asignadas. Para garantizar su funcionamiento, surge el convenio de colaboración interinstitucional en el que el Poder Judicial brinda apoyo con recurso humano y técnico, y sigue prestando los servicios requeridos por la Junta, entre los más relevantes, los que desarrolla el macro proceso financiero contable. Lo anterior, trae como consecuencia que personal de esa instancia (financiero contable), dependiente de la Dirección Ejecutiva, preste labores y servicios a la Junta, dentro el ámbito estrictamente operativo, y “bajo las políticas de administración de la Junta Administradora, en apego a la supra citada ley de su creación, sin perjuicio de lo que disponga el Consejo Superior del Poder Judicial, aplicando criterios de legalidad, necesidad, oportunidad y conveniencia”, según lo estipula la cláusula primera del convenio referido.
 
Bajo este orden de ideas, es preciso identificar que, el proceso de creación y funcionamiento de la Junta está intrínsicamente ligado al Poder Judicial, existiendo entre ambas instancias, por el momento y como resultado de un acuerdo entre partes, identidad de actividades, entendido como el desarrollo de procesos producto de las competencias legales asignadas a cada ente (Poder Judicial y Junta) y que se ejecutan en una misma unidad, el Macro Proceso Financiero Contable.
 
[bookmark: x__ftnref6][bookmark: x__ftnref7]Dicho lo anterior, resulta importante dejar claro que se tomó en consideración que en el caso de la Junta, la dirección y decisión de la gestión como producto del ejercicio de las facultades y atribuciones delegadas[6], recae en sus miembros, y la ejecución de los acuerdos de esa instancia le corresponde al Macro Proceso Financiero Contable, por así disponerlo el convenio de repetida cita. Es decir, la función de dirección y de ejecución, conforme a la regulación atinente, están divididas. No obstante lo anterior, esa separación en la gestión de dirección y de ejecución se ve interferida en el caso de que coincidan en ambas instancias una o varias personas. Situación que ya fue analizada por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) concluyendo que desarrollar funciones de dirección y gestión simultáneamente, resulta incompatible[7].
 
A lo señalado anteriormente, es necesario agregar que las responsabilidades de dirección, gestión, supervisión y disciplinarias de una persona servidora pública no pueden ceder para atender intereses particulares legítimos, con la independencia del tipo de interés, sea personal, familiar o por vínculo con una organización de cualquier naturaleza. En este sentido, retomando lo indicado al inicio, en materia de conflictos de intereses, el deber de abstención no se circunscribe a causales estipuladas en la normativa, también aplica en todo supuesto en que razonablemente pueda determinarse que existe riesgo de imparcialidad. Corolario de lo señalado, conforme lo dispone el reglamento de conflictos de intereses, los principios esenciales que rigen el manejo de un conflicto de interés conminan a asegurar servir al interés público, de manera que: “debe asegurarse que la función pública sea ejercida buscando la satisfacción del interés general, con apego a la legalidad, sin la menor consideración de provecho personal”. (Art. 6).
 
[bookmark: x__ftnref8]Por otra parte, como complemento para la toma de la decisión sobre la gestión presentada, no puede dejar de citarse la recomendación contenida en las Nomas de Control Interno para el Sector Público[8], apartado 2.5.3, sobre la separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones, que establece en lo conducente:
 
“El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben asegurarse de que las funciones incompatibles, se separen y distribuyan entre los diferentes puestos; así también, que las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores. Cuando por situaciones excepcionales, por disponibilidad de recursos, la separación y distribución de funciones no sea posible debe fundamentarse la causa del impedimento. En todo caso, deben implantarse los controles alternativos que aseguren razonablemente el adecuado desempeño de los responsables”.
 
Finalmente, dada las particularidades de la figura jurídica con la que se creó la Junta, y el modelo de integración de sus miembros, es importante abordar dos temas: el primero, con respecto al órgano llamado a resolver la gestión de un posible conflicto de interés, es decir, qué instancia se reputa como superior jerárquico y segundo, en lo atinente a la debida resolución de la gestión, cuál interés debe prevalecer, el de la Junta o el del Poder Judicial. Recordemos que conforme al numeral 239 de la LOPJ, la Junta fue creada como un órgano del Poder Judicial, -con independencia en su accionar-, circunstancia que genera una relación entre ambas dependencias que no se puede desconocer, aunado a que comparten procesos y funcionarios en ambas instancias. 
 
[bookmark: x__ftnref9][bookmark: x__ftnref10]Pasemos ahora a revisar el concepto de servidor público a la luz de lo que dispone el numeral 111[9] de la Ley General de Administración Pública y el artículo 2 de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública[10]. De acuerdo a esas normas, la Procuraduría General de la República ha considerado como características que distinguen a un servidor público las siguientes:
 
1. “Se trata de una persona física que presta servicios en la Administración Pública, tanto estatal como no estatal. Ese servicio es prestado a nombre y por cuenta de los órganos o entes de los cuales forma parte.
 
2. Existencia de un acto válido y eficaz de investidura.
 
3. No es indispensable la existencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva.
 
[bookmark: x__ftnref11]4. Se equiparan los conceptos de "funcionario público", "servidor público", "empleado público", "encargado de servicio público”.[11]
 
Por otra parte, es importante mencionar, que abundante jurisprudencia y criterios de la Procuraduría General de la República señalan que la condición de servidor público se adquiere con independencia de que la actividad o servicio prestado, sea remunerado o no. Así las cosas, el salario no determina la condición de funcionario público.
 
La figura con la que fue creada la Junta y la conformación de sus miembros plantea una interesante discusión sobre el régimen laboral aplicable a los integrantes de la Junta que también prestan sus servicios en el Poder Judicial, asunto que debe ser resuelto en otra sede. Lo que no es discutible es que, entre ambas dependencias, basados en normas de rango constitucional (artículo 152 y siguientes), es el Poder Judicial el que responde a la satisfacción de un interés general, la administración de justicia, y por ende, ante una colisión de intereses, la resolución debe privilegiar el interés público, es decir, asegurar la labor sustancial que desarrolla este Poder de la República.
 
Desde esta perspectiva, por sujeción jerárquica y en atención al interés público, el llamado a resolver la gestión de un posible conflicto de interés con las características ya apuntadas es el superior jerárquico del Poder Judicial, como responsable de los procesos y del personal que ejecuta la labor sustancial de esta institución. Lo anterior, tomando en consideración los principios que rigen el manejo adecuado de los conflictos de intereses regulados en el numeral 6 del reglamento que señala:
 
“Artículo 6. Principios esenciales para el manejo de los conflictos de interés.
 
Las personas servidoras judiciales y las autoridades encargadas de la gestión de los conflictos de interés en el Poder Judicial, frente a los problemas de este tipo, deben observar los siguientes principios:
 
-Servir al interés general: debe asegurarse que la función pública sea ejercida buscando la satisfacción del interés general, con apego a la legalidad, sin la menor consideración de provecho personal.
 
 -Transparencia y escrutinio: los intereses y relaciones privadas del personal judicial que puedan comprometer el ejercicio desinteresado de las funciones públicas deben ser revelados de manera apropiada y oportuna, como garantía de transparencia y correcta gestión de las situaciones de conflictos de interés.
 
-Promover la responsabilidad individual y ejemplo personal: las personas servidoras judiciales deben comportarse todo el tiempo con integridad, y asumir la responsabilidad de organizar sus asuntos privados para evitar los conflictos de interés.
 
-Imparcialidad e independencia: se debe privilegiar la independencia e imparcialidad en la gestión de las funciones, como medio para asegurar su efectivo cumplimiento y la satisfacción del interés general.
 
-Protección de la confianza y credibilidad de la función judicial: la desconfianza y el desprestigio se deben evitar, por los responsables en cada caso concreto, mediante la adopción de medidas efectivas y oportunas que den solución a los conflictos de interés de las personas servidoras judiciales y tutelen la imagen de imparcialidad e integridad del Poder Judicial, con apego a la ley”.
 
Sobre la prevalencia del interés general en el ejercicio de la función pública, la Procuraduría General de la República, en dictamen C-106-2010, señaló:
 
“El funcionario público no sólo debe actuar con objetividad, neutralidad e imparcialidad, sino que toda su actuación debe estar dirigida a mantener la prevalencia del interés general sobre los intereses particulares. La apreciación de ese interés general puede sufrir alteraciones cuando el funcionario tiene un interés particular sobre el asunto que se discute y respecto del cual debe decidir”. (En igual sentido puede consultarse el oficio 11456-2005(DAGJ-2712-2005) del 12 de septiembre de 2005, de la Contraloría General de la República. También puede consultarse los votos de la Sala Constitucional 2883-96 y 3932-95).
 
Así las cosas, el superior jerárquico, en el caso que no ocupa, la Dirección Ejecutiva, le corresponde analizar si en supuesto de hecho, es decir, en el caso concreto:
 
a. la situación conlleva un riesgo de imparcialidad tomando en consideración que el deber de abstención que cobija a todo servidor público no se limita a las causales previstas en la legislación,
 
b. la posible incompatibilidad en el ejercicio simultáneo de un funcionario que ejerza la función a cargo del macro proceso financiero contable y en la Junta, ante la identidad de actividades que desarrolla esa instancia (financiero contable) para el Poder Judicial y la Junta, cada cual de acuerdo a las atribuciones legales.
 
c. Debe considerarse para la toma de la decisión, la Ley General de Control Interno y las Normas de control interno para el sector público (N-2-2009-CO-DFOE), que constituyen lineamientos para el aseguramiento de los objetivos institucionales, bajo parámetros de transparencia en la gestión pública dentro el marco de legalidad, la ética y rendición de cuentas.
 
d. Todo lo anterior, valorando además, que ante la colisión de intereses (público-privado), la resolución debe asegurar la satisfacción del interés general garantizando la función pública.
 
CONSIDERANDO:
 
Para la resolución de la gestión de conflicto de interés planteada por el señor Miguel Ovares Chavarría, resulta relevante tomar en consideración los siguientes aspectos:
 
 I. Conforme a la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de interés en el Poder Judicial” (en adelante la regulación), el señor Ovares Chavarría pone en conocimiento la potencial situación de conflicto de intereses, circunstancia que surge a partir del momento en que retoma la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable y a su vez ocupa el puesto de Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante la Junta).
 
 II. Conforme lo dispuesto por el numeral 9 de la regulación de conflictos de intereses, corresponde al superior jerárquico resolver las gestiones de posibles conflictos de intereses del personal subalterno. Pese a que el gestionante ejecuta labores en dos instancias diferentes dentro del Poder Judicial, no puede desconocerse que es en la Dirección Ejecutiva donde se atienden las funciones sustanciales de este Poder de la República según el mandato constitucional. En ese sentido, en el caso que nos ocupa, la competencia para resolver el posible conflicto de interés del señor Ovares Chavarría recae en la Dirección Ejecutiva, como superior jerárquico. 
 
 III. Conforme lo disponen los numerales 84 y 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Dirección Ejecutiva es un órgano dependiente del Consejo Superior que tiene a cargo la gestión administrativa del Poder Judicial, función que se ejecuta desde las diferentes áreas que la componen, entre estas, el Macro Proceso Financiero Contable, instancia responsable de la ejecución de los recursos financieros de la institución, y que brinda múltiples servicios, tales como: el trámite y cancelación de las pensiones y jubilaciones, de las facturas con cargo al presupuesto; así como de dar curso administrativo al pago de depósitos judiciales y pensiones alimentarias, honorarios, peritajes, jubilaciones, pensiones y consultorías en el ámbito de su competencia
 
 IV. Con la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, surge la necesidad de realizar el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta” a efectos de garantizar la continuidad del servicio para la administración del fondo de pensiones, manteniendo el apoyo del Macro Proceso Financiero Contable en lo atinente a las competencias de la Junta. En esa medida, se acordó el préstamo necesario de servidores para las labores técnicas y/o asistenciales pertinentes de la Junta Administradora, siendo que los servicios de estas personas serán cedidos y facilitados; lo “anterior en el entendido de que la cesión de recursos o servidores no implicará la afectación de la gestión sustantiva del Poder Judicial y que la Junta Administradora asumirá las potestades decisorias en todos los procesos que correspondan a sus competencias legales”. Ver cláusula segunda.
 
 V. Como lo señala el gestionante, en su oficio 599-FC-2020, existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas con la labor que se desarrolla en la Junta, mismas que se ejecutan en el Macro Proceso Financiero Contable como consecuencia del convenio descrito supra, y en donde el señor Ovares asume la responsabilidad de dirección y supervisión de esas actividades como jefe inmediato de ese departamento. Es decir, bajo ese contexto, de asumir las dos funciones, tanto en la Junta como en el Departamento Financiero Contable, estarían coincidiendo funciones de decisión y de ejecución en una misma persona. Una situación similar, ya fue analizada en su oportunidad por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), señalando en el oficio número SP-988-2019, que las funciones de dirección y de ejecución simultánea en una persona resultaba incompatible, criterio que se comparte. En igual sentido, se pronunció la Oficina de Cumplimiento, instancia competente para atender consultas sobre la interpretación y aplicación del reglamento de conflictos de intereses, según se desprende del oficio número 026-CO-OC-2020 de fecha 12 de octubre.
 
 VI. Aunado a lo anterior, es importante considerar que la situación de conflicto de interés y/o la incompatibilidad señala, se identifica como un riesgo para la debida gestión y supervisión del Macro Proceso Financiero Contable derivado de la identidad de actividades y la concentración en una misma persona que integra la Junta y ocupa el puesto de jefatura del departamento en cuestión. Desde esta perspectiva, resulta necesario valorar el riesgo detectado.
 
 VII. Conforme el numeral 12 inciso a) y d) de la Ley General de Control Interno (Ley número 8292), corresponde a los jerarcas y titulares subordinados velar por el adecuado desarrollo de las actividades del ente o del órgano a su cargo, así como, garantizar que el sistema de control interno cumpla con las características establecidas en la normativa. Como parte de las acciones del ambiente de control, los titulares subordinados deben asegurar el cumplimiento de los fines institucionales y establecer con claridad las relaciones de jerarquía, asignando la autoridad y responsabilidad a los funcionarios para que los procesos se lleven a cabo de acuerdo con el bloque de legalidad y criterio técnico aplicable. (Artículo 13). Identificar y analizar los riesgos detectados que puedan incidir negativamente en el logro de los objetivos institucionales, así como valorar el impacto que pueden generar, son tareas que también están a cargo de los titulares subordinados, según el numeral 14 de dicha ley. Estas disposiciones se complementan con las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CODFOE, en adelante Normas), que disponen la necesidad de considerar el manejo de conflictos de intereses (2.3.1:d), como parte del fortalecimiento de la ética institucional. Aunado a ello, las normas disponen la importancia de definir una estructura organizativa que contenga las líneas de jerarquía, de dependencia y de coordinación adecuados para fortalecer el logro de los objetivos, (2.5) asegurando la delegación de funciones para la exigencia de responsabilidad y asignación de autoridad de los funcionarios para la adecuada toma de decisiones y acciones (2.5.1). De especial atención resultan las disposiciones sobre la autorización y aprobación de operaciones y transacciones por parte del funcionario con potestad para concederla, en consideración a los riesgos inherentes (2.5.2). Finalmente, la separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones (2.5.3), señala la obligación de aseguramiento de la separación de funciones incompatibles que incluye “las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores”. La regla sobre la separación de funciones se exceptúa cuando la disponibilidad de recursos así lo imponga; situación en la que no nos encontramos.
 
 VIII. Con base en todo lo señalado, la identificación del riesgo detectado que resulta de la identidad de procesos y de funciones de dirección y ejecución en una misma persona, impone la necesidad de tomar una medida que dé respuesta a dicho riesgo. Si se opta por mantener a la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable separado de las funciones o actividades desarrolladas en ese departamento que se originen en las labores propias de la Junta con tal de evitar el ejercicio de funciones incompatibles, resultaría contraproducente y abre la brecha de otro riesgo, que impacta la labor sustancial de la institución. La estructura orgánica de la Dirección Ejecutiva se encuentra claramente definida, la distribución de responsabilidades de dirección y supervisión están debidamente asignadas a lo interno, y ello incluye, la jefatura a cargo del señor Miguel Ovares. La función que como jefatura se ejerce tiene el propósito de asegurar la gestión y la consecución de los objetivos institucionales, todo en observancia a las normas de control interno, razón por la cual, no resulta procedente separar al señor Ovares de su responsabilidad de dirección y supervisión como encargado del Departamento Financiero Contable.
 
POR TANTO:
 
[bookmark: x__Hlk56417470]Corolario (sic) de lo expuesto, SE RESUELVE que el ejercicio de la jefatura del Departamento Financiero Contable resulta incompatible con la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De igual forma, la solución de separar al gestionante de la supervisión de los procesos de la Junta que se desarrollen en el departamento que dirige, genera otro riesgo que impide tomar esa medida. El aseguramiento de la consecución de los objetivos de la institución que están a cargo de la Dirección Ejecutiva no puede verse afectados, posición que está definida en la cláusula segunda del convenio citado según fue expuesto. Así las cosas, se acoge la gestión de conflicto de intereses del señor Ovares Chavarría, y se declara la incompatibilidad del desempeño de los dos cargos indicados, debiendo prevalecer la función asignada en la jefatura del Departamento Financiero Contable. NOTIFÍQUESE. MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial.”
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El master Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos, SP-1441-2020 del 11 de noviembre de 2020, comunicó lo siguiente:
 
“Se recibió el oficio N°814-2020, del 22 de octubre de 2020, mediante el cual se solicita a esta Superintendencia emitir un criterio sobre el posible conflicto de interés que pueda presentar el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial y miembro tanto de la Junta Administrativa como del Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
 
Según lo establecido en el Reglamento de Gobierno Corporativo el que el señor Ovares sea Jefe del Departamento Financiero Contable y miembro de la Junta Administradora, no se percibe como un conflicto de interés; sin embargo, el ser miembro del Comité de Inversiones, si conlleva a un conflicto de interés, contradiciendo lo establecido en el artículo 9 del Reglamento de Gestión de Activos el cual se transcribe:
 
(…) No pueden ser miembros del Comité de Inversiones las personas relacionadas con la ejecución de la Política de Inversiones, con la función de cumplimiento, y quienes pertenezcan a la unidad o función de riesgos. No obstante, podrán participar en las sesiones con voz, pero sin derecho a voto (…), el subrayado no es del original.
 
Por su parte, en la revisión sobre la conformación del Comité de Riesgos, se determinó que el secretario de dicho comité es el Jefe del Proceso de Riesgos y aunque su participación en el Comité es con voz pero sin voto, se incumple con lo indicado en el artículo 14 del Reglamento de Riesgos, el cual dice:
 
(..)Ningún funcionario de la entidad regulada podrá ser miembro del Comité de Riesgos.
 
Al respecto, conforme lo dispuesto en el artículo 23 del Reglamento de Gobierno Corporativo, se le solicita en un plazo máximo de veinte días hábiles posteriores al recibido de esta comunicación, remita a esta superintendencia la política a la que se refiere la normativa vigente.
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En sesión 31-2009 celebrada el 7 de setiembre de 2009, artículo VIII, la Corte Plena tuvo por rendido el informe de la Magistrada Camacho y aprobó el “Reglamento Interno del Macroproceso Financiero Contable.
 
Posteriormente, mediante circular 72-2020 del 10 de mayo de 2019, “Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial””, la Corte Plena, en sesión No. 14-19 celebrada el 1 de abril de 2019, artículo XIII, dispuso aprobar el reglamento para evitar los conflictos de intereses en el Poder Judicial.
 
Seguidamente, en sesión N° 06-2020 de 10 de febrero de 2020, artículo XXII, se aprobó la suscripción del convenio denominado “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, además se autorizó al máster Carlos Montero Zúñiga en condición de presidente de esta Junta Administradora, a suscribir el citado convenio.
 
Por unanimidad se acordó: 1.) Tomar nota de la resolución N°. 904-2020 del 26 de octubre del 2020, emitido por la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, Directora MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins. 2.) Manifestar que en sesión N°. 33-2020, artículo XXXI se remite consulta a la Superintendencia de Pensiones como Ente encargado de supervisar a la Junta Administradora del FJPPJ sobre la situación del Sr. Ovares Chavarría, dicho ente supervisor indicó mediante oficio N°. SP-1441-2020 que “no se percibe como un conflicto de interés” la participación del Sr. Ovares Chavarría como integrante titular de la Junta Administradora del FJPPJ y como Jefe a.i. del Macroproceso Financiero Contable, conforme a lo definido en el Reglamento de Gobierno Corporativo al cual se debe sujetar este órgano colegiado. 3.) Tomar nota del oficio N°. 0784-FC-2020, mediante el cual el MBA. Miguel Ovares Chavarría comunica esta situación a la honorable Corte Plena y pone a disposición de dicho órgano colegiado su puesto como titular de la Junta Administradora del FJPPJ. 4.) Manifestar que la Junta Administradora del FJPPJ considera que: a) Al ser un Órgano del Poder Judicial conforme se define en la Ley N°. 9544, en su artículo N°. 239. b) Al ser previamente analizadas las calidades del Sr. Ovares en el proceso de selección de candidatos para conformar este órgano colegiado. c) Al ser este elegido en representación del patrono para ocupar dicho cargo y no por interés propio o beneficio personal. d) Al tomar en consideración las manifestaciones realizadas por la Superintendencia de Pensiones en su oficio N°. SP-1441-2020, en su calidad de ente supervisor, este órgano colegiado coincide con el criterio de la SUPEN y no percibe esta situación como un conflicto de intereses por la participación como integrante titular del Sr. Ovares Chavarría. 5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Secretaría General de la Corte para que se someta a conocimiento de la honorable Corte Plena al momento de analizar este caso. 6.) Estar a la espera de lo que la estimable Corte Plena decida sobre la situación expuesta en cuanto a la continuidad del MBA. Miguel Ovares Chavarría como integrante titular de la Junta Administradora del FJPPJ o la designación de un nuevo integrante que actúe en su representación como integrante propietario dentro de la lista de suplentes previamente seleccionados, conforme lo establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo N°. 240, con el fin de no afectar el funcionamiento de este Órgano del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.”
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	Se concede el uso de la palabra a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, quien expone: “Me parece importante hacer un preámbulo de previo a analizar específicamente el tema que nos expone don Miguel Ovares Chavarría. 

Tenemos que considerar que la Ley 9544 que viene a reformar el título noveno de la Ley Orgánica del Poder Judicial, relativo a las jubilaciones y pensiones de la Corte, llevó a la Corte a elegir como integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial a don Miguel Ovares Chavarría y aquí si tengo que hacer énfasis en que don Miguel, es representante de la parte patronal en esta Junta, porque recordemos que la junta es bipartita y tiene una representación patronal y una representación obrera del colectivo judicial que eligió a sus representantes de forma de manera democrática.

	La designación de don Miguel, se dio en el año 2019, cuando don Miguel se desempeñaba como Jefe del Departamento de Proveeduría, luego don Miguel el año pasado, toma la determinación de regresar al Departamento Financiero Contable donde él tiene su propiedad, y donde se desempeña actualmente como jefe de ese Departamento, debido a que existe un convenio suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, las diferentes dependencias del Poder Judicial le damos servicios a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y hasta tanto la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial disponga de una estructura administrativa que le permita llevar a cabo sus funciones.

	En este quehacer, el Departamento Financiero Contable, pues tiene un papel preponderante, es permanente el trabajo o el servicio que le da a la Junta desde llevar a cabo las inversiones, hasta realizar el pago quincenalmente de la planilla de los jubilados y pensionados, es con este motivo que don Miguel cuando se reincorpora al Departamento Financiero Contable, me expone primero de manera informal y luego mediante una nota, su preocupación sobre un posible conflicto de interés en sus funciones como Director de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y también como Jefe del Departamento Financiero Contable.

	Es de esta manera, que conforme lo establece el reglamento que es la regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de intereses en el Poder Judicial, que se entra a resolver este conflicto de interés que presenta don Miguel, para lo cual de mi parte requerí un criterio a doña Kenia Alvarado en su condición de Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial, una vez que se contó con los diferentes elementos y también se contó con una aplicación al informe de don Miguel, se hizo la valoración respectiva por parte de la Dirección Ejecutiva, que como superior jerárquico en este caso y conforme al reglamento, es al que le corresponde resolver lo relativo al conflicto de interés de don Miguel, como jefe del Departamento Financiero Contable.

	Después del análisis respectivo, se determina que efectivamente estamos en presencia de un conflicto de interés, debido al doble rol en el que participa don Miguel de manera activa en la parte de Financiero Contable, aprobando informes que van para la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, rindiendo diferentes servicios a la Junta y luego en la Junta tomando decisiones.

En ese sentido también se toma en cuenta algún antecedente que en su momento se analizó, cuando se valoró a la persona de don Oslean Mora como posible integrante de la Junta y la Superintendencia de Pensiones había determinado en ese caso particular, una condición de conflicto de interés. 

Es así como después de todo este análisis que la Dirección Ejecutiva emite una resolución a las 13:22 horas del 26 de octubre anterior, donde determina que hay un conflicto y que si bien se valoraron las diferentes alternativas que da el cuerpo normativo, el Reglamento para la Regulación de la Conflictos de Intereses en el Poder Judicial, se determina que aquí la relación es tan estrecha que no podemos acudir a algunas de las alternativas de mitigación del conflicto, sino que corresponde que el máster Ovares Chavarría valore una renuncia a la Junta o a su puesto en el Poder Judicial. Por supuesto que como Directora Ejecutiva y enfocándose conforme lo establece esta normativa en que debe prevalecer el interés institucional de frente al particular que se determina, que lo que correspondería en este caso pues sería la renuncia a la Junta.

	Esa es la situación que se expone, se comunicó al Consejo Superior y se eleva a conocimiento de esta Corte Plena, porque como señalé al inicio de mi participación, el máster Ovares Chavarría fue electo por la Corte Plena como representante patronal, entonces en esa medida la Corte Plena es la que le corresponde valorar la situación y determinar las acciones a seguir para la sustitución o lo que determine, reitero para el caso del máster Ovares Chavarría. Cualquier duda con mucho gusto".

	Señala el magistrado Salazar Alvarado: "Antes de entrar al fondo del asunto y poder determinar si realmente existe un conflicto de interés o no según lo que expone la señora Directora Ejecutiva.

Quiero preguntarle a la señora Secretaria General si ella tiene, es que yo no lo encontré en lo que venía ayer adjunto, si cuando se nombró por parte de esta Corte Plena al máster Ovares Chavarría, los magistrados y magistradas de la Sala Constitucional. ¿Participamos o no en la elección? Porque en algún momento de esa sesión, yo no sé si fue para ese preciso momento o no, yo había externado que la creación de la famosa esta Junta, que hora se llama Junta Administradora del Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, antes era una atribución que por ley tenía el Consejo Superior, esa parte de la reforma en las pensiones del Poder Judicial, como es reforma a las pensiones judiciales incluye la creación de la junta, la Sala Constitucional tiene en estudio una acción de inconstitucionalidad sobre las modificaciones en tiempo de servicio, en monto e incluso la creación de la Junta Administradora, lo cual ya había sido objeto de consulta ante la Sala Constitucional. Entonces antes de ver el fondo del asunto, si la licenciada Navarro Romanini me aclara, porque no lo encontré. Si en la votación del máster Ovares Chavarría participamos o nos abstuvimos, para volverlo hacer ahora, los magistrado y magistradas de la Sala Constitucional? 

Muchas gracias, señor Presidente".

	Indica la Secretaria General: "Voy a revisar, porque no tengo a mano el acuerdo, pero sí lo puedo conseguir en un momento.” 

	Dice el señor Presidente, magistrado Cruz: "No tengo a nadie en el uso de la palabra, quería preguntarle a la master Romero Jenkins según me informaron pero no sé si usted conoce el detalle, la supervisora de pensiones no sé si es la Superintendencia de General de Entidades Financieras, pero no estoy seguro, la Superintendencia de Pensiones perdón, hizo una valoración de esta situación y me parece que dijo que no había incompatibilidad ¿Usted sabe algo de eso, máster Romero Jenkins?

	Menciona la máster Romero Jenkins: "Sí, señor, efectivamente como parte del antecedente que viene en este artículo, también viene el acuerdo en el que la Junta Administradora conoce del tema, ellos lo comunicaron a la Superintendencia de Pensiones y la Superintendencia de Pensiones refiere que hay una incompatibilidad pero en su función como integrante de la Comisión de Inversiones, ellos en cuanto a la Junta como tal no lo señalan. Sin embargo, señor Presidente en este caso en particular conforme el Reglamento para la Atención de Conflictos de Intereses en el Poder Judicial, a quien le corresponde resolver y valorar sobre el posible conflicto de interés sería específicamente a la Dirección Ejecutiva como superior jerárquico del máster Ovares Chavarría y es ante esta instancia que él lo presenta y en esa valoración que hacemos con el criterio técnico de doña Kenia, sí determinamos que ya desde la perspectiva del Poder Judicial, desde la perspectiva de la Dirección Ejecutiva pues sí consideramos que persiste o que hay un conflicto de interés".

	El Presidente, magistrado Cruz le consulta a la máster Romero Jenkins: “Usted puede dar un ejemplo muy concreto de cómo se manifiesta ese conflicto de interés en la práctica, perdone que tal vez voy sobre el terreno que ya usted expuso, pero nada más como un ejemplo especifico que usted visualice en su experiencia máster Romero Jenkins.”

	Responde la máster Romero Jenkins: "Sí, por ejemplo en forma particular nosotros la Dirección Ejecutiva le pide criterio al Departamento Financiero Contable sobre la opción de que el Fondo de Jubilaciones le otorgue al Poder Judicial específicamente por ejemplo el fideicomiso, créditos para desarrollar un proyecto, el máster Ovares Chavarría da un criterio y luego también igual nos da un criterio a la Dirección Ejecutiva y luego el máster Ovares Chavarría va a la Junta y resuelve respecto de otorgar ese crédito o no al Poder Judicial. Entonces, ahí tenemos la situación que tiene que vestirse con dos camisetas, ahí es donde visualizamos esas situaciones, por supuesto que el máster Ovares Chavarría es una persona muy honorable, quien tiene mi confianza absoluta. Sin embargo, pues es una situación macro y hay una regulación en la institución que tenemos que observar y que busca precisamente prevenir situaciones a futuro en las que incluso él podría verse afectado.

Tal vez clarificar señor Presidente, que bueno de momento esta situación no ha impactado a la Junta, porque la Corte Plena eligió a 3 integrantes propietarios y 3 suplentes, para atender algunas situaciones de ausencias, entonces el máster Ovares Chavarría todo este tiempo que esta situación ha prevalecido, pues ha tenido un sustituto en la Junta y entonces el trabajo de la Junta por esta situación de momento no se ha visto impactada en forma negativa".

	Expresa el magistrado Rivas: "Es para consultar a la máster Romero Jenkins, recuerdo que nosotros cuando estábamos analizando la integración y los postulantes, en algún momento este tipo de temas fueron conocidos y en el caso del máster Ovares Chavarría me parece que efectivamente la Superintendencia de Pensiones indicó que no tenía ese conflicto, pero entonces ¿Fue que cambió de puesto él, master Romero Jenkins, lo quiero saber es fue que él cambió de puesto y en este puesto sí surge esta situación del conflicto?

	Aclara la máster Romero Jenkins: "Sí magistrado Rivas, efectivamente cuando el máster Ovares Chavarría fue electo por la Corte Plena, estaba como Jefe del Departamento de Proveeduría, incluso la situación de él en particular no fue sometida a valoración de la Superintendencia de Pensiones, luego el máster Ovares Chavarría se regresa a su puesto en propiedad, en el Departamento Financiero Contable y hoy en día es Jefe de ese Departamento, que es donde surge el eventual conflicto y él me lo expone y ahí es donde se estudia la situación.

	Ahora bien, yo también tengo que clarificar que por su lado, ya como Junta, le expone la situación a la Superintendencia de Pensiones propia del máster Ovares Chavarría y es donde la Superintendencia de Pensiones valora que no hay conflicto. Sin embargo, conforme la asesoría que nos da doña Kenia y está claramente establecido en el Reglamento de Conflictos de Intereses del Poder Judicial, en este caso particular quien debe resolver el conflicto es la institución -el Poder Judicial-, no desde la perspectiva de la Junta, pero sí tal y como usted lo señala, el conflicto se da cuando él vuele a Financiero Contable y asume el puesto de jefatura y el Departamento de Financiero Contable constantemente remite insumos, información, inversiones, planilla a la Junta para que tomara determinaciones y ahí integra el máster Ovares Chavarría".

Prosigue la Secretaria General: "Ya casi les doy la información, ya tengo el artículo un momento por favor. 

Para el magistrado Salazar Alvarado que consultó, el acta de Corte es la N° 45-2019 del 28 de octubre del 2019, artículo V, en específico, revisando el nombramiento del máster Miguel Ovares Chavarría, cuando resultó electo, dice: "Así votan los magistrados Cruz, Rivas, Rojas, Molinari, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón Ramírez, los suplentes Segura Bonilla y Alfaro Vargas.

Los suplentes Aragón Cambronero, Zúñiga Morales emitieron su voto por el doctor Segura Solís. 
El magistrado Solís votó por el magistrado Quesada Madrigal. 
El suplente Desanti Henderson votó por el licenciado Arroyo Guzmán".
No participaron los magistrados de la Sala Constitucional en la votación, voy a ver si tengo aquí mismo la inhibitoria".

Expresa el Presidente, magistrado Cruz: "Vamos a suspender 5 minutos para tener la información".

Manifiesta el magistrado Salazar Alvarado: "En todo caso, igual me sucedió que yo traté de buscarlo y no lo encontré, pero lo que sí está claro según eso, es que en efecto no participamos de la elección y considero que no participamos por esa intervención que había hecho, que la creación de la Junta es una de las razones que está en la acción de inconstitucionalidad contra de Reforma a las Pensiones Judiciales. 

Yo estoy casi seguro, pero quería corroborarlo porque no encontré le dato de que nos abstuvimos. 

Si nos abstuvimos por esa razón, entonces sería para aplicar la misma razón ahora para no conocer este tema. 

Yo creo que queda zanjada la duda".

Indica el Presidente, magistrado Cruz: "Es importante por los antecedentes y los compromisos que ya desde el punto de vista de votación se habían asumido. 

Vamos a someter a votación si no hay ninguna otra intervención. 

Lo que plantea el análisis de votación si existe o no el conflicto de interés".

Señala la Secretaria General: "En el acta N° 45-2019 del 28 de octubre del 2019 cuando se indica la integración de la sesión, hay una constancia que dice lo siguiente: "Se deja constancia que los magistrados y magistradas de la Sala Constitucional no podrán asistir a esta sesión, debido a que el Presidente de esa Sala, el magistrado Castillo en correo electrónico del 25 de octubre del 2019, informó que se han acumulado una serie de asuntos urgentes en esa Sala con motivo de la discusión del proyecto de Ley que regula la huelga".

Yo veía el final de la sesión y no los veía tampoco integrando la sesión y es que no participaron en esa sesión por ese motivo".

Refiere el magistrado Salazar Alvarado: "En algún momento yo no lo tenía claro eso y además no lo encontré, pero yo había hecho esa manifestación y como la creación de la Junta está impugnada ante la Sala Constitucional, la integración como tal y ahora estamos analizando de un integrante, yo al menos de mi parte solicitaría por favor para poder conocer el tema en la acción que pusieran la opción si fueran tan amable de abstención. 

Si algún otro compañero o compañera de la Sala Constitucional quisiera hacerlo por lo menos está ahí ya la opción en la votación y quien considere que no le asiste, está en toda libertad de tomar el voto por el fondo".

Expresa el magistrado Castillo: "Es para secundar las razones que da el magistrado Salazar Alvarado. Como ustedes saben existen varias acciones de inconstitucionalidad que se han presentado contra la reforma integral del régimen de pensiones del Poder Judicial. Incluso, uno de los aspectos que se están impugnando es precisamente la creación de la Junta que ahora administra el Fondo de Pensiones y el régimen de pensiones del Poder Judicial. 

Me parece que lo más prudente, dado que estos temas están próximos a ser conocidos por el Tribunal, es que todos los magistrados de la Sala Constitucional que estamos habilitados para conocer este asunto, nos abstengamos de conocer, porque el hecho de que nosotros validemos o no la integración. Validemos o no un conflicto de intereses en la Junta, supone ya una cuestión que eventualmente podría entrar en contradicción con el tema que está siendo impugnado en las acciones de inconstitucionalidad".

Manifiesta el magistrado Ramírez: "Cuando votamos inicialmente que no había ninguna incompatibilidad en vista de la posición que tenía la misma suplente esto ha variado. 

En vista de que él pasó a un puesto en que sí tiene alguna relación directa con este problema, una variación evidente, yo quiero que me quede claro eso".

Indica el Presidente, magistrado Cruz: "Creo que según expuso la máster Romero Jenkins que no sé si lo que voy a decir merece que ella lo aclare, pero según le entendí, él después es nombrado en ese puesto en el que originalmente no tenía esa incompatibilidad. 

Así lo interpreté doña Ana ¿Es correcto?".

Señala la máster Romero Jenkins: "Sí, es correcto Presidente, magistrado Cruz, el licenciado Ovares Chavarría estaba en el Departamento de Proveeduría, ahí eventualmente podría realizar algunas contrataciones esporádicas para el fondo.

En ese momento lo que se le advirtió es que lo relativo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones no lo iba a resolver, sino una persona sustituta. No obstante, donde él regresa al Departamento Financiero Contable la relación es constante y permanente con la Junta y el conflicto como tal, se resuelve señalando de que él no podría estar en la Junta, porque él tiene su puesto titular en el Departamento Financiero Contable".

Refiere el Presidente, magistrado Cruz: "A raíz de la resolución de la Dirección que usted dirige determinando el conflicto de interés el máster Ovares Chavarría, renuncia ¿verdad? 

Tendríamos que nosotros aceptar o no la renuncia".

Expresa la máster Romero Jenkins: "Sí, así es Presidente, magistrado Cruz conforme al artículo 9 del Reglamento de Conflictos de Intereses corresponde al superior jerárquico del licenciado Ovando Chavarría resolver el conflicto. 

La Dirección Ejecutiva ya lo resolvió y es la resolución que ustedes conocen. Ante esa resolución el licenciado Ovando Chavarría decide renunciar a la Junta y esto es lo que ustedes tendrían que resolver. 

En cuanto a que conforme lo dispone el reglamento de integración de la Junta, ustedes indican a la Dirección de Gestión Humana tal y como lo señala el artículo 8 de ese reglamento, que inicie el proceso para designar a la persona que sustituya al licenciado Ovando Chavarría como integrante propietario, porque mientras ese proceso se da, el suplente puede atender las labores de ese puesto".

Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: "Así lo vamos a someter a votación. Tengo que interpretar que pone a disposición el puesto, pero eso me parece que en el fondo no es una renuncia en el sentido estricto. Por eso yo quería comprobar eso, pero lo he interpretado que pone a disposición el puesto y nosotros lo que tenemos es valorar si hay un conflicto de interés y que eso amerita que él no continúe."

Sometido el asunto a votación, por mayoría de catorce votos, se dispuso: Que hay incompatibilidad para que el máster Miguel Ovares Chavarría continúe en el puesto de integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en representación de la parte patronal, por los motivos expuestos. Así votaron las magistradas y los magistrados Cruz, Rivas, Solís, Molinari, Vargas, Aguirre, Varela, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, Burgos, Zúñiga, la Suplente Jiménez Ramírez. 

La magistrada y los magistrados Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro y la Suplente Picado Brenes se abstienen de votar.

 -0-

Expresa el Presidente, magistrado Cruz: "Ahora lo que correspondería es que la Dirección de Gestión Humana inicie un concurso para sustituirlo.”

Se acordó: La Dirección de Gestión Humana, procederá a publicar el cartel para la convocatoria de personas postulantes al cargo de integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en representación de la parte patronal, por lo que resta del período legal, con motivo de lo resuelto en esta sesión, respecto al máster Ovares Chavarría. A esos efectos dicha Dirección, remitirá a la Comisión de Nombramientos todos los procedimientos del concurso solicitado, de forma tal, que esta Corte proceda con la realización del citado nombramiento.



(…)”
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Asimismo, el citado órgano, en sesión N° 8-2021 celebrada el día 22 de febrero de 2021, en su artículo V, acordó lo siguiente:

En sesión N° 03-2021 celebrada el 18 de enero de 2021, artículo XXVII, se dispuso por mayoría de catorce votos, que había incompatibilidad para que el máster Miguel Ovares Chavarría continuara en el puesto de integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en representación de la parte patronal, por los motivos que se expusieron. Así votaron las magistradas y los magistrados Cruz, Rivas, Solís, Molinari, Vargas, Aguirre, Varela, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, Burgos, Zúñiga, la Suplente Jiménez Ramírez. 

La magistrada y los magistrados Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro y la Suplente Picado Brenes se abstuvieron de votar.

Además, se dispuso que Dirección de Gestión Humana, procedería a publicar el cartel para la convocatoria de personas postulantes al cargo de integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en representación de la parte patronal, por lo que resta del período legal, con motivo de lo resuelto en esa sesión, respecto al máster Ovares Chavarría. A esos efectos dicha Dirección, remitiría a la Comisión de Nombramientos todos los procedimientos del concurso solicitado, de forma tal, que esta Corte procediera con la realización del citado nombramiento. 

Con oficio N° 03-CN-2021 de 18 de febrero en curso, la señora Vicepresidenta de la Corte, magistrada Solano, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Nombramientos, expresó lo siguiente: 

“… En mi calidad de Coordinadora de la Comisión de Nombramientos del Poder Judicial, someto a consideración de Corte Plena la siguiente situación: 

[bookmark: _Hlk64565494]En sesión 03-2021 del 18 de enero de 2021, artículo XXVII, se conoció el conflicto de intereses expuesto por el MBA Miguel Ovares Chavarría, a raíz de sus funciones como Jefe del Departamento Financiero Contable y Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. En dicha oportunidad se dispuso: 

“Que hay incompatibilidad para que el máster Miguel Ovares Chavarría continúe en el puesto de integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en representación de la parte patronal, por los motivos expuestos.” 

Y en consecuencia se acordó: 

[bookmark: _Hlk64536100]“La Dirección de Gestión Humana, procederá a publicar el cartel para la convocatoria de personas postulantes al cargo de integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en representación de la parte patronal, por lo que resta del período legal, con motivo de lo resuelto en esta sesión, respecto al máster Ovares Chavarría. A esos efectos dicha Dirección, remitirá a la Comisión de Nombramientos todos los procedimientos del concurso solicitado, de forma tal, que esta Corte proceda con la realización del citado nombramiento.”

Como se desprende del anterior acuerdo, la disposición tomada por Corte Plena consiste en que la designación del integrante titular de la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en representación del patrono, se realice mediante concurso. Sin embargo, el Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dispone en el artículo 10, que lo procedente es que la Comisión de Nombramientos curse una invitación a las personas que cumplan con los requisitos legales, para que participen en el proceso de elección. En ese sentido la norma señala: 

“Artículo 10. La Comisión de Nombramientos identificará las personas que cumplan con los requisitos establecidos en dicha norma, a quienes cursará invitación a participar en el proceso de elección. Quienes estén dispuestos a participar, deberán presentar los atestados que los acrediten para el cargo, así como su consentimiento expreso para participar. 

Lo anterior sin perjuicio que personas interesadas quieran postular su candidatura.” (Resaltado suplido). 

Es importante destacar que la norma transcrita fue modificada en sesión de Corte Plena N° 21-19, del 3 de junio de 2019, propiamente en el artículo XV, por lo que a la fecha en que se tomó el acuerdo al que se ha venido haciendo referencia, ya se encontraba vigente. 

En razón de lo expuesto se hace ver la contradicción de este acuerdo con lo establecido en el reglamento citado y a la vez se propone se aclare, en el sentido de que la Comisión de Nombramientos, con el auxilio de la Dirección de Gestión Humana, procederá a realizar el procedimiento de elección del integrante titular de la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en representación del patrono, según el reglamento vigente.”
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Se acordó: Acoger la propuesta de la magistrada Solano, coordinadora de la Comisión de Nombramientos, y aclarar el acuerdo adoptado en esta Corte en la sesión N° 03-2021 del 18 de enero de 2021, artículo XXVII, en el sentido de que la Comisión de Nombramientos, con el auxilio de la Dirección de Gestión Humana, procederá a realizar el procedimiento de elección del integrante titular de la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en representación del patrono, según el reglamento vigente. Se declara acuerdo firme.”
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En sesión N° 4-2021 celebrada el 25 de enero de 2021, artículo II, se dispuso a designar al integrante suplente Juan Carlos Segura Solís, para que sustituyera de forma permanente la plaza vacante que ocupaba el máster Ovares Chavarría, hasta tanto sea nombrado por parte de la Corte Plena el nuevo integrante titular.
	Seguidamente, en sesión N° 7-2021 celebrada el 15 de febrero del 2021, artículo XXVIII, en atención a lo dispuesto por la Corte Plena en sesión 2-2021 del 28 de enero de 2021 en lo conducente, se dispuso instar a la Corte Plena, que valorara la viabilidad de designar como titular en la plaza dejada por el máster Ovares Chavarría, a una de las personas integrantes suplentes que fueron elegidos por ese prestigioso órgano y el concurso que se realice sea para llenar una plaza de suplente y no la de titular, tomando en consideración la experiencia que han adquirido los integrantes suplentes a lo largo del primer año de funciones de esta Junta Administradora.
La Corte Plena en sesión N° 8-2021 celebrada el 22 de febrero de 2021, artículo V, en lo conducente, acordó aclarar el acuerdo adoptado en sesión N° 3-2021 del 18 de enero 2021, artículo XXVII, en el sentido de que la Comisión de Nombramientos, con el auxilio de la Dirección de Gestión Humana, procedería a realizar el procedimiento de elección del integrante titular de la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en representación del patrono, según el reglamento vigente, siendo este un acuerdo firme.
[bookmark: _Toc65855114]Se acordó por unanimidad: Tomar nota del acuerdo de Corte Plena de sesión N° 8-2021 celebrada el 22 de febrero de 2021, artículo V, en el que se acordó aclarar el acuerdo adoptado en sesión N° 3-2021 del 18 de enero 2021, artículo XXVII, en el sentido de que la Comisión de Nombramientos, con el auxilio de la Dirección de Gestión Humana, procedería a realizar el procedimiento de elección del integrante titular de la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en representación del patrono, según el reglamento vigente.
ARTÍCULO XII
Documento Nº 977-2020 / 362-2021
En sesión N° 7-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XXXIII, en razón del acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 02-2021 del 28 de enero del 2021, referente a dejar sin efecto el nombramiento del máster Miguel Ovares Chavarría, como integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en razón de que se evidenciaba una incompatibilidad, en cuanto a las funciones que realiza en esa Junta Administradora y su puesto en el Poder Judicial de Jefe del Departamento Financiero Contable, manifestó el MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora, que también el máster Ovares Chavarría se apartó de sus funciones como integrante del Comité de Inversiones, por lo anterior, para contar con un cuórum adecuado en ese Comité, esta Junta Administradora acordó invitar a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, para que formara parte del Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la invitación, se presentó debido a que este órgano valoró la experiencia y conocimiento que posee en la materia, así como su carrera dentro de la institución.
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 751-DE-2021 del 2 de marzo de 2021, comunicó:
“En atención al acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 7-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XXXIII, agradezco la invitación y con gusto me incorporaría a integrar el Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, pero eso será posible una vez que la Dirección Ejecutiva no tenga ninguna participación en las labores de inversión de dicho Fondo, lo cual se espera ocurra en el corto plazo, con la conformación de la estructura organizacional del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tomar nota de lo manifestado por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 751-DE-2021 del 2 de marzo de 2021 y estar a la espera de que la Dirección Ejecutiva no tenga ninguna participación en las labores de inversión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Agradecer a la máster Romero Jenkins la aceptación para participar en el citado comité.
[bookmark: _Toc65855117]ARTÍCULO XIII
Documento N° 341-2021
El máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden Jefes interino de Macroproceso Financiero Contable y Proceso Inversiones, mediante oficio N° 035-PI-2021 del 22 de febrero de 2021, comunicaron:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-1056-2020, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, del ex funcionario judicial Carlos Alberto Vindas Mora, tal y como se detalla a continuación:

(…)

Procedimientos de cálculo y normativa aplicable 
El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio PE-DAE-1048-2020 del 06 de noviembre de 2020, remitido a este Macroproceso mediante oficio GP-DAP-1056-2020. 

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica: 
“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original. 
De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos: 
1. Reporte Salarios 
Certificación N.º 1224-2020 del 16 de marzo de 2020 extendida por Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda. 
2. Porcentaje de aportes 
Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros:

[image: ]

3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente 
El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por el Consejo Superior en sesión 85-18 del 27 de setiembre de 2018, artículo XXIII. Así mismo, de conformidad con lo comunicado por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) con oficio CNS-1507-09 de fecha 29 de julio del 2019 y oficio SP-898-2019 remitido por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) del 18 de setiembre del 2019 y con el aval de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial con base en el oficio 3795-DE-2019, la herramienta fue actualizada en virtud de las tasas de mortalidad. 
De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

I. Tabla resumen de la liquidación actuarial: 

[image: ]

II. Resumen del monto a trasladar: 

(…)

Por lo antes expuesto y conforme lo señalado, agradecemos interponer sus buenos oficios a efecto de contar con la resolución respectiva, de forma que se pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social.”

- 0 - 

Además, el Departamento Financiero Contable, mediante correo electrónico del 23 de marzo de 2021, comunicó:
“Buena tarde, con autorización superior del MBA Miguel Ovares Chavarría, Jefe Macroproceso Financiero Contable, en forma atenta se remite el oficio N.° 0035-PI-2021, relativo a la solicitud de la Caja Costarricense de Seguro Social remitida mediante oficio N.° GP-DAP-1056-2020, respecto al traslado de cuotas al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) del citado Ente Social, en relación al caso que se detalla seguidamente:

	Cédula de identidad
	Nombre completo

	(…)
	Carlos Alberto Vindas Mora



…”

(…)
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Considerado el informe N° 035-PI-2021 de 22 de febrero de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría y el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Jefe interino del Departamento Financiero Contable y Jefe interino del Proceso de Inversiones, se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor Carlos Alberto Vindas Mora, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢ 11,904,908.92 (once millones novecientos cuatro mil novecientos ocho colones con noventa y dos céntimos) y remitir al Departamento Financiero Contable, para el trámite correspondiente. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de las personas interesadas.
[bookmark: _Toc65855119]ARTÍCULO XIV
Documento Nº 132-2021 / 342-2021
El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino de Proceso Inversiones, mediante oficio N° 54-PI-2021 recibida el 24 de febrero de 2021, comunicó: 
“En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones N.º 33-14 del 10 de abril de 2014, artículo XCIX y N.º 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV y lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en este Macroproceso Financiero Contable, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de enero de 2021, de lo cual es importante indicar:

· Como se mencionó en informes anteriores, el formato y contenido del estado de cuenta para las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que remite mes a mes la custodia del BCR, mantiene inconsistencias para realizar la conciliación de títulos valores. 

La situación anterior ha implicado que: 

➢ Para que el Poder Judicial realice la conciliación requiere manipular los datos del estado de cuenta remitidos por el Custodio, para lograr conciliar la información con los datos generados en los reportes del Sistema de Inversiones del Poder Judicial. 

➢ Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del Custodio los agrupa por fecha de vencimiento, al respecto se está solicitando al BCR corregir dicha situación. 

➢ Algunas operaciones no se mostraban en el estado de cuenta del Custodio, situación que se reportó al BCR; las demás diferencias presentadas en las conciliaciones de los meses anteriores fueron comunicadas y a la fecha no se cuenta con la respuesta correspondiente. 

➢ Se mantuvo reunión con los representantes de la Custodio del BCR el pasado 12 de agosto de 2020, en la cual se detallaron las diferencias, siendo que el citado custodio se comprometió que, al cierre del mes de agosto 2020, dar respuesta a los oficios que se han remitido desde noviembre 2019 y que a la fecha no han sido respondidos. 

➢ Considerando que el custodio no ha brindado respuesta a las solicitudes efectuadas por Macroproceso Financiero Contable, se está solicitando una nueva reunión con los representantes de la Custodia para finiquitar lo que corresponde a diferencias y establecer algún procedimiento para la información faltante en cuanto al formato de los Estados de Cuenta. 

Así las cosas, se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares, colones y UDES, los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a excepción de las situaciones descritas anteriormente, las cuales están siendo presentadas a la Custodia del BCR para su atención y corrección.





…”
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Por unanimidad, se acordó por unanimidad: 1.) Tener por rendido el oficio N° 54-PI-2021 recibida el 24 de febrero de 2021, suscrito por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe interino del Proceso de Inversiones, en el que remiten el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en este Macroproceso Financiero Contable, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de enero de 2021. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Inversiones y de Auditoría para el respectivo seguimiento.
[bookmark: _Toc65855121]ARTÍCULO XV
Documento Nº 350-2021
En sesión N° 29-2020 celebrada el 31 de agosto del 2020, artículo V, en lo conducente, se comisionó al master Oslean Mora Valdez, Administrador interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para que le diera seguimiento a las recomendaciones realizadas por la Auditoría de Tecnología de Información de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, efectuada por el Despacho Carvajal & Colegiados y el informe realizado por la Dirección de Tecnología de la Información y las Comunicaciones, mediante oficio N° 1460-DTI-2020, a fin de que hiciera las observaciones necesarias de conocimiento de esta Junta.
La máster Floribel Campos Solano, Jefa interina de Macroproceso Financiero Contable, la máster María Antonieta Herrera Charraun, Jefa de Proceso Presupuestario Contable y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Contable, mediante oficio N° 83-SC-2021 del 25 de febrero de 2021, comunicó:
“En atención de los informes del Despacho Carvajal & Colegiados, de la Auditoría Externa de los estados financieros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del período 2020, según contrato No. 012021, se indica lo siguiente: 

1. Informe de los Estados Financieros y Opinión de los Auditores Independientes. 

No se tienen observaciones al respecto del Informe de los estados financieros. 

2. Carta de Gerencia CG 1-2020. 

En la carta a la Gerencia CG 1-2020 se incorpora en el párrafo b “Disponibilidades” el siguiente comentario: 

“Sin embargo, la nota de sus estados financieros indica que utilizan un tipo de cambio que no corresponde al establecido por Ley.” 

Lo anterior en referencia a la Ley de Fortalecimientos en las Finanzas Públicas. 

En forma similar en el párrafo d. “Gastos pagados por anticipado”, se anota lo siguiente en referencia a la utilización del tipo de cambio del Banco Central para el Sector Público no bancario: 

“Lo anterior incumple con lo mencionado en la oportunidad de mejora del tipo de cambio que se debe de usar, el cual lo establece la Ley de Fortalecimientos en las Finanzas Públicas.” 

Al respecto, de la utilización del tipo de cambio emitido por el Banco Central de Costa Rica para el Sector Público no Bancario, este se realiza con base en el Reglamento de Operaciones Cambiarias de Contado, que actualmente es el que utiliza el Fondo de Jubilaciones y Pensiones para la valoración de sus operaciones. Este tipo de cambio es el que se incluye en las políticas contables adjuntas a los informes que se remiten a la SUPEN y de los cuales, al día de hoy, no hay solicitud expresa para modificarlo por parte de la Entidad Reguladora. 

Sin embargo, es importante mencionar que, para atender lo indicado por la Auditoría Externa, el Macroproceso Financiero Contable mediante el oficio No. 72-SC-2021 del 19 de febrero de 2021, solicitó el criterio a la SUPEN y dependiendo de la respuesta que se reciba, se procederá a valorar la actualización de la política contable para el período 2021 con la Junta Administradora.





…”
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Se acordó: Tomar nota del oficio N° 83-SC-2021 del 25 de febrero de 2021, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina de Macroproceso Financiero Contable, la máster María Antonieta Herrera Charraun, Jefa de Proceso Presupuestario Contable y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Contable, así como de los documentos remitidos dentro de la Auditoría Externa realizada por el Despacho Carvajal & Colegiados, de los estados financieros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial del período 2020, a saber: a.) Informe de los Estados Financieros y Opinión de los Auditores Independientes. b.) Carta de Gerencia CG 1-2020.
[bookmark: _Toc65855123]ARTÍCULO XVI
Documento Nº 816-2020 / 352-2021
El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina de Proceso de Tesorería y la máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa interina de Subproceso de Egresos, mediante oficio N° 205-TE-2021 del 25 de febrero de 2021, comunicaron:
“En atención al contenido del oficio N° 825-2020 de la Junta Administradora FJPPJ, correspondiente al acuerdo tomado en sesión N° 31-2020 celebrada el 21 de setiembre de 2020, artículo VII, en el cual se acordó para lo que interesa:

“3.) Solicitar al Macroproceso Financiero Contable la revisión del protocolo que mantiene el Banco de Costa Rica con el fin de actualizar el mismo y evitar que a futuro se presente la situación descrita.”

En razón de lo dispuesto por esa Junta Administradora se señala:

1. Que el protocolo establecido por el Banco de Costa Rica, para la atención de los casos que quedan en estado rechazado el día de pago de planilla ha funcionado adecuadamente desde que se utiliza la plataforma BCR Comercial para efectuar los pagos respectivos. Dicha entidad colabora a esta oficina en cada quincena con la aplicación manual de esos casos, de conformidad con lo estipulado a lo interno de la entidad bancaria.

1. Que en cada quincena de pago de planilla se coordina entre ambas instituciones la atención y aplicación de dichos casos a la mayor brevedad posible

1. Que una vez aplicados los pagos pendientes, esta Unidad concilia con el Proceso de Inversiones de este Macroproceso, lo correspondiente a la revisión del débito total de la planilla de la cuenta respectiva. 

1. Que esta Unidad en cada quincena de pago efectúa el seguimiento pertinente a la aplicación de la planilla como parte de sus labores ordinarias…”
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Se acordó por unanimidad: Tener por recibido el informe presentado por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino de Macroproceso Financiero Contable, la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina de Proceso de Tesorería y la máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa interina de Subproceso de Egresos, mediante oficio N° 205-TE-2021 del 25 de febrero de 2021, sobre la revisión del protocolo que mantiene el Banco de Costa Rica, para la atención de los casos que quedan en estado rechazado el día de pago de planilla.
[bookmark: _Toc65855126]ARTÍCULO XVII
Documento N° 358-2021

[bookmark: _Toc61001941]En la sesión N° 02-2021 celebrada el 11 de enero de 2021, artículo XV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“Mediante el correo electrónico del 18 de diciembre de 2020, la licenciada Carolina Alejandra Cordero Vega, Trabajadora Social, remitió el informe de intervención, Dictamen No. 20-000808-992-TS, que literalmente dice lo siguiente:

“II. MOTIVO DE LA INTERVENCIÓN:

Se refiere caso por parte del Juzgado de para efecto de "El acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 25-2020 celebrada el 20 de julio del 2020, artículo XII, se acordó:

“…Solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología colaboración con el fin de que realicen la verificación de ingresos, hasta tanto esta Junta Administradora defina la metodología a seguir y coordine con la oficina que se encargará de realizar dicha labor.”

Posterior la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en la sesión N° 30-2020 celebrada el 07 de setiembre del 2020, artículo XIII, acordó:

“…2.) Trasladar a la Dirección de Gestión Humana el formulario propuesto por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, para su valoración y observaciones, por lo cual, deberá informar lo pertinente ante esta Junta Administradora”.

En virtud de que actualmente la Dirección de Gestión Humana está realizando la valoración y observaciones al formulario propuesto por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, para posterior informar lo pertinente ante la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, nos permitimos remitir la gestión de pensión realizada por la señora Carmen María Vega Vega, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Celso Victor Angulo Angulo, cuyo deceso acaeció el 29 de junio de 2020, a fin de determinar la dependencia económica que tenía la señora Vega Vega con el señor Angulo Angulo.

Lo anterior con la finalidad que el Departamento a su cargo nos colabore con el estudio pertinente

IV. METODOLOGÍA Y FUENTES DE INFORMACIÓN:

(…)

IV. RESULTADOS DE LA INTERVENCIÓN

(…)
Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocido el informe de intervención, Dictamen No. 20-000808-992-TS, remitido con correo electrónico del 18 de diciembre de 2020, por la licenciada Carolina Alejandra Cordero Vega, Trabajadora Social. 2) Remitir el presente informe a la Dirección de Gestión Humana con el fin de que remita a esta Junta el informe final correspondiente. 3) Reiterar al Departamento de Trabajo Social que los informes que elabora ese Departamento deben ser remitidos a la Dirección de Gestión Humana para la elaboración del informe final. Se declara acuerdo firme.”
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La licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefa interina de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, en oficio N° PJ-DGH-AP-0812-2021 de 23 de febrero de 2021, remitieron lo siguiente: 	
[bookmark: _Hlk64989737][bookmark: _Hlk65155314]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Carmen María Vega Vega, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Celso Angulo Angulo, cuyo deceso acaeció el 29 de junio de 2020.


1. Origen.
Esta Dirección en fecha 07 de julio de 2020, recibió la gestión de la señora Carmen María Vega Vega, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de don Celso. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente. 


1. Valoración socioeconómica practicada. 
(…)


1. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

(…)

1. Normativa atinente al caso.
Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:


a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”


“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

1. Conclusiones.
· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Carmen María Vega Vega, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor Celso Angulo Angulo, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que doña Carmen dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

· Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, la señora Vega Vega no cuenta con pensión estatal, tampoco recibe ayuda de instituciones de bienestar social, por lo cual no cuenta con ingresos provenientes de estas fuentes.

· De acuerdo con el informe socioeconómico, el deceso de don Celso representó un duro golpe a la estabilidad económica de doña Carmen situación que la ha llevado a realizar ventas de alimentos para poder sufragar gastos mensuales.

· (…)

	
	 
	
	 
	 


1. Datos de interés.
(…)
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Una vez analizadas la solicitud de pensión incoada por la señora Carmen María Vega Vega, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Celso Angulo Angulo, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe N° PJ-DGH-AP-0812-2021 de 23 de febrero de 2021, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, Subdirectora interina, Jefa interina de Administración de Personal y Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de Gestión Humana, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acuerda por unanimidad: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Carmen María Vega Vega, cuya asignación mensual será equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 30 de junio de 2020.

Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable.
[bookmark: _Toc65855128]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 357-2021
La licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Gestión Humana, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-702-2021 del 16 de febrero de 2021, comunicó:
[bookmark: _Hlk64552829][bookmark: _Hlk64553121][bookmark: _Hlk64216656]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora María Isabel Vargas Mata, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Alejandro Mejía Romero, cuyo deceso acaeció el 05 de julio de 2020.

I.	 Origen.
Esta Dirección en fecha 08 de julio de 2020, recibió la gestión de la señora María Isabel Vargas Mata, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de don Alejandro. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente. 
II.	 Valoración socioeconómica practicada. 
(…)

III.	Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

(…)

IV.	 Normativa atinente al caso.
Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:


a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 
V.	Conclusiones.
· El peritaje socioeconómico practicado a la señora María Isabel Vargas Mata, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor Alejandro Mejía Romero, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que doña María dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley 9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de dicha Ley. 

· (…)

VI.		Datos de interés.
(…)
…”
·  Dictamen Socioeconómico:

(…)
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Una vez analizadas la solicitud de pensión incoada por la señora María Isabel Vargas Mata, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Alejandro Mejía Romero, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología N° 20-000420-0727-TS y el informe oficio N° PJ-DGH-AP-702-2021 del 16 de febrero de 2021, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Gestión Humana, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acuerda por unanimidad: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora María Isabel Vargas Mata, cuya asignación mensual será equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía el jubilado judicial al momento de su deceso, menos las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 06 de julio de 2020. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable.
ARTÍCULO XIX
Documento N° 432-2021
	El integrante Villalta Fallas toma la palabra y plantea en el pleno de la sesión, si los integrantes de este órgano colegiado tienen impedimento de participar en campañas políticas, en razón de que no tiene certeza de la naturaleza jurídica del puestos con relación al empleo público.
	El integrante presidente Hernández Solano manifiesta que sería prudente realizar la consulta a la Dirección Jurídica, indicando que aclare la consulta presentada por el integrante Villalta Fallas y que adicione al criterio que tipo de relación tienen los integrantes de esta Junta Administradora con la institución, relativo al empleo público, tomando en consideración que no todas las personas integrantes son empleados judiciales (como lo es el caso de las personas jubiladas y las que no laboran para el Poder Judicial).
Se acordó por unanimidad: Solicitar a la Dirección Jurídica que remita un criterio analizando las dudas presentadas por el integrante presidente Hernández Solano y por el integrante Villalta Fallas, con la finalidad de contar con dictamen en donde se clarifique que tipo de relación tienen las personas integrantes de este órgano con el empleo público, tomando en consideración que no todas las personas integrantes son empleados judiciales (como lo es el caso de las personas jubiladas y las que no laboran para el Poder Judicial).
[bookmark: _Hlk66691872]ARTÍCULO XX
Documento N° 433-2021
En razón que el criterio de la Procuraduría General de la República N° C-021-2021 del 29 de enero de 2021 clarifica la naturaliza de esta Junta Administradora y que la empresa PricewaterhouseCoopers “PwC” finalizó el proyecto de una posible estructura administrativa de este órgano, se acuerda por unanimidad: Reactivar la comisión del proyecto de PwC, para que participe en la elaboración del proyecto de presupuesto organizacional de esta Junta Administradora.
ARTÍCULO XXI
Documento N° 374-2021
El licenciado Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones, mediante oficio N° SP-259-2021 del 2 de marzo de 2021, remitió lo siguiente:
“Esta Superintendencia recibió el oficio N° 0217-2021 del 24 de febrero de 2021, mediante el cual detalla cinco etapas para conformar la estructura administrativa requerida en el SP-439-2020 del 16 de abril de 2020; sin embargo, en el oficio no se anexa el plan de acción actualizado, conforme a lo expuesto en la reunión efectuada el pasado martes 16 de febrero de 2021.

Asimismo, se requiere el plan de acción con actividades, plazos y responsables para atender los requerimientos de tecnologías de información que le fueron comunicados mediante SP-489-2020 del 24 de abril de 2020.

Por lo anterior, se le agradece que, en un plazo máximo de quince días hábiles posteriores al recibo de esta comunicación, remita los planes de acción solicitados”.
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Se acordó por unanimidad: Designar al MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora, para que coordine con la Dirección de Tecnología de la información lo pertinente para dar respuesta en el plazo indicado sobre la gestión presentada en el oficio N° SP-259-2021 del 2 de marzo de 2021, suscrito por el licenciado Mauricio A. Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones.
ARTÍCULO XXII
Documento N° 390-2021
La licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante documento N° SP-A-236-2021 de las quince horas del día tres de marzo del año dos mil veintiuno, remitió lo siguiente:

CONSIDERANDO:

1) El Artículo 33 de la ley N°7523, Régimen Privado de Pensiones Complementarias dispone que la Superintendencia de Pensiones, regulará, supervisará y fiscalizará los planes, fondos y regímenes contemplados en esta ley, así como aquellos que le sean encomendados en virtud de otras leyes, y la actividad de las operadoras de pensiones, de los entes autorizados para administrar los fondos de capitalización laboral y de las personas físicas o jurídicas que intervengan, directa o indirectamente, en los actos o contratos relacionados con las disposiciones de dicha ley.

2) De conformidad con el inciso f) del artículo 38 de la norma antes citada, corresponde al Superintendente de Pensiones adoptar todas las acciones necesarias para el cumplimiento efectivo de las funciones de autorización, regulación, supervisión y fiscalización establecidas en la ley y la normativa emitida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF).

3) El inciso r) del artículo citado establece, además, como una de las atribuciones del Superintendente, exigir a los entes supervisados, “…el suministro de la información necesaria para los afiliados y dictar normas específicas sobre el contenido, la forma y la periodicidad con que las entidades supervisadas deben proporcionar a la Superintendencia, al afiliado y al público, información sobre su situación jurídica, económica y financiera, sobre las características y los costos de sus servicios, las operaciones activas y pasivas y cualquier otra información que considere de importancia; todo con el fin de que exista información suficiente y confiable sobre la situación de las entidades supervisadas.”. Correlativamente, el artículo 42, inciso g) de la Ley de Protección al Trabajador, establece que constituye una obligación de las entidades autorizadas suministrar a la Superintendencia de Pensiones la información que esta requiera, dentro del plazo y condiciones dispuestos al efecto.

4) Las normas que regulan el suministro de información periódica por parte de las entidades constituyen un insumo indispensable para que la SUPEN pueda ejercer las funciones de supervisión y fiscalización sobre las entidades supervisadas y los fondos que estas últimas administran.

5) El artículo 16 del Reglamento de Gestión de Activos establece que las entidades reguladas pueden utilizar, para el manejo de la liquidez de los fondos administrados, instrumentos que cumplan con las condiciones establecidas en las normas contables para que se cataloguen como equivalentes de efectivo.

6) Un manejo de liquidez eficiente fortalece la capacidad de las entidades supervisadas para hacer frente a sus obligaciones en el corto, mediano y largo plazo, con los beneficios subsecuentes que también generan en el sistema financiero costarricense.

7) Las normas y estándares internacionales procuran que las entidades supervisadas lleven a cabo una administración óptima de su liquidez que les permita disponer de los recursos necesarios para cumplir a tiempo y sin ninguna limitación con el pago de sus obligaciones evitándose, a la vez, que mantengan recursos en exceso que puedan afectar la rentabilidad global de los activos administrados.

8) El suministro de información establecido por la Superintendencia, aplicado actualmente por las entidades supervisadas y reguladas, no considera la carga de instrumentos para manejo de liquidez definidos en el artículo 16 del Reglamento de Gestión de Activos. Por lo tanto, resulta necesario implementar un módulo para la carga de información de este tipo de instrumentos.

POR TANTO:

Primero. Incorporar un nuevo “Capítulo IV. Manejo de Liquidez”, en el “Manual de información para las entidades supervisadas”, corriéndose el actual Capítulo IV para que sea numerado como Capítulo V, y así sucesivamente con los subsiguientes capítulos, al igual que la numeración del articulado, para que, se lea de la siguiente forma:

“Capítulo IV. Manejo de Liquidez

Las entidades supervisadas reportarán a la Superintendencia de Pensiones un archivo con el detalle de la totalidad de los instrumentos para manejo de liquidez que, al cierre del mes, mantenga para uso exclusivo de la gestión de liquidez de los fondos. Además, deberá enviar otro archivo con todos los movimientos realizados durante el mes relativos a la gestión de liquidez, es decir, las compras y las ventas anticipadas que se realicen diariamente, excluyendo los referidos a las cuentas bancarias activas, sean cuentas corrientes, electrónicas o de ahorro.

4.1. Instrucciones Generales
Los instrumentos para el manejo de la liquidez del fondo deben cumplir con la normativa establecida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, así como el marco interno que cada una de las entidades supervisadas mantiene vigente.

Los instrumentos que se deben reportar en los archivos de manejo de liquidez (RL) y movimientos de manejo de liquidez (ML) son los definidos en el artículo 16 del Reglamento de Gestión de Activos.

4.2. Definición de los datos y validaciones de los archivos

4.2.1. Nombre del archivo de datos

El nombre de los archivos debe cumplir con lo requerido en el apartado “2. Estructura del nombre de los archivos” del capítulo I de este manual.

4.2.2. Periodicidad de los datos

Las entidades supervisadas deberán remitir los archivos al cierre de cada mes, dentro del plazo establecido mediante acuerdo del Superintendente, acorde con lo estipulado en el Reglamento de Información Financiera. La Superintendencia podrá variar la periodicidad de remisión de este reporte cuando las condiciones del mercado así lo ameriten.

4.2.3. Estructura de registros

4.2.3.1 Archivo de manejo de liquidez

	CAMPO
	TIPO

	ABR_ENT
	VARCHAR2(15)

	COD_FON
	NUMBER(2)

	FEC_DAT
	DATE

	COD_REF
	VARCHAR2(12)

	TIP_PROD
	VARCHAR2(2)

	COD_EMI
	VARCHAR2(30)

	MONTO
	NUMBER(16,2)

	COD_MON
	NUMBER(1)

	TASA
	NUMBER(2,2)

	FEC_ADQ
	DATE

	FEC_VEN
	DATE

	COD_ID
	VARCHAR2(20) 

	ID_GTIA
	VARCHAR2(20)

	MON_GTIA
	NUMBER(16,2)



Las descripciones de los campos se encuentran en la Tabla 4.1 de los anexos del Manual de Información ubicados en el portal VES.

4.2.3.2 Archivo de movimientos

	CAMPO
	TIPO

	ABR_ENT
	VARCHAR2(15)

	COD_FON
	NUMBER(2)

	FEC_DAT
	DATE

	TIP_OPER
	VARCHAR2(1)

	COD_REF
	VARCHAR2(12)

	TIP_PROD
	VARCHAR2(2)

	COD_EMI
	VARCHAR2(30)

	MONTO
	NUMBER(16,2)

	COD_MON
	NUMBER(1)

	TASA
	NUMBER(2,2)

	FEC_ADQ
	DATE

	FEC_VEN
	DATE

	COD_ID
	VARCHAR2(20) 

	FEC_VENTA
	DATE



Las descripciones de los campos se encuentran en la Tabla 4.1 de los anexos del Manual de Información ubicados en el portal VES.

4.2.4. Aspectos que deben ser considerados en la carga de los archivos. 
Código de Referencia (COD_REF):

El campo código de referencia es un identificador único para cada operación. (véase anexo 4 tabla 4.1).

Campos nulos: 
En el proceso de validación se verificará que los registros no presenten campos nulos (VAL-3290).

Instrumentos en moneda extranjera:
Para los fondos denominados en colones, los instrumentos financieros que se adquieran y sean expresados en moneda extranjera, deben reportarse en la moneda extranjera. 

Segundo. Incorporar los siguientes ajustes en el “Manual de información para las entidades supervisadas y fondos administrados”:

i. Agregar una aclaración en el “Capítulo III. Inversiones, Operaciones de Cobertura y Compras-Ventas” para indicar que los instrumentos que se deben reportar en los archivos de inversiones (RI) y compras ventas (CV) son los definidos en el artículo 17 del Reglamento de Gestión de Activos (RGA):

[…]

3.1. Instrucciones Generales
Las inversiones y operaciones de cobertura realizadas por las entidades supervisadas deberán cumplir con la normativa establecida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.

Todas las inversiones y operaciones de cobertura de los fondos administrados deberán valorarse conforme la normativa establecida por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.

Los instrumentos que se deben reportar en los archivos de inversiones (RI) y compras ventas (CV) son los definidos en el artículo 17 del Reglamento de Gestión de Activos.

Las operaciones de cobertura que se deben reportar en el archivo de operaciones de cobertura (OD) son los definidos en Capítulo VII del Reglamento de Gestión de Activos.
[…]”

Tercero. Se agrega un anexo en el documento, publicado en el VES, con las descripciones de los campos de las Tablas 4.1, 4.2, 4.3, 4.4 y 4.5, para que, se lea de la siguiente forma:


“ANEXO 4. Archivos de manejo de liquidez y movimientos 

Tablas 4.1 y 4.2 Descripción de campos y validaciones del archivo de manejo de liquidez y movimientos de manejo de liquidez



Tabla 4.3 Descripción de los campos Tipo de Operación
	Código
	Descripción

	C
	Se reporta con “C” cuando se adquiere un instrumento para el manejo de liquidez

	V
	Se reporta con “V” cuando presenta una venta anticipada de un instrumento para el manejo de liquidez



Tabla 4.4 Tipos de productos
	Código
	Producto

	CB
	Cuentas bancarias

	IV
	Instrumentos a la vista

	CP
	Instrumentos de muy corto plazo 



Tabla 4.5 Descripción de los campos Moneda
	Código
	Descripción

	1
	Colones

	2
	Dólares

	3
	Euros

	4
	Otras[footnoteRef:1] [1:  Según lo dispuesto en el artículo 15 del Reglamento de Gestión de Activos.] 





Cuarto. Incorporar las siguientes modificaciones al documento Tablas y validaciones del Manual de Información Consolidado de las Entidades Supervisadas y Fondos Administrados, publicado en el VES:

i. Agregar los códigos de los reportes de manejo de liquidez en la “Tabla 1.3 Codificación de reportes”

Tabla 1.3 Codificación de reportes
	Código
	Reporte

	RL
	Reporte manejo de liquidez

	ML
	Reporte movimientos manejo de liquidez



ii. Agregar las tablas de validaciones de los reportes de manejo de liquidez y movimientos en el “ANEXO 5. Validaciones y mensajes de error”

Tabla 5.5. Validaciones y mensajes de error para el archivo de manejo de liquidez de los Fondos

	Código
	Mensaje de error
	Validación

	1001
	ABR_ENT no válido.
	El valor del campo ABR_ENT debe existir en la Tabla 1.1 del ANEXO 1 de este documento.

	1002
	COD_FON no válido
	El valor del campo COD_FON debe existir en la Tabla 1.2 del ANEXO 1 de este documento. 

	1003
	COD_FON no autorizado para esa entidad.
	El valor del campo COD_FON deben corresponde a fondos autorizados por la SUPEN para esa entidad. 

	1004
	FEC_DAT fuera de rango o nulo
	El valor del campo FEC_DAT no debe ser nulo, debe corresponder a una fecha válida en formato “aaaa-mm-dd”, debe ser mayor o igual que 1997-01-01 y menor o igual que la fecha del reporte.

	1018
	COD_MON no válido
	COD_MON no válido

	3045
	COD_REF no coincide con mes anterior.
	El valor del campo COD_REF para cada inversión debe ser igual al reportado en el informe del mes anterior.
Debe existir consistencia de los datos de código de referencia de un mes con respecto al anterior, o sea que el COD_ID del código de referencia sea el mismo que el reportado en el mes anterior. 

	3046
	COD_REF se repite en el reporte.
	El valor del campo COD_REF no debe repetirse en el reporte.

	3290
	Campos nulos

	Los registros no deben presentar campos nulos.

	3292
	Tipos de producto (TIP_PROD)
	El valor del campo COD_PROD debe existir en la Tabla 4.4 del ANEXO 4 de este Manual.



Tabla 5.6. Validaciones y mensajes de error para el archivo de movimientos ML

	Código
	Mensaje de error
	Validación

	1001
	ABR_ENT no válido.
	El valor del campo ABR_ENT debe existir en la Tabla 1.1 del ANEXO 1 de este documento.

	1002
	COD_FON no válido
	El valor del campo COD_FON debe existir en la Tabla 1.2 del ANEXO 1 de este documento. 

	1003
	COD_FON no autorizado para esa entidad.
	El valor del campo COD_FON deben corresponde a fondos autorizados por la SUPEN para esa entidad. 

	1004
	FEC_DAT fuera de rango o nulo
	El valor del campo FEC_DAT no debe ser nulo, debe corresponder a una fecha válida en formato “aaaa-mm-dd”, debe ser mayor o igual que 1997-01-01 y menor o igual que la fecha del reporte.

	1018
	COD_MON no válido
	COD_MON no válido

	3045
	COD_REF no coincide con mes anterior.
	El valor del campo COD_REF para cada inversión debe ser igual al reportado en el informe del mes anterior.
Debe existir consistencia de los datos de código de referencia de un mes con respecto al anterior, o sea que el COD_ID del código de referencia sea el mismo que el reportado en el mes anterior. 

	3290
	Campos nulos
	Los registros no deben presentar campos nulos.

	8018
	TIP_OPER no válido
	El valor del campo TIP_OPER debe ser C o V. Según corresponda a C=compra y V=venta. 
El valor del campo TIP_OPER debe existir en la Tabla 4.3 del ANEXO 4 de este Manual.

	8019
	FEC_VENTA no válido
	El valor del campo FEC_VENTA no debe ser nulo cuando TIP_OPER=V, debe corresponder a una fecha válida en formato “aaaa-mm-dd”.

	3292
	Tipos de producto (TIP_PROD)
	El valor del campo TIP_PROD debe existir en la Tabla 4.4 del ANEXO 4 de este Manual.



Quinto: Incluir en la tabla la periodicidad, el plazo y el medio de envío de los archivos de manejo de liquidez, en el artículo 2 del “SP-A-211-2019 Confección, envío y publicación de la información requerida a las entidades supervisadas”:


	Información 
	Periodicidad 
	Plazo de entrega 
	Medio 

	Reporte de manejo de liquidez (según lo establecido en el Manual de información) 
	Mensual. Sin embargo, la Superintendencia podrá variar la periodicidad de remisión de este reporte cuando las condiciones del mercado así lo ameriten.
	A más tardar el día y medio hábil siguiente a la fecha de corte para los Regímenes de Capitalización Individual (RCI) y los 5 primeros días hábiles del mes siguiente para los Regímenes de Capitalización Colectiva (RC). 
	Servicio de transferencia de información de la VES 

	Reporte de movimientos de manejo de liquidez
	Mensual. Sin embargo, la Superintendencia podrá variar la periodicidad de remisión de este reporte cuando las condiciones del mercado así lo ameriten.
	A más tardar el día y medio hábil siguiente a la fecha de corte para los Regímenes de Capitalización Individual (RCI) y los 5 primeros días hábiles del mes siguiente para los Regímenes de Capitalización Colectiva (RC). 
	Servicio de transferencia de información de la VES




Sexto: Se renumera, en lo conducente, el articulado del Manual de información para las entidades supervisadas y fondos administrados y en las Tablas y validaciones publicado en el VES.

Rige a partir de la carga de información del mes de junio de 2021.

(…)”

- 0 -
Se acordó por unanimidad: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la licenciada Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, mediante documento N° SP-A-236-2021 de las quince horas del día tres de marzo del año dos mil veintiuno. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable y de la Dirección de Tecnología de la Información con la finalidad de que tomen las medidas necesarias para la inmediata implementación de los lineamientos estipulados por la Superintendencia de Pensiones. 3.) El MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora, dará el seguimiento correspondiente sobre la implementación de los citados lineamientos.
[bookmark: _Hlk66692131]ARTÍCULO XXIII
Documento N° 434-2021
Tomando en consideración que está en proceso la elaboración del estudio actuarial por parte del máster Raul Hernández González, Actuario Matemático, se acuerda por unanimidad: 1.) Designar a los integrantes Arnoldo Solano, Montero Zúñiga y Villalta Fallas, para que analicen el borrador del estudio actuarial que presentará el máster Hernández González, con la finalidad de que realicen las observaciones que estimen pertinentes. 2.) Remitir el presente acuerdo de conocimiento del MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora, para los fines correspondientes.
[bookmark: _Hlk66692354]ARTÍCULO XXIV
Documento N° 435-2021
Comenta el MPM. Oslean Mora Valdez, encargado de apoyo administrativo de la Junta Administradora, que se presentó un recurso de amparo presentado por un investigador de la Universidad de Costa Rica, en contra de esta Junta Administradora, referente a la solicitud de información relativa al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en ese sentido, informa que se contrató a la máster Karol Monge Molina para la elaboración del escrito de respuesta ante la Sala Constitucional. En razón de la información anterior, se acuerda lo siguiente: 1.) Tomar nota de lo informado por el MPM. Mora Valdez. 2.) Indicarle al Departamento Financiero Contable, que independientemente del informe que presentará la máster Monge Molina, ese Departamento debe brindar al señor Arias la información elaborada con la que se cuenta en este momento, respetando los lineamientos indicados en la Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento de sus datos personales. 3.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la máster Monge Molina, para que en el escrito de respuesta, indique que este órgano colegiado remitió información al gestionante.
---o0o---
A las once horas siete minutos terminó la sesión.
LIC. ARNOLDO HERNÁNDEZ SOLANO                    LIC. ANA LUCRECIA RUIZ ROLAS
Presidente Junta Administradora                                  Secretaría Junta Administradora
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I. Introducción. 


El informe facilita la información relevante del Fondo de Inversión de Desarrollo de 


Proyectos de Infraestructura Pública I administrado por BN Sociedad Administradora 


de Fondos de Inversión S.A. Para el Proceso de Riesgos, resulta fundamental analizar e 


informar acerca de los Emisores donde se podrían invertir los recursos del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ).  


Por otra parte, la estructura presentada en este documento se fundamenta en las sanas 


prácticas de gestión de riesgos, las cuales son necesarias para minimizar el riesgo de 


incumplimiento de alguna de las contrapartes con quienes se mantiene operaciones 


financieras y, además, fortalecer la toma de decisiones del Proceso de Inversiones, los 


Comités técnicos y del Órgano de Dirección.  


II. Fondo de Inversión de Desarrollo de Proyectos de Infraestructura 


Pública I. 


En una primera fase, el Fondo de Inversión de Desarrollo de Proyectos de Infraestructura 


Pública I estaba dirigido en la construcción de un inmueble para ser ocupado por los 


Órganos de Desconcentración Máxima (ODM), así como por otras entidades del Banco 


Central de Costa Rica (BCCR).  


Ahora bien, ya concluidas las obras, el Fondo tiene como objetivo mantener el inmueble 


para arrendamiento y eventual venta según las condiciones pactadas en el contrato de 


arrendamiento que mantiene el Fondo con el Banco Central de Costa Rica.  


Sin duda, está dirigido a inversionistas que no requieren que el Fondo sea una fuente de 


liquidez en el corto plazo, por el contrario, están interesados en invertir en un producto de 


mediano plazo y de naturaleza inmobiliaria.  


El Fondo, al ser de naturaleza cerrada no recompra las participaciones del inversionista, 


sino que al momento en que éste requiera liquidar su inversión, deberá recurrir al 


mercado secundario organizado por las Bolsas de Valores para vender sus 


participaciones. Pese a lo anterior, el inversionista debe estar consciente de que el 
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mercado secundario de participaciones de Fondos de Desarrollo de Proyectos en el país 


todavía es incipiente, y en consecuencia no es lo suficientemente líquido para asegurar 


una venta oportuna de sus participaciones. Además, como todo mercado de valores, está 


sujeto a los factores económicos y financieros que pueden afectar el precio de las 


participaciones que se transan.  


a. Características del Fondo: 


Tabla N°1. 
Características del Fondo de Inversión. 


Naturaleza: Cerrado. 


Objetivo: Ingreso en su fase de explotación. 


Moneda: Dólares. 


Monto mínimo de la inversión: US $1.000. 


Plazo de permanencia mínimo: 1 año (recomendado). 


ISIN: CRBNSFIL0290 


Vencimiento: 
8 años a partir de la fecha de colocación de 


la primera emisión. (21 de agosto de 2025). 


Fuente: Prospecto Fondo de Inversión de Desarrollo de Proyectos de Infraestructura Pública I 


III. Composición del Fondo de Inversión de Desarrollo de Proyectos 


de Infraestructura Pública I. 


Al 31 de diciembre de 2020, la estructura del portafolio del Fondo está compuesta por 1 inmueble, 


el Edificio de Oficinas ODMS, ubicado en Barrio Tournón.  


La siguiente tabla muestra el detalle de la estructura del Fondo a partir del 31 de diciembre de 


2019.  


Tabla N°2. 
Inmuebles del Fondo de Inversión de Desarrollo de Proyectos de Infraestructura Pública I. 


Datos 31/12/2019 31/3/2020 30/6/2020 30/9/2020 31/12/2020 Variación Anual 


Cantidad Inmuebles. 1 1 1 1 1 - 


M2. Terreno 18 307,00 18 307,00 18 307,00 18 307,00 18 307,00 - 


M2. Edificio 24 000,00 24 000,00 24 000,00 24 000,00 24 000,00 - 


M2. Parqueo 8 728,00 8 728,00 8 728,00 8 728,00 8 728,00 - 


M2. Arrendables 24 000,00 24 000,00 24 000,00 24 000,00 24 000,00 - 


 M2. Arrendados 24 000,00 24 000,00 24 000,00 24 000,00 24 000,00 - 


Valor en Libros 48 990 511,00 48 990 511,00 48 990 511,00 48 795 688,00 48 795 688,00 -194 823,00 


 Cant. Inquilinos 1 1 1 1 1 - 


 Renta Mensual 403 679,00 403 679,00 403 679,00 403 679,00 403 679,00 - 


Elaboración: Proceso de Riesgos / Fuente: Sugeval. 
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A continuación, se exhiben los ingresos por rentas del F.I de Desarrollo de Proyectos de 


Infraestructura Pública I. En el año 2020 no se reflejó una disminución en los ingresos 


principalmente porque el contrato de arrendamiento se mantuvo sin ninguna variación en relación 


con los términos contractuales. 


Destaca que, la Administración ha mantenido una estrecha comunicación con el Banco Central de 


Costa Rica con el propósito de prever alguna situación y procurar minimizar una eventual 


afectación. 


Gráfico N°1.  
Ingresos por rentas Fondo de Inversión de Desarrollo de Proyectos de Infraestructura 


Pública I 
Al 31 de diciembre de 2020. 


 
Fuente: Superintendencia General de Valores. 


 


IV. Indicadores Financieros del Fondo de Inversión de Desarrollo de 


Proyectos de Infraestructura Pública I. 


En esta sección se pueden obtener los principales indicadores financieros, con base en la 


información remitida por los participantes en el mercado costarricense inmobiliario a la 


Superintendencia General de Valores (SUGEVAL). 
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Tabla N°4. 
 Indicadores Financieros Fondo de Inversión de Desarrollo de Proyectos de Infraestructura 


Pública I. 
F.I de Desarrollo de Proyectos de 


Infraestructura Pública I 
31 Dic 2019 31 Mar 2020 30 Jun 2020 30 Sep 2020 31 Dic 2020 


Índices de Liquidez           


Razón Circulante 0,65 0,75 1,06 1,08 0,95 


Índices de Actividad           


Cuentas por Cobrar Inquilinos / Activos Administrados 0,00% 0,00% 0,00% 0,00% 0,00% 


Gastos Mantenimiento / Ingresos por Arrendamiento  0,69% 1,97% 1,53% 2,68% 2,41% 


Gastos Mantenimiento / Activos Administrados 0,03% 0,05% 0,08% 0,20% 0,24% 


Ocupación 100,00 100,00 100,00 100,00 100,00 


Índices de Endeudamiento           


Razón Deuda 42,28% 42,21% 42,14% 41,88% 41,69% 


Razón Deuda Patrimonio 73,26% 73,04% 72,82% 72,06% 71,51% 


Índices de Rentabilidad           


Rendimiento Sobre Activos Totales 1,34% 0,96% 1,87% 3,11% 4,31% 


Rendimiento Sobre Patrimonio 2,33% 1,66% 3,24% 5,35% 7,39% 


Fuente: Superintendencia General de Valores y Proceso de Riesgos 


En lo correspondiente a los indicadores financieros del F.I de Desarrollo de Proyectos de 


Infraestructura Pública I, destacan indicadores financieros razonables. Se refleja una gestión 


adecuada de la pandemia Covid-19.  


Destaca que, el Fondo mantiene vigente el contrato de arrendamiento sin ninguna variación en 


relación con los términos contractuales, lo que permite que la operación del Fondo se mantenga 


con normalidad, atendiendo los compromisos financieros y demás gastos operativos según los 


términos pactados y proyectados. 


Sobresale un nivel máximo de ocupación del inmueble (100,00%). La ocupación al cierre de 


diciembre de 2020 se encuentra muy por encima de los niveles de ocupación de la industria 


inmobiliaria local (89,47%).  


Finalmente, es importante resaltar que los indicadores de liquidez, actividad, y rentabilidad son 


apropiados considerando la difícil situación económica actual producto del Covid-19. La gestión y 


la composición de la cartera han permitido un aumento en la rentabilidad. Por otra parte, las 


razones de deuda se han mantenido estables durante todo el año 2020. El coeficiente de 


endeudamiento al cierre de diciembre de 2020 es de 41,69%. 
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V. Rendimientos del Fondo de Inversión de Desarrollo de Proyectos 


de Infraestructura Pública I. 


El rendimiento líquido a 12 meses al 31 de diciembre de 2020 se ubicó en un 6,66%. Al 


compararlo con el promedio de la industria inmobiliaria en dólares (4,40%), encontramos un 


rendimiento mayor al de la industria, lo cual es positivo para el Fondo. Por otra parte, el 


rendimiento total a 12 meses se colocó en un 7,05%, también mayor al de la industria (3,37%). 


En el siguiente gráfico, se muestra el rendimiento líquido de los fondos inmobiliarios: 


Gráfico N°4. 
Rendimiento líquido de la industria 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 
Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


VI. Calificación de Riesgos del Fondo de Inversión de Desarrollo de 


Proyectos de Infraestructura Pública I. 


El 23 de octubre de 2020, la Sociedad Calificadora Pacific Credit Rating ratificó al Fondo una 


calificación de riesgo (CR)nAAf Perspectiva estable. 


Calificación se fundamenta en la captación de ingresos, derivado del inicio del contrato de 


arrendamiento, así como, la adecuada implementación de estrategias para mitigar los riesgos a 


los cuales se enfrenta la entidad. Adicionalmente la calificación considera el respaldo del grupo 


administrador del Fondo.  
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VII. Conclusiones. 


a) Al cierre de diciembre de 2020, el Fondo de Desarrollo de Proyectos de Infraestructura 


Pública I presenta un nivel máximo de ocupación. Destaca que, el portafolio de inmuebles 


está compuesto por un único edificio alquilado por el Gobierno, lo cual exhibe un riesgo 


alto de concentración. 


b) En general, se refleja una gestión adecuada de la pandemia Covid-19. El Fondo mantiene 


vigente el contrato de arrendamiento sin ninguna variación en relación con los términos 


contractuales.  


c) La calificación de riesgo asignada al Fondo de Inversión F.I de Desarrollo de Proyectos de 


Infraestructura Pública I, por la Sociedad Calificadora Pacific Credit Rating es de (CR)nAAf 


Perspectiva estable. La calificación se fundamenta en la captación de ingresos, derivado 


del inicio del contrato de arrendamiento, así como, la adecuada implementación de 


estrategias para mitigar los riesgos a los cuales se enfrenta la entidad.  


d) El rendimiento líquido a 12 meses es de 6,66%. Ubicándose por encima del mercado 


inmobiliario en dólares costarricense.  


e) El Fondo de Desarrollo de Proyectos de Infraestructura Pública I posee fecha de 


vencimiento el 21 de agosto de 2025. El Banco Central de Costa Rica podría ejercer la 


opción de compra del inmueble al final del plazo del contrato. 


f) Actualmente los fondos de inversión inmobiliarios son instrumentos con poca liquidez en el 


mercado. 


 


VIII. Recomendación. 


Con base en los indicadores financieros y su calificación de Riesgos, el Proceso de Riesgos 


razona que el emisor Fondo de Inversión de Desarrollo de Proyectos de Infraestructura Pública I, 


no presenta impedimentos para ser una opción de inversión para el Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial.  
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I. Introducción. 


El informe facilita la información relevante del Fondo de Inversión Inmobiliario No 


Diversificado del BCR SAFI. Para el Proceso de Riesgos, resulta fundamental analizar e 


informar acerca de los Emisores donde se podrían invertir los recursos del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ).  


Por otra parte, la estructura presentada en este documento se fundamenta en las sanas 


prácticas de gestión de riesgos, las cuales son necesarias para minimizar el riesgo de 


incumplimiento de alguna de las contrapartes con quienes se mantiene operaciones 


financieras y, además, fortalecer la toma de decisiones del Proceso de Inversiones, los 


Comités técnicos y del Órgano de Dirección.  


II. Fondo de inversión Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI. 


El Fondo de Inversión Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI está dirigido a 


inversionistas con un alto grado de conocimiento del mercado inmobiliario de este país y 


con un alto poder adquisitivo. En definitiva, a inversionistas que posean algún grado de 


asesoría que les permita comprender las técnicas de gestión de activos, utilizadas por los 


administradores de carteras colectivas de inversión. 


Es un Fondo que se dirige a inversionistas con un horizonte de inversión de largo plazo, 


que deseen participar de una cartera inmobiliaria y cualquier plusvalía de sus activos, 


como resultado de su revalorización. 


a. Características del Fondo: 


Tabla N°1. 
Características del Fondo de Inversión. 


Naturaleza: Cerrado. 


Objetivo: Ingreso-Inmobiliario. 


Moneda: Dólares. 


Diversificación: No Diversificado. 


Monto mínimo de la inversión: US $1.000. 


Plazo de permanencia mínimo: 1 año (recomendado). 


ISIN: CRBCRSFL0011. 


Vencimiento: No tiene. 


Fuente: Fuente: Prospecto Fondo Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI. 
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III. Composición del Fondo de Inversión Inmobiliario No Diversificado 


del BCR SAFI. 


Al 31 de diciembre de 2020, la estructura del portafolio del Fondo inmobiliario está compuesta por 


23 inmuebles, siendo los más representativos el Parque Industrial del Pacífico (más m2 


arrendables) y Zona Franca el Coyol (mayor ingreso mensual). 


La siguiente tabla muestra el detalle de la estructura del Fondo a partir del 31 de diciembre de 


2019.  


Tabla N°2. 
Inmuebles del Fondo Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI. 


Datos 31/12/2019 31/3/2020 30/6/2020 30/9/2020 31/12/2020 Variación Anual 


Cantidad Inmuebles. 25 26 23 23 23 -2 


M2. Terreno  347 998,43   888 398,43   864 539,43   864 539,43   864 539,43   516 541,00  


M2. Edificio  305 291,80   332 859,80   317 832,24   317 832,24   317 832,24   12 540,44  


M2. Parqueo  69 160,91   95 880,91   94 426,79   94 426,79   94 426,79   25 265,88  


M2. Arrendables  333 606,59   874 006,59   850 147,59   850 147,59   850 147,59   516 541,00  


 M2. Arrendados  331 027,73   870 693,11   847 700,65   845 588,11   840 770,94   509 743,21  


Valor en Libros  401 489 807,66   472 344 080,87   457 466 304,76   457 687 549,81   455 681 463,56   54 191 655,90  


 Cant. Inquilinos  172,00   170,00   162,00   157,00   156,00  -16 


 Renta Mensual  2 709 356,67   3 240 780,00   2 520 494,74   2 462 991,82   2 351 617,06  -357 739,61  


Elaboración: Proceso de Riesgos / Fuente: Sugeval. 


De acuerdo con la tabla anterior, destaca lo siguiente: 


• Al cierre de diciembre del 2020, el Fondo posee 23 inmuebles. Para el II Trimestre de 2020 


se dio la venta de tres inmuebles: Edificio Madrid, CE Santa Ana y Bodegas Curridabat. 


• Al comparar la renta mensual al cierre de diciembre de 2020 con la diciembre de 2019, se 


refleja una disminución del 13,20% en los ingresos y en la cantidad de inquilinos (-16). Es 


importante mencionar que, en el 2020 se presentó una variación en la cartera producto de 


la venta de tres inmuebles y una negociación con los inquilinos afectados por el Covid-19. 


• En el último año se refleja un incremento en el valor en libros de los inmuebles, una mayor 


cantidad de M2 arrendados y arrendables; sin embargo, como se mencionó en el párrafo 


anterior, la pandemia Covid-19 impactó o afectó los ingresos del Fondo Inmobiliario.  
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A continuación, se exhiben los ingresos por rentas del F.I No Diversificado del BCR SAFI 


considerando los efectos de la pandemia. En el año 2020 la disminución en los ingresos obedece 


principalmente a un proceso amplio de negociación con aquellos inquilinos que se han visto 


afectados por el COVID-19. 


Gráfico N°1.  
Ingresos por rentas Fondo Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 
Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


Destaca que, dado que la recuperación económica no se ha presentado con la velocidad 


esperada, se divisa en el año 2021 una necesidad de buscar nuevas negociaciones por parte de 


los inquilinos con los administradores de los fondos de inversión. 


Por otro lado, la composición del Fondo Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI se distribuye 


en diferentes actividades económicas: parques industriales, oficinas, y bodegas. Como se refleja 


en el siguiente gráfico al 31 de diciembre de 2020 el mayor peso se concentra en bodegas 


(76,61%). Además, el 64,59% de los inmuebles están ubicados en la provincia de Puntarenas. 


Gráfico N°2.  
Composición y ubicación Inmuebles Fondo Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 
 Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 
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En lo que respecta al portafolio, en la siguiente tabla se detalla el valor en libros, los m2 


alquilados, el ingreso mensual, el número de inquilinos, la ocupación, el valor por m2 y el alquiler 


promedio por m2 de cada uno de los inmuebles del F.I No Diversificado del BCR SAFI.  


Tabla N°3. 
Composición Inmuebles Valor en Libros Fondo Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI. 


 
Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 
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IV. Indicadores Financieros del Fondo Inmobiliario No Diversificado 


del BCR SAFI. 


En esta sección se pueden obtener los principales indicadores financieros, con base en la 


información remitida por los participantes en el mercado costarricense inmobiliario a la 


Superintendencia General de Valores (SUGEVAL). 


Tabla N°4. 
 Indicadores Financieros Fondo Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI. 


 
 Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


 


Sin duda, es importante una adecuada gestión por parte de los administradores del Fondo para 


hacerle frente a los afectos de la pandemia Covid-19. Por un lado, el Fondo Inmobiliario No 


Diversificado del BCR SAFI ha disminuido sus ingresos por la falta de entradas de muchos de sus 


inquilinos, y, por otro lado, se ha visto en la necesidad de tomar acciones para administrar el 


gasto. De hecho, se han postergado de proyectos de inversión y remodelaciones. 


En general, al 31 de diciembre de 2020 el Fondo Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI 


presenta indicadores financieros razonables; sin embargo, presenta un porcentaje de 


endeudamiento y obligación alto, entre mayor endeudamiento, mayor riesgo. Es importante 


mencionar que, los préstamos representan el 37,95% de los activos y el 94,01% del pasivo son 


préstamos de largo plazo.  


Finalmente, sobresale un rendimiento de operación sobre los activos del 4,31%, valor que lo 


posicionó en la quinta posición en el sector inmobiliario local.  
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V. Niveles de ocupación del Fondo Inmobiliario No Diversificado del 


BCR SAFI. 


En esta sección se pueden observar los niveles de ocupación del Fondo Inmobiliario No 


Diversificado del BCR SAFI y la industria.  


En el siguiente gráfico se reflejan los resultados del sector inmobiliario al 31 de diciembre de 2020. 


Gráfico N°3. 
Ocupación sector inmobiliario local 


Al 31 de diciembre de 2020. 


Fuente: 


Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


En relación con el Fondo en estudio, sobresalen altos niveles de ocupación de los inmuebles. 


De hecho, la ocupación al cierre de diciembre de 2020 (95,9%) se encuentra por encima de los 


niveles de ocupación de la industria (89,47%).  


VI. Rendimientos del Fondo de Inversión Inmobiliario No 


Diversificado del BCR SAFI. 


El rendimiento líquido a 12 meses al 31 de diciembre de 2020 se ubicó en un 5,26%. Al 


compararlo con el promedio de la industria (4,40%), encontramos un rendimiento mayor al de la 


industria, lo cual es positivo para el Fondo. Es importante mencionar que, el rendimiento se vio 


impactando por la caída en los ingresos y el incremento en los impuestos. 
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En el siguiente gráfico, se muestra el rendimiento líquido de los fondos inmobiliarios: 


Gráfico N°4. 
Rendimiento líquido de la industria 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 
Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


VII. Calificación de Riesgos del Fondo Inmobiliario No Diversificado 


del BCR SAFI. 


El 07 de setiembre de 2020, la Sociedad Calificadora de Riesgo de Centroamérica ratificó al 


Fondo Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI, una calificación de riesgo scr AA 3 con 


perspectiva observación.  


La calificación scr AA (CR) se otorga a aquellos fondos cuya “calidad y diversificación de los 


activos del fondo, la capacidad para la generación de flujos, las fortalezas y debilidades de la 


administración, presentan una alta probabilidad de cumplir con sus objetivos de inversión, 


teniendo una buena gestión para limitar su exposición al riesgo por factores inherentes a los 


activos del fondo y los relacionados con su entorno. Nivel muy bueno”. 


Con relación al riesgo de mercado la categoría 3 se refiere a fondos con “alta sensibilidad a 


condiciones cambiantes en el mercado”. Es de esperar que el fondo presente una variabilidad 


significativa a través de cambios en los escenarios de mercado, además de una alta exposición a 


los riesgos del mercado al que pertenecen de acuerdo con la naturaleza del fondo. 


Perspectiva en Observación: se percibe una alta probabilidad de que la calificación desmejore en 


el mediano plazo. 







 


10 


 


VIII. Conclusiones. 


a) Actualmente los fondos de inversión inmobiliario son instrumentos con poca liquidez en el 


mercado.  


 


b) En general, la evolución de la pandemia ha impactado a todo el sector inmobiliario; sin 


embargo, destacan indicadores financieros razonables. Sobresale un porcentaje de 


endeudamiento y obligación alto, entre mayor endeudamiento, mayor riesgo. 


 


c) El Fondo Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI presenta altos niveles de ocupación 


de los inmuebles. De hecho, la ocupación al cierre de diciembre de 2020 (95,90%) se 


encuentra muy por encima de los niveles de ocupación de la industria (89,47%).  


 


d) La calificación de riesgo asignada al Fondo de Inversión Inmobiliario No Diversificado del 


BCR SAFI, por la Sociedad Calificadora de Riesgo de Centroamérica es de SCR AA3 con 


perspectiva observación.  


 


e) El rendimiento líquido a 12 meses es de 5,26%. Ubicándose en el tercer lugar del mercado 


inmobiliario en dólares  


 


IX. Recomendación. 


Con base en los indicadores financieros y su calificación de Riesgos, el Proceso de Riesgos 


razona que el emisor Fondo de Inversión Inmobiliario No Diversificado del BCR SAFI, no presenta 


impedimentos para ser una opción de inversión para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial.  
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I. Introducción. 


El informe facilita la información relevante del Fondo de Inversión Inmobiliario 


Gibraltar. Para el Proceso de Riesgos, resulta fundamental analizar e informar acerca de 


los Emisores donde se podrían invertir los recursos del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ).  


Por otra parte, la estructura presentada en este documento se fundamenta en las sanas 


prácticas de gestión de riesgos, las cuales son necesarias para minimizar el riesgo de 


incumplimiento de alguna de las contrapartes con quienes se mantiene operaciones 


financieras y, además, fortalecer la toma de decisiones del Proceso de Inversiones, los 


Comités técnicos y del Órgano de Dirección.  


II. Fondo de inversión Inmobiliario Gibraltar. 


El Fondo de Inversión Inmobiliario Gibraltar inició sus operaciones en el año 2000, siendo 


el primer fondo que Improsa SAFI puso a disposición de los inversionistas costarricenses. 


La sociedad administradora del fondo pertenece al Grupo Financiero Improsa, el cual 


cuenta con una trayectoria y experiencia en el manejo de fondos de inversión 


inmobiliarios. 


Por otra parte, está dirigido a inversionistas con conocimiento o con algún grado de 


asesoría sobre inversiones inmobiliarias, dispuestos a participar en una cartera 


diversificada de bienes inmuebles, y a asumir riesgos por su participación en el mercado 


inmobiliario. 


De hecho, se dirige a inversionistas con un horizonte de inversión de largo plazo porque la 


cartera activa estará conformada por inmuebles y cualquier plusvalía latente por 


revalorización solo será observada en el largo plazo. Los inversionistas que participen en 


el Fondo no deben requerir liquidez por ser un fondo cerrado, éste no recompra las 


participaciones. 
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a. Características del Fondo: 


Tabla N°1. 
Características del Fondo de Inversión. 


Naturaleza Cerrado 


Objetivo Ingreso-Inmobiliario 


Moneda Dólares 


Diversificación Diversificado 


Monto mínimo de la inversión US $5.000 


Plazo de permanencia 1 año (recomendado) 


ISIN CRFGSFIL0014 


Vencimiento 11 de mayo de 2030 


                                    Fuente: Fuente: Prospecto Fondo Inmobiliario Gibraltar. 


III. Composición del Fondo de Inversión Inmobiliario Gibraltar. 


Al 31 de diciembre de 2020, la estructura del portafolio del Fondo inmobiliario está compuesta por 


44 inmuebles, siendo los más representativos (M2 Arrendables) el Condominio Vertical Comercial 


Centro Corporativo el Tobogán y el Centro de Distribución de Grupo Monge. 


La siguiente tabla muestra el detalle de la estructura del Fondo a partir del 31 de diciembre de 


2019.  


Tabla N°2. 
Inmuebles del Fondo Inmobiliario Gibraltar. 


Datos 31/12/2019 31/3/2020 30/6/2020 30/9/2020 31/12/2020 Variación Anual 


Cantidad Inmuebles. 44 44 44 44 44 - 


M2. Terreno 242 440,55 242 440,55 242 440,55 242 440,55 242 440,55 - 


M2. Edificio 378 384,66 378 384,66 378 384,66 378 384,66 378 384,66 - 


M2. Parqueo 148 038,55 148 038,55 148 038,55 148 038,55 148 038,55 - 


M2. Arrendables 209 727,05 209 727,05 209 727,05 209 727,05 209 727,05 - 


 M2. Arrendados 197 125,34 199 864,99 197 139,42 195 870,80 193 924,79 -3 200,55 


Valor en Libros 380 331 393,94 380 600 033,46 383 918 736,99 383 749 590,71 380 191 882,05 -139 511,89 


 Cant. Inquilinos 148,00 147,00 141,00 141,00 137,00 -11,00 


 Renta Mensual 2 964 809,90 3 018 199,11 2 423 095,86 2 675 677,39 3 042 042,91 77 233,01 


Elaboración: Proceso de Riesgos / Fuente: Sugeval. 


De acuerdo con la tabla anterior, destaca lo siguiente: 


• Al comparar la renta mensual al cierre de diciembre de 2020 con la diciembre de 2019, se 


refleja un incremento del 2,60% en los ingresos.  


• En el último año se refleja una disminución de 11 inquilinos y M2 arrendados 


principalmente por los desafíos impuestos en el sector inmobiliario por la pandemia Covid-


19.  
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A continuación, se exhiben los ingresos por rentas del F.I Gibraltar considerando los efectos de la 


pandemia. Según, Jaime Ubilla, gerente general en Banca de Inversión Grupo Financiero Improsa, 


en la presentación del 10 de febrero del 2021 al Proceso de Riesgos y al Proceso de Inversiones:  


“En el año 2020 por el efecto de la pandemia se dejó de percibir ingresos por aproximadamente 


3,5 millones de dólares”. Destaca que, se condonaron deudas, se presentaron salidas de 


inquilinos, reducciones de precios, reprogramaciones de pago, extensiones de periodos de gracia 


y exoneración de incrementos de 2020. 


Gráfico N°1.  
Ingresos por rentas Fondo Inmobiliario Gibraltar 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 
Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


Por otro lado, la composición del Fondo Inmobiliario Gibraltar se distribuye en diferentes 


actividades económicas: comercial, oficinas, y bodegas. Como se refleja en el siguiente gráfico al 


31 de diciembre de 2020 el mayor peso se concentra en oficinas (72,56%). Además, el 50,39% de 


los inmuebles están ubicados en la provincia de San José. 


Gráfico N°2.  
Composición y ubicación Inmuebles Fondo Inmobiliario Gibraltar 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 
 Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 
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En lo que respecta al portafolio, en la siguiente tabla se detalla el valor en libros, los m2 


alquilados, el ingreso mensual, el número de inquilinos, la ocupación, el valor por m2 y el alquiler 


promedio por m2 de cada uno de los inmuebles del F.I Gibraltar.  


Tabla N°3. 
Composición Inmuebles Valor en Libros Fondo Inmobiliario Gibraltar. 


 
Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 
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IV. Indicadores Financieros del Fondo Inmobiliario Gibraltar. 


En esta sección se pueden obtener los principales indicadores financieros, con base en la 


información remitida por los participantes en el mercado costarricense inmobiliario a la 


Superintendencia General de Valores (SUGEVAL). 


Tabla N°4. 
 Indicadores Financieros Fondo Inmobiliario Gibraltar. 


 
 Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


En general, al 31 de diciembre de 2020 el Fondo Inmobiliario Gibraltar presenta indicadores 


financieros razonables considerando los efectos de la pandemia Covid-19 en el sector inmobiliario. 


En primer lugar, las razones de deuda permanecieron estables durante todo el año 2020. Al cierre 


de diciembre de 2020 se presentó un endeudamiento de largo plazo, gastos por mantenimiento, y 


un interés promedio sobre pasivos menor al promedio de la industria. De hecho, las deudas del 


Fondo se han mantenido razonables en comparación con la cuantía de los recursos propios que 


posee. Es importante mencionar que, los préstamos representan el 19,88% de los activos y el 


84,86% del pasivo son préstamos de largo plazo.  


Por otra parte, se refleja una gestión adecuada de la pandemia Covid-19 a pesar de la caída de 


los ingresos. Al cierre de diciembre de 2020 se presentó un bajo porcentaje de cuentas por cobrar 


a inquilinos sobre los activos administrados, y un margen operativo del 51,41%, el cual es mayor 


al promedio del mercado.  


Finalmente, sobresale un rendimiento de operación sobre los activos del 4,95%, valor que lo 


posicionó en la cuarta posición en el sector inmobiliario local.  
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V. Niveles de ocupación del Fondo Inmobiliario Gibraltar. 


En esta sección se pueden observar los niveles de ocupación del Fondo Inmobiliario Gibraltar y la 


industria.  


En el siguiente gráfico se reflejan los resultados del sector inmobiliario al 31 de diciembre de 2020. 


Gráfico N°3. 
Ocupación sector inmobiliario local 


Al 31 de diciembre de 2020. 


Fuente: 


Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


En relación con el Fondo en estudio, sobresalen altos niveles de ocupación de los inmuebles. 


De hecho, la ocupación al cierre de diciembre de 2020 se encuentra por encima de los niveles de 


ocupación de la industria (89,47%).  


VI. Rendimientos del Fondo de Inversión Inmobiliario Gibraltar. 


El rendimiento líquido a 12 meses al 31 de diciembre de 2020 se ubicó en un 5,38%. Al 


compararlo con el promedio de la industria (4,40%), encontramos un rendimiento mayor al de la 


industria, lo cual es positivo para el Fondo. Es importante mencionar que, el rendimiento se vio 


impactando por la caída en los ingresos y el incremento en los impuestos. 


En el siguiente gráfico, se muestra el rendimiento líquido de los fondos inmobiliarios: 
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Gráfico N°4. 
Rendimiento líquido de la industria 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 


Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


VII. Calificación de Riesgos del Fondo Inmobiliario Gibraltar. 


El 07 de diciembre de 2020, la Sociedad Calificadora de Riesgo de Centroamérica ratificó al 


Fondo Inmobiliario Gibraltar, una calificación de riesgo scr AA +3 con perspectiva observación.  


La calificación scr AA (CR) se otorga a aquellos fondos cuya “calidad y diversificación de los 


activos del fondo, la capacidad para la generación de flujos, las fortalezas y debilidades de la 


administración, presentan una alta probabilidad de cumplir con sus objetivos de inversión, 


teniendo una buena gestión para limitar su exposición al riesgo por factores inherentes a los 


activos del fondo y los relacionados con su entorno. Nivel muy bueno.”. 


Con relación al riesgo de mercado la categoría 3 se refiere a fondos con “alta sensibilidad a 


condiciones cambiantes en el mercado”. Es de esperar que el fondo presente una variabilidad 


significativa a través de cambios en los escenarios de mercado, además de una alta exposición a 


los riesgos del mercado al que pertenecen de acuerdo con la naturaleza del fondo. 


Perspectiva en Observación: se percibe una alta probabilidad de que la calificación desmejore en 


el mediano plazo. 
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VIII. Conclusiones. 


a) Actualmente los fondos de inversión inmobiliario son instrumentos con poca liquidez en el 


mercado.  


 


b) En general, la evolución de la pandemia ha impactado a todo el sector inmobiliario; sin 


embargo, destacan indicadores financieros razonables. Se refleja una gestión adecuada de 


la pandemia Covid-19. 


 


c) El Fondo Inmobiliario Gibraltar presenta altos niveles de ocupación de los inmuebles. De 


hecho, la ocupación al cierre de diciembre de 2020 (92,00%) se encuentra muy por encima 


de los niveles de ocupación de la industria (89,47%).  


 


d) La calificación de riesgo asignada al Fondo de Inversión Inmobiliario Gibraltar, por la 


Sociedad Calificadora de Riesgo de Centroamérica es de SCR AA+3 con perspectiva 


observación.  


 


IX. Recomendación. 


Con base en los indicadores financieros y su calificación de Riesgos, el Proceso de Riesgos 


razona que el emisor Fondo de Inversión Inmobiliario Gibraltar, no presenta impedimentos para 


ser una opción de inversión para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  
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I. Introducción. 


El informe facilita la información relevante del Fondo de Inversión Inmobiliario INS No 


Diversificado. Para el Proceso de Riesgos, resulta fundamental analizar e informar 


acerca de los Emisores donde se podrían invertir los recursos del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ).  


Por otra parte, la estructura presentada en este documento se fundamenta en las sanas 


prácticas de gestión de riesgos, las cuales son necesarias para minimizar el riesgo de 


incumplimiento de alguna de las contrapartes con quienes se mantiene operaciones 


financieras y, además, fortalecer la toma de decisiones del Proceso de Inversiones, los 


Comités técnicos y del Órgano de Dirección.  


II. Fondo de inversión Inmobiliario INS No Diversificado. 


El Fondo de Inversión Inmobiliario INS No Diversificado está dirigido a inversionistas con 


un alto grado de conocimiento del mercado inmobiliario de este país y con un alto poder 


adquisitivo. En definitiva, a inversionistas que posean algún grado de asesoría que les 


permita comprender las técnicas de gestión de activos, utilizadas por los administradores 


de carteras colectivas de inversión. 


Es un Fondo que se dirige a inversionistas con un horizonte de inversión de largo plazo, 


que deseen participar de una cartera inmobiliaria y cualquier plusvalía de sus activos, 


como resultado de su revalorización. 


a. Características del Fondo: 


Tabla N°1. 
Características del Fondo de Inversión. 


Naturaleza: Cerrado. 


Objetivo: Ingreso-Inmobiliario. 


Moneda: Dólares. 


Diversificación: No Diversificado. 


Monto mínimo de la inversión: US $2.000. 


Plazo de permanencia mínimo: 3 año (recomendado). 


ISIN: CRINSSFL0028 


Vencimiento: No tiene. 


Fuente: Fuente: Prospecto Fondo Inmobiliario INS No Diversificado. 
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III. Composición del Fondo de Inversión Inmobiliario INS No 


Diversificado. 


Al 31 de diciembre de 2020, la estructura del portafolio del Fondo inmobiliario está compuesta por 


10 inmuebles, siendo los más representativos el Edificio Mira, Zapote y Nave Industrial Cedi. 


La siguiente tabla muestra el detalle de la estructura del Fondo a partir del 31 de diciembre de 


2019.  


Tabla N°2. 
Inmuebles del Fondo Inmobiliario INS No Diversificado. 


Datos 31/12/2019 31/3/2020 30/6/2020 30/9/2020 31/12/2020 Variación Anual 


Cantidad Inmuebles. 10 10 10 10 10 - 


M2. Terreno 33 890,65 33 890,65 33 890,65 33 890,65 33 890,65 - 


M2. Edificio 40 965,36 40 965,36 40 965,36 40 965,36 40 965,36 - 


M2. Parqueo 23 556,99 23 556,99 23 556,99 23 556,99 23 556,99 - 


M2. Arrendables 25 848,42 25 848,42 25 848,42 25 848,42 25 848,42 - 


 M2. Arrendados 24 581,97 23 786,29 23 674,29 23 551,29 23 228,69 -1 353,28 


Valor en Libros 55 778 273,50 55 817 839,45 55 817 839,45 56 003 375,56 55 984 752,05 206 478,55 


 Cant. Inquilinos 36,00 33,00 27,00 24,00 24,00 -12,00 


 Renta Mensual 477 391,27 469 331,62 459 150,32 451 394,79 430 693,08 -46 698,19 


Elaboración: Proceso de Riesgos / Fuente: Sugeval. 


De acuerdo con la tabla anterior, destaca lo siguiente: 


• Al comparar la renta mensual al cierre de diciembre de 2020 con la diciembre de 2019, se 


refleja una disminución del 9,78% en los ingresos, en la cantidad de inquilinos (-12) y en la 


cantidad de M2 Arrendados producto de que la pandemia Covid-19 impactó al Fondo 


Inmobiliario; no obstante, los indicadores de gestión y riesgo lo colocan como una de las 


mejores opciones del mercado en este tipo de instrumentos.   


A continuación, se exhiben los ingresos por rentas del F.I INS No Diversificado considerando los 


efectos de la pandemia. En el año 2020 se presentaron salidas de inquilinos, reducciones en el 


monto del alquiler, exoneración de incrementos y arreglos de pago por cuotas de alquiler. 
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Gráfico N°1.  
Ingresos por rentas Fondo Inmobiliario INS No Diversificado 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 
Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


Por otro lado, la composición del Fondo Inmobiliario INS No Diversificado se distribuye en 


diferentes actividades económicas: parques industriales, oficinas, y comercial. Como se refleja en 


el siguiente gráfico al 31 de diciembre de 2020 el mayor peso se concentra en oficinas (43,59%). 


Además, el 62,9% de los inmuebles están ubicados en la provincia de San José. 


Gráfico N°2.  
Composición y ubicación Inmuebles Fondo Inmobiliario INS No Diversificado 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 
 Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 
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En lo que respecta al portafolio, en la siguiente tabla se detalla el valor en libros, los m2 


alquilados, el ingreso mensual, el número de inquilinos, la ocupación, el valor por m2 y el alquiler 


promedio por m2 de cada uno de los inmuebles del F.I INS No Diversificado.  


Tabla N°3. 
Composición Inmuebles Valor en Libros Fondo Inmobiliario INS No Diversificado. 


 


Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


IV. Indicadores Financieros del Fondo Inmobiliario INS No 


Diversificado. 


En esta sección se pueden obtener los principales indicadores financieros, con base en la 


información remitida por los participantes en el mercado costarricense inmobiliario a la 


Superintendencia General de Valores (SUGEVAL). 


Tabla N°4. 
 Indicadores Financieros Fondo Inmobiliario INS No Diversificado. 


 
 Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 
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En general, al 31 de diciembre de 2020 el F.I INS No Diversificado presenta indicadores 


financieros razonables considerando los efectos de la pandemia Covid-19 en el sector inmobiliario. 


En primer lugar, las razones de deuda permanecieron estables durante todo el año 2020. Las 


deudas del Fondo se han mantenido moderados en comparación con la cuantía de los recursos 


propios que posee. Es importante mencionar que, los préstamos representan el 21,77% de los 


activos y el 93,37% del pasivo son préstamos de largo plazo.  


Por otra parte, se refleja una gestión adecuada de la pandemia Covid-19 a pesar de la caída de 


los ingresos. Al cierre de diciembre de 2020 se presentó un margen operativo del 65,18%, el cual 


es mayor al promedio del mercado.  


Finalmente, sobresale un rendimiento de operación sobre los activos del 6,04%, valor que lo 


posicionó en la primera posición en el sector inmobiliario local.  


V. Niveles de ocupación del Fondo Inmobiliario INS No Diversificado. 


En esta sección se pueden observar los niveles de ocupación del Fondo Inmobiliario INS No 


Diversificado y la industria.  


En el siguiente gráfico se reflejan los resultados del sector inmobiliario al 31 de diciembre de 2020. 


Gráfico N°3. 
Ocupación sector inmobiliario local 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 
Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 
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En relación con el Fondo en estudio, sobresalen altos niveles de ocupación de los inmuebles. 


De hecho, la ocupación al cierre de diciembre de 2020 (92,0%) se encuentra por encima de los 


niveles de ocupación de la industria (89,47%).  


VI. Rendimientos del Fondo de Inversión Inmobiliario INS No 


Diversificado. 


El rendimiento líquido a 12 meses al 31 de diciembre de 2020 se ubicó en un 6,05%. Al 


compararlo con el promedio de la industria (4,40%), encontramos un rendimiento mayor al de la 


industria, lo cual es positivo para el Fondo. Es importante mencionar que, el rendimiento se vio 


impactando por la caída en los ingresos y el incremento en los impuestos. 


En el siguiente gráfico, se muestra el rendimiento líquido de los fondos inmobiliarios: 


Gráfico N°4. 
Rendimiento líquido de la industria 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 
Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 
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VII. Calificación de Riesgos del Fondo Inmobiliario INS No 


Diversificado. 


El 07 de diciembre de 2020, la Sociedad Calificadora de Riesgo de Centroamérica ratificó al 


Fondo Inmobiliario INS No Diversificado, una calificación de riesgo scr AA-3 con perspectiva 


observación.  


La calificación scr AA (CR) se otorga a aquellos fondos cuya “calidad y diversificación de los 


activos del fondo, la capacidad para la generación de flujos, las fortalezas y debilidades de la 


administración, presentan una alta probabilidad de cumplir con sus objetivos de inversión, 


teniendo una buena gestión para limitar su exposición al riesgo por factores inherentes a los 


activos del fondo y los relacionados con su entorno. Nivel muy bueno”. 


Con relación al riesgo de mercado la categoría 3 se refiere a fondos con “alta sensibilidad a 


condiciones cambiantes en el mercado”. Es de esperar que el fondo presente una variabilidad 


significativa a través de cambios en los escenarios de mercado, además de una alta exposición a 


los riesgos del mercado al que pertenecen de acuerdo con la naturaleza del fondo. 


Perspectiva en Observación: se percibe una alta probabilidad de que la calificación desmejore en 


el mediano plazo. 
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VIII. Conclusiones. 


a) Actualmente los fondos de inversión inmobiliario son instrumentos con poca liquidez en el 


mercado.  


 


b) En general, la evolución de la pandemia ha impactado a todo el sector inmobiliario; sin 


embargo, destacan indicadores financieros razonables.  


 


c) El Fondo Inmobiliario INS No Diversificado presenta altos niveles de ocupación de los 


inmuebles. De hecho, la ocupación al cierre de diciembre de 2020 (92,00%) se encuentra 


por encima de los niveles de ocupación de la industria (89,47%).  


 


d) La calificación de riesgo asignada al Fondo de Inversión Inmobiliario INS No Diversificado, 


por la Sociedad Calificadora de Riesgo de Centroamérica es de SCR AA-3 con perspectiva 


observación.  


 


e) El rendimiento líquido a 12 meses es de 6,05%. Ubicándose en el primer lugar del mercado 


inmobiliario en dólares  


 


IX. Recomendación. 


Con base en los indicadores financieros y su calificación de Riesgos, el Proceso de Riesgos 


razona que el emisor Fondo de Inversión Inmobiliario INS No Diversificado, no presenta 


impedimentos para ser una opción de inversión para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial.  
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INFORME MENSUAL DE COYUNTURA ECONOMICA 


FEBRERO 2021 


 


I.  RIESGO SISTÉMICO – ENTORNO NACIONAL 
 


 
Resumen de las principales variables macroeconómicas nacionales.    


 


• Inflación. La inflación de enero, medida con la variación interanual del IPC, se 


ubica en 0,18%. Este indicador presenta un aumento interanual de 7 p.b., 


cerrando en 0.96% en enero 2021; por debajo del rango meta del BCCR (3%+-


1 p.p.). 


 


• Tasas de interés. La tasa básica no ha sufrido cambios desde el 4 de febrero, 


cuando había bajado 5 puntos porcentuales (3.55% a principios de dicho mes). 


 


• Índice Mensual Actividad Económica. La tendencia ciclo del IMAE, exhibe 


tasas de variación interanuales negativas desde marzo 2020.  


En diciembre, la variación en el nivel de la tendencia ciclo respecto del mismo mes 


de 2019 fue de -4,7%. A pesar de la profunda contracción interanual, diciembre es 


el quinto mes consecutivo en el que la aceleración del indicador es positiva. 


 


• El tipo de cambio.  En ventanilla al 17 de febrero se ubica en ₡618,0/ ₡605,0, 


con relativa estabilidad. Por su parte, el tipo de cambio promedio Monex a 


finales de enero disminuye respecto del mes anterior en ₡1.12, cerrando dicho 


mes en ₡614.31; al 17 de febrero el promedio ponderado se ubica en ₡ 612,64.  


En las últimas semanas se ha observado una relativa estabilidad del precio de 


la divisa, lo que ha permitido al Banco Central disminuir sus intervenciones en 


el mercado cambiario, lo que, junto con una demanda moderada del SPNB, ha 


permitido un crecimiento de las reservas internacionales. 


 


• Tasas de interés y rendimientos.  En la variación mensual, la curva soberana 


en colones muestra un nivel similar en la mayoría de nodos y en algunos plazos 


se presentan desplazamientos mixtos. En los nodos de muy corto plazo se 
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presentan desplazamientos al alza, que alcanzan un máximo de 32 pb en el 


nodo de 120 días; en nodos superiores a los dos años la curva se desplazó 


hacia la baja, hasta una disminución máxima de 85 pb en el nodo de 4 años. En 


cuanto a la curva de dólares locales, en el último mes predominan los 


movimientos a la baja, principalmente en los nodos de 150 días y superiores. 


La disminución más significativa corresponde a 168 pb en el nodo a tres años.  


 


• El Banco Central no reporta nuevos datos sobre el sector externo, ni sobre la 


evolución reciente de la situación fiscal. 


 


• Ingreso. El golpe de la crisis ocasionada por la pandemia ha sido devastador, no 


solo en términos fiscales para el país, sino también para la economía de los 


ciudadanos, lo cual se demuestra en los recursos disponibles que tuvo el 


costarricense para consumir o ahorrar. En efecto, el ingreso nacional disponible 


per cápita de los costarricenses cayó en 356.000 en 2020 y se estima que lo 


perdido no se recuperará este año, probablemente hasta el 2022 se vuelvan a 


ver cifras similares a la pre pandemia. 


 


 


Información gráfica. 
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II. RIESGO SISTÉMICO – ENTORNO INTERNACIONAL 


• La incertidumbre mundial alcanzó un nivel sin precedentes al comienzo 


del brote de COVID-19 y sigue siendo elevada. El índice de incertidumbre 


mundial muestra que, aunque la incertidumbre ha disminuido en torno a un 60% 


desde el máximo observado al inicio de la pandemia en el primer trimestre de 


2020, sigue estando aproximadamente un 50% por encima de su promedio 


histórico entre 1996 y 2010. 


 


• El crecimiento económico de las principales economías de importancia sistémica, 


como son las de Estados Unidos y la Unión Europea, es un factor 


impulsor fundamental de la actividad económica en el resto del mundo. En este 


caso también se trata o refleja el nivel de incertidumbre mundial.  Por tanto, 


mientras persista la incertidumbre en esas dos zonas, es de esperar que tengan 


fuertes repercusiones en la actividad económica del resto del mundo.  


 


• Los indicadores anticipados, como la producción industrial y las ventas 


minoristas, señalaban a que el repunte habría continuado en el último trimestre 


de 2020, impulsado por un considerable estímulo fiscal, condiciones financieras 


internacionales favorables y la resiliencia y adaptación de los agentes 


económicos ante la nueva realidad. 


 


• No obstante, esta recuperación que ya de por sí era desigual en muchos países, 


incluyendo América Latina, se ha visto amenazada por el reciente 


recrudecimiento de la pandemia y la reintroducción de medidas de contención 


más estrictas en algunos países, así como por las repercusiones de la 


desaceleración de la economía mundial.  Por ejemplo, las cifras de nuevas 


infecciones y muertes han aumentado en los últimos dos meses en América del 


Sur y América Central, si bien se notan indicios de estabilización más 


recientemente. Los sistemas de salud se encuentran bajo intensa presión en 


muchos países y la intensidad con la que se realizan las pruebas de detección 


sigue siendo baja en comparación con la de las economías avanzadas y otras 


economías emergentes, pese a ciertas mejoras registradas desde agosto. 


 


• Riesgos para la recuperación.  Los costos sociales y humanos de la pandemia 


han sido enormes, y hacen que se cierna una gran sombra los pronósticos.  Por 


ejemplo, en América Latina más de 18 millones de personas han sido infectadas 


y la cifra de muertos asciende a medio millón.  Se estima que más de 17 millones 


de personas han entrado en una situación de pobreza, el empleo permanece 


por debajo de los niveles previos a la crisis y es probable que la desigualdad 


haya aumentado en la mayoría de los países. 


 



https://blogs.imf.org/2020/04/04/global-uncertainty-related-to-coronavirus-at-record-high/

https://worlduncertaintyindex.com/

https://worlduncertaintyindex.com/
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• La incapacidad para contener las nuevas infecciones, la imposición de nuevos 


confinamientos y el consiguiente cambio de comportamiento de la gente 


supondrán, en suma, un lastre para el crecimiento. Una recuperación más débil 


en los mercados laborales infligiría un daño social más permanente. 


 


• Por otra parte, un cambio repentino en la actitud de los inversionistas 


internacionales podría generar presiones sobre los países que adolecen 


vulnerabilidades fiscales y externas.  


 


• Por el lado positivo, la eficacia de las campañas de vacunación y contención de 


la pandemia, que cuentan con el firme compromiso de la mayoría de los países, 


y un apoyo fiscal adicional, sentarían las condiciones para una recuperación 


más rápida. 


 


 


III. EFECTO SOBRE LOS PORTAFOLIOS DE INVERSIÓN 
 


➢ Rendimiento. Las menores tasas de interés que siguen prevaleciendo 


significan menor rendimiento de las carteras, por lo que, posiblemente 


estaremos ante ese impacto adverso y generalizado en los meses siguientes. 


 


➢ Liquidez. Aunque el país no ha presentado problemas de liquidez, este sigue 


siendo un tema prioritario, tanto para el sector financiero como para el Gobierno 


Central. Se sigue insistiendo en la necesidad de que el FJPPJ mantenga un 


seguimiento continuo a esta variable (efectivo y del mercado). 


 


➢ Tipo de cambio.   Como se ha venido indicando y a pesar de la relativa 


estabilidad de las últimas semanas, el valor de la divisa es una variable muy 


sensible a la actividad de los sectores generadores de divisas y a las 


negociaciones con el FMI. Bajo ciertas condiciones, se estima que la 


devaluación de este año pueda estar alrededor del 7%, con lo que el tipo de 


cambio (venta) podría llegar a un monto entre ¢645 y ¢650. Se recomienda 


cautela, no colonizar posiciones en dólares y seguir impulsando   el proyecto 


estratégico de incursionar en los mercados internacionales. 


 


➢ Inflación.  Continúan las fuerzas deflacionarias, tanto a nivel nacional como 


mundial, lo que se traducen en más presiones hacia la baja en tasas de interés 


y, por ende, la tendencia de menor rendimiento para las carteras. 


 


➢ Situación fiscal.  Persiste y se profundiza la grave situación en el 2021, con los 


agravantes indicados en la sección de coyuntura nacional.  Esta situación podría 


implicar fuertes presiones de liquidez para el Gobierno, por lo que, la falta de 


respuestas convincentes y efectivas por parte del país mantienen latentes los 
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dos riesgos ya mencionados en informes anteriores: la probabilidad de un 


default por parte del Gobierno y la posibilidad de una nueva degradación en la 


calificación del riesgo país de Costa Rica; ambos con efectos desastrosos para 


los inversionistas en general y para los fondos de pensión en particular.  


También durante las últimas semanas se han dado indicios de imponer un 


tributo a los fondos de pensión, lo cual traería consecuencias importantes, 


principalmente, en materia de rendimiento, que afectaría directamente las 


pensiones vigentes y futuras de los afiliados. 


 


➢ Mercados internacionales. Aunque presenta algunos indicios de mejora, 


continúa latente la amenaza de una eventual crisis financiera mundial, producto 


de la pandemia, así como la incertidumbre que pueda causar la intensificación 


de nuevos rebrotes, así como cambios geopolíticos (principalmente por el 


cambio de Gobierno en los EEUU). .  Es posible que continúen las bajas tasas 


de interés, lo que lógicamente seguiría afectando fuertemente a la economía 


costarricense y sus agentes.   


 


 


 


 


 


 


 


 


Ronald Chaves Marín 


Miembro Externo del Comité de Riesgos y Asesor de Riesgos 
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I. Introducción. 


El informe facilita la información de los riesgos financieros asociados al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), debido a su participación en los 


mercados financieros. Indudablemente, para el Proceso de Riesgos resulta elemental 


informar acerca de estos riesgos, dados su elevado nivel de probabilidad de ocurrencia y 


su alto impacto, en caso de que se hagan realidad. 


Por otra parte, los indicadores de riesgos presentados en este documento se 


fundamentan en las sanas prácticas de gestión de riesgos, son necesarias para minimizar 


el impacto en el portafolio de inversiones del FJPPJ y fortalecer la toma de decisiones de 


los Comités técnicos y del Órgano de Dirección. 


Es importante mencionar que, la Junta Administradora fue juramentada por la Corte Plena 


del Poder Judicial el 27 de enero de 2020, quedando debidamente constituida, 


conformada y habilitada para el ejercicio de sus competencias legales al amparo de la Ley 


Orgánica del Poder Judicial.  


En primera instancia, se analizan las variables económicas que inciden en el portafolio de 


inversiones, tales como la inflación, el tipo de cambio (TC) y las tasas de interés. 


Seguidamente, se informa sobre la composición de la cartera de inversiones del periodo 


en estudio, la cual está conforme con la estrategia del Proceso de Inversiones. Después, 


se muestran e interpretan los resultados de los indicadores definidos por el Proceso de 


Riesgos, y aconsejados por el actual Miembro Externo de Riesgos del FJPPJ, por 


ejemplo: riesgo de precio, tipo de cambio, tasas de interés, crédito, concentración, liquidez 


y rentabilidad. 


Es importante mencionar que, para el cálculo de los indicadores, se utilizan los servicios, 


las matrices y los vectores ofrecidos por la empresa Valmer Costa Rica S.A., encargada 


de brindar los servicios integrales de cálculo, información, análisis y riesgos de 


instrumentos financieros. Además, el cálculo va de acuerdo con el Manual de 


metodologías del FJPPJ aprobado por el Consejo Superior. 


Finalmente, estas medidas cuantitativas cuentan con los límites de tolerancia actualizados 


y aprobados por el Comité de Riesgos, los cuales se ajustan al perfil de riesgos del 


Fondo. De hecho, el modelo de gestión asegura razonablemente el mantenimiento del 


perfil de riesgo, dentro de los niveles fijados por el apetito de riesgo y los restantes límites. 


De igual manera, incorpora la adopción de medidas preventivas, correctoras y de 


mitigación necesarias para mantener los niveles de riesgo en consonancia con los 


objetivos definidos para el FJPPJ. 
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II. Variables Macroeconómicas al 31 de enero de 2021. 


Como variables macroeconómicas el informe analiza la inflación, el tipo de cambio, la tasa 


básica pasiva y la tasa efectiva en dólares; variables que al 31 de enero de 2021 inciden 


en el portafolio de inversiones del FJPPJ. 


1. Inflación: 


El Índice de Precios al Consumidor (IPC) constituye una fuente de información para 


estimar la inflación, actualizar la política monetaria y, en general, para efectuar la 


planificación económica del país.  


 


De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), la variación 


interanual del IPC alcanzó el 0,96%, menor al 1,58% acumulado en el mismo periodo del 


año anterior. La variación interanual (0,96%) se ubica por debajo del rango meta de largo 


plazo del Banco Central de Costa Rica (BCCR).  


 


Ante la aceleración o desaceleración del indicador, es importante conocer los posibles 


efectos en la cartera de inversiones: 


 


1. Al aumentar la inflación, la porción en Unidades de Desarrollo (UDES) se 


incrementa, debido a que el instrumento está ligado a este indicador. Al 31 de 


enero de 2021 las inversiones en UDES representan el 11,77% del portafolio. 


2.  La inflación impacta directamente el tipo de cambio y las tasas de interés local. 


2. Tipo de Cambio: 


La volatilidad del tipo de cambio podría afectar directamente la posición del portafolio en 


dólares, la cual representa un 15,69% del total de las inversiones. Un incremento en el TC 


tiene efectos favorables sobre la valoración de esta cartera y una baja, presenta el efecto 


contrario. 


 


Al finalizar enero del año 2021, el tipo de cambio de compra para las operaciones en el 


sector público no bancario cerró en ¢614,00, y la venta en ¢614,62. Si comparamos el tipo 


de cambio de compra con el mes anterior (31 de diciembre de 2020), disminuyó en ¢1,12, 


en esta forma, una reducción en el TC tiene efectos desfavorables sobre la valoración del 


portafolio denominado en dólares. 
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El siguiente gráfico muestra el comportamiento del tipo de cambio de compra del dólar de 


los Estados Unidos de América para las operaciones con el sector público no bancario y 


el tipo de cambio de compra de dicha divisa, en ventanilla. 


Gráfico N°1. 


Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Tipo de cambio. Enero 2020 – Enero 2021 


 
         Fuente: Elaboración propia con base en datos Banco Central de Costa Rica. 


3. Tasas de Interés:  


Un cambio en las tasas de interés impacta las carteras de inversión. Por una parte, una 


disminución de tasas aumenta el valor del portafolio de inversiones a tasa fija y, por otro 


lado, disminuye el rendimiento de los instrumentos a tasa fluctuante; sin embargo, un 


aumento de tasas tiene el efecto contrario. Además, las expectativas al alza de esta 


variable tienen un impacto sobre el comportamiento de la inflación y el tipo de cambio; 


esto puede provocar efectos en la cartera de inversiones. 


 


Es importante mencionar que, normalmente, cuando los mercados internos y externos 


están expectantes a aumentos de tasas de interés, se invierte en productos de corto plazo 


y, al observar mayor estabilidad, la tendencia es a invertir en productos de más plazo, 


donde pueden obtener mejores rendimientos. 


 


Al 31 de enero de 2021, las inversiones (valor facial) a tasa fija de la cartera del FJPPJ 


representan el 87,55%, mientras que los instrumentos a tasa fluctuante representan el 


12,45%. A continuación, se analizan algunas de las tasas utilizadas como referencia por 


parte del BCCR: 
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1. Tasa de Política Monetaria (TPM): se mantuvo en 0,75% por octavo mes 


consecutivo luego del análisis del entorno macroeconómico externo e interno por 


parte del Banco Central de Costa Rica (BCCR), como una de las acciones del 


estímulo y mitigación ante los efectos negativos de la pandemia de coronavirus y 


enfermedad COVID-19. La tasa guía y orienta a los intermediarios financieros hacia 


dónde se dirigirá la política monetaria en los próximos meses. Al bajar este 


indicador, paulatinamente bajarán las tasas de interés y se da una señal al 


mercado para que tomen préstamos que destinen a actividades productivas y se 


reactive la economía.  


 


2. La Tasa Básica Pasiva (TBP): se situó en un 3,55% al cierre de enero del año 


2021. La TBP estima, en promedio, la tasa que pagan los bancos públicos y 


privados en el país y las entidades financieras por los depósitos o ahorros en 


colones. 


 


3. La Tasa Efectiva en Dólares (TED): es utilizada como referencia en el mercado 


interno para las operaciones en moneda extranjera; la TED se mantuvo en 1,84% 


por segundo mes consecutivo. 


 


El siguiente gráfico muestra el comportamiento de la TPM y la TBP en los últimos dos 


años. 


Gráfico N°2. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Tasa Básica Pasiva (TBP)-Tasa Política Monetaria (TPM). 
Enero 2019 – Enero 2021 


 
Fuente: Elaboración propia con base en datos Banco Central de Costa Rica. 
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En siguiente gráfico muestra el comportamiento de la TED en los últimos dos años. 


Gráfico N°3. 


Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Tasa Efectiva en Dólares (TED). 


Enero 2019 – Enero 2021 


 
                Fuente: Elaboración propia con base en datos Banco Central de Costa Rica. 


 
 


III. Composición del portafolio de inversiones del FJPPJ al 31 de 


enero de 2021. 


La cartera de inversiones del FJPPJ contiene 505 títulos valores, concentrados en 46 


instrumentos financieros; posee un valor facial colonizado de seiscientos ocho mil 


trescientos veintiséis millones setecientos diecinueve mil cuarenta y tres colones con 


noventa y cuatro céntimos (¢608.326.719.043,94), de los cuales seis mil cuatrocientos 


treinta y nueve millones setecientos cuarenta mil cuatrocientos cincuenta colones con 


sesenta y un céntimos (¢6.439.740.450,61) se mantienen en la cuenta corriente. 


El saldo en cuenta corriente es utilizado para el calce y posterior pago de obligaciones de 


jubilaciones. Además, es una alternativa de inversión al corto plazo que ofrece una tasa 


de interés atractiva para el FJPPJ. 


El siguiente gráfico muestra el valor facial del portafolio de inversiones a partir de enero 


del 2020. 
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Gráfico N°4. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Valor Facial del portafolio del FJPPJ 
Enero 2020 – Enero 2021. 


 
Fuente: Elaboración propia con base en datos Sistema de Inversiones. 


 


Como se muestra en el gráfico anterior, al comparar el valor facial del portafolio de 


inversiones con el mismo periodo del año anterior, se presenta un aumento de cuarenta y 


siete mil novecientos ochenta y dos millones ciento un mil cuatrocientos noventa y cuatro 


colones con veintinueve céntimos (¢47.982.101.494,29) en procura de sus afiliados y 


afiliadas. 


Es importante mencionar que, la gestión de sus activos está a cargo del Proceso de 


Inversiones del Macroproceso Financiero Contable, el cual considera las condiciones 


económicas actuales, así como las alternativas de inversión en el sector público y privado 


que sean atractivas para el FJPPJ, desde el punto de vista de riesgo y rendimiento.  


Además, de acuerdo con las buenas prácticas cuenta con un Comité de Inversiones y un 


Comité de Riesgos. 


Seguidamente, se detalla la composición por moneda y plazo de la cartera: 


1. Composición por moneda del portafolio de inversiones: 


La composición por moneda colonizada (valor facial) de la cartera al 31 de enero de 2021 


es del 72,54% en colones,11,77% en UDES y 15,69% en dólares. 


El siguiente gráfico, muestra una comparación de la composición por moneda respecto 


del mes anterior. 
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Gráfico N°5. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Composición por moneda del portafolio del FJPPJ 
Diciembre 2020– Enero 2021. 


 
Fuente: Elaboración propia con base en datos Sistema de Inversiones. 


 


Al comparar el portafolio de inversiones al cierre de enero del año 2021 con la cartera de 


diciembre de 2020, se refleja un aumento en la posición en dólares y UDES. 


1.1 Posición del portafolio colones: 


La porción del portafolio en colones aumentó en 0,10%, cuatrocientos sesenta y un 


millones novecientos siete mil ciento sesenta y cinco colones con sesenta y tres céntimos 


(¢461.907.165,63) respecto del mes anterior. Destaca que, parte de los recursos 


disponibles de aportes se reinvirtieron en colones.  


1.2 Posición del portafolio dólares: 


La fracción en dólares se incrementó en un 0,27%, doscientos cincuenta y ocho millones 


seiscientos cuarenta y siete mil novecientos cinco colones con cuarenta y cuatro céntimos 


(¢258.647.905,44). Sobresale que, parte de los recursos disponibles se reinvirtieron en 


instrumentos en dólares y que el tipo de cambio de compra disminuyó en ¢1,12 en 


relación con el tipo de cambio del mes anterior (31 de diciembre de 2020). 


1.3 Posición del portafolio UDES: 


La posición del portafolio en UDES aumentó en un 0,36% respecto del mes anterior, 


doscientos cincuenta y cinco millones quinientos dieciséis mil trescientos veintitrés 


colones con cincuenta y cinco céntimos (¢255.516.323,55) producto del cambio en el 


precio de los instrumentos del portafolio de inversiones. Por otra parte, el valor de la 


unidad de desarrollo pasó de ¢920,085 a ¢923,38, lo cual representa una variación por 


cada unidad de ¢3,29. 
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2. Composición por plazo del portafolio de inversiones: 


El siguiente gráfico muestra la composición por plazo del portafolio en comparación con el 


mes anterior. 


Gráfico N°6. 


Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Composición por plazo del portafolio del FJPPJ.  


Diciembre 2020– Enero 2021. 


 
 


                 Fuente: Elaboración propia con base en datos Sistema de Inversiones. 


En relación con la composición por plazo de la cartera al 31 de enero de 2021, se muestra 


que el 20,52% corresponde al corto plazo, 45,42% al mediano plazo y 34,07% al largo 


plazo, la cual está conforme con la estrategia del Proceso de Inversiones, y considera las 


condiciones económicas actuales, así como las alternativas de inversión que sean 


atractivas para el FJPPJ, desde el punto de vista de riesgo y rendimiento.  


Al compararse los resultados de diciembre 2020 y enero 2021, se muestra un aumento en 


las inversiones del corto y largo plazo. 


IV. Indicadores de riesgo financiero del portafolio de inversiones del 


FJPPJ. 


En enero 2018, el Proceso de Riesgos consideró pertinente cambiar la metodología de 


cálculo de los indicadores de riesgos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, con el fin de obtener una herramienta facilitadora de la gestión del riesgo 


financiero.  


Por tanto, para el cálculo de los indicadores de riesgos se utilizan los servicios, las 


matrices y los vectores del 29 de enero 2021 (último día hábil del mes) brindados por la 


empresa Valmer Costa Rica S.A., alineada con los indicadores y estándares del mercado 


y apegada a la normatividad de las distintas Superintendencias (CONASSIF, SUGEVAL, 


SUGEF, SUPEN y SUGESE).  
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Por otra parte, los cálculos de los diferentes indicadores van de acuerdo con lo indicado 


en el Manual de metodologías de cálculo para los indicadores de riesgos financieros, 


aceptados por el Comité de Riesgos, conocidos por el Consejo Superior en la sesión N.º 


70-19 del 08 de agosto del 2019, Artículo XLII y aprobados por la Junta Administradora 


en la sesión N° en la sesión N° 4-2020 celebrada el 17 de febrero del 2020.  


En la sesión ordinaria N°.79, celebrada por el Comité de Riesgos del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) el 27 de mayo del 2020, se 


actualizaron y aprobaron los límites de tolerancia de riesgos vigentes. Adicionalmente, en 


la sesión ordinaria N°.84, los miembros del Comité de Riesgos aprobaron un ajuste en la 


escala del riesgo de concentración por emisor. A continuación, se detallan los límites 


vigentes. 


Tabla N°1. 


Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Riesgo de precio Apetito Capacidad


VAR % Histórico 3,00% 3,75%


VAR % Montecarlo 3,50% 4,00%


VAR % Paramétrico 3,50% 4,00%


Riesgo cambiario Apetito Capacidad


 VAR Cambiario % 1,00% 1,75%


Normal Grado 1  Grado 2 Grado 3


Por  Emisor IC de 0 a 0,50 IC de 0,51 a 0,70  IC de 0,71 a 0,85 IC de 0,86 a 1


Por instrumento IC de 0 a 0,30 IC de 0,31 a 0,50  IC de 0,51 a 0,70 IC de 0,71 a 1


Riesgo de Concentración: 


Límites de Tolerancia de Riesgos.


3.51% hasta un 3.99%


Riesgo cambiario


Tolerancia


1.01% hasta un 1.74%


Riesgo de precio


Tolerancia


3.01% hasta un 3.74%


3.51% hasta un 3.99%


 
             Fuente: Proceso de Riesgos. 


 
Tabla N°2. 


Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Límite de Tolerancia-Indicador de Cobertura de Liquidez. 


 
                                                   


Fuente: Proceso de Riesgos. 
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Tabla N°3. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Límites emitidos para emisores del sector privado. 


Límites por sector según calificación de los emisores bancarios 


Valores emitidos por el sector privado 100% 


Límites por escala de calificación 


Escala de calificación Porcentaje máximo 


AAA 100% 


AA 70% 


A 45% 
Fuente: Proceso de Riesgos. 


 


En vista de que la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), consideró razonable y 


pertinente clasificar los activos financieros adoptando la Norma Internacional de 


Información Financiera (NIIF 9), a partir de febrero 2020 el Proceso de Riesgos optó por 


calcular los indicadores de riesgos financieros de acuerdo con la siguiente tabla. 


Tabla N°4. 
Clasificación de Indicadores Financieros  
De acuerdo con el Modelo de Negocio. 


Indicadores Modelo de Negocio 


Indicadores 
Costo 


Amortizado 


Valor razonable con cambios 


en otro resultado integral 


Valor razonable con 


cambios resultados 


Riesgo de precio    
VAR % Histórico    


VAR % Montecarlo    


VAR % Paramétrico  
   


Backtesting    


Riesgo cambiario    
 VAR Cambiario %    


Riesgo de Concentración:     
Por Emisor    


Por instrumento    


Por moneda    


Por plazo    


Por tipo de tasas    


Riesgo de tasa de interés    


Duración Macaulay    


Duración Modificada    


Pruebas de Estrés     


Riesgo de Crédito    
Coeficiente de Riesgo de Crédito    


Riesgo de liquidez    
Indicador de Liquidez de Mercado    


Pruebas de Estrés     


Indicadores Riesgo/Rentabilidad  Se Aplica al Rendimiento Total del Portafolio 


Escenarios de sensibilidad    


            Fuente: Proceso de Riesgos. 
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Es importante mencionar que, en la sesión ordinaria N°76, los miembros del Comité de 


Riesgos aprobaron el contenido de la Propuesta de Cálculo de Indicadores Financieros 


del Portafolio de Inversiones del FJPPJ, según el Modelo de Negocio.  


Clasificación de activos financieros: 


• Al valor razonable con cambios en otros resultados integral: el activo financiero se 
mantiene dentro de un modelo cuyo objetivo se logra obteniendo flujos contractuales y 
vendiendo activos financieros, las condiciones contractuales dan lugar a fechas específicas 
que son únicamente pagos del principal e intereses sobre el importe del principal 
pendiente. 


• Al Costo amortizado: en este modelo el activo financiero se conserva considerando el 
objetivo de mantener los activos para obtener los flujos de efectivo contractuales y que las 
condiciones contractuales dan lugar, en fechas específicas a flujos que son únicamente 
pagos de principal e intereses sobre el importe del principal pendiente. 


• Al Valor razonable con cambios en resultados: Se consignan en este modelo cuando no se 
pudieran aplicar las condiciones de los dos modelos citados anteriormente.  


 
El siguiente gráfico muestra la conformación de la cartera de acuerdo con el modelo de 


negocio: 


Gráfico N°7. 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Composición del Portafolio de Inversiones  


De acuerdo con el Modelo de Negocio 


 
 


Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema de Inversiones. 


Como se muestra en el gráfico anterior, al cierre del mes de enero del 2021, los 


instrumentos de la cartera de inversiones están clasificados como valor razonable con 


cambios en otros resultados integral (77,00%) y costo amortizado (23,00%) 
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Por otra parte, en la siguiente tabla se muestra el valor facial y el valor de mercado en 


función al modelo del negoció del portafolio de inversiones del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial. 


Tabla N°5. 
Composición del portafolio de Inversiones del FJPPJ. 


Al 31 de enero de 2021. 
PORTAFOLIO VALOR FACIAL VALOR DE MERCADO 


Cartera de Inversiones ₡601 886 978 593,33  ₡616 269 559 634,67  
Cuenta Corriente ₡6 439 740 450,61  


 


Total ₡608 326 719 043,94  ₡616 269 559 634,67  
                              Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema de inversiones.  


A continuación, se analizan los riesgos financieros de la cartera de Inversiones del FJPPJ: 


1. Riesgo de Mercado: 


Es el riesgo derivado de la variación en el valor de mercado en la cartera de negociación 


de instrumentos financieros de una entidad, provocada por cambios en las variables de 


los mercados financieros como las tasas de interés, los tipos de cambio, los precios de 


las acciones u otros.  


a. Riesgo de Precio: 


El riesgo de precio consiste en medir las posibles pérdidas en el valor del portafolio de 


inversiones producto de las variaciones en los precios de los instrumentos financieros 


contenidos en él. Para el cálculo del indicador, se utilizó el Valor en Riesgo (VaR), 


específicamente el VaR histórico regulatorio, el VaR paramétrico y el VaR Montecarlo. 


 


Para el cálculo del riesgo de precio no considera los instrumentos catalogados como 


costo amortizable. 


i. VaR histórico regulatorio: 


El VaR histórico calculado es una técnica utilizada para la estimación del valor en riesgo 


o pérdida esperada por simulación histórica en portafolios de inversión, la cual es 


calculada con quinientas veintiuna observaciones, con un nivel de confianza del 99,20% 


y con un horizonte temporal de 21 días. 
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El siguiente gráfico muestra el resultado del VaR histórico regulatorio a partir de enero 


del 2020. 


Gráfico N°8. 


Comparativo Riesgo de precio- VaR histórico Regulatorio. 
Enero 2020- Enero 2021. 


 
 Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


Como se muestra en el gráfico anterior, el VaR histórico al cierre de enero 2021 es de 


1,86% de la cartera del FJPPJ clasificada como valor razonable con cambios en otro 


resultado integral. Se interpreta así: existe un 1% de probabilidad de que esta porción del 


portafolio de inversiones tenga una pérdida de hasta ocho mil ochocientos millones 


trescientos diecinueve mil ochocientos ochenta y nueve colones con diez céntimos 


(¢8.800.319.889,10), dado un horizonte de tiempo de 21 días.  


A partir de febrero del 2020, el portafolio de inversiones se clasifica de acuerdo con el 


modelo de negocio. Por lo cual, se refleja una separación en el gráfico anterior. Además, 


el resultado se encuentra dentro del nivel de apetito establecido. 


ii. VaR paramétrico:  
Para obtener la estimación de la pérdida por inversiones, se utilizan distribuciones de 


probabilidad. Este indicador resume la pérdida del portafolio en un solo número. Para el 


cálculo del método paramétrico se necesita la desviación estándar, el nivel de confianza 


y el horizonte de tiempo. 


 


El siguiente gráfico muestra el resultado del VaR paramétrico a partir de enero del 2020. 
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Gráfico N°9. 
Comparativo Riesgo de precio- VaR paramétrico. 


Enero 2020- Enero 2021. 


 
Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


 


Como se muestra en el gráfico anterior, el VaR paramétrico al cierre de enero 2021 es de 


0,86%. Se interpreta así: la pérdida potencial por variaciones en los factores de riesgo es 


de hasta el 0,86% del valor de mercado de la cartera de inversiones clasificada como 


valor razonable con cambios en otro resultado integral; por consiguiente, cuatro mil 


cincuenta y nueve millones quinientos cuarenta y ocho mil trescientos cincuenta y un 


colones con dieciocho céntimos (¢4.059.548.351,18).  


A partir de febrero del 2020, el portafolio de inversiones se clasifica de acuerdo con el 


modelo de negocio. Por lo cual, se refleja una separación en el gráfico. Además, el 


resultado se encuentra dentro del nivel de apetito establecido. 


El VaR paramétrico es calculado con quinientas veintiuna observaciones, con un nivel de 


confianza del 99,00% y con un horizonte temporal de 1 día. 


iii. VaR Marginal:  
El VaR Marginal tiene la finalidad de calcular la contribución marginal para cada uno de 


los activos clasificados como valor razonable con cambios en otro resultado integral que 


conforman la cartera de inversiones del FJPPJ. Se elimina la posición del portafolio y se 


vuelve a calcular el VaR Paramétrico del portafolio sin la posición; por lo tanto, se 


presentan como ejemplo, el cálculo del Var Marginal del portafolio eliminado la posición 


de los diez títulos que aportan una menor y mayor contribución al VaR de la cartera de 


inversiones al cierre de enero 2021. Ver anexo N°1 con la conformación del activo total. 
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Tabla N°6. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Resultado del VaR sin la posición de los títulos  
Que aportan un mayor VaR Marginal del portafolio de inversiones. 


Al cierre de enero 2021. 


ISIN 
DIAS POR 
VENCER 


PÉRDIDA MÁXIMA ESP 
ERADA (MONTO) 


PÉRDIDA MÁXIMA ESP 
ERADA (PORCENTAJE) 


 VAR MARG. 
PORTAFOLIO MONTO 


 VAR MARG. 
PORTAFOLIO 
PORCENTAJE 


CRG0000B99G9 2 669 396 319 467,67 4,27% 3 975 450 357,31 0,84% 


CRG0000B57I3 3 268 133 509 039,98 2,54% 3 962 228 346,18 0,85% 


CRG0000B60I7 2 185 279 920 207,09 1,85% 3 944 492 964,47 0,85% 


CRG0000B28I4 3 380 777 530 921,74 2,89% 3 999 968 766,89 0,85% 


CRG0000B45I8 2 902 275 938 218,86 8,67% 4 009 619 558,23 0,85% 


CRG0000B28H6 3 117 544 351 523,94 2,93% 4 005 913 654,10 0,85% 


CRG0000B78I9 1 945 488 976 990,73 2,03% 3 997 591 306,34 0,85% 


CRG0000B48H4 2 041 174 720 086,38 3,37% 4 034 091 654,82 0,85% 


CRG0000B64H1 3 533 171 905 485,08 12,74% 4 047 422 314,00 0,85% 


CRG0000B88H0 2 635 31 787 552,37 8,77% 4 047 552 687,05 0,86% 
Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


Tabla N°7. 


Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Resultado del VaR sin la posición de los títulos  


Que aportan un menor VaR Marginal del portafolio de inversiones. 


Al cierre de enero 2021. 


ISIN 
DIAS POR 
VENCER 


PÉRDIDA MÁXIMA ESP 
ERADA (MONTO) 


PÉRDIDA MÁXIMA ESP 
ERADA (PORCENTAJE) 


 VAR MARG. 
PORTAFOLIO MONTO 


 VAR MARG. 
PORTAFOLIO 
PORCENTAJE 


CRPRIVAB0342 484 134 796 268,40 3,58% 4 065 980 339,16 0,87% 


CRBPDC0B7663 1 226 74 089 559,99 1,92% 4 065 689 528,34 0,87% 


CRBLAFIB0161 118 71 491 092,67 2,81% 4 082 956 883,74 0,87% 


CRMUCAPB1524 567 67 462 704,66 1,77% 4 089 611 619,29 0,87% 


CRBSJ00B2242 1 640 61 054 252,20 4,65% 4 113 670 862,82 0,87% 


CRMUCAPB1532 781 76 605 458,27 2,12% 4 097 187 965,27 0,87% 


CRBSJ00B2259 1 497 108 379 928,78 4,29% 4 109 610 063,26 0,87% 


CRBCIE0B0299 985 2 996 592,96 0,03% 4 058 128 819,40 0,88% 


CRICE00B0036 241 6 738 926,21 0,04% 4 057 839 593,06 0,89% 


CRPRIVAB0342 484 134 796 268,40 3,58% 4 065 980 339,16 0,87% 
Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


Las tablas N°6 y N°7, muestran los títulos de la cartera que presentan una menor y una 


mayor contribución al VaR Marginal. Se interpretan así: los activos que aportan un menor 


o mayor riesgo al VaR del portafolio de inversiones. 


Este tipo de análisis orienta la decisión de inversión al establecer cuál título valor es por 


su volatilidad susceptible de venta (se valoran riesgo y rendimiento). Además, permite 


identificar cuáles títulos aportan menor riesgo al portafolio en caso de realizarse un 


rebalanceo. 
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i. VaR Montecarlo: 


El método Montecarlo permite pronosticar el VaR de un portafolio utilizando supuestos 


acerca de distribución de probabilidad, considerando los factores de riesgo que puedan 


afectar la cartera de inversiones. Utiliza dichos supuestos para simular trayectorias 


futuras. Un experimento de Montecarlo consiste en la repetición de “muchas corridas”, 


donde intervienen números generados aleatoriamente, con el propósito de estimar entre 


otros, el valor esperado y la dispersión.  


El siguiente gráfico muestra el resultado del VaR Montecarlo a partir de enero del 2020. 


Gráfico N°10. 
Comparativo Riesgo de precio- VaR Montecarlo. 


Enero 2020- Enero 2021. 


 
            Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


 


Como se muestra en el gráfico anterior, el VaR Montecarlo al cierre de enero de 2021 es 


de 2,80%. Se interpreta así: la pérdida potencial por variaciones en los factores de riesgo 


es de hasta el 2,80% del valor de mercado del portafolio de inversiones clasificado como 


valor razonable con cambios en otro resultado integral; por consiguiente, trece mil 


doscientos cuarenta y siete millones doscientos sesenta y nueve mil ochocientos setenta 


y nueve colones con trece céntimos (¢13.247.269.879,13). El resultado se encuentra 


dentro del nivel de apetito establecido. 


 


Aspectos para considerar sobre el comportamiento del indicador. 


 


1. A partir de febrero 2020 se está considerando la clasificación de los activos financieros de 


acuerdo con el modelo de negocio.  
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b. Riesgo Cambiario: 
 
El riesgo cambiario consiste en cuantificar las posibles pérdidas en el portafolio de 
inversiones como resultado de las volatilidades en los tipos de cambio. 


 
El siguiente gráfico muestra el resultado del riesgo cambiario a partir de enero del 2020. 


 


Gráfico N°11. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Comparativo Riesgo Cambiario.  


Enero 2020- Enero 2021. 


 
                Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


Como se muestra en el gráfico anterior, el VaR Cambiario al cierre de enero de 2021 es 


de 0,56%. Se interpreta así: con una probabilidad de un 1%, se pueden obtener pérdidas 


de hasta 0,56% del valor de la cartera, como resultado de las variaciones en los tipos de 


cambio de dólares; por consiguiente, cuatrocientos cuarenta y dos millones trescientos 


nueve mil setecientos noventa y cinco colones con veintiún céntimos (¢442.309.795,21). 


El resultado de los indicadores se encuentra dentro del nivel de apetito establecido. A 


partir de febrero del 2020, el riesgo cambiario es calculado con quinientas veintiuna 


observaciones, con un nivel de confianza del 99,00%, con un horizonte temporal de 1 día 


y con la posición de la cartera en dólares clasificada como valor razonable con cambios 


en otro resultado integral. 


c. Riesgo de Tasas de Interés: 


El riesgo de tasas de interés consiste en las posibles pérdidas o ganancias producto de 


las variaciones de las tasas de interés de los mercados financieros. De hecho, resultan 


afectados los valores actuales de los activos financieros de las carteras de inversión y, por 


otra parte, se van a modificar las posibilidades de reinversión de los flujos liberados por 


los activos que conforman el portafolio de inversiones. 
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Referente al riesgo de tasas de interés, se calcula el indicador de Duración Macaulay, 


Duración Modificada y la Convexidad; no obstante, no se establecen límites máximos ni 


mínimos, por considerar que sus niveles apropiados dependen de las condiciones de 


mercado, de la planificación estratégica de las inversiones y de la estrategia del Proceso 


de inversiones, las cuales están en función de las características del Fondo, sus objetivos 


estratégicos y sus necesidades de liquidez.  


A continuación, se describen los indicadores: 


i. Duración Macaulay:  


Este indicador consiste en medir el período medio de recuperación de los flujos de 


ingresos producto de los vencimientos y cupones de los instrumentos contenidos en el 


portafolio total de inversiones; además, este indicador se mide en períodos de días, 


semanas, meses y años. 


El siguiente gráfico muestra el resultado del cálculo de la duración Macaulay a partir de 


enero del 2020. 


Gráfico N°12. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Comparativo Riesgo Tasa de Interés-Duración Macaulay. 
Enero 2020- Enero 2021. 


 
                     Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


 


Como se muestra en el gráfico anterior, al cierre de enero de 2021, el portafolio de 


inversiones del FJPPJ presenta una duración de 3,05 años. Al compararse el resultado 


respecto del mes anterior (3,04), se muestra un leve aumento en la duración, producto de 


la composición de la cartera de inversiones, de acuerdo con la estrategia del Proceso de 


Inversiones, la cual considera las condiciones del mercado.  
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Cabe mencionar que las participaciones en los Fondos Inmobiliarios de Inversiones no 


poseen una fecha de vencimiento determinada, por lo cual no se incluyen dentro del 


cálculo del indicador.  


ii. Duración Modificada:  


Este indicador se interpreta como la sensibilidad de la cartera de inversiones a las 


variaciones en las tasas de interés. Dicho eso, por cada incremento o disminución del 1% 


de la tasa de interés, en qué medida impacta esta variación el valor del portafolio. El 


siguiente gráfico muestra el resultado del cálculo de la duración Modificada a partir de 


enero 2020. 


Gráfico N°13. 


Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Comparativo Riesgo Tasa de Interés-Duración Modificada. 


Enero 2020- Enero 2021. 


 
                 Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


 


Como se muestra en el gráfico anterior, el portafolio de inversiones al cierre de enero de 


2021 presenta una duración modificada de 3,19%, lo cual significa que ese es el 


porcentaje de aumento o reducción del valor del portafolio clasificado como valor 


razonable con cambios en otro resultado integral si las tasas de interés disminuyen o 


aumentan un punto.  


 


Por otra parte, la duración puede ser ajustada empleando la convexidad, la cual se detalla 


a continuación: 
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iii. Convexidad del portafolio de inversiones: 


La convexidad es una medida más precisa para calcular el riesgo de tasa de interés que 


las metodologías anteriores, al considerar la relación convexa entre tasas y precios. 


Cuando los cambios en las tasas de interés son muy volátiles, la duración no es suficiente 


para cuantificar la pérdida potencial por las variaciones en las tasas de interés.  


En la siguiente tabla se muestra el resultado de la duración del cálculo de la convexidad. 


Tabla N°8. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Convexidad del portafolio de inversiones. 
Al cierre de enero de 2021. 


FECHA  CONVEXIDAD 


31-enero 2021-20  19,20 
Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


 


El siguiente gráfico muestra el resultado del cálculo de la duración ajustada con el cálculo 


de la convexidad ante variaciones de la tasa de interés del (+-)1% 


Gráfico N°14. 


Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Comparativo Riesgo de Tasa de Interés-Duración Modificada-Convexidad. 


Al 31 de enero del 2021. 


 


Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


El resultado de la duración ajustada con el cálculo de la convexidad se interpreta así: ante 


un aumento en las tasas de interés del 1%, el valor del portafolio de inversiones 


disminuirá en un 3,09%; además, ante una disminución en las tasas de interés del 1%, el 


valor de la cartera de inversiones aumentará en un 3,29%. 
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iv. Pruebas de Estrés: 


Las pruebas de estrés permiten visualizar la máxima pérdida ante un cambio en la tasa de 


interés y sus efectos en el portafolio de inversiones del Poder Judicial. Es importante tener 


métricas que estimen los cambios en el valor de los activos financieros, cuando cambian 


las variables económicas del mercado nacional. 


 


Por lo tanto, se realizaron pruebas para calcular la máxima pérdida con el incremento de 


1%, 2%, 3%, 4% y 5% de la tasa de interés y mostrar el efecto sobre el portafolio al cierre 


de enero de 2021. 


 


En la siguiente tabla se muestran las pérdidas estimadas máximas ante un cambio en la 


tasa de interés: 


Tabla N°9. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Pruebas de Estrés del Riesgo de Precio. 
Al cierre de enero del 2021. 


ESTRÉS 
VALOR DE MERCADO 


ESTRÉS 
PÉRDIDA ESTRÉS MONTO DEL 


PORTAFOLIO 
PÉRDIDA ESTRÉS 


PORCENTAJE 


1% ₡469 106 489 432,80 -₡4 491 399 827,35 -0,95% 


2% ₡464 615 089 605,45 -₡8 982 799 654,70 -1,90% 


3% ₡460 123 689 778,10 -₡13 474 199 482,06 -2,85% 


4% ₡455 632 289 950,75 -₡17 965 599 309,41 -3,79% 


5% ₡451 140 890 123,39 -₡22 456 999 136,76 -4,74% 
                     Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


En la tabla anterior se muestra la posible pérdida ante situaciones adversas en el 


mercado. Estos escenarios ayudan a estresar y estimar las pérdidas generadas por 


movimientos atípicos en el mercado. Por ejemplo, ante un cambio de un 1% de tasa de 


interés, existe la posibilidad de obtener una pérdida de hasta cuatro mil cuatrocientos 


noventa y un millones trescientos noventa y nueve mil ochocientos veintisiete colones con 


treinta y cinco céntimos (¢4.491.399.827,35) del portafolio de inversiones clasificado como 


valor razonable con cambios en otro resultado integral. 


2. Riesgo de Crédito: 


El riesgo de crédito es la posible pérdida producto del incumplimiento de alguna de las 


contrapartes con quienes se mantiene operaciones financieras. El portafolio de 


inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial cuenta con 


operaciones con emisores públicos así como privados en el mercado nacional. 
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i. Coeficiente de Riesgo de Crédito del portafolio de inversiones del FJPPJ:  


Este indicador de riesgo de crédito refleja el porcentaje del portafolio de inversiones 


expuesto, y considera tanto los emisores como los plazos de vencimiento de las 


emisiones contenidas en el mismo.  


 


Respecto de este indicador, debido a que su efecto va de acuerdo con la estrategia del 


Proceso de Inversiones, la cual considera las alternativas de inversión desde el punto de 


vista de riesgo y rendimiento, no se incluye un límite máximo. No obstante, se le dará un 


seguimiento al resultado, con el fin de evaluar el porcentaje del portafolio expuesto. 


 


El siguiente gráfico muestra el resultado del cálculo del coeficiente de riesgo de crédito a 


partir de enero del 2020. 


Gráfico N°15. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Comparativo coeficiente de riesgo de crédito. 
Enero 2020- Enero 2021. 


 
             Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


Como se muestra en el gráfico anterior, el riesgo crédito de la cartera de inversiones es 


de 2,70% del portafolio de inversiones. Se interpreta así: existe una probabilidad de 


pérdida de hasta el 2,70% del portafolio de inversiones dada una cesación o impago de 


los emisores. 


Al compararse el resultado del cierre de enero del 2021 respecto del mes anterior 


(2,76%), se presenta una disminución del 0,06%, producto de la composición del 


portafolio. 


El resultado de este indicador es positivo; permite observar el efecto en el portafolio dada 


una cesación de pagos de acuerdo con la diversificación de emisores de la cartera de 


inversiones.  
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ii. Calificación de los emisores del portafolio de inversiones del FJPPJ según 


la Calificadora de Riesgos: 
 


La siguiente tabla muestra los emisores del portafolio de inversiones del FJPPJ y su 


respectiva calificación según la Calificadora de Riesgos. 


 


Tabla N°10: Calificación de Riesgos según Calificadora de Riesgos. 


CALIFICACIÓN DE RIESGOS 
    ESCALA NACIONAL 


Emisor 
Calificadora de 


Riesgos Calificación Perspectiva 


    Largo Plazo Corto Plazo  
Banco de Costa Rica SCRiesgo scr AA+ (CR) SCR 1 (CR) Observación 


Banco Nacional de Costa Rica Fitch Ratings AA+ (cri) F1+ (cri) Estable 


Banco Popular y de Desarrollo Comunal Fitch Ratings AA+ (cri) F1+ (cri) Negativa 


Banco Popular y de Desarrollo Comunal SCRiesgo scr AA+ (CR) SCR 1 (CR) Observación 


Prival Bank (Costa Rica), S.A. SCRiesgo scr AA- (CR) SCR 2 (CR) Observación 


Banco Lafise S.A. SCRiesgo scr AA- (CR) SCR 2 (CR) Negativa 


Banco Promerica de Costa Rica, S.A. SCRiesgo scr AA+ (CR) SCR 2+ (CR) Observación 


Banco Improsa S.A. de Costa Rica SCRiesgo scr AA (CR) SCR 2 (CR) Observación 


Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) Fitch Ratings AA+ (cri)   Estable 


Banco Centroamericano de Integración Económica 
(BCIE) 


Standard & Poor's AA A-1+ Estable 


Banco Davivienda (Costa Rica), S.A.  Fitch Ratings AAA (cri) F1+ (cri) Estable 


Banco BAC San José, S.A Fitch Ratings AAA (cri) F1+ (cri) Estable 


Scotiabank de Costa Rica Fitch Ratings AAA (cri) F1+ (cri) Estable 


Mutual Alajuela-La Vivienda de Ahorro y Préstamo SCRiesgo scr AA (CR) SCR 2 (CR) Observación 


Mutual Cartago de Ahorro y Préstamo SCRiesgo scr AA (CR) SCR 2 (CR) Observación 


Fuente: Elaboración propia con datos de FITCH, Standard & Poor's y SCRiesgo. Datos actualizados al 09 de febrero de 2021. 


La siguiente tabla expone los emisores (fondos inmobiliarios) de la cartera de inversiones 


y su respectiva calificación: 


iii. Calificación de los fondos inmobiliarios del portafolio de inversiones del 


FJPPJ 


Tabla N°11: Calificación de Riesgos fondos de inversión: 


Participante Producto Calificación Calificadora 
BCR - Fondos de Inversión S.A.  BCR Comercio y la Industria. SCR AA3 (CR)   SCRiesgo  


BCR - Fondos de Inversión S.A. BCR Inmobiliario no Diversificado  SCR AA3 (CR)   SCRiesgo 


IMPROSA -Fondos de Inversión S.A.  Fondo Inmobiliario Gibraltar SCR AA+3 (CR)   SCRiesgo 


Multifondos de Costa Rica Fondo Inmobiliario Multifondos SCR AA+3 (CR)   SCRiesgo 


Prival S.A. Fondo Inmobiliario Prival SCR AA-3 (CR)  SCRiesgo 


Vista Fondos de Inversión S.A.  Fondo Inmobiliario Vista SCR AA3 (CR)   SCRiesgo  


BCR - Fondos de Inversión S.A.  F.I.D.P. Parque Empresarial Lindora SCR A+3 (CR)   SCRiesgo  


Fuente: Elaboración propia con datos de SCRiesgo. Datos actualizados al 09 de febrero de 2021. 
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3. Riesgo de Concentración: 


El índice de Herfindahl – Hirschman (HH) consiste en medir el grado de concentración de 


un portafolio de inversiones, entendido como el porcentaje de diversificación en 


instrumentos, emisores y demás agrupaciones importantes de la cartera de inversiones.  


Es importante mencionar que, para medir el grado de concentración por emisor e 


instrumentos, se estableció la siguiente escala; no obstante, a la concentración por plazo, 


tasa y moneda no se le define límite producto de la dependencia con la estrategia de 


inversiones; sin embargo, se le estará dando un seguimiento.  


Tabla N°12. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Rango de Índices de Concentración  
 Tipo de concentración Normal Grado 1  Grado 2  Grado 3 


Por instrumento IC de 0 a 0,30 IC de 0,31 a 0,50  IC de 0,51 a 0,70  IC de 0,71 a 1 


Por Emisor IC de 0 a 0,50 IC de 0,51 a 0,70  IC de 0,71 a 0,85 IC de 0,86 a 1 


      Fuente: Proceso de Riesgos. 


Tabla N°13. 


Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Descripción e interpretación grados de concentración 


Grado de concentración Descripción e interpretación 


Normal 
Se considera como una situación sana. Se interpreta como una 
adecuada diversificación de su cartera. 


1 
Se considera también como sana, aunque presenta pequeñas 
debilidades en su diversificación. 


2 


Se interpreta como una situación que presenta debilidades en 
su concentración de la cartera, implicando cierto grado de 
preocupación en cuanto a la política de inversión, por lo que la 
misma debe ser revisada.  


3 
Se interpreta como una condición insana, con serias 
debilidades financieras que pueden resultar en un manejo 
insatisfactorio de la cartera. 


      Fuente: Proceso de Riesgos. 


A continuación, se muestran los resultados de riesgo de concentración del portafolio de 


inversiones por emisor, instrumento, moneda, plazo y tasa al cierre de enero de 2021. 
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Gráfico N°16. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Comparativo Concentración por emisor. 
Portafolio de Inversiones. 
Enero 2020- Enero 2021. 


 
                Fuente: Elaboración propia con datos del Sistema de Inversiones. 


 


Como se muestra en el gráfico anterior, la cartera de inversiones presenta un nivel de 


concentración del 56,65% por emisor. De acuerdo con la escala actual, se presenta un 


grado 1. Se interpreta así: el portafolio presenta una concentración sana, aunque presenta 


pequeñas debilidades en su diversificación.  


 


Por otra parte, en los últimos dos años la cantidad de emisores del Portafolio de 


Inversiones se ha incrementado. De hecho, se están considerando emisores bancarios 


privados con calificación AA; sin embargo, los niveles de la concentración por emisor van 


a ir disminuyendo cuando se ajusten al mediano o largo plazo las inversiones en el 


Gobierno, se aprueben créditos, o bien, se invierta en mercados internacionales.  


 


Invertir en emisores bancarios privados AA o A reduce el riesgo de concentración por 
emisor; sin embargo, podría aumentar el riesgo de crédito. Actualmente, el Proceso de 


Riesgos realiza un análisis técnico de los emisores, para valorar si son sujetos de 
inversión. 
 


Seguidamente, se detalla el porcentaje del portafolio colocado en emisores bancarios 
privados de acuerdo con su calificación de riesgos: 
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Tabla N°14. 
Límites emitidos para emisores del sector  


privado al cierre de enero del 2021. 
Límites por sector según calificación de los emisores bancarios 


Valores emitidos por el sector privado 100%   


Límites por escala de calificación 


Escala de 
calificación 


Porcentaje 
máximo 


Resultado enero 
2021. 


AAA 100% 4,07% 


AA 70% 5,87% 


A 45% 0,00% 


    Fuente: Elaboración propia con datos del Sistema de Inversiones. 


Como se muestra en el cuadro anterior, el porcentaje invertido en emisores bancarios 


privados con calificación (AAA) es del 4,07%, con calificación (AA) es del 5,87% del valor 


total del portafolio de inversiones y no se cuenta con inversiones en entidades con 


calificación (A). Además, los porcentajes invertidos se encuentran dentro de los límites 


establecidos. 


Gráfico N°17. 


Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Comparativo Concentración por instrumento. 


Portafolio de Inversiones. 


Enero 2020- Enero 2021. 


 
                                    Fuente: Elaboración propia con datos del Sistema de inversiones. 


Como se muestra en el gráfico anterior, la cartera de inversiones presenta un nivel de 


concentración del 26,01% por instrumento. De acuerdo con la escala, se presenta un 


grado de concentración normal. Se interpreta así: el portafolio presenta una situación 


sana, con una adecuada diversificación de su cartera.  
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Gráfico N°18. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Comparativo Concentración por moneda. 
Enero 2020- Enero 2021. 


 
                  Fuente: Elaboración propia con datos del Sistema de inversiones. 


 


Como se muestra en el gráfico anterior, la cartera de inversiones presenta un nivel de 


concentración de 58,15% en moneda. Al compararse el resultado del cierre de enero del 


2021 respecto del mes anterior (57,84%), se presenta un aumento del 0,31%, producto 


del incremento en la posición en colones. 


Gráfico N°19. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Comparativo Concentración por plazo. 
Portafolio de Inversiones. 
Enero 2020- Enero 2021. 


 
                   Fuente: Elaboración propia con datos del Sistema de Inversiones. 


 


Como se muestra en el gráfico anterior, el portafolio presenta un nivel de concentración 


de 31,55% por plazo. Comparando el resultado con el mes anterior, la cartera presentó 


una disminución del 9,75% producto de la estrategia del Proceso de Inversiones, y una 


reducción en las inversiones en el mediano plazo. 


 


Actualmente, se reflejan tasas de interés bajas en el mercado local, por lo cual, la 


tendencia de invertir en productos de menos plazo puede ser positiva. 
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Gráfico N°20. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Concentración por tipo de tasa. 
Enero 2021. 


  
                                    Fuente: Elaboración propia con datos del Sistema de Inversiones. 


Como se muestra en el gráfico anterior, la cartera de inversiones (valor de mercado), al 


cierre de enero de 2021 presenta un nivel de concentración en tasa fija del 88,96% y un 


11,04% en tasa variable. De hecho, un portafolio altamente concentrado en tasas fijas se 


puede ver afectado de manera importante ante un aumento en las tasas de interés. 


4. Riesgo de Liquidez: 


El riesgo de liquidez se produce cuando a corto plazo una entidad tiene dificultades para 


atender sus compromisos de pago en el tiempo y forma previstos o se tenga que recurrir a 


la venta anticipada de instrumentos financieros con pérdidas de capital para atender sus 


compromisos. Además, mantener posiciones excesivas de efectivo por encima de las 


necesidades y operaciones normales de una entidad, es parte del riesgo de liquidez. 


En definitiva, el Fondo debe velar por una correcta gestión de su liquidez, dado que este 


es un riesgo importante y reconocido en su apetito por riesgos. Para ello, se calcula el 


Indicador de Cobertura de liquidez, el Indicador de Cobertura de Flujos y el Indicador de 


Riesgo de Liquidez, y se realizan pruebas de estrés. 


A continuación, se detallan los indicadores de riesgo de liquidez: 


i. Indicador de Cobertura de liquidez (ICL): 


La construcción de este indicador normativo se basa en el Artículo N°1 del Capítulo IV del 


Acuerdo SUGEF 17-13 y en criterios propios aplicables al Fondo. El ICL considera los 


fondos de activos líquidos de alta liquidez, las salidas y las entradas de efectivo del 


periodo en estudio. Es importante mencionar que, la metodología fue conocida y 


aprobada por el Comité de Riesgos en la sesión Ordinaria N°.80 celebrada el 26 de junio 


del 2020. 
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Es importante mencionar que, para medir el ICL se estableció la siguiente escala (número 


de veces): 


Gráfico N°21. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Límite de Tolerancia-Indicador de Cobertura de Liquidez. 


 
                                                   


Fuente: Proceso de Riesgos. 


A continuación, se detalla el resultado del Indicador de Cobertura de Liquidez: 


  Gráfico N°22. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Indicador de Cobertura de Liquidez. 
Enero 2020- Enero 2021. 


 
                              Fuente: Elaboración propia Proceso de Riesgos. 


 


Como se muestra en el gráfico anterior, el resultado del ICL de la cartera de inversiones al 


31 de enero de 2021 es de 2,72 veces. Se interpreta así: los fondos de activos líquidos de 


calidad cubren en 2,72 veces la diferencia entre las salidas (pago de planillas y la CCSS) 


y los ingresos de recursos constituidos por los aportes.  


 


El resultado del indicador se encuentra dentro de los niveles de tolerancia al riesgo 


establecido para el indicador. Es importante mencionar que, todos los recursos 


provenientes de aportes y vencimientos de principal o intereses fueron utilizados para el 


pago de obligaciones o invertidos en procura del beneficio de sus afiliados y afiliadas. 
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ii. Indicador de Cobertura de Flujos (ICF): 


El Indicador de Cobertura de Flujos permite identificar sobre cuantas veces mis ingresos 


del mes cubren mis egresos del periodo. De esta forma se podrá obtener el cociente entre 


los egresos y cada una de las fuentes de disponibilidad de recursos, así podemos 


determinar mensualmente cual es el nivel de agotamiento de cada fuente. Es importante 


mencionar que, la metodología fue conocida y aprobada por el Comité de Riesgos en la 


sesión Ordinaria N°80 celebrada el 26 de junio del 2020. 


Por otra parte, al ICF no se le define límite; sin embargo, se le estará dando un 


seguimiento por parte del Proceso de Riesgos y valorar si las inversiones están 


generando un exceso o faltante de liquidez. 


A continuación, se detalla el resultado del Indicador de Cobertura de flujos: 


Gráfico N°23. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Indicador de Cobertura de flujos. 


Enero 2020- Enero 2021. 


 
                                 Fuente: Elaboración propia Proceso de Riesgos. 
 


Como se muestra en el gráfico anterior, el resultado del ICF de la cartera de inversiones 


es de 2,35 veces. Se interpreta así: el ingreso de recursos constituidos por los aportes 


más los fondos líquidos de alta calidad de la cartera de inversiones cubren en 2,35 veces 


las obligaciones mensuales de enero 2021. 


iii. Indicador de Riesgo de Liquidez de mercado: 


El indicador de riesgo de liquidez se calcula con la información reportada por la Bolsa 


Nacional de Valores (BNV); por cada título se calcula el spread (diferencia entre el precio 


de compra y el de venta de un activo financiero) de todas las posturas registradas por el 


BNV, donde se obtiene el spread promedio y la volatilidad, de acuerdo con el nivel de 


negociabilidad de cada valor. Por otro lado, dada la actual conformación del portafolio y la 



https://es.wikipedia.org/wiki/Activo_financiero
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inconveniencia de limitar este indicador, no se propone un límite máximo debido a que el 


comportamiento del indicador depende de la estrategia del Proceso de Inversiones con 


respecto al plazo, la moneda y el emisor para cada inversión. 


El siguiente gráfico muestra el resultado del cálculo del indicador de riesgo de liquidez a 


partir de enero del 2020. 


Gráfico N°24. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Comparativo Riesgo de liquidez. 


Enero 2020- Enero 2021. 


 
                         Fuente: Elaboración propia con datos de Valmer Costa Rica y el Sistema de inversiones. 


Como se muestra en el gráfico anterior, el indicador de riesgo de liquidez de la cartera de 


inversiones del FJPPJ es de 2,14%. Se interpreta así: en caso de liquidar operaciones de 


manera anticipada se podrían presentar pérdidas de hasta el 2,14% del portafolio de 


inversiones clasificado como valor razonable con cambios en otro resultado integral. Esta 


pérdida representaría hasta diez mil ciento tres millones quinientos ochenta mil trescientos 


cuatro colones con setenta y dos céntimos (¢10.113.580.304,72). 


El resultado de este indicador permite observar el efecto que puede presentarse en el 


portafolio de inversiones del FJPPJ, por la venta de una posición a descuentos inusuales. 


i. Pruebas de estrés del riesgo de liquidez: 


Las pruebas de estrés permiten estimar el riesgo de liquidez ante distintos niveles de 


volatilidad de los spreads y sus efectos en el portafolio de inversiones del Poder Judicial. 


En vista de lo anterior, se realizaron los siguientes escenarios de estrés de liquidez, los 


cuales consideran una variación del 2, 4, 6, 8 y 10 puntos base sobre el factor de liquidez 


utilizado por el modelo de riesgo. 


En la siguiente tabla se muestra el resultado de las pruebas de estrés de liquidez: 
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Tabla N°15. 
Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Pruebas de Estrés - Riesgo de liquidez. 
Al cierre de enero del 2021. 


ESTRÉS PÉRDIDA ESTRÉS  PÉRDIDA ESTRÉS PORCENTAJE 


2 ₡13 788 157 768,34 2,91% 


4 ₡22 191 172 938,73 4,69% 


6 ₡30 594 188 109,12 6,46% 


8 ₡38 997 203 279,50 8,23% 


10 ₡47 400 218 449,89 10,01% 
                                    Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


En la tabla anterior se muestra la posible pérdida de liquidez ante situaciones adversas en 


el mercado. Por ejemplo, ante un estrés de 2 puntos base, existe la probabilidad de 


pérdida de hasta trece mil setecientos ochenta y ocho millones ciento cincuenta y siete mil 


setecientos sesenta y ocho colones con treinta y cuatro céntimos (₡13.788.157.768,34). 


Estos escenarios son positivos puesto que ayudan a aproximar las pérdidas generadas 


por movimientos atípicos en el mercado. 


5. Indicadores de Rentabilidad: 


El siguiente gráfico muestra el resultado del rendimiento del portafolio de inversiones a 


partir de febrero de 2020, en comparación con un rendimiento de mercado, el cual está 


compuesto por los valores cuota de las Operadoras de Pensiones Complementarias, 


obtenidos de la página de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 


Gráfico N°25. 
Rentabilidad del portafolio de inversiones. 


Febrero 2020- Enero 2021. 


 
                      Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 
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Al 31 de enero de 2021 se generó una rentabilidad del 7,99%, la cual se encuentra por 


encima del rendimiento objetivo establecido para el año 2021 (5,05%). Destaca que, este 


rendimiento es un cálculo interno del Proceso de Inversiones, el cual considera una 


metodología similar (existen diferencias metodológicas) que lo permiten comparar con el 


rendimiento de mercado transmitido por Valmer. 


6. Análisis de sensibilidad del portafolio de inversiones: 


El Valor en Riesgo indica la pérdida esperada en condiciones normales de mercado; sin 


embargo, resulta insuficiente ante un periodo de crisis; por eso se han desarrollado 


técnicas para dar seguimiento y monitorear las posibles pérdidas en condiciones atípicas 


del mercado. 


a. Impacto en el valor del portafolio ante las variaciones de las principales 


variables macroeconómicas. 


En la siguiente tabla se muestra el impacto en la cartera ante variaciones en condiciones 


atípicas de mercado. 


Tabla N°16. 


Análisis de Sensibilidad. Al cierre de enero 2021. 
PÉRDIDA MONETARIA -₡28 381 427 585,36 


PÉRDIDA PORCENTUAL -5,99% 


IMPACTO TASA FIJA 1,00% 


IMPACTO TASA FLUCTUANTE 1,00% 


IMPACTO CUPON CERO 1,00% 
IMPACTO DEUDA GUBERNAMENTAL 1,00% 


IMPACTO DEUDA PÚBLICA 1,00% 


IMPACTO DEUDA BANCARIA 1,00% 


IMPACTO DEUDA CORPORATIVA 1,00% 


IMPACTO DEUDA INTERNACIONAL 1,00% 


IMPACTO USD 0,01% 


IMPACTO UDE 0,01% 


IMPACTO FONDOS CERRADOS 0,01% 
                                Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 


En la tabla anterior, se muestra la posible pérdida del portafolio de inversiones del FJPPJ 


clasificado como valor razonable con cambios en otro resultado integral ante simulaciones 


de las variaciones de las principales variables macroeconómicas tales como tasas de 


interés y tipos de cambio. 
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b. Escenarios Curve Shift: 


Adicional al punto anterior, se presentan otras técnicas “escenarios sensibilizados” para 


darle seguimiento y monitoreo a las posibles pérdidas en condiciones atípicas del 


mercado, en los que se afectan las curvas de descuento para generar nuevamente el 


precio de los instrumentos. 


i. Escenario Paralelo: 


En este primer escenario, se impactan todos los plazos de las curvas, sumando o 


restando la misma cantidad de puntos base, y poder determinar la pérdida o ganancia en 


la cartera de inversiones del FJPPJ, de acuerdo con el valor de mercado calculado con el 


impacto en las curvas. 


A continuación, se muestran los resultados del escenario paralelo restando o sumando 


1,10,30,50 y 100 puntos base. 


Gráfico N°26. 
Escenario de Sensibilidad Paralelo. 


Al 31 de enero del 2021. 


 
                     Fuente: Sistema Valmer de Costa Rica. 


 


Por ejemplo, en el gráfico anterior se muestra que al impactar todos los plazos de las 


curvas en -100 puntos base, el portafolio de inversiones aumentaría en diez mil 


seiscientos veintiséis millones ochocientos sesenta y nueve mil un colón con sesenta y 


dos céntimos (¢10.626.869.001,62). Por el contrario, al impactar todos los plazos de las 


curvas en +100 puntos base, el portafolio de inversiones disminuiría en diez mil veintitrés 


millones setecientos ochenta y un mil doscientos setenta y ocho colones con cuarenta 


céntimos (¢10.023.781.278,40). 
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ii. Otros escenarios de sensibilidad Curve Shift: 


Adicionalmente, se analizaron los escenarios Twist up, Twist down, Butterfly up, Butterfly 


down, Inversión, Steepening y Flattening. Modelos que impactan diferentes plazos de la 


curva. En el siguiente gráfico se muestran los resultados de los escenarios propuestos.  


 
Gráfico N°27. 


Resultados de Otros escenarios de sensibilidad 


Al 31 de enero del 2021. 


 


Fuente: Sistema Valmer de Costa Rica. 


Escenarios Twist up y Twist down. 


El escenario Twist up hace un giro en contra del movimiento de las manecillas del reloj 


sobre el plazo a dos años. Lo que da como resultado el aumento en el precio de los flujos 


de los instrumentos a corto plazo y una disminución de los flujos en el largo plazo. Por 


consiguiente, bajo este escenario la cartera de inversiones del FJPPJ disminuiría hasta en 


seis mil seiscientos sesenta y seis millones quinientos cincuenta y nueve mil seiscientos 


treinta y seis colones con cincuenta y cuatro céntimos (¢6.666.559.636,54). 


Por otra parte, el Twist down hace un giro a favor del movimiento de las manecillas del 


reloj sobre el plazo a dos años. Lo que da como resultado la disminución en el precio de 


los flujos de los instrumentos a corto plazo y el aumento de los flujos en el largo plazo. Por 


consiguiente, bajo este escenario la cartera de inversiones aumentaría hasta siete mil 


trescientos treinta y tres millones doscientos sesenta mil trescientos siete colones con 


ochenta y tres céntimos (¢7.333.260.307,83). 
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Escenarios Butterfly up y Butterfly down. 


Referente al Butterfly Up, se disminuye la concavidad de la curva de descuento, esta 


variación da como resultado el aumento de los precios de los activos en el corto y largo 


plazo, pero disminuye el precio de los activos en el mediano plazo. De modo que, el 


portafolio de inversiones del FJPPJ disminuiría hasta en dos mil novecientos sesenta y 


cuatro millones doscientos cincuenta y un mil trescientos dieciocho colones con treinta y 


dos céntimos (¢2.964.251.318,32). 


En el escenario Butterfly Down, se ensancha la concavidad de la curva de descuento, 


esta variación da como resultado la disminución de los precios de los activos en el corto y 


largo plazo, pero aumenta el precio de los activos en el mediano plazo. De modo que, el 


portafolio de inversiones del FJPPJ aumentaría hasta en tres mil ciento sesenta y ocho 


millones cuatrocientos doce mil ochocientos cincuenta y tres colones con treinta céntimos 


(¢3.168.412.853,30). 


Escenario de Inversión. 


En este ejercicio se invierte la forma creciente de la curva, en el corto plazo aumenta y en 


el largo plazo disminuye. Se supone un comportamiento creciente de la curva original 


desde los nodos de corto hasta los de periodo medio y muestra impactos decrecientes de 


0 a 100 puntos base pasando los 5 años de la curva original. Por lo que, la cartera de 


inversiones disminuiría hasta en doscientos veintitrés millones doscientos treinta y cuatro 


mil novecientos setenta y seis colones con sesenta y ocho céntimos (¢223.234.976,68). 


Escenario Steepening. 


En esta práctica la curva original varía incrementando los niveles de manera gradual del 


corto hasta el largo plazo. Se incrementa la magnitud de la curva en 5 puntos base, desde 


el plazo a 1 día hasta 10 años y 10 puntos base para los plazos mayores a 10 años. En 


consecuencia, el portafolio de inversiones del FJPPJ disminuiría hasta en cuatro mil 


novecientos cuarenta y tres millones veinticinco mil quinientos ochenta y ocho colones 


con ochenta y cinco céntimos (¢4.943.025.588,85). 


Escenario Flattening. 


En este escenario la variación en la curva parece “aplanarse” en el corto y en el largo 


plazo. Resulta un efecto de incremento en el corto plazo y decremento en el largo plazo. 


Para este escenario, se realiza la sensibilidad de la siguiente manera: se proponen 


impactos decrecientes aplicados desde el plazo a 1 día hasta 4 años, para los plazos de 


cuatro a cinco años, la curva se mantiene sin variaciones; a partir del 5 año se impacta la 


curva de forma decreciente con magnitud de 5 a 45 puntos base. 
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Bajo este escenario, la cartera de inversiones del FJPPJ aumentaría en ciento treinta y 


cinco millones ochenta y cinco mil doscientos veintinueve colones con noventa y siete 


céntimos (¢135.085.229,97). 


c. Key Rate Duration (KR): 


Finalmente, el módulo Key Rate Duration (KR), escenario PV01 (present value of a basis 


point) es una medida adicional del riesgo de mercado y una herramienta muy utilizada en 


el proceso del monitoreo de riesgos. 


Nos permite examinar la sensibilidad por variaciones en la curva por plazo. Impactos de 


un punto base para cada uno de los plazos en escenarios independientes. Se debe 


interpretar como la variación potencial en los precios como consecuencia del movimiento 


equivalente a un punto base en las tasas de interés. Comúnmente el impacto de un punto 


base se realiza por plazo sobre la curva; no obstante, existe el caso en que el impacto se 


realiza sobre todos los nodos de esta. Este último caso se llamará escenario TOTAL 


PV01. 


En la siguiente tabla se muestran los resultados del módulo: 


Tabla N°17. 


Resultado Key Rate Duration. Al 31 de enero del 2021. 


ESCEANRIO 
VALOR DE MERCADO 


SENSIBILIZADO 
PÉRDIDA O 


GANANCIA MONTO 
PÉRDIDA O GANANCIA 


PORCENTAJE 


 TOTAL PV01 473 494 763 689,79 -103 125 570,36 -0,021775% 


 1D PV01 473 597 889 444,84 184,69 0,000000% 


 1W PV01 473 597 882 137,04 -7 123,11 -0,000002% 


 1M PV01 473 597 662 437,93 -226 822,23 -0,000048% 


 3M PV01 473 597 544 681,61 -344 578,54 -0,000073% 


 6M PV01 473 596 753 074,21 -1 136 185,94 -0,000240% 


 1Y PV01 473 591 812 872,16 -6 076 387,99 -0,001283% 


 2Y PV01 473 585 395 348,94 -12 493 911,21 -0,002638% 


 3Y PV01 473 589 011 256,76 -8 878 003,40 -0,001875% 


 4Y PV01 473 617 289 979,80 19 400 719,65 0,004096% 
 5Y PV01 473 651 518 994,06 53 629 733,91 0,011324% 


 6Y PV01 473 713 692 054,00 115 802 793,85 0,024452% 


 7Y PV01 473 786 218 749,29 188 329 489,14 0,039766% 


 8Y PV01 473 867 236 878,05 269 347 617,90 0,056873% 


 9Y PV01 473 949 075 032,67 351 185 772,51 0,074153% 


 10Y PV01 474 042 200 139,67 444 310 879,52 0,093816% 


 15Y PV01 473 703 003 843,90 105 114 583,75 0,022195% 


 20Y PV01 473 806 126 791,08 208 237 530,93 0,043969% 


 30Y PV01 473 753 592 747,06 155 703 486,90 0,032877% 
Fuente: Sistema Valmer de Costa Rica. 
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En la tabla anterior, en la columna Pérdida o Ganancia monto se muestra el resultado de 


la diferencia entre el valor de mercado de la cartera y el valor de la cartera sensibilizado 


con el impacto de magnitud de un punto base en diferentes plazos de la curva. Además, 


del impacto de un punto base en todos los plazos de la curva. De hecho, según el método 


de sensibilidad la cartera de inversiones reflejaría una pérdida de ciento tres millones 


ciento veinticinco mil quinientos setenta colones con treinta y seis céntimos 


(¢103.125.570,36) producto del impacto en los plazos de la curva. 


 


V. Cumplimiento de límites de acuerdo con el Reglamento de Gestión 


de Activos (RGA) de la (SUPEN). 


Destaca que, en el Reglamento de Gestión de Activos se establecen los límites 


prudenciales para la gestión de las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial.  


A continuación, se refleja el comportamiento de los límites por artículo del R.G.A. 
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Tabla N°18. 
Cumplimiento de límites-Reglamento Gestión de Activos. Artículo 67. Al 31 de enero del 2021. 


Artículo 67. Límites generales     


Criterio 
Límite 


Normativo 
Actual Diferencia 


Límite 
Prudencial 


Actual Diferencia 


a. En valores emitidos por el Sector Público local hasta el 80% 80% 77,93% 2,07% 80% 77,93% 2,07% 


b. En valores emitidos en el mercado extranjero hasta el 25%. Este porcentaje puede ser ampliado 
hasta el 50%, demostrando con base en estudios técnicos, que la ampliación del límite cumple con lo 
establecido en el artículo 62 de la Ley de Protección al Trabajador. 


50,00% 0,00% 50,00% 


10,00% 


0,00% 10,00% 


c. En valores emitidos por un mismo grupo o conglomerado financiero local, o en el ámbito 
internacional en un mismo emisor, sus subsidiarias y filiales. 


   


  


Conglomerado Financiero Banco de Costa Rica y Subsidiarias 10,00% 2,63% 7,37% 8,50% 2,63% 5,87% 


Conglomerado Financiero Banco Nacional de Costa Rica y Subsidiarias 10,00% 0,00% 10,00% 9,00% 0,00% 9,00% 


Conglomerado Financiero Banco Popular y de Desarrollo Comunal y Subsidiarias  10,00% 1,58% 8,42% 9,50% 1,58% 7,92% 
Conglomerado Financiero Grupo Mutual Alajuela – La Vivienda de Ahorro y Préstamo y Subsidiarias 10,00% 0,79% 9,21% 9,00% 0,79% 8,21% 


Grupo Financiero BAC Credomatic 10,00% 1,21% 8,79% 9,50% 1,21% 8,29% 


Grupo Financiero BNS de Costa Rica 10,00% 0,00% 10,00% 9,50% 0,00% 9,50% 


Grupo Financiero Davivienda 10,00% 1,11% 8,89% 9,00% 1,11% 7,89% 


Grupo Financiero Improsa 10,00% 3,77% 6,23% 8,50% 3,77% 4,73% 


Grupo Financiero Lafise 10,00% 0,95% 9,05% 8,50% 0,95% 7,55% 


Grupo Prival  10,00% 1,88% 8,12% 9,50% 1,88% 7,62% 


d. Cualquier otro límite establecido en leyes que rigen la materia aplicable a los fondos de pensión, los 
de capitalización laboral y ahorro voluntario. 0,00% 


  


0,00% 
  


e. Hasta el 10% en cada administrador externo de inversiones. 10% 0,00% 10,00% 10% 0,00% 10,00% 
Fuente: Proceso de Riesgos.  


Tabla N°19. 
Cumplimiento de límites-Reglamento Gestión de Activos. Artículo 68. Al 31 de enero del 2021. 


Artículo 68. Límites por tipo de instrumento     


Criterio 
Límite 


Normativo 
Actual Diferencia 


Límite 
Prudencial 


Actual Diferencia 


a. Títulos de deuda:         0   


hasta un 10% en Instrumentos de deuda individual 10% 1,05% 8,95% 10% 1,05% 8,95% 


ii. Hasta un 5% En cada uno de los siguientes instrumentos: reportos, préstamo de valores, notas 
estructuradas con capital protegido y en deuda estandarizada nivel III. 5% 


0,00% 5,00% 
5% 


0,00% 5,00% 


b. Títulos representativos de propiedad:   
  


    


i. Hasta un 25% en instrumentos de nivel I, excepto en fondos y vehículos de inversión financieros 
locales donde se podrá invertir hasta un 5%. 25% 


0,00% 25,00% 
10% 


0,00% 10,00% 


ii. Hasta un 10% en instrumentos de nivel II. 10% 5,53% 4,47% 10% 5,53% 4,47% 


iii. Hasta un 5% en instrumentos de nivel III. 5% 0,00% 5% 0% 0% 0% 
Fuente: Proceso de Riesgos.  
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Tabla N°20. 
Cumplimiento de límites-Reglamento Gestión de Activos. Artículo 69. Al 31 de enero del 2021. 


Artículo 69. Límites por emisor     


Emisor 
Límite 


Normativo 
Actual Diferencia 


Límite 
Prudencial 


Actual Diferencia 


Los fondos deben cumplir con un límite máximo de inversión de hasta un 10% en un solo emisor de cualquier tipo de valores, excepto para el 
Ministerio de Hacienda de Costa Rica, el Banco Central de Costa Rica y los emisores de deuda soberana internacional de países que cuenten con 
calificación de riesgo dentro del grado de inversión. 


   


BCCR N.A 0,19% - N.A 0,19% - 


BCIE 10% 1,54% 8,46% 10% 1,54% 7,96% 


BCR 10% 1,08% 8,92% 9% 1,08% 7,92% 


BCRSF 10% 1,55% 8,45% 9% 1,55% 6,95% 


BDAVI 10% 1,11% 8,89% 9% 1,11% 7,89% 


BNCR 10% 0,00% 10,00% 9% 0,00% 9,00% 


BPDC 10% 1,58% 8,42% 10% 1,58% 7,92% 


BSJ 10% 1,21% 8,79% 10% 1,21% 8,29% 


FGSFI 10% 1,54% 8,46% 9% 1,54% 6,96% 


G N.A 71,08% - N.A 71,08% - 


ICE 10% 4,01% 5,99% 9% 4,01% 4,49% 


VISTA 10% 0,16% 9,84% 8% 0,16% 7,34% 


SCOTI 10% 0,00% 10,00% 10% 0,00% 9,50% 


BPROM 10% 1,52% 8,48% 8% 1,52% 5,98% 


MULTI 10% 1,28% 8,72% 9% 1,28% 7,22% 


BLAFI 10% 0,95% 9,05% 9% 0,95% 7,55% 


PRIVA 10% 0,87% 9,13% 10% 0,87% 8,63% 


BIMPR 10% 2,23% 7,77% 9% 2,23% 6,27% 


PRSFI 10% 1,01% 8,99% 10% 1,01% 8,99% 


MADAP 10% 0,79% 9,21% 9% 0,79% 8,21% 


MUCAP 10% 1,14% 8,86% 9% 1,14% 7,86% 
Fuente: Proceso de Riesgos.  
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Tabla N°21. 
Cumplimiento de límites-Reglamento Gestión de Activos. Artículo 70. Al 31 de enero del 2021. 


Artículo 70. Límites por emisor     


Emisor Límite Actual Diferencia 
Límite 


Prudencial 
Actual Diferencia 


Los límites anteriores aplican, únicamente a los tipos de instrumentos que estén autorizados en la asignación 
estratégica de activos y en la política de inversión de los fondos. Los valores que no cuenten con la autorización 
indicada mantienen un límite de cero por ciento. 
Si producto de las labores de supervisión, se determina que en el proceso de autorización mencionado en el 
párrafo anterior, no se cumplió con aspectos requeridos en los principios del gobierno de las inversiones 
establecidos en este Reglamento, la Superintendencia de Pensiones puede requerir a la entidad no incrementar sus 
posiciones en los instrumentos que corresponda y presentar un plan de reducción de riesgos, esto sin perjuicio de 
lo que se determine de conformidad con lo establecido en otros Reglamentos. 


0% 20.95% -20.95% 0% 20.95% -20.95% 


Fuente: Proceso de Riesgos.  


 


Como se muestra en las tablas N°18, N°19, N°20 y N°21 únicamente se mantienen excesos en los siguientes 


límites: 


Tabla N°22.  
Exceso de límites de acuerdo con el (R.G.A) y los límites prudenciales del FJPPJ.  


Al 31 de enero del 2021.  
 


Artículo  Criterio  Límite R.G.A   Límite Prudencial 
FJPPJ  


Actual  Diferencia  


N°70.  Instrumentos “no autorizados”.  0,00%   0,00%  20,95%  -20,95%  
Fuente: Proceso de Riesgos.  


  


Es importante mencionar que, el portafolio invirtió en instrumentos que el marco normativo aplicable en su 
momento permitía, pero que en el nuevo marco normativo de la SUPEN clasifica como instrumentos “no 


autorizados”, mismos que están siendo gestionados para su alineamiento.
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VI. Conclusiones 


1. El portafolio de inversiones del FJPPJ, al 31 de enero de 2021 posee un valor facial 


colonizado de seiscientos ocho mil trescientos veintiséis millones setecientos 


diecinueve mil cuarenta y tres colones con noventa y cuatro céntimos 


(¢608.326.719.043,94).  


 


2. Al comparar el valor facial del portafolio de inversiones con el mismo periodo del 


año anterior, se presenta un aumento cuarenta y siete mil novecientos ochenta y 


dos millones ciento un mil cuatrocientos noventa y cuatro colones con veintinueve 


céntimos (¢47.982.101.494,29) en procura de sus afiliados y afiliadas. Además, en 


comparación con el cierre del mes anterior, refleja un incremento de novecientos 


setenta y seis millones setenta y un mil trescientos noventa y cuatro colones con 


sesenta y dos céntimos (¢976.071.394,62). 


 


3. Los resultados de los indicadores de riesgo de precios VaR Histórico regulatorio, 


Var Paramétrico y VaR Montecarlo se encuentran dentro de los límites de apetitos 


establecidos.  


 


4. El resultado del indicador de riesgo de tipo de cambio es razonable y se encuentra 


dentro de los límites de apetito establecidos.  


 


5. El portafolio de inversiones del FJPPJ muestra un grado normal de concentración 


por instrumento y un grado 1 de concentración por Emisor, lo cual es normal dentro 


de las características estructurales de mercado financiero local.  


 


6. El resultado del Indicador de Cobertura de Liquidez refleja un resultado de 2,72 


veces al cierre de enero 2021. Destaca que, se encuentra dentro del límite de 


tolerancia establecido, el cual es normal considerando los ingresos recibidos y las 


posibilidades de colocación en el mercado costarricense.   


 


7. Los resultados de las medidas cuantitativas financieras de riesgo calculados de 


tasa de interés, crédito, liquidez, concentración por moneda, tasa y plazo son 


razonables de acuerdo con las condiciones actuales de la economía nacional. 
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8. De acuerdo con los datos suministrados por el Proceso de Inversiones, la 


rentabilidad generada durante enero 2021 fue de (7,99%), la cual se encuentra por 


encima del rendimiento objetivo establecido para el año 2021 (5,05%). 


 


9. El Proceso de Riesgos verificó el cumplimiento del régimen de inversión aplicable, 


de acuerdo con los límites prudenciales y normativos del Reglamento de Gestión 


de Activos de la SUPEN. 


VII. Recomendaciones: 


Analizados los indicadores de riesgo, se le recomienda al Proceso de Inversiones o 


cualquier otra instancia responsable de ejecutarlas, las siguientes propuestas: 


Tabla N°23. 


Recomendaciones por tipo de riesgo, enero de 2021. 
Tipo de Riesgo Recomendación 


Riesgo cambiario 


Considerar la coyuntura económica actual con respecto al comportamiento del tipo 


de cambio para la toma de decisiones de las inversiones. Se recomienda cautela, 


no colonizar posiciones en dólares y seguir impulsando el proyecto estratégico de 


incursionar en los mercados internacionales. 


Riesgo de precio/ Riesgo 
de tasas de Interés  


Primero, dar seguimiento al comportamiento de las tasas de interés. Un posible 
aumento de tasas de interés provocaría una caída en el valor de mercado de las 
inversiones. 
 
Segundo, considerar los títulos que presentan una mayor contribución al VaR para 
disminuir la posible pérdida ante cambios en los precios (valorando riesgo y 
rendimiento). El anexo N° 1. contiene el VaR Marginal del portafolio. 
 
Finalmente, continuar aumentando la colocación en instrumentos de tasa variable, 
debido a que un portafolio altamente concentrado en tasas fijas se ve mucho más 
afectado ante un aumento en las tasas de interés.  


Riesgo de 
Concentración 


Insistir en la necesidad de diversificación por mercado internacional y por moneda 


extranjera tomando en cuenta las restricciones estructurales que existen en 


mercado nacional.  


Continuar buscando opciones en el mercado nacional que ayuden a disminuir el 
grado de concentración por emisor, siempre y cuando ayuden a aumentar la 
rentabilidad del Portafolio de Inversiones del FJPPJ. 


Riesgo de liquidez 


Con el fin de evitar excesos de liquidez, considerar el plazo de colocación de las 
inversiones, ya que se podrían aumentar los rendimientos de las inversiones, 
considerando el mercado al que tiene acceso el FJPPJ.  
 


Además, dar seguimiento constante al tema de la liquidez. (efectivo y liquidez del 


mercado). 
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MBA. Rodolfo Román Taylor.                            MBA. José Andrés Lizano Vargas           


Profesional II Proceso de Riesgos                             Jefe Proceso de Riesgos 


Anexos: 


1. Anexo 1: resultados del VaR Marginal del portafolio del Poder Judicial: 


Tabla N°24. 
VaR Marginal del portafolio de inversiones. 


Al 31 de enero del 2021. 


ISIN 
DIAS POR 


VENCER 


PÉRDIDA MÁXIMA 
ESP ERADA 
(MONTO) 


PÉRDIDA MÁXIMA ESP 


ERADA (PORCENTAJE) 


 VAR MARG. 


PORTAFOLIO MONTO 


 VAR MARG. PORTAFOLIO 


PORCENTAJE 


CRG0000B99G9 2 669 396 319 467,67 4,27% 3 975 450 357,31 0,84% 


CRG0000B57I3 3 268 133 509 039,98 2,54% 3 962 228 346,18 0,85% 


CRG0000B60I7 2 185 279 920 207,09 1,85% 3 944 492 964,47 0,85% 


CRG0000B28I4 3 380 777 530 921,74 2,89% 3 999 968 766,89 0,85% 


CRG0000B45I8 2 902 275 938 218,86 8,67% 4 009 619 558,23 0,85% 


CRG0000B28H6 3 117 544 351 523,94 2,93% 4 005 913 654,10 0,85% 


CRG0000B78I9 1 945 488 976 990,73 2,03% 3 997 591 306,34 0,85% 


CRG0000B48H4 2 041 174 720 086,38 3,37% 4 034 091 654,82 0,85% 


CRG0000B64H1 3 533 171 905 485,08 12,74% 4 047 422 314,00 0,85% 


CRG0000B88H0 2 635 31 787 552,37 8,77% 4 047 552 687,05 0,86% 


CRG0000B29H4 1 675 847 647 377,07 1,27% 4 008 696 528,47 0,86% 


CRG0000B56I5 1 467 52 988 395,49 2,84% 4 037 594 909,83 0,86% 


CRG0000B38I3 2 007 130 073 166,54 7,57% 4 039 903 767,51 0,86% 


CRG0000B70G0 1 737 40 548 881,35 7,20% 4 054 175 646,68 0,86% 


CRBDAVIB0260 809 109 787 962,91 2,66% 4 021 624 577,03 0,86% 


CRG0000B01H3 4 436 3 012 386,68 9,83% 4 057 258 154,04 0,86% 


CRFGSFIL0014 0 288 738 038,16 2,89% 4 055 261 059,45 0,86% 


CRBCCR0B4338 1 483 18 938 392,25 2,83% 4 055 562 169,34 0,86% 


CRG0000B79H9 1 309 46 171 952,16 1,61% 4 046 181 088,06 0,86% 


CRG0000B35H1 5 092 22 744 763,72 1,83% 4 055 174 365,77 0,86% 


CRBCCR0B4320 944 1 477 128,07 3,31% 4 058 513 430,69 0,86% 


CRG0000B91G6 2 277 4 235 609,43 8,63% 4 058 934 119,45 0,86% 


CRBCCR0B4270 41 9 211 483,55 1,83% 4 057 220 084,11 0,86% 


CRG000000591 204 -274,37 -0,01% 4 059 549 482,75 0,86% 


CRG000000562 68 -323,40 -0,01% 4 059 549 173,88 0,86% 


CRG000000580 157 -268,81 -0,01% 4 059 550 024,27 0,86% 


CRG000000568 91 -718,97 -0,02% 4 059 549 764,29 0,86% 


CRG000000560 61 -253,51 0,00% 4 059 549 195,00 0,86% 


CRG000000567 90 -975,06 -0,02% 4 059 550 284,25 0,86% 


CRG0000B73G4 510 1 737 045,71 1,13% 4 059 285 752,76 0,86% 


CRG000000589 200 -1 036,39 -0,01% 4 059 553 094,35 0,86% 


CRG000000579 153 -814,33 -0,01% 4 059 552 438,87 0,86% 


CRG000000555 24 -469,57 0,00% 4 059 551 684,77 0,86% 


CRG000000594 213 -1 906,79 -0,01% 4 059 554 933,41 0,86% 
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ISIN 
DIAS POR 
VENCER 


PÉRDIDA MÁXIMA 
ESP ERADA 


(MONTO) 


PÉRDIDA MÁXIMA ESP 
ERADA (PORCENTAJE) 


 VAR MARG. 
PORTAFOLIO MONTO 


 VAR MARG. PORTAFOLIO 
PORCENTAJE 


CRG000000558 53 -996,53 -0,01% 4 059 551 456,46 0,86% 


CRG000000561 66 -684,85 0,00% 4 059 550 268,02 0,86% 


CRG000000559 60 -1 155,62 -0,01% 4 059 551 552,32 0,86% 


CRG0000B37I5 311 690 711,23 2,82% 4 059 483 477,50 0,86% 


CRG000000554 23 -587,79 0,00% 4 059 553 082,96 0,86% 


CRG000000569 98 -2 733,96 -0,01% 4 059 553 401,41 0,86% 


CRG000000556 32 -828,68 0,00% 4 059 553 629,89 0,86% 


CRG000000592 208 -3 936,60 -0,01% 4 059 563 221,97 0,86% 


CRG0000B59I9 743 30 426 563,89 1,26% 4 049 561 895,35 0,86% 


CRG0000B93G2 682 115 901 229,19 1,12% 4 056 538 950,97 0,86% 


CRG0000B20I1 281 2 497 410,10 2,26% 4 059 614 729,05 0,86% 


CRG000000593 211 -14 946,01 -0,02% 4 059 587 096,09 0,86% 


CRG0000B96G5 869 124 021 757,45 1,21% 4 056 215 402,49 0,86% 


CRG0000B56H7 117 12 859 668,07 1,51% 4 059 367 367,14 0,86% 


CRICE00B0077 505 19 788 223,55 2,94% 4 059 943 471,28 0,86% 


CRVISTAL0014 0 28 086 056,68 2,77% 4 059 613 817,39 0,86% 


CRG000000552 19 -853,58 0,00% 4 059 575 710,80 0,86% 


CRG0000B26H0 1 131 392 820 841,63 1,33% 4 046 659 167,76 0,86% 


CRG000000588 199 -12 742,09 -0,01% 4 059 607 843,11 0,86% 


CRG0000B25H2 233 67 484 598,82 1,84% 4 054 733 196,08 0,86% 


CRG0000B45H0 958 16 669 825,86 1,04% 4 057 632 332,70 0,86% 


CRG0000B79I7 2 517 265 690 827,72 1,68% 4 034 031 050,23 0,86% 


CRG0000B24I3 924 62 175 975,80 5,74% 4 058 396 820,13 0,86% 


CRICE00B0200 2 378 37 121 839,54 5,16% 4 060 620 956,43 0,86% 


CRG000000553 20 -2 464,83 0,00% 4 059 603 437,02 0,86% 


CRG0000B18I5 890 68 774 332,90 1,27% 4 046 547 466,91 0,86% 


CRG0000B90G8 476 82 618 175,81 3,36% 4 060 304 088,11 0,86% 


CRMULTIL0018 0 162 933 140,11 1,96% 4 058 208 518,47 0,86% 


CRBCRSFL0011 0 348 773 981,99 6,52% 4 059 551 675,90 0,86% 


CRICE00B0051 288 195 862 367,87 2,72% 4 060 897 040,60 0,86% 


CRG0000B21I9 558 244 351 930,24 4,08% 4 059 556 905,03 0,86% 


CRBCRSFL0029 0 378 879 681,13 13,19% 4 063 461 232,27 0,86% 


CRBIMPRB1019 981 43 930 053,21 2,97% 4 052 171 689,96 0,86% 


CRBDAVIB0245 778 44 595 354,49 1,44% 4 038 605 344,23 0,86% 


CRPRSFIL0019 0 97 321 454,47 1,48% 4 060 273 780,56 0,86% 


CRBSJ00B2283 1 711 22 622 679,38 1,13% 4 049 718 487,94 0,86% 


CRG0000B13G0 343 204 850 863,82 2,22% 4 064 005 960,48 0,86% 


CRG0000B58I1 5 421 491 375 419,52 1,95% 4 024 645 972,30 0,86% 


CRBPROMB2068 1 759 63 623 651,43 1,27% 4 026 767 276,57 0,86% 


CRG000000590 201 -111 649,85 -0,01% 4 060 050 338,40 0,86% 


CRBIMPRB0912 1 013 17 978 144,03 0,90% 4 053 363 040,35 0,86% 


CRBIMPRB0938 1 020 10 802 033,14 0,54% 4 054 312 679,68 0,86% 


CRBLAFIB0179 837 8 581 587,49 0,43% 4 055 361 164,08 0,86% 


CRBIMPRB1043 684 34 995 317,19 1,00% 4 046 974 409,84 0,86% 


CRBIMPRB0995 775 16 235 338,05 0,65% 4 056 166 240,64 0,86% 


CRPRIVAB0334 421 63 372 722,84 3,40% 4 062 494 184,95 0,86% 
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ISIN 
DIAS POR 
VENCER 


PÉRDIDA MÁXIMA 
ESP ERADA 


(MONTO) 


PÉRDIDA MÁXIMA ESP 
ERADA (PORCENTAJE) 


 VAR MARG. 
PORTAFOLIO MONTO 


 VAR MARG. PORTAFOLIO 
PORCENTAJE 


CRBPROMB1854 421 12 863 575,28 0,69% 4 062 587 825,55 0,86% 


CRBPDC0B7606 460 68 385 470,54 1,07% 4 024 201 672,14 0,86% 


CRBPROMB1888 809 13 331 547,53 0,44% 4 053 706 101,66 0,86% 


CRG0000B39I1 384 236 293 739,46 3,60% 4 062 886 401,35 0,86% 


CRBCRSFG0224 0 51 022 151,71 2,77% 4 067 915 542,07 0,86% 


CRBIMPRB0896 778 27 316 057,30 0,91% 4 058 208 626,42 0,86% 


CRBSJ00B2275 809 35 561 284,68 1,74% 4 067 061 403,36 0,86% 


CRG0000B80I5 1 075 135 494 194,92 0,79% 4 055 038 127,55 0,86% 


CRPRIVAB0342 484 134 796 268,40 3,58% 4 065 980 339,16 0,87% 


CRBPDC0B7663 1 226 74 089 559,99 1,92% 4 065 689 528,34 0,87% 


CRBLAFIB0161 118 71 491 092,67 2,81% 4 082 956 883,74 0,87% 


CRMUCAPB1524 567 67 462 704,66 1,77% 4 089 611 619,29 0,87% 


CRBSJ00B2242 1 640 61 054 252,20 4,65% 4 113 670 862,82 0,87% 


CRMUCAPB1532 781 76 605 458,27 2,12% 4 097 187 965,27 0,87% 


CRBSJ00B2259 1 497 108 379 928,78 4,29% 4 109 610 063,26 0,87% 


CRBCIE0B0299 985 2 996 592,96 0,03% 4 058 128 819,40 0,88% 


CRICE00B0036 241 6 738 926,21 0,04% 4 057 839 593,06 0,89% 
Fuente: Elaboración propia con base en datos del Sistema Valmer Costa Rica. 
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I. Introducción. 


El informe facilita la información relevante del Fondo de Inversión Inmobiliario 


Multifondos. Para el Proceso de Riesgos, resulta fundamental analizar e informar acerca 


de los Emisores donde se podrían invertir los recursos del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ).  


Por otra parte, la estructura presentada en este documento se fundamenta en las sanas 


prácticas de gestión de riesgos, las cuales son necesarias para minimizar el riesgo de 


incumplimiento de alguna de las contrapartes con quienes se mantiene operaciones 


financieras y, además, fortalecer la toma de decisiones del Proceso de Inversiones, los 


Comités técnicos y del Órgano de Dirección.  


II. Fondo de inversión Inmobiliario Multifondos. 


El Fondo de Inversión Inmobiliario Multifondos está dirigido a inversionistas con un alto 


grado de conocimiento del mercado inmobiliario de este país y con un alto poder 


adquisitivo. En definitiva, a inversionistas que posean algún grado de asesoría que les 


permita comprender las técnicas de gestión de activos, utilizadas por los administradores 


de carteras colectivas de inversión. 


Es un Fondo que se dirige a inversionistas con un horizonte de inversión de largo plazo, 


que deseen participar de una cartera inmobiliaria y cualquier plusvalía de sus activos, 


como resultado de su revalorización. 


a. Características del Fondo: 


Tabla N°1. 
Características del Fondo de Inversión. 


Naturaleza Cerrado 


Objetivo Ingreso-Inmobiliario 
Moneda Dólares 


Diversificación Diversificado 


Monto mínimo de la inversión US $5.000 


Plazo de permanencia 1 año (recomendado) 
ISIN CRMULTIL0018 


Vencimiento No tiene 
                          Fuente: Fuente: Prospecto Fondo Inmobiliario Multifondos. 
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III. Composición del Fondo de Inversión Inmobiliario Multifondos. 


Al 31 de diciembre de 2020, la estructura del portafolio del Fondo inmobiliario está compuesta por 


16 inmuebles, siendo los más representativos el Centro Corporativo El Cafetal y el Parque 


Industrial zona Franca Metropolitana. 


La siguiente tabla muestra el detalle de la estructura del Fondo a partir del 31 de diciembre de 


2019.  


Tabla N°2. 
Inmuebles del Fondo Inmobiliario Multifondos. 


Datos 31/12/2019 31/3/2020 30/6/2020 30/9/2020 31/12/2020 Variación Anual 


Cantidad Inmuebles. 16 16 16 16 16 - 


M2. Terreno 306 459,78 306 459,78 306 459,78 306 459,78 306 459,78 - 


M2. Edificio 201 443,58 201 443,58 201 443,58 201 443,58 201 443,58 - 


M2. Parqueo 76 809,49 76 809,49 76 809,49 76 809,49 76 809,49 - 


M2. Arrendables 177 062,65 177 062,65 177 062,65 177 062,65 177 062,65 - 


 M2. Arrendados 163 948,68 157 149,45 157 624,91 155 390,28 153 530,95 -10 417,73 


Valor en Libros 243 516 060,76 243 545 785,76 243 470 366,76 243 595 699,52 243 580 594,64 64 533,88 


 Cant. Inquilinos 120,00 115,00 110,00 104,00 104,00 -16 


 Renta Mensual 2 168 444,22 2 146 688,44 2 014 712,09 2 051 191,25 2 084 025,64 -84 418,58 


Elaboración: Proceso de Riesgos / Fuente: Sugeval. 


De acuerdo con la tabla anterior, destaca lo siguiente: 


• Al cierre de diciembre del 2020, el Fondo posee 16 inmuebles.  


• Al comparar la renta mensual al cierre de diciembre de 2020 con la diciembre de 2019, se 


refleja una disminución del 3,89% en los ingresos y en la cantidad de inquilinos (-16) 


principalmente por los efectos de la pandemia Covid-19; no obstante, a partir de setiembre 


de 2020 se muestra una tendencia hacia el alza. 


• En el último año se refleja un incremento en el valor en libros de los inmuebles.  


A continuación, se exhiben los ingresos por rentas del F.I Multifondos considerando los efectos de 


la pandemia. En el año 2020, se presentaron salidas de inquilinos, reducciones de precios, 


reprogramaciones de pago, extensiones de periodos de gracia y exoneración de incrementos de 


2020; sin embargo, a partir del mes de agosto se refleja una tendencia hacia el alza producto de 


que el sector comercial ha mostrado mayor dinamismo ante el cambio de políticas del Ministerio 


de Salud. Además, la colocación de espacios en parques industriales de zonas francas sigue 


mostrando apetito 
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Gráfico N°1.  
Ingresos por rentas Fondo Inmobiliario Multifondos 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 
Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


Por otro lado, la composición del Fondo Inmobiliario Multifondos se distribuye en diferentes 


actividades económicas: parques industriales, oficinas, y comercial. Como se refleja en el 


siguiente gráfico al 31 de diciembre de 2020 el mayor peso se concentra en parques industriales 


(50,15%). Además, el 79,6% de los inmuebles están ubicados en la provincia de Heredia. 


Gráfico N°2.  
Composición y ubicación Inmuebles Fondo Inmobiliario Multifondos 


Al 31 de diciembre de 2020. 


 
 Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 
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En lo que respecta al portafolio, en la siguiente tabla se detalla el valor en libros, los m2 


alquilados, el ingreso mensual, el número de inquilinos, la ocupación, el valor por m2 y el alquiler 


promedio por m2 de cada uno de los inmuebles del F.I Multifondos.  


Tabla N°3. 
Composición Inmuebles Valor en Libros Fondo Inmobiliario Multifondos. 


 


Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 
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IV. Indicadores Financieros del Fondo Inmobiliario Multifondos. 


En esta sección se pueden obtener los principales indicadores financieros, con base en la 


información remitida por los participantes en el mercado costarricense inmobiliario a la 


Superintendencia General de Valores (SUGEVAL). 


Tabla N°4. 
 Indicadores Financieros Fondo Inmobiliario Multifondos. 


 
 Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


 


Sin duda, es importante una adecuada gestión por parte de los administradores del Fondo para 


hacerle frente a los afectos de la pandemia Covid-19. Destaca que, además de lo anterior, la 


diversificación de la cartera del Fondo contribuye a una menor afectación en los ingresos.  


En general, al 31 de diciembre de 2020 el Fondo Inmobiliario Multifondos presenta indicadores 


financieros razonables. De hecho, el coeficiente de endeudamiento (24,21%) es menor al de la 


industria (26,25%). Es importante mencionar que, los préstamos representan el 22,48% de los 


activos y el 92,87% del pasivo son préstamos de largo plazo.  


Finalmente, sobresale un margen operativo del 56,60% y un rendimiento de operación sobre los 


activos del 5,35%, valor que lo posicionó en el segundo lugar en el sector inmobiliario local.  
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V. Niveles de ocupación del Fondo Inmobiliario Multifondos. 


En esta sección se pueden observar los niveles de ocupación del Fondo Inmobiliario Multifondos y 


la industria.  


En el siguiente gráfico se reflejan los resultados del sector inmobiliario al 31 de diciembre de 2020. 


Gráfico N°3. 
Ocupación sector inmobiliario local 


Al 31 de diciembre de 2020. 


Fuente: 


Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


En relación con el Fondo en estudio, sobresalen niveles de ocupación razonables de los 


inmuebles dada la situación presentada en el 2020. De hecho, la ocupación al cierre de diciembre 


de 2020 (87,00%) se encuentra levemente por debajo de los niveles de ocupación de la industria 


(89,47%). Valor que lo posicionó en el sexto lugar en el sector inmobiliario local. 


VI. Rendimientos del Fondo de Inversión Inmobiliario Multifondos. 


El rendimiento líquido a 12 meses al 31 de diciembre de 2020 se ubicó en un 5,21%. Al 


compararlo con el promedio de la industria (4,40%), encontramos un rendimiento mayor al de la 


industria, lo cual es positivo para el Fondo. Es importante mencionar que, el rendimiento se vio 


impactando por la caída en los ingresos y el incremento en los impuestos. 
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En el siguiente gráfico, se muestra el rendimiento líquido de los fondos inmobiliarios: 


 
Gráfico N°4. 


Rendimiento líquido de la industria 
Al 31 de diciembre de 2020. 


 
Fuente: Superintendencia General de Valores y Perfil Financiero. 


 


VII. Calificación de Riesgos del Fondo Inmobiliario Multifondos. 


El 07 de setiembre de 2020, la Sociedad Calificadora de Riesgo de Centroamérica ratificó al 


Fondo Inmobiliario Multifondos, una calificación de riesgo scr AA +3 con perspectiva observación.  


La calificación scr AA (CR) se otorga a aquellos fondos cuya “calidad y diversificación de los 


activos del fondo, la capacidad para la generación de flujos, las fortalezas y debilidades de la 


administración, presentan una alta probabilidad de cumplir con sus objetivos de inversión, 


teniendo una buena gestión para limitar su exposición al riesgo por factores inherentes a los 


activos del fondo y los relacionados con su entorno. Nivel muy bueno”. 


Con relación al riesgo de mercado la categoría 3 se refiere a fondos con “alta sensibilidad a 


condiciones cambiantes en el mercado”. Es de esperar que el fondo presente una variabilidad 


significativa a través de cambios en los escenarios de mercado, además de una alta exposición a 


los riesgos del mercado al que pertenecen de acuerdo con la naturaleza del fondo. 


Perspectiva en Observación: se percibe una alta probabilidad de que la calificación desmejore en 


el mediano plazo. 
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VIII. Conclusiones. 


 


a) Actualmente los fondos de inversión inmobiliario son instrumentos con poca liquidez en el 


mercado.  


 


b) En general, la evolución de la pandemia ha impactado a todo el sector inmobiliario; sin 


embargo, destacan indicadores financieros razonables.  


 


c) El Fondo Inmobiliario Multifondos presenta niveles de ocupación razonables de los 


inmuebles. De hecho, la ocupación al cierre de diciembre de 2020 (87,00%) se encuentra 


levemente por debajo de los niveles de ocupación de la industria (89,47%). Se posiciona 


en el sexto lugar en el sector inmobiliario local. 


 


d) La calificación de riesgo asignada al Fondo de Inversión Inmobiliario Multifondos, por la 


Sociedad Calificadora de Riesgo de Centroamérica es de SCR AA+3 con perspectiva 


observación.  


 


e) El rendimiento líquido a 12 meses es de 5,21%. Ubicándose en el cuarto lugar del mercado 


inmobiliario en dólares  


 


IX. Recomendación. 


Con base en los indicadores financieros y su calificación de Riesgos, el Proceso de Riesgos 


razona que el emisor Fondo de Inversión Inmobiliario Multifondos, no presenta impedimentos para 


ser una opción de inversión para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  
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San José, 03 de marzo de 2021 
Licenciada 


Ingrid Moya Aguilar 


Secretaria Comité de Riesgos 


Asunto: Acta 88-CR-FC-2021 Comité de 


Riesgos e Informes de Riesgos 


correspondiente al mes de enero 2021. 


Estimada señora: 


 


Para lo que corresponda y con el fin que si a bien lo estima, se haga de conocimiento y 


aprobación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, los documentos aprobados por el Comité de Riesgos en la sesión ordinaria del 


mes de febrero 2021, se remite lo siguiente: 


 


1. Acta 88-CR-FC-2021 Comité de Riesgos. 


2. Informe mensual del mes de febrero 2021, Asesor Externo de Riesgos. 


3. Informe de indicadores de riesgo y los resultados en los límites de tolerancia, para 


el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al mes 


de enero 2021 de 2020. 


4. Análisis de Fondos de Inversión Inmobiliarios: INS No Diversificado, Gibraltar, BCR 


No Diversificado, Multifondos y el Fondo de Inversión de Desarrollo de 


Infraestructura Pública 1 


Es menester indicar, que dichos informes fueron conocidos y aprobados por el Comité de 


Riesgos, en sesión del 18 de febrero de 2021. 


Atentamente;    


 


 


 


MBA. José Andrés Lizano Vargas 
Jefe Proceso de Riesgos  


MBA. Miguel Ovares Chavarría 
Jefe Macroproceso Financiero Contable 


 


CC.: MPM. Oslean Mora Valdez, Encargado Apoyo Administrativo JAFJPPJ. 


        Lic. Fabián Salas Fernández, Jefe a.í. Proceso de Inversiones. 
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“CONVENIO MULTILATERAL 


IBEROAMERICANO DE SEGURIDAD 


SOCIAL Y 


ACUERDO DE APLICACIÓN ”
Francis Zúñiga González


Director Regional


Centro Regional de Cooperación


Centroamérica y el Cari be
Organización Iberoamericana de Seguridad Social (OISS)







ESTRUCTURA (1)


▪6 TITULOS


▪5 CAPÍTULOS


▪35 ARTÍCULOS


▪5 ANEXOS







ESTRUCTURA (1)


▪5 TITULOS


▪5 CAPÍTULOS


▪38 ARTÍCULOS


▪5 ANEXOS







ESTRUCTURA (2)
▪ TÍTULO I: Reglas Generales y determinación de la legislación 


aplicable.


▪ Capítulo 1: Disposiciones generales (1-8)


▪ Capítulo 2: Determinación de la legislación aplicable (9-12)


▪ TITULO II: Disposiciones particulares para las distintas 


categorías de prestaciones


▪ Capítulo 1: Prestaciones de invalidez, vejez y supervivencia (13-15)


▪ Capítulo 2: Coordinación de regímenes y legislaciones basadas en el 


ahorro y la capitalización (16-17)


▪ Capítulo 3: Prestaciones de accidentes de trabajo y 


de enfermedad profesional (18)







ESTRUCTURA (2)
▪ TÍTULO I: Reglas generales y disposiciones sobre legislación 


aplicable.


▪ Capítulo 1: Reglas generales (1-5)


▪ Capítulo 2: Disposiciones sobre la legislación aplicable (6-12).


▪ TITULO II: Disposiciones sobre las prestaciones


▪ Capítulo 1: Disposiciones sobre prestaciones de invalidez, vejez y 


supervivencia (13-15).


▪ Capítulo 2: Procedimiento para tramitar las prestaciones (16-22).


▪ Capítulo 3: Disposiciones sobre prestaciones                              


derivadas de accidentes de trabajo y enfermedades           profesionales 
(23). 







ESTRUCTURA (3)


▪ TÍTULO III: Mecanismos de cooperación 


administrativa (19-22)


▪ TITULO IV: Comité Técnico- Administrativo (23-24)


▪ TITULO V: Disposición Transitoria (25)


▪ TITULO VI: Disposiciones finales (26-35)







ESTRUCTURA (3)


▪ TÍTULO III: Disposiciones sobre cooperación (24-


29)


▪ TITULO IV: Disposiciones sobre el Comité 


Técnico Administrativo (30-31)


▪ TITULO V: Disposiciones finales (32-38)







ESTRUCTURA (4)
▪ ANEXO I: Regímenes a los que no se aplica el Convenio Multilateral


▪ ANEXO II: Prestaciones a las que no se aplican las reglas del 


Convenio Multilateral.


▪ ANEXO III: Convenios suscritos entre Estados Parte del Convenio 


Multilateral mediante los que se extiende la aplicación del mismo a 


regímenes y prestaciones no comprendidas en el ámbito de 


aplicación del Convenio Multilateral.


▪ ANEXO IV: Convenios bilaterales o multilaterales en materia de 


Seguridad Social, vigentes entre Estados Parte del Convenio 


Multilateral.


▪ ANEXO V: Acuerdos entre Estados Parte por los que se establecen 


excepciones a la legislación aplicable según los artículos 9 y 10 del 


Convenio.







ESTRUCTURA (4)


▪ ANEXO I: Autoridades Competentes.


▪ ANEXO II: Instituciones Competentes de los Estados 


Parte del Convenio


▪ ANEXO III: Organismos de Enlace de cada Estado Parte 


del Convenio


▪ ANEXO IV: Reglas de cálculo de las pensiones.


▪ ANEXO V: Acuerdos sobre reembolsos de gastos 


administrativos y médicos.







DISPOSICIONES GENERALES


DEFINICIONES
▪ Los términos “actividades por cuenta propia o ajena”, 


“familiares beneficiarios o derechohabientes”, 


“funcionarios”, “legislación”, “nacional”, “pensiones”, 


“periodos de seguro, cotización o empleo”, “prestaciones 


económicas”. Se remiten a la legislación de Seguridad 


Social de los Estados Parte (EP).


▪ Los términos “Autoridad Competente” (AC), “Institución 


Competente” (IC), “Organismo de Enlace” (OE): Se 


designarán por los EP en el Acuerdo de Aplicación.







DISPOSICIONES GENERALES (1) 
▪ AUTORIDADES COMPETENTES (AC): las que figuran en el 


anexo I.


▪ INSTITUCIÓN COMPETENTE (IC): las responsables de la 


aplicación de la legislación (anexo II).


▪ Organismo de Enlace (OE): 


▪ Los organismos de cooperación e información entre las IC 


designados por la AC (anexo III).


▪ Facilitan la aplicación del Convenio.


▪ Informan de las propuestas de formularios y su modificación.


▪ Adoptan medidas de agilización y simplificación.







ANEXO I (AC)


▪ ARGENTINA: Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social.


▪ BOLIVIA: Ministro de Economía y Finanzas Públicas.


▪ BRASIL: Ministro de Previsión Social


▪ CHILE: Ministro de Trabajo y Previsión Social


▪ ECUADOR: Director General del IESS


▪ El SALVADOR: Ministerio de Trabajo y Previsión Social


▪ ESPAÑA: Ministerio de Empleo y Seguridad Social.


▪ PARAGUAY: Ministerio de Justicia y Trabajo


▪ PERÜ: Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo. Ministerio de Economía 


y Finanzas


▪ PORTUGAL: Ministro da Solidariedade e da Segurança Social (en Açores y 


Madeira Secretarios Regionales)


▪ URUGUAY: Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.







ANEXO II (IC)


▪ ARGENTINA: Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES); todo otro 


organismo Nacional, Provincial, Profesional y Municipal comprendido en el 


régimen de reciprocidad de jubilaciones y pensiones. Superintendencia de 


Riesgos del Trabajo


▪ BOLIVIA: Gestora de la Seguridad Social de Largo Plazo.


▪ BRASIL: Instituto Nacional do Seguro Social (INSS).


▪ CHILE:


▪ Pensiones: APF y IPS


▪ Invalidez: Comisiones Médicas de la Superintendencia de Pensiones 


(AFP). Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez del domicilio (IPS) y 


Región Metropolitana (residentes en extranjero).







ANEXO II (IC)


▪ ECUADOR: IESS


▪ ESPAÑA: Direcciones Provinciales INSS, ISM, Tesorería General.


▪ EL SALVADOR: Instituto Salvadoreño del Seguro Social (ISSS); Instituto 


Nacional de Pensiones de los Empleados Públicos (INPEP); AFP


▪ PARAGUAY: IPS; Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Ministerio de 


Hacienda; ANDE (Electricidad); Caja Paraguaya de Jubilaciones y 


Pensiones del Personal de la Itapú binacional; Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones para Miembros del Poder Legislativo; Caja de Seguros 


Sociales y Obreros Ferroviarios; Caja de Jubilaciones y Pensiones de 


Empleados Bancarios y Afines; y Caja de Jubilaciones y Pensiones del 


Personal Municipal.







ANEXO II (IC)


▪ PERÚ: Oficina de Normalización Previsional (ONP). 


Comisiones Médicas. AFPs.


▪ PORTUGAL: Instituto da Segurança Social (ISS); en 


Açores, DRSSS, IDSA, ISS; en Madeira CSSM, ISS.


▪ URUGUAY: Banco de Previsión, Caja de Jubilaciones y 


Pensiones Bancarias, Caja Notarial de Seguridad Social, 


Caja de Jubilaciones y Pensiones Profesionales 


Universitarios, Servicios de Retiros y Pensiones 


Policiales, Servicio de Retiros y Pensiones de las 


Fuerzas Armadas, Banco de Seguros del Estado.







ANEXO III (OE)


▪ ARGENTINA: Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES)


▪ BOLIVIA: Autoridad de Fiscalización y Control de Pensiones y Seguros.


▪ BRASIL: INSS


▪ CHILE: Superintendencia de Pensiones


▪ ECUADOR: IESS


▪ El SALVADOR: Superintendencia Adjunta de Pensiones.


▪ ESPAÑA: INSS, ISM (Trabajadores del Mar)


▪ PARAGUAY: IPS


▪ PERÚ: ONP. Superintendencia de Bancos, Seguros y AFP (SBS)


▪ PORTUGAL: Direcçao-Geral da Segurança Social


▪ URUGUAY: BPS







DISPOSICIONES GENERALES
CAMPO DE APLICACIÓN PERSONAL


“Personas que estén o hayan estado sujetas a la


legislación de uno o varios Estados Parte, así como


sus familiares beneficiarios y derechohabientes”.


❑Sin distinción de nacionalidad.


❑Incluidos nacionales de terceros países, apátridas,


refugiados…


❑Permitirá coordinar con terceros países (vg. UE)







DISPOSICIONES GENERALES
CAMPO DE APLICACIÓN MATERIAL


❑INCLUYE LAS PRESTACIONES ECONÓMICAS 


(REGÍMENES CONTRIBUTIVOS) DE: invalidez, vejez, 


supervivencia, accidentes de trabajo y enfermedad 


profesional


❑EXCLUYE: prestaciones médicas, regímenes no 


contributivos, asistencia social, víctimas de guerra.


❑PERMITE EXCEPCIONAR: regímenes especiales 


(Anexo I), prestaciones (Anexo II).







ANEXO I (Regímenes excluidos)


• ARGENTINA: Servicio Exterior; Investigadores Científicos; Docentes; Jueces


• BRASIL: Previsión Complementaria.


• COSTA RICA: Comunicaciones; Bandas Militares; Hacienda y Diputados; 


Magisterio; Obras Públicas y Transportes; Registro Nacional; Ferrocarril Pacífico; 


Funcionarios; Beneméritos; Autores Símbolos Nacionales y Ciudadanos de 


Honor; Guardia Civil; Pensiones de Guerra; Pensiones de Gracia; Premio Magón.


• CHILE: Fuerzas Armadas; Carabineros.


• ECUADOR: Seguro Campesino.


• EL SALVADOR: Fuerzas Armadas.


• ESPAÑA: Funcionarios Civiles del Estado; Fuerzas Armadas; Administración de 


Justicia.


• PORTUGAL: No incluidos en el Sistema de Seguridad Social Público.







ANEXO II (Prestaciones excluidas)


• ARGENTINA: Asistencia médica; Prestaciones monetarias 


de enfermedad, desempleo; prestaciones familiares.


• BRASIL: Jubilación por tiempo de contribución.


• ECUADOR: Subsidios de enfermedad y maternidad


• EL SALVADOR: Prestaciones por sepelio y subsidio 


económico


• ESPAÑA: Auxilio por defunción.


• PORTUGAL: Jubilación por exoneración (Caja de 


electricidad)







RELACIONES CON OTROS CONVENIOS


“En los casos en que sí existan convenios bilaterales o 
multilaterales, se aplicarán las disposiciones que 
resulten más favorables al beneficiario.”


Cada EP informará a la SEGIB a través de la OISS, los 
convenios que están vigentes entre ellos, la cual 
procederá a registrarlos en el Anexo IV.







ANEXO IV (Convenios concurrentes)


• ARGENTINA: Chile, España, Portugal, Mercosur


• BOLIVIA: Uruguay, Quito


• BRASIL: Chile, España, Portugal, Mercosur


• CHILE: Argentina, Brasil, España, Perú, Portugal, Uruguay, Venezuela.


• ECUADOR: Colombia, España, Uruguay, Quito.


• EL SALVADOR: Quito


• ESPAÑA: Argentina, Brasil, Chile, Ecuador, Paraguay, Perú, Uruguay, 
Venezuela, Reglamentos Europeos.


• PARAGUAY: España. Mercosur.


• PÉRÚ: Chile, España


• PORTUGAL: Argentina, Brasil, Chile, Uruguay, Venezuela, Reglamentos 
Europeos, Quito.


• URUGUAY: Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador, España, Portugal, Venezuela, 
Mercosur, Quito  







LEGISLACIÓN APLICABLE


Norma General


“Las personas a quienes sea aplicable el presente 
Convenio estarán sujetas exclusivamente a la 
legislación de Seguridad Social del Estado Parte en 
cuyo territorio ejerzan una actividad dependiente o 
no dependiente, que dé lugar a su inclusión en el 
ámbito de aplicación de dicha legislación…”


(“lex loci laboris”)







LEGISLACIÓN APLICABLE


Excepciones (1)


❑ACTIVIDADES DEPENDIENTES, al servicio de una


empresa con sede en otro EP, en el desempeño de tareas


profesionales, de investigación, científicas, técnicas, de


dirección o similares, hasta 12 meses, excepcionalmente


prorrogables por otros 12, previa autorización de la AC


del país de recepción.


❑ACTIVIDADES NO DEPENDIENTES, en las mismas


tareas, hasta 12 meses, previa autorización de la AC del


país de origen.







LEGISLACIÓN APLICABLE (1)


❑DESPLAZAMIENTOS TEMPORALES:


❑Los plazos (inicial y prórroga) podrán ser utilizados de


forma fraccionada.


❑El mismo trabajador no podrá acogerse al


desplazamiento temporal, hasta transcurridos 12


meses desde que agotó un periodo anterior y, en su


caso, su prórroga.







LEGISLACIÓN APLICABLE 


Excepciones (2)
❑Bilateralmente se podrá ampliar la lista de actividades,


comunicándolo al CTA.


❑Empresas de transporte aéreo (personal itinerante): donde


tenga la sede principal.


❑Buques: donde tenga el pabellón (salvo que se le


remunere en otro EP si reside en él).


❑Empresas pesqueras mixtas: donde resida


❑Puertos: EP al que pertenezcan.







LEGISLACIÓN APLICABLE 


Excepciones (3)
❑Misiones diplomáticas y oficinas consulares: 


Convenciones de Viena


❑Personal de MD y OC (no funcionario): Opción en 3 meses.


❑Funcionarios y asimilados: EP de origen.


❑Cooperantes: EP de origen


❑Otras excepciones: inscritas en Anexo V.


❑Admisión al seguro voluntario: siempre que el EP lo 


admita y haya estado previamente sometido a su 


legislación







PRESTACIONES


Totalización y prorrata
❑Si reúne los períodos exigidos en un EP: La IC de ese EP 


las reconoce conforme a su legislación.


❑Si no los reúne: Se totalizan los cumplidos en otros EP 


para determinar la “prestación teórica” que le hubiera 


correspondido y se determina la “prestación real” 


aplicando a la teórica la proporción entre los períodos 


cumplidos en un EP y los períodos totalizados (o el 


máximo exigido para la prestación completa).


❑El interesado siempre puede pedir la totalización.







Ejemplo:
El Sr. Rodríguez acredita 10 años de cotización en España, 12 años de


cotización en Argentina y 15 años en Uruguay.


Como en ninguno de los tres Estados alcanza el mínimo exigido para


la pensión de jubilación (15 años en España y 30 en Argentina y en


Uruguay), es necesario totalizar los periodos.


Al jubilarse, tanto Uruguay, como Argentina, como España


considerarán que el interesado ha trabajado 37 años (10+12+15) en su


respectivo país y calcularán su jubilación bajo esa premisa y cada


país según su propia legislación.


Una vez efectuados los cálculos de la pensión que le correspondería


al Sr. Rodríguez en cada Estado (pensión teórica), Uruguay le pagará


al interesado el 40,54% (porcentaje que representa 15 sobre 37) de esa


“pensión teórica” calculada en Uruguay según su propia normativa,


Argentina el 32,43% de la “pensión teórica” argentina (12 sobre 37) y


España el 27,02% (porcentaje que representa 10 sobre 37) de la


pensión teórica calculada en España también según su propia


normativa.


Una vez establecida definitivamente la prestación que le corresponda al interesado


en cada país, esta puede ser incrementada, en su caso, con el importe que


corresponda como consecuencia de los períodos de seguro voluntario que no


hayan sido computados en la totalización de cotizaciones.







DISPOSICIONES SOBRE 


PRESTACIONES


❑CUANDO  NO SEA NECESARIA LA TOTALIZACIÓN 


PERO SE SOLICITE POR EL INTERESADO:


❑Se solicitará separadamente para cada EP


❑No vinculará a otros EP


❑Se podrá solicitar en cualquier momento del 


procedimiento.







PRESTACIONES 


Otros requisitos (1)


❑Si el derecho se condiciona a estar asegurado al causarse la 


prestación: se considera el aseguramiento (o la condición de 


pensionista en supervivencia) en otro EP.


❑Si un EP exige determinados periodos inmediatamente 


anteriores al hecho causante: se consideran los cumplidos 


en otro EP.


❑Si se condiciona el derecho a periodos cumplidos en 


determinadas profesiones: se consideran los cumplidos en 


otro EP en esas profesiones.







PRESTACIONES 


Otros requisitos (2)


❑ La base de cálculo se determinará: considerando las cuantías 


acreditadas en el EP de que se trate.


❑ Si la duración total de los períodos cotizados es superior al 


período  exigido para una prestación completa, se considerará 


este período máximo para el cálculo de la prorrata.


❑ Las reducciones, suspensiones o retenciones previstas por 


realizar trabajos: se aplicarán aunque trabaje en otro EP.


❑ Los periodos inferiores a 1 año: no se consideran si no dan 


derecho a prestación en un EP. Aunque sí por los otros EP o 


cuando no teniendo derecho en ninguno totalizando sí lo 


alcanzara.







PRESTACIONES 


Seguro voluntario


❑ Los periodos de seguro voluntario: se totalizan siempre que no 


se superpongan.


❑ Cuando se superpongan periodos de seguro obligatorio y 


voluntario: se consideran los obligatorios


❑ Cuando no pueda determinarse la época en que se cumplieron: 


se presume que no se superponen


❑ Una vez determinada la cuantía real de la prestación se 


incrementarán en lo que corresponda a períodos de seguro 


voluntario cumplidos en un EP (por ese EP) que no hayan sido 


computados.







DISPOSICIONES SOBRE PRESTACIONES


Reglas de totalización (1)


❑Cada IC la realizará por separado.


❑Si coinciden periodos obligatorios y voluntarios


sólo se computan los obligatorios (sin perjuicio


de que la IC en que se hayan cumplido los


voluntarios mejore la prestación).


❑Si coinciden periodos asimilados con otros que


no lo son, sólo se tendrán en cuenta estos


últimos







DISPOSICIONES SOBRE PRESTACIONES


Reglas de totalización (2)


❑ Los periodos asimilados simultáneos en varios EP, sólo se


tendrán en cuenta por la IC del EP a cuya legislación haya estado


sometido obligatoriamente en último lugar antes del período


asimilado. En su defecto, por el EP a cuya legislación hubiera


estado sometido obligatoriamente por primera vez después del


periodo asimilado.


❑ Si la legislación determina que ciertos períodos sólo deben


computarse si se han cumplido en plazo determinado, sólo se


computarán los cumplidos en otro EP en dicho plazo.







DISPOSICIONES SOBRE PRESTACIONES


Invalidez


❑ GRADO DE INVALIDEZ


▪ Cada IC evaluará conforme a su legislación.


▪ Tomando en consideración los documentos e


informes remitidos por otros EP


▪ Si se requieren informes adicionales se


financiarán por el EP que los solicitó,


conforme a su legislación.







AHORRO Y CAPITALIZACIÓN


❑Los periodos cumplidos en otro EP se tendrán en cuenta a 


efectos del cumplimiento de requisitos.


❑Las prestaciones se financiarán con el saldo de la cuenta, 


conforme a la legislación interna.


❑Se totalizan los períodos a efectos de pensiones mínimas, 


cómputo de tiempos…


❑Los afiliados podrán aportar voluntariamente cuando 


residan en otro  EP: siempre que la legislación lo permita y 


sin perjuicio de sus obligaciones en el EP de residencia.


❑No se regula la transferencia de fondos (se admite).







PRESTACIONES DE AT Y EP


❑El derecho será determinado de 


acuerdo a la legislación del EP a la que 


el trabajador se hallase sujeto en la 


fecha de producirse el accidente de 


trabajo o contraerse la enfermedad 


profesional







COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA (1)


❑Exámenes médico-periciales: a requerimiento 


de la IC podrán hacerse en otro EP por la IC 


del lugar de residencia. Financiándose por la 


IC que lo solicitó (y/o en su caso, por el 


interesado). El EP de residencia deberá 


remitir al otro EP, a petición de este y sin 


costo, los informes y antecedentes médicos 


pertinentes de que disponga.







COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA (1)


❑LOS BENEFICIARIOS


▪ Deben comunicar sus cambios de 


residencia a otro EP.


❑REEMBOLSO DE GASTOS DE CONTROL 


ADMINISTRATIVO Y MÉDICOS:


▪ Por la IC que los solicitó.


▪ Los acuerdos al respecto entre EP se 


inscribirán en el Anexo V.







COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA (2)


❑ INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN ENTRE AC SOBRE:


▪ Medidas de aplicación del Convenio


▪ Modificaciones legislativas que le afecten.


❑LA ASISTENCIA SERÁ POR REGLA GENERAL 


GRATUITA Y LAS PETICIONES SE RESPONDERÁN EN 


PLAZO RAZONABLE.


❑SE COMUNICARÁ A LOS INTERESADOS CUALQUIER 


INFORMACIÓN NECESARIA PARA HACER VALER SUS 


DERECHOS







COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA (3)


❑LOS INTERESADOS QUEDAN OBLIGADOS A 


INFORMAR CUANTO ANTES A LAS IC DE LOS 


EP COMPETENTES Y DE RESIDENCIA LOS 


CAMBIOS EN SU SITUACIÓN PERSONAL O 


FAMILIAR CON INCIDENCIA EN LAS 


PRESTACIONES DEL CONVENIO.







COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA (4)


❑SOLICITUDES Y DOCUMENTOS:


▪ No necesitan traducción oficial, visado o legalización


cuando hayan sido tramitados con intervención de la


AC, IC u OE.


▪ La correspondencia se hará en español o portugués


▪ Los presentados ante las AC o IC de cualquier EP donde


se acrediten períodos o residencia, surtirán efectos ante


otros EP si el interesado lo solicita expresamente o de


ellos se deduce la existencia de períodos acreditados en


aquéllos.







COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA (5)


❑EXENCIONES: Las exenciones de 


impuestos, tributos, tasas, timbres, 


derechos judiciales o de registro, 


establecidas en un EP se extenderán a los 


documentos análogos exigidos por dicho 


EP a efectos de la aplicación del Convenio.







COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA (2)


❑ PRESTACIONES INDEBIDAS:


▪ Cuando la IC de un EP haya abonado prestaciones indebidas, 


la IC del EP de residencia ayudará con sus buenos oficios y 


en la medida en que lo permita su legislación, a su 


recuperación.


▪ Cuando la IC de un EP haya abonado cantidades superiores 


a las debidas, podrá pedir a la IC de otro EP que deba 


prestaciones al mismo beneficiarios, su retención (en las 


condiciones y límites fijados por su legislación) y 


transferencia.


▪ Las IC de cada EP deberán informar, cuando sea necesario y 


a petición de otros EP, sobre los importes actualizados de las 


pensiones.







COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA (3)


❑ PARA POSIBILITAR LA ACREDITACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE 


OBLIGACIONES: Los OE o las IC de los EP deberán, 


suministrarse entre sí la información necesaria sobre hechos, 


actos o situaciones de los que pueda derivarse la adquisición, 


mantenimiento, modificación, suspensión o extinción del 


derecho a las prestaciones.


❑ LOS OE INTERCAMBIARÁN ESTADÍSTICAS SOBRE: abono de 


prestaciones a beneficiarios de un EP que residan en otro EP, al 


menos sobre: número de beneficiarios, tipos de prestaciones y 


cuantía total anual.







COOPERACIÓN ADMINISTRATIVA (4)


❑CONTROL DE DOCUMENTACIÓN: Las IC y los OE 


deberán comprobar la autenticidad de los documentos 


presentados, de acuerdo con su legislación interna.


❑PAGO DE PRESTACIONES A TITULARES QUE RESIDAN 


EN OTRO EP: 


▪ Se hará directamente, por el procedimiento 


establecido y en las fechas previstas por la 


legislación de la institución pagadora.







COMITÉ TÉCNICO ADMINISTRATIVO (1)


❑COMPOSICIÓN: representantes de los 


Gobiernos de los EP, asistidos, de ser necesario, 


por consejeros técnicos.


❑ESTATUTOS: aprobados por acuerdo de sus 


miembros.


❑DECISIONES SOBRE CUESTIONES DE 


INTERPRETACIÓN: de acuerdo a lo establecido 


en el Acuerdo de Aplicación.







COMITÉ TÉCNICO ADMINISTRATIVO (2)


❑FUNCIONES:


▪ Posibilitar la aplicación uniforme del Convenio.


▪ Fomentar intercambio de experiencias y buenas 


prácticas.


▪ Resolver cuestiones administrativas o de interpretación.


▪ Promover y desarrollar la cooperación entre los EP.


▪ Fomentar el uso de nuevas tecnologías, especialmente 


la modernización de procedimientos y el intercambio 


electrónico de información.


▪ Cualquier otra.







COMITÉ TÉCNICO ADMINISTRATIVO 


❑Resolverá las cuestiones administrativas o de 


interpretación que le planteen las AC de los EP.


❑Sus acuerdos serán “Decisiones del Comité 


Técnico Administrativo”.


❑Se adoptarán por unanimidad o por mayoría 


absoluta. En este caso los EP que no las 


aprueben podrán efectuar reserva de no 


aplicación.







DISPOSICIÓN TRANSITORIA


❑Derecho a prestaciones causadas antes de su vigencia 


(con la retroactividad prevista en la legislación interna y 


no anteriores a la vigencia del Convenio).


❑Las prestaciones denegadas o reconocidas (excepto las 


de pago único) podrán revisarse al amparo del 


Convenio, a solicitud del interesado.


❑Para la determinación de los derechos se considerarán 


los periodos acreditados antes de la aplicación del 


Convenio.







DISPOSICIONES FINALES (1)


❑Conferencia de las Partes: antes de 1 año de la entrada en 


vigor (en suspenso por decisión del Comité Técnico).


❑Controversias:


▪ Negociación


▪ Pasados 4 meses, y a petición de un EP, arbitraje por 


Comisión formada por miembros designados por los EP 


y presidida por otro de común acuerdo (o, pasados 4 


meses por la SEGIB, previa solicitud a través de la 


OISS).


▪ Resolución en 4 meses, prorrogables por otros 4.







DISPOSICIONES FINALES (2)


❑FIRMA: abierta a los Estados de la Comunidad 


Iberoamericana.


❑RATIFICACIÓN: depósito en la SEGIB a través de la 


OISS.


❑ENTRADA EN VIGOR: 


▪ Primer día del tercer mes siguiente al depósito del 


7º instrumento de ratificación. Producirá efectos 


cuando esos EP firmen el AA.


▪ La SEGIB, a través de la OISS lo comunicará a los 


otros EP  







DISPOSICIONES FINALES (3)


❑ENMIENDAS: La OISS recopilará las propuestas. 


A solicitud de 3 EP o pasados 3 años, 


Conferencia de las Partes.


❑DENUNCIA: Por notificación escrita a la SEGIB, 


a través de la OISS. Efectos a los 12 meses.


❑IDIOMAS: Español y portugués.


❑DEPOSITARIO: SEGIB, a través de la OISS.







DISPOSICIONES FINALES A.A. (1)


❑FIRMA: miembros de la comunidad Iberoamericana que 


hayan ratificado el Convenio.


❑ENTRADA EN VIGOR: 


▪ En la fecha de su firma, si el Convenio estuviera 


vigente.


▪ Si no estuviera vigente el Convenio, en la fecha en 


que éste entre en vigor.


▪ La SEGIB, a través de la OISS, comunicará los actos 


anteriores







DISPOSICIONES FINALES A.A. (2)


❑DURACIÓN: la del Convenio


❑ENMIENDAS: 


▪ Las propuestas, suscritas por al menos 3 EP, se 


presentarán, a la OISS para ser tratadas por la 


Conferencia de las Partes.


▪ La OISS las recopilará y las comunicará a los EP.


▪ Entrarán en vigor 90 días después de su firma 


para los EP que las suscriban.







DISPOSICIONES FINALES A.A. (3)


❑IDIOMAS: español y portugués.


❑DESPÓSITO: en la SEGIB a través de la 


OISS que mandará copia autenticada a los 


Estados de la Comunidad Iberoamericana.


❑DIVULGACIÓN: por los EP a los 


potenciales beneficiarios.
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1. PROPÓSITO  


Este Reglamento tiene como fin regular la actividad crediticia que realiza la JUPEMA con recursos 
provenientes del Régimen de Capitalización Colectiva en el programa de crédito de vivienda. 


2. ALCANCE  


El presente Reglamento regula el otorgamiento de créditos en la línea de vivienda a los afiliados 
activos (as), jubilados (as) y pensionados (as), de los regímenes de Capitalización Colectiva y 
Transitorio de Reparto, conforme lo autoriza el artículo 21 de la Ley 7531, reformado por Ley Nº 
8721. 
 
En virtud de que la concesión de créditos con fondos del Régimen de Capitalización Colectiva, 
constituye una de las formas de inversión autorizadas de las reservas del Régimen, la política de 
tasas de interés y plazos deberá estar sujeta a los requerimientos de los estudios actuariales de 
este Régimen, con el fin de contribuir con la sostenibilidad del Régimen de Capitalización 
Colectiva. 
 


3. DEFINICIONES 


 
1) Capacidad de pago: Situación financiera y capacidad del deudor, fiador y/o codeudor 


que le permitirá atender sus obligaciones financieras en las condiciones pactadas. 
 


2) Cep: Centro educativo privado. 
 


3) Comité de Crédito: Estará conformado por el (la) jefe del Departamento de Crédito y 
Cobro, quien coordinará el Comité, el (la) Encargado de Cobro, el (la) Encargado de 
crédito y un miembro externo al Departamento de Crédito y Cobro, que será nombrado 
por la Dirección Ejecutiva. Este comité, será el responsable de analizar las solicitudes de 
crédito de Vivienda del programa del Régimen de Capitalización Colectiva.  


 
4) Comportamiento de pago histórico: Antecedentes crediticios del deudor, fiador y/o 


codeudor en la atención de sus obligaciones financieras durante los últimos cuatro años, 
independientemente de si estas se encuentran vigentes o extintas a la fecha de corte. 
Información brindada por la SUGEF. 


 
5) Hipoteca: Gravamen inscrito ante el Registro de la Propiedad en primer grado a favor de 


JUPEMA, se acepta hasta un 80% del valor del inmueble según el avalúo. 
 


6) JUPEMA: Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. 
 
7) MEP: Ministerio de Educación Pública. 


 
8) Morosidad: El mayor número de días de atraso en el pago de principal, intereses, otros 


productos y cuentas por cobrar asociados a la operación crediticia, contados a partir del 
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primer día de atraso, que presenta el deudor en la atención de sus operaciones crediticias 
en la entidad a una fecha determinada según las condiciones contractuales de pago. 


 


9) Pignoración de la Póliza Mutual de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional:   
Como garantía en el proceso de formalización del crédito, el solicitante debe autorizar la 
pignoración de la póliza mutual de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional 
sobre el monto disponible para pignorar en concordancia al monto del crédito. 
 


10) Plazo: Es el período de tiempo específico en el que ha de cubrirse el monto total otorgado 
en crédito. 


 
11) Pluses salariales permanentes: corresponden a aquellas compensaciones salariales que 


hayan sido percibidas por los trabajadores y que formen parte de su salario ordinario, con 
carácter de permanencia. 


 
12) Pólizas: Garantía colateral del crédito en caso de fallecimiento, JUPEMA acepta la 


pignoración de la póliza mutual de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio 
Nacional, la póliza de saldos deudores y la póliza de incendio y líneas aliadas para los 
créditos de vivienda, que consideren el valor de alguna construcción en la garantía. 
 


13) Póliza de Saldos Deudores: Póliza que se suscribe con alguna aseguradora, debidamente 
autorizada, que sirve como garantía colateral de la operación crediticia. 


 


14) Sujeto de Crédito: Los afiliados al Régimen, según los artículos 7 y 21 de la Ley 7531 y sus 
reformas. 
 


15) Sucesor: Para efectos de este Reglamento, entiéndase “sucesor” como todos aquellos 
beneficiarios que hayan adquirido el derecho como padres o hermanos del causante, 
además de nietos amparados bajo la ley 2248 del Régimen de Pensiones del Magisterio 
Nacional. 


 
16) Tasa de interés: La tasa de interés es el precio del dinero en el mercado financiero. 


 
17) Uso de suelos: Certificación emitida por la Municipalidad que indica el uso para 


determinado terreno. 
 


4. CUERPO DEL REGLAMENTO 


 
CAPÍTULO I 


 
Artículo 1. Sujetos de crédito.  
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Son sujetos de los créditos, fiadores o codeudores regulados por este Reglamento.  
 


• Los pensionados y jubilados por derecho propio y los sucesores (según se indica en el 
apartado definiciones).  


 
• Los trabajadores en servicio con nombramiento en propiedad del Ministerio de Educación 
Pública, Universidades Públicas, y el Instituto Nacional de Aprendizaje con 3 cotizaciones 
inmediatas anteriores a la fecha de solicitud.  
 
• Los trabajadores en servicio con nombramiento interino del Ministerio de Educación Pública, 
Universidades Públicas, y el Instituto Nacional de Aprendizaje con 12 cotizaciones inmediatas 
anteriores a la fecha de solicitud y cuyo el nombramiento venza en un periodo posterior a tres 
meses. 
 
• Los trabajadores de centros educativos privados con 12 cotizaciones inmediatas anteriores a 
la fecha de solicitud y cuyo nombramiento venza en un periodo posterior a tres meses. 


 
Artículo 2. Objetivo del Reglamento.  
 
Este Reglamento tiene como fin regular la actividad crediticia que realiza JUPEMA con recursos 
provenientes del Régimen de Capitalización Colectiva. 
 
Artículo 3. De la administración del programa crediticio.  
 
El Departamento de Crédito y Cobro es el responsable de gestionar el programa crediticio y llevar 
a cabo la recepción, trámite, análisis de las solicitudes de crédito y, estimación en forma anual, 
de los recursos necesarios que se deben incorporar en el presupuesto del Régimen de 
Capitalización Colectiva para el cumplimiento de dicho fin. 


CAPÍTULO II 
Préstamos para vivienda 


 


Artículo 4. Destino de los recursos. Vivienda:  
 
Dirigida a los cotizantes activos (as) y pensionados (as) de los regímenes de Capitalización 
Colectiva y Transitorio de Reparto, con el fin de financiar la compra de lote, compra o 
construcción de soluciones habitacionales, ampliaciones, remodelaciones y cancelación de 
hipotecas a favor de terceros por deudas contraídas por estos mismos planes de inversión.  Lo 
anterior de acuerdo con el artículo 21 inciso a) de la EX-004 Ley 7531 y sus reformas.  Debiendo el 
deudor, cumplir fielmente con el plan de inversión. 
 
Artículo 5. De las condiciones de los créditos.  
 
Las condiciones para el financiamiento de los préstamos para vivienda, son las siguientes: 
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Programa 
Plazo 


máximo 
Monto de 


financiamiento 
Tasa de interés 


Línea de 


Vivienda 
Hasta 30 
años 


El monto máximo es de 
¢100.000.000,00 (cien 
millones de colones). 
 
Se puede financiar el 100% 
del crédito considerando lo 
siguiente: 
 
Hipoteca   en primer grado 
sobre el 80% del avalúo y 
una fianza solidaria para   el   
restante 20% o una 
hipoteca adicional en 
primer grado. 


La tasa de interés será fija los 
primeros 5 años, para el resto del 
plazo, se aplicará una tasa 
variable con la siguiente 
conformación: 
 
Tasa básica pasiva publicada 
en la página del Banco Central 
de Costa Rica (TBP) o inflación 
del Banco Central (el más alto 
de ambos) + Tasa Técnica 
Actuarial. 
 
 


 


La tasa de interés de los créditos es revisable y ajustable semestralmente o cuando JUPEMA lo 
considere pertinente, según estudio previo.  En casos de períodos de Ferias o condiciones 
especiales la Junta Directiva aprueba las condiciones de estas, manteniendo el incremento en el 
estrés de la tasa, determinado por la Unidad de Riesgos para esta línea en condiciones normales. 
El solicitante puede optar por la cantidad de créditos que su ingreso líquido le permita, bajo este 
programa de crédito. 


 


CAPÍTULO III 
Requisitos 


 


Artículo 6. De los requisitos de los préstamos para vivienda. 
 


a) Completar la solicitud de crédito. 
 


b) El solicitante debe aportar una constancia emitida por su patrono, donde se detallen los 
salarios nominales y líquidos de los últimos tres meses, así como el tipo de nombramiento. 
Solo se considera el ingreso fijo que reporte el patrono como servidor del Magisterio 
Nacional.  Para efectos de análisis de capacidad de pago, no se consideran los “pluses 
salariales” que no sean permanentes. En el caso de los jubilados y pensionados, la 
constancia será emitida por JUPEMA, así como en los casos de trabajadores del Ministerio 
de Educación Pública, cuando se tenga acceso a esa información. 
 


c) El solicitante debe tener un ingreso líquido estimado, tal que al restarle el 30% de ese monto, 
pueda cubrir la cuota estresada. En caso de codeudores se tomará como líquido estimado 
la suma de lo percibido y al total se le resta el 30% a efectos de calcular la liquidez necesaria 
para cubrir la cuota estresada. 
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d) Presentar el Reporte de Calificación Crediticia de la Superintendencia General de 


Entidades Financieras, emitido por alguna de las entidades supervisadas, con el fin de 
evaluar el comportamiento de pago histórico del solicitante, fiadores y/o codeudores. 
Previo análisis de la Unidad de Crédito, no se aceptan aquellos deudores, codeudores y 
fiadores que tengan una calificación crediticia en el comportamiento de pago histórico 
(CPH) del documento de calificación de riesgo de la SUGEF, igual a 3. 
 


e) Presentar la cédula de identidad vigente y en buen estado. 
 


f) Para los casos que lo requieran se debe aportar la cuenta cliente mediante documento 
idóneo de la institución financiera correspondiente, donde se le puede realizar el depósito 
del monto otorgado. No aplica para jubilados (as) y pensionados (as). 
 


g) Presentar certificación literal del Registro Nacional con no más de un mes de emitida, de la 
propiedad que se va a entregar como garantía, la cual debe estar libre de gravámenes y 
anotaciones que imposibiliten su inscripción como hipoteca. 
 


h) Certificación original de la municipalidad respectiva, donde se indique estar al día en el 
pago de Impuestos Municipales e impuesto de bienes inmuebles, mínimo al trimestre 
inmediato anterior. 


 
i) Aportar copia certificada del plano catastrado.  En los casos en los que la garantía es 


únicamente terreno se debe aportar la certificación de uso de suelos extendida por la 
Municipalidad, salvo que ya exista construcción en la propiedad, permiso de construcción, 
visado Municipal en planos constructivos.  


 
j) Aportar certificación catastral, para fincas en donde la certificación literal, indique que la 


finca se encuentra en zona catastrada. 
 


k) Presentar una opción de compra-venta original, firmada por ambas partes y autenticada 
por un abogado, con al menos noventa días naturales de vigencia en caso de compra de 
lote, compra de casa o construcción. 
 


l) En caso de construcción presentar planos de construcción visados en digital, permiso de 
construcción extendido por la municipalidad de la localidad y presupuesto de la 
construcción firmado por el profesional responsable. 
 


m) Para ampliaciones y remodelaciones en vivienda, debe presentar el permiso de 
construcción extendido por la municipalidad de la localidad, presupuesto de la 
construcción y nota con una explicación de los trabajos a realizar. 
 


n) En el caso de cancelación de hipotecas con terceros, debe aportar una constancia de 
saldo actualizado, el cual muestre el saldo proyectado al menos a 30 días, así como el plan 
de inversión. 
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o) Cancelación previa de los honorarios profesionales por avalúo al perito designado para la 
operación, para la fiscalización de la obra y revisión de planos. 
 


p) En el caso de que el solicitante, codeudor o fiador, tenga condición de residente, sólo se 
aceptan aquellos cotizantes que posean cédula de residencia vigente y con al menos 
cinco años de laborar para el mismo patrono. 
 


q) Las cuotas del crédito, incluyendo amortización, pago de intereses y póliza o cargos, según 
corresponda, deben ser deducidas por el patrono o institución de los ingresos del deudor, 
ya sea salario ordinario, pensión o jubilación y reportadas a JUPEMA en los primeros diez 
días hábiles del mes, junto con el pago de las cuotas obrero-patronales. Para el caso de los 
pensionados, se deduce del monto de su giro de pensión o jubilación mensual. Es 
responsabilidad del deudor, estar al día con el pago de las cuotas correspondientes según 
los compromisos del crédito otorgado. 
 


r) El solicitante debe aportar documentos probatorios, que demuestren que cuenta con los 
recursos necesarios para cubrir cualquier diferencia que exista entre el monto 
desembolsado y el requerido para cumplir con el plan de inversión en caso de que no 
requiera aportar fiador como, por ejemplo: comprobantes de saldos en cuentas de ahorro 
o cuentas corrientes, copia de certificados de depósitos a plazo, comprobante de fondos 
de inversión financiera. 
 


s) Con el propósito de incrementar el ingreso del deudor, se aceptarán como codeudores, el 
cónyuge o conviviente de hecho (debidamente comprobado), los padres o hijos o 
hermanos del deudor, que sean cotizantes al Régimen del Magisterio Nacional, en cuyo 
caso, la cuota del crédito podrá dividirse entre las partes. 


 


 


Los codeudores deben aportar lo dispuesto en los incisos b, c, d y e de este artículo, así como 
cualquier documento adicional, requerido por la Unidad de Crédito, a fin de resolver la solicitud. 
 
Los codeudores deben contar con nombramiento en propiedad, o interino, con al menos 36 
cotizaciones en los últimos cuatro años, ingresadas al Régimen del Magisterio Nacional, deben 
estar libres de embargos y cuyo nombramiento venza en un periodo posterior a tres meses. 
 
Las solicitudes de crédito deben ser presentadas para su revisión y análisis, en el Departamento 
de Crédito y Cobro de JUPEMA o en sus oficinas Sucursales. 


 


CAPÍTULO IV 
Garantías 
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Artículo 7. De la Garantía Hipotecaria.   
 
JUPEMA acepta únicamente hipoteca en primer grado, considerando hasta un 80% del avalúo. 
Las propiedades que se ofrezcan como garantía, deben ser valuadas por un perito designado por 
JUPEMA. El pago de los honorarios profesionales y supervisión de obras deben ser asumidos por el 
solicitante, según lo indicado en el inciso o) del artículo 6 de este Reglamento. Los préstamos para 
vivienda se formalizan a través de escritura pública. 
 
Dentro del 80% del avalúo se pueden financiar los gastos correspondientes a honorarios o visitas 
programadas por los ingenieros, conforme lo vaya indicando el avance de obra y siempre y 
cuando lo permita la valoración del bien otorgado en garantía. En caso de que el monto 
solicitado sea inferior al monto que determine el avalúo, puede efectuarse la renovación del 
crédito utilizando el avalúo inicial, en tanto éste tenga 90 días naturales o menos, de haber sido 
elaborado. En caso contrario, debe realizarse un nuevo avalúo de la propiedad, o brindar una 
nueva propiedad en garantía. 
 
Artículo 8. De las Garantías adicionales.  
 
Para los préstamos de vivienda (salvo cuando la garantía sea un lote o cuando el 80% del terreno 
garantice el monto del crédito) se debe mantener durante la vigencia del crédito, una póliza de 
incendio, que cubra, destrucción parcial o total y daños a terceros, a la edificación dada en 
garantía, ésta debe ser emitida por alguna aseguradora determinada por la Institución, a favor 
del acreedor y como beneficiario el propietario registral o el comprador del inmueble (según 
corresponda). Este proceso de aseguramiento debe ser ejecutado en el momento de la 
formalización del crédito. 
 
En toda operación, se requerirá de una póliza de vida que responda por el saldo adeudado, en 
caso de fallecimiento.   En el caso de los trabajadores en servicio, debe suscribirse una póliza de 
saldos deudores y la pignoración de la póliza de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio 
Nacional, durante el período de disputabilidad. Superado este período, se elimina la pignoración.   
Los pensionados deben pignorar la póliza de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio 
Nacional, con prioridad sobre la póliza de saldos deudores.  En los casos en que el disponible para 
pignorar no sea suficiente para cubrir el monto solicitado, puede utilizarse la póliza de saldos 
deudores para cubrir la diferencia. 
 
Artículo 9. De la sustitución de Garantías.  
 
JUPEMA se reserva el derecho de solicitar en cualquier momento la modificación o sustitución de 
cualquiera de las garantías que respalden los créditos otorgados. Lo anterior en procura de 
salvaguardar los intereses de la Institución. 
 
Será potestad de la Dirección Ejecutiva de JUPEMA, aprobar la sustitución de garantías otorgadas 
bajo la línea de vivienda, previa recomendación técnica de los profesionales que la Unidad de 
Crédito designe para el estudio correspondiente y el aval del Comité de Crédito. 
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CAPÍTULO V 
Proceso de otorgamiento de créditos 


 
Artículo 10. Del análisis de la solicitud de crédito.  
 
El proceso de análisis de la solicitud presentada por el interesado se iniciará cuando éste haya 
presentado, a satisfacción de la Unidad de Crédito, la totalidad de los requisitos previamente 
definidos en este Reglamento, así como otros adicionales, solicitados en procura de salvaguardar 
los intereses de JUPEMA. 
 
La responsabilidad de determinar la fecha de formalización de los préstamos otorgados le 
corresponde a la Unidad de Crédito, la cual coordina los trámites internos y externos que se 
requieran para los casos que así lo ameriten, tomando en consideración el flujo de efectivo y el 
número de solicitudes que se estén administrando simultáneamente. 
 
Artículo 11. Aprobación de los créditos.  
 
Las solicitudes para los préstamos de vivienda son sujeto de análisis, aprobación o denegatoria 
del Comité de Crédito, salvo por los créditos para remodelaciones y cancelaciones a terceros, 
por montos menores o iguales a ¢15 millones, que son aprobadas por los analistas de vivienda y la 
Jefatura del Departamento de Crédito y Cobro 
 
Queda entendido que, por el hecho de recibir la solicitud de crédito, JUPEMA no adquiere 
compromiso u obligación alguna con el solicitante y que la aprobación de este queda sujeta a 
juicio exclusivo de JUPEMA, de conformidad con los parámetros establecidos en esta 
reglamentación y la disponibilidad presupuestaria. 
 
Artículo 12. Desembolso.  
 
Para el financiamiento por construcción de vivienda, ampliaciones y remodelaciones se realizan 
los giros según lo que indique el informe técnico del perito contra el avance de obra. Los 
desembolsos deben solicitarse a la Unidad de Crédito y son verificados y autorizados por el 
ingeniero a cargo de la obra, designado por JUPEMA. 
 
Para los financiamientos por compra de lote, casa o cancelación de hipoteca a favor de terceros, 
se realiza el giro neto del préstamo a la entidad o persona física dueña del bien, por transferencia 
o por cheque, al momento de la firma de la escritura. 
 
Todo desembolso parcial genera intereses que corren a partir de la fecha de giro y hasta la fecha 
estimada de finalización del crédito y se cobran anticipadamente al momento de la firma de la 
escritura o cuando se realice el giro parcial. 
 
El cobro de la cuota completa rige al mes siguiente en que se haya completado el giro del monto 
total del crédito aprobado, rebajando del último desembolso la o las cuotas necesarias para que 
el crédito no presente morosidad mientras se inicia la deducción por planilla. 
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Artículo 13. De la formalización del crédito.  
 
Los créditos pueden ser formalizados, revisados y analizados en la Unidad de Crédito o en las 
sucursales. Los créditos con garantía hipotecaria se deben coordinar con el notario que JUPEMA 
designe, según el rol establecido. 
 
 
Artículo 14. Comité de Crédito.  
 
Le corresponde a este Comité el análisis, aprobación o denegatoria de las solicitudes de crédito 
de vivienda. Este comité sesiona cada vez que se estime necesario y está integrado por, el Analista 
de Vivienda, el jefe del Departamento de Crédito y Cobro, el Encargado de Crédito, el Encargado 
de Cobro y un miembro externo al Departamento de Crédito y Cobro designado por la Dirección 
Ejecutiva. Su coordinación estará a cargo del jefe del Departamento de Crédito y Cobro, y en su 
ausencia por quién sustituya en su puesto. 
 
Artículo 15. De la supervisión e inspección de las obras.  
 
JUPEMA, por medio de los profesionales externos contratados, procede a realizar la supervisión del 
avance de la obra, lo anterior con el fin de verificar que los recursos girados hayan sido utilizados 
adecuadamente y autorizar los desembolsos restantes del préstamo, según corresponda. 
 
En caso de detectarse cambios importantes en la construcción de la vivienda o remodelación, 
no contemplados en los planos originales, o variaciones en la calidad de los materiales de 
construcción, se suspende la autorización para girar desembolsos, hasta tanto el deudor no brinde 
las respectivas justificaciones. 
 
Artículo 16. Gastos de formalización.  
 
JUPEMA cobrará para cubrir los gastos administrativos, un 1% del monto de la operación.  Los 
gastos legales, seguros o cargos, así como de cualquier otra índole, atinente a la inscripción de 
las garantías, corren por cuenta del prestatario; honorarios que serán las tarifas mínimas, 
establecidas en los colegios profesionales respectivos, y se rebajan en forma anticipada, al 
momento de la firma de la escritura. 
 
De los gastos administrativos y de inscripción, quedan exentas aquellas solicitudes cuyo fin es la 
cancelación de créditos para compra de deuda en otras entidades. 
 
En periodos de feria, según se establezca en el acuerdo de Junta Directiva para las condiciones 
de estas. 
 
 
Artículo 17. Del cobro de los créditos. 
 
La cuota del préstamo, así como los montos por concepto de pólizas y seguros o cargos, deben 
ser enteradas a JUPEMA en forma mensual por los patronos, junto con el pago de las planillas por 
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concepto de cuotas obrero patronal que se debe cancelar en los primeros diez días hábiles del 
mes. En el caso de los trabajadores del Ministerio de Educación, se deduce de su giro quincenal 
la cuota correspondiente, previa autorización escrita de éste al formalizarse el crédito, así como 
en la hipoteca. 
 
Se exceptúan los casos en que la deducción no se pueda aplicar por motivos ajenos a JUPEMA, 
siempre y cuando esta situación se haya generado con posterioridad a la formalización del 
crédito. En estos casos, el deudor quedará obligado a pagar las cuotas oportunamente en las 
oficinas de JUPEMA. 
 
Para efectos de cobro de intereses moratorios, se tiene como fecha de inicio, el undécimo día 
hábil del mes. En caso de atraso del patrono, puede el deudor depositar en las cuentas bancarias 
de la institución o a través de las oficinas de JUPEMA que cuenten con área de cajas, el monto 
de la cuota.  
 
El pago se puede realizar a través de “ventanilla”, depósito bancario o transferencia electrónica 
quedando facultada JUPEMA para cobrar al mes siguiente al deudor, el monto que, por comisión 
le sea deducido de la entidad bancaria, con quien se establezca el pago. 
 
En el caso de los pensionados (as) y jubilados (as) se deduce de su giro de pensión. 
 
Artículo 18. Cobro administrativo y judicial.  
 
En caso de morosidad, se inicia el trámite de cobro administrativo y judicial, de conformidad con 
los términos indicados en la normativa respectiva de la Unidad de Cobro. 
 
Artículo 19. Vencimiento anticipado.  
 
Las operaciones concedidas pueden declararse vencidas anticipadamente y exigibles de 
inmediato por parte de JUPEMA, ante cualquiera de las siguientes situaciones: 
 
a. Si se comprueba en cualquier momento, falsedad en la información proporcionada por el 


deudor al formalizarse la operación de crédito. 
 
b. Si el deudor se opone a la inspección de las obras o de los bienes dados en garantía, o se 


niega a proporcionar los informes que se le soliciten en relación con ellos. 
 
c. Si se comprueba que el deudor dejara transcurrir un mes sin dar aviso por escrito a JUPEMA, de 


deterioros sufridos por los bienes en garantía o de cualquier hecho susceptible de disminuir su 
valor. 


 
d. Si se dan circunstancias imputables al deudor, que demoren o imposibiliten la inscripción del 


primer testimonio de hipoteca de la propiedad dada en garantía. 
 
e. Cualquier operación de crédito que se encuentre en estado de mora por un período igual o 


mayor a los dos meses, habiéndose agotado la vía de cobro administrativo. 
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f. No pagar una de las primas correspondientes a las pólizas exigidas por la acreedora. 
 
g. Falta de diligencia que propicie la desmejora o no cuide de la conservación del inmueble que 


hipoteca. 
 
h. Falta de pago de cualquier contribución que signifique hipoteca legal sobre el inmueble dado 


en garantía. 
 


i. No presentación de cualquier documento que se le solicitare para la inscripción de la escritura. 
 
j. La    eventual    existencia de    cualquier anotación   o    gravamen    imputable al deudor que 


dificulte la inscripción de esta escritura. 
 


k. Si el deudor se rehúsa a firmar dentro de las cuarenta y ocho horas después de requerido    por    
cualquier    medio, notas    en    el    protocolo, para    subsanar cualquier error u omisión o 
situación de cualquier tipo, que imposibiliten o dificulten la inscripción. 


 
l. Cualquiera otra considerada por la normativa vigente. 


  


CAPÍTULO VI 
Disposiciones finales 


 
Artículo 20. Limitaciones de alcance general. 
 
a) No se aceptan como garantías hipotecarias los terrenos o propiedades en las siguientes 


condiciones: 
 


i. Terrenos que se encuentren ubicados en zonas de alto riesgo. 
 


ii. Los nichos en cementerios, así como bienes ubicados en barrios conflictivos o con 
deseabilidad media baja o baja, según el criterio del perito que realice el estudio de 
valoración de la propiedad  


 
iii. Propiedades con servidumbres de paso que no se encuentren inscritas ante el Registro. 


 
iv. Propiedades de nueva inscripción, sujetas a la ley de información posesoria. 


 
v. Propiedades que posean dentro de su área (por encima o a través del terreno) una 


servidumbre de paso de líneas de energía de alta tensión, de cloaca, oleoducto, cajas 
de registro o alcantarilla. 


 
vi. Propiedades con gravámenes de afectaciones a patrimonio familiar, inscritos sobre la 


finca o cualquier otro que limite la ejecución de la garantía. 
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vii. Propiedades con hipoteca abierta, en las que no medie la carta de renuncia del cliente 
a la línea de crédito donde está la hipoteca. 


JUPEMA se reserva el derecho de rechazar cualquier garantía propuesta por el solicitante, en 
procura de salvaguardar los intereses de la Institución. 
 
No se otorgarán créditos bajo esta línea a aquellos afiliados cuyas operaciones de crédito 
hayan sido pasadas por incobrables. 


 
b) Los arreglos de pago que se realicen bajo esta línea deberán ser aprobados por el 


Departamento de Crédito y Cobro, considerando la capacidad actual y futura para atender 
los términos del tipo de arreglo recomendado por la Unidad de Cobro para cada caso. 
 


Artículo 21. Pagos extraordinarios y cancelaciones anticipadas.  
 
El beneficiario puede realizar pagos extraordinarios al crédito, o cancelar en forma anticipada 
cualquiera de los préstamos. En los pagos que se realicen durante el primer año (extraordinario o 
cancelación) se cobra una comisión del 2% sobre el monto del pago efectuado, además de los 
intereses, pólizas y demás cargos generados al momento de la cancelación. 
 
Esta comisión es aplicable solamente para casos otorgados en periodos de ferias o con 
condiciones especiales que hayan significado erogaciones adicionales por parte de JUPEMA. 
 
Artículo 22. Aumentos en tasas de interés.  
 
Cuando por razones de tipo personal o por despido de un trabajador en servicio del Magisterio 
Nacional, éste deje de laborar para el sector educativo, teniendo operaciones crediticias con 
JUPEMA, la tasa de interés de estas operaciones se incrementa según la tasa de interés activa 
promedio del Sistema Financiero para préstamos en moneda nacional determinada por el Banco 
Central de Costa Rica. 
 
El aumento en la tasa no aplica para los trabajadores en servicio del Ministerio de Educación 
Pública que estén a la espera de nombramiento o extensión de este, siempre y cuando su 
situación pueda ser comprobada mediante consulta de su acción de personal, a través de la 
página oficial del Ministerio. En esos casos, la cuota debe ser cancelada por medio de ventanilla 
o depósito bancario, o en su defecto la cuota se le rebaja al fiador o familiar directo que labore 
para el Sistema Educativo, mientras se normaliza la situación. Para este último caso, el deudor 
debe presentar una nota donde conste la autorización para proceder con el rebajo. Será 
responsabilidad del deudor de informar a JUPEMA, en el momento que sea nombrado 
nuevamente para suspender el rebajo al fiador o familiar directo. 
 
Artículo 23. Vigencia.  
 
 Los cambios aquí aprobados rigen a partir de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta.  
 


5. CONTROL DE VERSIONES 







 


SISTEMA DE GESTIÓN DE LA CALIDAD  


SIGECA-DD  


REGLAMENTO DE CRÉDITOS DE 
VIVIENDA 


Versión 03 
Página  


13 de 13 
Código 


P14-RP-005 


 


 


Documento propiedad de JUPEMA, prohibida su reproducción parcial o total 


Toda copia física o electrónica generada a partir del documento oficial publicado en la intranet se considera ¨COPIA NO CONTROLADA¨ 


 


Versión Fecha Justificación de la creación o modificación 


01 16/02/2018 Revisión responsable del proceso. 


02 18/06/2018 Revisión responsable del proceso, cambios subrayados 
Traslado de Reglamento a formato SIGECA. 


03 17/12/2019 


Revisión responsable del proceso, cambios subrayados.  
Sesión Ordinaria de Junta Directiva N°. 0143-2019, 
celebrada el 17 de diciembre de 2019. Publicado en La 
Gaceta el 03 de febrero de 2020. 
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1. PROPÓSITO  
Regular la actividad crediticia que realiza JUPEMA con recursos provenientes del Régimen de 
Capitalización Colectiva. 
 


2. ALCANCE  
El presente reglamento define el alcance para el otorgamiento de créditos de gastos personales a 
los afiliados activos, jubilados y pensionados, de los regímenes de Capitalización Colectiva y 
Transitorio de Reparto, conforme lo autoriza el artículo 21 de la Ley 7531, reformado por Ley No. 8721. 
Los lineamientos y parámetros para el otorgamiento de los créditos se detallan en el P14-IT-002 
Instructivo de Otorgamiento de Créditos del RCC.   
 
Por principio la concesión de créditos con fondos del Régimen de Capitalización Colectiva, 
constituye una de las formas de inversión autorizadas de las reservas del Régimen de modo que 
la política de tasas de interés y plazos deberá estar sujeta a los requerimientos de los estudios 
actuariales de este Régimen, con el fin de contribuir con la sostenibilidad del Régimen de 
Capitalización Colectiva. 
 


3. DEFINICIONES 


1. Capacidad de pago: Situación financiera y capacidad del deudor que le permite atender sus 
obligaciones financieras en las condiciones pactadas. 
 


2. CEP: Centros Educativos Privados y por exclusión, todos los que no pertenezcan a las entidades 
detalladas en el punto 20 de este apartado. 
 


3. Comité de Crédito: Este comité, es el responsable de analizar las solicitudes de crédito personal  
y refundición de deudas del programa del Régimen de Capitalización Colectiva, cuya garantía 
sea una hipoteca en primer grado y el monto sea superior a los establecidos para el 
otorgamiento máximo que se brinda con garantía fiduciaria o seguro de caución, Está 
conformado por un miembro de la Dirección Ejecutiva por el (la) jefe (a) del Departamento de 
Crédito y Cobro, un Ejecutivo de Crédito II, el Encargado (a) de la Unidad de Cobro y el 
Encargado (a) de la Unidad de Crédito. Y sesiona cada vez que sea necesario. 
 


4. Comportamiento de pago histórico: Antecedentes crediticios del deudor en la atención de sus 
obligaciones financieras durante los últimos cuatro años, independientemente de si estas se 
encuentran vigentes o extintas a la fecha de corte.  Información brindada por la SUGEF. 
 


5. Fiador Solidario y/o codeudor: Afiliados (as) activos (as) del Sistema de Pensiones del Magisterio 
Nacional, que sean cotizantes a sus regímenes y los pensionados (as) y jubilados (as) directos 
(as) que tengan declarada en su favor, una pensión o jubilación ordinaria o extraordinaria en 
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dicho Sistema.   
 


6. Garantías: Respaldo de la operación crediticia en caso de incumplimiento de pago. Son 
garantías aceptadas en JUPEMA, el Seguro de Caución, la fianza solidaria o codeuda y la 
garantía hipotecaria en primer grado, según se define en el Instructivo de Otorgamiento de 
Créditos del RCC P14-IT-002.   


 


7. Garantía Colateral: Entiéndase para efectos de este Reglamento como la suscripción de una 
póliza que cubre el saldo adeudado en caso de fallecimiento del deudor. 


 
8. Hipoteca: Gravamen inscrito ante el Registro de la Propiedad en primer grado a favor de 


JUPEMA, se acepta hasta un 70% del valor del inmueble según el avalúo. 
 


9. MEP: Ministerio de Educación Pública. 
 


10. Morosidad: El mayor número de días de atraso en el pago de principal, intereses, otros productos 
y cuentas por cobrar asociados a la operación crediticia, contados a partir del primer día de 
atraso, que presenta el deudor en la atención de sus operaciones crediticias en la entidad a 
una fecha determinada según las condiciones contractuales de pago. 
 


11. Pignoración de la Póliza Mutual de la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional:  
Garantía colateral de la operación en caso de fallecimiento, donde se autoriza a JUPEMA a 
cobrar el monto pignorado ante la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional con 
prioridad sobre sus beneficiarios. 
 


12. Plazo:   Es el período de tiempo específico en el que ha de cubrirse el monto total otorgado en 
crédito. 
 


13. Pólizas: Garantía colateral del crédito en caso de fallecimiento. 
 


14. Póliza de Saldos Deudores: Póliza que se suscribe con alguna aseguradora debidamente 
autorizada, que sirve como garantía colateral de la operación crediticia. 
 


15. Score: Puntaje basado en un modelo estadístico que pronostica la probabilidad de 
cumplimiento de una persona en el pago de sus obligaciones. 
 


16. Seguro de Caución:  Garantía que asegura el 100% del saldo principal adeudado del crédito 
una vez que la operación haya sido declarada formalmente como morosa con más de 90 días 
de atraso. 
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17. Sujeto de Crédito: Afiliados (as) activos (as) del Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, 
que sean cotizantes a sus regímenes y los jubilados y pensionados (as) directos que tengan 
declarada en su favor, una pensión o jubilación en dicho Sistema. 
 


18. Sucesor: Para efectos de este Reglamento, entiéndase “sucesor” como todos aquellos 
beneficiarios que hayan adquirido el derecho como padres o hermanos del causante, además 
de nietos amparados bajo la ley 2248 del Régimen de Pensiones del Magisterio Nacional. 
 


19. Tasa de interés: La tasa de interés es el precio del dinero en el mercado financiero. 
 


20. Universidades, CUNLIMON, CUC y el INA: Incluye el Instituto Tecnológico de Costa Rica (ITC), la 
Universidad Nacional (UNA), la Universidad de Costa Rica (UCR), el Instituto Nacional de 
Aprendizaje (INA), Universidad Técnica Nacional (UTN) y la Universidad Estatal a Distancia 
(UNED), el Colegio Universitario de Cartago (CUC) y el Colegio Universitario de Limón (CUN). 


 


4. CUERPO DEL REGLAMENTO 


 
Artículo 1: De la administración del programa crediticio 


El Departamento de Crédito y Cobro es responsable de gestionar el programa crediticio y la 
estimación en forma anual, de los recursos necesarios que se deberán incorporar en el 
presupuesto del Régimen de Capitalización Colectiva para el cumplimiento de dicho fin. 


 
Artículo 2: Destino de los recursos 


Dirigido a los afiliados (as) activos (as) del Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, que 
sean cotizantes a sus regímenes y los jubilados y pensionados (as) directos que tengan 
declarada en su favor, una pensión o jubilación en dicho Sistema. 


 


Artículo 3: De las condiciones de los créditos  


a. Monto máximo: El monto máximo es de ¢70.000.000,00. 
 


b. Monto mínimo: El monto mínimo es de ¢500.000,00. 
 


c. Plazo máximo: El plazo máximo es de 30 años, o según tabla de plazos de acuerdo con el 
monto que se solicite. 


 
d. Garantías aceptadas: Los créditos serán respaldados por una o varias garantías según las 


características del crédito, son garantías en JUPEMA: el seguro de caución, fianza solidaria 
/ codeuda, hipoteca en primer grado. 
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e. Póliza de vida: El crédito debe estar cubierto por una póliza que respalde el saldo 
adeudado en caso de fallecimiento. 


 
f. Tasa de interés: Se calcula sumando la tasa básica pasiva bruta publicada en la página 


del Banco Central de Costa Rica más la Tasa Técnica Actuarial y el Margen de Seguridad. 
La tasa de interés se revisa en forma trimestral. 


 
g. El solicitante puede acceder a la cantidad de créditos que su capacidad de pago le 


permita en tanto no exceda el monto máximo. 
 
h. En los casos en los que la garantía sea hipotecaria y el 70% del avalúo lo permita, se puede 


financiar los gastos correspondientes a honorarios y gastos de la inscripción del bien. 


 


Artículo 4: De los requisitos de los préstamos personales 
 


a. Completar la solicitud de crédito. 
 


b. El solicitante debe aportar una constancia emitida por su patrono, donde se detallen los 
salarios nominales y líquidos de los últimos tres meses o seis quincenas según corresponda. 
En el caso de los jubilados y pensionados, la constancia es emitida por JUPEMA, así como 
en los casos de trabajadores del Ministerio de Educación Pública cuando se tenga acceso 
a esa información.  


 
c. Solo se considera el ingreso fijo que reporte su patrono como servidor del Magisterio 


Nacional.  Para efectos de análisis de capacidad de pago y a excepción de los arreglos 
de pago, solo se consideran los “pluses salariales” definidos en el P14-IT-002 Instructivo de 
Otorgamiento de Créditos del RCC.   


 
d. Presentar la cédula de identidad vigente y en buen estado. 


 
e. Presentar el Reporte de Información Crediticia, con el fin de evaluar el comportamiento de 


pago vigente e histórico del solicitante, para ser sujeto de crédito, debe tener un 
comportamiento de pago de 1 o 2. 


 
f. Aportar el número de una cuenta cliente donde se le puede realizar el depósito del monto 


otorgado. No aplica para jubilados y pensionados o en aquellos casos que ya tengan una 
cuenta cliente registrada en el Sistema de Crédito y Cobro.  
 


g. Proporcionar satisfactoriamente los datos o referencias solicitadas por el ejecutivo de 
JUPEMA. 
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h. Las cuotas del crédito, incluyendo amortización, pago de intereses y póliza, según 
corresponda, son deducidas del salario ordinario, por el patrono y reportadas ante JUPEMA 
en los primeros diez días hábiles del mes, junto con el pago de las cuotas obrero-patronales. 
En el caso de los jubilados y pensionados se deducen de su giro de pensión. Es 
responsabilidad del deudor, estar al día con el pago de las cuotas correspondientes según 
los compromisos del crédito otorgado.   


 
i. En el caso de la garantía hipotecaria, el solicitante debe presentar los documentos 


solicitados por el ejecutivo para realizar el estudio correspondiente. 
 
j. En caso de ser necesario, presentar y cumplir con los documentos, requisitos y garantías 


adicionales que le solicite la Unidad de Crédito, para resguardar los intereses de la 
Institución.   
 


k. Cada solicitante deberá superar las calificaciones de score de crédito, de manera que 
esa calificación sumada a su valoración de capacidad de pago compruebe el 
cumplimiento de puntajes mínimos requeridos para acceder al monto solicitado y las 
garantías ofrecidas. Lo anterior de acuerdo con lo estipulado en el P14-IT-002 Instructivo 
de Otorgamiento de Créditos del RCC. 
 


Artículo 5: Del Pagaré   


Representa el carácter de título ejecutivo, este documento debe contener las principales 
características de la operación crediticia que se está gestionando. 


 
Artículo 6: Del análisis de la solicitud de crédito 


El proceso de análisis de la solicitud presentada por el interesado se inicia cuando éste haya 
presentado a satisfacción de JUPEMA, la totalidad de los requisitos previamente definidos en 
este Reglamento, así como otros adicionales, solicitados en procura de salvaguardar los 
intereses de la Institución.  


La aprobación del trámite se sujeta a la valoración de la calificación indicada en el score 
crediticio aplicando según corresponda, el porcentaje de endeudamiento establecido por la 
Unidad Integral de Riesgos y según se indica en el RCC P14-IT-002 Instructivo de Otorgamiento 
de Créditos del RCC. 
 


Artículo 7: Aprobación de los créditos 


Las solicitudes de crédito son recibidas, analizadas y aprobadas o denegadas por el ejecutivo 
responsable del análisis crediticio o quien se determine según se indica en el RCC P14-IT-002 
Instructivo de Otorgamiento de Créditos del RCC. 
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Queda entendido que, por el hecho de recibir la solicitud de crédito, JUPEMA no adquiere 
compromiso u obligación alguna con el solicitante y que la aprobación de este queda sujeta 
a juicio exclusivo de la Institución, de conformidad con los parámetros establecidos en esta 
reglamentación y la disponibilidad presupuestaria. 


 


Artículo 8: Desembolso 


El giro de los préstamos se realiza a nombre del solicitante del crédito, puede realizarse el 
depósito a través de transferencia bancaria o por medio de cheque.   


En el caso de las refundiciones de deudas y otros pagos, los cheques o transferencias con las 
que se cancelen operaciones deben girarse a nombre de las instituciones correspondientes. 


 


Artículo 9: De la formalización del crédito 


Los créditos pueden ser formalizados en las oficinas de JUPEMA, o bien, fuera de ellas siempre 
que sean asistidos por un funcionario de la Institución.  


 


Artículo 10: Comisión de formalización 


JUPEMA cobrará una comisión del 1.5% del monto de la operación.  Quedan exentos del 
cobro de esta comisión, los arreglos de pago.  


 
Artículo 11: Del cobro de los créditos 


La cuota del crédito, así como los montos por concepto de pólizas y seguros, retenidas por los 
patronos a sus trabajadores mediante deducción de planilla, deben ser pagados ante 
JUPEMA en forma mensual junto con el pago de las planillas por concepto de cuotas obrero 
patronal que se debe cancelar en los primeros diez días hábiles del mes.   


En el caso de los trabajadores del Ministerio de Educación, se deduce de su giro quincenal la 
cuota correspondiente, previa autorización escrita de éste al formalizarse el crédito, así como 
en el pagaré.  


Para efectos de cobro de intereses moratorios, se cobra a partir del primer día hábil del mes, 
siendo equivalente a la tasa de interés corriente del crédito más un 30%, según lo establecido 
en el Artículo 498 del Código de Comercio.  


En el caso de los jubilados y pensionados se deduce de su giro de pensión. 


Se exceptúan los casos en que la deducción no se pueda aplicar por motivos ajenos a 
JUPEMA, siempre y cuando esta situación se haya generado con posterioridad a la 
formalización del crédito. En estos casos, el deudor queda obligado a pagar las cuotas 
oportunamente en las oficinas de JUPEMA o por transferencia bancaria. 


 


Artículo 12: Cobro administrativo y judicial 
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En caso de morosidad, se inicia el trámite de cobro administrativo y judicial, de conformidad 
con los términos indicados en el Procedimiento de la Unidad de Cobro, según el P14-PR-013 
Cobro de créditos y P14-IT-038 Cobro Judicial e Incobrables RCC y RTR. 


 
Artículo 13: Vencimiento anticipado 


Las operaciones concedidas, pueden declararse vencidas anticipadamente y exigibles de 
inmediato por parte de JUPEMA, si se comprobara en cualquier momento falsedad en la 
información proporcionada por el deudor al formalizarse la operación de crédito, atraso en el 
pago de una cuota, o bien, se observe deterioro en la garantía. 


 


Artículo 14: Pagos extraordinarios y cancelaciones anticipadas  


El deudor, fiador o codeudor puede realizar pagos extraordinarios al crédito, o cancelar en 
forma anticipada el préstamo, sin que por ello deba pagar comisión alguna, salvo los intereses, 
seguros y cargos generados al momento de la cancelación. Se exceptúan de este beneficio 
los créditos otorgados bajo condiciones especiales y en los que JUPEMA haya asumido o 
exonerado algún pago, por un plazo de 2 años contados a partir de la formalización del 
crédito, si se realiza algún pago durante este periodo se cobra un monto equivalente al 2% 
del pago recibido. 


 


Artículo 15: Aumentos en tasas de interés 


a) Cuando por razones de tipo personal o por despido de un trabajador en servicio del 
Magisterio Nacional deje de laborar para el sector educativo teniendo operaciones 
crediticias activas en JUPEMA, la tasa de interés de estas operaciones se sustituye por la 
tasa de interés activa promedio del Sistema Financiero para préstamos en moneda 
nacional determinada por el Banco Central de Costa Rica. Lo anterior, se aplicará siempre 
y cuando, la tasa activa promedio sea más alta a la del crédito que posea el deudor.  
 


b) El aumento en la tasa no aplica para los siguientes casos: 
 
• Para los afiliados que estén a la espera de nombramiento o extensión de este. Se 


brinda un plazo de seis meses para los trabajadores del Ministerio de Educación 
Pública, INA y Universidades y tres meses para los trabajadores de los CEPS. En esos 
casos, la cuota debe ser cancelada por medio de ventanilla o depósito bancario 
manteniendo la operación al día.  


 
• Cuando la cuota se le pueda rebajar al fiador o familiar en primer grado de 


consanguinidad o afinidad que labore para el Sistema Educativo Nacional, mientras 
se normaliza la situación. Para esto, el deudor debe presentar una nota donde 
conste la autorización para proceder con el rebajo. Es responsabilidad del deudor 
informar a JUPEMA, en el momento que sea nombrado nuevamente para suspender 
el rebajo al fiador o familiar directo. 
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• Cuando el crédito corresponda a un arreglo de pago. 
 


 


Artículo 16: Limitaciones de alcance General 
 


a) No se aceptan como garantías hipotecarias, terrenos que se encuentren en período de 
convalidación, que estén ubicados en zonas de alto riesgo, los nichos en cementerios, así 
como bienes ubicados en barrios conflictivos o con deseabilidad media baja o baja, según 
el criterio del perito que realice el estudio de valoración de la propiedad. JUPEMA se 
reserva el derecho de rechazar cualquier garantía propuesta por el solicitante, en procura 
de salvaguardar los intereses de la Institución. 


 


b) Los arreglos de pago que se realicen deberán ser aprobados por el Departamento de 
Crédito y Cobro, considerando la capacidad de pago para atender los términos del tipo 
de arreglo recomendado por la Unidad de Cobro para cada caso, según se indica en el 
P14-IT-037 Instructivo de Arreglos de pago. 


 


c) No se aceptan como deudores o fiadores aquellos que tengan operaciones declaradas 
incobrables en JUPEMA, ni aquellos quienes hayan cancelado la deuda por medio del uso 
del Seguro de Caución. 


 
Artículo 17: Vigencia   


El presente Reglamento rige a partir del 1° de julio de 2019. 


 


5. CONTROL DE VERSIONES 


Versión Fecha Justificación de la creación o modificación 


01 05/07/2017 − Se ajusta  a formato SIGECA, según Norma ISO 9001 y 
revisión responsable del proceso.          


02 22/01/2018 Ajustes requeridos 


03 22/10/2018 Revisión responsable del proceso, ajustes subrayados. 


04 01/07/2019 


Revisión responsable del proceso.  Ajustes importantes 
en  el Reglamento. Aprobado en la sesión de Junta 
Directiva 0042-2019 del 08 de abril de 2019, Acuerdo G1. 
Publicado en La Gaceta el 20 de mayo de 2019. 


 


6. REVISIÓN Y APROBACIÓN  
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Elaborado por Revisado por Fecha de  
Aprobación 


Aprobado por 


 
 
 


José Eduardo Mora 
Villalobos 


Encargado Unidad 
de Crédito 


 
Silvia Barrantes Picado 


Jefa Departamento 
de Crédito y Cobro 


 
 
 
 
 


Lic. Róger Porras Rojas 
Director Ejecutivo 


01/07/2019  


Aprobado en la 
Sesión de Junta 


Directiva 0042-2019 
del 08 de abril de 
2019, Acuerdo G1. 


Publicado en La 
Gaceta el 20 de 
mayo de 2019 
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				2019-07-01T16:24:10-0600

		JOSE EDUARDO MORA VILLALOBOS (FIRMA)





				2019-07-01T16:25:07-0600

		SALVIA BARRANTES PICADO (FIRMA)





				2019-07-01T17:11:04-0600

		ROGER PORRAS ROJAS (FIRMA)










image14.emf
CONVENIO_MULTIL ATERAL_ESPANOL-2.pdf


CONVENIO_MULTILATERAL_ESPANOL-2.pdf









































































































































image15.emf
MTSS-DMT-OF-252- 2021 CSJ CMISS.pdf


MTSS-DMT-OF-252-2021 CSJ CMISS.pdf


 
 
 
 
 


 
 


 


 


TELÉFONO: 2542-0056 ⏐ CENTRAL TELEFÓNICA: 2542-0000 ⏐ WWW.MTSS.GO.CR 


 
26 de febrero de 2021 


MTSS-DMT-OF-252-2021 


 


 


Señor 


Fernando Cruz Castro 


Presidente 


Corte Suprema de Justicia 


 


ASUNTO: Consulta criterio sobre Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social. 


 


Estimado señor, 


 


Me refiero al proceso de estudio y análisis que se ha venido desarrollando alrededor del Convenio 


Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social (CMISS), adoptado en la Cumbre de Jefes de 


Estado y de Gobierno, celebrada en Santiago de Chile, el 10 de noviembre del 2007, con el fin de 


valorar su eventual aprobación. 


 


Como referencia, mediante memorial MTSS-DMT-OF-471-2019 se tuvo a bien solicitar un 


representante del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para integrar un equipo 


técnico interinstitucional, para que estudiaran y analizaran el instrumento de previo a considerar el 


proceso de sumisión ante el Plenario Legislativo.   


 


Desde entonces, el equipo técnico integrado por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Corte Suprema de Justicia, Caja Costarricense de Seguro 


Social, Instituto Nacional de Seguros, Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional y 


la Superintendencia de Pensiones han celebrado espacios técnicos para intercambiar impresiones, 


observaciones y comentarios. 


 


A lo largo de este proceso, la Organización Iberoamericana de Seguridad Social (OISS), a través del 


Director Regional para Centro América y el Caribe, ha brindado un acompañamiento y apoyo al 


equipo técnico mediante reuniones con el equipo técnico, reuniones bilaterales y el auspicio de un 


taller sobre la aplicación del instrumento que ocupa la atención de la presente nota. 


 


Dentro de este contexto y con el fin de hacer las valoraciones del caso para dar inicio al proceso de 


sumisión del instrumento, atentamente me permito solicitarle el criterio técnico jurídico sobre el 


texto del CMISS, que tenga a bien emitir el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, 


de ser posible a más tardar el 31 de marzo 2021. 



http://www.mtss.go.cr/
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Para este fin, le reitero la disposición de la asistencia técnica que brinda la OISS, quien ha mostrado 


su conformidad para concertar reuniones bilaterales con cada una de las instituciones involucradas, 


con el fin de clarificar la aplicación práctica del CMISS, así como aclarar cualquier duda relacionada 


con el tema.   


 


En caso de requerir alguna aclaración o colaboración para recibir el apoyo técnico disponible con la 


OISS, puede comunicarse al Departamento de Asuntos Internacionales del Trabajo, a través del 


correo electrónico: grace.gamboa@mtss.go.cr 


 


Atentamente, 


 


 


 


 


Silvia Lara Povedano 


Ministra 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 


 


 


Elaborado por: Revisado por: 


VB Dirección:   


 


Anexos: MTSS-DMT-OF-471-2019 


Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social 


C. 


Sra. Emma López Ramírez, Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


Sr. Carlos Lizano Alfaro, Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


Archivo  
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04 de abril de 2019 


MTSS-DMT-OF-471-2019 


 


Señor  


Fernando Cruz Castro 


Presidente  


Corte Suprema de Justicia 


 


Asunto: Solicitud designación representante para estudio Convenio Multilateral Iberoamericano 


de Seguridad Social. 


  


Estimado señor:  


 
 
Me refiero a oficio GP-1813-2019 del 20 de marzo de 2019, suscrito por el señor Jaime 


Barrantes Espinoza, Gerente de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, 


mediante el que me extiende solicitud para que se valore la oportunidad de estudiar la 


posible promoción para la aprobación del Convenio Multilateral Iberoamericano de 


Seguridad Social, adoptado en la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno, celebrada en 


Santiago de Chile, el 10 de noviembre del 2007. 


  


Sobre este particular me permito informar que he valorado la propuesta recibida y coincido 


en la iniciativa de integrar una comisión, integrada por funcionarios representantes de las 


autoridades que administran regímenes de pensiones, con el fin que analicen y estudien el 


instrumento en cuestión, de previo a la promoción para la aprobación del instrumento de 


cita.  


 


El examen que se realice permitirá recopilar insumos importantes para tener un panorama 


integral de la forma de aplicación del instrumento de cita, que estimo importante para la 


toma de decisión para una eventual sumisión del instrumento ante el plenario legislativo. 



http://www.mtss.go.cr/
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Por tal razón, siendo que es un tema que aborda diferentes aristas, deseo contar con su 


anuencia en integrar un equipo técnico compuesto por funcionarios de la Caja Costarricense 


de Seguro Social, el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, el Ministerio de Trabajo 


y Seguridad Social, Instituto Nacional de Seguros, la Superintendencia de Pensiones, Junta 


de Pensiones del Magisterio Nacional y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial. 


 
En caso de contar con su anuencia, agradezco comunicar la designación de dos 


funcionarios, en calidad de propietario y suplente que representen a la institución bajo su 


cargo, que integren el equipo técnico de estudio y análisis, para que sean contactadas por 


el Departamento de Asuntos Internacionales de la Dirección de Asuntos Jurídicos del 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de ser posible a más tardar el 24 de abril de 2019 


y así poder concertar una primera sesión de trabajo. 


 


Atentamente, 


 


 


 


 


Steven Núñez Rímola 


MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 


 


 


 


 


 


 
Cc: Sra. Natalia Álvarez Rojas, Viceministra de Trabajo y Seguridad Social, Área Social 


       Sr. Román Macaya Ayes, Presidente Ejecutivo, Caja Costarricense Seguro Social, CCSS 


       Sra. Adriana Benavides V., Directora, Dirección de Asuntos Jurídicos, MTSS. 


       Sra. Grace Gamboa Acuña, Jefe Asuntos Internacionales, MTSS 


       Archivo 
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04 de abril de 2019 


MTSS-DMT-OF-471-2019 


 


Señor  


Fernando Cruz Castro 


Presidente  


Corte Suprema de Justicia 


 


Asunto: Solicitud designación representante para estudio Convenio Multilateral Iberoamericano 


de Seguridad Social. 


  


Estimado señor:  


 
 
Me refiero a oficio GP-1813-2019 del 20 de marzo de 2019, suscrito por el señor Jaime 


Barrantes Espinoza, Gerente de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, 


mediante el que me extiende solicitud para que se valore la oportunidad de estudiar la 


posible promoción para la aprobación del Convenio Multilateral Iberoamericano de 


Seguridad Social, adoptado en la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno, celebrada en 


Santiago de Chile, el 10 de noviembre del 2007. 


  


Sobre este particular me permito informar que he valorado la propuesta recibida y coincido 


en la iniciativa de integrar una comisión, integrada por funcionarios representantes de las 


autoridades que administran regímenes de pensiones, con el fin que analicen y estudien el 


instrumento en cuestión, de previo a la promoción para la aprobación del instrumento de 


cita.  


 


El examen que se realice permitirá recopilar insumos importantes para tener un panorama 


integral de la forma de aplicación del instrumento de cita, que estimo importante para la 


toma de decisión para una eventual sumisión del instrumento ante el plenario legislativo. 
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Por tal razón, siendo que es un tema que aborda diferentes aristas, deseo contar con su 


anuencia en integrar un equipo técnico compuesto por funcionarios de la Caja Costarricense 


de Seguro Social, el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, el Ministerio de Trabajo 


y Seguridad Social, Instituto Nacional de Seguros, la Superintendencia de Pensiones, Junta 


de Pensiones del Magisterio Nacional y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial. 


 
En caso de contar con su anuencia, agradezco comunicar la designación de dos 


funcionarios, en calidad de propietario y suplente que representen a la institución bajo su 


cargo, que integren el equipo técnico de estudio y análisis, para que sean contactadas por 


el Departamento de Asuntos Internacionales de la Dirección de Asuntos Jurídicos del 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de ser posible a más tardar el 24 de abril de 2019 


y así poder concertar una primera sesión de trabajo. 


 


Atentamente, 


 


 


 


 


Steven Núñez Rímola 


MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 


 


 


 


 


 


 
Cc: Sra. Natalia Álvarez Rojas, Viceministra de Trabajo y Seguridad Social, Área Social 


       Sr. Román Macaya Ayes, Presidente Ejecutivo, Caja Costarricense Seguro Social, CCSS 


       Sra. Adriana Benavides V., Directora, Dirección de Asuntos Jurídicos, MTSS. 


       Sra. Grace Gamboa Acuña, Jefe Asuntos Internacionales, MTSS 


       Archivo 
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División de Fiscalización Operativa y Evaluativa 
Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales 


 


Contraloría General de la República 


T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgr.go.cr 


 http://www.cgr.go.cr/   Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica 


 


Al contestar refiérase 


al oficio Nº 11481 


 


10 de agosto, 2018 


DFOE-PG-0436 


 


Señor 


Roberth García González 


Auditor General 


PODER JUDICIAL 


Correo: auditoria@poder-judicial.go.cr  


rgarciag@poder-judicial.go.cr  


 


Estimado señor: 


 


Asunto: Emisión de criterio solicitado sobre las competencias de la Auditoría Interna 


respecto de la nueva Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones del Poder Judicial 


 


Se procede a dar respuesta a su consulta efectuada mediante oficio Nro. 713-AUD-2018 de 


fecha 4 de junio de 2018, al cual se previno mediante oficio del Órgano Contralor Nro. 07757 


(DJ-0711) de 6 de junio de 2018; el cumplimiento de requisitos para la admisibilidad de la 


consulta, los cuales fueron aportados según se aprecia del oficio Nro. 738-13-UJ-2018 de 8 de 


junio de 2018.  


 


I. OBJETO DE LA CONSULTA 


 


a) SOBRE EL FONDO: 


 


Aduce el consultante que mediante oficio emitido en su oportunidad por el Órgano Contralor, 


Nro. DJ-3905-2010 de 3 de noviembre de 2010, se consideró que la Auditoría Interna del Poder 


Judicial tenía facultades para la fiscalización del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder 


Judicial. 


 


Indica que en dicho oficio se externó el criterio que los recursos administrados por ese 


Fondo eran fondos públicos sujetos a fiscalización, de conformidad con las competencias 


otorgadas a las auditorías institucionales por el artículo 22 de la Ley General de Control Interno 


(LGCI). Que la administración del Fondo no salía del ámbito público al ser una labor normal y 


ordinaria del Poder Judicial a través del Consejo Superior y que por ello existe la obligación del 


Poder Judicial de responder con sus propios recursos por una administración deficiente. Que la 


fiscalización por parte de la Auditoría Judicial respecto a la forma como se llevaba a cabo esa 


labor de administración, es extensiva a la gestión del Fondo como tal y debía ser ejercida con 


arreglo a los parámetros ordinarios aplicables a la fiscalización de las actividades del Poder 
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Judicial como Administración. Que si la administración activa (representada por el Consejo 


Superior de la Corte Suprema del Poder Judicial) tiene como parte de sus atribuciones normales 


y ordinarias la administración del Fondo de referencia, es evidente que la fiscalización respecto 


al ejercicio de dicha atribución forma parte del ámbito competencial de la administración judicial.  


 


Dicho esto, en criterio del consultante, con la promulgación de la Ley Nro. 9544 “Reforma 


Ley Orgánica del Poder Judicial”, publicada en la Gaceta 89 del 22 de mayo del 2018, el cuadro 


fáctico y normativo analizado en el oficio DJ-3905-2010 por la Contraloría General varió 


sustancialmente, en razón de las siguientes consideraciones del consultante, las cuales se 


transcriben en su literalidad:  


 


“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa 
independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y 
atribuciones que le otorga la ley, para la administración del Fondo. 
 
La Junta Administrativa contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer 
las atribuciones que el Ordenamiento Jurídico le asigne, así como la representación 
judicial y extrajudicial del Fondo. 
 
El artículo 239 inciso h) señala -entre otras funciones- que le corresponde a la Junta: 
Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y sanción del 
personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, 
sus modificaciones y su liquidación anual" 
 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 
cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de 
las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas 
de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en 
general, sus gastos administrativos. 
 
Por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la 
regulación de Ia Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del 
Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); 
adicionalmente él artículo 239 de la citada Ley, inciso g), dicta cumplir con Ia 
legislación y la normativa que emitan ambos entes.”. 


 
Finalmente, procede a la formulación de la consulta en los siguientes términos:  


 
“Debido a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 
Jubilaciones del Poder Judicial y de conformidad con sus competencias y 
potestades otorgadas en los artículos 239 y 241 de la Ley 9544: 
 
 ¿Tiene la Auditoría lnterna del Poder Judicial la facultad de fiscalizar, advertir o 
asesorar este nuevo órgano desconcentrado con personalidad jurídica instrumental 
del poder Judicial? 
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En relación con los recursos que requiere para su funcionamiento la Plataforma 
Administrativa de dicha Junta Administradora del Fondo en mención: 
 
. ¿Puede el Poder Judicial prestarle sus propios funcionarios remunerados con el 
presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a 
este nuevo órgano? 
 
.¿Está facultado el Poder Judicial para brindar recursos materiales, financieros, 
tecnológicos y de infraestructura a esa Junta Administradora?” 


 


b) POSICIÓN DE LA AUDITORÍA DEL PODER JUDICIAL 


 


La Auditoría Interna del Poder Judicial externó su posición mediante oficio Nro. 


738-13-UJ-2018 de 8 de junio de 2018, en el cual indica que efectivamente con la promulgación 


de la Ley Nro. 9544 de 2018, varió el cuadro fáctico y normativo analizado por la Contraloría 


General en su oficio Nro. DJ-3905-2010 de 3 de noviembre de 2010, y aduce para dicha 


conclusión las siguientes consideraciones:  


 


“Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial como un Órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia 
funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga 
la ley, para la administración del Fondo.  
 
La Junta Administrativa contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 
atribuciones que el Ordenamiento Jurídico le asigne, así como la representación judicial y 
extrajudicial del Fondo.  
 
El artículo 239 inciso h) señala -entre otras funciones- que le corresponde a la Junta: 
Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del 
personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus 
modificaciones y su liquidación anual.  
 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un 
cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las 
jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, con lo cual se pagarán las dietas de los 
miembros de la Junta Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus 
gastos administrativos.  
 
Por disposición expresa del artículo 241 de la Ley 9544, la supervisión y la regulación de 
la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional 
de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF); adicionalmente el artículo 239 de la 
citada Ley, inciso g), dicta cumplir con la legislación y la normativa que emitan ambos 
entes.”.  


 



http://www.cgr.go.cr/





División de Fiscalización Operativa y Evaluativa 
Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales 


 
DFOE-PG-0436 -4- 10/08/2018 


 


Contraloría General de la República 


T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgr.go.cr 


 http://www.cgr.go.cr/   Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica 


Indica además que el artículo 239 de la Ley 9544 en relación con el artículo 83 de la Ley 


General de la Administración Pública (LGAP) dan pie para afirmar que lo que se creó con la 


nueva Junta en la reforma operada a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) fue un órgano 


con desconcentración máxima, puesto que “el Jerarca del Poder Judicial se encuentra sustraído 


de avocarse la competencia de la Junta, revisar o sustituir su conducta o girarle órdenes, 


instrucciones o circulares”. En ese sentido, -aduce el auditor- el legislador dotó de personalidad 


jurídica instrumental al nuevo órgano y lo facultó “para que dicte las normas en relación con el 


nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan 


anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual”.  


 


Consecuentemente señala, que todas las competencias propias del jerarca (elección del 
personal, potestad disciplinaria, dirección presupuestaria, entre otras) son trasladadas por 
voluntad legislativa a Ia nueva Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 
 


Continúa indicando el auditor, en otro orden de argumentación, que la Ley General de 
Control lnterno No. 8292 establece en el artículo 20 la obligación de todos los órganos de contar 
con auditoría interna y en consecuencia este nuevo órgano desconcentrado con personalidad 
jurídica instrumental debería contar con su propia Auditoría lnterna y establecer el sistema de 
control interno que corresponda, puesto que al no ser subordinado del jerarca del Poder Judicial 
y contar con su propio régimen disciplinario, el suscrito carecería de competencia para emitir los 
productos de auditoría, y en especial se encontraría en una imposibilidad material de aplicar los 
procedimientos establecidos en la Ley General de Control Interno para los casos de 
discrepancias con las recomendaciones que emite este Departamento. 
 


A modo de ejemplo y en apoyo de su anterior posición, el consultante enumera algunos 
órganos desconcentrados con personalidad jurídica instrumental que cuentan cada uno con una 
auditoría interna separada e independiente al órgano al que están adscritos. 
 


Finaliza su posición argumentado que:  
 
“El Poder Judicial se encuentra imposibilitado a prestarle sus propios funcionarios remunerados 
con el presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a este 
nuevo órgano, pues para ello el legislador lo dotó con su propio presupuesto, así como la 
competencia para nombrar y sancionar al personal, de modo que se desnaturalizaría la relación 
de jerarquía con la Junta. Así tampoco brindarle recursos materiales, financieros, tecnológicos y 
de infraestructura a esa Junta Administradora, en el tanto estaría utilizando fondos públicos con 
un destino distinto a las funciones que le corresponden al Poder Judicial, violentando así el 
principio de legalidad que rige a la lnstitución y por ende, podría presentarse un eventual delito 
de malversación de fondos públicos.”.  
 
II. CONSIDERACIONES PREVIAS 


 


En atención a la consulta planteada, cabe señalar que de acuerdo con el artículo 29 de la 


Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley n.º 7428, el Órgano Contralor ejerce 


la potestad consultiva en el ámbito de sus competencias, de manera que atiende las consultas 


que al efecto le dirijan los órganos parlamentarios, los diputados de la República, los sujetos 
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pasivos y los sujetos privados no contemplados en el inciso b) del artículo 4 de la citada Ley. 


Complementándose al efecto, con lo regulado en el “Reglamento sobre la recepción y atención 


de consultas dirigidas a la Contraloría General de la República” (resolución R-DC-197-2011), el 


cual establece las condiciones que rigen el trámite y la atención de las consultas ingresadas 


como parte del ejercicio de la competencia consultiva. 


 


Al efecto, el artículo 8 del Reglamento de referencia, establece requisitos de obligatorio 


cumplimiento para la presentación de las consultas dirigidas al Órgano Contralor, entre los que 


se citan, en lo de interés, lo dispuesto en los incisos 1 y 2 de dicho ordinal, los cuales determina 


lo siguiente:  


 


"Artículo 8°—Requisitos para la presentación de las consultas. Las 


consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 


7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: 


1. Tratarse de asuntos de competencia del órgano contralor. 


2. Plantearse en términos generales, sin que se someta al órgano consultivo a 


la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del 


sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. 


(…)." 


 


De lo cual se desprende la obligación de presentar las consultas dentro de las materias 


propias de la competencia constitucional y legal de esta Contraloría General vinculada con la 


Hacienda Pública. Asimismo, debe plantearse en términos generales, sin que se someta al 


Órgano Consultivo a la resolución de circunstancias concretas propias del ámbito de decisión del 


sujeto consultante, o que atañen a la situación jurídica del gestionante. 


 


Dicho proceder, obedece a la finalidad propia del proceso consultivo, que no pretende 


sustituir a la Administración en la toma de decisiones respecto de las competencias que le han 


sido asignadas en el ordenamiento jurídico, a la vez que se trata de evitar el riesgo que genera la 


emisión de un criterio vinculante sobre la base de supuestos fácticos y jurídicos que no se 


conocen a plenitud, y por ende, puede generar un pronunciamiento errado en sus conclusiones. 


De manera que se reitera el carácter general de las observaciones y el análisis que aquí se 


plantea sobre los temas en consulta. 


 


Por ello, la potestad consultiva no debe verse como un medio por el cual la Contraloría 


General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de situaciones particulares en el 


plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos internos que se puedan generar 


entre las diferentes instancias en el seno de la administración consultante, o la validación o 


confirmación de conductas previamente adoptadas por la Administración activa.  
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En ese tanto, lo anterior no impide emitir un criterio vinculante respecto a consultas 


relacionadas con el ámbito competencial del Órgano Contralor, máxime cuando se trata de 


temas o materias abordados previamente en el ejercicio de su potestad consultiva, bajo el 


entendido que se trata de consideraciones que se esbozan desde una perspectiva general, y no 


de una situación específica e individualizada, y dirigidas por demás a orientar a la entidad 


consultante en la toma de sus decisiones. 


 


III. CRITERIO JURÍDICO DE LA CONTRALORÍA GENERAL 


 


1) ANÁLISIS DEL OFICIO NRO. 10369 (DJ-3905) DEL ÓRGANO CONTRALOR A LA LUZ DE LA LEY 


NRO. 9544 “REFORMA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL” 


 


Como se indicó en el apartado anterior, siendo que el objeto de la consulta se dirige 


principalmente a una serie de puntos concretos, que además requieren pronunciamiento de 


asuntos que no corresponden definir por competencia al Órgano Contralor, es importante 


resaltar que la respuesta a la consulta se atiende en términos generales y sobre los temas que 


por Ley corresponde, lo cual implica no entrar a conocer por esta vía consultiva de situaciones 


específicas que sean de conocimiento por la Administración, en las que le atañe las valoraciones 


pertinentes, de frente a la adopción de conductas administrativas con efectos concretos. 


 


En primera instancia, conviene establecer si con la reforma operada a la Ley Orgánica del 


Poder Judicial con la promulgación de la Ley Nro. 9544 “Reforma Ley Orgánica del Poder 


Judicial”, publicada en la Gaceta 89 del 22 de mayo del 2018, el cuadro fáctico y normativo 


analizado en el oficio de la Contraloría General No. 10369 (DJ-3905-2010) de 3 de noviembre de 


2010, varió sustancialmente o si en su defecto, se mantienen los presupuestos jurídicos 


analizados en dicha oportunidad. 


 


Preliminarmente, debe indicarse que en el 2010, año en que se emitió el oficio de referencia, 
el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial era administrado por el Consejo Superior 
del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión establecidas por la Corte Suprema de 
Justicia1, lo cual significaba que su administración era una labor encargada al propio Poder 
Judicial, quien la ejercía como parte de sus atribuciones normales y ordinarias y asumiendo con 
sus recursos públicos los costos que implica y trae consigo dicha administración.  
 


Sin embargo, con la reforma operada por la Ley Nro. 9544, tenemos un nuevo panorama 
jurídico por el cual el Fondo es independiente del Poder Judicial (art. 235), y su administración es 
trasladada a una Junta Administrativa como un órgano del Poder Judicial (art.242 inciso f), que 
contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las 
facultades y atribuciones que le otorga la ley (art. 239 incisos a) y h); y tendrá personalidad 
jurídica instrumental, así como ejercer la representación judicial y extrajudicial del Fondo. 
Igualmente, la reforma de ley le otorga a la Junta facultades de inversión de los recursos 
acumulados en el Fondo (arts. 239 inciso f) y 240 bis).  


                                                 
1
 Competencia que era regulada en los incisos 12,13,14 y 15 del artículo 81 de la Ley 7333 del 5/5/1993, los cuales 


fueron derogados por el artículo 2 de la Ley Nro. 9544 “Reforma Ley Orgánica del Poder Judicial del 24/4/2018. 
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Ahora bien, en el oficio del Órgano Contralor del año 2010 se indicó:  


 


“En ese sentido, si la Administración Activa (representada por el Consejo Superior y 
la Corte Suprema del Poder Judicial) tiene como parte de sus atribuciones normales 
y ordinarias la administración del Fondo de marras, es evidente que la fiscalización 
respecto al ejercicio de dicha atribución forma parte del ámbito competencial de la 
Auditoría Judicial.”. 
 
Sin mayor rigor de análisis; a la luz de lo indicado, es de consecuencia lógica en el nuevo 


contexto de la reforma legal, que habiendo salido la administración del Fondo del ámbito del 
Consejo Superior y de la Corte Suprema de Justicia como administración activa, su fiscalización 
ya no forma parte del ámbito competencial de la Auditoría Judicial, como se verá con mayor 
detenimiento en el siguiente apartado. 
 


2) SOBRE EL EJERCICIO DE LAS COMPETENCIAS DE FISCALIZACIÓN DE LA AUDITORÍA JUDICIAL 


SOBRE LA JUNTA ADMINISTRATIVA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER 


JUDICIAL 


 


De seguido se impone el análisis de la estructura administrativa que el legislador diseña para 


la Junta Administrativa del Fondo, y si dicha configuración orgánica incide en las competencias 


fiscalizadoras de la Auditoría Judicial sobre aquella.  


 


En efecto, el nuevo órgano llamado Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, si bien su norma de creación no indica expresamente el tipo de 


desconcentración administrativa en los términos del artículo 83 de la LGAP;  la Procuraduría 


General de la República ha reconocido la posibilidad de la creación tácita de órganos 


desconcentrados. En ese sentido, ha indicado que un órgano desconcentrado requiere, al menos, 


independencia funcional, o sea la potestad de ejercer la competencia material que le ha sido 


transferida sin sujeción a un poder de mando o, en su caso, una potestad revisora2. Esta 


independencia funcional ha sido otorgada por el legislador a la Junta Administrativa en el artículo 


239 de la Ley 9544.  


 


Al ser la Junta Administrativa un órgano con desconcentración y ejercer en nombre propio la 


correspondiente competencia desconcentrada libre de los poderes de mando e instrucción y 


alternativamente el de revisión o de avocación del jerarca, no podría la Auditoría Judicial que 


tiene dependencia del jerarca (artículo 24 de la LGCI), ejercer las competencias y potestades 


otorgadas por los artículos 22 y 33 de la LGCI, por cuanto un eventual incumplimiento de las 


disposiciones del auditor interno por parte del órgano desconcentrado, no podría ser elevado en 


conflicto al máximo jerarca, que tendría sus potestades limitadas respecto de éste; y por ende el 


cumplimiento de lo dispuesto por la Auditoría no podría ser exigido.  


 


                                                 
2 Dictamen C-255-2005 del 15 de julio, 2005. Procuraduría General de la República. 
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La Ley General de Control Interno, N.° 8292, establece que el Sistema de Fiscalización 


Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos3, entre los que se 


contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca 


limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, faltaría uno de los componentes orgánicos del sistema de control 


interno (SCI), viéndose impracticable el deber, junto a los titulares subordinados, de lo dispuesto 


en el artículo 104 de la LGCI, esto es, establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el SCI 


institucional, correspondiendo a la administración activa realizar las acciones necesarias para 


garantizar su efectivo funcionamiento. 


 


Siendo la Junta Administrativa un órgano con desconcentración; la Auditoría del Poder 


Judicial vería limitado su ejercicio funcional; el cual está circunscrito a su ámbito de pertenencia 


institucional, de conformidad con los artículos 7 y 21 de la Ley General de Control Interno que 


regulan el ámbito jurídico en que se ejerce legítimamente las funciones de auditoría, que es la 


propia organización a la que se pertenece o el ámbito de competencia institucional al que 


responde cada unidad de auditoría.  


 


Es importante anotar que, como parte de las competencias decisorias y resolutorias que la 


Ley le otorga a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, se incluyen, entre las más importantes administrar el Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial, estudiar, conocer y resolver las solicitudes de 


jubilación y pensión que se le presenten, recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y 


ejercer las acciones de cobro necesarias, atender las solicitudes de reingreso a labores 


remunerativas de jubilados inválidos, realizar los estudios actuariales con la periodicidad 


establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén), invertir los recursos del 


Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones, cumplir con la 


legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero como la Superintendencia de Pensiones, dictar las normas para el nombramiento, la 


suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 


presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual, aparte de las facultades de 


operaciones financieras de inversión de los recursos acumulados del Fondo (arts. 239 y 240 bis). 


 


 


                                                 
3 Artículo 9. Órganos del sistema de control interno. La administración activa y la auditoría interna de los entes y órganos 


sujetos a esta Ley, serán los componentes orgánicos del sistema de control interno establecido e integrarán el Sistema de 


Fiscalización Superior de la Hacienda Pública a que se refiere la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Ley 


General de Control Interno, Ley N.° 8292. 
4Artículo 10.- Responsabilidad por el sistema de control interno. Serán responsabilidad del jerarca y del titular subordinado 


establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional. Asimismo, será responsabilidad de la 


administración activa realizar las acciones necesarias para garantizar su efectivo funcionamiento”.  
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Como puede verse, y conforme a lo ya analizado, cualquier conflicto derivado de una 


fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la Auditoría Judicial en estos temas reservados 


a la Junta, no podría ser solventada por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización 


y cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior por 


parte del jerarca de disposiciones giradas por el auditor a la Junta en la materia de su 


competencia no sería legalmente posible.  
 


Asimismo, debe considerarse que el legislador diseñó un marco especializado de 


competencias; en cuanto a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta 


Administrativa, ya que el artículo 241 de la Ley 95445 reserva tales facultades por especialidad 


de la materia a la Superintendencia de Pensiones (Supén) y el Consejo Nacional de Supervisión 


del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente.  
 


Por los argumentos esgrimidos, la Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de 


fiscalizar, advertir o asesorar a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial. 
 


No obstante, debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y 


regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le resultará útil a las autoridades 


del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender a lo dispuesto por el artículo 


20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y 


órganos de naturaleza pública que se creen.  
 


Dicho lo indicado, resta hacer referencia a los dos últimos extremos de la consulta, en 


relación con los recursos que requiere para su funcionamiento la Plataforma Administrativa de la 


Junta Administrativa del Fondo; interrogantes que el consultante plantea de la siguiente forma:  
 


“¿Puede el Poder Judicial prestarle sus propios funcionarios remunerados con el 
presupuesto institucional, para que realicen las funciones que le corresponden a 
este nuevo órgano?, y 
 


¿Está facultado el Poder Judicial para brindar recursos materiales, financieros, 
tecnológicos y de infraestructura a esa Junta Administradora?” 


 


El Órgano Contralor no tiene las competencias legales ni constitucionales para decidir el 


ámbito de actuación legal de la administración activa en torno a sus propios funcionarios, lo cual 


obedece a su régimen de organización funcionarial, ni tampoco decidir la procedencia o no en la 


forma de utilización de sus recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, 


todo lo cual responde al ámbito de actuación interno que define cada institución.  


                                                 
5 “Artículo 241- La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del 


Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta 


Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del 


Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta 


Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.” (El destacado no pertenece a su 


original)  



http://www.cgr.go.cr/





División de Fiscalización Operativa y Evaluativa 
Área de Fiscalización de Servicios Públicos Generales 


 
DFOE-PG-0436 -10- 10/08/2018 


 


Contraloría General de la República 


T: (506) 2501-8000, F: (506) 2501-8100   C: contraloria.general@cgr.go.cr 


 http://www.cgr.go.cr/   Apdo. 1179-1000, San José, Costa Rica 


 


Como se indicó en acápites anteriores, la potestad consultiva no debe verse como un medio 


por el cual la Contraloría General sustituye a las Administraciones Públicas en el manejo de 


situaciones particulares en el plano meramente administrativo, la resolución de los conflictos 


internos que se puedan generar entre las diferentes instancias en el seno de la administración 


consultante, o la validación o confirmación de conductas previamente adoptadas o por adoptarse 


por la Administración activa. 


 


El artículo 2 del “Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la 


Contraloria General de la República”(R-DC-197-2011) dispone:  


 


“Artículo 2º—Alcance de la potestad consultiva. La Contraloría General de 


la República ejerce la potestad consultiva como parte de sus funciones. De 


acuerdo con ello le corresponde atender las gestiones que le dirijan los sujetos 


consultantes en las materias de su competencia constitucional y legal.”. 


(El destacado no pertenece a su original). 


 


 Por su parte, el artículo 5 de dicho Reglamento dispone:  


 


“Artículo 5º—Materias objeto de consulta ante la Contraloría General de la 


República. Los dictámenes que se emitan con efectos vinculantes deberán 


tener relación con los componentes de la Hacienda Pública y en general con el 


ordenamiento de control y fiscalización de la Hacienda Pública.”. 


 


 Igualmente, el artículo 8 inciso 1) del Reglamento dispone:  


 


“Artículo 8º—Requisitos para la presentación de las consultas. Las 


consultas que ingresen para su atención conforme al artículo 29 de la Ley No. 


7428, deberán cumplir los siguientes requisitos: 1.Tratarse de asuntos de 


competencia del órgano contralor.” 


 


 Finalmente, el artículo 9 del Reglamento señala:  


 


   “Artículo 9º—Admisibilidad de las consultas. Aquellas consultas que cumplan 


con los requisitos establecidos en el artículo anterior, se admitirán para su 


atención por el fondo y emisión del dictamen correspondiente por parte del 


órgano contralor. Se rechazarán de plano y sin más trámite las consultas 


que no sean competencia de la Contraloría General de la República, las 


que no hayan sido presentadas por el jerarca en el caso de la administración 


activa, por el auditor o subauditor internos o del representante legal en caso de 


sujetos privados, aquellas cuyo objeto principal consista en requerir la 


resolución de circunstancias concretas que correspondan al sujeto consultante, 
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así como las que se presenten por sujetos que no están legitimados para 


consultar conforme a lo dispuesto en el artículo 6, párrafo primero, de este 


reglamento. Con excepción de los supuestos antes indicados, la Contraloría 


General de la República se reserva la facultad de prevenir por única vez el 


cumplimiento de requisitos que no constituyan un impedimento para conocer 


por el fondo el objeto consultado. De igual manera valorará circunstancias de 


excepción relevantes, cuya procedencia quedará a criterio del órgano 


contralor.”. (Subrayado no pertenece a su original).  


 


 En consecuencia, y atendiendo a dicho marco normativo, al no ser dichas consultas objeto de 


la competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 


mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.  


 


IV. CONCLUSIONES:  


 


1) La Auditoría lnterna del Poder Judicial no tiene la facultad de fiscalizar, advertir o asesorar a la 


Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto 


escapa de su ámbito de actuación institucional de conformidad con los artículos 7 y 21 de la LGCI; 


además por el hecho de haberse depositado la administración del Fondo en un órgano 


desconcentrado como la Junta, fuera del ámbito de jerarquía del Poder Judicial. 


 


2) En relación a las labores de supervisión y regulación del Fondo y de la Junta Administrativa, el 


artículo 241 de la Ley 9544 reserva tales facultades a la Superintendencia de Pensiones (Supén) 


y al Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, por lo 


cual no se contempló la participación de la Auditoría del Poder Judicial. 


 


3) La Ley General de Control Interno, Nro, 8292, establece que el Sistema de Fiscalización 


Superior de la Hacienda Pública está compuesto por una serie de órganos, entre los que se 


contemplan la administración activa y la auditoría interna de las instituciones. Al tener el jerarca 


limitadas sus competencias respecto de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial como órgano desconcentrado, hace que falte uno de los 


componentes orgánicos del sistema de control interno (SCI), viéndose impracticable el deber, 


junto a los titulares subordinados, de cumplir con el artículo 10 de la LGCI, esto es, establecer, 


mantener, perfeccionar y evaluar el SCI institucional respecto de la Junta.  


 


3) Cualquier conflicto derivado de una fiscalización, advertencia o asesoría ejercida por la 


Auditoría del Poder Judicial en los temas propios del ámbito de competencia de la Junta, no 


podría ser solventado por el máximo jerarca, quedando el proceso de fiscalización y 


cumplimiento del sistema de control interno truncado, por cuanto cualquier revisión ulterior de 


disposiciones giradas por la Auditoría Judicial a la Junta, no podrían ser decididas por el jerarca, 


al tener limitadas sus competencias de frente a un órgano desconcentrado.  
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4) No obstante, debe considerarse que la Ley de Reforma sólo habilita una supervisión y 


regulación de tipo técnico-financiero sobre el Fondo, por lo que le  resultará útil a las 


autoridades del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial atender lo dispuesto por el 


artículo 20 de la LGCI que regula la conformación de un sistema de control interno en los entes y 


órganos de naturaleza pública que se creen.  


 


5) Respecto a las consultas relativas a si el Poder Judicial puede prestarle a la Junta 


Administrativa sus propios funcionarios remunerados con el presupuesto institucional, para que 


realicen las funciones que le corresponden a ese nuevo órgano, y si está facultado para brindar 


recursos materiales, financieros, tecnológicos y de infraestructura, por aplicación de los artículos 


2, 5, 8.1 y 9 del Reglamento sobre la Recepción y Atención de Consultas dirigidas a la 


Contraloria General de la República”(R-DC-197-2011); al no ser dichas consultas objeto de la 


competencia constitucional y legal del Órgano Contralor, resulta improcedente referirse a las 


mismas y se rechazan de plano y sin más trámite.  


 
En los términos indicados, se tiene por atendida la consulta. 


 
 Finalmente, le recordamos la importancia de registrarse y utilizar el Sistema de la Potestad 


Consultiva, de manera que podamos brindarle un servicio oportuno y eficiente en la atención de 


su gestión, el cual puede consultar en el sitio web: www.cgr.go.cr. 


 


 


Atentamente, 


 


 


 


Licda. Damaris Vega Monge 


GERENTE DE ÁREA 


 


 


 


Msc. Mario A. Pérez Fonseca 


ASISTENTE TÉCNICO 
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29 de enero de 2021 
C-021-2021 


 
 
 
 
Señor 
Carlos Alberto Montero Zúñiga  
Presidente 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial 
 
 
Estimado señor: 
 
Con la aprobación del señor Procurador General de la República me refiero a su oficio n.°393-
2020, del 26 de junio del 2020, que ingresó el 13 de julio siguiente, en el que nos pone en 
conocimiento del acuerdo del artículo X de la sesión n.°21-20, de las 8:30 horas del 22 de 
junio de 2020, de esa Junta Administrativa – en adelante la Junta –  en el que se dispuso en 
firme “atender las interrogantes que se tienen acerca de la naturaleza jurídica de la Junta 
consultante, a efecto de tener claridad, acerca del grado de desconcentración que le fue 
otorgada a dicho órgano al momento de su creación legal y las potestades que tendría a nivel 
presupuestario, disciplinario, de manejo del recurso humano, entre otros”. 
 
Sucede que las interrogantes a las que alude no están expresamente formuladas y remite al 
criterio legal emitido por la asesora jurídica de esa Junta, centrado en las competencias y la 
naturaleza jurídica del órgano consultante, las implicaciones que se derivan de esta, así como 
su ubicación dentro de la estructura del Poder Judicial, a partir de lo dispuesto por la Ley 
n.°9544 del 24 de abril de 2018, que modificó la Ley Orgánica del Poder Judicial (n.°7333, del 
5 de mayo de 1993) – en adelante LOPJ o Ley n.°7333 – en lo relativo al régimen de 
jubilaciones y pensiones de dicho poder. Así, luego de referirse a los antecedentes normativos 
y administrativos que dieron lugar al nacimiento y puesta en funcionamiento de la Junta, 
señala que a tenor del artículo 239 de dicha ley, 83 de la  Ley General de la Administración 
Pública (n.°6227, del 2 de mayo de 1978) – en lo sucesivo LGAP –; el Reglamento de 
integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
emitido por la Corte Plena en su sesión n° 43-18, del 17 de setiembre de 2018, artículo XIII, 
así como con fundamento en las sentencias de la Sala Constitucional, números 2005-3629 de 
las 14:58 horas del 5 de abril de 2005 y 2019-21271 de las 12:10 horas del 30 de octubre de 
2019, así como de la Sala Primera de la Corte, n.°000221-A-2006, de las 15:40 horas del 26 
de abril del 2006 y nuestros pronunciamientos OJ-115-2005 y C-178-95, el órgano consultante 
ostenta un grado de desconcentración máxima – lo que según el aludido criterio, “también 
incluye la dotación de personería (sic) jurídica instrumental” – para la “administración plenaria 
respecto del Fondo”; adicionalmente, goza de autonomía administrativa y técnica en la toma 
de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, abarcando el conocimiento y aprobación 
de las solicitudes presentadas, así como el total manejo en los dineros que nutren el régimen 
(recaudo e inversiones), al igual que en la regulación y decisión de nombramientos, 
suspensión, remoción y sanción del personal que le asista. También, se le permitió modificar 
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– cuando proceda – los parámetros de requisitos de elegibilidad, perfil de beneficios, aportes 
y cotizaciones de los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 
ley. Lo que la lleva a afirmar que ni la Corte Plena, ni el Consejo Superior podrían sustituirla 
en el ejercicio de esas competencias, toda vez que la Ley n.° 9544 y, en particular, su 
transitorio I, vino a derogar las funciones que el Consejo Superior tenía con respecto al Fondo 
(plasmadas en los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la LOPJ). Tampoco, añade, podrían 
girarle ordenes, directrices o circulares respecto de la labor sustancial que a esa Junta le fue 
encomendada legalmente. Agrega, que se le confirió “personería (sic) instrumental para que 
pueda representar en pleno al Fondo y ejerza sus labores sustanciales sin injerencia alguna y 
pueda con mayor agilidad gestionar recursos materiales y humanos para dar cumplimiento a 
las competencias asignadas”. Apunta que, para el cumplimiento de sus cometidos, la Junta 
cuenta con la potestad reglamentaria, de conformidad con el artículo 242 de la Ley n.°7333, 
para emitir el Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, 
que deberá ser aprobado por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). Por otro lado, señala 
que la Junta tendría su propia fuente de financiamiento, que sería una comisión por gastos 
administrativos, producto de la deducción de un cinco por mil de los sueldos que devenguen 
los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. Con 
estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta Administrativa, los salarios 
de su personal y, en general, sus gastos administrativos, aclarando que “no implica la 
autonomía respecto del Poder Judicial, quien debe velar por las necesidades presupuestarias 
y de recursos que requiere su continuidad, para el buen funcionamiento del Fondo”; pues se 
está en presencia de una desconcentración y no de una descentralización de instituciones 
públicas. En otro orden de consideraciones, señala que de conformidad con el artículo 240 de 
la Ley n.°7333, el mecanismo de elección estaría a cargo del colectivo judicial y de la Corte 
Plena, para lo que emitió el citado Reglamento de integración de la Junta, que regula la 
escogencia de sus miembros, en el que por la participación de distintos órganos del Poder 
Judicial en dicho procedimiento de designación (Dirección de Gestión Humana, Comisión de 
Nombramientos, Tribunal Electoral Judicial), le resulta “evidente que el Poder Judicial proveyó 
de toda su estructura administrativa, a la Junta, en lo relativo a su conformación y entrada en 
funciones, así como respecto de su continuidad cuando deba elegirse nuevamente a los 
integrantes de esta, por lo que se visualiza una activa transferencia de actuaciones 
administrativas de este Poder para con la Junta.” 
 
El criterio legal anterior fue ampliado mediante informe de fecha 7 de diciembre de 2020, 
intitulado “Determinación del régimen jurídico de los colaboradores de la Junta Administradora 
del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para definir si se encuentran o no, 
cubiertos por el régimen aplicable a los funcionarios del Poder Judicial”, que indica, se emite 
por solicitud de la SUPEN. Por lo que, tomando en consideración la naturaleza jurídica de esa 
Junta, el artículo 239 de la LOPJ – con su reforma por la Ley n.°9544 – y nuestro dictamen C-
282-2004, del 1 de octubre, concluye en lo que interesa:  
 


“5.4. Los colaboradores de la Junta, aunque adscritos a esta, son empleados 
del Poder Judicial, ya que ni la desconcentración ni la personalidad jurídica 
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instrumental de la Junta, tiene la fuerza de cambiar la relación de empleo 
que vincula a los funcionarios de la Junta con ese Poder de la República, 
pues, la Junta sigue aunque independiente, siendo un órgano del Poder 
Judicial (norma 239 de la LOPJ). 
5.5. El régimen jurídico laboral aplicable a los colaboradores de la Junta, es 
el mismo que el que se contempla para el colectivo judicial, claro está, con 
las salvedades que la Junta pueda aplicar, en el ejercicio de sus 
competencias y autonomía administrativa, tal y como se lo otorgó la ley, pero 
en lo no regulado por esa Junta, será de aplicación lo dispuesto por el Poder 
Judicial.” 
 


Por otro lado, se estimó oportuno contar con el criterio de la SUPEN acerca de la presente 
consulta, antes de emitir el pronunciamiento solicitado, el que fue rendido mediante oficio n.° 
SP-1399-2020, del 30 de octubre, en el que señala que coincide con la apreciación acerca de 
que la Junta es un órgano desconcentrado en grado máximo con personalidad jurídica 
instrumental del Poder Judicial, que goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de 
decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias y de 
dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y ostenta la representación legal del 
fondo, a tenor de los artículos 239 y 240 de la LOPJ, sin bien no se halla desligado 
orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado funcionamiento. En ese 
sentido, destaca como notas distintivas de la Junta, en primer lugar, su competencia 
exclusiva en la materia, de forma que ningún órgano puede subrogarse o avocarse, ni aún 
el propio Poder Judicial, la decisión de aquellos asuntos que conozca, siendo sus resoluciones 
de acatamiento obligatorio, aparte de agotar la vía administrativa; y en segundo lugar, la 
independencia funcional y técnica en el desempeño de sus funciones, en particular, la 
administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, para lo que debe 
sujetarse a la Ley y a la normativa que dicten el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero (Conassif) y la SUPEN. Como parte de esa independencia y de contar con 
personalidad jurídica instrumental, la Junta puede dictar normas para el nombramiento, la 
suspensión, la remoción y la sanción de su personal; así como aprobar el plan anual operativo, 
el presupuesto de operación, sus modificaciones y liquidación anual. Además, concuerda 
también en que, para cubrir los salarios de su personal y sus gastos administrativos, la Junta 
se financia con una comisión que surgirá de deducir un cinco por mil de los sueldos que 
devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del 
propio Fondo. También se refiere a la necesidad y relevancia de establecer la naturaleza 
jurídica de la Junta como un órgano de máxima desconcentración, con personalidad jurídica 
instrumental y con las capacidades técnicas necesarias, destinadas exclusivamente a la gestión 
del Fondo, ya que exige una administración especializada y con amplios conocimientos en 
administración, contabilidad, finanzas, temas actuariales y legales, entre otros; como así lo 
expuso en el expediente legislativo n.°19.922. Por lo mismo, apunta que aun cuando el 
Convenio de cooperación interinstitucional que suscribió desde el 27 de enero de 2020 con el 
Poder Judicial, para su constitución y puesta en operación le ha permitido a la Junta contar 
con los recursos y el apoyo logístico necesario, a través de la Dirección Ejecutiva, el 







 
Señor                                                                                                          29 de enero de 2021 


Carlos Alberto Montero Zúñiga                                                                                    C-021-2021 
Presidente                                                                                                                    Página 4 


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial 
 


 


 
Dirección: San José, Avenidas 2 y 6, calle 13, Internet Http://www.pgr.go.cr  


Apdo. 78-1003 La Corte. Teléfono 2243-8400, faxes 2233-7010, 2255-0997, 2222-5335 


Departamento de Gestión Humana, el Departamento de Tecnologías de la Información y el 
Área Jurídica del Poder Judicial, aparte de proporcionársele un espacio físico, la normativa de 
Conassif y la SUPEN, en especial, el Reglamento sobre Gobierno Corporativo, aprobado por el 
primer órgano en los artículos 5 y 7 de las actas de las sesiones 1294-2016 y 1295-2016, 
celebradas el 8 de noviembre del 2016, exige que la Junta satisfaga una serie de 
requerimientos relacionados con gobierno corporativo y gobierno de las inversiones 
(verbigracia, el nombramiento de un director o gerente del Fondo, de un auditor interno y de 
un encargado de la función de cumplimiento), los que explica no han sido ejecutados debido 
a las dudas que la Junta mantiene acerca de su naturaleza jurídica y el alcance de sus 
potestades a nivel presupuestario, disciplinario y de manejo del recurso humano. En particular, 
si el personal de la Junta se encuentra o no cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen de pensiones y jubilaciones; lo que para 
esa Superintendencia justifica la pertinencia de contar con un pronunciamiento de la 
Procuraduría General de la República que evacue estas inquietudes para el proceso de 
conformación de la estructura con que debe contar la Junta consultante.  
 
 
A. LA NATURALEZA DE LA JUNTA ADMINISTRATIVA COMO UN ÓRGANO DE 
DESCONCENTRACIÓN MÁXIMA DEL PODER JUDICIAL DOTADO DE PERSONALIDAD 
JURÍDICA INSTRUMENTAL 
 
Según se indicó al inicio, se plantea de forma muy general la duda acerca de la naturaleza 
jurídica de la Junta y los alcances de su grado de desconcentración en los ámbitos 
presupuestario y de personal. Siendo la SUPEN la que pide precisar, como parte de la consulta, 
si el recurso humano de la Junta se halla cubierto o no por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial.  
 
La amplitud e imprecisión de la consulta así formulada nos impide profundizar en los aspectos 
que se mencionan, relacionados con el tema presupuestario y de personal de la Junta, ante la 
posibilidad de que nos extralimitemos indebidamente en aspectos no peticionados 
expresamente por la Administración consultante, dado el carácter vinculante de nuestros 
dictámenes; sin perjuicio de que cualquier precisión adicional que requieran acerca de su 
constitución y competencias, puedan formularla después a la Procuraduría en una gestión 
futura.  
 
Dicho esto, tenemos que, en efecto, fue con la modificación hecha por la Ley n.°9544 a la 
LOPJ, que se creó la aludida Junta, se establecieron sus funciones y fuente de financiamiento; 
determinando también su forma de integración y operación. Interesa, en particular, de esta 
reforma, el artículo 239 vigente que dispone: 
 


“Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará 
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con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer 
las facultades y atribuciones que le otorga la ley. 
Le corresponde a la Junta: 
a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del 
Poder Judicial. 
b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se 
le presenten. 
c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las 
acciones de cobro necesarias. 
d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados 
inválidos. 
e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la 
normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del 
Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supen). 
f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la 
normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 
Financiero y la Superintendencia de Pensiones. 
g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo 
Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de 
Pensiones. 
h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la 
sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 
presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual. 
i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos. 
Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de 
la Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar 
los parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de 
elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de 
los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 
ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del 
Régimen. 
La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 
atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación 
judicial y extrajudicial del Fondo. 
Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de 
deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores 
judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. 
Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta 
Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos 
administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo 
previsto en el artículo 237 de esta ley.” (El subrayado no es del original).  
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Tal como se puede observar del primer párrafo del precepto transcrito, la Junta al tiempo que 
se concibe como un órgano administrativo inserto en la estructura vertical del Poder Judicial, 
se le dota de “independencia” en el ejercicio de sus funciones, en la toma de decisiones 
técnicas y en su gestión administrativa, siendo la muestra más ilustrativa de este último rasgo 
la potestad contenida en la letra h), de poder dictar normas para nombrar, suspender, remover 
y sancionar a su personal – aspecto al que nos referiremos en el apartado siguiente – así como 
para aprobar su plan anual operativo. 
 
La forma jurídica más adecuada para compaginar estas dos características dadas por el 
legislador a la Junta – como órgano con independencia plena o completa –  es entendiendo, 
según se indica en los dos criterios precedentes de la asesora jurídica y de la SUPEN, que 
tiene la naturaleza de un órgano desconcentrado en grado máximo, en los términos del artículo 
83 de la LGAP.  
 
Como sabemos del tenor literal del apartado 3 de la citada disposición, por virtud del grado 
máximo de desconcentración, el órgano inferior que la ostenta queda exceptuado de órdenes, 
instrucciones o circulares del jerarca en el ámbito competencial o materias que en función de 
esta técnica organizativa, le corresponde resolver en definitiva a aquél con carácter exclusivo 
y excluyente, aun cuando siga perteneciendo a la misma estructura jerárquica del titular 
originario de dichas atribuciones (ver al respecto, entre muchos otros, nuestros 
pronunciamientos C-086-91, del 23 de mayo y C-104-91, del 19 de junio, ambos de 1991; C-
004-1993, del 4 de enero de 1993; C-159-96, del 25 de setiembre y C-171-96, del 18 de 
octubre, ambos de 1996; C-033-2002, del 28 de enero de 2002; C-217-2007, del 3 de julio de 
2007; C-203-2008, del 13 de junio de 2008; C-003-2009, del 19 de enero, OJ-004-2009, del 
21 de enero, C-084-2009, del 20 de marzo, C-276-2009, del 13 de octubre todos del año 2009 
y C-166-2016, del 5 de agosto de 2016). 
 
En ese sentido, en el dictamen C-305-2009, del 28 de octubre, sostuvimos:  
 


“2.- La competencia desconcentrada 
La desconcentración es una técnica de distribución de competencias en favor 
de órganos de una misma persona jurídica, por la cual un órgano inferior se 
ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como 
propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad.  
Ahora bien, no se trata de cualquier tipo de competencia, sino de una 
competencia para resolver, para decidir en forma definitiva sobre una 
materia determinada por el ordenamiento. Esta atribución se funda en la 
necesidad de especializar ciertos órganos en materias específicas, de manera 
que se satisfagan en mejor forma los cometidos públicos. Desde esa 
perspectiva, desconcentrar es especializar funcionalmente determinados 
órganos, sin que se desliguen orgánicamente tales competencias de la 
estructura originaria.  
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Normalmente se considera que la desconcentración es uno de los límites más 
importantes a la jerarquía. Esta es una técnica de descongestión de la 
jerarquía, que ya que la transferencia de competencias decisorias implica un 
cambio en la titularidad de las competencias y no solo en su ejercicio, como 
sí sucede en la delegación. Por medio de este mecanismo, el órgano inferior 
se ve atribuida una competencia en forma exclusiva, para que la ejerza como 
propia, en nombre propio y bajo su propia responsabilidad, no obstante lo 
cual mantiene su condición de órgano y por ende, parte de la organización 
que desconcentra. 
Como indicamos en el dictamen N° C-159-96 de 25 de setiembre de 1996, 
con la desconcentración se quiebra el principio jerárquico por cuanto el 
jerarca deviene incompetente para emitir los actos relativos a la materia 
desconcentrada, así como existe la posibilidad de que se elimine el 
agotamiento de la vía administrativa. En último término, en el caso de 
desconcentración máxima el jerarca pierde el poder de mando e instrucción 
sobre el órgano desconcentrado. Así, el órgano desconcentrado puede 
ejercer en propio nombre, y no en el de otro ente u órgano al que pertenece, 
la correspondiente competencia desconcentrada. La desconcentración 
máxima se convierte, de esa forma, en el mayor límite a la relación de 
jerarquía, en cuanto impide al jerarca el ejercicio de los poderes de mando 
y de instrucción y alternativamente el de revisión o de avocación. 
En palabras de la Sala Constitucional: “De manera que existe 
desconcentración administrativa cuando por norma legal se atribuye a un 
órgano inferior del ente una competencia exclusiva, con algún grado de 
autonomía, con lo que se produce la pérdida de la competencia por parte del 
superior jerárquico, de donde, su condición nunca puede ser igual a la del 
superior, aun cuando se trate del grado máximo de la desconcentración”. 
Sala Constitucional, resolución 9563-2006 antes citada. 
 


De conformidad con lo expuesto, se justifica la configuración de la Junta como un órgano de 
desconcentración máxima, tomando en cuenta la especialidad técnica de la materia tan 
sensible sobre la que le corresponde resolver y que la letra a) del artículo 239 bajo estudio, 
resume en “Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder 
Judicial”, con todo lo que ello supone y que los demás incisos del mismo precepto terminan 
de desarrollar, tal como  estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión de 
los afiliados al fondo y de reingreso, hacer estudios actuariales, decidir cómo se van a invertir 
los recursos del fondo de acuerdo con la normativa aplicable; que en su conjunto constituye 
la materia desconcentrada que se le arrebata, por así decirlo, al poder de decisión del superior 
jerarca. 
 
En efecto, de forma correlativa a las competencias que se le atribuyen al órgano consultante 
por el referido artículo 239, el artículo 2 de la Ley n.°9544 derogó las propias que tenía el 
Consejo Superior del Poder Judicial sobre el particular, en los incisos 12, 13, 14 y 15 del 
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artículo 81 de la LOPJ, órgano al que se le confiaba la administración del Fondo de Pensiones 
y Jubilaciones del Poder Judicial, “de acuerdo con las políticas de inversión establecidas por la 
Corte Suprema de Justicia”, así como el otorgamiento de toda clase de jubilaciones y pensiones 
judiciales; reforzando de esta forma la noción de que el poder de decisión último en la 
administración del fondo le corresponde en este momento exclusivamente a la Junta.  
 
Por otro lado, la “completa independencia” que pregona el artículo 239 de comentario se 
garantiza sustrayendo a la Junta del poder de mando o instrucción de la Corte o del Consejo 
Superior del Poder Judicial sobre la materia desconcentrada – lo que, según apuntamos antes, 
se corresponde con un grado de desconcentración máxima (artículo 83.3 LGAP); sin perjuicio 
de que la Corte Plena retenga ciertas potestades propias de su condición de superior jerarca 
dentro del Poder Judicial y que se expresan, por ejemplo, en la potestad de designar a la 
mitad de los miembros de la Junta, de acuerdo con el artículo 240 de la LOPJ. 
 
Pero, en todo caso, el artículo 241 de la misma Ley confía la supervisión y regulación de la 
materia desconcentrada a favor de la Junta a la SUPEN y al Conassif, respectivamente, 
mientras que el artículo siguiente, sujeta a la aprobación de la Superintendencia la aprobación 
del Reglamento General del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial elaborado 
por la Junta; como claros ejemplos de que la competencia desconcentrada se guíe por criterios 
técnicos y objetivos, en aras de asegurar la seguridad, liquidez y sostenibilidad del fondo en 
beneficio de todos sus afiliados.  
 
En otro orden de consideraciones, el antepenúltimo párrafo del aludido artículo 239 le otorga 
personalidad jurídica instrumental a la Junta. Contrario a lo afirmado por la asesoría jurídica 
de la Junta, el dotar de personalidad instrumental – no de “personería”, como por error se 
suele confundir, pese a tratarse de nociones distintas1 – a un órgano no es una consecuencia 
de la desconcentración de competencias.  
 
En otras palabras, para ejercer las competencias desconcentradas no se requiere de 
personalidad jurídica. Por el contrario, el otorgamiento de la personalidad instrumental cobra 
sentido cuando al órgano se le permite administrar determinados recursos, como con toda 
claridad sucede con la Junta a la que, como ya indicamos, se le encomienda la administración 
del Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial, a la vez que le 


                                                           
1 Ya en otras ocasiones la Procuraduría ha advertido de esa confusión en el uso de ambos conceptos: “Es necesario 


aclarar, en todo caso, que jurídicamente los términos "personería jurídica" y "personalidad jurídica" no son 


sinónimos. El primero se refiere a la representación de un determinado ente. La persona pública tiene personeros 


porque es un centro de imputación de derechos y obligaciones y como tal requiere representantes. La persona 


jurídica actúa a través de sus representantes, que son sus personeros. Ciertamente, en algunas ocasiones el 


legislador confunde "personalidad" y "personería" y en otras, señala que determinados funcionarios serán los 


personeros de un órgano. No obstante, estas deficiencias técnicas en que incurre el legislador no pueden conducir 


a considerar que el órgano constituya persona jurídica y pueda, entonces, ser considerado un ente público 


descentralizado” (dictamen C-201-2003, del 27 de junio, y en el mismo sentido, el pronunciamiento OJ-144 -


2016, del 18 de noviembre).  
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sirve para ejercer las acciones de cobro necesarias a que hace referencia la letra c) del artículo 
239 de repetida cita.  
 
Según lo hemos advertido también en otras oportunidades, el efecto propio de la personalidad 
jurídica instrumental reside en la titularidad de un presupuesto propio, por ende, 
independiente del presupuesto del organismo del que forma parte y la posibilidad de contratar 
con base en ese presupuesto: “Típicamente, la personalidad jurídica instrumental habilita al 
órgano inferior para administrar y ejecutar su presupuesto, con independencia de la gestión 
presupuestaria del Ente al que pertenece. Igualmente, la personalidad jurídica instrumental le 
permite celebrar contratos con cargo a su propio presupuesto. Pero, en modo alguno, esto 
conduce a considerar que el órgano con personalidad jurídica instrumental, constituya una 
suerte de ente autónomo.” (OJ-125-2008, del 14 de noviembre de 2008, el subrayado no es 
del original y en igual sentido, puede verse el dictamen C-305-2009, ya mencionado). 
 
Esta última consideración es importante resaltarla, respecto a que el otorgamiento de 
personalidad jurídica instrumental a la Junta no debe confundirse en modo alguno con la 
creación de una nueva persona jurídica, ni lleva implícita una descentralización de funciones 
o considerarla parte de la Administración descentralizada; pues debe quedar claro que forma 
parte del Poder Judicial, en tanto órgano de dicho poder, según lo precisamos líneas atrás.  
 
Ahora bien, la letra h) del artículo 239 alude al presupuesto de operación de la Junta y los dos 
párrafos finales establecen una fuente de financiamiento propia para sostener los gastos en 
que incurra en su labor, consistente en “un cinco por mil de los sueldos que devenguen los 
servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo”; con lo 
cual, se le reconoce una facultad para administrar y manejar el presupuesto propio de que es 
titular de forma diferenciada del presupuesto nacional que nutre al Poder Judicial.  
 
Por lo demás, la personalidad jurídica instrumental le permite a la Junta cumplir con las 
competencias que tiene encomendadas con mayor eficiencia y celeridad en la contratación de 
personal, bienes y servicios que le fueren indispensables para el cumplimiento de la función 
que le fue transferida, en el entendido de que la ley le faculte expresamente para ello (ver en 
esa línea, la sentencia de la Sala Constitucional n.° 2006-9563 de las 16:06 horas del 5 de 
julio del 2006). 
 
Finalmente, la atribución de personalidad jurídica instrumental a la Junta le permite asumir la 
representación del Fondo, como universalidad o patrimonio separado o autónomo que es del 
patrimonio de la propia Junta y del patrimonio del Poder Judicial, según lo establece el 
antepenúltimo párrafo del artículo 239 y el artículo 235 de la LOPJ.  
 
 
B. LA POTESTAD DE LA JUNTA EN EL MANEJO DEL RECURSO HUMANO A SU 
CARGO EL QUE, EN TODO CASO, SE HALLA CUBIERTO POR EL RÉGIMEN JURÍDICO 
APLICABLE AL RESTO DE FUNCIONARIOS DEL PODER JUDICIAL 
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Uno de los ámbitos en que la Junta solicita criterio de cómo se manifiesta su naturaleza como 
órgano con desconcentración máxima del Poder Judicial es lo relativo al manejo del recurso 
humano a su cargo y la potestad disciplinaria, ante lo que la SUPEN plantea la inquietud de si 
el personal de la Junta se encuentra o no cubierto por el régimen jurídico aplicable a los 
funcionarios del Poder Judicial, incluyendo su régimen de pensiones y jubilaciones; lo que la 
asesoría jurídica del órgano consultante responde afirmativamente con fundamento en nuestro 
dictamen C-282-2004. 
 
En el epígrafe anterior mencionamos que la letra h) del artículo 239 de la LOPJ le confirió la 
competencia a la Junta para, en lo que aquí interesa: “Dictar las normas para el nombramiento, 
la suspensión, la remoción y la sanción del personal”; mientras que, su párrafo in fine, destina 
parte de lo que se recaude por la comisión de gastos administrativos al pago de las dietas de 
los miembros de la Junta Administrativa y “los salarios de su personal”.  
 
Veamos estos dos puntos. Ya en otras ocasiones hemos apuntado que en tanto no se haya 
desconcentrado la competencia relativa al manejo de personal, esa competencia sigue a cargo 
del órgano que desconcentra (dictamen C-034-2003, del 11 de febrero).  Obsérvese, en primer 
lugar, que el precepto habla solo de “[d]ictar las normas” para el nombramiento, suspensión, 
remoción y sanción del personal; lo que se explica en que, dada la especialidad y el 
conocimiento técnico de la materia desconcentrada – de nuevo, la administración del fondo – 
sea pertinente que la Junta intervenga definiendo el perfil profesional de sus colaboradores 
en tanto se trata de una actividad que aun cuando se desarrolla en el seno del Poder Judicial, 
se diferencia de la función sustantiva o típica de dicho poder, como lo es la labor jurisdiccional. 
En el otro ámbito que se consulta, la potestad disciplinaria, puede que sea preciso definir el 
procedimiento a seguir, así como advertir de algunas faltas particulares que, con ocasión de 
esa labor tan delicada y técnica en la gestión del fondo, sea oportuno regular, respetando eso 
sí, los límites que imponen los principios de reserva legal y tipicidad a la colaboración 
reglamentaria también en la esfera del Derecho Administrativo Sancionador. 
 
Si a lo expuesto añadimos la circunstancia de que las remuneraciones del personal de la Junta 
se deben cancelar con su propio presupuesto y no con el del Poder Judicial, podemos inferir 
que el órgano consultante cuenta con la potestad de crear nuevas plazas y de definir sus 
funciones. En definitiva, la Ley concede a la Junta poderes que inciden directamente en la 
gestión de los recursos humanos a su cargo. 
 
No obstante, reiteramos que la consideración de la Junta como un órgano en grado de 
desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental no interrumpe su relación 
orgánica con el Poder Judicial.    
 
Consecuentemente, el personal destinado a la Junta se considera efectivamente cubierto por 
el régimen jurídico aplicable a los funcionarios del Poder Judicial, pues ni la desconcentración, 
ni la personalidad jurídica instrumental del aludido órgano tiene la virtud de disolver la relación 
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de empleo que los vincula con el Poder Judicial, de conformidad, precisamente, con la doctrina 
reiterada del citado dictamen C-282-2004, en que señalamos: 
 


“II.- SOBRE LA RELACIÓN ENTRE EL MOPT Y LOS FUNCIONARIOS 
DE SUS ÓRGANOS DESCONCENTRADOS: 
Si bien es cierto, señalamos con anterioridad que el Consejo de Seguridad 
Vial, el Consejo Técnico de Aviación Civil, el Consejo Nacional de Vialidad, el 
Consejo Nacional de Concesiones, y el Consejo de Transporte Público, son 
órganos desconcentrados del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, ello 
no impide que los servidores de esos órganos puedan ser catalogados como 
funcionarios del citado Ministerio. 
Al respecto, cabe indicar que la desconcentración es una técnica de 
organización de competencias administrativas que permite una ordenada 
distribución de las funciones encomendadas a un órgano o a un ente público. 
Mediante ese instrumento, se encarga a un órgano especializado el ejercicio 
de determinadas competencias, con la finalidad de alcanzar mayor eficiencia. 
A pesar de ello, la aplicación de dicha figura no desliga a los funcionarios que 
prestan sus servicios en los órganos desconcentrados de su relación con el 
ente u órgano al que originalmente estaban atribuidas las competencias 
desconcentradas. 
A diferencia de lo que ocurre con la descentralización (donde opera la 
asignación o el traslado de competencias a un ente nuevo, dotado de 
personalidad jurídica propia, y que por tanto pasa a ser un centro último de 
imputación de derechos y obligaciones) con la desconcentración no se crea 
una persona jurídica nueva, sino que solamente ocurre una distribución de 
competencias entre órganos. Así, las competencias que no hayan sido 
expresamente desconcentradas en las normas respectivas, deben seguir 
siendo ejercidas por el órgano o por el ente que desconcentra… 
En todo caso, lo que interesa destacar es que un órgano a favor del cual se 
desconcentraron determinadas competencias, no deja de formar parte de la 
estructura orgánica de aquél a quien pertenecían originalmente las funciones 
desconcentradas. Como consecuencia de ello, los funcionarios que prestan 
sus servicios en los órganos desconcentrados del Ministerio de Obras 
Públicas y Transportes, pueden ser válidamente catalogados como 
servidores de ese Ministerio.” (El subrayado no es del original y así reiterado 
en los pronunciamientos OJ-125-2008, ya citado; C-141-2018, del 18 de 
junio; y C-280-2019, del 1 de octubre). 


 
 
C. CONCLUSIÓN:  
 
De conformidad con lo expuesto, es criterio de la Procuraduría General de República, que:  
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1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es 
un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la 
administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la 
gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el 
aludido fondo. 
 


2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes 
– incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos 
a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo 
una relación de empleo público. 


 
 


Atentamente,  
 
 
 


Alonso Arnesto Moya  
Procurador 


AAM/hsc 
 
C:  Señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente, Superintendencia de Pensiones 
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San José, 01 de febrero del 2021 


Criterio DJ-C-43-2021 


 


 


 


Lic. Arnoldo Hernández Solano, Presidente 


Junta Administradora 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


S.          D. 


 


Estimado señor: 


 


             Me refiero al oficio N° 907-2020 del 16 de noviembre de 2020, suscrito por la Licda. 


Ana Lucrecia Ruiz Rojas, mediante el cual se nos da traslado del acuerdo tomado por la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 34-


2020 celebrada el 19 de octubre del 2020 que dispone lo siguiente: “Solicitar a la Dirección 


Jurídica criterio que defina las potestades que otorga la personería jurídica instrumental 


con respecto a las actuaciones de esta Junta Administradora, tanto en la representación 


judicial y extrajudicial, con relación a lo que establece en la Ley 9544, artículo N° 239” 


 


 Al respecto nos permitimos expresar lo siguiente: 


 


 Con el fin de dar debida respuesta a lo planteado, esta unidad asesora ha hecho 


revisión de lo recomendado, con relación a lo que establece en la Ley 9544, artículo N° 239 


el cual indica lo siguiente:   


 


 “Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará 


con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer 


las facultades y atribuciones que le otorga la ley. 


Le corresponde a la Junta: 


a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del 


Poder Judicial. 


b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se 


le presenten. 


c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las 


acciones de cobro necesarias. 


d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados 


inválidos. 
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e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la 


normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del 


Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén). 


f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la 


normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 


Financiero y la Superintendencia de Pensiones. 


g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo 


Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de 


Pensiones. 


h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la 


sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el 


presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual. 


i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos. 


Con base en el resultado de los estudios actuariales, y con autorización de la 


Superintendencia de Pensiones, la Junta Administrativa podrá modificar los 


parámetros iniciales establecidos en esta ley respecto de los requisitos de 


elegibilidad, el perfil de beneficios, así como los aportes y las cotizaciones de 


los servidores judiciales y de las jubilaciones y las pensiones previstos en la 


ley, siempre que esto sea necesario para garantizar el equilibrio actuarial del 


Régimen. 


La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para ejercer las 


atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación 


judicial y extrajudicial del Fondo. 


Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de 


deducir un cinco por mil de los sueldos que devenguen los servidores 


judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo. 


Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta 


Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos 


administrativos. Los recursos ociosos serán invertidos de conformidad con lo 


previsto en el artículo 237 de esta ley. 


(Así reformado por el artículo 1° d ela ley N° 9544 del 24 de abril de 2018).” 


 


En el anterior sentido, estimamos oportuno indicar a la Junta Administradora del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, realizar las siguientes 


consideraciones: 


 


Del artículo N° 239 de cita, podemos determinar que en el mismo se encuentran 


definidas las competencias del órgano, siendo así que, para su ejercicio, en el párrafo ante 


penúltimo se indica: “La Junta contará con personalidad jurídica instrumental para 


ejercer las atribuciones que la ley le asigna, así como para ejercer la representación 


judicial y extrajudicial del Fondo”. 
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Conforme a lo anterior y en orden a la solicitud de criterio expresada, se advierte 


que el otorgamiento de la condición de órgano- persona a la Junta Administradora posee 


un carácter instrumental, toda vez que dicha condición es un medio para que se pueda hacer 


debido ejercicio de las competencias legales.     


 


En este orden de ideas, la personería jurídica instrumental va permitir la capacidad 


de administración de recursos de manera separada del ente al cual pertenece y en este 


sentido, la Sala Constitucional en su resolución 15716 - 2005 con fecha del 16 de noviembre 


del 2005 dispuso lo siguiente: 


 
“V.- Por otra parte, también ha indicado la Sala que en el Derecho Público 


costarricense existen varios ejemplos de la figura de la "personificación 


presupuestaria" según la cual en algunos casos el legislador opta por dar a 


ciertos Órganos desconcentrados la posibilidad de manejar sus propios 


recursos fuera del Presupuesto del Estado central al dotarlos de 


"personalidad jurídica instrumental". Sobre el particular se ha señalado por 


este Tribunal que resulta válido a la luz del Derecho de la Constitución, 


conferir a un órgano desconcentrado, personalidad jurídica instrumental 


para efectos de manejar su propio presupuesto y así llevar a cabo en forma 


más eficiente la función pública que está llamado a desempeñar.  


Precisamente esa personificación presupuestaria le permite administrar sus 


recursos con independencia del Presupuesto del ente público al que pertenece 


aún cuando continúa subordinado a éste en todos los aspectos no propios de 


la función que le fue dada por desconcentración y de los derivados de su 


personalidad jurídica instrumental (ver en ese sentido sentencia No.2001-


11657 de las catorce horas cuarenta y tres minutos del catorce de noviembre 


del dos mil uno) (…)." (Voto No. 2004-08474 de las 15:11 hrs. del 4 de agosto 


del 2004). 


Es menester tomar en consideración que la figura de la personificación 


presupuestaria, también llamada personalidad instrumental, interórganica, 


incompleta o legitimación separada, responde a claros y evidentes principios 


de orden constitucional que informan la organización y función 


administrativa tales como los de eficacia, eficiencia, celeridad y agilidad, 


frente a la usual rigidez y entrabamiento de la organización del Estado. 


Nótese, adicionalmente, que la personalidad instrumental resulta, per se, 


limitada para un sector de actividad determinado -contratación de recursos y 


servicios de orden material y humano- con el propósito de obtener una gestión 


presupuestaria independiente a la del Gobierno central -respecto de partidas 


incluidas, obviamente, en el presupuesto ordinario- que le permita al órgano 


respectivo actuar de formal ágil, flexible y expedita. Consecuentemente, la 


personalidad instrumental no se proyecta, indiscriminadamente, para todo 


tipo de contratación administrativa, por su ámbito limitado. 
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Consecuentemente, se debe denegar la acción en lo que a este punto 


corresponde” 


 


Siguiendo la misma línea de la función del órgano de personería jurídica 


instrumental en su función de facilitar y agilizar las funciones de la administración, la Sala 


Primera de la Corte en su resolución Nº00166 - 2018 con fecha del 01 de marzo del 2018 


dispuso la posibilidad de auto administración y la posibilidad de adquirir bienes y servicios 


de la siguiente manera: 


 
“En un principio esta Sala se decantó por achacarla en exclusiva al Estado. 


Posteriormente, se inclinó por imponerla al órgano con personería 


instrumental, en el caso de que el menoscabo se originara merced al ejercicio 


u omisión de alguna de sus competencias. Ha de hacerse observar, la 


asignación de personería jurídica instrumental a ciertos órganos tuvo su 


génesis en la necesidad de paliar en alguna medida las deficiencias 


operativas del Gobierno Central, así como de los entes descentralizados. Es 


indudable su objeto es que administren su propio presupuesto, realicen sus 


propias contrataciones, y en gran medida para simplificar el sistema de 


nombramiento de sus funcionarios. De ahí, que les proporcionara flexibilidad 


y los dotara de instrumentos de gestión óptimos, si se les compara con los de 


la Administración Pública tradicional. Así, para la doctrina y en opinión de 


la Procuraduría General de la República los órganos con personalidad 


jurídica instrumental se crean para facilitar su operación, evitar controles y 


simplificar requisitos. Pero, no puede dejarse de lado, continúan estando 


adscritos a un Ministerio o ente mayor con sujeción a directrices e 


instrucciones. Consecuentemente, es claro, en el caso de los adscritos a algún 


Ministerio, son parte integral de un todo más amplio, a saber, la 


Administración Central o Aparato Estatal que continúa siendo uno solo 


(unidad del Estado)”. 


 


No obstante, a pesar de que la función de un órgano con personería instrumental es 


facilitar, simplificar la administración no podemos dejar de lado que todavía siguen estando 


adscritos al ente, como así lo indica la Contraloría General de la Republica con el decreto, 


DAGJ-0056-2009 el 19 de enero, 2009, que dispuso, lo siguiente:  


 
       “Sin embargo, nuestro legislador ha dado forma a una figura de naturaleza 


especial que es la de los órganos desconcentrados con personalidad jurídica 


instrumental. Es decir, son aquellas administraciones del Estado que no 


constituyen entes descentralizados ni gozan por ende de personalidad jurídica 


plena, pero sí poseen personalidad jurídica instrumental que no es una 


personalidad jurídica plena como la de los entes descentralizados pues se 


mantienen adscritos a otra entidad, pero que sí se les otorga personalidad 
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especialmente para el trámite y manejo de su presupuesto. En consecuencia, 


si bien en principio un órgano desconcentrado carece de personalidad 


jurídica, en nuestra organización administrativa se ha reconocido una figura 


denominada “personalidad jurídica instrumental”. Ello con el fin de dotar a 


los órganos desconcentrados de la capacidad suficiente para administrar sus 


propios recursos, es decir, que el origen de esta categoría ha estado muy 


ligado al manejo presupuestario.        Este concepto sobre la personificación 


presupuestaria ha sido ampliamente desarrollado por la Procuraduría 


General de la República Al respecto véase oficios C-178-95, C- 115-89 del 4 


de julio de 1989, OJ-062-98 del 16 de julio de 1998, OJ-138-2004 del 02 de 


noviembre del 2004 y C-177-2007 del 4 de junio de 2007. Bajo este supuesto, 


son varios los órganos “adscritos” al Ministerio de Cultura que gozan de 


personalidad jurídica instrumental sobretodo en materia de presupuesto y el 


manejo financiero de sus recursos.  Por ejemplo, en el caso del Centro 


Costarricense de Producción Cinematográfica se ha considerado que  desde 


el origen de su creación, fue constituido como un órgano adscrito al 


Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, pero con personalidad jurídica 


instrumental, que no constituye una personalidad jurídica plena pues 


mantiene la adscripción del órgano a otro ente para efectos de uniformar 


políticas de acción, pero que le permite al órgano manejar su propio 


presupuesto y hasta tramitar sus contrataciones administrativas con sus 


propios fondos. En ese sentido y solo como ejemplo de muchos, el criterio de 


este Despacho es que el Centro es un órgano desconcentrado con 


personalidad y capacidad jurídica instrumentales, con presupuesto propio, y 


con competencia para el manejo de sus recursos financieros y de las 


contrataciones que realice. Debe interpretarse que la normativa confiere 


capacidad al Centro de trabajar en forma independiente, ajustándose a los 


procedimientos y normativa vigente, sus contrataciones administrativas, así 


como también goza de capacidad para las decisiones que involucren el 


manejo de su presupuesto (modificaciones y aprobaciones), manteniéndose 


siempre su condición de órgano adscrito al Ministerio de Cultura, Juventud y 


Deportes, procurándose así la uniformidad de políticas y criterios en materia 


de cultura costarricense. (el destacado es nuestro) 


 


 Conforme a lo anterior, la personería jurídica otorgada a los órganos personas, 


tiene un carácter típicamente instrumental, es decir es un medio para el cumplimiento de 


las competencias asignadas por el legislador, de una manera más eficaz y eficiente, 


conforme los principios del servicio público que se contemplan en el artículo 4 de la Ley 


General de la Administración Pública, que dispone lo siguiente: “Artículo 4º.-La actividad 


de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del 


servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio 


en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los 


destinatarios, usuarios o beneficiarios”. 
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 Complementario con lo anterior, el artículo 5.b. de la Ley de la Administración 


Financiera y Presupuestos Públicos, dispone lo siguiente: “Principio de gestión 


financiera. La administración de los recursos financieros del sector público se orientará 


a los intereses generales de la sociedad, atendiendo los principios de economía, eficacia y 


eficiencia, con sometimiento pleno a la ley”. 


 


 Corolario de lo anterior, se advierte que los órganos persona tienen la posibilidad 


de ejercicio de la potestad reglamentaria, vía reglamentos de organización o de servicio, -


sea sin potestades de imperio, dado que esto es reserva de ley- en tanto que los mismos son 


instrumentos para el mejor cumplimiento de las competencias asignadas. 


 


 En este orden de ideas, se puede determinar las siguientes competencias 


generales, comunes a todo órgano con personalidad jurídica instrumental: 


 


 
  


 Complementario con lo anterior, debe tomarse en consideración que las 


competencias que le asignan a los órganos persona, implican que, al tener presupuesto propio 


y personería particular, deviene además en obligaciones y consecuencias jurídicas. 


 


Poseer su propia organización administrativa 
mínima que sea necesaria para el cumplimiento de 


sus competencias.


Administrar su presupuesto y adoptar las decisiones 
que correspondan sobre el mismo.


Realizar contrataciones administrativas para 
adquirir bienes y servicios, conforme a la Ley de la 


Contratación Administrativa.


Establecer relaciones de empleo público.


Auto regularse por la vía de reglamentos 
autónomos. 
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 En este orden de ideas, la Ley General de Control Interno cubre este tipo de órganos 


persona, toda vez que se incorporan dentro del concepto de administración activa, de la 


siguiente manera: “a) Administración activa: desde el punto de vista funcional, es la función 


decisoria, ejecutiva, resolutoria, directiva u operativa de la Administración. Desde el punto de vista 


orgánico es el conjunto de órganos y entes de la función administrativa, que deciden y ejecutan; 


incluyen al jerarca, como última instancia”. 


 


 En el mismo sentido el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de 


la República señala: “Artículo 4.- Ámbito de su Competencia. La Contraloría General de la 


República ejercerá su competencia sobre todos los entes y órganos que integran la Hacienda 


Pública”. 


 


 Por otra parte, la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito dispone sus 


alcances, dentro del cual se incorpora a los órganos persona, de la siguiente manera: 


 
“Artículo 2º-Servidor público. Para los efectos de esta Ley, se considerará 


servidor público toda persona que presta sus servicios en los órganos y en los 


entes de la Administración Pública, estatal y no estatal, a nombre y por cuenta 


de esta y como parte de su organización, en virtud de un acto de investidura 


y con entera independencia del carácter imperativo, representativo, 


remunerado, permanente o público de la actividad respectiva. Los términos 


funcionario, servidor y empleado público serán equivalentes para los efectos 


de esta Ley. 


Las disposiciones de la presente Ley serán aplicables a los funcionarios de 


hecho y a las personas que laboran para las empresas públicas en cualquiera 


de sus formas y para los entes públicos encargados de gestiones sometidas al 


derecho común; asimismo, a los apoderados, administradores, gerentes y 


representantes legales de las personas jurídicas que custodien, administren o 


exploten fondos, bienes o servicios de la Administración Pública, por 


cualquier título o modalidad de gestión”. 


 


 Consecuentemente con este marco normativo y otros aplicables a la forma de 


operar en la administración pública -v.g. Ley de Simplificación de Trámites- el carácter 


instrumental del órgano, hace que sus directivos posean una serie de obligaciones 


particulares bajo la figura de responsables o titulares subordinados en cuanto al 


funcionamiento y organización general del mismo que deben ser tomados en consideración 


a la hora de delimitar el marco de sus competencias. 
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 Así la cosas, un listado muy básico de dichas responsabilidades sería el siguiente 


y en el entendido que no es excluyente de otras obligaciones legales: 


 


 
  


 Como se advierte, la existencia misma de una personería jurídica deviene en el 


cumplimiento de obligaciones legales de carácter insoslayable y necesarias para cautelar la 


seguridad y transparencia de las conductas que realicen los órganos respectivos, siendo un 


complemento necesario del ejercicio de sus competencias.  


 


 De manera adicional, debe tomarse en consideración que la instrumentalidad de 


la personería jurídica implica necesariamente que el órgano persona tiene la posibilidad de 


ejercer la defensa de sus intereses y la posibilidad de resolver los temas sometidos a su 


conocimiento en sede administrativa. 


 


 En este orden de ideas, el órgano persona puede demandar y ser demandado, en 


la vía contencioso administrativa conforme las siguientes normas: 


“ARTÍCULO 10.- 


1) Estarán legitimados para demandar: 


a) Quienes invoquen la afectación de intereses legítimos o derechos 


subjetivos. 


b) Las entidades, las corporaciones y las instituciones de Derecho público, y 


cuantas ostenten la representación y defensa de intereses o derechos de 


Rendir cuentas a los órganos internos y externos de 
control. (auditoría, Contraloría General de la República, 


SUPEN)


Establecer controles internos acordes con la Ley General de 
Control Interno.


Realizar su sistema específico de evaluación de riesgos 
(SEVRI)


Cumplir las regulaciones de la Contraloría General de la 
República.


Establecer los mecanismos internos para asegurar que sus 
integrantes rindan cuentas, garantías (pólizas de fidelidad), 


declaraciones de bienes, prohibiciones.


Establecer mecanismos de conservación de documentación 
conforme a Ley de Archivos.  



mailto:direccion_juridica@poder-judicial.go.cr





 


 


 


 


 


 


                     Teléfonos: 2295-4660 y 2295-4661         Correo: direccion_juridica@poder-judicial.go.cr             Fax: 2295-4686  
 


 


9 


                          
 
 
 


 


 
 


carácter general, gremial o corporativo, en cuanto afecten tales intereses o 


derechos, y los grupos regidos por algún estatuto, en tanto defiendan intereses 


colectivos”. 


“ARTÍCULO 12.- Se considerará parte demandada: 


1) La Administración Pública autora de la conducta administrativa objeto del 


proceso, salvo cuando se trate de los Poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial 


y del Tribunal Supremo de Elecciones; en este caso, se demandará al Estado. 


2) Los órganos administrativos con personalidad jurídica instrumental, en 


tanto sean autores de la conducta administrativa objeto del proceso, 


conjuntamente con el Estado o el ente al que se encuentren adscritos…” 


 


 En la vía ordinaria laboral, resulta de interés destacar que tal supuesto no se previó 


toda vez que se establece la representación de la Procuraduría General de la República en 


estos casos, de la siguiente manera: 


 
“Artículo 448.- 


En las demandas contra el Estado, por actuaciones de la Administración 


Central, de los Poderes del Estado, del Tribunal Supremo de Elecciones, de la 


Contraloría General de la República y de la Defensoría de los Habitantes de 


la República, en tanto ejerzan función administrativa, la representación y 


defensa corresponderá a la Procuraduría General de la República”. 


 


 De conformidad con lo anterior, el órgano persona tiene además las siguientes 


atribuciones: 


   


 
 


Agotar la vía administrativa en los 
reclamos administrativos que le planteen.


Ejercer su propia representación legal 
como parte actora o demandada en sede 


contencioso administrativa.


Ser demandado y ejercer su propia 
representación legal en la vía de cobro.


Responder por sus propias conductas u 
omisiones frente a terceros. 
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En el caso concreto de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones del Poder Judicial se advierte que todas las anteriores consideraciones son 


plenamente aplicables, en tanto la ley le definen las siguientes competencias: 


 


Competencia Potestad 


a) Administrar el Fondo de Pensiones y 


Jubilaciones de los Empleados del Poder 


Judicial. 


Potestad de autoadministración, 


realizar contratos   


b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes 


de jubilación y pensión que se le presenten. 


Potestad resolutiva y de agotamiento de 


la vía administrativa 


c) Recaudar las cotizaciones que 


corresponden al Fondo y ejercer las acciones 


de cobro necesarias. 


Potestad de autoadministración 


d) Atender las solicitudes de reingreso a 


labores remunerativas de jubilados inválidos. 


Potestad resolutiva 


e) Realizar los estudios actuariales con la 


periodicidad establecida en la normativa 


emitida al efecto por el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero 


(Conassif) y la Superintendencia de Pensiones 


(Supén). 


Potestad de administración y de 


contratación de servicios 


f) Invertir los recursos del Fondo, de 


conformidad con la ley y con la normativa que 


al efecto dicte el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero y la 


Superintendencia de Pensiones. 


Potestad de administración 


g) Cumplir con la legislación y la normativa 


que dicten tanto el Consejo Nacional de 


Supervisión del Sistema Financiero como la 


Superintendencia de Pensiones. 


Deber de cumplir controles y directrices 


h) Dictar las normas para el nombramiento, la 


suspensión, la remoción y la sanción del 


personal; así como aprobar el plan anual 


operativo, el presupuesto de operación, sus 


modificaciones y su liquidación anual. 


Potestad autonormativa. 


  


 


Conforme a las anteriores consideraciones, estima esta unidad asesora que la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, goza de un amplio 


marco de auto administración que le permite contratar bienes y servicios, establecer 
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relaciones de empleo público y controles para el cumplimiento de sus fines, toda vez que su 


personería jurídica posee un carácter evidentemente instrumental.  


 


Dejamos así evacuada su solicitud de criterio.  


 


Respetuosamente,                                                                      


 


 


 


 


 


Máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo 


Director Jurídica   a.í. 


                                                                                      


 


 
Ref: 1777-2020 


LMB  
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Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

San José, 01 de junio de 2020

N° 323-20

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora

Licda. Ingrid Moya Aguilar, Integrante

Junta Administradora del Fondo de

Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial





Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 16-2020 celebrada el 18 de mayo del 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Hlk41660043]“ARTÍCULO XXII



DOCUMENTO N° 423-2020.



La integrante Ingrid Moya Aguilar, expone sobre la Ley 9796, para rediseñar y redistribuir los recursos de la Contribución Especial Solidaria, y propone diseñar una campaña para hacer de conocimiento de la población jubilada y pensionada sobre esta nueva contribución.



Por unanimidad se acordó: Tener por presentada la propuesta de la integrante Moya Aguilar a la cual se le delega la elaboración de dicha campaña, la cual será aprobada por esta Junta para hacerla de conocimiento de las personas jubiladas y pensionadas, por los medios que se tienen en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”



Atentamente,







Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas

Secretaria interina

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y

Pensiones del Poder Judicial







Cc: 		Diligencias / Refs: 423-20



(ACJ)





San José, 06 de agosto de 2020

N° 517-2020

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora

Msc. Floribel Campos Solano, Jefa interina

Departamento Financiero Contable



Estimada señora:



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 26-2020 celebrada el 03 de agosto del 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc47033666]“ARTÍCULO XXIII



DOCUMENTO N° 484-2020 y 657-2020.



La máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa interina del Subproceso de egresos del Departamento Financiero Contable, en correo electrónico del 23 de julio de 2020, gestionó lo siguiente:









-0-



Se acordó: Tener por conocido el oficio N° 974-TE-2020 del Departamento Financiero Contable, en respuesta a la solicitud que realizara la Procuraduría General de la República, en correo de fecha 23 de julio de 2020, relacionada con la aplicación de la Contribución Solidaria, conforme la Ley 9796. Se declara este acuerdo firme.”





Atentamente, 











Licda. Lucrecia Ruiz Rojas, Secretaria

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 

y Pensiones del Poder Judicial







Cc:

Diligencias / Refs: (484-2020, 657-2020)

naguilars
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           San José, 23 de julio de 2020 
 
Licenciada 
Francinie Cubero de la Vega 
Procuraduría General de la Republica 



 
Asunto: Respuesta a solicitud de 
información sobre aplicación de la 
Contribución Solidaria a las personas 
beneficiarias del FJPPJ. 



 
Estimada señora 
 
En relación con la solicitud de información remitida a este Macroproceso vía correo 
electrónico el día 23 de julio de 2020, donde se solicitó para lo que interesa: 
 



“[…] indicación si los rebajos respectivos en razón de la Ley N° 9796 se han aplicado 
o bien si se encuentra suspendida su aplicación en razón de la citada resolución 
constitucional, esto concretamente con las personas de la lista que se adjuntó. […]” 



 



Es importante señalar que, esta oficina aplicó lo estipulado en la Ley N° 9796 
correspondiente a la deducción de contribución solidaria, a partir del 20 de junio de 
2020. Lo anterior, de conformidad con lo acordado por la Junta Administradora del 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el 15 de junio de 2020, en la 
sesión N° 20-2020, artículo XVI. 
 
 
Atentamente;  
 
 



MBA. Andrea Valerín Arroyo 
Jefa Subproceso Egresos 



Licda. Emma López Ramírez 
Jefa Proceso de Tesorería 



 
 



MBA. Floribel Campos Solano 
Jefa Macroproceso Financiero Contable 



 
 



RDG / KZM 
 
c: 
Diligencias 
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RV: OFICIO N° 1387-2021

		To

		Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones

		Recipients

		junta_fondoJPPJ@Poder-Judicial.go.cr



Favor de ingresar y trasladar a una sesión de la Junta Administradora. 



 



De: Secretaría General de la Corte - Comunicaciones - Isidro Quesada Castillo 
Enviado el: miércoles, 10 de febrero de 2021 14:42
Para: Gestión Humana Comunicaciones Secretaría <gh_comunicaciones@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: OFICIO N° 1387-2021



 



San José, 10 de febrero de 2021



N° 1387-2021



Al contestar refiérase a este # de oficio



 



Señora



MBA. Roxana Arrieta Meléndez 



Directora interina de Gestión Humana



            



Estimada señora:



 



 



Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 03-2021 celebrada el 18 de enero del 2021, que literalmente dice:



 



“ARTÍCULO XXVII 



 



            SALE EL MAGISTRADO SÁNCHEZ DE LA SESIÓN POR VIDEOCONFERENCIA.



 



            ENTRA LA MÁSTER ANA EUGENIA ROMERO JENKINS, DIRECTORA EJECUTIVA POR VIDEOCONFERENCIA.



 



Documento N° 12839 -2020



 



En sesión N° 45-2019 celebrada el 28 de octubre de 2019, artículo V, se designó al máster Miguel Ovares Chavarría como integrante titular en representación de la parte patronal, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. De conformidad con lo establecido en el artículo 5 del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dicho nombramiento es por el plazo de cinco años y rigió a partir del 1 de noviembre de 2019.



 



En sesión Nº 04 -2020 del 27 de enero del año en curso, artículo XX, se tuvo por conocido el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones, en sesión Nº 1-20, artículo II, sobre la conformación del Directorio de la mencionada Junta, en la cual, para el cargo de la persona directora 1 de la Junta, por unanimidad, se tuvo por designado al máster Miguel Ovares Chavarría.



 



El Consejo Superior en sesión N° 106-2020 del 5 de noviembre del año en curso, artículo XXI tomó nota de resolución de las trece horas y veintidós minutos del veintiséis de octubre de dos mil veinte de la Dirección Ejecutiva, que en lo conducente dice:



 



“Se resuelve gestión del MBA Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, donde expone posible conflicto de interés en sus funciones como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe del Macroproceso Financiero Contable.



 



[…]



 



CONSIDERANDO:



 



Para la resolución de la gestión de conflicto de interés planteada por el señor Miguel Ovares Chavarría, resulta relevante tomar en consideración los siguientes aspectos: 



 



                                    I.              Conforme a la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de interés en el Poder Judicial” (en adelante la regulación), el señor Ovares Chavarría pone en conocimiento la potencial situación de conflicto de intereses, circunstancia que surge a partir del momento en que retoma la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable y a su vez ocupa el puesto de Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante la Junta). 



 



                                  II.              Conforme lo dispuesto por el numeral 9 de la regulación de conflictos de intereses, corresponde al superior jerárquico resolver las gestiones de posibles conflictos de intereses del personal subalterno. Pese a que el gestionante ejecuta labores en dos instancias diferentes dentro del Poder Judicial, no puede desconocerse que es en la Dirección Ejecutiva donde se atienden las funciones sustanciales de este Poder de la República según el mandato constitucional. En ese sentido, en el caso que nos ocupa, la competencia para resolver el posible conflicto de interés del señor Ovares Chavarría recae en la Dirección Ejecutiva, como superior jerárquico.  



 



                                 III.              Conforme lo disponen los numerales 84 y 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Dirección Ejecutiva es un órgano dependiente del Consejo Superior que tiene a cargo la gestión administrativa del Poder Judicial, función que se ejecuta desde las diferentes áreas que la componen, entre estas, el Macro Proceso Financiero Contable, instancia  responsable de la ejecución de los recursos financieros de la institución, y que brinda múltiples servicios, tales como: el trámite y cancelación de las pensiones y jubilaciones, de las facturas con cargo al presupuesto; así como de dar curso administrativo al pago de depósitos judiciales y pensiones alimentarias, honorarios, peritajes, jubilaciones, pensiones y consultorías en el ámbito de su competencia



 



                                IV.              Con la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, surge la necesidad de realizar el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta” a efectos de garantizar la continuidad del servicio para la administración del fondo de pensiones, manteniendo el apoyo del Macro Proceso Financiero Contable en lo atinente a las competencias de la Junta.  En esa medida, se acordó el préstamo necesario de servidores para las labores técnicas y/o asistenciales pertinentes de la Junta Administradora, siendo que los servicios de estas personas serán cedidos y facilitados; lo “anterior en el entendido de que la cesión de recursos o servidores no implicará la afectación de la gestión sustantiva del Poder Judicial y que la Junta Administradora asumirá las potestades decisorias en todos los procesos que correspondan a sus competencias legales”. Ver cláusula segunda. 



 



                                  V.              Como lo señala el gestionante, en su oficio 599-FC-2020, existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas con la labor que se desarrolla en la Junta, mismas que se ejecutan en el Macro Proceso Financiero Contable como consecuencia del convenio descrito supra, y en donde el señor Ovares asume la responsabilidad de dirección y supervisión de esas actividades como jefe inmediato de ese departamento. Es decir, bajo ese contexto, de asumir las dos funciones, tanto en la Junta como en el Departamento Financiero Contable, estarían coincidiendo funciones de decisión y de ejecución en una misma persona. Una situación similar, ya fue analizada en su oportunidad por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), señalando en el oficio número SP-988-2019, que las funciones de dirección y de ejecución simultánea en una persona resultaba incompatible, criterio que se comparte.  En igual sentido, se pronunció la Oficina de Cumplimiento, instancia competente para atender consultas sobre la interpretación y aplicación del reglamento de conflictos de intereses, según se desprende del oficio número 026-CO-OC-2020 de fecha 12 de octubre.



 



                                VI.              Aunado a lo anterior, es importante considerar que la situación de conflicto de interés y/o la incompatibilidad señala, se identifica como un riesgo para la debida gestión y supervisión del Macro Proceso Financiero Contable derivado de la identidad de actividades y la concentración en una misma persona que integra la Junta y ocupa el puesto de jefatura del departamento en cuestión.  Desde esta perspectiva, resulta necesario valorar el riesgo detectado. 



 



                              VII.              Conforme el numeral 12 inciso a) y d) de la Ley General de Control Interno (Ley número 8292), corresponde a los jerarcas y titulares subordinados velar por el adecuado desarrollo de las actividades del ente o del órgano a su cargo, así como, garantizar que el sistema de control interno cumpla con las características establecidas en la normativa. Como parte de las acciones del ambiente de control, los titulares subordinados deben asegurar el cumplimiento de los fines institucionales y establecer con claridad las relaciones de jerarquía, asignando la autoridad y responsabilidad a los funcionarios para que los procesos se lleven a cabo de acuerdo con el bloque de legalidad y criterio técnico aplicable. (Artículo 13). Identificar y analizar los riesgos detectados que puedan incidir negativamente en el logro de los objetivos institucionales, así como valorar el impacto que pueden generar, son tareas que también están a cargo de los titulares subordinados, según el numeral 14 de dicha ley. Estas disposiciones se complementan con las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CODFOE, en adelante Normas), que disponen la necesidad de considerar el manejo de conflictos de intereses (2.3.1:d), como parte del fortalecimiento de la ética institucional. Aunado a ello, las normas disponen la importancia de definir una estructura organizativa que contenga las líneas de jerarquía, de dependencia y de coordinación adecuados para fortalecer el logro de los objetivos, (2.5) asegurando la delegación de funciones para la exigencia de responsabilidad y asignación de autoridad de los funcionarios para la adecuada toma de decisiones y acciones (2.5.1). De especial atención resultan las disposiciones sobre la autorización y aprobación de operaciones y transacciones por parte del funcionario con potestad para concederla, en consideración a los riesgos inherentes (2.5.2). Finalmente, la separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones (2.5.3), señala la obligación de aseguramiento de la separación de funciones incompatibles que incluye “las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores”. La regla sobre la separación de funciones se exceptúa cuando la disponibilidad de recursos así lo imponga; situación en la que no nos encontramos. 



 



                             VIII.              Con base en todo lo señalado, la identificación del riesgo detectado que resulta de la identidad de procesos y de funciones de dirección y ejecución en una misma persona, impone la necesidad de tomar una medida que dé respuesta a dicho riesgo. Si se opta por mantener a la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable separado de las funciones o actividades desarrolladas en ese departamento que se originen en las labores propias de la Junta con tal de evitar el ejercicio de funciones incompatibles, resultaría contraproducente y abre la brecha de otro riesgo, que impacta la labor sustancial de la institución. La estructura orgánica de la Dirección Ejecutiva se encuentra claramente definida, la distribución de responsabilidades de dirección y supervisión están debidamente asignadas a lo interno, y ello incluye, la jefatura a cargo del señor Miguel Ovares. La función que como jefatura se ejerce tiene el propósito de asegurar la gestión y la consecución de los objetivos institucionales, todo en observancia a las normas de control interno, razón por la cual, no resulta procedente separar al señor Ovares de su responsabilidad de dirección y supervisión como encargado del Departamento Financiero Contable. 



 



POR TANTO:



 



Corolario de lo expuesto, SE RESUELVE que el ejercicio de la jefatura del Departamento Financiero Contable resulta incompatible con la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De igual forma, la solución de separar al gestionante de la supervisión de los procesos de la Junta que se desarrollen en el departamento que dirige, genera otro riesgo que impide tomar esa medida. El aseguramiento de la consecución de los objetivos de la institución que están a cargo de la Dirección Ejecutiva no puede verse afectados, posición que está definida en la cláusula segunda del convenio citado según fue expuesto. Así las cosas, se acoge la gestión de conflicto de intereses del señor Ovares Chavarría, y se declara la incompatibilidad del desempeño de los dos cargos indicados, debiendo prevalecer la función asignada en la jefatura del Departamento Financiero Contable. NOTIFÍQUESE. MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial.”



 



-0-



 



El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, en oficio N° 784-FC-2020 del 9 de noviembre en curso, manifestó:



 



“Para que por su digno medio se haga del conocimiento de la honorable Corte Plena, me permito indicar que con la entrada en vigor de la Ley N°. 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en La Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus Reformas”, se estableció la conformación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ), integrada por seis miembros titulares y seis miembros suplentes, según se establece en el artículo N°. 239 de la citada Ley, con una representación del 50% Colectivo Judicial y el otro 50% de la Corte Plena (Patrono).



 



Por votación efectuada en el seno de la Corte Plena, se me designó junto con otras personas para integrar dicha Junta en calidad de representante del Patrono, iniciando funciones como director desde el lunes 27 de enero del 2020, respetando la composición definida en el artículo N°. 240 de la citada ley, quedando establecida la primera Junta Administradora del FJPPJ de la siguiente manera:



 



INTEGRANTES TITULARES JUNTA ADMINISTRADORA DEL FJPPJ



Periodo 2020-2025



PERSONA



CARGO



REPRESENTACIÓN



MSc. Carlos Montero Zuñiga



Presidente



Corte Plena



Lic. Arnoldo Hernández Solano



Vicepresidente



Colectivo Judicial



Licda. Ana Lucrecia Ruiz



Secretaria



Colectivo Judicial



Licda. Ingrid Moya Aguilar



Tesorera



Corte Plena



MBA. Mauricio Villalta Fallas



Director



Colectivo Judicial



MBA. Miguel Ovares Chavarría



Director



Corte Plena



 



Sobre el particular, es de vital importancia indicar que, en mi participación inicial en dicho proceso de elección y que había sido oportunamente avalado durante el proceso de conformación de este este órgano, me encontraba nombrado como Jefe interino del Departamento de Proveeduría, situación que incluso fue valorada en su oportunidad por la propia Superintendencia de Pensiones, brindando el visto bueno correspondiente dado mi curriculum y conocimientos en la materia.



 



No obstante, lo anterior, a partir del 1 de setiembre de 2020, regresé a la Jefatura Macroproceso Financiero Contable e incluso desde mi puesto en propiedad sea la Jefatura del Proceso de Tesorería, existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas (hasta el día de hoy), con la gestión diaria de la Junta Administradora y del propio Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



 



Aunado a lo anterior y en virtud de la responsabilidad que al efecto se desprende de las funciones ordinarias de la Jefatura de Proceso de Tesorería (propiedad) y de la Jefatura del Macroproceso Financiero Contable (nombramiento interino), conforme lo dispone el Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, publicado mediante Circular de Secretaría de la Corte N° 072 – 2019 en el Boletín número 101 del 31 May 2019, específicamente lo indicado en los artículos N° 7, N°8 y N°12, sin detrimento de la demás normativa aplicable,  con oficio 0599-FC-2020 de fecha 3 de setiembre de 2020 (adjunto), solicité a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins Directora Ejecutiva y Jefatura inmediata, la valoración al respecto para establecer la gestión respectiva y evitar la materialización del conflicto de interés con respecto de las actividades propias como Director de la Junta Administradora del Poder Judicial. Es menester indicar que desde el 01 de septiembre del 2020, solicite a la Junta Administradora mi sustitución y he evitado participar en cualquier acto relacionado con dicho cuerpo colegiado mientras se aclaraba la situación de posible conflicto de interés expuesta anteriormente.



 



Con oficio N° 3276-DE-2020 de fecha 10 de setiembre de 2020, la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial solicita ampliar la información brindada mediante oficio N° 0599-FC-2020 de comentario, indicando las responsabilidades como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ) así como las funciones que se ejercen como jefe del Departamento Financiero Contable, para contribuir en el análisis del posible conflicto de intereses entre ambas actividades, para lo cual se remitió oficio N° 641-FC-2020 con fecha 16 de setiembre del año 2020 (adjunto).



 



En sesión 33-20 de fecha del 12 de octubre de 2020, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en artículo XXXI, de forma unánime acordó:



 



“[…] Por lo anterior y con la finalidad de prevenir algún posible conflicto interés, se acuerda por unanimidad: Solicitar a la Superintendencia de Pensiones, que valore el caso del máster Ovares Chavarría y emita un criterio en cuanto si existen conflictos de intereses, tomando en consideración las funciones que realiza en el Departamento Financiero Contable en relación con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial…”



 



Luego del análisis y valoración correspondiente la Dirección Ejecutiva emitió resolución de las a las trece horas y veintidós minutos del 26 de octubre de dos mil veinte (adjunto), remitida por medio de correo electrónico de fecha 27 de octubre de 2020, de la cual se resalta lo siguiente:



 



 



“[…]



 



CONSIDERANDO:



 



Para la resolución de la gestión de conflicto de interés planteada por el señor Miguel Ovares Chavarría, resulta relevante tomar en consideración los siguientes aspectos: 



 



I. Conforme a la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de interés en el Poder Judicial” (en adelante la regulación), el señor Ovares Chavarría pone en conocimiento la potencial situación de conflicto de intereses, circunstancia que surge a partir del momento en que retoma la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable y a su vez ocupa el puesto de Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante la Junta). 



 



II. Conforme lo dispuesto por el numeral 9 de la regulación de conflictos de intereses, corresponde al superior jerárquico resolver las gestiones de posibles conflictos de intereses del personal subalterno. Pese a que el gestionante ejecuta labores en dos instancias diferentes dentro del Poder Judicial, no puede desconocerse que es en la Dirección Ejecutiva donde se atienden las funciones sustanciales de este Poder de la República según el mandato constitucional. En ese sentido, en el caso que nos ocupa, la competencia para resolver el posible conflicto de interés del señor Ovares Chavarría recae en la Dirección Ejecutiva, como superior jerárquico. 



 



III. Conforme lo disponen los numerales 84 y 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Dirección Ejecutiva es un órgano dependiente del Consejo Superior que tiene a cargo la gestión administrativa del Poder Judicial, función que se ejecuta desde las diferentes áreas que la componen, entre estas, el Macro Proceso Financiero Contable, instancia responsable de la ejecución de los recursos financieros de la institución, y que brinda múltiples servicios, tales como: el trámite y cancelación de las pensiones y jubilaciones, de las facturas con cargo al presupuesto; así como de dar curso administrativo al pago de depósitos judiciales y pensiones alimentarias, honorarios, peritajes, jubilaciones, pensiones y consultorías en el ámbito de su competencia 



 



IV. Con la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, surge la necesidad de realizar el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta” a efectos de garantizar la continuidad del servicio para la administración del fondo de pensiones, manteniendo el apoyo del Macro Proceso Financiero Contable en lo atinente a las competencias de la Junta. En esa medida, se acordó el préstamo necesario de servidores para las labores técnicas y/o asistenciales pertinentes de la Junta Administradora, siendo que los servicios de estas personas serán cedidos y facilitados; lo “anterior en el entendido de que la cesión de recursos o servidores no implicará la afectación de la gestión sustantiva del Poder Judicial y que la Junta Administradora asumirá las potestades decisorias en todos los procesos que correspondan a sus competencias legales”. Ver cláusula segunda. 



 



V. Como lo señala el gestionante, en su oficio 599-FC-2020, existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas con la labor que se desarrolla en la Junta, mismas que se ejecutan en el Macro Proceso Financiero Contable como consecuencia del convenio descrito supra, y en donde el señor Ovares asume la responsabilidad de dirección y supervisión de esas actividades como jefe inmediato de ese departamento. Es decir, bajo ese contexto, de asumir las dos funciones, tanto en la Junta como en el Departamento Financiero Contable, estarían coincidiendo funciones de decisión y de ejecución en una misma persona. Una situación similar, ya fue analizada en su oportunidad por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), señalando en el oficio número SP-988-2019, que las funciones de dirección y de ejecución simultánea en una persona resultaba incompatible, criterio que se comparte. En igual sentido, se pronunció la Oficina de Cumplimiento, instancia competente para atender consultas sobre la interpretación y aplicación del reglamento de conflictos de intereses, según se desprende del oficio número 026-CO-OC-2020 de fecha 12 de octubre. 



 



VI. Aunado a lo anterior, es importante considerar que la situación de conflicto de interés y/o la incompatibilidad señala, se identifica como un riesgo para la debida gestión y supervisión del Macro Proceso Financiero Contable derivado de la identidad de actividades y la concentración en una misma persona que integra la Junta y ocupa el puesto de jefatura del departamento en cuestión. Desde esta perspectiva, resulta necesario valorar el riesgo detectado. 



 



VII. Conforme el numeral 12 inciso a) y d) de la Ley General de Control Interno (Ley número 8292), corresponde a los jerarcas y titulares subordinados velar por el adecuado desarrollo de las actividades del ente o del órgano a su cargo, así como, garantizar que el sistema de control interno cumpla con las características establecidas en la normativa. Como parte de las acciones del ambiente de control, los titulares subordinados deben asegurar el cumplimiento de los fines institucionales y establecer con claridad las relaciones de jerarquía, asignando la autoridad y responsabilidad a los funcionarios para que los procesos se lleven a cabo de acuerdo con el bloque de legalidad y criterio técnico aplicable. (Artículo 13). Identificar y analizar los riesgos detectados que puedan incidir negativamente en el logro de los objetivos institucionales, así como valorar el impacto que pueden generar, son tareas que también están a cargo de los titulares subordinados, según el numeral 14 de dicha ley. Estas disposiciones se complementan con las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CODFOE, en adelante Normas), que disponen la necesidad de considerar el manejo de conflictos de intereses (2.3.1:d), como parte del fortalecimiento de la ética institucional. Aunado a ello, las normas disponen la importancia de definir una estructura organizativa que contenga las líneas de jerarquía, de dependencia y de coordinación adecuados para fortalecer el logro de los objetivos, (2.5) asegurando la delegación de funciones para la exigencia de responsabilidad y asignación de autoridad de los funcionarios para la adecuada toma de decisiones y acciones (2.5.1). De especial atención resultan las disposiciones sobre la autorización y aprobación de operaciones y transacciones por parte del funcionario con potestad para concederla, en consideración a los riesgos inherentes (2.5.2). Finalmente, la separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones (2.5.3), señala la obligación de aseguramiento de la separación de funciones incompatibles que incluye “las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores”. La regla sobre la separación de funciones se exceptúa cuando la disponibilidad de recursos así lo imponga; situación en la que no nos encontramos. 



 



VIII. Con base en todo lo señalado, la identificación del riesgo detectado que resulta de la identidad de procesos y de funciones de dirección y ejecución en una misma persona, impone la necesidad de tomar una medida que dé respuesta a dicho riesgo. Si se opta por mantener a la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable separado de las funciones o actividades desarrolladas en ese departamento que se originen en las labores propias de la Junta con tal de evitar el ejercicio de funciones incompatibles, resultaría contraproducente y abre la brecha de otro riesgo, que impacta la labor sustancial de la institución. La estructura orgánica de la Dirección Ejecutiva se encuentra claramente definida, la distribución de responsabilidades de dirección y supervisión están debidamente asignadas a lo interno, y ello incluye, la jefatura a cargo del señor Miguel Ovares. La función que como jefatura se ejerce tiene el propósito de asegurar la gestión y la consecución de los objetivos institucionales, todo en observancia a las normas de control interno, razón por la cual, no resulta procedente separar al señor Ovares de su responsabilidad de dirección y supervisión como encargado del Departamento Financiero Contable. 



 



POR TANTO:



 



Colorario de lo expuesto, SE RESUELVE que el ejercicio de la jefatura del Departamento Financiero Contable resulta incompatible con la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De igual forma, la solución de separar al gestionante de la supervisión de los procesos de la Junta que se desarrollen en el departamento que dirige, genera otro riesgo que impide tomar esa medida. El aseguramiento de la consecución de los objetivos de la institución que están a cargo de la Dirección Ejecutiva no puede verse afectados, posición que está definida en la cláusula segunda del convenio citado según fue expuesto. Así las cosas, se acoge la gestión de conflicto de intereses del señor Ovares Chavarría, y se declara la incompatibilidad del desempeño de los dos cargos indicados, debiendo prevalecer la función asignada en la jefatura del Departamento Financiero Contable. NOTIFÍQUESE. MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial…”  (el resaltado no es del documento original)



 



En virtud de lo establecido en el reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial” y ante lo resuelto por parte de la señora Directora Ejecutiva, es mi deber solicitar que por su digno medio se haga del conocimiento de la honorable Corte Plena, la situación antes expuesta.



 



No se omite manifestar que, en estos momentos la Procuraduría General de la República se encuentra analizando la naturaleza jurídica de la Junta Administradora y su relación interorgánica con el Poder Judicial (oficio N° 393-2020 adjunto), así mismo se está a la espera del pronunciamiento por parte de la Superintendencia de Pensiones relación con este  posible conflicto de intereses (oficio N° 814-2020 adjunto), no obstante dada la resolución emanada sobre este particular, no me resulta posible otro actuar más que poner a disposición de la honorable Corte Plena el puesto como Director Propietario que me fue designado de dicha Junta.



 



Es importante indicar que las actuaciones como integrante de la Junta, quedan debidamente plasmadas en las actas de las sesiones realizadas desde el 27 de enero de 2020 y hasta el 31 de agosto de 2020 (Actas N°. 01-2020 hasta 29-2020).



 



Todo lo anterior para lo que a bien estime resolver la honorable Corte Plena.”



 



*	0 -



 



Finalmente, en acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 37-2020 celebrada el 16 de noviembre del 2020, artículo IV, se dispuso lo siguiente: 



 



            “La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, remite la resolución N° 904 de las trece horas y veintidós minutos del veintiséis de octubre de dos mil veinte, relacionado con posible conflicto de interés en sus funciones del máster Miguel Ovares Chavarría, como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe del Macroproceso Financiero Contable, que dice:



 



“Se resuelve gestión del MBA Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, donde expone posible conflicto de interés en sus funciones como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe del Macroproceso Financiero Contable.



 



RESULTANDO:



 



I.- Que mediante oficio N° 599-FC-2020 con fecha 3 de setiembre último, el MBA Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, solicita la valoración de posible conflicto de intereses por las funciones sustantivas de la Jefatura del Macroproceso Financiero Contable y las que realiza como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el cual indica:



 



“Con la entrada en vigor de la Ley N°. 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en La Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de Mayo de 1993, y sus Reformas”, se establece la conformación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ), integrada por seis miembros titulares y seis miembros suplentes, según se establece en el artículo N°. 239 de la citada Ley, con una representación del 50% Colectivo Judicial y el otro 50% de la Corte Plena (Patrono).



 



Por votación efectuada en el seno de la Corte Plena, se me designó junto con otras personas para integrar dicha Junta en calidad de representante del Patrono, iniciando funciones como director desde el lunes 27 de enero del 2020, respetando la composición definida en el artículo N°. 240 de la citada ley de la siguiente manera:



 



INTEGRANTES TITULARES JUNTA ADMINISTRADORA DEL FJPPJ



 



Periodo 2020-2025



 



PERSONA



CARGO



REPRESENTACIÓN



MSc. Carlos Montero Zuñiga



Presidente



Corte Plena



Lic. Arnoldo Hernández Solano



Vicepresidente



Colectivo Judicial



Licda. Ana Lucrecia Ruiz



Secretaria



Colectivo Judicial



Licda. Ingrid Moya Aguilar



Tesorera



Corte Plena



MBA. Mauricio Villalta Fallas



Director



Colectivo Judicial



MBA. Miguel Ovares Chavarría



Director



Corte Plena



 



Sobre el particular, es de vital importancia indicar que en mi participación inicial, en dicho procesos de elección, me encontraba nombrado como Jefe del Departamento de Proveeduría, situación que incluso fue valorada en su oportunidad por la Superintendencia de Pensiones.



 



No obstante, lo anterior, a partir del 1 de setiembre de 2020, regresé a la Jefatura Macroproceso Financiero Contable e incluso desde mi puesto en propiedad sea la Jefatura del Proceso de Tesorería, se considera existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas con la gestión diaria de la Junta Administradora y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tales como las que a continuación se detallan:



 



Ø   Ejecución de pago de asignaciones a beneficiarios (personas jubiladas y pensionadas) y proveedores.



Ø   Contabilidad de la Junta Administradora y del FJPPJ.



Ø   Gestión de Portafolios Financieros.



Ø   Gestión Integral de Riesgos.



Ø   Plataforma de Servicios del FJPPJ.



Ø   Cálculo y traslado de cuotas de aportes.



Ø   Traslado y recuperación de cuotas entre regímenes del primer pilar.



Ø   Gestión de cuentas por cobrar a favor del FJPPJ.



Ø   Atención de requerimientos de entes supervisores.



Ø   Trámites tributarios.



Ø   Reportería y remisión de informes ante reguladores.



Ø   Control y ejecución de contratos de servicios de proveedores



 



Así mismo, varias de estas macro actividades son ejecutados por personal técnico, profesional, coordinadores, Jefaturas de Subproceso y Proceso según corresponda, dentro de la estructura propia de este Departamento, situación que en mi calidad de Jefatura, infiere en mi accionar y se acude a mi persona como superior jerárquico inmediato para la correcta gestión de estas actividades. De un análisis a lo interno del Macroproceso Financiero Contable, se estima que existen 17 funcionaros directamente relacionados de actividades del FJPPJ, con un porcentaje superior del 50% de su tiempo, según se detalla en la siguiente tabla:



 



Al respecto, destaco que la Junta Administradora del FJPPJ no posee a la fecha una estructura administrativa propia sobre la cual delegar estas funciones y que, amparados en el convenio N° 3 suscrito entre la Junta Administradora y el Poder Judicial, se visualiza la continuidad en la ejecución de estas tareas por parte del Macroproceso Financiero Contable durante los próximos meses.



 



Conforme a lo expuesto y dada la importante relación que posee el Macroproceso Financiero Contable en la ejecución de labores operativas diarias relacionadas con el FJPPJ, así como con las actividades que a la fecha efectúa la propia Junta Administradora, se visualiza un posible conflicto de intereses al estar involucrado en la operativa diaria de este Departamento Técnico y a su vez mi participación como director propietario en la Junta Administradora.



 



Considerando la responsabilidad que al efecto se desprende de las funciones ordinarias de la Jefatura de Proceso y de la Jefatura del Macroproceso Financiero Contable, conforme lo dispone el Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, publicado mediante Circular de Secretaría de la Corte N° 072 – 2019 en el Boletín número 101 del 31 May 2019, específicamente lo indicado en los artículos N° 7, N°8 y N°12, sin detrimento de la demás normativa aplicable, solicito su valoración al respecto para establecer la gestión respectiva y evitar la materialización del conflicto de interés con respecto de las actividades propias como Director de la Junta Administradora del Poder Judicial:



 



         […] Artículo 7. Evitar los conflictos de interés.



 



La persona servidora judicial es la principal responsable de vigilar que sus intereses privados no afecten las funciones a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional. Deberá evitar colocarse en situaciones de conflictos de interés que menoscaben o pongan en riesgo su imparcialidad, independencia e integridad para el ejercicio de las funciones de su cargo o puedan generar dudas razonables acerca de su objetividad o independencia o la del Poder Judicial.



 



Artículo 8. Revelar los intereses privados que los coloquen en conflictos de interés.



 



Las personas servidoras judiciales están obligadas a informar formalmente a su instancia superior jerárquica, sobre los intereses privados, que sean potencialmente generadores de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, en el ejercicio de sus funciones, de manera transparente, oportuna y oficiosa…



 



…El órgano a quien se le informe, deberá decidir por el procedimiento administrativo o jurisdiccional que corresponda…



 



Artículo 12. Resolución de las situaciones de conflicto de interés.



 



Siempre que se identifique una situación de conflicto de interés, deberán tomarse las medidas necesarias para resolverlo con el fin de evitar una afectación al interés público, a la buena gestión de los asuntos a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional, y prevenir conductas de corrupción de las personas servidoras judiciales.



 



Las medidas adoptadas deberán ser proporcionales al nivel del riesgo de afectación al interés público que implique la situación de conflicto de interés identificada, y conciliar, en la medida de lo posible, los intereses de la organización, el interés general y los intereses legítimos de las personas servidores judiciales.



 



Los conflictos de interés podrán resolverse si concurren cualesquiera de las siguientes circunstancias, entre otras:



 



a)       Abstención del conocimiento del asunto específico, cuando se trate de una situación aislada o poco recurrente.



 



b)      Renuncia de la persona servidora judicial al interés privado.



 



c)       Reorganización de los deberes y responsabilidades de la persona servidora judicial conforme al debido proceso.



 



e)       Traslado a otro puesto conforme al debido proceso…”  El resaltado no es del original.



 



Al respecto se destaca que, si bien es cierto el reglamento citado busca regular las actuaciones de índole privado en los funcionarios del Poder Judicial y la situación descrita se considera de índole laboral (como Jefatura de Departamento y como representante de la Corte Plena en la Junta Administradora), se considera necesario evidenciar y atender el escenario de un posible conflicto de intereses en el desarrollo de las funciones diarias que son de mi competencia.



 



Por último, es de vital importancia mencionar que la atención y gestión de actividades relacionadas con el FJPPJ es constante ya que a la fecha se constituyen en labores sustantivas en el Macroproceso Financiero Contable, por lo cual he solicitado la sustitución temporal del ejercicio de mis funciones ante la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mientras se dicta una resolución ante lo relacionado con la situación descrita.”



 



II. Que mediante oficio N° 3276-DE-2020 con fecha 10 de setiembre en curso, esta Dirección Ejecutiva solicitó al MBA Ovares Chavarría ampliar lo relativo a las labores que ejerce en esa Junta y la relación con las propias en el Departamento Financiero Contable, para lo que se le indicó:



 



“En atención al contenido de su oficio N° 599-FC-2020 de fecha 3 de setiembre en curso, relacionado con un posible conflicto de intereses por las funciones que ejerce como jefe del Departamento Financiero Contable y las que realiza como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ruego ampliar lo relativo a las labores que ejerce en esa Junta y la relación con la propias del departamento a su cargo.”



 



III.       Que mediante oficio N° 641-FC-2020 con fecha 16 de setiembre del año 2020, el Máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, expone lo siguiente:



 



En atención al contenido del oficio N° 3276-DE-2020 de fecha 10 de setiembre de 2020, mediante el cual solicita ampliar la información brindada mediante oficio N° 0599-FC-2020 de fecha 3 de setiembre de 2020, indicando las responsabilidades como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ) así como las funciones que se ejercen como jefe del Departamento Financiero Contable, como insumo en el análisis del posible conflicto de intereses entre ambas actividades, en forma atenta me permito indicar lo siguiente:



 



                                    I.              ACTIVIDADES JEFATURA MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE



 



Conforme lo estable del Manual Descriptivo de Clase de Puestos, la Jefatura de Departamento Administrativo II tiene como propósito “…Planear, organizar, dirigir, asignar, coordinar y supervisar las actividades técnicas y administrativas de un Departamento a cargo de programas administrativos especializados y complejos..”, siendo su función administrativa “…Controlar la Gestión garantizando el seguimiento, la evaluación y la rendición de cuentas, conforme instrucciones de su superior y en apego a las políticas institucionales y al marco normativo…”, siendo responsable por funciones como  “…planear, organizar, dirigir, coordinar y controlar las labores profesionales, técnicas y administrativas, de velar porque los procesos de la dependencia a su cargo se realicen de forma oportuna, por lo que debe maximizar los conceptos de eficacia y eficiencia a fin de brindar un servicio de calidad…”, mismo que puede ser analizado con mayor amplitud en el anexo N°. 01 de este oficio.



 



De previo a la entrada en vigor de la Ley N°. 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en La Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus Reformas”, el “Reglamento Interno de Macroproceso Financiero Contable” Publicado en el Boletín Judicial Nº 215-2009 del 05-11-2009 (anexo N°. 2), contiene las actividades del puesto en sus los artículos 6 y 7 como a continuación se detallan:



 



“[…] Artículo 6.- El Macroproceso Financiero Contable estará a cargo de un jefe que velará por la correcta ejecución de las labores asignadas a los distintos Procesos, Subprocesos y la Unidad que lo integran y quien, en el ejercicio de su cargo, tendrá las siguientes funciones:



 



a. Garantizar razonablemente el cumplimiento de las leyes, las normas y procedimientos que regulan la actividad financiera, presupuestaria y contable del Macroproceso Financiero Contable.



 



2.Dirigir, organizar, planificar, coordinar, controlar y evaluar las actividades que le correspondan al Macroproceso Financiero Contable.



 



3.Responder, ante su superior, por el debido y cabal cumplimiento de las funciones asignadas al Macroproceso.



 



4.Proporcionar la información requerida por las diferentes oficinas del Poder Judicial, en asuntos de su competencia.



 



5.Velar por la correcta ejecución del presupuesto del Poder Judicial.



 



6.Realizar análisis por partida y subpartidas del presupuesto, para recomendar oportunamente las modificaciones que fueren convenientes.



 



7.Participar en las Comisiones a las que fuere convocado.



 



8.Evacuar las consultas que le plantee el personal del Macroproceso sobre asuntos atinentes a su labor.



 



9.Aprobar la recomendación de inversión de los recursos dinerarios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y otras cuentas del Poder Judicial.



 



10.Rendir los informes solicitados por su superior o por iniciativa propia cuando las circunstancias lo ameriten.



 



11.Ejercer el régimen disciplinario sobre los funcionarios del Macroproceso conforme con la normativa vigente.



 



12.Rendir los informes que le solicite la Corte Plena, el Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva con la periodicidad que se le indique.



 



13.Cualesquiera otros deberes y atribuciones que por leyes, reglamentos, acuerdos de Corte Plena, Consejo Superior y/o Dirección Ejecutiva o circulares le correspondieren.



 



Artículo 7.- La Jefatura del Macroproceso Financiero Contable contará con los dos Jefes de los Procesos que lo integran, quienes sustituirán al titular en sus ausencias temporales y con el personal de apoyo necesario para cumplir con lo dispuesto en el artículo anterior…”



 



A partir de la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ) conforme lo establece la Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante su reforma dada por la Ley N°. 9544 y publicada en mayo 2018, así mismo de acuerdo con la suscripción entre el Poder Judicial y dicha Junta del “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, N° 3-2020”, en la cláusula quinta se definieron los siguientes alcances para el Macroproceso Financiero Contable relacionados con las tareas referentes al Fondo:



 



“[…] CLAUSULA QUINTA: Apoyo del Poder Judicial, referente a servicios del Macroproceso Financiero Contable.



 



El Macroproceso Financiero Contable, brindará el apoyo por medio de las labores ya establecidas para algunos de sus servidores, dentro de los subprocesos contable, de integración de sistemas, de inversiones, de riesgo, de ingresos y de egresos. Se facilitará cada uno de los servidores destacados y sus labores, así como los activos asignados a cada uno de ellos, para la consecución de sus tareas referentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Tal y como se estableció en la cláusula primera, las labores y servicios referidos al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se faciliten a la Junta Administradora serán en el ámbito estrictamente operativo, bajo las políticas de administración de la Junta Administradora, en apego a lo dispuesto en la referida ley de creación de esa Junta.



 



Las labores y servicios sustantivos que el Macroproceso Financiero Contable brindará a la Junta Administradora serán los siguientes:



 



                                    I.              Gestión de pago de asignaciones a las personas jubiladas y pensionadas, así como a las entidades deductoras y pensiones alimentarias. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                                  II.              Pago de ajustes por costo de vida y diferencias en beneficios de jubilación y pensión. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                                 III.              Gestión del Reporte y pago de SICERE Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación).



 



                                 IV.              Gestión del Reporte y pago de Impuesto sobre la renta. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación). así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                                   V.              Gestión de pago de aguinaldo de las personas jubiladas y pensionadas. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                                 VI.              Plataforma de servicios (constancias y certificaciones de asignación de beneficios, de pertenencia al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y para la Operadora de Pensiones, así como Generación de claves de Acceso para consultas a través de la página Web). Labor efectuada por un Asistente Administrativo y profesional II (coordinación). La emisión de estas certificaciones no requiere aprobación de la Junta Administradora del FJPPJ, y pueden ser emitidas en las sedes administrativas regionales del Poder Judicial.



 



                               VII.              Gestión de estudios y recuperación de cuentas por cobrar a favor del FJPPJ por los conceptos: impuesto de renta, reconocimiento de tiempo servido y sumas pagadas de más a jubilados y pensionados. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad III, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                             VIII.              Conciliación y arqueos de títulos valores de inversión con recursos del FJP. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                                 IX.              Gestión de traslado de cuotas de aportes de otros Regímenes de Pensiones al Fondo de Jubilaciones y Pensiones producto del reconocimiento de tiempo servido. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad III, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                                   X.              Liquidaciones de personas jubiladas y pensionadas fallecidas. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                                 XI.              Giros de consignación de prestaciones de personas beneficiarias fallecidas del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                               XII.              Cálculo y traslado de cuotas de aportes a otros Regímenes de Pensiones. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                             XIII.              Devolución de sumas rebajadas de más a favor de personas beneficiarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad III, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                             XIV.              Elaboración del ciclo contable asociado, tanto para la JAFJPPJ como para el FJPPJ. Labor efectuada por un Profesional I y Coordinador de Unidad I, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                               XV.              Análisis y remisión de Informes mensuales a la SUPEN, Auditoría Interna y/o Externa, Medios de Prensa, Entes Gremiales, Oficinas Internas del Poder Judicial). Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                             XVI.              Análisis de normativa legal aplicable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones y su implementación. Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                            XVII.              Gestión de portafolios financieros. Labor efectuada Técnico Administrativo II, por un Profesionales II, así como Coordinadores de Unidad III y Jefe de Proceso; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                          XVIII.              Gestión integral de riesgos. Labor efectuada Profesional II, así como el Jefe de Proceso; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                             XIX.              Estudios especiales. Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



                               XX.              Administración de contratos por servicios accesorios. Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.



 



Los contratos por servicios accesorios que el Macroproceso Financiero Contable administra se detallan a continuación:



 



Número/Vencimiento



Concepto



Proveedor



Número Contrato:



040115



Fecha Vencimiento:



22-09-2019



Contratación Externa de Servicios Profesionales en Actuarial para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



MSc. Raúl Hernández González



 



Está en proceso de firma el nuevo contrato.



Número Contrato:



027118



Fecha Vencimiento:



15-06-2022



“Contrato de Servicio de Asesoría Profesional en Materia Económica, Inversiones, Bursátil y Financiera para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”



MSc. Edi Velázquez Chávez



Número Contrato:



176/2014



Fecha Vencimiento:



Indefinido



“Contrato de Servicios de Acceso a los Sistemas de la Bolsa Nacional de Valores y Subsidiarias”



Cam-X Tecnologies S.A. (Bolsa Nacional de Valores).



Número Contrato:



026117



Fecha Vencimiento:



31-05-2021



“Contrato de Arrendamiento de Software Informático para el Cálculo y Generación de Reportes de Indicadores de Riesgo Financiero de los Portafolio de Títulos Valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” Este contrato lo administra la Dirección de TI, específicamente por medio de la Unidad de Apoyo Administrativo de esa Dirección.



Valmer Costa Rica S.A.



Número Contrato:



013118



Fecha Vencimiento:



12-03-2022



“Contrato para el Servicio de un Asesor Externo del Comité de Riesgos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”



MSc. Ronald Arturo Chaves Marín.



Número Contrato:



077118



Fecha Vencimiento:



16-01-2022



Contratación para la Auditoría Externa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para los períodos 2018,2019,2020.



Despacho Carvajal y Colegiados



 



 



 



Es importante indicar que, aunque en dicho Convenio se establece que las labores sustantivas del FJPPJ que se llevan en el Macroproceso Financiero Contable, se darán aprobaciones por la Junta Administradora del Fondo, lo cierto es que en la operativa diaria esto no ha sido posible, dada la falta de estructura propia para dicha JA-FJPPJ, por lo cual a la fecha no es posible limitar la responsabilidad como Jefe del Macroproceso en la gestión y control de las labores profesionales, técnicas y administrativas de las personas a mi cargo a fin de cumplir de forma efectiva con todas las tareas de que dicho Fondo requiere y que no pueden ser postergadas o retrasadas de manera alguna.



 



                                  II.              ACTIVIDADES DIRECTOR DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FJPPJ



 



En virtud de lo establecido en el Código de Gobierno Corporativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (anexo N°. 03), emitido con base en las disposiciones reglamentarias aprobadas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) en el nuevo Reglamento de Gobierno Corporativo, el cual entró en vigencia el 07 de junio del 2017, resalto los siguientes apartados en los que participo como integrante del Órgano de Dirección e Integrante del Comité de Inversiones, ambos órganos colegiados requeridos por normativa para el adecuado funcionamiento del FJPPJ y que mantienen requisitos de conformación muy específicos para sus miembros:



 



“Artículo 3.- Definiciones



 



…Órgano de Dirección: Máximo órgano colegiado de la entidad responsable de la organización. Corresponde a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial…



 



Artículo 4.- Marco Legal



 



El Poder Judicial, bajo el que se sustenta legalmente el FJPPJ, es Tercer Poder de la República Costarricense, según lo dispuesto en el Artículo N° 9 de la Constitución Política y en la Ley Orgánica del Poder Judicial y sus reformas (LOPJ), el cual goza de independencia administrativa y está sujeto a la ley en materia de gobierno.



 



Por autorización expresa de ley, la Junta Administradora del FJPPJ, tiene la administración del FJPPJ, cuyo patrimonio es de exclusiva propiedad, de las personas beneficiarias para operar y generar inversiones que le den sostenibilidad a dicho fondo, en distintos ámbitos del mercado financiero nacional.



 



Reglamentos de Organización interna:



 



1. Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial



 



2. Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del FJPPJ



 



3. Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al Poder Judicial con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales (artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial)



 



4. Reglamento de Gobierno Corporativo emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif)



 



5. Reglamento de Gestión Integral de Riesgos Superintendencia de Pensiones (Supen)



 



6. Reglamento de Gestión de Activos (Supen)



 



7. Reglamento Actuarial (Supen)



 



8. Reglamento para la regulación de los Regímenes de Pensiones creados por leyes especiales y regímenes públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte



 



9. Reglamento de Información Financiera…



 



“[…] Artículo 7.- Junta Administradora del FJPPJ



 



La Junta Administradora es presidida por su presidente y está formada por tres personas integrantes electas democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres personas integrantes designadas por la Corte Plena. Contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley en los artículos 239, 240 bis y 242 de la L.O.P.J.



 



Le corresponde administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión y riesgos, establecidas por ella misma, reconocer a las personas servidoras judiciales, el tiempo laborado en el sector público para efectos de jubilación y ordenar el reintegro que corresponde al Fondo; resolver sobre la devolución de cuotas del FJPPJ a otros regímenes de seguridad social, estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión judiciales que se le presenten; dirigir, planificar, organizar y coordinar las actividades administrativas del FJPPJ y proponer y aprobar los reglamentos correspondientes y cualquier otra que le atribuya la L.O.P.J.



 



Las personas integrantes de la Junta Administradora obran de buena fe y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Sus actuaciones se cumplen en interés del FJPPJ, evitando incurrir en situaciones que configuren conflictos de interés, con el compromiso de manejar con prudencia la información confidencial y promoviendo el mejor trato y atención a las partes interesadas. La Junta Administradora es la responsable de la estrategia, la gestión de riesgos, la solidez financiera, la organización interna y la estructura de Gobierno Corporativo…”



 



“[…] Artículo 9.- Operación



 



Para cumplir adecuadamente con sus funciones y responsabilidades, la Junta Administradora se reunirá con la frecuencia que le permita asegurar el seguimiento adecuado y permanente de los asuntos relacionados con el FJPPJ, según lo establecido en la L.O.P.J, y sus reglamentos, así como la normativa que al efecto emita el Conassif y la SUPEN.



 



Artículo 10.- Funciones de la Junta Administradora



 



Sin perjuicio de las funciones y responsabilidades que asignan las leyes, reglamentos y otros órganos administrativos de supervisión y fiscalización a la Junta Administradora para el FJPPJ, esta cumplirá con las siguientes funciones:



 



1. Aprobar y supervisar la aplicación de un marco sólido de Gobierno Corporativo, así como el informe anual de Gobierno Corporativo que le someta el Comité de Riesgos, junto con la Gerencia.



 



2. Establecer la visión, misión estratégica y valores del FJPPJ; con los respectivos objetivos estratégicos, mediante el desarrollo de un marco estratégico, conforme al Modelo de Negocio, que defina las actividades principales, los retornos esperados; estableciendo los mecanismos de aprobación requeridos para gestionar las desviaciones de la estrategia de gestión de riesgos respecto de la Declaración de Apetito de Riesgo, que le someta el Comité de Riesgos.



 



3. Vigilar que las acciones de la Alta Gerencia sean consistentes con la normativa, el plan estratégico, las políticas y otras disposiciones aprobadas por la Junta Administradora.



 



4. Aprobar la estructura organizacional y funcional del FJPPJ y proporcionar los recursos necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades, dándole autonomía al Proceso de Riesgos.



 



5. Administrar el FJPPJ, a través de la Gerencia y de acuerdo con las políticas de inversión y de riesgos, establecidas por la Junta Administradora, para mantener:



 



              a) La relación con las personas beneficiarias, representantes gremiales relacionados, personas integrantes externas de los comités de apoyo y otras partes involucradas.



               



              b) Las relaciones de interés.



 



6. Reconocer a las personas servidoras judiciales, para efectos de jubilación, el tiempo laborado en el sector público y ordenar el reintegro que corresponde al FJPPJ; otorgándoles las jubilaciones y pensiones que les correspondan.



 



7. Aprobar las operaciones de crédito con los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, conforme lo establece el artículo 240 bis de la L.O.P.J.



8. Revisar que el tamaño y composición de la estructura organizacional está acorde con las necesidades del FJPPJ y garantizar que el poder no se concentre de manera indebida, evitando conflictos de interés entre las personas servidoras y las funciones delegadas.



 



9. Definir los requisitos personales, académicos, técnicos y de experiencia necesarios para cada uno de los puestos claves que conforman la estructura organizacional. Además, establecer mecanismos que garanticen la revisión del cumplimiento de estos requisitos en el proceso de contratación del recurso humano y durante la relación de servicio, de manera que el Órgano se asegure que las personas colaboradoras cuentan, en todo momento, con el perfil requerido.



 



10. Aprobar los roles y responsabilidades, la rendición de cuentas y la cadena de delegación, y asegurar que se comunique estos aspectos para que sean conocidos y entendidos por todas las personas que laboran para el FJPPJ; por lo que deberán aprobar la selección y remoción de las personas responsables de los puestos de confianza y Órganos de Control (Comités de Riesgos e Inversiones), definiendo las condiciones para mantener sus nombramientos o sustitución; para lo que debe realizar una evaluación periódica de su desempeño, dando a conocer sus resultados en forma previa para garantizar cambios y mejoras de sus resultados.



 



11. Constituir y establecer la conformación del Proceso de Riesgos y es responsable de la función de cumplimiento como de los comités de apoyo que considere pertinente para la establecer las Líneas de Defensa de gestión de riesgos, con la apertura de canales de comunicación directos; para ello, deberá dotar de los recursos, independencia, autoridad y jerarquía necesarios para su operación; así como los recursos para lograr una buena gestión del FJPPJ; con la creación de procesos y cualquier otra instancia que considere oportuna, manteniendo la independencia jerárquica del Comité y del Proceso de Riesgos y del Comité de Cumplimiento, otorgándole una jerarquía de Staff, dependiente de la Junta Administradora; válido para el resto de los comités de apoyo, en el entendido de que son Líneas de Defensa y de vigilancia de la administración activa y de riesgos en protección de los miembros de la Junta Administradora.



 



12. Nombrar a las personas integrantes de los Comités de Apoyo, necesarios para el cumplimiento eficiente de los objetivos asignados a dichos comités.



 



13. Mantener una relación de comunicación directa, los informes que les remitan los Comités, los órganos supervisores y la Auditoría Interna y Externa, para analizar con sus integrantes y tomar las decisiones que se consideren procedentes.



 



14. Designar la firma auditora externa o la persona profesional independiente, de conformidad con la propuesta previamente emitida por el Comité de Auditoría y del Comité de Riesgos en esta materia; lo mismo que nombrar las personas integrantes externas de los comités de apoyo, estableciendo el marco normativo de sus funciones y procesos de incumplimiento.



 



15. Conocer el plan anual de trabajo de la Auditoría Interna u órgano de control que aplique y solicitar la incorporación de los estudios que se consideren necesarios.



 



16. Ejecutar las responsabilidades y funciones que se atribuyen en el marco normativo específico del FJPPJ.



 



17. Aprobar los niveles de la Declaración de Apetito de Riesgo, que le someta el Comité y Proceso de Riesgos, supervisando su cumplimiento; así como los planes de contingencia y de continuidad del negocio de las operaciones presentados por el Comité de Riesgos.



 



18. Dar seguimiento a los informes de la Auditoría Interna, del Comité de Riesgos, Comité de Inversiones u otro órgano de control que aplique relacionados con la atención, por parte de la administración, de las debilidades y riesgos comunicados, como por parte de los órganos supervisores, auditores y demás entidades de fiscalización.



 



19. Aprobar las políticas establecidas e implícitas en el presente Código, dentro de ellas las necesarias para procurar la confiabilidad de la información financiera y un adecuado ambiente de control interno y cultura de riesgos, así como las políticas de los Comités de Apoyo. En los casos en que aplique, se deben aprobar los procedimientos respectivos.



 



20. Apoyarse en cumplimiento de sus funciones respecto a la información de los estados financieros en los controles internos. Evaluar periódicamente sus propias prácticas de gobierno corporativo y ejecutar los cambios a medida que se hagan necesarios, lo cual debe quedar debidamente documentado.



 



21. Asegurar que el FJPPJ, cuente con un sistema de información gerencial íntegro, confiable y que permita tomar decisiones oportunas y adecuadas, considerando la gestión integral de los riesgos; velando porque se incluya en el informe anual a la Junta Administradora y a las personas beneficiarias, los aspectos relevantes de los trabajos realizados por cada uno de los comités durante el periodo y realizando un seguimiento de las recomendaciones del Comité de Riesgos, de seguimiento, los auditores internos y externos.



 



22. Mantener un registro actualizado de las políticas y decisiones acordadas en materia de gobierno corporativo.



 



23. Promover una comunicación oportuna y transparente, sobre situaciones, eventos o problemas que afecten o pudieran afectar significativamente al FJPPJ



 



24. Velar por el cumplimiento de las normas dictadas por la Junta Administradora y por todo el Sistema de Gestión Integral de los Riesgos, reuniéndose periódicamente con el responsable de la función de cumplimiento y de la jefatura del Proceso de Riesgos, el Comité de Riesgos y la persona que funge como miembro externo del mismo, para establecer y acordar mejoras.



 



25. Analizar los estados financieros trimestrales intermedios y aprobar los estados financieros auditados.



 



26. Reunirse regularmente con la Alta Gerencia para dar seguimiento a la gestión del FJPPJ



 



Adicionalmente, la Junta Administradora, debe garantizar entre otros:



 



              a) Efectividad del Gobierno Corporativo:



               



La Junta Administradora, es la responsable de revisar y ajustar periódicamente el Gobierno Corporativo, a ser presentado por el Comité de Riesgos, para que se adapte a los riesgos y cambios del entorno, a que está sometido el FJPPJ, considerando todas las interrelaciones con la Gerencia, como con las personas beneficiarias y demás involucrados.



 



              b) Política de gestión de riesgo



               



La Junta Administradora es responsable de aprobar y controlar la gestión de riesgos y la política asociada, que le somete el Comité de Riesgos, definido por el Proceso de Riesgos; cerciorándose de su difusión e implementación por los restantes Procesos del FJPPJ, además, debe velar a través del Comité de Cumplimiento, por el desarrollo de una Cultura de Riesgos. Igual es responsable de la formulación de la Declaración de Apetito de Riesgo y de la definición de las responsabilidades sobre la gestión y control de riesgos, en manos del Proceso de Riesgos.



 



 c) Declaración y el cumplimiento del Apetito de Riesgo



               



La Junta Administradora, deberá aprobar la Declaración del Apetito de Riesgos, que sea comprendida por las partes interesadas pertinentes, entre otros: la propia Junta, la Gerencia del FJPPJ, los Órganos de Control (Comités de Riesgos, de Inversiones, de Cumplimiento y Auditorías entre otros), las personas colaboradoras del Fondo y otras interesadas, así como estar disponible para la Supen, dando el seguimiento para garantizar su cumplimiento y asegurar su alineamiento con los objetivos, la estrategia, el capital, los planes financieros. De acuerdo con las políticas emanadas por la Junta, comunicando la Declaración de Apetito de Riesgo, garantizando que incluye, entre otros:



 



• Consideraciones cuantitativas y cualitativas.



 



• El nivel y tipos de riesgo que el FJPPJ está dispuesto a asumir con el fin de desarrollar sus actividades e inversiones dentro de su capacidad de riesgo.



 



• Los límites y consideraciones de inversiones u operacionales, de conformidad con la estrategia de negocio o actividades sustantivas.



 



El Apetito de Riesgo debe comunicarse a toda la entidad, por medio del Proceso de Riesgos, a cada persona titular subordinada, quién debe garantizar que llega y es entendida por todas las personas colaboradoras a cargo, para que pueda ser vinculado a la toma de decisiones operativas diarias.



 



              d) Gestión y control del riesgo



               



La Junta Administradora, por medio del Comité de Riesgos, debe definir y comunicar las responsabilidades en torno a la gestión y control de los riesgos, con copia a la persona responsable de la Función de Cumplimiento, sin detrimento del resto de la regulación específica sobre la materia a cada persona involucrada en su gestión. Esta responsabilidad implica el diseño del Marco de Gestión Integral de Riesgos del FJPPJ, de la identificación de las Líneas de Defensa, así como la formulación de políticas y controles apropiados y alineados a la Declaración de Apetito de Riesgo. Lo mismo que del desarrollo de los planes de contingencia y de continuidad del negocio del FJPPJ.



 



              e) Desarrollo de una cultura corporativa sólida



               



La Junta Administradora debe asegurar la adopción de una cultura corporativa sólida, para ello:



 



▪ Se establece y controla el cumplimiento de los valores requeridos para el mejoramiento del FJPPJ, que aplican para sí mismo, las Direcciones, demás personas servidoras y partes interesadas que, por sus funciones o cargos, participen en el Gobierno Corporativo del FJPPJ; incluye a personas miembros externos de los comités, como los compromisos y comportamientos para que las inversiones o actividades se lleven a cabo dentro de un marco de legalidad y ética, conforme a las políticas establecidas y aprobadas por la Junta Administradora.



 



▪ Promover una cultura de gestión de riesgo sólida, transmitiendo a las personas integrantes del FJPPJ, las expectativas de la Junta y la importancia para que opere conforme al Apetito de Riesgo declarado.



 



▪ Aprobar y supervisar la implementación de la política de divulgación a todas las personas servidoras, de los valores del FJPPJ, estándares profesionales, la resolución de los conflictos de Interés; Código de Ética, políticas y objetivos que rigen al Fondo.



 



▪ Establecer las medidas disciplinarias para la Direcciones y demás personas servidoras ante desviaciones y transgresiones a la cultura, políticas declaradas, código de Ética y valores corporativos establecidos.



 



▪ Deber de cuidado, deber de lealtad y deber de probidad. Las personas integrantes de la Junta Administradora actúan atendiendo sus deberes de cuidado y lealtad, cumpliendo la legislación y normativa aplicable, con la mayor honradez, integridad y rectitud en el actuar. El Órgano de Dirección tiene una participación activa de los principales asuntos del FJPPJ y además se mantiene al día con los cambios sustanciales en su actividad…”



 



“[…] Artículo 17.- Comités de apoyo



 



La Junta Administradora establecerá los Comités de Apoyo que se requieran para la ejecución de las operaciones del FJPPJ, como para la dirección y control que considere oportuno en otros procesos del FJPPJ que le correspondan, de acuerdo con las normativas aplicables. En el control del FJPPJ, la Junta Administradora contará además de las unidades de staff; con comités, para lo cual se dejará constancia sobre su creación y sujeción a las disposiciones en sus actas. La creación y los lineamientos de funcionamiento de los comités es una atribución exclusiva de la Junta Administradora, siendo que los acuerdos adoptados son vinculantes para todas las personas servidoras del FJPPJ y la población beneficiaria del FJPPJ.



 



Los comités de apoyo cuentan con un reglamento que establece sus objetivos, funciones, esquema de votación, periodicidad de sus reuniones, evaluación de cumplimiento; entre otros. La información asociada a los comités se publicará en el sitio oficial definido por la Junta Administradora (pág. Web del FJPPJ), buscando la transparencia de su gestión.



 



Además, se da la potestad a la Junta Administradora de poder constituir en forma independiente, los equipos de trabajo que requiera y considere oportunos, como apoyo a su gestión. Estos equipos pueden ser de carácter permanente o temporales. La creación y los lineamientos de funcionamiento de estos equipos son aprobados por la Junta Administradora y se publicarán en el sitio oficial definido por esta.



 



Los Comités se reúnen mensualmente de forma ordinaria y de forma extraordinaria cuando se requiera y serán los responsables de proponer a la Junta Administradora las políticas respectivas, información actualizada para su toma de decisiones, quienes velarán por el seguimiento y cumplimiento de las políticas, aprobadas por la propia Junta, rindiendo los informes mensuales que correspondan debidamente avalados para ser remitidos a la Junta Administradora…”



 



“[…] Artículo 21.- Comité de Inversiones



 



El Comité de Inversiones se concibe como un órgano asesor técnico especialista, establecido por mandato de la Junta Administradora, conforme a mejores prácticas de gobierno corporativo, a este órgano le corresponde definir las directrices generales de inversión, supervisar la labor de la gestión del portafolio, evaluar si las recomendaciones del Proceso de Riesgos son acogidas, velar por el desempeño adecuado del portafolio, entre otras.



 



Este Comité debe cumplir con las funciones y obligaciones previstas en la normativa para este cuerpo colegiado. Es responsable de velar por el adecuado balance entre las estrategias de inversión del FJPPJ y su perfil de riesgo; de modo tal, que su accionar esté delimitado por una adecuada gestión, en cumplimiento de la Política de Inversiones del FJPPJ. Los acuerdos de este Comité son aplicables para toda la gestión de inversiones del FJPPJ, emitiendo directrices con los acuerdos relacionados a través de la Jefatura del Proceso de Inversiones, con copia a la Junta Administradora para garantizar su cumplimiento, acuerdos y directrices que deben ser seguidas por el Comité de Cumplimiento.



El Comité de Inversiones estará conformado por dos personas integrantes de la Junta Administradora, una de ellas presidirá el Comité en todas las sesiones; y un miembro externo, con experiencia en Inversiones y Gestión de Portafolios, el cual no podrá ser sustituido, ni integrar otros comités de la entidad y deberá estar presente para poder sesionar, todos con voz y voto.



 



El Comité de Inversiones tendrá la potestad de incorporar a otras personas servidoras del FJPPJ, además participan únicamente con voz, pero no derecho a voto: la jefatura del Proceso de Inversiones y una persona profesional de la Unidad de Gestión de Portafolios, que ameriten estar presentes en las sesiones del Comité y éste los convoque como invitados.



 



Sesionará mensualmente para ver los temas de inversiones, para orientar las decisiones en materia de la gestión de las inversiones del FJPPJ; y en forma extraordinaria cuando así lo considere la persona con cargo de presidente del Comité…”



 



“[…] Artículo 33.- Políticas de Gobierno Corporativo y Conflictos de Interés



 



Las políticas para la administración de los conflictos de intereses aplican tanto de los integrantes de la Junta Administradora, como personas en cargo de dirección y personas servidoras del FJPPJ; en las relaciones con las personas usuarias, beneficiarias, órganos reguladores, otras entidades vinculadas y otros sujetos con los que interactúa regularmente el FJPPJ y sus unidades o procesos de gestión.



 



La Junta Administradora aprueba las políticas que regulan el accionar del FJPPJ y vela porque los procesos no solo respalden, sino que además garanticen el cumplimiento y aplicación de dichas políticas en todos los niveles.



 



Le corresponde a la Junta Administradora resolver los conflictos de intereses que se identifiquen por las actuaciones de las unidades que integran el FJPPJ…”



 



De tal manera, tal y como fue expuesto en el oficio previamente remitido, considero necesario evidenciar y atender el escenario de un posible conflicto de intereses conforme a lo regulado en el reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, lo anterior por cuanto para el desarrollo de las funciones diarias que son de mi competencia en la ejecución de ambos cargos aquí analizados, se requiere de una definición y aclaración suficientes para la adecuada gestión las labores encomendadas, mismas que, vale la pena destacar, han sido asignadas por el patrono y no asumidas a título personal por este servidor.”



 



IV.       Que mediante oficio N° 026-CO-OC-2020 con fecha 12 de octubre en curso, la MSc. Kenia Alvarado Villalobos, de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial, en atención a servicio de asesoría requerido por esta Dirección Ejecutiva señaló:



 



“Mediante nota de fecha 6 de septiembre de 2020, hace consulta sobre la posible situación de conflicto de intereses que se presenta entre el cargo de Jefatura del Departamento Financiero Contable y la participación en la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Sobre el particular procedo remitir el siguiente criterio. 



 



En primer lugar, es importante considerar que esta Oficina no le corresponde resolver el caso concreto, ello es resorte de la jefatura inmediata. Únicamente, le compete evacuar consultas sobre la interpretación y aplicación del reglamento de conflictos de intereses. Aclarada la competencia de esta instancia, me referiré a su consulta. 



 



Un conflicto de interés es aquella situación en el que el interés particular de la persona servidora pública pueda incidir indebidamente en el ejercicio del cargo, esto sucede cuando la situación posea la capacidad de afectar la objetividad e imparcialidad de la persona funcionaria en detrimento de la integridad de la toma de una decisión como parte de la gestión pública. (Artículo 3 y 7) En concreto, se trata de intereses en conflicto (el interés público y el interés privado), circunstancia que debe ser debidamente gestionado por la persona servidora que identifica la colisión de esos intereses. (Artículo 8 y 9).



 



Ahora bien, los intereses con capacidad de influir indebidamente en el ejercicio del cargo son de diferente índole: pueden derivarse de relaciones familiares, afectivas, de negocios, empresariales, o producto de un vínculo con organizaciones de diferente naturaleza. Sin embargo, la sola presencia de un interés de este tipo no implica necesariamente que nos encontremos ante una situación de conflicto de interés. Para que se configure el supuesto de un posible conflicto de interés, se requiere que ese interés particular de la persona servidora tenga la capacidad de incidir en el adecuado desempeño de su cargo. (Artículo 4 en relación con el 3). Como lo ha señalado la Contraloría General de la República, “el principio de imparcialidad debe regir en la sana administración de la cosa pública”[1], y a ese propósito responde este tipo de normativa.



 



En lo que respecta a la participación en una organización, que resulta ser una actividad particular legítima de toda persona, corresponde considerar si producto de esta actividad se genera una colisión que incida en los deberes del cargo de la persona funcionaria pública. Sobre este particular, se hará referencia más adelante.



 



Con respecto a la exigencia del deber abstención cuando concurra una situación de conflicto de interés, se advierte que existe jurisprudencia constitucional y dictámenes de la Procuraduría General de la República que establecen que ese deber de abstención no se supedita a la necesaria aplicación de una causal prevista en la legislación, toda vez que pueden considerarse otros supuestos en los que razonablemente se determine un riesgo a la garantía de imparcialidad. En este sentido puede consultarse los votos 4727-98 y 1223-2002.



 



En esa misma línea de pensamiento, la Procuraduría General de la República, ha señalado:



 



(…) El deber de abstención existe y se aplica en la medida en que exista un conflicto de intereses que afecte, en mayor o menor medida, la imparcialidad, la objetividad, la independencia de criterio del funcionario que debe decidir; por ende, comprende también los casos de conflicto u oposición de intereses: ese deber puede derivar de la existencia de una incompatibilidad de situaciones derivadas de la oposición o identidad de intereses. Incompatibilidad que determina la prohibición de participar en la deliberación y decisión de los asuntos en que se manifieste el conflicto o identidad de intereses. Es en ese sentido que se afirma que el deber de abstención se impone aún en ausencia de una expresa disposición escrita (…). (Dictamen N° C-302-2009 del 27 de octubre de 2009)



 



Como se desprende, véase que un conflicto de interés puede derivar de la colisión por oposición o por identidad de intereses, en cuyo caso la imparcialidad de la persona funcionaria pública puede verse afectada.



 



En este orden de ideas, es importante considerar el objeto o naturaleza de las instancias en las que la misma persona se desempeña, así como los deberes inherentes al cargo y las relaciones que pueden derivarse.



 



Conforme lo dispone el numeral 2 del Reglamento Interno del Macro Proceso Financiero Contable[2], esa instancia se ubica dentro de la Dirección Ejecutiva, y le corresponde ejecutar toda gestión relacionada con el proceso de tesorería, presupuesto y contabilidad, análisis financiero y riesgo, así como calidad. Cada una de esas áreas tiene asignada una serie de subprocesos que aseguran la ejecución de toda la actividad financiera y contable del Poder Judicial. De acuerdo al artículo 6 del reglamento, esta unidad estará a cargo de una jefatura, al que le corresponde velar por el cumplimiento de las labores asignadas a cada área que la integra, teniendo las siguientes funciones:



 



• Garantizar razonablemente el cumplimiento de las leyes, las normas y procedimientos que regulan la actividad financiera, presupuestaria y contable del Macro Proceso Financiero Contable.



 



• Dirigir, organizar, planificar, coordinar, controlar y evaluar las actividades que le correspondan al Macro Proceso Financiero Contable.



  



• Responder, ante su superior, por el debido y cabal cumplimiento de las funciones asignadas al Macro proceso.



 



• Proporcionar la información requerida por las diferentes oficinas del Poder Judicial, en asuntos de su competencia.



 



• Velar por la correcta ejecución del presupuesto del Poder Judicial.



 



• Realizar análisis por partida y subpartidas del presupuesto, para recomendar oportunamente las modificaciones que fueren convenientes.



 



• Participar en las Comisiones a las que fuere convocado.



 



• Evacuar las consultas que le plantee el personal del Macro Proceso sobre asuntos atinentes a su labor.



 



• Aprobar la recomendación de inversión de los recursos dinerarios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y otras cuentas del Poder Judicial.



 



• Rendir los informes solicitados por su superior o por iniciativa propia cuando las circunstancias lo ameriten.



 



• Ejercer el régimen disciplinario sobre los funcionarios del Macro Proceso conforme con la normativa vigente.



 



• Rendir los informes que le solicite la Corte Plena, el Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva con la periodicidad que se le indique.



 



• Cualesquiera otros deberes y atribuciones que por leyes, reglamentos, acuerdos de Corte Plena, Consejo Superior y/o Dirección Ejecutiva o circulares le correspondieren.



 



En lo que respecta a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, (en adelante Junta), es relevante indicar que está creada por ley[3] con las siguientes características[4]:



 



·            Es un órgano del Poder Judicial



·            Goza de independencia funcional, técnica y administrativa.



·            Cuenta con personería jurídica instrumental para ejercer sus atribuciones y representar judicial y extrajudicialmente al fondo.



 



Según lo estable el ordinal 239 de la LOPJ, a la Junta le corresponde la administración del fondo de pensiones y jubilaciones y toda gestión derivada de ello, entre las que destacan:



 



·            resolver las solicitudes de jubilación y pensión



·            recaudar la cotización



·            hacer los estudios actuariales



·            invertir los recursos



 



En lo que respecta a la inversión de los recursos, de acuerdo a lo que señala el numeral 240 bis de la LOPJ: “La Junta Administradora, bajo su responsabilidad, invertirá los recursos acumulados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las mejores condiciones de mercado, de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad”.



 



A esta figura jurídica creada en la ley 9544 y que reúne condiciones sui generis, que no es objeto de este criterio, se debe agregar que existe un convenio de cooperación interinstitucional y de préstamo de recursos[5] con el Poder Judicial, en el ámbito estrictamente operativo, cuyo objeto es brindar colaboración de “servicios, recursos y el apoyo logístico necesario en préstamo temporal a la Junta Administradora” durante el plazo que le lleve asumir “sus competencias asignadas por la Ley N° 9544; que llegue a tener la autosuficiencia necesaria para funcionar de manera independiente”.



 



De acuerdo a la cláusula quinta del convenio, el Macroproceso Financiero Contable, apoyará dentro de los subprocesos contable, de integración de sistemas, de inversiones, de riesgo, de ingresos y de egresos. De un total de veinte labores y servicios que brindará esa unidad, destaca:



 



·            Pago de diferentes rubros



·            Plataforma de servicios



·            Gestión de cuentas por cobrar



·            Conciliación y arqueo de títulos valores de inversión



·            Gestión de portafolios financieros



 



Como se desprende de todo lo indicado, la Junta desarrolla su actividad bajo particulares condiciones que se encuentran debidamente reguladas para asegurar el ejercicio de sus atribuciones legales y competencias asignadas. Para garantizar su funcionamiento, surge el convenio de colaboración interinstitucional en el que el Poder Judicial brinda apoyo con recurso humano y técnico, y sigue prestando los servicios requeridos por la Junta, entre los más relevantes, los que desarrolla el macro proceso financiero contable. Lo anterior, trae como consecuencia que personal de esa instancia (financiero contable), dependiente de la Dirección Ejecutiva, preste labores y servicios a la Junta, dentro el ámbito estrictamente operativo, y “bajo las políticas de administración de la Junta Administradora, en apego a la supra citada ley de su creación, sin perjuicio de lo que disponga el Consejo Superior del Poder Judicial, aplicando criterios de legalidad, necesidad, oportunidad y conveniencia”, según lo estipula la cláusula primera del convenio referido.



 



Bajo este orden de ideas, es preciso identificar que, el proceso de creación y funcionamiento de la Junta está intrínsicamente ligado al Poder Judicial, existiendo entre ambas instancias, por el momento y como resultado de un acuerdo entre partes, identidad de actividades, entendido como el desarrollo de procesos producto de las competencias legales asignadas a cada ente (Poder Judicial y Junta) y que se ejecutan en una misma unidad, el Macro Proceso Financiero Contable.



 



Dicho lo anterior, resulta importante dejar claro que se tomó en consideración que en el caso de la Junta, la dirección y decisión de la gestión como producto del ejercicio de las facultades y atribuciones delegadas[6], recae en sus miembros, y la ejecución de los acuerdos de esa instancia le corresponde al Macro Proceso Financiero Contable, por así disponerlo el convenio de repetida cita. Es decir, la función de dirección y de ejecución, conforme a la regulación atinente, están divididas. No obstante lo anterior, esa separación en la gestión de dirección y de ejecución se ve interferida en el caso de que coincidan en ambas instancias una o varias personas. Situación que ya fue analizada por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) concluyendo que desarrollar funciones de dirección y gestión simultáneamente, resulta incompatible[7].



 



A lo señalado anteriormente, es necesario agregar que las responsabilidades de dirección, gestión, supervisión y disciplinarias de una persona servidora pública no pueden ceder para atender intereses particulares legítimos, con la independencia del tipo de interés, sea personal, familiar o por vínculo con una organización de cualquier naturaleza. En este sentido, retomando lo indicado al inicio, en materia de conflictos de intereses, el deber de abstención no se circunscribe a causales estipuladas en la normativa, también aplica en todo supuesto en que razonablemente pueda determinarse que existe riesgo de imparcialidad. Colorario de lo señalado, conforme lo dispone el reglamento de conflictos de intereses, los principios esenciales que rigen el manejo de un conflicto de interés conminan a asegurar servir al interés público, de manera que: “debe asegurarse que la función pública sea ejercida buscando la satisfacción del interés general, con apego a la legalidad, sin la menor consideración de provecho personal”. (Art. 6).



 



Por otra parte, como complemento para la toma de la decisión sobre la gestión presentada, no puede dejar de citarse la recomendación contenida en las Nomas de Control Interno para el Sector Público[8], apartado 2.5.3, sobre la separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones, que establece en lo conducente:



 



“El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben asegurarse de que las funciones incompatibles, se separen y distribuyan entre los diferentes puestos; así también, que las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores. Cuando por situaciones excepcionales, por disponibilidad de recursos, la separación y distribución de funciones no sea posible debe fundamentarse la causa del impedimento. En todo caso, deben implantarse los controles alternativos que aseguren razonablemente el adecuado desempeño de los responsables”.



 



Finalmente, dada las particularidades de la figura jurídica con la que se creó la Junta, y el modelo de integración de sus miembros, es importante abordar dos temas: el primero, con respecto al órgano llamado a resolver la gestión de un posible conflicto de interés, es decir, qué instancia se reputa como superior jerárquico y segundo, en lo atinente a la debida resolución de la gestión, cuál interés debe prevalecer, el de la Junta o el del Poder Judicial.  Recordemos que conforme al numeral 239 de la LOPJ, la Junta fue creada como un órgano del Poder Judicial, -con independencia en su accionar-, circunstancia que genera una relación entre ambas dependencias que no se puede desconocer, aunado a que comparten procesos y funcionarios en ambas instancias. 



 



Pasemos ahora a revisar el concepto de servidor público a la luz de lo que dispone el numeral 111[9] de la Ley General de Administración Pública y el artículo 2 de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública[10]. De acuerdo a esas normas, la Procuraduría General de la República ha considerado como características que distinguen a un servidor público las siguientes:



        



1.          “Se trata de una persona física que presta servicios en la Administración Pública, tanto estatal como no estatal. Ese servicio es prestado a nombre y por cuenta de los órganos o entes de los cuales forma parte.



 



2.          Existencia de un acto válido y eficaz de investidura.



 



3.          No es indispensable la existencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva.



 



4.          Se equiparan los conceptos de "funcionario público", "servidor público", "empleado público", "encargado de servicio público”.[11]



 



Por otra parte, es importante mencionar, que abundante jurisprudencia y criterios de la Procuraduría General de la República señalan que la condición de servidor público se adquiere con independencia de que la actividad o servicio prestado, sea remunerado o no. Así las cosas, el salario no determina la condición de funcionario público.



 



La figura con la que fue creada la Junta y la conformación de sus miembros, plantea una interesante discusión sobre el régimen laboral aplicable a los integrantes de la Junta que también prestan sus servicios en el Poder Judicial, asunto que debe ser resuelto en otra sede. Lo que no es discutible es que, entre ambas dependencias, basados en normas de rango constitucional (artículo 152 y siguientes), es el Poder Judicial el que responde a la satisfacción de un interés general, la administración de justicia, y por ende, ante una colisión de intereses, la resolución debe privilegiar el interés público, es decir, asegurar la labor sustancial que desarrolla este Poder de la República.



 



Desde esta perspectiva, por sujeción jerárquica y en atención al interés público, el llamado a resolver la gestión de un posible conflicto de interés con las características ya apuntadas, es el superior jerárquico del Poder Judicial, como responsable de los procesos y del personal que ejecuta la labor sustancial de esta institución. Lo anterior, tomando en consideración los principios que rigen el manejo adecuado de los conflictos de intereses regulados en el numeral 6 del reglamento que señala:



 



“Artículo 6. Principios esenciales para el manejo de los conflictos de interés.



 



Las personas servidoras judiciales y las autoridades encargadas de la gestión de los conflictos de interés en el Poder Judicial, frente a los problemas de este tipo, deben observar los siguientes principios:



 



-Servir al interés general: debe asegurarse que la función pública sea ejercida buscando la satisfacción del interés general, con apego a la legalidad, sin la menor consideración de provecho personal.



 



  -Transparencia y escrutinio: los intereses y relaciones privadas del personal judicial que puedan comprometer el ejercicio desinteresado de las funciones públicas, deben ser revelados de manera apropiada y oportuna, como garantía de transparencia y correcta gestión de las situaciones de conflictos de interés.



 



-Promover la responsabilidad individual y ejemplo personal: las personas servidoras judiciales deben comportarse todo el tiempo con integridad, y asumir la responsabilidad de organizar sus asuntos privados para evitar los conflictos de interés.



 



-Imparcialidad e independencia: se debe privilegiar la independencia e imparcialidad en la gestión de las funciones, como medio para asegurar su efectivo cumplimiento y la satisfacción del interés general.



 



-Protección de la confianza y credibilidad de la función judicial: la desconfianza y el desprestigio se deben evitar, por los responsables en cada caso concreto, mediante la adopción de medidas efectivas y oportunas que den solución a los conflictos de interés de las personas servidoras judiciales y tutelen la imagen de imparcialidad e integridad del Poder Judicial, con apego a la ley”.



 



Sobre la prevalencia del interés general en el ejercicio de la función pública, la Procuraduría General de la República, en dictamen C-106-2010, señaló:



 



“El funcionario público no sólo debe actuar con objetividad, neutralidad e imparcialidad, sino que toda su actuación debe estar dirigida a mantener la prevalencia del interés general sobre los intereses particulares. La apreciación de ese interés general puede sufrir alteraciones cuando el funcionario tiene un interés particular sobre el asunto que se discute y respecto del cual debe decidir”. (En igual sentido puede consultarse el oficio 11456-2005(DAGJ-2712-2005) del 12 de septiembre de 2005, de la Contraloría General de la República. También puede consultarse los votos de la Sala Constitucional 2883-96 y 3932-95).



 



Así las cosas, el superior jerárquico, en el caso que no ocupa, la Dirección Ejecutiva, le corresponde analizar si en supuesto de hecho, es decir, en el caso concreto:



 



a.           la situación conlleva un riesgo de imparcialidad tomando en consideración que el deber de abstención que cobija a todo servidor público no se limita a las causales previstas en la legislación,



 



b.          la posible incompatibilidad en el ejercicio simultáneo de un funcionario que ejerza la función a cargo del macro proceso financiero contable y en la Junta, ante la identidad de actividades que desarrolla esa instancia (financiero contable) para el Poder Judicial y la Junta, cada cual de acuerdo a las atribuciones legales.



 



c.           Debe considerarse para la toma de la decisión, la Ley General de Control Interno y las Normas de control interno para el sector público (N-2-2009-CO-DFOE), que constituyen lineamientos para el aseguramiento de los objetivos institucionales, bajo parámetros de transparencia en la gestión pública dentro el marco de legalidad, la ética y rendición de cuentas.



 



d.          Todo lo anterior, valorando además, que ante la colisión de intereses (público-privado), la resolución debe asegurar la satisfacción del interés general garantizando la función pública.



 



CONSIDERANDO:



 



Para la resolución de la gestión de conflicto de interés planteada por el señor Miguel Ovares Chavarría, resulta relevante tomar en consideración los siguientes aspectos:



 



                                    I.              Conforme a la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de interés en el Poder Judicial” (en adelante la regulación), el señor Ovares Chavarría pone en conocimiento la potencial situación de conflicto de intereses, circunstancia que surge a partir del momento en que retoma la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable y a su vez ocupa el puesto de Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante la Junta).



 



                                  II.              Conforme lo dispuesto por el numeral 9 de la regulación de conflictos de intereses, corresponde al superior jerárquico resolver las gestiones de posibles conflictos de intereses del personal subalterno. Pese a que el gestionante ejecuta labores en dos instancias diferentes dentro del Poder Judicial, no puede desconocerse que es en la Dirección Ejecutiva donde se atienden las funciones sustanciales de este Poder de la República según el mandato constitucional. En ese sentido, en el caso que nos ocupa, la competencia para resolver el posible conflicto de interés del señor Ovares Chavarría recae en la Dirección Ejecutiva, como superior jerárquico. 



 



                                 III.              Conforme lo disponen los numerales 84 y 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Dirección Ejecutiva es un órgano dependiente del Consejo Superior que tiene a cargo la gestión administrativa del Poder Judicial, función que se ejecuta desde las diferentes áreas que la componen, entre estas, el Macro Proceso Financiero Contable, instancia  responsable de la ejecución de los recursos financieros de la institución, y que brinda múltiples servicios, tales como: el trámite y cancelación de las pensiones y jubilaciones, de las facturas con cargo al presupuesto; así como de dar curso administrativo al pago de depósitos judiciales y pensiones alimentarias, honorarios, peritajes, jubilaciones, pensiones y consultorías en el ámbito de su competencia



 



                                IV.              Con la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, surge la necesidad de realizar el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta” a efectos de garantizar la continuidad del servicio para la administración del fondo de pensiones, manteniendo el apoyo del Macro Proceso Financiero Contable en lo atinente a las competencias de la Junta.  En esa medida, se acordó el préstamo necesario de servidores para las labores técnicas y/o asistenciales pertinentes de la Junta Administradora, siendo que los servicios de estas personas serán cedidos y facilitados; lo “anterior en el entendido de que la cesión de recursos o servidores no implicará la afectación de la gestión sustantiva del Poder Judicial y que la Junta Administradora asumirá las potestades decisorias en todos los procesos que correspondan a sus competencias legales”. Ver cláusula segunda.



 



                                  V.              Como lo señala el gestionante, en su oficio 599-FC-2020, existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas con la labor que se desarrolla en la Junta, mismas que se ejecutan en el Macro Proceso Financiero Contable como consecuencia del convenio descrito supra, y en donde el señor Ovares asume la responsabilidad de dirección y supervisión de esas actividades como jefe inmediato de ese departamento. Es decir, bajo ese contexto, de asumir las dos funciones, tanto en la Junta como en el Departamento Financiero Contable, estarían coincidiendo funciones de decisión y de ejecución en una misma persona. Una situación similar, ya fue analizada en su oportunidad por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), señalando en el oficio número SP-988-2019, que las funciones de dirección y de ejecución simultánea en una persona resultaba incompatible, criterio que se comparte.  En igual sentido, se pronunció la Oficina de Cumplimiento, instancia competente para atender consultas sobre la interpretación y aplicación del reglamento de conflictos de intereses, según se desprende del oficio número 026-CO-OC-2020 de fecha 12 de octubre.



 



                                VI.              Aunado a lo anterior, es importante considerar que la situación de conflicto de interés y/o la incompatibilidad señala, se identifica como un riesgo para la debida gestión y supervisión del Macro Proceso Financiero Contable derivado de la identidad de actividades y la concentración en una misma persona que integra la Junta y ocupa el puesto de jefatura del departamento en cuestión.  Desde esta perspectiva, resulta necesario valorar el riesgo detectado.



 



                              VII.              Conforme el numeral 12 inciso a) y d) de la Ley General de Control Interno (Ley número 8292), corresponde a los jerarcas y titulares subordinados velar por el adecuado desarrollo de las actividades del ente o del órgano a su cargo, así como, garantizar que el sistema de control interno cumpla con las características establecidas en la normativa. Como parte de las acciones del ambiente de control, los titulares subordinados deben asegurar el cumplimiento de los fines institucionales y establecer con claridad las relaciones de jerarquía, asignando la autoridad y responsabilidad a los funcionarios para que los procesos se lleven a cabo de acuerdo con el bloque de legalidad y criterio técnico aplicable. (Artículo 13). Identificar y analizar los riesgos detectados que puedan incidir negativamente en el logro de los objetivos institucionales, así como valorar el impacto que pueden generar, son tareas que también están a cargo de los titulares subordinados, según el numeral 14 de dicha ley. Estas disposiciones se complementan con las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CODFOE, en adelante Normas), que disponen la necesidad de considerar el manejo de conflictos de intereses (2.3.1:d), como parte del fortalecimiento de la ética institucional. Aunado a ello, las normas disponen la importancia de definir una estructura organizativa que contenga las líneas de jerarquía, de dependencia y de coordinación adecuados para fortalecer el logro de los objetivos, (2.5) asegurando la delegación de funciones para la exigencia de responsabilidad y asignación de autoridad de los funcionarios para la adecuada toma de decisiones y acciones (2.5.1). De especial atención resultan las disposiciones sobre la autorización y aprobación de operaciones y transacciones por parte del funcionario con potestad para concederla, en consideración a los riesgos inherentes (2.5.2). Finalmente, la separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones (2.5.3), señala la obligación de aseguramiento de la separación de funciones incompatibles que incluye “las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores”. La regla sobre la separación de funciones se exceptúa cuando la disponibilidad de recursos así lo imponga; situación en la que no nos encontramos.



 



                             VIII.    Con base en todo lo señalado, la identificación del riesgo detectado que resulta de la identidad de procesos y de funciones de dirección y ejecución en una misma persona, impone la necesidad de tomar una medida que dé respuesta a dicho riesgo. Si se opta por mantener a la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable separado de las funciones o actividades desarrolladas en ese departamento que se originen en las labores propias de la Junta con tal de evitar el ejercicio de funciones incompatibles, resultaría contraproducente y abre la brecha de otro riesgo, que impacta la labor sustancial de la institución. La estructura orgánica de la Dirección Ejecutiva se encuentra claramente definida, la distribución de responsabilidades de dirección y supervisión están debidamente asignadas a lo interno, y ello incluye, la jefatura a cargo del señor Miguel Ovares. La función que como jefatura se ejerce tiene el propósito de asegurar la gestión y la consecución de los objetivos institucionales, todo en observancia a las normas de control interno, razón por la cual, no resulta procedente separar al señor Ovares de su responsabilidad de dirección y supervisión como encargado del Departamento Financiero Contable.



 



POR TANTO:



 



Colorario (sic) de lo expuesto, SE RESUELVE que el ejercicio de la jefatura del Departamento Financiero Contable resulta incompatible con la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De igual forma, la solución de separar al gestionante de la supervisión de los procesos de la Junta que se desarrollen en el departamento que dirige, genera otro riesgo que impide tomar esa medida.  El aseguramiento de la consecución de los objetivos de la institución que están a cargo de la Dirección Ejecutiva no puede verse afectados, posición que está definida en la cláusula segunda del convenio citado según fue expuesto.  Así las cosas, se acoge la gestión de conflicto de intereses del señor Ovares Chavarría, y se declara la incompatibilidad del desempeño de los dos cargos indicados, debiendo prevalecer la función asignada en la jefatura del Departamento Financiero Contable.  NOTIFÍQUESE. MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial.”
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El master Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos, SP-1441-2020 del 11 de noviembre de 2020, comunicó lo siguiente:



 



“Se recibió el oficio N°814-2020, del 22 de octubre de 2020, mediante el cual se solicita a esta Superintendencia emitir un criterio sobre el posible conflicto de interés que pueda presentar el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial y miembro tanto de la Junta Administrativa como del Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



 



Según lo establecido en el Reglamento de Gobierno Corporativo el que el señor Ovares sea Jefe del Departamento Financiero Contable y miembro de la Junta Administradora, no se percibe como un conflicto de interés; sin embargo, el ser miembro del Comité de Inversiones, si conlleva a un conflicto de interés, contradiciendo lo establecido en el artículo 9 del Reglamento de Gestión de Activos el cual se transcribe:



 



(…) No pueden ser miembros del Comité de Inversiones las personas relacionadas con la ejecución de la Política de Inversiones, con la función de cumplimiento, y quienes pertenezcan a la unidad o función de riesgos. No obstante, podrán participar en las sesiones con voz, pero sin derecho a voto (…), el subrayado no es del original.



 



Por su parte, en la revisión sobre la conformación del Comité de Riesgos, se determinó que el secretario de dicho comité es el Jefe del Proceso de Riesgos y aunque su participación en el Comité es con voz pero sin voto, se incumple con lo indicado en el artículo 14 del Reglamento de Riesgos, el cual dice:



 



(..)Ningún funcionario de la entidad regulada podrá ser miembro del Comité de Riesgos.



 



Al respecto, conforme lo dispuesto en el artículo 23 del Reglamento de Gobierno Corporativo, se le solicita en un plazo máximo de veinte días hábiles posteriores al recibido de esta comunicación, remita a esta superintendencia la política a la que se refiere la normativa vigente.



 



- 0 -



 



En sesión 31-2009 celebrada el 7 de setiembre de 2009, artículo VIII, la Corte Plena tuvo por rendido el informe de la Magistrada Camacho y aprobó el “Reglamento Interno del Macroproceso Financiero Contable.



 



Posteriormente, mediante circular 72-2020 del 10 de mayo de 2019, “Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial””, la Corte Plena, en sesión No. 14-19 celebrada el 1 de abril de 2019, artículo XIII, dispuso aprobar el reglamento para evitar los conflictos de intereses en el Poder Judicial.



 



Seguidamente, en sesión N° 06-2020 de 10 de febrero de 2020, artículo XXII, se aprobó la suscripción del convenio denominado “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, además se autorizó al máster Carlos Montero Zúñiga en condición de presidente de esta Junta Administradora, a suscribir el citado convenio.



 



Por unanimidad se acordó: 1.) Tomar nota de la resolución N°. 904-2020 del 26 de octubre del 2020, emitido por la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, Directora MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins. 2.) Manifestar que en sesión N°. 33-2020, artículo XXXI se remite consulta a la Superintendencia de Pensiones como Ente encargado de supervisar a la Junta Administradora del FJPPJ sobre la situación del Sr. Ovares Chavarría, dicho ente supervisor indicó mediante oficio N°. SP-1441-2020 que “no se percibe como un conflicto de interés” la participación del Sr. Ovares Chavarría como integrante titular de la Junta Administradora del FJPPJ y como Jefe a.i. del Macroproceso Financiero Contable, conforme a lo definido en el Reglamento de Gobierno Corporativo al cual se debe sujetar este órgano colegiado. 3.) Tomar nota del oficio N°. 0784-FC-2020, mediante el cual el MBA. Miguel Ovares Chavarría comunica esta situación a la honorable Corte Plena y pone a disposición de dicho órgano colegiado su puesto como titular de la Junta Administradora del FJPPJ. 4.) Manifestar que la Junta Administradora del FJPPJ considera que:  a) Al ser un Órgano del Poder Judicial conforme se define en la Ley N°. 9544, en su artículo N°. 239. b) Al ser previamente analizadas las calidades del Sr. Ovares en el proceso de selección de candidatos para conformar este órgano colegiado. c) Al ser este elegido en representación del patrono para ocupar dicho cargo y no por interés propio o beneficio personal. d) Al tomar en consideración las manifestaciones realizadas por la Superintendencia de Pensiones en su oficio N°. SP-1441-2020, en su calidad de ente supervisor, este órgano colegiado coincide con el criterio de la SUPEN y no percibe esta situación como un conflicto de intereses por la participación como integrante titular del Sr. Ovares Chavarría.  5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Secretaría General de la Corte para que se someta a conocimiento de la honorable Corte Plena al momento de analizar este caso. 6.) Estar a la espera de lo que la estimable Corte Plena decida sobre la situación expuesta en cuanto a la continuidad del MBA. Miguel Ovares Chavarría como integrante titular de la Junta Administradora del FJPPJ o la designación de un nuevo integrante que actúe en su representación como integrante propietario dentro de la lista de suplentes previamente seleccionados, conforme lo establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo N°. 240, con el fin de no afectar el funcionamiento de este Órgano del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.”
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            Se concede el uso de la palabra a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, quien expone: “Me parece importante hacer un preámbulo de previo a analizar específicamente el tema que nos expone don Miguel Ovares Chavarría. 



 



Tenemos que considerar que la Ley 9544 que viene a reformar el título noveno de la Ley Orgánica del Poder Judicial, relativo a las jubilaciones y pensiones de la Corte, llevó a la Corte a elegir como integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial a don Miguel Ovares Chavarría y aquí si tengo que hacer énfasis en que don Miguel, es representante de la parte patronal en esta Junta, porque recordemos que la junta es bipartita y tiene una representación patronal y una representación obrera del colectivo judicial que eligió a sus representantes de forma de manera democrática.



 



            La designación de don Miguel, se dio en el año 2019, cuando don Miguel se desempeñaba como Jefe del Departamento de Proveeduría, luego don Miguel el año pasado, toma la determinación de regresar al Departamento Financiero Contable donde él tiene su propiedad, y donde se desempeña actualmente como jefe de ese Departamento, debido a que existe un convenio suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, las diferentes dependencias del Poder Judicial le damos servicios a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y hasta tanto la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial disponga de una estructura administrativa que le permita llevar a cabo sus funciones.



 



            En este quehacer, el Departamento Financiero Contable, pues tiene un papel preponderante, es permanente el trabajo o el servicio que le da a la Junta desde llevar a cabo las inversiones, hasta realizar el pago quincenalmente de la planilla de los jubilados y pensionados, es con este motivo que don Miguel cuando se reincorpora al Departamento Financiero Contable, me expone primero de manera informal y luego mediante una nota, su preocupación sobre un posible conflicto de interés en sus funciones como Director de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y también como Jefe del Departamento Financiero Contable.



 



            Es de esta manera, que conforme lo establece el reglamento que es la regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de intereses en el Poder Judicial, que se entra a resolver este conflicto de interés que presenta don Miguel, para lo cual de mi parte requerí un criterio a doña Kenia Alvarado en su condición de Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial, una vez que se contó con los diferentes elementos y también  se contó con una aplicación al informe de don Miguel, se hizo la valoración respectiva por parte de la Dirección Ejecutiva, que como superior jerárquico en este caso y conforme al reglamento, es al que le corresponde resolver lo relativo al conflicto de interés de don Miguel, como jefe del Departamento Financiero Contable.



 



            Después del análisis respectivo, se determina que efectivamente estamos en presencia de un conflicto de interés, debido al doble rol en el que participa don Miguel de manera activa en la parte de Financiero Contable, aprobando informes que van para la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, rindiendo diferentes servicios a la Junta y luego en la Junta tomando decisiones.



 



En ese sentido también se toma en cuenta algún antecedente que en su momento se analizó, cuando se valoró a la persona de don Oslean Mora como posible integrante de la Junta y la Superintendencia de Pensiones había determinado en ese caso particular, una condición de conflicto de interés. 



 



Es así como después de todo este análisis que la Dirección Ejecutiva emite una resolución a las 13:22 horas del 26 de octubre anterior, donde determina que hay un conflicto y que si bien se valoraron las diferentes alternativas que da el cuerpo normativo, el Reglamento para la Regulación de la Conflictos de Intereses en el Poder Judicial, se determina que aquí la relación es tan estrecha que no podemos acudir a algunas de las alternativas de mitigación del conflicto, sino que corresponde que el máster Ovares Chavarría valore una renuncia a la Junta o a su puesto en el Poder Judicial. Por supuesto que como Directora Ejecutiva y enfocándose conforme lo establece esta normativa en que debe prevalecer el interés institucional de frente al particular que se determina, que lo que correspondería en este caso pues sería la renuncia a la Junta.



 



            Esa es la situación que se expone, se comunicó al Consejo Superior y se eleva a conocimiento de esta Corte Plena, porque como señalé al inicio de mi participación, el máster Ovares Chavarría fue electo por la Corte Plena como representante patronal, entonces en esa medida la Corte Plena es la que le corresponde valorar la situación y determinar las acciones a seguir para la sustitución o lo que determine, reitero para el caso del máster Ovares Chavarría. Cualquier duda con mucho gusto".



 



            Señala el magistrado Salazar Alvarado: "Antes de entrar al fondo del asunto y poder determinar si realmente existe un conflicto de interés o no según lo que expone la señora Directora Ejecutiva.



 



Quiero preguntarle a la señora Secretaria General si ella tiene, es que yo no lo encontré en lo que venía ayer adjunto, si cuando se nombró por parte de esta Corte Plena al máster Ovares Chavarría, los magistrados y magistradas de la Sala Constitucional. ¿Participamos o no en la elección? Porque en algún momento de esa sesión, yo no sé si fue para ese preciso momento o no, yo había externado que la creación de la famosa esta Junta, que hora se llama Junta Administradora del Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, antes era una atribución que por ley tenía el Consejo Superior, esa parte de la reforma en las pensiones del Poder Judicial, como es reforma a las pensiones judiciales incluye la creación de la junta, la Sala Constitucional tiene en estudio una acción de inconstitucionalidad sobre las modificaciones en tiempo de servicio, en monto e incluso la creación de la Junta Administradora, lo cual ya había sido objeto de consulta ante la Sala Constitucional. Entonces antes de ver el fondo del asunto, si la licenciada Navarro Romanini me aclara, porque no lo encontré. Si en la votación del máster Ovares Chavarría participamos o nos abstuvimos, para volverlo hacer ahora, los magistrado y magistradas de la Sala Constitucional? 



 



Muchas gracias, señor Presidente".



 



            Indica la Secretaria General: "Voy a revisar, porque no tengo a mano el acuerdo, pero sí lo puedo conseguir en un momento.” 



 



            Dice el señor Presidente, magistrado Cruz: "No tengo a nadie en el uso de la palabra, quería preguntarle a la master Romero Jenkins según me informaron pero no sé si usted conoce el detalle, la supervisora de pensiones no sé si es la Superintendencia de General de Entidades Financieras, pero no estoy seguro, la Superintendencia de Pensiones perdón, hizo una valoración de esta situación y me parece que dijo que no había incompatibilidad ¿Usted sabe algo de eso, máster Romero Jenkins?



 



            Menciona la máster Romero Jenkins: "Sí, señor, efectivamente como parte del antecedente que viene en este artículo, también viene el acuerdo en el que la Junta Administradora conoce del tema, ellos lo comunicaron a la Superintendencia de Pensiones y la Superintendencia de Pensiones refiere que hay una incompatibilidad pero en su función como integrante de la Comisión de Inversiones, ellos en cuanto a la Junta como tal no lo señalan. Sin embargo, señor Presidente en este caso en particular conforme el Reglamento para la Atención de Conflictos de Intereses en el Poder Judicial, a quien le corresponde resolver y valorar sobre el posible conflicto de interés sería específicamente a la Dirección Ejecutiva como superior jerárquico del máster Ovares Chavarría y es ante esta instancia que él lo presenta y en esa valoración que hacemos con el criterio técnico de doña Kenia, sí determinamos que ya desde la perspectiva del Poder Judicial, desde la perspectiva de la Dirección Ejecutiva pues sí consideramos que persiste o que hay un conflicto de interés".



 



            El Presidente, magistrado Cruz le consulta a la máster Romero Jenkins: “Usted puede dar un ejemplo muy concreto de cómo se manifiesta ese conflicto de interés en la práctica, perdone que tal vez voy sobre el terreno que ya usted expuso, pero nada más como un ejemplo especifico que usted visualice en su experiencia máster Romero Jenkins.”



 



            Responde la máster Romero Jenkins: "Sí, por ejemplo en forma particular nosotros la Dirección Ejecutiva le pide criterio al Departamento Financiero Contable sobre la opción de que el Fondo de Jubilaciones le otorgue al Poder Judicial específicamente por ejemplo el fideicomiso, créditos para desarrollar un proyecto, el máster Ovares Chavarría da un criterio y luego también igual nos da un criterio a la Dirección Ejecutiva y luego el máster Ovares Chavarría va a la Junta y resuelve respecto de otorgar ese crédito o no al Poder Judicial. Entonces, ahí tenemos la situación que tiene que vestirse con dos camisetas, ahí es donde visualizamos esas situaciones, por supuesto que el máster Ovares Chavarría es una persona muy honorable, quien tiene mi confianza absoluta. Sin embargo, pues es una situación macro y hay una regulación en la institución que tenemos que observar y que busca precisamente prevenir situaciones a futuro en las que incluso él podría verse afectado.



 



Tal vez clarificar señor Presidente, que bueno de momento esta situación no ha impactado a la Junta, porque la Corte Plena eligió a 3 integrantes propietarios y 3 suplentes, para atender algunas situaciones de ausencias, entonces el máster Ovares Chavarría todo este tiempo que esta situación ha prevalecido, pues ha tenido un sustituto en la Junta y entonces el trabajo de la Junta por esta situación de momento no se ha visto impactada en forma negativa".



 



            Expresa el magistrado Rivas: "Es para consultar a la máster Romero Jenkins, recuerdo que nosotros cuando estábamos analizando la integración y los postulantes, en algún momento este tipo de temas fueron conocidos y en el caso del máster Ovares Chavarría me parece que efectivamente la Superintendencia de Pensiones indicó que no tenía ese conflicto, pero entonces ¿Fue que cambió de puesto él, master Romero Jenkins, lo quiero saber es fue que él cambió de puesto y en este puesto sí surge esta situación del conflicto?



 



            Aclara la máster Romero Jenkins: "Sí magistrado Rivas, efectivamente cuando el máster Ovares Chavarría fue electo por la Corte Plena, estaba como Jefe del Departamento de Proveeduría, incluso la situación de él en particular no fue sometida a valoración de la Superintendencia de Pensiones, luego el máster Ovares Chavarría se regresa a su puesto en propiedad, en el Departamento Financiero Contable y hoy en día es Jefe de ese Departamento, que es donde surge el eventual conflicto y él me lo expone y ahí es donde se estudia la situación.



 



            Ahora bien, yo también tengo que clarificar que por su lado, ya como Junta, le expone la situación a la Superintendencia de Pensiones propia del máster Ovares Chavarría y es donde la Superintendencia de Pensiones valora que no hay conflicto. Sin embargo, conforme la asesoría que nos da  doña Kenia y está claramente establecido en el Reglamento de Conflictos de Intereses del Poder Judicial, en este caso particular quien debe resolver el conflicto es la institución -el Poder Judicial-, no desde la perspectiva de la Junta, pero sí tal y como usted lo señala, el conflicto se da cuando él vuele a Financiero Contable y asume el puesto de jefatura y el Departamento de Financiero Contable constantemente remite insumos, información, inversiones, planilla a la Junta para que tomara determinaciones y ahí integra el máster Ovares Chavarría".



 



Prosigue la Secretaria General: "Ya casi les doy la información, ya tengo el artículo un momento por favor. 



 



Para el magistrado Salazar Alvarado que consultó, el acta de Corte es la N° 45-2019 del 28 de octubre del 2019, artículo V, en específico, revisando el nombramiento del máster Miguel Ovares Chavarría, cuando resultó electo, dice: "Así votan los magistrados Cruz, Rivas, Rojas, Molinari, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón Ramírez, los suplentes Segura Bonilla y Alfaro Vargas.



 



Los suplentes Aragón Cambronero, Zúñiga Morales emitieron su voto por el doctor Segura Solís. 



El magistrado Solís votó por el magistrado Quesada Madrigal. 



El suplente Desanti Henderson votó por el licenciado Arroyo Guzmán".



No participaron los magistrados de la Sala Constitucional en la votación, voy a ver si tengo aquí mismo la inhibitoria".



 



Expresa el Presidente, magistrado Cruz: "Vamos a suspender 5 minutos para tener la información".



 



Manifiesta el magistrado Salazar Alvarado: "En todo caso, igual me sucedió que yo traté de buscarlo y no lo encontré, pero lo que sí está claro según eso, es que en efecto no participamos de la elección y considero que no participamos por esa intervención que había hecho, que la creación de la Junta es una de las razones que está en la acción de inconstitucionalidad contra de Reforma a las Pensiones Judiciales. 



 



Yo estoy casi seguro, pero quería corroborarlo porque no encontré le dato de que nos abstuvimos. 



 



Si nos abstuvimos por esa razón, entonces sería para aplicar la misma razón ahora para no conocer este tema. 



 



Yo creo que queda zanjada la duda".



 



Indica el Presidente, magistrado Cruz: "Es importante por los antecedentes y los compromisos que ya desde el punto de vista de votación se habían asumido. 



 



Vamos a someter a votación si no hay ninguna otra intervención. 



 



Lo que plantea el análisis de votación si existe o no el conflicto de interés".



 



Señala la Secretaria General: "En el acta N° 45-2019 del 28 de octubre del 2019 cuando se indica la integración de la sesión, hay una constancia que dice lo siguiente: "Se deja constancia que los magistrados y magistradas de la Sala Constitucional no podrán asistir a esta sesión, debido a que el Presidente de esa Sala, el magistrado Castillo en correo electrónico del 25 de octubre del 2019, informó que se han acumulado una serie de asuntos urgentes en esa Sala con motivo de la discusión del proyecto de Ley que regula la huelga".



 



Yo veía el final de la sesión y no los veía tampoco integrando la sesión y es que no participaron en esa sesión por ese motivo".



 



Refiere el magistrado Salazar Alvarado: "En algún momento yo no lo tenía claro eso y además no lo encontré, pero yo había hecho esa manifestación y como la creación de la Junta está impugnada ante la Sala Constitucional, la integración como tal y ahora estamos analizando de un integrante, yo al menos de mi parte solicitaría por favor para poder conocer el tema en la acción que pusieran la opción si fueran tan amable de abstención. 



 



Si algún otro compañero o compañera de la Sala Constitucional quisiera hacerlo por lo menos está ahí ya la opción en la votación y quien considere que no le asiste, está en toda libertad de tomar el voto por el fondo".



 



Expresa el magistrado Castillo: "Es para secundar las razones que da el magistrado Salazar Alvarado. Como ustedes saben existen varias acciones de inconstitucionalidad que se han presentado contra la reforma integral del régimen de pensiones del Poder Judicial. Incluso, uno de los aspectos que se están impugnando es precisamente la creación de la Junta que ahora administra el Fondo de Pensiones y el régimen de pensiones del Poder Judicial. 



 



Me parece que lo más prudente, dado que estos temas están próximos a ser conocidos por el Tribunal, es que todos los magistrados de la Sala Constitucional que estamos habilitados para conocer este asunto, nos abstengamos de conocer, porque el hecho de que nosotros validemos o no la integración. Validemos o no un conflicto de intereses en la Junta, supone ya una cuestión que eventualmente podría entrar en contradicción con el tema que está siendo impugnado en las acciones de inconstitucionalidad".



 



Manifiesta el magistrado Ramírez: "Cuando votamos inicialmente que no había ninguna incompatibilidad en vista de la posición que tenía la misma suplente esto ha variado. 



 



En vista de que él pasó a un puesto en que sí tiene alguna relación directa con este problema, una variación evidente, yo quiero que me quede claro eso".



 



Indica el Presidente, magistrado Cruz: "Creo que según expuso la máster Romero Jenkins que no sé si lo que voy a decir merece que ella lo aclare, pero según le entendí, él después es nombrado en ese puesto en el que originalmente no tenía esa incompatibilidad. 



 



Así lo interpreté doña Ana ¿Es correcto?".



 



Señala la máster Romero Jenkins: "Sí, es correcto Presidente, magistrado Cruz, el licenciado Ovares Chavarría estaba en el Departamento de Proveeduría, ahí eventualmente podría realizar algunas contrataciones esporádicas para el fondo.



 



En ese momento lo que se le advirtió es que lo relativo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones no lo iba a resolver, sino una persona sustituta. No obstante, donde él regresa al Departamento Financiero Contable la relación es constante y permanente con la Junta y el conflicto como tal, se resuelve señalando de que él no podría estar en la Junta, porque él tiene su puesto titular en el Departamento Financiero Contable".



 



Refiere el Presidente, magistrado Cruz: "A raíz de la resolución de la Dirección que usted dirige determinando el conflicto de interés el máster Ovares Chavarría, renuncia ¿verdad?. 



 



Tendríamos que nosotros aceptar o no la renuncia".



 



Expresa la máster Romero Jenkins: "Sí, así es Presidente, magistrado Cruz conforme al artículo 9 del Reglamento de Conflictos de Intereses corresponde al superior jerárquico del licenciado Ovando Chavarría resolver el conflicto. 



 



La Dirección Ejecutiva ya lo resolvió y es la resolución que ustedes conocen. Ante esa resolución el licenciado Ovando Chavarría decide renunciar a la Junta y esto es lo que ustedes tendrían que resolver. 



 



En cuanto a que conforme lo dispone el reglamento de integración de la Junta, ustedes indican a la Dirección de Gestión Humana tal y como lo señala el artículo 8 de ese reglamento, que inicie el proceso para designar a la persona que sustituya al licenciado Ovando Chavarría como integrante propietario, porque mientras ese proceso se da, el suplente puede atender las labores de ese puesto".



 



Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: "Así lo vamos a someter a votación. Tengo que interpretar que pone a disposición el puesto, pero eso me parece que en el fondo no es una renuncia en el sentido estricto. Por eso yo quería comprobar eso, pero lo he interpretado que pone a disposición el puesto y nosotros lo que tenemos es valorar si hay un conflicto de interés y que eso amerita que él no continúe."



 



Sometido el asunto a votación, por mayoría de catorce votos, se dispuso: Que hay incompatibilidad para que el máster Miguel Ovares Chavarría continúe en el puesto de integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en representación de la parte patronal, por los motivos expuestos. Así votaron las magistradas y los magistrados Cruz, Rivas, Solís, Molinari, Vargas, Aguirre, Varela, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, Burgos, Zúñiga, la Suplente Jiménez Ramírez. 



 



La magistrada y los magistrados Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro y la Suplente Picado Brenes se abstienen de votar.



 



-0-



 



            Expresa el Presidente, magistrado Cruz: "Ahora lo que correspondería es que la Dirección de Gestión Humana inicie un concurso para sustituirlo.”



 



            Se acordó: La Dirección de Gestión Humana, procederá a publicar el cartel para la convocatoria de personas postulantes al cargo de integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en representación de la parte patronal, por lo que resta del período legal, con motivo de lo resuelto en esta sesión, respecto al máster Ovares Chavarría. A esos efectos dicha Dirección, remitirá a la Comisión de Nombramientos todos los procedimientos del concurso solicitado, de forma tal, que esta Corte proceda con la realización del citado nombramiento.”



 



 



Atentamente, 



 



 



 



 



Licda. Silvia Navarro Romanini



Secretaria General



                                                                       Corte Suprema de Justicia
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N° 1387-2021


Al contestar refiérase a este # de oficio





Señora


MBA. Roxana Arrieta Meléndez 


Directora interina de Gestión Humana


	


Estimada señora:








Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 03-2021 celebrada el 18 de enero del 2021, que literalmente dice:
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	SALE EL MAGISTRADO SÁNCHEZ DE LA SESIÓN POR VIDEOCONFERENCIA.





	ENTRA LA MÁSTER ANA EUGENIA ROMERO JENKINS, DIRECTORA EJECUTIVA POR VIDEOCONFERENCIA.





Documento N° 12839 -2020





En sesión N° 45-2019 celebrada el 28 de octubre de 2019, artículo V, se designó al máster Miguel Ovares Chavarría como integrante titular en representación de la parte patronal, de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. De conformidad con lo establecido en el artículo 5 del Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, dicho nombramiento es por el plazo de cinco años y rigió a partir del 1 de noviembre de 2019.





En sesión Nº 04 -2020 del 27 de enero del año en curso, artículo XX, se tuvo por conocido el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones, en sesión Nº 1-20, artículo II, sobre la conformación del Directorio de la mencionada Junta, en la cual, para el cargo de la persona directora 1 de la Junta, por unanimidad, se tuvo por designado al máster Miguel Ovares Chavarría.





El Consejo Superior en sesión N° 106-2020 del 5 de noviembre del año en curso, artículo XXI tomó nota de resolución de las trece horas y veintidós minutos del veintiséis de octubre de dos mil veinte de la Dirección Ejecutiva, que en lo conducente dice:





“Se resuelve gestión del MBA Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, donde expone posible conflicto de interés en sus funciones como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe del Macroproceso Financiero Contable.





[…]





CONSIDERANDO:





Para la resolución de la gestión de conflicto de interés planteada por el señor Miguel Ovares Chavarría, resulta relevante tomar en consideración los siguientes aspectos: 





1. Conforme a la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de interés en el Poder Judicial” (en adelante la regulación), el señor Ovares Chavarría pone en conocimiento la potencial situación de conflicto de intereses, circunstancia que surge a partir del momento en que retoma la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable y a su vez ocupa el puesto de Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante la Junta). 





1. Conforme lo dispuesto por el numeral 9 de la regulación de conflictos de intereses, corresponde al superior jerárquico resolver las gestiones de posibles conflictos de intereses del personal subalterno. Pese a que el gestionante ejecuta labores en dos instancias diferentes dentro del Poder Judicial, no puede desconocerse que es en la Dirección Ejecutiva donde se atienden las funciones sustanciales de este Poder de la República según el mandato constitucional. En ese sentido, en el caso que nos ocupa, la competencia para resolver el posible conflicto de interés del señor Ovares Chavarría recae en la Dirección Ejecutiva, como superior jerárquico.  





1. Conforme lo disponen los numerales 84 y 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Dirección Ejecutiva es un órgano dependiente del Consejo Superior que tiene a cargo la gestión administrativa del Poder Judicial, función que se ejecuta desde las diferentes áreas que la componen, entre estas, el Macro Proceso Financiero Contable, instancia  responsable de la ejecución de los recursos financieros de la institución, y que brinda múltiples servicios, tales como: el trámite y cancelación de las pensiones y jubilaciones, de las facturas con cargo al presupuesto; así como de dar curso administrativo al pago de depósitos judiciales y pensiones alimentarias, honorarios, peritajes, jubilaciones, pensiones y consultorías en el ámbito de su competencia





1. Con la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, surge la necesidad de realizar el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta” a efectos de garantizar la continuidad del servicio para la administración del fondo de pensiones, manteniendo el apoyo del Macro Proceso Financiero Contable en lo atinente a las competencias de la Junta.  En esa medida, se acordó el préstamo necesario de servidores para las labores técnicas y/o asistenciales pertinentes de la Junta Administradora, siendo que los servicios de estas personas serán cedidos y facilitados; lo “anterior en el entendido de que la cesión de recursos o servidores no implicará la afectación de la gestión sustantiva del Poder Judicial y que la Junta Administradora asumirá las potestades decisorias en todos los procesos que correspondan a sus competencias legales”. Ver cláusula segunda. 





1. Como lo señala el gestionante, en su oficio 599-FC-2020, existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas con la labor que se desarrolla en la Junta, mismas que se ejecutan en el Macro Proceso Financiero Contable como consecuencia del convenio descrito supra, y en donde el señor Ovares asume la responsabilidad de dirección y supervisión de esas actividades como jefe inmediato de ese departamento. Es decir, bajo ese contexto, de asumir las dos funciones, tanto en la Junta como en el Departamento Financiero Contable, estarían coincidiendo funciones de decisión y de ejecución en una misma persona. Una situación similar, ya fue analizada en su oportunidad por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), señalando en el oficio número SP-988-2019, que las funciones de dirección y de ejecución simultánea en una persona resultaba incompatible, criterio que se comparte.  En igual sentido, se pronunció la Oficina de Cumplimiento, instancia competente para atender consultas sobre la interpretación y aplicación del reglamento de conflictos de intereses, según se desprende del oficio número 026-CO-OC-2020 de fecha 12 de octubre.





1. Aunado a lo anterior, es importante considerar que la situación de conflicto de interés y/o la incompatibilidad señala, se identifica como un riesgo para la debida gestión y supervisión del Macro Proceso Financiero Contable derivado de la identidad de actividades y la concentración en una misma persona que integra la Junta y ocupa el puesto de jefatura del departamento en cuestión.  Desde esta perspectiva, resulta necesario valorar el riesgo detectado. 





1. Conforme el numeral 12 inciso a) y d) de la Ley General de Control Interno (Ley número 8292), corresponde a los jerarcas y titulares subordinados velar por el adecuado desarrollo de las actividades del ente o del órgano a su cargo, así como, garantizar que el sistema de control interno cumpla con las características establecidas en la normativa. Como parte de las acciones del ambiente de control, los titulares subordinados deben asegurar el cumplimiento de los fines institucionales y establecer con claridad las relaciones de jerarquía, asignando la autoridad y responsabilidad a los funcionarios para que los procesos se lleven a cabo de acuerdo con el bloque de legalidad y criterio técnico aplicable. (Artículo 13). Identificar y analizar los riesgos detectados que puedan incidir negativamente en el logro de los objetivos institucionales, así como valorar el impacto que pueden generar, son tareas que también están a cargo de los titulares subordinados, según el numeral 14 de dicha ley. Estas disposiciones se complementan con las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CODFOE, en adelante Normas), que disponen la necesidad de considerar el manejo de conflictos de intereses (2.3.1:d), como parte del fortalecimiento de la ética institucional. Aunado a ello, las normas disponen la importancia de definir una estructura organizativa que contenga las líneas de jerarquía, de dependencia y de coordinación adecuados para fortalecer el logro de los objetivos, (2.5) asegurando la delegación de funciones para la exigencia de responsabilidad y asignación de autoridad de los funcionarios para la adecuada toma de decisiones y acciones (2.5.1). De especial atención resultan las disposiciones sobre la autorización y aprobación de operaciones y transacciones por parte del funcionario con potestad para concederla, en consideración a los riesgos inherentes (2.5.2). Finalmente, la separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones (2.5.3), señala la obligación de aseguramiento de la separación de funciones incompatibles que incluye “las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores”. La regla sobre la separación de funciones se exceptúa cuando la disponibilidad de recursos así lo imponga; situación en la que no nos encontramos. 





1. Con base en todo lo señalado, la identificación del riesgo detectado que resulta de la identidad de procesos y de funciones de dirección y ejecución en una misma persona, impone la necesidad de tomar una medida que dé respuesta a dicho riesgo. Si se opta por mantener a la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable separado de las funciones o actividades desarrolladas en ese departamento que se originen en las labores propias de la Junta con tal de evitar el ejercicio de funciones incompatibles, resultaría contraproducente y abre la brecha de otro riesgo, que impacta la labor sustancial de la institución. La estructura orgánica de la Dirección Ejecutiva se encuentra claramente definida, la distribución de responsabilidades de dirección y supervisión están debidamente asignadas a lo interno, y ello incluye, la jefatura a cargo del señor Miguel Ovares. La función que como jefatura se ejerce tiene el propósito de asegurar la gestión y la consecución de los objetivos institucionales, todo en observancia a las normas de control interno, razón por la cual, no resulta procedente separar al señor Ovares de su responsabilidad de dirección y supervisión como encargado del Departamento Financiero Contable. 





POR TANTO:





Corolario de lo expuesto, SE RESUELVE que el ejercicio de la jefatura del Departamento Financiero Contable resulta incompatible con la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De igual forma, la solución de separar al gestionante de la supervisión de los procesos de la Junta que se desarrollen en el departamento que dirige, genera otro riesgo que impide tomar esa medida. El aseguramiento de la consecución de los objetivos de la institución que están a cargo de la Dirección Ejecutiva no puede verse afectados, posición que está definida en la cláusula segunda del convenio citado según fue expuesto. Así las cosas, se acoge la gestión de conflicto de intereses del señor Ovares Chavarría, y se declara la incompatibilidad del desempeño de los dos cargos indicados, debiendo prevalecer la función asignada en la jefatura del Departamento Financiero Contable. NOTIFÍQUESE. MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial.”





-0-





El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, en oficio N° 784-FC-2020 del 9 de noviembre en curso, manifestó:





“Para que por su digno medio se haga del conocimiento de la honorable Corte Plena, me permito indicar que con la entrada en vigor de la Ley N°. 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en La Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus Reformas”, se estableció la conformación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ), integrada por seis miembros titulares y seis miembros suplentes, según se establece en el artículo N°. 239 de la citada Ley, con una representación del 50% Colectivo Judicial y el otro 50% de la Corte Plena (Patrono).





Por votación efectuada en el seno de la Corte Plena, se me designó junto con otras personas para integrar dicha Junta en calidad de representante del Patrono, iniciando funciones como director desde el lunes 27 de enero del 2020, respetando la composición definida en el artículo N°. 240 de la citada ley, quedando establecida la primera Junta Administradora del FJPPJ de la siguiente manera:





[bookmark: _Toc56157947][bookmark: _Toc56159863]INTEGRANTES TITULARES JUNTA ADMINISTRADORA DEL FJPPJ


Periodo 2020-2025


			PERSONA


			CARGO


			REPRESENTACIÓN





			MSc. Carlos Montero Zuñiga


			Presidente


			Corte Plena





			Lic. Arnoldo Hernández Solano


			Vicepresidente


			Colectivo Judicial





			Licda. Ana Lucrecia Ruiz


			Secretaria


			Colectivo Judicial





			Licda. Ingrid Moya Aguilar


			Tesorera


			Corte Plena





			MBA. Mauricio Villalta Fallas


			Director


			Colectivo Judicial





			MBA. Miguel Ovares Chavarría


			Director


			Corte Plena











Sobre el particular, es de vital importancia indicar que, en mi participación inicial en dicho proceso de elección y que había sido oportunamente avalado durante el proceso de conformación de este este órgano, me encontraba nombrado como Jefe interino del Departamento de Proveeduría, situación que incluso fue valorada en su oportunidad por la propia Superintendencia de Pensiones, brindando el visto bueno correspondiente dado mi curriculum y conocimientos en la materia.





No obstante, lo anterior, a partir del 1 de setiembre de 2020, regresé a la Jefatura Macroproceso Financiero Contable e incluso desde mi puesto en propiedad sea la Jefatura del Proceso de Tesorería, existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas (hasta el día de hoy), con la gestión diaria de la Junta Administradora y del propio Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.





Aunado a lo anterior y en virtud de la responsabilidad que al efecto se desprende de las funciones ordinarias de la Jefatura de Proceso de Tesorería (propiedad) y de la Jefatura del Macroproceso Financiero Contable (nombramiento interino), conforme lo dispone el Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, publicado mediante Circular de Secretaría de la Corte N° 072 – 2019 en el Boletín número 101 del 31 May 2019, específicamente lo indicado en los artículos N° 7, N°8 y N°12, sin detrimento de la demás normativa aplicable,  con oficio 0599-FC-2020 de fecha 3 de setiembre de 2020 (adjunto), solicité a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins Directora Ejecutiva y Jefatura inmediata, la valoración al respecto para establecer la gestión respectiva y evitar la materialización del conflicto de interés con respecto de las actividades propias como Director de la Junta Administradora del Poder Judicial. Es menester indicar que desde el 01 de septiembre del 2020, solicite a la Junta Administradora mi sustitución y he evitado participar en cualquier acto relacionado con dicho cuerpo colegiado mientras se aclaraba la situación de posible conflicto de interés expuesta anteriormente.





Con oficio N° 3276-DE-2020 de fecha 10 de setiembre de 2020, la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial solicita ampliar la información brindada mediante oficio N° 0599-FC-2020 de comentario, indicando las responsabilidades como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ) así como las funciones que se ejercen como jefe del Departamento Financiero Contable, para contribuir en el análisis del posible conflicto de intereses entre ambas actividades, para lo cual se remitió oficio N° 641-FC-2020 con fecha 16 de setiembre del año 2020 (adjunto).





En sesión 33-20 de fecha del 12 de octubre de 2020, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en artículo XXXI, de forma unánime acordó:





“[…] Por lo anterior y con la finalidad de prevenir algún posible conflicto interés, se acuerda por unanimidad: Solicitar a la Superintendencia de Pensiones, que valore el caso del máster Ovares Chavarría y emita un criterio en cuanto si existen conflictos de intereses, tomando en consideración las funciones que realiza en el Departamento Financiero Contable en relación con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial…”





Luego del análisis y valoración correspondiente la Dirección Ejecutiva emitió resolución de las a las trece horas y veintidós minutos del 26 de octubre de dos mil veinte (adjunto), remitida por medio de correo electrónico de fecha 27 de octubre de 2020, de la cual se resalta lo siguiente:








“[…]





CONSIDERANDO:





Para la resolución de la gestión de conflicto de interés planteada por el señor Miguel Ovares Chavarría, resulta relevante tomar en consideración los siguientes aspectos: 





I. Conforme a la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de interés en el Poder Judicial” (en adelante la regulación), el señor Ovares Chavarría pone en conocimiento la potencial situación de conflicto de intereses, circunstancia que surge a partir del momento en que retoma la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable y a su vez ocupa el puesto de Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante la Junta). 





II. Conforme lo dispuesto por el numeral 9 de la regulación de conflictos de intereses, corresponde al superior jerárquico resolver las gestiones de posibles conflictos de intereses del personal subalterno. Pese a que el gestionante ejecuta labores en dos instancias diferentes dentro del Poder Judicial, no puede desconocerse que es en la Dirección Ejecutiva donde se atienden las funciones sustanciales de este Poder de la República según el mandato constitucional. En ese sentido, en el caso que nos ocupa, la competencia para resolver el posible conflicto de interés del señor Ovares Chavarría recae en la Dirección Ejecutiva, como superior jerárquico. 





III. Conforme lo disponen los numerales 84 y 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Dirección Ejecutiva es un órgano dependiente del Consejo Superior que tiene a cargo la gestión administrativa del Poder Judicial, función que se ejecuta desde las diferentes áreas que la componen, entre estas, el Macro Proceso Financiero Contable, instancia responsable de la ejecución de los recursos financieros de la institución, y que brinda múltiples servicios, tales como: el trámite y cancelación de las pensiones y jubilaciones, de las facturas con cargo al presupuesto; así como de dar curso administrativo al pago de depósitos judiciales y pensiones alimentarias, honorarios, peritajes, jubilaciones, pensiones y consultorías en el ámbito de su competencia 





IV. Con la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, surge la necesidad de realizar el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta” a efectos de garantizar la continuidad del servicio para la administración del fondo de pensiones, manteniendo el apoyo del Macro Proceso Financiero Contable en lo atinente a las competencias de la Junta. En esa medida, se acordó el préstamo necesario de servidores para las labores técnicas y/o asistenciales pertinentes de la Junta Administradora, siendo que los servicios de estas personas serán cedidos y facilitados; lo “anterior en el entendido de que la cesión de recursos o servidores no implicará la afectación de la gestión sustantiva del Poder Judicial y que la Junta Administradora asumirá las potestades decisorias en todos los procesos que correspondan a sus competencias legales”. Ver cláusula segunda. 





V. Como lo señala el gestionante, en su oficio 599-FC-2020, existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas con la labor que se desarrolla en la Junta, mismas que se ejecutan en el Macro Proceso Financiero Contable como consecuencia del convenio descrito supra, y en donde el señor Ovares asume la responsabilidad de dirección y supervisión de esas actividades como jefe inmediato de ese departamento. Es decir, bajo ese contexto, de asumir las dos funciones, tanto en la Junta como en el Departamento Financiero Contable, estarían coincidiendo funciones de decisión y de ejecución en una misma persona. Una situación similar, ya fue analizada en su oportunidad por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), señalando en el oficio número SP-988-2019, que las funciones de dirección y de ejecución simultánea en una persona resultaba incompatible, criterio que se comparte. En igual sentido, se pronunció la Oficina de Cumplimiento, instancia competente para atender consultas sobre la interpretación y aplicación del reglamento de conflictos de intereses, según se desprende del oficio número 026-CO-OC-2020 de fecha 12 de octubre. 





VI. Aunado a lo anterior, es importante considerar que la situación de conflicto de interés y/o la incompatibilidad señala, se identifica como un riesgo para la debida gestión y supervisión del Macro Proceso Financiero Contable derivado de la identidad de actividades y la concentración en una misma persona que integra la Junta y ocupa el puesto de jefatura del departamento en cuestión. Desde esta perspectiva, resulta necesario valorar el riesgo detectado. 





VII. Conforme el numeral 12 inciso a) y d) de la Ley General de Control Interno (Ley número 8292), corresponde a los jerarcas y titulares subordinados velar por el adecuado desarrollo de las actividades del ente o del órgano a su cargo, así como, garantizar que el sistema de control interno cumpla con las características establecidas en la normativa. Como parte de las acciones del ambiente de control, los titulares subordinados deben asegurar el cumplimiento de los fines institucionales y establecer con claridad las relaciones de jerarquía, asignando la autoridad y responsabilidad a los funcionarios para que los procesos se lleven a cabo de acuerdo con el bloque de legalidad y criterio técnico aplicable. (Artículo 13). Identificar y analizar los riesgos detectados que puedan incidir negativamente en el logro de los objetivos institucionales, así como valorar el impacto que pueden generar, son tareas que también están a cargo de los titulares subordinados, según el numeral 14 de dicha ley. Estas disposiciones se complementan con las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CODFOE, en adelante Normas), que disponen la necesidad de considerar el manejo de conflictos de intereses (2.3.1:d), como parte del fortalecimiento de la ética institucional. Aunado a ello, las normas disponen la importancia de definir una estructura organizativa que contenga las líneas de jerarquía, de dependencia y de coordinación adecuados para fortalecer el logro de los objetivos, (2.5) asegurando la delegación de funciones para la exigencia de responsabilidad y asignación de autoridad de los funcionarios para la adecuada toma de decisiones y acciones (2.5.1). De especial atención resultan las disposiciones sobre la autorización y aprobación de operaciones y transacciones por parte del funcionario con potestad para concederla, en consideración a los riesgos inherentes (2.5.2). Finalmente, la separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones (2.5.3), señala la obligación de aseguramiento de la separación de funciones incompatibles que incluye “las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores”. La regla sobre la separación de funciones se exceptúa cuando la disponibilidad de recursos así lo imponga; situación en la que no nos encontramos. 





VIII. Con base en todo lo señalado, la identificación del riesgo detectado que resulta de la identidad de procesos y de funciones de dirección y ejecución en una misma persona, impone la necesidad de tomar una medida que dé respuesta a dicho riesgo. Si se opta por mantener a la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable separado de las funciones o actividades desarrolladas en ese departamento que se originen en las labores propias de la Junta con tal de evitar el ejercicio de funciones incompatibles, resultaría contraproducente y abre la brecha de otro riesgo, que impacta la labor sustancial de la institución. La estructura orgánica de la Dirección Ejecutiva se encuentra claramente definida, la distribución de responsabilidades de dirección y supervisión están debidamente asignadas a lo interno, y ello incluye, la jefatura a cargo del señor Miguel Ovares. La función que como jefatura se ejerce tiene el propósito de asegurar la gestión y la consecución de los objetivos institucionales, todo en observancia a las normas de control interno, razón por la cual, no resulta procedente separar al señor Ovares de su responsabilidad de dirección y supervisión como encargado del Departamento Financiero Contable. 





POR TANTO:





Colorario de lo expuesto, SE RESUELVE que el ejercicio de la jefatura del Departamento Financiero Contable resulta incompatible con la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De igual forma, la solución de separar al gestionante de la supervisión de los procesos de la Junta que se desarrollen en el departamento que dirige, genera otro riesgo que impide tomar esa medida. El aseguramiento de la consecución de los objetivos de la institución que están a cargo de la Dirección Ejecutiva no puede verse afectados, posición que está definida en la cláusula segunda del convenio citado según fue expuesto. Así las cosas, se acoge la gestión de conflicto de intereses del señor Ovares Chavarría, y se declara la incompatibilidad del desempeño de los dos cargos indicados, debiendo prevalecer la función asignada en la jefatura del Departamento Financiero Contable. NOTIFÍQUESE. MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial…”  (el resaltado no es del documento original)





En virtud de lo establecido en el reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial” y ante lo resuelto por parte de la señora Directora Ejecutiva, es mi deber solicitar que por su digno medio se haga del conocimiento de la honorable Corte Plena, la situación antes expuesta.





No se omite manifestar que, en estos momentos la Procuraduría General de la República se encuentra analizando la naturaleza jurídica de la Junta Administradora y su relación interorgánica con el Poder Judicial (oficio N° 393-2020 adjunto), así mismo se está a la espera del pronunciamiento por parte de la Superintendencia de Pensiones relación con este  posible conflicto de intereses (oficio N° 814-2020 adjunto), no obstante dada la resolución emanada sobre este particular, no me resulta posible otro actuar más que poner a disposición de la honorable Corte Plena el puesto como Director Propietario que me fue designado de dicha Junta.





Es importante indicar que las actuaciones como integrante de la Junta, quedan debidamente plasmadas en las actas de las sesiones realizadas desde el 27 de enero de 2020 y hasta el 31 de agosto de 2020 (Actas N°. 01-2020 hasta 29-2020).





Todo lo anterior para lo que a bien estime resolver la honorable Corte Plena.”





· 0 -





Finalmente, en acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 37-2020 celebrada el 16 de noviembre del 2020, artículo IV, se dispuso lo siguiente: 





            “La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, remite la resolución N° 904 de las trece horas y veintidós minutos del veintiséis de octubre de dos mil veinte, relacionado con posible conflicto de interés en sus funciones del máster Miguel Ovares Chavarría, como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe del Macroproceso Financiero Contable, que dice:


 


[bookmark: x__Hlk21097068]“Se resuelve gestión del MBA Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, donde expone posible conflicto de interés en sus funciones como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe del Macroproceso Financiero Contable.


 


RESULTANDO:


 


I.- Que mediante oficio N° 599-FC-2020 con fecha 3 de setiembre último, el MBA Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, solicita la valoración de posible conflicto de intereses por las funciones sustantivas de la Jefatura del Macroproceso Financiero Contable y las que realiza como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el cual indica:


 


“Con la entrada en vigor de la Ley N°. 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en La Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de Mayo de 1993, y sus Reformas”, se establece la conformación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ), integrada por seis miembros titulares y seis miembros suplentes, según se establece en el artículo N°. 239 de la citada Ley, con una representación del 50% Colectivo Judicial y el otro 50% de la Corte Plena (Patrono).


 


Por votación efectuada en el seno de la Corte Plena, se me designó junto con otras personas para integrar dicha Junta en calidad de representante del Patrono, iniciando funciones como director desde el lunes 27 de enero del 2020, respetando la composición definida en el artículo N°. 240 de la citada ley de la siguiente manera:


 


INTEGRANTES TITULARES JUNTA ADMINISTRADORA DEL FJPPJ


 


Periodo 2020-2025


 


			PERSONA


			CARGO


			REPRESENTACIÓN





			MSc. Carlos Montero Zuñiga


			Presidente


			Corte Plena





			Lic. Arnoldo Hernández Solano


			Vicepresidente


			Colectivo Judicial





			Licda. Ana Lucrecia Ruiz


			Secretaria


			Colectivo Judicial





			Licda. Ingrid Moya Aguilar


			Tesorera


			Corte Plena





			MBA. Mauricio Villalta Fallas


			Director


			Colectivo Judicial





			MBA. Miguel Ovares Chavarría


			Director


			Corte Plena








 


Sobre el particular, es de vital importancia indicar que en mi participación inicial, en dicho procesos de elección, me encontraba nombrado como Jefe del Departamento de Proveeduría, situación que incluso fue valorada en su oportunidad por la Superintendencia de Pensiones.


 


No obstante, lo anterior, a partir del 1 de setiembre de 2020, regresé a la Jefatura Macroproceso Financiero Contable e incluso desde mi puesto en propiedad sea la Jefatura del Proceso de Tesorería, se considera existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas con la gestión diaria de la Junta Administradora y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tales como las que a continuación se detallan:


 


Ø   Ejecución de pago de asignaciones a beneficiarios (personas jubiladas y pensionadas) y proveedores.


Ø   Contabilidad de la Junta Administradora y del FJPPJ.


Ø   Gestión de Portafolios Financieros.


Ø   Gestión Integral de Riesgos.


Ø   Plataforma de Servicios del FJPPJ.


Ø   Cálculo y traslado de cuotas de aportes.


Ø   Traslado y recuperación de cuotas entre regímenes del primer pilar.


Ø   Gestión de cuentas por cobrar a favor del FJPPJ.


Ø   Atención de requerimientos de entes supervisores.


Ø   Trámites tributarios.


Ø   Reportería y remisión de informes ante reguladores.


Ø   Control y ejecución de contratos de servicios de proveedores


 


Así mismo, varias de estas macro actividades son ejecutados por personal técnico, profesional, coordinadores, Jefaturas de Subproceso y Proceso según corresponda, dentro de la estructura propia de este Departamento, situación que en mi calidad de Jefatura, infiere en mi accionar y se acude a mi persona como superior jerárquico inmediato para la correcta gestión de estas actividades. De un análisis a lo interno del Macroproceso Financiero Contable, se estima que existen 17 funcionaros directamente relacionados de actividades del FJPPJ, con un porcentaje superior del 50% de su tiempo, según se detalla en la siguiente tabla:


 


Al respecto, destaco que la Junta Administradora del FJPPJ no posee a la fecha una estructura administrativa propia sobre la cual delegar estas funciones y que, amparados en el convenio N° 3 suscrito entre la Junta Administradora y el Poder Judicial, se visualiza la continuidad en la ejecución de estas tareas por parte del Macroproceso Financiero Contable durante los próximos meses.


 


Conforme a lo expuesto y dada la importante relación que posee el Macroproceso Financiero Contable en la ejecución de labores operativas diarias relacionadas con el FJPPJ, así como con las actividades que a la fecha efectúa la propia Junta Administradora, se visualiza un posible conflicto de intereses al estar involucrado en la operativa diaria de este Departamento Técnico y a su vez mi participación como director propietario en la Junta Administradora.


 


Considerando la responsabilidad que al efecto se desprende de las funciones ordinarias de la Jefatura de Proceso y de la Jefatura del Macroproceso Financiero Contable, conforme lo dispone el Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, publicado mediante Circular de Secretaría de la Corte N° 072 – 2019 en el Boletín número 101 del 31 May 2019, específicamente lo indicado en los artículos N° 7, N°8 y N°12, sin detrimento de la demás normativa aplicable, solicito su valoración al respecto para establecer la gestión respectiva y evitar la materialización del conflicto de interés con respecto de las actividades propias como Director de la Junta Administradora del Poder Judicial:


 


         […] Artículo 7. Evitar los conflictos de interés.


 


La persona servidora judicial es la principal responsable de vigilar que sus intereses privados no afecten las funciones a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional. Deberá evitar colocarse en situaciones de conflictos de interés que menoscaben o pongan en riesgo su imparcialidad, independencia e integridad para el ejercicio de las funciones de su cargo o puedan generar dudas razonables acerca de su objetividad o independencia o la del Poder Judicial.


 


Artículo 8. Revelar los intereses privados que los coloquen en conflictos de interés.


 


Las personas servidoras judiciales están obligadas a informar formalmente a su instancia superior jerárquica, sobre los intereses privados, que sean potencialmente generadores de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, en el ejercicio de sus funciones, de manera transparente, oportuna y oficiosa…


 


…El órgano a quien se le informe, deberá decidir por el procedimiento administrativo o jurisdiccional que corresponda…


 


Artículo 12. Resolución de las situaciones de conflicto de interés.


 


Siempre que se identifique una situación de conflicto de interés, deberán tomarse las medidas necesarias para resolverlo con el fin de evitar una afectación al interés público, a la buena gestión de los asuntos a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional, y prevenir conductas de corrupción de las personas servidoras judiciales.


 


Las medidas adoptadas deberán ser proporcionales al nivel del riesgo de afectación al interés público que implique la situación de conflicto de interés identificada, y conciliar, en la medida de lo posible, los intereses de la organización, el interés general y los intereses legítimos de las personas servidores judiciales.


 


Los conflictos de interés podrán resolverse si concurren cualesquiera de las siguientes circunstancias, entre otras:


 


a)       Abstención del conocimiento del asunto específico, cuando se trate de una situación aislada o poco recurrente.


 


b)      Renuncia de la persona servidora judicial al interés privado.


 


c)       Reorganización de los deberes y responsabilidades de la persona servidora judicial conforme al debido proceso.


 


e)       Traslado a otro puesto conforme al debido proceso…”  El resaltado no es del original.


 


Al respecto se destaca que, si bien es cierto el reglamento citado busca regular las actuaciones de índole privado en los funcionarios del Poder Judicial y la situación descrita se considera de índole laboral (como Jefatura de Departamento y como representante de la Corte Plena en la Junta Administradora), se considera necesario evidenciar y atender el escenario de un posible conflicto de intereses en el desarrollo de las funciones diarias que son de mi competencia.


 


Por último, es de vital importancia mencionar que la atención y gestión de actividades relacionadas con el FJPPJ es constante ya que a la fecha se constituyen en labores sustantivas en el Macroproceso Financiero Contable, por lo cual he solicitado la sustitución temporal del ejercicio de mis funciones ante la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mientras se dicta una resolución ante lo relacionado con la situación descrita.”


 


II. Que mediante oficio N° 3276-DE-2020 con fecha 10 de setiembre en curso, esta Dirección Ejecutiva solicitó al MBA Ovares Chavarría ampliar lo relativo a las labores que ejerce en esa Junta y la relación con las propias en el Departamento Financiero Contable, para lo que se le indicó:


 


“En atención al contenido de su oficio N° 599-FC-2020 de fecha 3 de setiembre en curso, relacionado con un posible conflicto de intereses por las funciones que ejerce como jefe del Departamento Financiero Contable y las que realiza como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ruego ampliar lo relativo a las labores que ejerce en esa Junta y la relación con la propias del departamento a su cargo.”


 


III.       Que mediante oficio N° 641-FC-2020 con fecha 16 de setiembre del año 2020, el Máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable, expone lo siguiente:


 


En atención al contenido del oficio N° 3276-DE-2020 de fecha 10 de setiembre de 2020, mediante el cual solicita ampliar la información brindada mediante oficio N° 0599-FC-2020 de fecha 3 de setiembre de 2020, indicando las responsabilidades como Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ) así como las funciones que se ejercen como jefe del Departamento Financiero Contable, como insumo en el análisis del posible conflicto de intereses entre ambas actividades, en forma atenta me permito indicar lo siguiente:


 


                                    I.              ACTIVIDADES JEFATURA MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE


 


Conforme lo estable del Manual Descriptivo de Clase de Puestos, la Jefatura de Departamento Administrativo II tiene como propósito “…Planear, organizar, dirigir, asignar, coordinar y supervisar las actividades técnicas y administrativas de un Departamento a cargo de programas administrativos especializados y complejos..”, siendo su función administrativa “…Controlar la Gestión garantizando el seguimiento, la evaluación y la rendición de cuentas, conforme instrucciones de su superior y en apego a las políticas institucionales y al marco normativo…”, siendo responsable por funciones como  “…planear, organizar, dirigir, coordinar y controlar las labores profesionales, técnicas y administrativas, de velar porque los procesos de la dependencia a su cargo se realicen de forma oportuna, por lo que debe maximizar los conceptos de eficacia y eficiencia a fin de brindar un servicio de calidad…”, mismo que puede ser analizado con mayor amplitud en el anexo N°. 01 de este oficio.


 


De previo a la entrada en vigor de la Ley N°. 9544 “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Contenido en La Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus Reformas”, el “Reglamento Interno de Macroproceso Financiero Contable” Publicado en el Boletín Judicial Nº 215-2009 del 05-11-2009 (anexo N°. 2), contiene las actividades del puesto en sus los artículos 6 y 7 como a continuación se detallan:


 


“[…] Artículo 6.- El Macroproceso Financiero Contable estará a cargo de un jefe que velará por la correcta ejecución de las labores asignadas a los distintos Procesos, Subprocesos y la Unidad que lo integran y quien, en el ejercicio de su cargo, tendrá las siguientes funciones:


 


a. Garantizar razonablemente el cumplimiento de las leyes, las normas y procedimientos que regulan la actividad financiera, presupuestaria y contable del Macroproceso Financiero Contable.


 


2.Dirigir, organizar, planificar, coordinar, controlar y evaluar las actividades que le correspondan al Macroproceso Financiero Contable.


 


3.Responder, ante su superior, por el debido y cabal cumplimiento de las funciones asignadas al Macroproceso.


 


4.Proporcionar la información requerida por las diferentes oficinas del Poder Judicial, en asuntos de su competencia.


 


5.Velar por la correcta ejecución del presupuesto del Poder Judicial.


 


6.Realizar análisis por partida y subpartidas del presupuesto, para recomendar oportunamente las modificaciones que fueren convenientes.


 


7.Participar en las Comisiones a las que fuere convocado.


 


8.Evacuar las consultas que le plantee el personal del Macroproceso sobre asuntos atinentes a su labor.


 


9.Aprobar la recomendación de inversión de los recursos dinerarios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y otras cuentas del Poder Judicial.


 


10.Rendir los informes solicitados por su superior o por iniciativa propia cuando las circunstancias lo ameriten.


 


11.Ejercer el régimen disciplinario sobre los funcionarios del Macroproceso conforme con la normativa vigente.


 


12.Rendir los informes que le solicite la Corte Plena, el Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva con la periodicidad que se le indique.


 


13.Cualesquiera otros deberes y atribuciones que por leyes, reglamentos, acuerdos de Corte Plena, Consejo Superior y/o Dirección Ejecutiva o circulares le correspondieren.


 


Artículo 7.- La Jefatura del Macroproceso Financiero Contable contará con los dos Jefes de los Procesos que lo integran, quienes sustituirán al titular en sus ausencias temporales y con el personal de apoyo necesario para cumplir con lo dispuesto en el artículo anterior…”


 


A partir de la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JA-FJPPJ) conforme lo establece la Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante su reforma dada por la Ley N°. 9544 y publicada en mayo 2018, así mismo de acuerdo con la suscripción entre el Poder Judicial y dicha Junta del “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, N° 3-2020”, en la cláusula quinta se definieron los siguientes alcances para el Macroproceso Financiero Contable relacionados con las tareas referentes al Fondo:


 


“[…] CLAUSULA QUINTA: Apoyo del Poder Judicial, referente a servicios del Macroproceso Financiero Contable.


 


El Macroproceso Financiero Contable, brindará el apoyo por medio de las labores ya establecidas para algunos de sus servidores, dentro de los subprocesos contable, de integración de sistemas, de inversiones, de riesgo, de ingresos y de egresos. Se facilitará cada uno de los servidores destacados y sus labores, así como los activos asignados a cada uno de ellos, para la consecución de sus tareas referentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Tal y como se estableció en la cláusula primera, las labores y servicios referidos al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se faciliten a la Junta Administradora serán en el ámbito estrictamente operativo, bajo las políticas de administración de la Junta Administradora, en apego a lo dispuesto en la referida ley de creación de esa Junta.


 


Las labores y servicios sustantivos que el Macroproceso Financiero Contable brindará a la Junta Administradora serán los siguientes:


 


                                    I.              Gestión de pago de asignaciones a las personas jubiladas y pensionadas, así como a las entidades deductoras y pensiones alimentarias. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


[bookmark: x__Hlk29588989]                                  II.              Pago de ajustes por costo de vida y diferencias en beneficios de jubilación y pensión. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                                 III.              Gestión del Reporte y pago de SICERE Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación).


 


                                 IV.              Gestión del Reporte y pago de Impuesto sobre la renta. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación). así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                                   V.              Gestión de pago de aguinaldo de las personas jubiladas y pensionadas. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                                 VI.              Plataforma de servicios (constancias y certificaciones de asignación de beneficios, de pertenencia al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y para la Operadora de Pensiones, así como Generación de claves de Acceso para consultas a través de la página Web). Labor efectuada por un Asistente Administrativo y profesional II (coordinación). La emisión de estas certificaciones no requiere aprobación de la Junta Administradora del FJPPJ, y pueden ser emitidas en las sedes administrativas regionales del Poder Judicial.


 


                               VII.              Gestión de estudios y recuperación de cuentas por cobrar a favor del FJPPJ por los conceptos: impuesto de renta, reconocimiento de tiempo servido y sumas pagadas de más a jubilados y pensionados. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad III, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable. Las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                             VIII.              Conciliación y arqueos de títulos valores de inversión con recursos del FJP. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                                 IX.              Gestión de traslado de cuotas de aportes de otros Regímenes de Pensiones al Fondo de Jubilaciones y Pensiones producto del reconocimiento de tiempo servido. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad III, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                                   X.              Liquidaciones de personas jubiladas y pensionadas fallecidas. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                                 XI.              Giros de consignación de prestaciones de personas beneficiarias fallecidas del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Labor efectuada por un profesional I y profesional II (coordinación), así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                               XII.              Cálculo y traslado de cuotas de aportes a otros Regímenes de Pensiones. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                             XIII.              Devolución de sumas rebajadas de más a favor de personas beneficiarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Labor efectuada por un Técnico Administrativo y un Coordinador de Unidad III, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                             XIV.              Elaboración del ciclo contable asociado, tanto para la JAFJPPJ como para el FJPPJ. Labor efectuada por un Profesional I y Coordinador de Unidad I, así como verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; y las aprobaciones corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                               XV.              Análisis y remisión de Informes mensuales a la SUPEN, Auditoría Interna y/o Externa, Medios de Prensa, Entes Gremiales, Oficinas Internas del Poder Judicial). Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                             XVI.              Análisis de normativa legal aplicable al Fondo de Jubilaciones y Pensiones y su implementación. Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                            XVII.              Gestión de portafolios financieros. Labor efectuada Técnico Administrativo II, por un Profesionales II, así como Coordinadores de Unidad III y Jefe de Proceso; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                          XVIII.              Gestión integral de riesgos. Labor efectuada Profesional II, así como el Jefe de Proceso; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                             XIX.              Estudios especiales. Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


                               XX.              Administración de contratos por servicios accesorios. Labor efectuada por un Profesionales I y II, así como Coordinadores de Unidad I y III. Además, verificado por las jefaturas correspondientes de Financiero Contable; en cuanto a estas aprobaciones, corresponden a la Junta Administradora del Fondo.


 


Los contratos por servicios accesorios que el Macroproceso Financiero Contable administra se detallan a continuación:


 


			Número/Vencimiento


			Concepto


			Proveedor





			Número Contrato:


040115


Fecha Vencimiento:


22-09-2019


			Contratación Externa de Servicios Profesionales en Actuarial para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial


			MSc. Raúl Hernández González


 


Está en proceso de firma el nuevo contrato.





			Número Contrato:


027118


Fecha Vencimiento:


15-06-2022


			“Contrato de Servicio de Asesoría Profesional en Materia Económica, Inversiones, Bursátil y Financiera para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”


			MSc. Edi Velázquez Chávez





			Número Contrato:


176/2014


Fecha Vencimiento:


Indefinido


			“Contrato de Servicios de Acceso a los Sistemas de la Bolsa Nacional de Valores y Subsidiarias”


			Cam-X Tecnologies S.A. (Bolsa Nacional de Valores).





			Número Contrato:


026117


Fecha Vencimiento:


31-05-2021


			“Contrato de Arrendamiento de Software Informático para el Cálculo y Generación de Reportes de Indicadores de Riesgo Financiero de los Portafolio de Títulos Valores para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” Este contrato lo administra la Dirección de TI, específicamente por medio de la Unidad de Apoyo Administrativo de esa Dirección.


			Valmer Costa Rica S.A.





			Número Contrato:


013118


Fecha Vencimiento:


12-03-2022


			“Contrato para el Servicio de un Asesor Externo del Comité de Riesgos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”


			MSc. Ronald Arturo Chaves Marín.





			Número Contrato:


077118


Fecha Vencimiento:


16-01-2022


			Contratación para la Auditoría Externa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para los períodos 2018,2019,2020.


			Despacho Carvajal y Colegiados


 


 








 


Es importante indicar que, aunque en dicho Convenio se establece que las labores sustantivas del FJPPJ que se llevan en el Macroproceso Financiero Contable, se darán aprobaciones por la Junta Administradora del Fondo, lo cierto es que en la operativa diaria esto no ha sido posible, dada la falta de estructura propia para dicha JA-FJPPJ, por lo cual a la fecha no es posible limitar la responsabilidad como Jefe del Macroproceso en la gestión y control de las labores profesionales, técnicas y administrativas de las personas a mi cargo a fin de cumplir de forma efectiva con todas las tareas de que dicho Fondo requiere y que no pueden ser postergadas o retrasadas de manera alguna.


 


                                  II.              ACTIVIDADES DIRECTOR DE LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FJPPJ


 


En virtud de lo establecido en el Código de Gobierno Corporativo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (anexo N°. 03), emitido con base en las disposiciones reglamentarias aprobadas por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) en el nuevo Reglamento de Gobierno Corporativo, el cual entró en vigencia el 07 de junio del 2017, resalto los siguientes apartados en los que participo como integrante del Órgano de Dirección e Integrante del Comité de Inversiones, ambos órganos colegiados requeridos por normativa para el adecuado funcionamiento del FJPPJ y que mantienen requisitos de conformación muy específicos para sus miembros:


 


“Artículo 3.- Definiciones


 


…Órgano de Dirección: Máximo órgano colegiado de la entidad responsable de la organización. Corresponde a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial…


 


Artículo 4.- Marco Legal


 


El Poder Judicial, bajo el que se sustenta legalmente el FJPPJ, es Tercer Poder de la República Costarricense, según lo dispuesto en el Artículo N° 9 de la Constitución Política y en la Ley Orgánica del Poder Judicial y sus reformas (LOPJ), el cual goza de independencia administrativa y está sujeto a la ley en materia de gobierno.


 


Por autorización expresa de ley, la Junta Administradora del FJPPJ, tiene la administración del FJPPJ, cuyo patrimonio es de exclusiva propiedad, de las personas beneficiarias para operar y generar inversiones que le den sostenibilidad a dicho fondo, en distintos ámbitos del mercado financiero nacional.


 


Reglamentos de Organización interna:


 


1. Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial


 


2. Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del FJPPJ


 


3. Reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la población jubilada y pensionada y al Poder Judicial con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales (artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial)


 


4. Reglamento de Gobierno Corporativo emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif)


 


5. Reglamento de Gestión Integral de Riesgos Superintendencia de Pensiones (Supen)


 


6. Reglamento de Gestión de Activos (Supen)


 


7. Reglamento Actuarial (Supen)


 


8. Reglamento para la regulación de los Regímenes de Pensiones creados por leyes especiales y regímenes públicos sustitutos al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte


 


9. Reglamento de Información Financiera…


 


“[…] Artículo 7.- Junta Administradora del FJPPJ


 


La Junta Administradora es presidida por su presidente y está formada por tres personas integrantes electas democráticamente por el colectivo judicial, así como por tres personas integrantes designadas por la Corte Plena. Contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley en los artículos 239, 240 bis y 242 de la L.O.P.J.


 


Le corresponde administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, de acuerdo con las políticas de inversión y riesgos, establecidas por ella misma, reconocer a las personas servidoras judiciales, el tiempo laborado en el sector público para efectos de jubilación y ordenar el reintegro que corresponde al Fondo; resolver sobre la devolución de cuotas del FJPPJ a otros regímenes de seguridad social, estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión judiciales que se le presenten; dirigir, planificar, organizar y coordinar las actividades administrativas del FJPPJ y proponer y aprobar los reglamentos correspondientes y cualquier otra que le atribuya la L.O.P.J.


 


Las personas integrantes de la Junta Administradora obran de buena fe y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Sus actuaciones se cumplen en interés del FJPPJ, evitando incurrir en situaciones que configuren conflictos de interés, con el compromiso de manejar con prudencia la información confidencial y promoviendo el mejor trato y atención a las partes interesadas. La Junta Administradora es la responsable de la estrategia, la gestión de riesgos, la solidez financiera, la organización interna y la estructura de Gobierno Corporativo…”


 


“[…] Artículo 9.- Operación


 


Para cumplir adecuadamente con sus funciones y responsabilidades, la Junta Administradora se reunirá con la frecuencia que le permita asegurar el seguimiento adecuado y permanente de los asuntos relacionados con el FJPPJ, según lo establecido en la L.O.P.J, y sus reglamentos, así como la normativa que al efecto emita el Conassif y la SUPEN.


 


Artículo 10.- Funciones de la Junta Administradora


 


Sin perjuicio de las funciones y responsabilidades que asignan las leyes, reglamentos y otros órganos administrativos de supervisión y fiscalización a la Junta Administradora para el FJPPJ, esta cumplirá con las siguientes funciones:


 


1. Aprobar y supervisar la aplicación de un marco sólido de Gobierno Corporativo, así como el informe anual de Gobierno Corporativo que le someta el Comité de Riesgos, junto con la Gerencia.


 


2. Establecer la visión, misión estratégica y valores del FJPPJ; con los respectivos objetivos estratégicos, mediante el desarrollo de un marco estratégico, conforme al Modelo de Negocio, que defina las actividades principales, los retornos esperados; estableciendo los mecanismos de aprobación requeridos para gestionar las desviaciones de la estrategia de gestión de riesgos respecto de la Declaración de Apetito de Riesgo, que le someta el Comité de Riesgos.


 


3. Vigilar que las acciones de la Alta Gerencia sean consistentes con la normativa, el plan estratégico, las políticas y otras disposiciones aprobadas por la Junta Administradora.


 


4. Aprobar la estructura organizacional y funcional del FJPPJ y proporcionar los recursos necesarios para el cumplimiento de sus responsabilidades, dándole autonomía al Proceso de Riesgos.


 


5. Administrar el FJPPJ, a través de la Gerencia y de acuerdo con las políticas de inversión y de riesgos, establecidas por la Junta Administradora, para mantener:


 


              a) La relación con las personas beneficiarias, representantes gremiales relacionados, personas integrantes externas de los comités de apoyo y otras partes involucradas.


               


              b) Las relaciones de interés.


 


6. Reconocer a las personas servidoras judiciales, para efectos de jubilación, el tiempo laborado en el sector público y ordenar el reintegro que corresponde al FJPPJ; otorgándoles las jubilaciones y pensiones que les correspondan.


 


7. Aprobar las operaciones de crédito con los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, conforme lo establece el artículo 240 bis de la L.O.P.J.


8. Revisar que el tamaño y composición de la estructura organizacional está acorde con las necesidades del FJPPJ y garantizar que el poder no se concentre de manera indebida, evitando conflictos de interés entre las personas servidoras y las funciones delegadas.


 


9. Definir los requisitos personales, académicos, técnicos y de experiencia necesarios para cada uno de los puestos claves que conforman la estructura organizacional. Además, establecer mecanismos que garanticen la revisión del cumplimiento de estos requisitos en el proceso de contratación del recurso humano y durante la relación de servicio, de manera que el Órgano se asegure que las personas colaboradoras cuentan, en todo momento, con el perfil requerido.


 


10. Aprobar los roles y responsabilidades, la rendición de cuentas y la cadena de delegación, y asegurar que se comunique estos aspectos para que sean conocidos y entendidos por todas las personas que laboran para el FJPPJ; por lo que deberán aprobar la selección y remoción de las personas responsables de los puestos de confianza y Órganos de Control (Comités de Riesgos e Inversiones), definiendo las condiciones para mantener sus nombramientos o sustitución; para lo que debe realizar una evaluación periódica de su desempeño, dando a conocer sus resultados en forma previa para garantizar cambios y mejoras de sus resultados.


 


11. Constituir y establecer la conformación del Proceso de Riesgos y es responsable de la función de cumplimiento como de los comités de apoyo que considere pertinente para la establecer las Líneas de Defensa de gestión de riesgos, con la apertura de canales de comunicación directos; para ello, deberá dotar de los recursos, independencia, autoridad y jerarquía necesarios para su operación; así como los recursos para lograr una buena gestión del FJPPJ; con la creación de procesos y cualquier otra instancia que considere oportuna, manteniendo la independencia jerárquica del Comité y del Proceso de Riesgos y del Comité de Cumplimiento, otorgándole una jerarquía de Staff, dependiente de la Junta Administradora; válido para el resto de los comités de apoyo, en el entendido de que son Líneas de Defensa y de vigilancia de la administración activa y de riesgos en protección de los miembros de la Junta Administradora.


 


12. Nombrar a las personas integrantes de los Comités de Apoyo, necesarios para el cumplimiento eficiente de los objetivos asignados a dichos comités.


 


13. Mantener una relación de comunicación directa, los informes que les remitan los Comités, los órganos supervisores y la Auditoría Interna y Externa, para analizar con sus integrantes y tomar las decisiones que se consideren procedentes.


 


14. Designar la firma auditora externa o la persona profesional independiente, de conformidad con la propuesta previamente emitida por el Comité de Auditoría y del Comité de Riesgos en esta materia; lo mismo que nombrar las personas integrantes externas de los comités de apoyo, estableciendo el marco normativo de sus funciones y procesos de incumplimiento.


 


15. Conocer el plan anual de trabajo de la Auditoría Interna u órgano de control que aplique y solicitar la incorporación de los estudios que se consideren necesarios.


 


16. Ejecutar las responsabilidades y funciones que se atribuyen en el marco normativo específico del FJPPJ.


 


17. Aprobar los niveles de la Declaración de Apetito de Riesgo, que le someta el Comité y Proceso de Riesgos, supervisando su cumplimiento; así como los planes de contingencia y de continuidad del negocio de las operaciones presentados por el Comité de Riesgos.


 


18. Dar seguimiento a los informes de la Auditoría Interna, del Comité de Riesgos, Comité de Inversiones u otro órgano de control que aplique relacionados con la atención, por parte de la administración, de las debilidades y riesgos comunicados, como por parte de los órganos supervisores, auditores y demás entidades de fiscalización.


 


19. Aprobar las políticas establecidas e implícitas en el presente Código, dentro de ellas las necesarias para procurar la confiabilidad de la información financiera y un adecuado ambiente de control interno y cultura de riesgos, así como las políticas de los Comités de Apoyo. En los casos en que aplique, se deben aprobar los procedimientos respectivos.


 


20. Apoyarse en cumplimiento de sus funciones respecto a la información de los estados financieros en los controles internos. Evaluar periódicamente sus propias prácticas de gobierno corporativo y ejecutar los cambios a medida que se hagan necesarios, lo cual debe quedar debidamente documentado.


 


21. Asegurar que el FJPPJ, cuente con un sistema de información gerencial íntegro, confiable y que permita tomar decisiones oportunas y adecuadas, considerando la gestión integral de los riesgos; velando porque se incluya en el informe anual a la Junta Administradora y a las personas beneficiarias, los aspectos relevantes de los trabajos realizados por cada uno de los comités durante el periodo y realizando un seguimiento de las recomendaciones del Comité de Riesgos, de seguimiento, los auditores internos y externos.


 


22. Mantener un registro actualizado de las políticas y decisiones acordadas en materia de gobierno corporativo.


 


23. Promover una comunicación oportuna y transparente, sobre situaciones, eventos o problemas que afecten o pudieran afectar significativamente al FJPPJ


 


24. Velar por el cumplimiento de las normas dictadas por la Junta Administradora y por todo el Sistema de Gestión Integral de los Riesgos, reuniéndose periódicamente con el responsable de la función de cumplimiento y de la jefatura del Proceso de Riesgos, el Comité de Riesgos y la persona que funge como miembro externo del mismo, para establecer y acordar mejoras.


 


25. Analizar los estados financieros trimestrales intermedios y aprobar los estados financieros auditados.


 


26. Reunirse regularmente con la Alta Gerencia para dar seguimiento a la gestión del FJPPJ


 


Adicionalmente, la Junta Administradora, debe garantizar entre otros:


 


              a) Efectividad del Gobierno Corporativo:


               


La Junta Administradora, es la responsable de revisar y ajustar periódicamente el Gobierno Corporativo, a ser presentado por el Comité de Riesgos, para que se adapte a los riesgos y cambios del entorno, a que está sometido el FJPPJ, considerando todas las interrelaciones con la Gerencia, como con las personas beneficiarias y demás involucrados.


 


              b) Política de gestión de riesgo


               


La Junta Administradora es responsable de aprobar y controlar la gestión de riesgos y la política asociada, que le somete el Comité de Riesgos, definido por el Proceso de Riesgos; cerciorándose de su difusión e implementación por los restantes Procesos del FJPPJ, además, debe velar a través del Comité de Cumplimiento, por el desarrollo de una Cultura de Riesgos. Igual es responsable de la formulación de la Declaración de Apetito de Riesgo y de la definición de las responsabilidades sobre la gestión y control de riesgos, en manos del Proceso de Riesgos.


 


 c) Declaración y el cumplimiento del Apetito de Riesgo


               


La Junta Administradora, deberá aprobar la Declaración del Apetito de Riesgos, que sea comprendida por las partes interesadas pertinentes, entre otros: la propia Junta, la Gerencia del FJPPJ, los Órganos de Control (Comités de Riesgos, de Inversiones, de Cumplimiento y Auditorías entre otros), las personas colaboradoras del Fondo y otras interesadas, así como estar disponible para la Supen, dando el seguimiento para garantizar su cumplimiento y asegurar su alineamiento con los objetivos, la estrategia, el capital, los planes financieros. De acuerdo con las políticas emanadas por la Junta, comunicando la Declaración de Apetito de Riesgo, garantizando que incluye, entre otros:


 


• Consideraciones cuantitativas y cualitativas.


 


• El nivel y tipos de riesgo que el FJPPJ está dispuesto a asumir con el fin de desarrollar sus actividades e inversiones dentro de su capacidad de riesgo.


 


• Los límites y consideraciones de inversiones u operacionales, de conformidad con la estrategia de negocio o actividades sustantivas.


 


El Apetito de Riesgo debe comunicarse a toda la entidad, por medio del Proceso de Riesgos, a cada persona titular subordinada, quién debe garantizar que llega y es entendida por todas las personas colaboradoras a cargo, para que pueda ser vinculado a la toma de decisiones operativas diarias.


 


              d) Gestión y control del riesgo


               


La Junta Administradora, por medio del Comité de Riesgos, debe definir y comunicar las responsabilidades en torno a la gestión y control de los riesgos, con copia a la persona responsable de la Función de Cumplimiento, sin detrimento del resto de la regulación específica sobre la materia a cada persona involucrada en su gestión. Esta responsabilidad implica el diseño del Marco de Gestión Integral de Riesgos del FJPPJ, de la identificación de las Líneas de Defensa, así como la formulación de políticas y controles apropiados y alineados a la Declaración de Apetito de Riesgo. Lo mismo que del desarrollo de los planes de contingencia y de continuidad del negocio del FJPPJ.


 


              e) Desarrollo de una cultura corporativa sólida


               


La Junta Administradora debe asegurar la adopción de una cultura corporativa sólida, para ello:


 


▪ Se establece y controla el cumplimiento de los valores requeridos para el mejoramiento del FJPPJ, que aplican para sí mismo, las Direcciones, demás personas servidoras y partes interesadas que, por sus funciones o cargos, participen en el Gobierno Corporativo del FJPPJ; incluye a personas miembros externos de los comités, como los compromisos y comportamientos para que las inversiones o actividades se lleven a cabo dentro de un marco de legalidad y ética, conforme a las políticas establecidas y aprobadas por la Junta Administradora.


 


▪ Promover una cultura de gestión de riesgo sólida, transmitiendo a las personas integrantes del FJPPJ, las expectativas de la Junta y la importancia para que opere conforme al Apetito de Riesgo declarado.


 


▪ Aprobar y supervisar la implementación de la política de divulgación a todas las personas servidoras, de los valores del FJPPJ, estándares profesionales, la resolución de los conflictos de Interés; Código de Ética, políticas y objetivos que rigen al Fondo.


 


▪ Establecer las medidas disciplinarias para la Direcciones y demás personas servidoras ante desviaciones y transgresiones a la cultura, políticas declaradas, código de Ética y valores corporativos establecidos.


 


▪ Deber de cuidado, deber de lealtad y deber de probidad. Las personas integrantes de la Junta Administradora actúan atendiendo sus deberes de cuidado y lealtad, cumpliendo la legislación y normativa aplicable, con la mayor honradez, integridad y rectitud en el actuar. El Órgano de Dirección tiene una participación activa de los principales asuntos del FJPPJ y además se mantiene al día con los cambios sustanciales en su actividad…”


 


“[…] Artículo 17.- Comités de apoyo


 


La Junta Administradora establecerá los Comités de Apoyo que se requieran para la ejecución de las operaciones del FJPPJ, como para la dirección y control que considere oportuno en otros procesos del FJPPJ que le correspondan, de acuerdo con las normativas aplicables. En el control del FJPPJ, la Junta Administradora contará además de las unidades de staff; con comités, para lo cual se dejará constancia sobre su creación y sujeción a las disposiciones en sus actas. La creación y los lineamientos de funcionamiento de los comités es una atribución exclusiva de la Junta Administradora, siendo que los acuerdos adoptados son vinculantes para todas las personas servidoras del FJPPJ y la población beneficiaria del FJPPJ.


 


Los comités de apoyo cuentan con un reglamento que establece sus objetivos, funciones, esquema de votación, periodicidad de sus reuniones, evaluación de cumplimiento; entre otros. La información asociada a los comités se publicará en el sitio oficial definido por la Junta Administradora (pág. Web del FJPPJ), buscando la transparencia de su gestión.


 


Además, se da la potestad a la Junta Administradora de poder constituir en forma independiente, los equipos de trabajo que requiera y considere oportunos, como apoyo a su gestión. Estos equipos pueden ser de carácter permanente o temporales. La creación y los lineamientos de funcionamiento de estos equipos son aprobados por la Junta Administradora y se publicarán en el sitio oficial definido por esta.


 


Los Comités se reúnen mensualmente de forma ordinaria y de forma extraordinaria cuando se requiera y serán los responsables de proponer a la Junta Administradora las políticas respectivas, información actualizada para su toma de decisiones, quienes velarán por el seguimiento y cumplimiento de las políticas, aprobadas por la propia Junta, rindiendo los informes mensuales que correspondan debidamente avalados para ser remitidos a la Junta Administradora…”


 


“[…] Artículo 21.- Comité de Inversiones


 


El Comité de Inversiones se concibe como un órgano asesor técnico especialista, establecido por mandato de la Junta Administradora, conforme a mejores prácticas de gobierno corporativo, a este órgano le corresponde definir las directrices generales de inversión, supervisar la labor de la gestión del portafolio, evaluar si las recomendaciones del Proceso de Riesgos son acogidas, velar por el desempeño adecuado del portafolio, entre otras.


 


Este Comité debe cumplir con las funciones y obligaciones previstas en la normativa para este cuerpo colegiado. Es responsable de velar por el adecuado balance entre las estrategias de inversión del FJPPJ y su perfil de riesgo; de modo tal, que su accionar esté delimitado por una adecuada gestión, en cumplimiento de la Política de Inversiones del FJPPJ. Los acuerdos de este Comité son aplicables para toda la gestión de inversiones del FJPPJ, emitiendo directrices con los acuerdos relacionados a través de la Jefatura del Proceso de Inversiones, con copia a la Junta Administradora para garantizar su cumplimiento, acuerdos y directrices que deben ser seguidas por el Comité de Cumplimiento.


El Comité de Inversiones estará conformado por dos personas integrantes de la Junta Administradora, una de ellas presidirá el Comité en todas las sesiones; y un miembro externo, con experiencia en Inversiones y Gestión de Portafolios, el cual no podrá ser sustituido, ni integrar otros comités de la entidad y deberá estar presente para poder sesionar, todos con voz y voto.


 


El Comité de Inversiones tendrá la potestad de incorporar a otras personas servidoras del FJPPJ, además participan únicamente con voz, pero no derecho a voto: la jefatura del Proceso de Inversiones y una persona profesional de la Unidad de Gestión de Portafolios, que ameriten estar presentes en las sesiones del Comité y éste los convoque como invitados.


 


Sesionará mensualmente para ver los temas de inversiones, para orientar las decisiones en materia de la gestión de las inversiones del FJPPJ; y en forma extraordinaria cuando así lo considere la persona con cargo de presidente del Comité…”


 


“[…] Artículo 33.- Políticas de Gobierno Corporativo y Conflictos de Interés


 


Las políticas para la administración de los conflictos de intereses aplican tanto de los integrantes de la Junta Administradora, como personas en cargo de dirección y personas servidoras del FJPPJ; en las relaciones con las personas usuarias, beneficiarias, órganos reguladores, otras entidades vinculadas y otros sujetos con los que interactúa regularmente el FJPPJ y sus unidades o procesos de gestión.


 


La Junta Administradora aprueba las políticas que regulan el accionar del FJPPJ y vela porque los procesos no solo respalden, sino que además garanticen el cumplimiento y aplicación de dichas políticas en todos los niveles.


 


Le corresponde a la Junta Administradora resolver los conflictos de intereses que se identifiquen por las actuaciones de las unidades que integran el FJPPJ…”


 


De tal manera, tal y como fue expuesto en el oficio previamente remitido, considero necesario evidenciar y atender el escenario de un posible conflicto de intereses conforme a lo regulado en el reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial”, lo anterior por cuanto para el desarrollo de las funciones diarias que son de mi competencia en la ejecución de ambos cargos aquí analizados, se requiere de una definición y aclaración suficientes para la adecuada gestión las labores encomendadas, mismas que, vale la pena destacar, han sido asignadas por el patrono y no asumidas a título personal por este servidor.”


 


IV.       Que mediante oficio N° 026-CO-OC-2020 con fecha 12 de octubre en curso, la MSc. Kenia Alvarado Villalobos, de la Oficina de Cumplimiento del Poder Judicial, en atención a servicio de asesoría requerido por esta Dirección Ejecutiva señaló:


 


“Mediante nota de fecha 6 de septiembre de 2020, hace consulta sobre la posible situación de conflicto de intereses que se presenta entre el cargo de Jefatura del Departamento Financiero Contable y la participación en la Junta del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Sobre el particular procedo remitir el siguiente criterio. 


 


En primer lugar, es importante considerar que esta Oficina no le corresponde resolver el caso concreto, ello es resorte de la jefatura inmediata. Únicamente, le compete evacuar consultas sobre la interpretación y aplicación del reglamento de conflictos de intereses. Aclarada la competencia de esta instancia, me referiré a su consulta. 


 


Un conflicto de interés es aquella situación en el que el interés particular de la persona servidora pública pueda incidir indebidamente en el ejercicio del cargo, esto sucede cuando la situación posea la capacidad de afectar la objetividad e imparcialidad de la persona funcionaria en detrimento de la integridad de la toma de una decisión como parte de la gestión pública. (Artículo 3 y 7) En concreto, se trata de intereses en conflicto (el interés público y el interés privado), circunstancia que debe ser debidamente gestionado por la persona servidora que identifica la colisión de esos intereses. (Artículo 8 y 9).


 


[bookmark: x__ftnref1]Ahora bien, los intereses con capacidad de influir indebidamente en el ejercicio del cargo son de diferente índole: pueden derivarse de relaciones familiares, afectivas, de negocios, empresariales, o producto de un vínculo con organizaciones de diferente naturaleza. Sin embargo, la sola presencia de un interés de este tipo no implica necesariamente que nos encontremos ante una situación de conflicto de interés. Para que se configure el supuesto de un posible conflicto de interés, se requiere que ese interés particular de la persona servidora tenga la capacidad de incidir en el adecuado desempeño de su cargo. (Artículo 4 en relación con el 3). Como lo ha señalado la Contraloría General de la República, “el principio de imparcialidad debe regir en la sana administración de la cosa pública”[1], y a ese propósito responde este tipo de normativa.


 


En lo que respecta a la participación en una organización, que resulta ser una actividad particular legítima de toda persona, corresponde considerar si producto de esta actividad se genera una colisión que incida en los deberes del cargo de la persona funcionaria pública. Sobre este particular, se hará referencia más adelante.


 


Con respecto a la exigencia del deber abstención cuando concurra una situación de conflicto de interés, se advierte que existe jurisprudencia constitucional y dictámenes de la Procuraduría General de la República que establecen que ese deber de abstención no se supedita a la necesaria aplicación de una causal prevista en la legislación, toda vez que pueden considerarse otros supuestos en los que razonablemente se determine un riesgo a la garantía de imparcialidad. En este sentido puede consultarse los votos 4727-98 y 1223-2002.





En esa misma línea de pensamiento, la Procuraduría General de la República, ha señalado:


 


(…) El deber de abstención existe y se aplica en la medida en que exista un conflicto de intereses que afecte, en mayor o menor medida, la imparcialidad, la objetividad, la independencia de criterio del funcionario que debe decidir; por ende, comprende también los casos de conflicto u oposición de intereses: ese deber puede derivar de la existencia de una incompatibilidad de situaciones derivadas de la oposición o identidad de intereses. Incompatibilidad que determina la prohibición de participar en la deliberación y decisión de los asuntos en que se manifieste el conflicto o identidad de intereses. Es en ese sentido que se afirma que el deber de abstención se impone aún en ausencia de una expresa disposición escrita (…). (Dictamen N° C-302-2009 del 27 de octubre de 2009)


 


Como se desprende, véase que un conflicto de interés puede derivar de la colisión por oposición o por identidad de intereses, en cuyo caso la imparcialidad de la persona funcionaria pública puede verse afectada.


 


En este orden de ideas, es importante considerar el objeto o naturaleza de las instancias en las que la misma persona se desempeña, así como los deberes inherentes al cargo y las relaciones que pueden derivarse.


 


[bookmark: x__ftnref2]Conforme lo dispone el numeral 2 del Reglamento Interno del Macro Proceso Financiero Contable[2], esa instancia se ubica dentro de la Dirección Ejecutiva, y le corresponde ejecutar toda gestión relacionada con el proceso de tesorería, presupuesto y contabilidad, análisis financiero y riesgo, así como calidad. Cada una de esas áreas tiene asignada una serie de subprocesos que aseguran la ejecución de toda la actividad financiera y contable del Poder Judicial. De acuerdo al artículo 6 del reglamento, esta unidad estará a cargo de una jefatura, al que le corresponde velar por el cumplimiento de las labores asignadas a cada área que la integra, teniendo las siguientes funciones:


 


• Garantizar razonablemente el cumplimiento de las leyes, las normas y procedimientos que regulan la actividad financiera, presupuestaria y contable del Macro Proceso Financiero Contable.


 


• Dirigir, organizar, planificar, coordinar, controlar y evaluar las actividades que le correspondan al Macro Proceso Financiero Contable.


  


• Responder, ante su superior, por el debido y cabal cumplimiento de las funciones asignadas al Macro proceso.


 


• Proporcionar la información requerida por las diferentes oficinas del Poder Judicial, en asuntos de su competencia.


 


• Velar por la correcta ejecución del presupuesto del Poder Judicial.


 


• Realizar análisis por partida y subpartidas del presupuesto, para recomendar oportunamente las modificaciones que fueren convenientes.


 


• Participar en las Comisiones a las que fuere convocado.





• Evacuar las consultas que le plantee el personal del Macro Proceso sobre asuntos atinentes a su labor.





• Aprobar la recomendación de inversión de los recursos dinerarios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y otras cuentas del Poder Judicial.


 


• Rendir los informes solicitados por su superior o por iniciativa propia cuando las circunstancias lo ameriten.


 


• Ejercer el régimen disciplinario sobre los funcionarios del Macro Proceso conforme con la normativa vigente.


 


• Rendir los informes que le solicite la Corte Plena, el Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva con la periodicidad que se le indique.


 


• Cualesquiera otros deberes y atribuciones que por leyes, reglamentos, acuerdos de Corte Plena, Consejo Superior y/o Dirección Ejecutiva o circulares le correspondieren.


 


[bookmark: x__ftnref3][bookmark: x__ftnref4]En lo que respecta a la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, (en adelante Junta), es relevante indicar que está creada por ley[3] con las siguientes características[4]:


 


·            Es un órgano del Poder Judicial


·            Goza de independencia funcional, técnica y administrativa.


·            Cuenta con personería jurídica instrumental para ejercer sus atribuciones y representar judicial y extrajudicialmente al fondo.


 


Según lo estable el ordinal 239 de la LOPJ, a la Junta le corresponde la administración del fondo de pensiones y jubilaciones y toda gestión derivada de ello, entre las que destacan:


 


·            resolver las solicitudes de jubilación y pensión


·            recaudar la cotización


·            hacer los estudios actuariales


·            invertir los recursos


 


En lo que respecta a la inversión de los recursos, de acuerdo a lo que señala el numeral 240 bis de la LOPJ: “La Junta Administradora, bajo su responsabilidad, invertirá los recursos acumulados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en las mejores condiciones de mercado, de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad”.


 


[bookmark: x__ftnref5]A esta figura jurídica creada en la ley 9544 y que reúne condiciones sui generis, que no es objeto de este criterio, se debe agregar que existe un convenio de cooperación interinstitucional y de préstamo de recursos[5] con el Poder Judicial, en el ámbito estrictamente operativo, cuyo objeto es brindar colaboración de “servicios, recursos y el apoyo logístico necesario en préstamo temporal a la Junta Administradora” durante el plazo que le lleve asumir “sus competencias asignadas por la Ley N° 9544; que llegue a tener la autosuficiencia necesaria para funcionar de manera independiente”.


 


De acuerdo a la cláusula quinta del convenio, el Macroproceso Financiero Contable, apoyará dentro de los subprocesos contable, de integración de sistemas, de inversiones, de riesgo, de ingresos y de egresos. De un total de veinte labores y servicios que brindará esa unidad, destaca:


 


·            Pago de diferentes rubros


·            Plataforma de servicios


·            Gestión de cuentas por cobrar


·            Conciliación y arqueo de títulos valores de inversión


·            Gestión de portafolios financieros


 


Como se desprende de todo lo indicado, la Junta desarrolla su actividad bajo particulares condiciones que se encuentran debidamente reguladas para asegurar el ejercicio de sus atribuciones legales y competencias asignadas. Para garantizar su funcionamiento, surge el convenio de colaboración interinstitucional en el que el Poder Judicial brinda apoyo con recurso humano y técnico, y sigue prestando los servicios requeridos por la Junta, entre los más relevantes, los que desarrolla el macro proceso financiero contable. Lo anterior, trae como consecuencia que personal de esa instancia (financiero contable), dependiente de la Dirección Ejecutiva, preste labores y servicios a la Junta, dentro el ámbito estrictamente operativo, y “bajo las políticas de administración de la Junta Administradora, en apego a la supra citada ley de su creación, sin perjuicio de lo que disponga el Consejo Superior del Poder Judicial, aplicando criterios de legalidad, necesidad, oportunidad y conveniencia”, según lo estipula la cláusula primera del convenio referido.


 


Bajo este orden de ideas, es preciso identificar que, el proceso de creación y funcionamiento de la Junta está intrínsicamente ligado al Poder Judicial, existiendo entre ambas instancias, por el momento y como resultado de un acuerdo entre partes, identidad de actividades, entendido como el desarrollo de procesos producto de las competencias legales asignadas a cada ente (Poder Judicial y Junta) y que se ejecutan en una misma unidad, el Macro Proceso Financiero Contable.


 


[bookmark: x__ftnref6][bookmark: x__ftnref7]Dicho lo anterior, resulta importante dejar claro que se tomó en consideración que en el caso de la Junta, la dirección y decisión de la gestión como producto del ejercicio de las facultades y atribuciones delegadas[6], recae en sus miembros, y la ejecución de los acuerdos de esa instancia le corresponde al Macro Proceso Financiero Contable, por así disponerlo el convenio de repetida cita. Es decir, la función de dirección y de ejecución, conforme a la regulación atinente, están divididas. No obstante lo anterior, esa separación en la gestión de dirección y de ejecución se ve interferida en el caso de que coincidan en ambas instancias una o varias personas. Situación que ya fue analizada por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) concluyendo que desarrollar funciones de dirección y gestión simultáneamente, resulta incompatible[7].


 


A lo señalado anteriormente, es necesario agregar que las responsabilidades de dirección, gestión, supervisión y disciplinarias de una persona servidora pública no pueden ceder para atender intereses particulares legítimos, con la independencia del tipo de interés, sea personal, familiar o por vínculo con una organización de cualquier naturaleza. En este sentido, retomando lo indicado al inicio, en materia de conflictos de intereses, el deber de abstención no se circunscribe a causales estipuladas en la normativa, también aplica en todo supuesto en que razonablemente pueda determinarse que existe riesgo de imparcialidad. Colorario de lo señalado, conforme lo dispone el reglamento de conflictos de intereses, los principios esenciales que rigen el manejo de un conflicto de interés conminan a asegurar servir al interés público, de manera que: “debe asegurarse que la función pública sea ejercida buscando la satisfacción del interés general, con apego a la legalidad, sin la menor consideración de provecho personal”. (Art. 6).


 


[bookmark: x__ftnref8]Por otra parte, como complemento para la toma de la decisión sobre la gestión presentada, no puede dejar de citarse la recomendación contenida en las Nomas de Control Interno para el Sector Público[8], apartado 2.5.3, sobre la separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones, que establece en lo conducente:


 


“El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben asegurarse de que las funciones incompatibles, se separen y distribuyan entre los diferentes puestos; así también, que las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores. Cuando por situaciones excepcionales, por disponibilidad de recursos, la separación y distribución de funciones no sea posible debe fundamentarse la causa del impedimento. En todo caso, deben implantarse los controles alternativos que aseguren razonablemente el adecuado desempeño de los responsables”.


 


Finalmente, dada las particularidades de la figura jurídica con la que se creó la Junta, y el modelo de integración de sus miembros, es importante abordar dos temas: el primero, con respecto al órgano llamado a resolver la gestión de un posible conflicto de interés, es decir, qué instancia se reputa como superior jerárquico y segundo, en lo atinente a la debida resolución de la gestión, cuál interés debe prevalecer, el de la Junta o el del Poder Judicial.  Recordemos que conforme al numeral 239 de la LOPJ, la Junta fue creada como un órgano del Poder Judicial, -con independencia en su accionar-, circunstancia que genera una relación entre ambas dependencias que no se puede desconocer, aunado a que comparten procesos y funcionarios en ambas instancias. 


 


[bookmark: x__ftnref9][bookmark: x__ftnref10]Pasemos ahora a revisar el concepto de servidor público a la luz de lo que dispone el numeral 111[9] de la Ley General de Administración Pública y el artículo 2 de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública[10]. De acuerdo a esas normas, la Procuraduría General de la República ha considerado como características que distinguen a un servidor público las siguientes:


        


1.          “Se trata de una persona física que presta servicios en la Administración Pública, tanto estatal como no estatal. Ese servicio es prestado a nombre y por cuenta de los órganos o entes de los cuales forma parte.


 


2.          Existencia de un acto válido y eficaz de investidura.


 


3.          No es indispensable la existencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva.


 


[bookmark: x__ftnref11]4.          Se equiparan los conceptos de "funcionario público", "servidor público", "empleado público", "encargado de servicio público”.[11]


 


Por otra parte, es importante mencionar, que abundante jurisprudencia y criterios de la Procuraduría General de la República señalan que la condición de servidor público se adquiere con independencia de que la actividad o servicio prestado, sea remunerado o no. Así las cosas, el salario no determina la condición de funcionario público.


 


La figura con la que fue creada la Junta y la conformación de sus miembros, plantea una interesante discusión sobre el régimen laboral aplicable a los integrantes de la Junta que también prestan sus servicios en el Poder Judicial, asunto que debe ser resuelto en otra sede. Lo que no es discutible es que, entre ambas dependencias, basados en normas de rango constitucional (artículo 152 y siguientes), es el Poder Judicial el que responde a la satisfacción de un interés general, la administración de justicia, y por ende, ante una colisión de intereses, la resolución debe privilegiar el interés público, es decir, asegurar la labor sustancial que desarrolla este Poder de la República.


 


Desde esta perspectiva, por sujeción jerárquica y en atención al interés público, el llamado a resolver la gestión de un posible conflicto de interés con las características ya apuntadas, es el superior jerárquico del Poder Judicial, como responsable de los procesos y del personal que ejecuta la labor sustancial de esta institución. Lo anterior, tomando en consideración los principios que rigen el manejo adecuado de los conflictos de intereses regulados en el numeral 6 del reglamento que señala:


 


“Artículo 6. Principios esenciales para el manejo de los conflictos de interés.


 


Las personas servidoras judiciales y las autoridades encargadas de la gestión de los conflictos de interés en el Poder Judicial, frente a los problemas de este tipo, deben observar los siguientes principios:


 


-Servir al interés general: debe asegurarse que la función pública sea ejercida buscando la satisfacción del interés general, con apego a la legalidad, sin la menor consideración de provecho personal.


 


  -Transparencia y escrutinio: los intereses y relaciones privadas del personal judicial que puedan comprometer el ejercicio desinteresado de las funciones públicas, deben ser revelados de manera apropiada y oportuna, como garantía de transparencia y correcta gestión de las situaciones de conflictos de interés.


 


-Promover la responsabilidad individual y ejemplo personal: las personas servidoras judiciales deben comportarse todo el tiempo con integridad, y asumir la responsabilidad de organizar sus asuntos privados para evitar los conflictos de interés.


 


-Imparcialidad e independencia: se debe privilegiar la independencia e imparcialidad en la gestión de las funciones, como medio para asegurar su efectivo cumplimiento y la satisfacción del interés general.


 


-Protección de la confianza y credibilidad de la función judicial: la desconfianza y el desprestigio se deben evitar, por los responsables en cada caso concreto, mediante la adopción de medidas efectivas y oportunas que den solución a los conflictos de interés de las personas servidoras judiciales y tutelen la imagen de imparcialidad e integridad del Poder Judicial, con apego a la ley”.


 


Sobre la prevalencia del interés general en el ejercicio de la función pública, la Procuraduría General de la República, en dictamen C-106-2010, señaló:


 


“El funcionario público no sólo debe actuar con objetividad, neutralidad e imparcialidad, sino que toda su actuación debe estar dirigida a mantener la prevalencia del interés general sobre los intereses particulares. La apreciación de ese interés general puede sufrir alteraciones cuando el funcionario tiene un interés particular sobre el asunto que se discute y respecto del cual debe decidir”. (En igual sentido puede consultarse el oficio 11456-2005(DAGJ-2712-2005) del 12 de septiembre de 2005, de la Contraloría General de la República. También puede consultarse los votos de la Sala Constitucional 2883-96 y 3932-95).


 


Así las cosas, el superior jerárquico, en el caso que no ocupa, la Dirección Ejecutiva, le corresponde analizar si en supuesto de hecho, es decir, en el caso concreto:


 


a.           la situación conlleva un riesgo de imparcialidad tomando en consideración que el deber de abstención que cobija a todo servidor público no se limita a las causales previstas en la legislación,


 


b.          la posible incompatibilidad en el ejercicio simultáneo de un funcionario que ejerza la función a cargo del macro proceso financiero contable y en la Junta, ante la identidad de actividades que desarrolla esa instancia (financiero contable) para el Poder Judicial y la Junta, cada cual de acuerdo a las atribuciones legales.


 


c.           Debe considerarse para la toma de la decisión, la Ley General de Control Interno y las Normas de control interno para el sector público (N-2-2009-CO-DFOE), que constituyen lineamientos para el aseguramiento de los objetivos institucionales, bajo parámetros de transparencia en la gestión pública dentro el marco de legalidad, la ética y rendición de cuentas.


 


d.          Todo lo anterior, valorando además, que ante la colisión de intereses (público-privado), la resolución debe asegurar la satisfacción del interés general garantizando la función pública.


 


CONSIDERANDO:


 


Para la resolución de la gestión de conflicto de interés planteada por el señor Miguel Ovares Chavarría, resulta relevante tomar en consideración los siguientes aspectos:


 


                                    I.              Conforme a la “Regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de conflictos de interés en el Poder Judicial” (en adelante la regulación), el señor Ovares Chavarría pone en conocimiento la potencial situación de conflicto de intereses, circunstancia que surge a partir del momento en que retoma la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable y a su vez ocupa el puesto de Director de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante la Junta).


 


                                  II.              Conforme lo dispuesto por el numeral 9 de la regulación de conflictos de intereses, corresponde al superior jerárquico resolver las gestiones de posibles conflictos de intereses del personal subalterno. Pese a que el gestionante ejecuta labores en dos instancias diferentes dentro del Poder Judicial, no puede desconocerse que es en la Dirección Ejecutiva donde se atienden las funciones sustanciales de este Poder de la República según el mandato constitucional. En ese sentido, en el caso que nos ocupa, la competencia para resolver el posible conflicto de interés del señor Ovares Chavarría recae en la Dirección Ejecutiva, como superior jerárquico. 


 


                                 III.              Conforme lo disponen los numerales 84 y 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Dirección Ejecutiva es un órgano dependiente del Consejo Superior que tiene a cargo la gestión administrativa del Poder Judicial, función que se ejecuta desde las diferentes áreas que la componen, entre estas, el Macro Proceso Financiero Contable, instancia  responsable de la ejecución de los recursos financieros de la institución, y que brinda múltiples servicios, tales como: el trámite y cancelación de las pensiones y jubilaciones, de las facturas con cargo al presupuesto; así como de dar curso administrativo al pago de depósitos judiciales y pensiones alimentarias, honorarios, peritajes, jubilaciones, pensiones y consultorías en el ámbito de su competencia


 


                                IV.              Con la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, surge la necesidad de realizar el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta” a efectos de garantizar la continuidad del servicio para la administración del fondo de pensiones, manteniendo el apoyo del Macro Proceso Financiero Contable en lo atinente a las competencias de la Junta.  En esa medida, se acordó el préstamo necesario de servidores para las labores técnicas y/o asistenciales pertinentes de la Junta Administradora, siendo que los servicios de estas personas serán cedidos y facilitados; lo “anterior en el entendido de que la cesión de recursos o servidores no implicará la afectación de la gestión sustantiva del Poder Judicial y que la Junta Administradora asumirá las potestades decisorias en todos los procesos que correspondan a sus competencias legales”. Ver cláusula segunda.


 


                                  V.              Como lo señala el gestionante, en su oficio 599-FC-2020, existe un vínculo directo con varias actividades y funciones relacionadas con la labor que se desarrolla en la Junta, mismas que se ejecutan en el Macro Proceso Financiero Contable como consecuencia del convenio descrito supra, y en donde el señor Ovares asume la responsabilidad de dirección y supervisión de esas actividades como jefe inmediato de ese departamento. Es decir, bajo ese contexto, de asumir las dos funciones, tanto en la Junta como en el Departamento Financiero Contable, estarían coincidiendo funciones de decisión y de ejecución en una misma persona. Una situación similar, ya fue analizada en su oportunidad por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), señalando en el oficio número SP-988-2019, que las funciones de dirección y de ejecución simultánea en una persona resultaba incompatible, criterio que se comparte.  En igual sentido, se pronunció la Oficina de Cumplimiento, instancia competente para atender consultas sobre la interpretación y aplicación del reglamento de conflictos de intereses, según se desprende del oficio número 026-CO-OC-2020 de fecha 12 de octubre.


 


                                VI.              Aunado a lo anterior, es importante considerar que la situación de conflicto de interés y/o la incompatibilidad señala, se identifica como un riesgo para la debida gestión y supervisión del Macro Proceso Financiero Contable derivado de la identidad de actividades y la concentración en una misma persona que integra la Junta y ocupa el puesto de jefatura del departamento en cuestión.  Desde esta perspectiva, resulta necesario valorar el riesgo detectado.


 


                              VII.              Conforme el numeral 12 inciso a) y d) de la Ley General de Control Interno (Ley número 8292), corresponde a los jerarcas y titulares subordinados velar por el adecuado desarrollo de las actividades del ente o del órgano a su cargo, así como, garantizar que el sistema de control interno cumpla con las características establecidas en la normativa. Como parte de las acciones del ambiente de control, los titulares subordinados deben asegurar el cumplimiento de los fines institucionales y establecer con claridad las relaciones de jerarquía, asignando la autoridad y responsabilidad a los funcionarios para que los procesos se lleven a cabo de acuerdo con el bloque de legalidad y criterio técnico aplicable. (Artículo 13). Identificar y analizar los riesgos detectados que puedan incidir negativamente en el logro de los objetivos institucionales, así como valorar el impacto que pueden generar, son tareas que también están a cargo de los titulares subordinados, según el numeral 14 de dicha ley. Estas disposiciones se complementan con las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CODFOE, en adelante Normas), que disponen la necesidad de considerar el manejo de conflictos de intereses (2.3.1:d), como parte del fortalecimiento de la ética institucional. Aunado a ello, las normas disponen la importancia de definir una estructura organizativa que contenga las líneas de jerarquía, de dependencia y de coordinación adecuados para fortalecer el logro de los objetivos, (2.5) asegurando la delegación de funciones para la exigencia de responsabilidad y asignación de autoridad de los funcionarios para la adecuada toma de decisiones y acciones (2.5.1). De especial atención resultan las disposiciones sobre la autorización y aprobación de operaciones y transacciones por parte del funcionario con potestad para concederla, en consideración a los riesgos inherentes (2.5.2). Finalmente, la separación de funciones incompatibles y del procesamiento de transacciones (2.5.3), señala la obligación de aseguramiento de la separación de funciones incompatibles que incluye “las fases de autorización, aprobación, ejecución y registro de una transacción, y la custodia de activos, estén distribuidas entre las unidades de la institución, de modo tal que una sola persona o unidad no tenga el control por la totalidad de ese conjunto de labores”. La regla sobre la separación de funciones se exceptúa cuando la disponibilidad de recursos así lo imponga; situación en la que no nos encontramos.


 


                             VIII.    Con base en todo lo señalado, la identificación del riesgo detectado que resulta de la identidad de procesos y de funciones de dirección y ejecución en una misma persona, impone la necesidad de tomar una medida que dé respuesta a dicho riesgo. Si se opta por mantener a la jefatura del Macro Proceso Financiero Contable separado de las funciones o actividades desarrolladas en ese departamento que se originen en las labores propias de la Junta con tal de evitar el ejercicio de funciones incompatibles, resultaría contraproducente y abre la brecha de otro riesgo, que impacta la labor sustancial de la institución. La estructura orgánica de la Dirección Ejecutiva se encuentra claramente definida, la distribución de responsabilidades de dirección y supervisión están debidamente asignadas a lo interno, y ello incluye, la jefatura a cargo del señor Miguel Ovares. La función que como jefatura se ejerce tiene el propósito de asegurar la gestión y la consecución de los objetivos institucionales, todo en observancia a las normas de control interno, razón por la cual, no resulta procedente separar al señor Ovares de su responsabilidad de dirección y supervisión como encargado del Departamento Financiero Contable.


 


POR TANTO:


 


[bookmark: x__Hlk56417470]Colorario (sic) de lo expuesto, SE RESUELVE que el ejercicio de la jefatura del Departamento Financiero Contable resulta incompatible con la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De igual forma, la solución de separar al gestionante de la supervisión de los procesos de la Junta que se desarrollen en el departamento que dirige, genera otro riesgo que impide tomar esa medida.  El aseguramiento de la consecución de los objetivos de la institución que están a cargo de la Dirección Ejecutiva no puede verse afectados, posición que está definida en la cláusula segunda del convenio citado según fue expuesto.  Así las cosas, se acoge la gestión de conflicto de intereses del señor Ovares Chavarría, y se declara la incompatibilidad del desempeño de los dos cargos indicados, debiendo prevalecer la función asignada en la jefatura del Departamento Financiero Contable.  NOTIFÍQUESE. MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial.”


 


-0-


 


El master Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos, SP-1441-2020 del 11 de noviembre de 2020, comunicó lo siguiente:


 


“Se recibió el oficio N°814-2020, del 22 de octubre de 2020, mediante el cual se solicita a esta Superintendencia emitir un criterio sobre el posible conflicto de interés que pueda presentar el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe del Departamento Financiero Contable del Poder Judicial y miembro tanto de la Junta Administrativa como del Comité de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.


 


Según lo establecido en el Reglamento de Gobierno Corporativo el que el señor Ovares sea Jefe del Departamento Financiero Contable y miembro de la Junta Administradora, no se percibe como un conflicto de interés; sin embargo, el ser miembro del Comité de Inversiones, si conlleva a un conflicto de interés, contradiciendo lo establecido en el artículo 9 del Reglamento de Gestión de Activos el cual se transcribe:


 


(…) No pueden ser miembros del Comité de Inversiones las personas relacionadas con la ejecución de la Política de Inversiones, con la función de cumplimiento, y quienes pertenezcan a la unidad o función de riesgos. No obstante, podrán participar en las sesiones con voz, pero sin derecho a voto (…), el subrayado no es del original.


 


Por su parte, en la revisión sobre la conformación del Comité de Riesgos, se determinó que el secretario de dicho comité es el Jefe del Proceso de Riesgos y aunque su participación en el Comité es con voz pero sin voto, se incumple con lo indicado en el artículo 14 del Reglamento de Riesgos, el cual dice:


 


(..)Ningún funcionario de la entidad regulada podrá ser miembro del Comité de Riesgos.


 


Al respecto, conforme lo dispuesto en el artículo 23 del Reglamento de Gobierno Corporativo, se le solicita en un plazo máximo de veinte días hábiles posteriores al recibido de esta comunicación, remita a esta superintendencia la política a la que se refiere la normativa vigente.


 


- 0 -


 


En sesión 31-2009 celebrada el 7 de setiembre de 2009, artículo VIII, la Corte Plena tuvo por rendido el informe de la Magistrada Camacho y aprobó el “Reglamento Interno del Macroproceso Financiero Contable.


 


Posteriormente, mediante circular 72-2020 del 10 de mayo de 2019, “Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de Interés en el Poder Judicial””, la Corte Plena, en sesión No. 14-19 celebrada el 1 de abril de 2019, artículo XIII, dispuso aprobar el reglamento para evitar los conflictos de intereses en el Poder Judicial.


 


Seguidamente, en sesión N° 06-2020 de 10 de febrero de 2020, artículo XXII, se aprobó la suscripción del convenio denominado “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, además se autorizó al máster Carlos Montero Zúñiga en condición de presidente de esta Junta Administradora, a suscribir el citado convenio.


 


Por unanimidad se acordó: 1.) Tomar nota de la resolución N°. 904-2020 del 26 de octubre del 2020, emitido por la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, Directora MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins. 2.) Manifestar que en sesión N°. 33-2020, artículo XXXI se remite consulta a la Superintendencia de Pensiones como Ente encargado de supervisar a la Junta Administradora del FJPPJ sobre la situación del Sr. Ovares Chavarría, dicho ente supervisor indicó mediante oficio N°. SP-1441-2020 que “no se percibe como un conflicto de interés” la participación del Sr. Ovares Chavarría como integrante titular de la Junta Administradora del FJPPJ y como Jefe a.i. del Macroproceso Financiero Contable, conforme a lo definido en el Reglamento de Gobierno Corporativo al cual se debe sujetar este órgano colegiado. 3.) Tomar nota del oficio N°. 0784-FC-2020, mediante el cual el MBA. Miguel Ovares Chavarría comunica esta situación a la honorable Corte Plena y pone a disposición de dicho órgano colegiado su puesto como titular de la Junta Administradora del FJPPJ. 4.) Manifestar que la Junta Administradora del FJPPJ considera que:  a) Al ser un Órgano del Poder Judicial conforme se define en la Ley N°. 9544, en su artículo N°. 239. b) Al ser previamente analizadas las calidades del Sr. Ovares en el proceso de selección de candidatos para conformar este órgano colegiado. c) Al ser este elegido en representación del patrono para ocupar dicho cargo y no por interés propio o beneficio personal. d) Al tomar en consideración las manifestaciones realizadas por la Superintendencia de Pensiones en su oficio N°. SP-1441-2020, en su calidad de ente supervisor, este órgano colegiado coincide con el criterio de la SUPEN y no percibe esta situación como un conflicto de intereses por la participación como integrante titular del Sr. Ovares Chavarría.  5.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Secretaría General de la Corte para que se someta a conocimiento de la honorable Corte Plena al momento de analizar este caso. 6.) Estar a la espera de lo que la estimable Corte Plena decida sobre la situación expuesta en cuanto a la continuidad del MBA. Miguel Ovares Chavarría como integrante titular de la Junta Administradora del FJPPJ o la designación de un nuevo integrante que actúe en su representación como integrante propietario dentro de la lista de suplentes previamente seleccionados, conforme lo establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo N°. 240, con el fin de no afectar el funcionamiento de este Órgano del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.”
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	Se concede el uso de la palabra a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, quien expone: “Me parece importante hacer un preámbulo de previo a analizar específicamente el tema que nos expone don Miguel Ovares Chavarría. 





Tenemos que considerar que la Ley 9544 que viene a reformar el título noveno de la Ley Orgánica del Poder Judicial, relativo a las jubilaciones y pensiones de la Corte, llevó a la Corte a elegir como integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial a don Miguel Ovares Chavarría y aquí si tengo que hacer énfasis en que don Miguel, es representante de la parte patronal en esta Junta, porque recordemos que la junta es bipartita y tiene una representación patronal y una representación obrera del colectivo judicial que eligió a sus representantes de forma de manera democrática.





	La designación de don Miguel, se dio en el año 2019, cuando don Miguel se desempeñaba como Jefe del Departamento de Proveeduría, luego don Miguel el año pasado, toma la determinación de regresar al Departamento Financiero Contable donde él tiene su propiedad, y donde se desempeña actualmente como jefe de ese Departamento, debido a que existe un convenio suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, las diferentes dependencias del Poder Judicial le damos servicios a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y hasta tanto la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial disponga de una estructura administrativa que le permita llevar a cabo sus funciones.





	En este quehacer, el Departamento Financiero Contable, pues tiene un papel preponderante, es permanente el trabajo o el servicio que le da a la Junta desde llevar a cabo las inversiones, hasta realizar el pago quincenalmente de la planilla de los jubilados y pensionados, es con este motivo que don Miguel cuando se reincorpora al Departamento Financiero Contable, me expone primero de manera informal y luego mediante una nota, su preocupación sobre un posible conflicto de interés en sus funciones como Director de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial y también como Jefe del Departamento Financiero Contable.





	Es de esta manera, que conforme lo establece el reglamento que es la regulación para la prevención, identificación y la gestión adecuada de los conflictos de intereses en el Poder Judicial, que se entra a resolver este conflicto de interés que presenta don Miguel, para lo cual de mi parte requerí un criterio a doña Kenia Alvarado en su condición de Oficial de Cumplimiento del Poder Judicial, una vez que se contó con los diferentes elementos y también  se contó con una aplicación al informe de don Miguel, se hizo la valoración respectiva por parte de la Dirección Ejecutiva, que como superior jerárquico en este caso y conforme al reglamento, es al que le corresponde resolver lo relativo al conflicto de interés de don Miguel, como jefe del Departamento Financiero Contable.





	Después del análisis respectivo, se determina que efectivamente estamos en presencia de un conflicto de interés, debido al doble rol en el que participa don Miguel de manera activa en la parte de Financiero Contable, aprobando informes que van para la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, rindiendo diferentes servicios a la Junta y luego en la Junta tomando decisiones.





En ese sentido también se toma en cuenta algún antecedente que en su momento se analizó, cuando se valoró a la persona de don Oslean Mora como posible integrante de la Junta y la Superintendencia de Pensiones había determinado en ese caso particular, una condición de conflicto de interés. 





Es así como después de todo este análisis que la Dirección Ejecutiva emite una resolución a las 13:22 horas del 26 de octubre anterior, donde determina que hay un conflicto y que si bien se valoraron las diferentes alternativas que da el cuerpo normativo, el Reglamento para la Regulación de la Conflictos de Intereses en el Poder Judicial, se determina que aquí la relación es tan estrecha que no podemos acudir a algunas de las alternativas de mitigación del conflicto, sino que corresponde que el máster Ovares Chavarría valore una renuncia a la Junta o a su puesto en el Poder Judicial. Por supuesto que como Directora Ejecutiva y enfocándose conforme lo establece esta normativa en que debe prevalecer el interés institucional de frente al particular que se determina, que lo que correspondería en este caso pues sería la renuncia a la Junta.





	Esa es la situación que se expone, se comunicó al Consejo Superior y se eleva a conocimiento de esta Corte Plena, porque como señalé al inicio de mi participación, el máster Ovares Chavarría fue electo por la Corte Plena como representante patronal, entonces en esa medida la Corte Plena es la que le corresponde valorar la situación y determinar las acciones a seguir para la sustitución o lo que determine, reitero para el caso del máster Ovares Chavarría. Cualquier duda con mucho gusto".





	Señala el magistrado Salazar Alvarado: "Antes de entrar al fondo del asunto y poder determinar si realmente existe un conflicto de interés o no según lo que expone la señora Directora Ejecutiva.





Quiero preguntarle a la señora Secretaria General si ella tiene, es que yo no lo encontré en lo que venía ayer adjunto, si cuando se nombró por parte de esta Corte Plena al máster Ovares Chavarría, los magistrados y magistradas de la Sala Constitucional. ¿Participamos o no en la elección? Porque en algún momento de esa sesión, yo no sé si fue para ese preciso momento o no, yo había externado que la creación de la famosa esta Junta, que hora se llama Junta Administradora del Fondo Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, antes era una atribución que por ley tenía el Consejo Superior, esa parte de la reforma en las pensiones del Poder Judicial, como es reforma a las pensiones judiciales incluye la creación de la junta, la Sala Constitucional tiene en estudio una acción de inconstitucionalidad sobre las modificaciones en tiempo de servicio, en monto e incluso la creación de la Junta Administradora, lo cual ya había sido objeto de consulta ante la Sala Constitucional. Entonces antes de ver el fondo del asunto, si la licenciada Navarro Romanini me aclara, porque no lo encontré. Si en la votación del máster Ovares Chavarría participamos o nos abstuvimos, para volverlo hacer ahora, los magistrado y magistradas de la Sala Constitucional? 





Muchas gracias, señor Presidente".





	Indica la Secretaria General: "Voy a revisar, porque no tengo a mano el acuerdo, pero sí lo puedo conseguir en un momento.” 





	Dice el señor Presidente, magistrado Cruz: "No tengo a nadie en el uso de la palabra, quería preguntarle a la master Romero Jenkins según me informaron pero no sé si usted conoce el detalle, la supervisora de pensiones no sé si es la Superintendencia de General de Entidades Financieras, pero no estoy seguro, la Superintendencia de Pensiones perdón, hizo una valoración de esta situación y me parece que dijo que no había incompatibilidad ¿Usted sabe algo de eso, máster Romero Jenkins?





	Menciona la máster Romero Jenkins: "Sí, señor, efectivamente como parte del antecedente que viene en este artículo, también viene el acuerdo en el que la Junta Administradora conoce del tema, ellos lo comunicaron a la Superintendencia de Pensiones y la Superintendencia de Pensiones refiere que hay una incompatibilidad pero en su función como integrante de la Comisión de Inversiones, ellos en cuanto a la Junta como tal no lo señalan. Sin embargo, señor Presidente en este caso en particular conforme el Reglamento para la Atención de Conflictos de Intereses en el Poder Judicial, a quien le corresponde resolver y valorar sobre el posible conflicto de interés sería específicamente a la Dirección Ejecutiva como superior jerárquico del máster Ovares Chavarría y es ante esta instancia que él lo presenta y en esa valoración que hacemos con el criterio técnico de doña Kenia, sí determinamos que ya desde la perspectiva del Poder Judicial, desde la perspectiva de la Dirección Ejecutiva pues sí consideramos que persiste o que hay un conflicto de interés".





	El Presidente, magistrado Cruz le consulta a la máster Romero Jenkins: “Usted puede dar un ejemplo muy concreto de cómo se manifiesta ese conflicto de interés en la práctica, perdone que tal vez voy sobre el terreno que ya usted expuso, pero nada más como un ejemplo especifico que usted visualice en su experiencia máster Romero Jenkins.”





	Responde la máster Romero Jenkins: "Sí, por ejemplo en forma particular nosotros la Dirección Ejecutiva le pide criterio al Departamento Financiero Contable sobre la opción de que el Fondo de Jubilaciones le otorgue al Poder Judicial específicamente por ejemplo el fideicomiso, créditos para desarrollar un proyecto, el máster Ovares Chavarría da un criterio y luego también igual nos da un criterio a la Dirección Ejecutiva y luego el máster Ovares Chavarría va a la Junta y resuelve respecto de otorgar ese crédito o no al Poder Judicial. Entonces, ahí tenemos la situación que tiene que vestirse con dos camisetas, ahí es donde visualizamos esas situaciones, por supuesto que el máster Ovares Chavarría es una persona muy honorable, quien tiene mi confianza absoluta. Sin embargo, pues es una situación macro y hay una regulación en la institución que tenemos que observar y que busca precisamente prevenir situaciones a futuro en las que incluso él podría verse afectado.





Tal vez clarificar señor Presidente, que bueno de momento esta situación no ha impactado a la Junta, porque la Corte Plena eligió a 3 integrantes propietarios y 3 suplentes, para atender algunas situaciones de ausencias, entonces el máster Ovares Chavarría todo este tiempo que esta situación ha prevalecido, pues ha tenido un sustituto en la Junta y entonces el trabajo de la Junta por esta situación de momento no se ha visto impactada en forma negativa".





	Expresa el magistrado Rivas: "Es para consultar a la máster Romero Jenkins, recuerdo que nosotros cuando estábamos analizando la integración y los postulantes, en algún momento este tipo de temas fueron conocidos y en el caso del máster Ovares Chavarría me parece que efectivamente la Superintendencia de Pensiones indicó que no tenía ese conflicto, pero entonces ¿Fue que cambió de puesto él, master Romero Jenkins, lo quiero saber es fue que él cambió de puesto y en este puesto sí surge esta situación del conflicto?





	Aclara la máster Romero Jenkins: "Sí magistrado Rivas, efectivamente cuando el máster Ovares Chavarría fue electo por la Corte Plena, estaba como Jefe del Departamento de Proveeduría, incluso la situación de él en particular no fue sometida a valoración de la Superintendencia de Pensiones, luego el máster Ovares Chavarría se regresa a su puesto en propiedad, en el Departamento Financiero Contable y hoy en día es Jefe de ese Departamento, que es donde surge el eventual conflicto y él me lo expone y ahí es donde se estudia la situación.





	Ahora bien, yo también tengo que clarificar que por su lado, ya como Junta, le expone la situación a la Superintendencia de Pensiones propia del máster Ovares Chavarría y es donde la Superintendencia de Pensiones valora que no hay conflicto. Sin embargo, conforme la asesoría que nos da  doña Kenia y está claramente establecido en el Reglamento de Conflictos de Intereses del Poder Judicial, en este caso particular quien debe resolver el conflicto es la institución -el Poder Judicial-, no desde la perspectiva de la Junta, pero sí tal y como usted lo señala, el conflicto se da cuando él vuele a Financiero Contable y asume el puesto de jefatura y el Departamento de Financiero Contable constantemente remite insumos, información, inversiones, planilla a la Junta para que tomara determinaciones y ahí integra el máster Ovares Chavarría".





Prosigue la Secretaria General: "Ya casi les doy la información, ya tengo el artículo un momento por favor. 





Para el magistrado Salazar Alvarado que consultó, el acta de Corte es la N° 45-2019 del 28 de octubre del 2019, artículo V, en específico, revisando el nombramiento del máster Miguel Ovares Chavarría, cuando resultó electo, dice: "Así votan los magistrados Cruz, Rivas, Rojas, Molinari, Aguirre, Varela, Sánchez, Olaso, Chacón Ramírez, los suplentes Segura Bonilla y Alfaro Vargas.





Los suplentes Aragón Cambronero, Zúñiga Morales emitieron su voto por el doctor Segura Solís. 


El magistrado Solís votó por el magistrado Quesada Madrigal. 


El suplente Desanti Henderson votó por el licenciado Arroyo Guzmán".


No participaron los magistrados de la Sala Constitucional en la votación, voy a ver si tengo aquí mismo la inhibitoria".





Expresa el Presidente, magistrado Cruz: "Vamos a suspender 5 minutos para tener la información".





Manifiesta el magistrado Salazar Alvarado: "En todo caso, igual me sucedió que yo traté de buscarlo y no lo encontré, pero lo que sí está claro según eso, es que en efecto no participamos de la elección y considero que no participamos por esa intervención que había hecho, que la creación de la Junta es una de las razones que está en la acción de inconstitucionalidad contra de Reforma a las Pensiones Judiciales. 





Yo estoy casi seguro, pero quería corroborarlo porque no encontré le dato de que nos abstuvimos. 





Si nos abstuvimos por esa razón, entonces sería para aplicar la misma razón ahora para no conocer este tema. 





Yo creo que queda zanjada la duda".





Indica el Presidente, magistrado Cruz: "Es importante por los antecedentes y los compromisos que ya desde el punto de vista de votación se habían asumido. 





Vamos a someter a votación si no hay ninguna otra intervención. 





Lo que plantea el análisis de votación si existe o no el conflicto de interés".





Señala la Secretaria General: "En el acta N° 45-2019 del 28 de octubre del 2019 cuando se indica la integración de la sesión, hay una constancia que dice lo siguiente: "Se deja constancia que los magistrados y magistradas de la Sala Constitucional no podrán asistir a esta sesión, debido a que el Presidente de esa Sala, el magistrado Castillo en correo electrónico del 25 de octubre del 2019, informó que se han acumulado una serie de asuntos urgentes en esa Sala con motivo de la discusión del proyecto de Ley que regula la huelga".





Yo veía el final de la sesión y no los veía tampoco integrando la sesión y es que no participaron en esa sesión por ese motivo".





Refiere el magistrado Salazar Alvarado: "En algún momento yo no lo tenía claro eso y además no lo encontré, pero yo había hecho esa manifestación y como la creación de la Junta está impugnada ante la Sala Constitucional, la integración como tal y ahora estamos analizando de un integrante, yo al menos de mi parte solicitaría por favor para poder conocer el tema en la acción que pusieran la opción si fueran tan amable de abstención. 





Si algún otro compañero o compañera de la Sala Constitucional quisiera hacerlo por lo menos está ahí ya la opción en la votación y quien considere que no le asiste, está en toda libertad de tomar el voto por el fondo".





Expresa el magistrado Castillo: "Es para secundar las razones que da el magistrado Salazar Alvarado. Como ustedes saben existen varias acciones de inconstitucionalidad que se han presentado contra la reforma integral del régimen de pensiones del Poder Judicial. Incluso, uno de los aspectos que se están impugnando es precisamente la creación de la Junta que ahora administra el Fondo de Pensiones y el régimen de pensiones del Poder Judicial. 





Me parece que lo más prudente, dado que estos temas están próximos a ser conocidos por el Tribunal, es que todos los magistrados de la Sala Constitucional que estamos habilitados para conocer este asunto, nos abstengamos de conocer, porque el hecho de que nosotros validemos o no la integración. Validemos o no un conflicto de intereses en la Junta, supone ya una cuestión que eventualmente podría entrar en contradicción con el tema que está siendo impugnado en las acciones de inconstitucionalidad".





Manifiesta el magistrado Ramírez: "Cuando votamos inicialmente que no había ninguna incompatibilidad en vista de la posición que tenía la misma suplente esto ha variado. 





En vista de que él pasó a un puesto en que sí tiene alguna relación directa con este problema, una variación evidente, yo quiero que me quede claro eso".





Indica el Presidente, magistrado Cruz: "Creo que según expuso la máster Romero Jenkins que no sé si lo que voy a decir merece que ella lo aclare, pero según le entendí, él después es nombrado en ese puesto en el que originalmente no tenía esa incompatibilidad. 





Así lo interpreté doña Ana ¿Es correcto?".





Señala la máster Romero Jenkins: "Sí, es correcto Presidente, magistrado Cruz, el licenciado Ovares Chavarría estaba en el Departamento de Proveeduría, ahí eventualmente podría realizar algunas contrataciones esporádicas para el fondo.





En ese momento lo que se le advirtió es que lo relativo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones no lo iba a resolver, sino una persona sustituta. No obstante, donde él regresa al Departamento Financiero Contable la relación es constante y permanente con la Junta y el conflicto como tal, se resuelve señalando de que él no podría estar en la Junta, porque él tiene su puesto titular en el Departamento Financiero Contable".





Refiere el Presidente, magistrado Cruz: "A raíz de la resolución de la Dirección que usted dirige determinando el conflicto de interés el máster Ovares Chavarría, renuncia ¿verdad?. 





Tendríamos que nosotros aceptar o no la renuncia".





Expresa la máster Romero Jenkins: "Sí, así es Presidente, magistrado Cruz conforme al artículo 9 del Reglamento de Conflictos de Intereses corresponde al superior jerárquico del licenciado Ovando Chavarría resolver el conflicto. 





La Dirección Ejecutiva ya lo resolvió y es la resolución que ustedes conocen. Ante esa resolución el licenciado Ovando Chavarría decide renunciar a la Junta y esto es lo que ustedes tendrían que resolver. 





En cuanto a que conforme lo dispone el reglamento de integración de la Junta, ustedes indican a la Dirección de Gestión Humana tal y como lo señala el artículo 8 de ese reglamento, que inicie el proceso para designar a la persona que sustituya al licenciado Ovando Chavarría como integrante propietario, porque mientras ese proceso se da, el suplente puede atender las labores de ese puesto".





Manifiesta el Presidente, magistrado Cruz: "Así lo vamos a someter a votación. Tengo que interpretar que pone a disposición el puesto, pero eso me parece que en el fondo no es una renuncia en el sentido estricto. Por eso yo quería comprobar eso, pero lo he interpretado que pone a disposición el puesto y nosotros lo que tenemos es valorar si hay un conflicto de interés y que eso amerita que él no continúe."





Sometido el asunto a votación, por mayoría de catorce votos, se dispuso: Que hay incompatibilidad para que el máster Miguel Ovares Chavarría continúe en el puesto de integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en representación de la parte patronal, por los motivos expuestos. Así votaron las magistradas y los magistrados Cruz, Rivas, Solís, Molinari, Vargas, Aguirre, Varela, Olaso, Chacón, Ramírez, Solano, Burgos, Zúñiga, la Suplente Jiménez Ramírez. 





La magistrada y los magistrados Castillo, Rueda, Salazar Alvarado, Araya, Garro y la Suplente Picado Brenes se abstienen de votar.





 -0-





	Expresa el Presidente, magistrado Cruz: "Ahora lo que correspondería es que la Dirección de Gestión Humana inicie un concurso para sustituirlo.”





	Se acordó: La Dirección de Gestión Humana, procederá a publicar el cartel para la convocatoria de personas postulantes al cargo de integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en representación de la parte patronal, por lo que resta del período legal, con motivo de lo resuelto en esta sesión, respecto al máster Ovares Chavarría. A esos efectos dicha Dirección, remitirá a la Comisión de Nombramientos todos los procedimientos del concurso solicitado, de forma tal, que esta Corte proceda con la realización del citado nombramiento.”








Atentamente, 














Licda. Silvia Navarro Romanini


Secretaria General


						Corte Suprema de Justicia
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19 de febrero de 2021 
 
 


Licenciado   
Luis Sánchez Peñaranda  
Jefe Custodia de Valores  
Banco de Costa Rica 


 
 


 Asunto: Resultado conciliación títulos valores 
enero 2021 


 
 


Estimado señor:  
 


Para los fines correspondientes, se comunica que producto del proceso de conciliación 
de Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que realiza 
este Poder de la República con los estados de cuenta de los títulos valores brindados 
por esa Custodia, se identificaron una serie de diferencias según información que 
mantiene el Sistema de Inversiones del Poder Judicial  con respecto al estado de cuenta 
recibido, por lo que a continuación se detalla un resumen de lo analizado:   
 
1. Los cupones de las siguientes operaciones presentan diferencias en la tasa de 


interés; además, el monto del cupón es distinto de los reflejados en el estado de 
cuenta recibido, tal como se detalla seguidamente:   


 
1.1 Caso 1: Cupones colones y dólares faltantes estado de cuenta custodio: 


 


 
Detalle de cupones en colones no reportados en Estado de Cuenta Custodio 


 


 
 


 
Detalle de cupones en dólares no reportados en Estado de Cuenta Custodio 
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2. Se reflejan en el estado de cuenta de ese Custodio, las inversiones con diferencias 
en fechas, monto y tasa de interés, que se adjuntan en el anexo N.° 1 cupones 
dólares y diferencia en el monto del reporte de los UDES, anexo N.° 2 UDES, no 
aparecen reflejados en los estados de cuenta del Custodio. 


 
 


Se requiere que se refleje en el Reporte de ese Custodio la cartera completa que 
mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para realizar la citada 
conciliación. 
 


Adicionalmente, es necesario que en el Reporte (hoja 2) se incluya la columna de “fecha 
de vencimiento de la operación”, por cuanto este dato es requerido en el proceso de 
conciliación. Asimismo, este Poder de la República requiere que se muestren los 
cupones para las operaciones conforme fueron adquiridos y se venían reflejando y no de 
forma agrupada como se muestra en el estado de cuenta.  
 
 


Detalle de cupones del estado de cuenta Custodio 
 


 
 
Dado lo anterior, considerando las diferencias que se presentan a partir del cambio de 
formato de dicho estado, es indispensable que se tomen las medidas necesarias con el 
fin de que se incluya en los estados de cuenta toda la información con respecto a los 
principales y los cupones de las inversiones, dado que, se debe informar a la Junta 
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los resultados 
de la conciliación mensual y la solución a las inconsistencias que se presenten.  
 
Por otra parte, se reiteran los oficios Nº 787-TI-2019, 914-TI-2019, 965-TI-2019, 26-TI-
2020, 142-PI-2020, 179-PI-2020, 227-PI-2020, 254-PI-2020, 291-PI-2020, 387-PI-2020, 
436-PI-2020, 478-PI-2020 y 7-PI-2021, correspondientes a las diferencias presentadas 
en los meses de agosto, octubre, noviembre, diciembre de 2019, así como marzo, abril, 
mayo, junio, julio, setiembre, octubre, noviembre y diciembre 2020 respectivamente, en 
el cual los representantes del Custodio del BCR se comprometieron a dar respuesta a 
estos oficios antes indicados al cierre del mes de diciembre 2020 y a la fecha se 
encuentran pendientes de respuesta.  
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Finalmente, se solicita su estimable colaboración a fin de concertar una reunión 
contando con el personal operativo a fin de finiquitar las diferencias en cuanto a las 
inversiones que nos se muestran en los estados de cuenta; asimismo, se valore 
incorporar en reporte aparte, que muestre los campos que se han solicitado en los 
oficios indicados anteriormente; para dar por cerrado las gestiones en cuanto a las 
diferencias detectadas por este Poder de la República. 
 
 
 
Atentamente,  
 
 


 
Lic. Fabián Salas Fernández   


Jefe a.i. Proceso de Inversiones  
  


 
CGS/BCH 
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I. INFORMACIÓN GENERAL. 
 


En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones 33-14 del 10 de abril 


de 2014, artículo XCIX y 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV y lo 
consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, el 
Macroproceso Financiero Contable (FICO) realizó el análisis comparativo de títulos 
valores de las inversiones relativas a las dependencias del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial, con los estados remitidos por los entes bancarios y 
custodia, que comprende las siguientes cuentas: 
 


• Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
 
El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que 
respaldan las inversiones con títulos valores desmaterializados1, así como los títulos 
valores físicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos 
económicos de las diferentes carteras que se administran. Lo anterior, contiene la 
información con corte al 31 de enero de 2021. 
 
En cuanto a los cupones de igual forma se realizaron varios intentos con el propósito 
de determinar el método más adecuado para ejecutar la conciliación de éstos, lo cual 
generó la inversión de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la 
información contenida en el estado de cuenta, producto de lo cual se identificó que no 
todos los cupones se reflejaban en dicho estado, que algunos se muestran agrupados 
por número de ISIN y fecha de vencimiento por lo que no es factible conciliarlos uno a 
uno, como procede, así mismo se identificó que algunos cupones presentan tasas y 
montos de interés que difieren a los registrados por el Poder Judicial o que del todo no 
se encuentran algunos cupones.  
 
Por otra parte, es importante indicar que algunas diferencias presentadas en meses 
anteriores, correspondían a la diferencia en la metodología del cálculo de intereses 
para inversiones con tasa variable; sin embargo, conforme a reunión sostenida con el 
custodio se determinó que éstas diferencias corresponden a cupones de intereses 
proyectados (dado que la tasa de interés se calcula en la fecha de inicio de cada 
cupón), por lo que no se reflejan en los resultados obtenidos en la presente 
conciliación. 
 
 
Dado lo anterior, a continuación, se presentan los anexos donde se muestra el análisis 
realizado: 
 


 
1Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento físico. 
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I.I. FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL  


Macro Proceso Financiero Contable


Proceso Tesorería-Subproceso de Ingresos


Unidad de Cuentas por Cobrar


Notas LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS


Principales ₡434,819,965,200.05 ¢434,819,965,198.01 $84,149,445.65 $84,149,444.14 77,546,683.93 77,546,683.93      29,368.00      29,368.00           


Intereses 215,659,588,699.52             215,606,427,983.16           13,751,498.35       13,752,188.02          836,263.58 835,974.06


Total registrado ₡650,479,553,899.57 ₡650,426,393,181.17 $97,900,944.00 $97,901,632.16 78,382,947.51        78,382,657.99      29,368.00      29,368.00           


BCR Custodio


Diferencia en principales -                            


Diferencias en tasas de interes


Diferencias de redondeo


Diferencias de redondeo  2.04                                    1.51                          


Consultas Efectuadas 1 53,160,716.36                    ($689.67) 289.52                  


Diferencia por metodología


Inversiones de otras dependencias


Saldos ajustados ₡650,479,553,899.57 ₡650,479,553,899.57 $97,900,944.00 $97,900,944.00 78,382,947.51        78,382,947.51      29,368.00      29,368.00           


Diferencia ₡0.00 ₡0.00 $0.00 $0.00 $0.00 $0.00 $0.00 $0.00


Notas:


(1) Mensualmente, se reportan las diferencias a las entidades bancarias y a la Unidad de Inversiones para los ajustes correspondientes. Estas diferencias obedecen principalmente a cupones en


colones y los UDES, de los cuales el Banco no refleja la información en el estado de cuenta. Respecto a la diferencia presentada en dólares ($689.67) se compone de informacion no reflejada en el


estado de cuenta del banco como cupones en el cual los montos no coinciden con respecto a la información del banco respecto a los que arroja el sistema de inversiones. 


DOLARES UDES


(2) Se refiere a los Fondos de inversión cerrados adquiridos a través de las sociedades administradoras de Fondos de inversión (SAFI).


Análisis comparativo de Títulos Valores


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial


Al 31 de enero del 2021


COLONES Participaciones FI (2)


 
 


Para el mes de enero de 2021, en el análisis comparativo de la información brindada 
por los emisores y ente custodio, con los controles que para los efectos se llevan de 
los instrumentos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en forma 
atenta, se indican las observaciones siguientes: 


Operaciones reportadas por el Custodio BCR: 


1. Se presenta una diferencia entre el dato del Poder Judicial y la información 
remitida por el custodio en cupones por la suma de ¢53,160,716.36, $689.67 y 
289.52 en UDES, las cuales obedece a las siguientes razones:  


a. No se incluyeron en el estado de cuenta para algunas operaciones sus 
cupones de interés. 
 


b. Se muestran operaciones agrupadas por número de ISIN y fecha de 
vencimiento y no por operación de compra conforme lo registra el Poder 
Judicial y se detallaba anteriormente por el Custodio. 


 


c. Se mantienen diferencias por la metodología del cálculo en cuanto a las 
tasas de interés. 


 


II. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES 


En términos generales se considera que los resultados del análisis comparativo de 
instrumentos son satisfactorios, con excepción de la conciliación de los cupones que 
corresponden a operaciones contenidas en el estado de cuenta remitido por el BCR, 
siendo que las diferencias más significativas en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones 
se debe a: 
 


• El Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), remite estado de cuenta que no 
contienen toda la información necesaria para conciliar con el sistema de cartera 


de inversiones (SCI), por lo que el Poder Judicial realiza la conciliación de 
manera distinta. 
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• Que, en algunos cupones que se lograron conciliar, se presentan diferencias 
entre el monto del Poder Judicial y el contenido en los estados de cuenta del 
BCR.    
 


Asimismo, como seguimiento se remite comunicación a las entidades bancarias, 
respecto del análisis comparativo individual de informe presentado por cada ente 
emisor y custodio. 
 


Conforme al análisis al informe se determinó que las diferencias encontradas son 
justificables.  
 
 
 
 
 


Lic. Fabián Salas Fernández 


Jefe, a.i. Proceso de Inversiones 
 
 
 


CGS/BCH 
 
C: Unidad de Gestión y Desarrollo de la Calidad. 
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San José, 19 de febrero del 2021. 


 


Señores 


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) 


Presente 


 


Estimados señores: 


 


Según nuestro contrato de servicios, efectuamos la visita de auditoría externa del período 2020 a la 


Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) y con 


base en el examen efectuado notamos ciertos aspectos referentes al sistema de control interno y 


procedimientos de contabilidad, los cuales sometemos a consideración de ustedes en esta carta de 


gerencia CG1-2020. 


 


Considerando el carácter de pruebas selectivas en que se basa nuestro examen, ustedes pueden 


apreciar que se debe confiar en métodos adecuados de comprobación y de control interno, como 


principal protección contra posibles irregularidades que un examen basado en pruebas selectivas 


puede no revelar, si es que existiesen. Las observaciones no van dirigidas a funcionarios o 


colaboradores en particular, sino únicamente tienden a fortalecer el sistema de control interno y los 


procedimientos de contabilidad. 


 


Agradecemos una vez más la colaboración que nos brindaron los funcionarios de la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) y estamos 


en la mejor disposición de ampliar y/o aclarar el informe que se adjunta.    


 


 


DESPACHO CARVAJAL & COLEGIADOS 


CONTADORES PÚLICOS AUTORIZADOS 


 


 


 


 


Lic. Gerardo Montero Martínez 


Contador Público Autorizado Nº 1649 


Póliza de Fidelidad Nº 0116 FIG 7 


Vence el 30 de setiembre del 2021 


 


 


“Exento de timbre de Ley número 6663 del Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica, por 


disposición de su artículo 8." 
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TRABAJO REALIZADO 


 


A continuación, los procedimientos de evaluación interno, aplicadas durante nuestra visita de 


auditoría externa para el periodo terminado el 31 de diciembre del 2020, revisamos al menos las 


siguientes áreas: 


 


a. Procedimientos generales 


 


Actas del Consejo Superior 


 


• Solicitamos las Actas del Consejo Superior, emitidas durante el 01 de enero del 2020 al 31 


de diciembre del 2020, con el fin de determinar acuerdos que pudieran tener efectos 


importantes en el resultado de nuestra auditoría relacionados a la Junta.  


 


 No. acta Fecha 


Acta inicial 01-2020 27/1/2020 


Acta final 41-2020 14/12/2020 


 


Informes de auditoría interna  


 


• Solicitamos los Informes de Auditoría Interna, correspondiente al periodo comprendido de 


enero a diciembre del 2020. 


 


Correspondencia 


 


• Solicitamos la correspondencia de SUPEN enviada y recibida, correspondiente al periodo 


comprendido de enero a diciembre del 2020. 


 


Resultado de revisión 


 


Según los procedimientos anteriores mencionados, no se presentan situaciones relevantes que 


deban ser mencionadas, por lo que determinamos un riesgo bajo.  


 


Como resultado verificamos que las actas las cuales para este año son las de la Junta 


Administradora donde se tratan asuntos relevantes para sus operaciones. 


 


Es importante mencionar que al establecer la Junta Administradora la auditoría interna, no trata 


temas relacionadas a dicha Junta. 
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b. Disponibilidades 


 


• Obtuvimos conocimiento del control interno aplicado a la cuenta de disponibilidades al 31 de 


diciembre del 2020. 
 


• Ejecutamos procedimientos analíticos para el efectivo e investigamos cualquier fluctuación o 


situaciones significativas, producto de la comparación de los saldos del año 2020. 
 


• Obtuvimos las conciliaciones bancarias preparadas por el cliente y realizamos lo siguiente: 
 


✓ Cotejamos el saldo según bancos, incluido en la conciliación bancaria con el saldo según 


el estado de cuenta bancario de corte, así como la respuesta de confirmación bancaria. 


✓ Cotejamos el saldo según libros incluido en la conciliación bancaria con el saldo según 


libros a la fecha de corte. 


✓ Pusimos a prueba la exactitud aritmética de la conciliación bancaria. 
 


• Revisamos el control interno aplicado a la caja chica al 31 de diciembre del 2020. 
 


• Seleccionamos una muestra sistemática para la revisión de los procedimientos de control 


aplicados a los ingresos de la Junta. 
 


• Seleccionamos una muestra sistemática para la revisión de los procedimientos de control 


aplicados a los egresos de la Junta. 
 


• Indagamos la utilización de cheques en la Junta al 31 de diciembre del 2020. 
 


• Indagamos la existencia de los cheques en cartera de la Junta al 31 de diciembre del 2020. 
 


• Solicitamos el envío de formularios de confirmación bancaria para las cuentas de banco 


utilizadas durante el periodo de la auditoría. 


 


Resultado de la revisión: 
 


Como resultado de la revisión a la cuenta de disponibilidades de la Junta, determinamos que la 


cuenta presenta un nivel de riesgo bajo. Sin embargo, la nota de sus estados financieros indica 


que utilizan un tipo de cambio que no corresponde al establecido por Ley: 


 


OPORTUNIDAD DE MEJORA 1: NO SE UTILIZA EL TIPO DE CAMBIO 


CORRESPONDIENTE EN LAS 


CONCILIACIONES BANCARIAS.  
 


CONDICIÓN:  
 


Al revisar las notas de los estados financieros determinamos que se utiliza el tipo de cambio de 


compra del sector público no bancario según la directriz Nº 006-2013 de la Dirección Nacional 


de Contabilidad Nacional, sin embargo, en la Ley de Fortalecimientos en las Finanzas Públicas se 


establece lo siguiente:  
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Artículo 15- Base imponible en operaciones en moneda distinta al colón. En las operaciones, 


cuya contraprestación se haya fijado en moneda o divisa distintas al colón, se aplicará el tipo de 


cambio de venta de referencia del Banco Central de Costa Rica, que esté vigente en el momento 


en que se produce el respectivo hecho generador.  


 


RECOMENDACIÓN:  


 


Realizar el análisis correspondiente a las partidas que componen las cuentas de bancos y realizar 


las verificaciones de los saldos que se muestran en el balance y en caso de ser necesario proceder 


a los ajustes correspondientes. Coordinar con los departamentos respectivos para que se realicen 


los registros, y así asegurar la veracidad de la información financiera antes citada, para 


determinar si es procedente ajustar los registros contables. 


 


c. Cuentas por cobrar 
 


• Comparamos los saldos de cuenta del año 2020. 
 


• Solicitamos y cotejamos el registro auxiliar de las cuentas por cobrar al Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones contra el saldo contabilizado en los estados financieros al 31 de 


diciembre de 2020. 


 


• Obtuvimos conocimiento de lo que corresponde a la cuenta por cobrar del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones. 
 


• Analizamos la antigüedad de las cuentas por cobrar al 31 de diciembre del 2020. 
 


• Revisamos el cobro posterior de la cuenta por cobrar al 31 de diciembre del 2020. 


 


• Realizamos una conciliación del saldo de la cuenta por cobrar registrada por la Junta y la 


cuenta por pagar registrada por el Fondo al 31 de diciembre del 2020. 


 


Resultados de la revisión: 
 


Como resultado de nuestra revisión de los documentos antes descritos determinamos que los 


saldos se presentan razonablemente, no existen situaciones referentes al sistema de control 


interno que deban ser informadas, por lo tanto, la cuenta presenta un nivel de riesgo bajo.  


 


d. Gastos pagados por anticipado 
 


• Comparamos los saldos de cuenta del año 2020. 
 


• Cotejamos el registro auxiliar con el mayor general de otros activos con corte al 31 de 


diciembre del 2020. 
 


• Obtuvimos conocimiento sobre la naturaleza de la cuenta registrada al cierre del periodo.  
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• Revisamos el pago inicial del contrato con PWC registrado al 31 de diciembre del 2020. 
 


• Revisamos la documentación soporte del de las amortizaciones del contrato PWC al 31 de 


diciembre del 2020.  


 


Resultados de la revisión: 
 


Como resultado de nuestra revisión de los documentos antes descritos determinamos que los 


saldos se presentan razonablemente, no existen situaciones referentes al sistema de control 


interno que deban ser informadas, por lo tanto, la cuenta presenta un nivel de riesgo bajo. 


 


Es importante mencionar que el registro del contrato de PWC tiene el objetivo: 


 


• Diseño de una organización de corto plazo y otra de mediano plazo para la Junta 


Administradora. 


• Manual de puestos, clasificación y valoración de puestos y escala salarial para las 


organizaciones de corto y mediana plazo de la Junta Administradora. 


• Reclutamiento y selección de posiciones requeridas por la organización de la Junta 


Administradora. 


 


El monto total de la contratación es por $73.500 (IVA incluido) que equivale a ¢43.965.495 


(TC¢598.17 al 31-08-2020 sector público no bancario), de los cuales, en diciembre de 2020, el 


saldo muestra únicamente un incremento producto del ajuste de ¢440.781, por la variación del 


tipo de cambio. El saldo pendiente de amortizar es de $49.749,54 que equivale a ¢30.632.782 


(TC 615.74). 


 


Lo anterior incumple con lo mencionado en la oportunidad de mejora del tipo de cambio que se 


debe de usar, el cual lo establece la Ley de Fortalecimientos en las Finanzas Públicas. 


 


e. Propiedad, planta y equipo 


 


• Realizamos cédulas sumarias comparativas, con el fin de determinar las variaciones de un 


periodo a otro en los saldos de las cuentas que componen la cuenta de propiedad planta y 


equipo. 


 


• Solicitamos el registro auxiliar de la cuenta propiedad planta y equipo y cotejamos su saldo 


contra el registro contable al 31 de diciembre de 2020. 


 


• Recalculamos la depreciación acumulada y el gasto por depreciación y lo verificamos contra 


el saldo contable a la fecha de corte del 31 de diciembre de 2020. 


 


• Verificamos las adiciones del periodo comprendido de enero a diciembre de 2020 mediante la 


validación de documentación soporte. 
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Resultado de la revisión: 


 


Como resultado de nuestra revisión, de los procedimientos anteriormente descritos, no 


determinamos diferencias o situaciones que deban ser mencionadas. Con relación a los recálculos 


de la depreciación acumulada y del gasto de depreciación no se identificaron diferencias con 


respecto al saldo contable al 31 de diciembre de 2020.  


 


Con respecto al resultado de la revisión de las adiciones en esta cuenta, validamos las compras 


realizada por la Junta, en el cual se determinó que no existen diferencias entre el saldo contable 


contra el monto de la factura y el monto cancelado. 


 


Dado lo anterior, concluimos que la cuenta de propiedad planta y equipo presenta un nivel de 


riesgo bajo. 


 


f. Otros activos 


 


• Realizamos cédulas sumarias comparativas, con el fin de determinar las variaciones del 


periodo 2020 de la cuenta de otros activos. 


 


• Solicitamos el registro auxiliar de la cuenta activos intangibles y lo cotejamos contra el 


registro contable a la fecha de corte del 31 de diciembre de 2020. 


 


• Recalculamos la amortización acumulada y el gasto por amortización y lo conciliamos contra 


el saldo contable a la misma fecha de corte en mención. 


 


• Solicitamos una muestra de las compras, verificamos la documentación soporte suministrada. 


 


Resultado de la revisión: 


 


Como resultado de nuestra revisión de los documentos antes descritos determinamos que los 


saldos se presentan razonablemente, no existen situaciones referentes al sistema de control 


interno que deban ser informadas, por lo tanto, la cuenta presenta un nivel de riesgo bajo.  


 


g. Cuentas por pagar 
 


• Comparamos los saldos de cuenta del año 2020. 
 


• Solicitamos y cotejamos el registro auxiliar de las cuentas por pagar contra el saldo 


contabilizado en los estados financieros al 31 de diciembre de 2020. 
 


• Analizamos la antigüedad de las cuentas por pagar al 31 de diciembre del 2020. 
 


• Revisamos la documentación soporte del pago posterior de las cuentas contables de los 


saldos mantenidos en los registros contables al 31 de diciembre del 2020. 
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Resultados de la revisión: 
 


Como resultado de nuestra revisión de los documentos antes descritos determinamos que los 


saldos se presentan razonablemente, no existen situaciones referentes al sistema de control 


interno que deban ser informadas, por lo tanto, la cuenta presenta un nivel de riesgo bajo. 


 


h. Patrimonio 
 


• Comparamos los saldos de cuenta del año 2020. 
 


• Revisamos la documentación soporte de una muestra de movimientos al 31 de diciembre del 


2020. 


 


Resultados de la revisión: 
 


Mediante la revisión verificamos que los saldos contables se presentan de manera razonable con 


un nivel de riesgo bajo, por lo que no existen situaciones referentes de control interno que deban 


ser informadas. 


 


i. Ingresos  
 


• Comparamos los saldos de cuenta del año 2020. 
 


• Conciliamos los detalles de ingresos con el saldo contable registrado al 31 de diciembre del 


2020. 


 


• Revisamos la documentación soporte correspondiente de una muestra de ingresos al 31 de 


diciembre del 2020. 


 


• Recalculamos los ingresos de los aportes del 5/1000 correspondiente a la Junta 


Administradora del periodo 2020. 


 


• Obtuvimos conocimiento de la naturaleza de los ingresos al 31 de diciembre del 2020. 
 


Resultados de la revisión: 
 


Mediante la revisión verificamos que los saldos contables se presentan de manera razonable, por 


lo que no existen situaciones referentes de control interno que deban ser informadas; por lo tanto, 


la cuenta presenta un nivel de riesgo bajo. 
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j. Gastos 
 


• Comparamos los saldos de cuenta del año 2020. 


 


• Conciliamos los detalles de gastos con el saldo contable registrado al 31 de diciembre del 


2020. 


 


• Revisamos la documentación soporte correspondiente de una muestra de gastos al 31 de 


diciembre del 2020. 


 


• Obtuvimos conocimiento de la naturaleza de la cuenta de gastos al 31 de diciembre del 2020. 


 


Resultados de la revisión: 
 


Mediante la revisión verificamos que los saldos contables se presentan de manera razonable, por 


lo que no existen situaciones referentes de control interno que deban ser informadas; por lo tanto, 


la cuenta presenta un nivel de riesgo bajo.  


 


 


 


Última línea… 
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INFORME DE LOS AUDITORES INDEPENDIENTES 


 


Junta Administradora  


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) 


 


Opinión 


 


Hemos auditado los estados financieros de la Junta Administradora del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que comprenden el estado de situación 


financiera al 31 de diciembre del 2020; y de los estados de resultados, de cambios en el 


patrimonio neto y de flujos de efectivo por el periodo de 11 meses terminados en dicha fecha, 


así como las notas explicativas de los estados financieros que incluyen un resumen de las 


políticas contables significativas. 
 


En nuestra opinión, los estados financieros antes mencionados presentan razonablemente, en 


todos sus aspectos materiales, la imagen fiel de la situación financiera de la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, al 31 de 


diciembre del 2020; así como los resultados de sus operaciones, los cambios en el patrimonio 


neto y sus flujos de efectivo por el periodo de 11 meses terminado en  dicha fecha, de 


conformidad con las Normas Internacionales de Contabilidad aplicables al  Sector Público. 


Fundamentos de la opinión 


Hemos llevado a cabo nuestra auditoría de conformidad con las Normas Internacionales de 


Auditoría. Nuestra responsabilidad de acuerdo con dichas normas se describe más adelante 


en la sección "Responsabilidades del auditor en relación con la auditoría de los estados 


financieros" de nuestro informe. Somos independientes de la Junta de conformidad con el 


artículo 9 de la Ley de Regulación de la Profesión del Contador Público y Creación del 


Colegio (Ley 1038); con el Código de Ética Profesional del Colegio de Contadores Públicos 


de Costa Rica y con el Código de Ética para Profesionales de la Contabilidad del Consejo de 


Normas Internacionales de Ética para Contadores (IESBA, por sus siglas en inglés) que son 


aplicables a nuestra auditoría de los estados financieros; y hemos cumplido las demás 


responsabilidades de ética de conformidad con esos requerimientos. Consideramos que la 


evidencia de auditoría que hemos obtenido proporciona una base suficiente y adecuada para 


nuestra opinión de auditoría 


 


Párrafo de otros asuntos 


 


Los estados financieros al 31 de diciembre del 2020, no se presentan comparativos debido a 


que de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 


(FJPPJ) inicia sus operaciones el 01 de febrero 2020. 
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Asunto que no afectan la opinión 


 


Según Acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión Nº 45-19 celebrada el 28 de octubre de 


2019, artículo VI, en noviembre 2019 se crea la Junta Administradora del Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la cual asumirá funciones a partir del 03 de 


febrero de 2020. 


En el artículo 241 de la Ley 9544 indica que “La supervisión y la regulación de la Junta 


Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo 


de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) y del Consejo Nacional de Supervisión del 


Sistema Financiero (CONASSIF), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que 


les otorga la Ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en 


los artículos 173 y 174 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 


de diciembre de 1997. Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido 


la Junta Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 


Poder Judicial.” 


Responsabilidad del jerarca y de los responsables de la entidad en relación con los 


estados financieros 
 


La administración de la Junta Administradora es responsable de la preparación y presentación 


fiel de los estados financieros adjuntos de conformidad con las Normas Internacionales de 


Contabilidad aplicables al  Sector Público y del control interno que el jerarca considere 


necesario para permitir la preparación de estados financieros libres de incorrección material, 


debido a fraude o error. 
 


En la preparación de los estados financieros, el jerarca es responsable de la valoración de la 


capacidad de la Junta de continuar como entidad en funcionamiento, revelando, según 


corresponda, las cuestiones relacionadas con la entidad en funcionamiento y utilizando el 


principio contable de la entidad en funcionamiento excepto si el jerarca tiene intención de 


liquidar la entidad o de cesar sus operaciones, o bien no exista otra alternativa realista. 
 


Los responsables del gobierno de la Junta son responsables de la supervisión del proceso de 


información financiera de la misma organización. 
 


Responsabilidades del auditor externo en relación con la auditoría de los estados 


financieros  
 


Nuestros objetivos son obtener una seguridad razonable de que los estados financieros en su 


conjunto están libres de incorrección material, debida a fraude o error, y emitir un informe 


de auditoría que contiene nuestra opinión. Seguridad razonable es un alto grado de seguridad, 


pero no garantiza que una auditoría realizada de conformidad con las Normas Internacionales 


de Auditoría siempre detecte una incorrección material cuando existe. Las incorrecciones 


pueden deberse a fraude o error y se consideran materiales si, individualmente o de forma 


agregada, puede preverse razonablemente que influyan en las decisiones económicas que los 


usuarios toman basándose en los estados financieros. 
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Como parte de una auditoría de conformidad con las Normas Internacionales de Auditoría, 


aplicamos nuestro juicio profesional y mantenemos una actitud de escepticismo profesional 


durante toda la auditoría. También: 


 


• Identificamos y valoramos los riesgos de incorrección material en los estados 


financieros, debido a fraude o error, diseñamos y aplicamos procedimientos de 


auditoría para responder a dichos riesgos y obtenemos evidencia de auditoría 


suficiente y adecuada para proporcionar una base para nuestra opinión. El riesgo de 


no detectar una incorrección material debida a fraude es más elevado que en el caso 


de una incorrección material debida a error, ya que el fraude puede implicar colusión, 


falsificación, omisiones deliberadas, manifestaciones intencionadamente erróneas o 


la elusión del control interno. 


 


• Obtenemos conocimiento del control interno relevante para la auditoría con el fin de 


diseñar procedimientos de auditoría que sean adecuados en función de las 


circunstancias y no con la finalidad de expresar una opinión sobre la eficacia del 


control interno de la entidad. 


 


• Evaluamos la adecuación de las políticas contables aplicadas y la razonabilidad de 


las estimaciones contables y la correspondiente información revelada por la 


dirección. 


 


• Concluimos sobre lo adecuado de la utilización, por la dirección, del principio 


contable de entidad en funcionamiento y, basándonos en la evidencia de auditoría 


obtenida, concluimos sobre si existe o no una incertidumbre material relacionada con 


hechos o con condiciones que pueden generar dudas significativas sobre la capacidad 


de la entidad para continuar como entidad en funcionamiento. Si concluimos que 


existe una incertidumbre material, se requiere que llamemos la atención en nuestro 


informe de auditoría sobre la correspondiente información revelada en los estados 


financieros o, si dichas revelaciones no son adecuadas, que expresemos una opinión 


modificada. Nuestras conclusiones se basan en la evidencia de auditoría obtenida 


hasta la fecha de nuestro informe de auditoría. Sin embargo, hechos o condiciones 


futuros pueden ser causa de que la entidad deje de ser una entidad en funcionamiento. 


 


• Evaluamos la presentación global, la estructura y el contenido de los estados 


financieros, incluida la información revelada, y si los estados financieros representan 


las transacciones y hechos subyacentes de un modo que logran la presentación fiel. 
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Nos comunicamos con los responsables de la administración de la entidad con relación a, 


entre otras cuestiones, el alcance y el momento de realización de la auditoría planeados y los 


hallazgos significativos de la auditoría, incluyendo cualquier deficiencia significativa del 


control interno que identificamos en el transcurso de nuestra auditoría.  


 


 


DESPACHO CARVAJAL & COLEGIADOS 


CONTADORES PÚBLICOS AUTORIZADOS 


 


 


 


Lic. Gerardo Montero Martínez 


Contador Público Autorizado No.1649 


Póliza de Fidelidad No. 0116 FIG 7 


Vence el 30 de setiembre del 2021. 


 


San José, Costa Rica, 19 de febrero de 2021. 


 


“Timbre de Ley Número 6663, por ¢1.000 del Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica, 


adherido y cancelado en el original.” 







 


  7 


 


JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES 


DEL PODER JUDICIAL (FJPPJ) 


 (San José, Costa Rica) 


 


ESTADO DE SITUACIÓN FINANCIERA  


 


Al 31 de diciembre del 2020 


(Expresados en colones costarricenses) 


 


 Notas  2020 


ACTIVO    


Activos corrientes    


Efectivo y equivalentes de efectivo 4   2.146.619  


Cuentas por cobrar a corto plazo 5  4.698.538.834  


Otros activos a corto plazo 6   30.632.782  


Total activos corrientes   4.731.318.235 


    


Activo no corriente    


Bienes no concesionados, netos 7   1.373.095  


Total de activos no corriente    1.373.095  


Total  de activo   


 


4.732.691.330  


    


PASIVO Y PATRIMONIO    


Pasivo    


Pasivo corriente    


Deudas a corto plazo 8   32.549.895  


Total del pasivo corriente    32.549.895  


Total pasivo   32.549.895 


Patrimonio    


Resultados acumulados de ejercicios anteriores 9  2.783.538.447  


Resultado del ejercicio 10  1.916.602.988  


Total  patrimonio   


 


4.700.141.435  


Total  pasivo y patrimonio   4.732.691.330 


 


Las notas adjuntas son parte integral de los estados financieros 
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JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES 


DEL PODER JUDICIAL (FJPPJ) 


 (San José, Costa Rica) 


 


ESTADO DE RESULTADOS 


 


Por el periodo de once meses terminados el 31 de diciembre del 2020 


(Expresados en colones costarricenses) 


 


 Nota  2020 


Ingresos    
Ingresos a la propiedad 11   182.400.278  


Transferencias corrientes 12   1.795.580.497  


Otros Ingresos 13   1  


Total ingresos    1.977.980.776  


    


Gastos     


Gastos de funcionamiento 14   39.071.047  


Transferencias 15   22.282.099  


Otros gastos 16   24.642  


Total gastos     61.377.788  


Resultado del ejercicio 17  1.916.602.988 


 


Las notas adjuntas son parte integral de los estados financieros 
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JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES 


DEL PODER JUDICIAL (FJPPJ) 


 (San José, Costa Rica) 


 


ESTADO DE CAMBIO EN EL PATRIMONIO  


 


Por el periodo de once meses terminados el 31 de diciembre del 2020 


(Expresados en colones costarricenses) 


 


 Nota   


Resultados 


Acumulados  


Resultados del 


ejercicios   Total 


                


Saldo al 01 de febrero del 2020   2.783.538.447   ---   2.783.538.447 


Resultado del periodo 17    ---    1.916.602.988  1.916.602.988 


Saldo al 31 de diciembre del 2020     2.783.538.447   1.916.602.988  4.700.141.435 


 


Las notas adjuntas son parte integral de los estados financieros 
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JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES 


DEL PODER JUDICIAL (FJPPJ) 


 (San José, Costa Rica) 


 


ESTADOS DE FLUJOS DE EFECTIVO 


 


Por el periodo de once meses terminados el 31 de diciembre del 2020 


(Expresados en colones costarricenses) 


 
 Nota  2020 


 
   


Flujo de efectivo de las actividades de operación    


Cobros    1.977.980.776  


Cobros por ingresos de la propiedad 18   182.400.278  


Cobros por transferencias 19   1.795.580.497  


Otros ingresos por actividades de operación 20   1  


Pagos    61.377.788  


Pagos por otras transferencias 21   22.282.099  


Otros pagos por actividades de operación 22   39.095.689  


Total Flujo de efectivo de las actividades de operación   1.916.602.988 


Flujo de efectivo de las actividades de inversión    


Pagos   4.697.994.816 


Otros pagos por actividades de inversión 23   4.697.994.816  


Total Flujo de efectivo de las actividades de inversión   (4.697.994.816)  


Cobros    2.783.538.447  


Cobros por incremento de capital y transferencias de capital 24   2.783.538.447  


Total Flujo de efectivo de las actividades de financiación   2.783.538.447 


Incremento/ disminución neta de efectivo y equivalentes de 


efectivo por flujo de actividades  


 


2.146.619 


Efectivo y equivalentes de efectivo al inicio del ejercicio   --- 


Efectivo y equivalentes de efectivo al final del periodo 4  2.146.619 


 


Las notas adjuntas son parte integral de los estados financieros 
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JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL 


PODER JUDICIAL (FJPPJ) 


 (San José, Costa Rica) 


 
NOTAS A LOS ESTADOS FINANCIEROS  


 


Al 31 de diciembre del 2020 


(Expresadas en colones costarricenses) 


 


Nota 1- Antecedentes   


 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) inicia sus operaciones el 01 de 


febrero 2020. 


 


Según Acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión Nº 45-19 celebrada el 28 de octubre de 


2019, artículo VI, en noviembre 2019 se crea la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial, la cual asumirá funciones a partir del 03 de febrero de 2020. 


Ley Orgánica, se fundamenta en la reforma del título IX de la Ley No. 7333 Ley Orgánica del 


Poder Judicial del 05 de mayo de 1993, mediante Ley No. 9544 de 28 de abril de 2018. 


Nota 2- Normativa contable vigente  


 


Los estados financieros se han preparado sobre la base del devengo contable según las Normas 


Internacionales de Contabilidad aplicables al Sector Público Costarricense y el catálogo de 


cuentas contables de la Dirección General de Contabilidad Nacional (DGCN). 


 


En la sesión N° 15-2020 celebrada el 11 de mayo del 2020 en el artículo XIX, La Junta 


Administradora aprobó la propuesta de inicio de los registros contables a partir de febrero de 


2020, incluida en el oficio No. 144-SC-2020 del 31 de abril de 2020 del Macroproceso Financiero 


Contable, considerando que fue en ese mes que dicha Junta inició sus operaciones. 


Adicionalmente, la Junta Administradora aprobó el catálogo de cuentas, las políticas contables y 


el manual funcional de cuentas, los cuales serán los documentos de referencia para la 


contabilización de las transacciones. Se transcribe el acuerdo: 


[…] Examinada la documentación remitida por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora 


Ejecutiva, en oficio N° 1592-DE-2020 del 6 de mayo del 2020, relativo al oficio N° 144-SC-2020 


del 30 de abril 2020, del Departamento Financiero Contable, relacionado con el Catálogo 


Contable, Políticas Contables y Manual Funcional de Cuentas para la contabilidad de la Junta 


Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, se acordó por unanimidad: 


Aprobar los documentos denominados Catálogo de Cuentas Contables, el Manual Funcional de 


Cuentas y las Políticas Contables […] 


 


El acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial, en la sesión N° 26-2020 celebrada el 3 de agosto del 2020, que literalmente dice: 
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“ARTÍCULO XV  


DOCUMENTO N°  656-2020. 


 


La máster Floribel Campos Solano, Jefa del Macroproceso Financiero Contable, en oficio N° 


245-SC-2020  del 23 de julio de 2020, remitió: 


 


“En atención del oficio SP-899-2020 del Lic. Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División 


de Supervisión de Regímenes Colectivos, mediante el cual se establecen los requerimientos de 


presentación de los estados financieros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial, con base en lo establecido en el Reglamento de Información 


Financiera emitido por el CONASSIF, se informa lo siguiente: Previo a la consulta efectuada por 


la Junta Administradora mediante oficio N°401- 2020 del 30 de junio de 2020 a la SUPEN, el 


Macroproceso Financiero Contable coordinó una reunión con funcionarios de la 


Superintendencia de Pensiones, para conversar diferentes temas que incluyeron, entre otros, la 


definición de los registros contables y los aspectos relacionados a la supervisión de dicha Junta 


Administradora. Al respecto se nos indicó, que no se iba a ejercer la labor de supervisión de la 


misma forma que como se realiza con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


Adicionalmente, no se iba a requerir la presentación de la información en los mismos términos 


que lo hace dicho Fondo. En vista de lo indicado, nos dirigimos a la Dirección General de 


Tributación Directa, y realizamos las consultas sobre este tema. En respuesta se nos informó que, 


por las características de la cédula jurídica de la Junta Administradora, los lineamientos a seguir 


son en forma similar a los lineamientos establecidos para las Juntas de Educación, las cuales son 


establecidos por la Dirección General de Contabilidad Nacional. Por lo indicado, el 


Macroproceso Financiero Contable procedió a efectuar los registros contables de la Junta 


Administradora, con base en el plan de cuentas establecido para el Sector Público Costarricense, 


por la Dirección General de Contabilidad Nacional. Posteriormente, este Macroproceso hizo de 


conocimiento de la Junta Administradora el oficio No. 144-SC-2020 del 30 de abril de 2020, con 


la propuesta de registro contable con base en el catálogo de cuentas, las políticas contables y el 


manual funcional de cuentas de la Dirección General de Contabilidad Nacional, los cuales fueron 


aprobados en sesión N° 15-2020 celebrada el 11 de mayo del 2020 en el artículo XIX. Por tal 


razón, respetuosamente se informa que se procederá a remitir los informes de los estados 


financieros trimestrales a la SUPEN, de conformidad con lo indicado el oficio SP-899-2020, con 


la salvedad de que dichos informes no son con base en los requerimientos del Reglamento de 


Información Financiera aprobado por el CONASSIF, sino con las instrucciones emitidas por la 


Dirección General de Tributación Directa.” 


 


Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° 245-SC-2020, del Departamento Financiero 


Contable, mediante el cual informa sobre la forma de presentación de los Estados Financieros de 


la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones a la Superintendencia de 


Pensiones, con base en las instrucciones emitidas por la Dirección General de Tributación. 2) 


Hacer de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones que la presentación de los Estados 


Financieros se realizará como lo indica el oficio SP-899-2020, con la salvedad de que dichos 


informes no son con base en los requerimientos del Reglamento de Información Financiera 


aprobado por el CONASSIF, sino con las instrucciones emitidas por la Dirección General de 


Tributación. Se declara este acuerdo firme.” 
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Nota 3- Resumen de las principales políticas contables  


 


a) Período contable: 


 


El período contable inicia el 01 de enero y concluye el 31 de diciembre de cada año en curso, al 


final del cual se hará el proceso de cierre anual, debiendo tener siempre la misma duración para 


ser comparables.  


 


b) Unidad de Medida y regulaciones cambiarias 


 


Los Estados Financieros de la Junta Administradora están expresados en colones, moneda de 


curso legal en el país. La moneda de curso legal en la República de Costa Rica es el colón 


costarricense. 


 


De conformidad con la Directriz de Contabilidad Nacional No.006-2013 del 26 de junio de 2013 


referente al “Registro de Transacciones en Moneda Extranjera”, el tipo de cambio a utilizar para 


la conversión de las monedas a la moneda funcional será el siguiente: para las cuentas de activo, 


el tipo de cambio de compra y para las cuentas de pasivo, el tipo de cambio de venta, que emite 


el Banco Central de Costa Rica para las operaciones con el Sector Público no bancario. 


 


c) Caja y bancos 


 


Los recursos acreditados en cuentas bancarias de la Junta Administradora provienen 


principalmente del aporte de los servidores activos del Poder Judicial y los aportes de Jubilados 


y Pensionados del FJPPJ, los cuales son custodiados por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones y 


serán trasladados de dicho Fondo a la cuenta corriente o las cuentas corrientes, que disponga de 


la Junta Administradora. Adicionalmente por los intereses ganados derivados de la inversión de 


los recursos. 


 


d) Fondos en cuentas corrientes, caja chica 


 


Los gastos menores, así como en la adquisición de bienes y servicios indispensables, que se 


presenten en forma ocasional y que justifiquen su pago fuera de los trámites ordinarios 


establecidos, serán tramitados por Caja Chica. 


 


El fondo solo se aumentará por disposición de la Junta Administradora cuando se considere que 


dicho fondo es insuficiente. Los reintegros del fondo se contabilizarán directamente al gasto o en 


la cuenta de activo según corresponda. El fondo podrá disminuirse o cerrarse por disposición de 


la Junta Administradora. 


 


e) Inversiones de corto plazo 


 


Se contabilizarán como inversiones de corto plazo, la adquisición de bonos, títulos o valores al 


valor razonable o al costo amortizado, sean estos de naturaleza pública o privada, nacionales o 


extranjeros y cuyo plazo sea menor o igual a 365 días. De conformidad con el Manual Funcional 


de Cuentas de la DGCN, se contabilizará cada uno de los elementos que componen la inversión 


en las siguientes subcuentas contables: 
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• Valor de adquisición:  El valor nominal del título. 


• Descuentos: Corresponde al valor del descuento por devengar cuando la operación 


realizada contenga este elemento del costo. 


• Intereses devengados:   Corresponde a la porción de intereses devengados no pagados 


que se generen durante la vigencia de la operación. 


• Primas y otros gastos de adquisición:   Corresponde al valor de la prima y otros gastos 


de adquisición por devengar cuando la operación realizada contenga estos elementos del 


costo. 


 


La amortización de los descuentos, primas y otros gastos de formalización se realizará en forma 


mensual. 


 


f) Cuentas por cobrar 


 


Cuotas de servidores activos, jubilados y pensionados. 


 


Las cuotas de servidores activos serán acreditadas por el Poder Judicial en las cuentas del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones, las cuales se suman al aporte de los jubilados y pensionados.  El 


Fondo debe trasladar periódicamente las cuotas a las cuentas corrientes que disponga la Junta 


Administradora. 


 


La Junta Administradora contabilizará una cuenta por cobrar al Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones por el total de las cuotas acreditadas en dicho Fondo. La Junta gestionará el traslado 


de los recursos a las cuentas corrientes propias, siendo que cuando se efectúe estos traslados, se 


acreditará dicho saldo contablemente por el monto de los traslados efectuados. 


 


Otras cuentas por cobrar. 


Otras cuentas por cobrar que se deriven de las operaciones de la Junta Administradora deberán 


contabilizarse en la cuenta “Créditos varios sector privado interno c/p”, en las cuentas de detalle 


respectivas. 


 


g) Inventarios 


 


Se registrarán al inventario de materiales y suministros, aquellos insumos de esta naturaleza 


cuando se adquieran para mantenerlos como “stock de inventario”. En los casos que se adquieran 


para su consumo inmediato, se contabilizarán directamente al gasto. 


 


Si se reconocen como inventarios entonces aplicará las siguientes reglas: 


 


• Reconocimiento inicial: El inventario de materiales y suministros se contabilizará por su 


costo de adquisición, aplicando el método denominado “sistema permanente de 


inventarios”. 
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• Valuación: El inventario de materiales y suministros se valúa utilizando el método PEPS 


(Primero Entrar Primero Salir). Esto aplicará para el registro de los despachos de 


materiales y suministros. 


 


h) Gastos a devengar a corto plazo 


 


Comisión por devengar SUPEN 


 


En el primer mes de cada año, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) remite el detalle de la 


comisión estimada con base en los ingresos del período anterior, la cual deberá ser cancelada por 


la Junta Administradora mediante desembolsos mensuales.  El total de la comisión deberá 


contabilizarse en la cuenta “Comisión por devengar SUPEN” contra el pasivo a la 


Superintendencia de Pensiones en la cuenta denominada “Transferencias Instituciones 


Descentralizadas no Empresariales”. 


 


De conformidad con el acuerdo tomado por la Junta Administradora en sesión 8-20 del 16 de 


marzo de 2020 en su artículo III,  para el resto del período 2020 se procederá de oficio a trasladar 


a la cuenta corriente No. 4871790 del Banco de Costa Rica, los recursos correspondientes a la 


comisión de administración del 5/1000, del monto señalado por la SUPEN como canon de 


supervisión, dicho traslado se efectuará el penúltimo día del mes, con lo cual deberá 


contabilizarse primero: el rebajo de la comisión por devengar y del pasivo registrado 


originalmente y en segunda instancia, se  debe contabilizar el gasto correspondiente por la 


erogación efectuada contra la salida de efectivo. 


 


En caso de ajustes anuales a la comisión, estos se registrarán al gasto del período correspondiente 


cuando se efectué su pago. 


 


Seguros a devengar: 


 


Se contabilizarán el pago de las primas de las pólizas de seguro y/o sus renovaciones en esta 


cuenta. Mensualmente se registra el gasto de pólizas, disminuyendo de este rubro, la proporción 


mensual que resulta de dividir su costo entre el plazo de la póliza (método lineal). 


 


i) Inversiones a largo plazo 


 


Se contabilizarán como inversiones de largo plazo, la adquisición de bonos, títulos o valores al 


valor razonable o al costo amortizado, sean estos de naturaleza pública o privada, nacionales o 


extranjeros y cuyo plazo sea mayor a 365 días. De conformidad con el Manual Funcional de 


Cuentas de la DGCN, se contabilizará cada uno de los elementos que componen la inversión en 


las siguientes subcuentas contables: 


 


• Valor de adquisición:  El valor nominal del título. 


• Descuentos:  Corresponde al valor del descuento por devengar cuando la operación 


realizada contenga este elemento del costo. 


• Intereses devengados:   Corresponde a la porción de intereses devengados no pagados 


que se generen durante la vigencia de la operación. 
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• Primas y otros gastos de adquisición:   Corresponde al valor de la prima y otros gastos 


de adquisición por devengar cuando la operación realizada contenga estos elementos del 


costo. 


 


La amortización de los descuentos, primas y otros gastos de formalización se realizará en forma 


mensual. 


 


j) Otras cuentas por cobrar a largo plazo 


 


Se contabilizarán en esta cuenta los depósitos en garantía de servicios públicos o privados de 


agua, electricidad. teléfono o alquileres, entre otros.  En caso de registrarse el pago de garantías 


en moneda diferente a la moneda funcional, se deberá actualizar mensualmente su valor con base 


en la variación del tipo de cambio, aumentando o disminuyendo el valor de la garantía de 


conformidad con su variación. La contraparte contable del aumento y/o disminución de la 


garantía, será la cuenta del gasto o el ingreso por diferencial cambiario o su similar. 


 


k) Bienes duraderos 


 


• Registro: Las compras por equipo de cómputo y/o mobiliario, se contabilizan afectando 


la cuenta correspondiente en el rubro del Activo no Corriente. 


 


• Reconocimiento inicial: Todos los Activos Fijos se valuarán al costo. Los bienes 


donados se valuarán por su valor razonable. 


 


• Depreciación de los activos fijos: El método para el cálculo de la depreciación de los 


activos fijos depreciables, es el método denominado “Línea Recta”. Para el cálculo se 


debe considerar, los años estimados de vida útil según la asignación dada por Ministerio 


de Hacienda (Dirección General de Tributación Directa) y lo consignado en la Ley del 


Impuesto sobre la Renta. 


 


• Medición posterior: Por la naturaleza de los activos no se revalúan. 


 


l) Activos intangibles 


 


• Activos intangibles: Son activos intangibles los programas informáticos, programas para 


equipo de comunicación y licencias de software, de acuerdo con lo indicado en la 


Directriz CN-014-2009. 


 


• Reconocimiento inicial: Los Intangibles se valúan al costo. 


 


• Amortización de los activos Intangibles: El método para el cálculo de la amortización 


de los activos es el método denominado “Línea Recta”. Para el cálculo se debe considerar, 


los años estimados de vida útil según la asignación dada por el Ministerio de Hacienda 


(Dirección General de Tributación Directa) y lo consignado en la Ley del Impuesto sobre 


la Renta. En el caso de las licencias, la vida útil será la del período de vigencia de la 


misma. 
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En los casos que no se identifique la vida útil de un activo intangible, se hará conforme 


con el criterio de la Dirección General de la Contabilidad Nacional, externado por medio 


del oficio D-0372-2010 del 24 de marzo de 2010:  


 


“Cualquier profesional en su campo incorporado al Colegio respectivo puede llevar a cabo 


un avalúo y peritaje sobre asuntos y materias relacionadas con la profesión, y si la 


institución cuenta con este tipo de profesionales sus avalúos será, de aceptación general.” 


 


• Mejoras en activos intangibles: En cumplimiento a la Directriz de la Contabilidad 


Nacional Nº CN 01-2005, “Capitalización de partidas de bienes duraderos, registro de 


amortización del servicio de la deuda pública, confirmación de saldos y presentación de 


auxiliares”, y a la Norma Internacional de Contabilidad para el Sector Público Nº 17: 


“Propiedad, Planta y Equipo” (NICSP 17), se estable la siguiente “Política para el 


reconocimiento de mejoras en activos no corrientes del Poder Judicial”: 


 


En cuanto a las adiciones y mejores en activos fijos e intangibles, se deberán capitalizar aquellas 


partidas que: 


 


• incrementen la vida útil del activo en que se invierten, ó 


• aumenten su capacidad de prestar servicio o de obtener potencial de servicio; 


• deben prestar servicios o producir beneficios por más de un periodo 


 


m) Deudas a corto plazo 


 


Corresponde al saldo de las facturas con proveedores de bienes y servicios que están pendientes 


de cancelar al cierre de cada mes, disminuye con el registro de las transferencias pagadas. 


 


n) Deudas fiscales 


 


Corresponde a la retención del impuesto de renta derivado del pago de facturas a proveedores los 


cuales deberán cancelarse dentro del plazo establecido por Ley, en los primeros días del mes 


siguiente de la fecha del pago de la factura. 


 


o) Corrección de registros de periodos anteriores 


 


Los errores u omisiones en el registro de las cuentas de ingresos y gastos de períodos anteriores 


se ajustarán debitando o acreditando la cuenta “Corrección de Períodos Anteriores”, según 


corresponda. 


 


p) Cierre de las cuentas de ingresos y gastos 


 


Los asientos de cierre serán anuales al cierre de cada período. Para los efectos el cierre de las 


cuentas de los ingresos y de los gastos se hará debitando o acreditando las cuentas patrimoniales 


denominadas “Cierre de cuenta de ingresos” y “Cierre de Cuenta de gastos” respectivamente en 


cada caso. 
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q) Transferencias 


 


Intereses ganados, el registro mensual de los intereses ganados deberá efectuarse afectando las 


siguientes subcuentas contables. 


 


• Intereses ganados:  Corresponde al monto de los intereses ganados mensuales derivados 


de la inversión de los recursos. 


• Descuento amortizado:  Se registra la amortización mensual de los descuentos sumando 


al total de los intereses. 


• Primas y gastos de adquisición amortizados:  Se registra la amortización mensual de 


las primas y gastos de adquisición restando al total de los intereses. 


 


Nota 4- Efectivo y equivalentes de efectivo 


 


Al 31 de diciembre del 2020, esta cuenta se encuentra conformada de la siguiente manera: 


 


 2020 


Caja Chica General (a) 2.000.000 


Banco de Costa Rica 48717901 Colones (b) 146.619 


Total 2.146.619 


 


 


(a) En junio de 2020, se da apertura a la cuenta corriente No. 4884108 para uso de la Caja 


Chica de la Junta Administradora. El monto autorizado para su apertura fue de 


¢2.000.000, los cuales se trasladaron a dicha cuenta mediante la transferencia No. 


9010190 del 11 de junio de 2020.  Para los efectos contables, este rubro mantendrá un 


saldo de ¢2.000.000 el cual podrá aumentarse o disminuirse mediante acuerdo de la Junta 


Administradora. Los reintegros del fondo se contabilizarán directamente al gasto o en la 


cuenta de activo según corresponda, conforme con la política contable nota 3 inciso d) de 


este informe, aprobado por la Junta Administradora. 


 


(b) Corresponde al saldo de la cuenta corriente No. 4871790 que se mantiene en el Banco de 


Costa Rica, el cual para el mes de diciembre de 2020 es ¢146.619. Este saldo registra una 


disminución respecto del saldo del mes anterior de ¢125.063 el cual se justifica en que los 


traslados efectuados desde el Fondo de Jubilaciones durante el mes son por un total de 


¢2.743.563 mientras que los pagos efectuados son por ¢2.868.626. 
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El detalle de los pagos efectuados es el siguiente: 


 


Pagos Efectuados Fecha 


No. 


Documento Saldo 


Servicios Jurídicos HV 18/12/2020 7201084 604.395 


Pago a Valmer 9/12/2020 11684760 168.198 


Comisión 9/12/2020 11684760 1.224 


Publicación diario Extra 8/12/2020 6650523 915.264 


Servicios jurídicos K M 18/12/2020 11245964 1.007.325 


Renta 14/12/2020 1670 172.220 


  Total  2.868.626 


 


Nota 5- Cuentas por cobrar corto plazo 


 


Transferencias de corto plazo (aportes e intereses ganados en cuenta corriente por cobrar 


al Fondo de Jubilaciones y Pensiones) 


 


La creación de la cuenta por cobrar al Fondo de Jubilaciones se fundamenta en el artículo 236 de 


la Ley No.9544: 


“[…] Los recursos que se obtengan con la contribución especial, solidaria y redistributiva, 


establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


[…]” 


El artículo 239 de la Ley No.9544 denominada Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial, contenido en la Ley No. 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, del 05 de 


mayo de 1993 y sus reformas, establece el financiamiento de la Junta Administradora del Fondo 


de Jubilaciones y Pensiones de la siguiente manera:  


[…] Se financiará con una comisión por gastos administrativos que surgirá de deducir un cinco 


por mil de los sueldos que devenguen los servidores judiciales, así como de las jubilaciones y las 


pensiones a cargo del Fondo. Con estos recursos se pagarán las dietas de los miembros de la Junta 


Administrativa, los salarios de su personal y, en general, sus gastos administrativos. Los recursos 


ociosos serán invertidos de conformidad con lo previsto en el artículo 237 de esta ley. […]” 


 


Los aportes acumulados y los intereses ganados sobre los aportes se registran con base en las 


certificaciones mensuales y el detalle de los intereses ganados y los aportes, que emite el Proceso 


de Inversiones del Macroproceso Financiero Contable.  


 


La cuenta por cobrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones es por ¢4.698.538.834. Para este mes 


de diciembre de 2020 el saldo se incrementa en ¢ 155.986.758 respecto del saldo del mes anterior, 


debido al registro de nuevas cuentas por cobrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, derivados 


de los aportes de la “comisión de gastos administrativos” de servidores, jubilados y pensionados 


mensuales por ¢140.085.685, más los intereses ganados de ese mes por ¢18.644.636. A este total 


se debe restar el monto de las transferencias efectuadas a la cuenta corriente No. 4871790 BCR 


por ¢2.743.563.   
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El detalle de las transferencias efectuadas en el mes es el siguiente: 


 


Transferencias efectuadas Fecha 


No. 


Documento Saldo 


Factura Diario Extra 4/12/2020 11791861 931.608 


Factura Valmer S.A 8/12/2020 6247600 171.195 


Servicios jurídicos HV 18/12/2020 480870 615.285 


Servicios jurídicos KM 18/12/2020 409114 1.025.475 


  Total 2.743.563 


 


El total de la cuenta por cobrar de ¢4.698.538.834, coincide con el monto indicado en la 


certificación emitida por el Proceso de Inversiones del Macroproceso Financiero Contable N.003 


PI- 2021, del 06 de enero de 2021. 


 


Al 31 de diciembre del 2020, esta cuenta se encuentra conformada de la siguiente manera: 


 


 2020 


Aportes Jubilados y Activos 4.503.405.332 


Intereses por cobrar 289.011.141 


Transferencias corrientes (93.877.639) 


Total 4.698.538.834 


 


Nota 6- Otros Activos a corto plazo 


 


El total de otros activos de corto plazo por devengar es ¢30.632.782 y se compone como se detalla 


seguidamente: 


Gastos por devengar (Comisión SUPEN) 


Al cierre de diciembre de 2020 se amortizó la totalidad de la Comisión de supervisión de SUPEN 


del período 2020. Sin embargo, está pendiente de cancelar lo correspondiente de este mes por 


¢1.856.837, el cual deberá cancelarse en enero de 2021, a la espera de que la SUPEN informe de 


alguna variación en el monto por el recálculo de la comisión del período. Lo anterior, de 


conformidad con lo indicado por el Proceso de Inversiones del Macroproceso Financiero 


Contable. El saldo no cancelado se registra en la cuenta de pasivo con la SUPEN que se detalla 


en la nota 8 de este informe. 


Otros servicios a devengar a corto plazo. 


Corresponde al registro de la carta de compromiso (sin número) con la empresa PWC por el 


desarrollo de requerimientos relacionados con: 


• Diseño de una organización de corto plazo y otra de mediano plazo para la Junta 


Administradora. 
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• Manual de puestos, clasificación y valoración de puestos y escala salarial para las 


organizaciones de corto y mediano plazo de la Junta Administradora. 


• Reclutamiento y selección de posiciones requeridas por la organización de la 


Junta Administradora. 


El monto total de la contratación es por $73.500 (IVA incluido) que equivale a ¢43.965.495 


(TC¢598.17 al 31-08-2020 sector público no bancario), de los cuales, en diciembre de 2020, el 


saldo muestra únicamente un incremento producto del ajuste de ¢440.780, por la variación del 


tipo de cambio. El saldo pendiente de amortizar es de $49.749 que equivale a ¢30.632.782 (TC 


615.74).  


Al 31 de diciembre de 2020,  el saldo de esta cuenta es el siguiente: 


 


 2020 


Contrato con PWC, diseño de organización 43.965.495 


Diferencial cambiario 1.062.756 


Pagos efectuados (14.395.469) 


Total 30.632.782 


 


Nota 7- Bienes no concesionados, netos 


 


Equipo y mobiliario de oficina 


En esta cuenta se registra mobiliario y equipo de oficina adquirido por la Junta Administradora. 


En diciembre de 2020 no se registró compra de estos activos.  


Equipo de cómputo 


En esta cuenta se registra el equipo de cómputo adquirido por la Junta Administradora. En 


diciembre de 2020 no se compraron activos de esta naturaleza. 


Al 31 de diciembre de 2020 el saldo de los bienes no concesionados de equipo y mobiliario de 


oficina y equipo de cómputo es el siguiente: 


 


Descripción 


Saldo al 


31/12/2020 


Costo:  


Mobiliario y equipo  154.219 


Equipo de cómputo 1.342.981 


Total, costo 1.497.200 


Depreciación acumulada:  


Depre. Acum. Mobiliario y equipo  (8.707) 


Depre. Acum.  Equipo de cómputo (152.561) 


Total, depreciación (161.268) 


Total, neto 1.335.932 
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Software y programas 


En esta cuenta se registra las licencias adquiridas por la Junta Administradora. En diciembre de 


2020 no se compraron activos de esta naturaleza. 


 


Al 31 de diciembre de 2020 el saldo de los bienes no concesionados software y programas es el 


siguiente: 


 


Descripción 


Saldo al 


31/12/2020 


Costo:  


Software y programas 83.618 


Total, costo 83.618 


Amortización acumulada:  


Amort. Acum. Software y programas (46.455) 


Total, amortización (46.455) 


Total, neto 37.163 


Total Bienes no concesionados 1.373.095 


 


El total de bienes no concesionados a diciembre de 2020 es ¢1.373.095.  


Nota 8-Deudas a corto plazo 
 


Al 31 de diciembre de 2020, el total de las deudas de corto plazo al cierre del mes de diciembre 


de 2020 es de ¢32.549.895 y corresponde a los siguientes conceptos:  


 


 2020 


Deudas por adquisición de servicio gestión y apoyo (a) 30.632.782 


Deducción Imp. Renta 2% (b) 48.415 


Superintendencia de Pensiones (SUPEN) (c) 1.856.837 


Dineros de pendientes de reintegrar Caja Chica (d) 11.861 


Total 32.549.895 
 


 


(a) Deudas por adquisición de servicios c/p 


Corresponde al registro de la carta de compromiso (sin número) con la empresa PWC por el 


desarrollo de requerimientos relacionados con: 


• Diseño de una organización de corto plazo y otra de mediano plazo para la Junta 


Administradora. 


• Manual de puestos, clasificación y valoración de puestos y escala salarial para las 


organizaciones de corto y mediano plazo de la Junta Administradora. 
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• Reclutamiento y selección de posiciones requeridas por la organización de la Junta 


Administradora. 


El monto total de la contratación es por $73.500 (IVA incluido) que equivale a ¢43.965.495 


(TC¢598.17 al 31 de agosto 2020 sector público no bancario), de los cuales, en diciembre de 


2020, el saldo pendiente muestra únicamente un incremento producto del ajuste de ¢440.780, por 


la variación del tipo de cambio. El saldo pendiente de amortizar es de $49.749 que equivale a 


¢30.632.782 (TC 615.74).  


(b) Deudas sociales y fiscales a corto plazo   


Se registra en esta cuenta el total de la retención del impuesto de renta sobre el pago de facturas 


de proveedores, el cual al cierre de diciembre de 2020 es de ¢48.415, el cual deberá cancelarse 


en los primeros días del mes siguiente, en el plazo establecido por la Ley del Impuesto de Renta.  


(c) Transferencias Instituciones Descentralizadas no Empresariales por pagar c/p 


(Comisión SUPEN).  


En esta cuenta se registra el saldo de la comisión de supervisión de SUPEN que al cierre de cada 


mes está pendiente de cancelar.  El saldo no cancelado al mes de diciembre de 2020 es 


¢1.856.837, se deberá cancelar conforme al procedimiento aprobado por la Junta Administradora, 


en la sesión 8-20 del 16 de marzo de 2020 en su artículo III (comentado en la nota 6). Sin 


embargo, de conformidad con lo indicado por el Proceso de Inversiones del Macroproceso 


Financiero Contable, este saldo será cancelado en enero de 2021, ya que está pendiente de que la 


SUPEN informe el saldo definitivo de la comisión del período 2020. 


(d) Otras deudas de corto plazo.  


Se registra en esta cuenta los dineros pendientes de reintegrar a la caja chica, que corresponde a 


aquellos pagos efectuados por medio de la cuenta corriente de caja chica, pero que al cierre del 


mes no se han reintegrado a dicho fondo.  El saldo de esta cuenta es de ¢11.861 y se origina en 


el pago de chequeras de la cuenta corriente en el mes de junio de 2020.  


Nota 9- Resultados acumulados de ejercicios anteriores 


 


Se registra en esta cuenta el resultado acumulado de los ingresos y gastos de los períodos 


anteriores, derivados principalmente de las transacciones por cuotas de afiliación y los intereses 


ganados, así como de los gastos generales pagados. 


El saldo de esta cuenta al mes de diciembre de 2020 es de ¢2.783.538.447 y presenta una 


variación respecto del saldo del mes anterior debido a que se contabiliza el ajuste por el pago de 


comisiones de supervisión de SUPEN por ¢274.620 del período 2019 según oficio SP-1253-2020, 


el cual se canceló mediante transferencia 18383960 del 22 de octubre de 2020 según lo aprobado 


por la Junta Administradora en la sesión del 12 de octubre de 2020. Este rubro lo componen las 


cuentas Resultados acumulados ejercicios anteriores por ¢2.814.435.695 y la cuenta Corrección 


de Periodos Anteriores por ¢-30.897.248. 
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Acumulado al 31 de diciembre de 2020, los saldos de esta cuenta, se detallan a continuación: 


 


 2020 


Resultados acumulados ejercicios anteriores 2.814.435.695 


Corrección de periodos anteriores (30.897.248) 


Total 2.783.538.447 


 


Nota 10- Resultado del ejercicio 


 


Este dato se obtiene del Estado de Resultados específicamente del saldo de la utilidad del período. 


Representa la utilidad obtenida hasta diciembre de 2020 la cual tiene un saldo acumulado a ese 


mes de ¢1.916.602.988. Este mes este rubro presenta un incremento respecto del mes anterior de 


¢154.097.341 que se justifica en el registro de los ingresos mensuales por cuotas de afiliación e 


intereses ganados, por un total de ¢158.730.322 menos el total de gastos contabilizados en el mes 


de diciembre de 2020 por ¢4.632.980. 


Nota 11-Ingresos a la propiedad 


 


Se contabilizan en esta cuenta los intereses ganados en la inversión de los aportes por la comisión 


de administración, en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con base en la 


certificación N. 03-PI-2021 y el detalle de los intereses mensuales que emite el Proceso de 


Inversiones del Macroproceso Financiero Contable. Al mes de diciembre de 2020 el total de 


intereses ganados es ¢182.400.278.  


 


Por el periodo terminado el 31 de diciembre de 2020 los saldos de esta cuenta, se detallan a 


continuación: 


 


 2020 


Enero  11.901.689 


Febrero  12.128.750 


Marzo  13.489.759 


Abril  13.546.492 


Mayo  14.594.629 


Junio  14.656.868 


Julio  15.737.660 


Agosto  16.334.125 


Setiembre  16.375.865 


Octubre  17.513.460 


Noviembre enero  17.476.345 


Diciembre  18.644.636 


Total 182.400.278 
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Nota 12-Transferencias corrientes 
 


Son transferencias corrientes los aportes por comisiones de administración acreditados en el 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del período actual.  En diciembre de 2020 se contabiliza en 


esta cuenta los aportes del período vigente, de los cuales se certifica el saldo pendiente de cobrar 


al cierre de diciembre de 2020, mediante la certificación N. 03-PI-2021 del 06 de enero de 2021. 


El detalle de aportes de servidores activos, jubilados y pensionados es el siguiente: 


Por el periodo terminado el 31 de diciembre de 2020, los saldos de esta cuenta se detallan a 


continuación: 


 


 2020 


Aportes Jubilados y Pensionados (a) 1.387.930.447 


Aportes Servidores (a) 407.650.050 


Total 1.795.580.497 
 


(a) Detalle por mes de los aportes: 


 


Aportes Servidores Jubilados 


Total 


Mensual 


Aportes de enero 2020 208.915.545 33.571.929 242.487.474 


Aportes de febrero 2020 110.657.686 34.393.709 145.051.395 


Aportes de marzo 2020 108.033.870 33.989.429 142.023.299 


Aportes de abril 2020 104.149.963 33.981.453 138.131.416 


Aportes de mayo 2020 106.197.828 33.981.623 140.179.451 


Aportes de junio 2020 105.173.547 33.721.252 138.894.799 


Aportes de julio 2020 103.853.817 34.094.067 137.947.884 


Aportes de agosto 2020 106.936.374 33.771.300 140.707.674 


Aportes de setiembre 2020 113.580.364 34.262.205 147.842.569 


Aportes de octubre 2020 106.669.790 34.250.609 140.920.399 


Aportes de noviembre 2020  107.494.014 33.814.438 141.308.452 


Aportes de diciembre 2020 106.267.649 33.818.036 140.085.685 


Total 1.387.930.447 407.650.050 1.795.580.497 


 


Nota 13- Otros ingresos 
 


En diciembre de 2020 se registra el ajuste acumulado por ¢1 que corresponde al impuesto de 


renta no cobrado por el Ministerio de Hacienda por el redondeo de los decimales en los montos 


mensuales cuando estos son menores a ¢0.50. 


Nota 14- Gastos de funcionamiento 
 


El saldo de esta cuenta en el mes de diciembre de 2020 es ¢39.071.047. Esta cuenta presenta un 


incremento respecto del total de gastos contabilizados por este concepto al mes anterior de 


¢2.776.143 los cuales se originan en el pago de servicios jurídicos por ¢1.640.760,  la publicación 


en el diario Extra por ¢931.608 el pago de servicios a Valmer, S.A. por un total de ¢171.228, el 


pago de comisiones bancarias por ¢1.224 y la depreciación y amortización mensual de los activos 


adquiridos por ¢31.322, los cuales no representan erogaciones de efectivo.  
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Por el periodo terminado el 31 de diciembre de 2020, los saldos de esta cuenta se detallan a 


continuación: 


 


 2020 


Servicios comerciales y financieros (a) 38.531.888 


Útiles. materiales y suministros diverso (b) 331.435 


Consumo bienes distintos de inventarios (c) 207.724 


Total 39.071.047 


 


(a) Los gastos por servicios comerciales y financieros se detallan a continuación: 


 


 2020 


Servicios de información 4.168.165 


Otros servicios comerciales y financieros 112.223 


Servicios Jurídicos 18.747.265 


Servicios en ciencias económicas y sociales 15.425.136 


Otros servicios de gestión y apoyo 79.099 


Total 38.531.888 


 


(b) Los gastos por útiles y suministros diversos se detallan a continuación: 


 


 2020 


Alimentos y bebidas 189.840 


Útiles y materiales de oficina y cómputo 141.595 


Total 331.435 


 


(c) Los gastos por consumo de bienes distintos del inventario, corresponden a las 


depreciaciones y amortizaciones, se detallan a continuación: 


 


 2020 


Deprec. equipos y mobiliario de oficina  8.707 


Deprec. de equipos de cómputo  152.561 


Amort. de licencias 46.456 


Total 207.724 


 


Nota 15-Trasferencias 


 


Se registra en el gasto de transferencias corrientes, la amortización de la comisión de supervisión 


de SUPEN de enero a noviembre de 2020 por ¢1.856.842 por cada mes y en diciembre de 2020 


por ¢1.856.837, para un total de ¢22.282.099. 


 







 
 


 


  27 


 


Nota 16-Otros gastos 


 


Se registra en el pago de intereses moratorios a SUPEN. Estos intereses moratorios se originan 


en los pagos efectuados de las comisiones de supervisión de los meses de enero y febrero de 


2020, los cuales fueron efectuados hasta el mes de marzo de 2020. El total de intereses moratorios 


pagados es ¢24.642 según se muestra en el siguiente detalle: 


Por el periodo terminado el 31 de diciembre del 2020, los otros gastos se detallan de la siguiente 


manera: 


 


Intereses Moratorios Fecha 
No 


Documento 
Saldo 


Pago Intereses Moratorios SUPEN enero 2020 9/3/2020 19402547 20.946 


Pago Intereses Moratorios SUPEN febrero 2020 9/3/2020 19402553 3.696 
   24.642 


 


Nota 17-Resultado del ejercicio 


 


Representa la utilidad obtenida hasta diciembre de 2020 la cual tiene un saldo acumulado a ese 


mes de ¢1.916.602.988. Este mes este rubro presenta un incremento respecto del mes anterior de 


¢154.097.341 que se justifica en el registro de los ingresos mensuales por cuotas de afiliación e 


intereses ganados, por un total de ¢158.730.322 menos el total de gastos contabilizados en el mes 


de diciembre de 2020 por ¢4.632.980. 


Nota 18-Cobros por ingresos de la propiedad 


 


Se clasifican en “Cobros por ingresos de la propiedad” los intereses ganados del período 2020, 


en la inversión de los aportes en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por 


¢182.400.278. 


 


Nota 19- Cobros por transferencias 


 


El cobro de transferencias en el Estado del Flujo de Efectivo corresponde a los ingresos del 


período vigente. A diciembre de 2020 el total de ingresos de transferencias es ¢1.795.580.497, se 


compone principalmente de cuotas de administración del período comprendido de los meses de 


enero a diciembre de 2020. 


 


Nota 20- Otros ingresos por actividades de operación 


 


Corresponde a sumas no cobradas por el Ministerio de Hacienda en el pago del impuesto de renta 


por ¢1, por el redondeo de los saldos cuando los decimales son menores a ¢0.50. 


 


Nota 21- Pagos por otras transferencias 


 


Los pagos por otras transferencias en este estado financiero corresponden al rubro de gastos del 


período, que contabiliza la amortización de la comisión de SUPEN por ¢22.282.099 acumulada 


al mes de diciembre de 2020. 
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Nota 22- Otros pagos por actividades de operación 


 


En este rubro se clasifica los “Gastos de funcionamiento” y “Otros gastos” del período que 


sumados dan un total de ¢39.095.689. El incremento de este rubro en diciembre de 2020 es 


principalmente de ¢2.776.143,40 por gastos de funcionamiento, los cuales se detallan en la nota 


14 “Gastos de funcionamiento”.   
 


Nota 23- Otros pagos por actividades de inversión 
 


Este rubro del Estado de Flujo de Efectivo clasifica todas aquellas partidas de las actividades de 


inversión y otros activos, que no se pueden clasificar en otras cuentas específicas de este formato 


de estado financiero. En diciembre de 2020, la variación mensual de otros pagos por actividades 


de inversión se compone del saldo de la variación de la cuenta por cobrar al Fondo de Jubilaciones 


y Pensiones del Poder Judicial por ¢4.698.538.834, de los recursos acreditados en dicho Fondo  


más el incremento neto por la compra de mobiliario y equipo, equipo de cómputo y activos 


intangibles (software y programas) por ¢1.373.095 menos lo correspondiente del impuesto de 


renta retenido a proveedores pendiente de cancelar al cierre del mes por ¢48.415, el saldo no 


cancelado de la comisión de administración de SUPEN por ¢1.856.837  y las sumas pendientes 


de reintegrar a la caja chica por ¢11.861, para un total de ¢4.697.994.816. 


 


Nota 24- Cobro por incremento de capital y transferencias de capital 


 


El cobro de transferencias de capital en el Estado del Flujo de Efectivo corresponde a los ingresos 


acumulados al 31 de diciembre de 2019 por ¢2.707.824.834 de las cuotas de administración. 


Adicionalmente, por el registro de intereses ganados sobre los aportes acumulados a ese período 


por ¢106.610.860, menos el pago efectuado en marzo de 2020, de la comisión de supervisión de 


SUPEN de los períodos 2018 y 2019 (hasta el mes de noviembre de 2019) por ¢24.116.334 y sus 


intereses moratorios por ¢3.215.898. Para el mes de abril de 2020, se contabilizó el pago del 


ajuste de los servicios de supervisión de SUPEN por ¢3.290.399 del período 2019 y en el mes de 


mayo de 2020, se registra el ajuste de incremento por ¢3 de los intereses ganados de períodos 


anteriores. En octubre de 2020 se canceló un ajuste a SUPEN por el cobro de comisiones por 


¢274.620 del período 2019 (ver nota 9). El total de las transferencias de capital es ¢2.783.538.447. 


Nota 25-Contingencia 


 


Está pendiente de resolución el expediente 18-003030-1765-CJ-2 de los cobros gestionados por 


la SUPEN por conceptos de supervisión al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, correspondiente 


a los períodos comprendidos entre el 2011 y el 2018. Al respecto la Dirección Ejecutiva remitió 


el oficio No. 6035-DE-2018 del 17 de diciembre de 2018, mediante el cual traslada copia del 


oficio No. DJ-3896-18 del 14 de diciembre de 2018, suscrito por el MSC. Rodrigo Campos 


Hidalgo, Director Jurídico en el cual solicita un informe del monto que correspondería pagar a la 


SUPEN. En respuesta a lo solicitado, el Macroproceso Financiero Contable remite el oficio 12-


SC-2019 del 22 de enero de 2019, mediante el cual informa que el monto a cancelar del principal 


asciende a ¢225.665.270,64, correspondiente a los períodos comprendidos entre el 2011 y el 


2018. 
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Nota 26- Nota del COVID-19 


 


Para el periodo 2020 se dio la conformación de la Junta Administradora del FJPPJ, la cual no 


presentó cuerpo administrativo propio durante dicho periodo, en razón de lo cual las gestiones 


necesarias para atender los requerimientos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 


Judicial y dicho cuerpo colegiado, fueron realizadas por el personal del Poder Judicial, amparados 


en el convenio interinstitucional vigente en dicho momento. 


Por su parte, el Poder Judicial y en particular el personal administrativo del Macroproceso 


Financiero Contable, lograron migrar ágilmente hacia las opciones de teletrabajo, por lo cual 


únicamente se presentaron retrasos de un par de semanas en marzo 2020, las cuales fueron 


subsanadas una vez que se contó con el equipo portátil y los accesos necesarios para el personal 


relacionado con este régimen de pensiones. 


Por su parte la Junta Administradora del FJPPJ, adoptó rápidamente la virtualidad para la 


ejecución de sus sesiones de trabajo, así como la remisión de sus acuerdos y seguimiento 


correspondiente. 


En resumen, la pandemia Covid-19, forzó a la migración hacia el teletrabajo e implicó breves y 


momentáneos retrasos en la ejecución de funciones, que no llegaron a materializar 


incumplimiento alguno en los compromisos u obligaciones respectivas. 


Nota 27- Asuntos legales  


 


Según respuesta el Lic. Billy Quiros Muñoz el 03 de febrero del 2021, Asesor Legal Externo de 


la Junta Administradora del FJPPJ, indica que no tengo ningún litigio pendiente en contra y a 


favor de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 


 


Nos menciona Lic. César Gerardo Azofeifa Anchía al 15 de febrero del 2021, que no funge como 


director en ningún litigio o proceso judicial ni extrajudicial presentado ante ningún estrado 


judicial. 


 


Despacho Hubert Volio Montero el 04 de febrero del 2021, no encuentra tramitando ningún litigio 


ni proceso arbitral. 
 


El Lic. Fernando Lara Gamboa ha tenido a cargo: 
 


• Naturaleza: Amparo de Legalidad y corresponde al expediente 20-004048-1027-CA-2. 
 


• Partes involucradas: María Esther Jiménez Barletta como parte recurrente y la Junta 


Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como parte demandada. 


Descripción: Se interpuso un Amparo de Legalidad debido a que la Junta no había emitido 


una decisión final con respecto a la solicitud de pensión de la señora María Esther Jiménez 


Barletta. 


 


• Estado a la fecha: Se respondió el Amparo en tiempo y forma, y también se emitió la 


decisión final, por lo que se espera que el mismo se dé por terminado, al no existir ya 


ninguna pretensión por parte de la recurrente. Se está pendiente de la Resolución final. 
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• Probabilidad de un resultado desfavorable: El recurrente llevaba razón, en virtud del 


derecho que tiene a un Procedimiento Administrativo Pronto y Cumplido. Se había 


demorado más de lo que razonablemente para resolver, en razón de cambios internos y el 


COVID-19, razón por la cual si no se emitía la resolución se podría estar violando el 


derecho a la señora Jiménez. Sin embargo, al haberse emitido la decisión final con 


respecto a la pensión de la señora Jiménez antes de presentar nuestra respuesta, el 


recurrente se debería de dar por satisfecho en sus pretensiones. Siempre existe la 


posibilidad que se nos condene en costas, sin embargo, es baja. En caso de que se nos 


condene en costas, podrían ser entre $500 y $1.000 dólares, moneda de curso legal de los 


Estados Unidos de América.  
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KEM SOLUCIONES JURÍDICAS, menciona al 03 de febrero del 2021: 


 


Naturaleza 


del litigio 


 


Número de 


expediente 


Intervinientes Descripción del 


litigio 


Estado actual Evaluación de la 


probabilidad de un 


resultado 


desfavorable 


Estimado del 


monto de la 


pérdida o ganancia 


potencial 


Seguridad 


Social 


20-003773-


1027-CA  


Adela Yadira 


Brizuela 


Guadamuz y 


otros c/El 


Estado y Junta 


Administradora 


del FJPPJ* 


Medida cautelar ante 


causam de suspensión 


de la eficacia de los 


artículos 4, inciso b) y 


7 de la Ley N° 9796, la 


que impuso una 


contribución especial, 


solidaria y 


redistributiva, a partir 


de junio de 2020. Los 


quince actores 


plantearon dicha 


gestión en el Tribunal 


Contencioso 


Administrativo, no 


obstante, ese 


Despacho se declaró 


incompetente y 


remitió los autos al 


Juzgado de Seguridad 


Social, quien, a su vez, 


planteó conflicto de 


competencia ante la 


Sala Primera de la 


Corte Suprema de 


Justicia, pues en su 


criterio, el asunto debe 


En trámite en la Sala 


Primera de la Corte 


Suprema de 


Justicia, para definir 


competencia.  


Existen altas 


probabilidades de 


que el litigio resulte 


favorable al Estado 


y a la Junta del 


FJPPJ, toda vez que 


resulta 


improcedente el 


planteamiento de un 


litigio en los 


Tribunales 


Ordinarios, contra 


una Ley y sus 


efectos, a menos de 


que los gestionantes 


interpongan las 


acciones 


constitucionales 


correspondientes 


ante la Sala 


Constitucional y 


estas terminen en 


una 


inconstitucionalidad 


de las normas 


atacadas.    


Para estimar una 


afectación 


económica en caso 


de que se suspenda 


la ejecución del 


cobro de la 


contribución 


especial, solidaria y 


redistributiva, se 


requiere de un 


estudio actuarial por 


lo que a nivel legal 


no se puede 


determinar lo 


solicitado.  
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Naturaleza 


del litigio 


 


Número de 


expediente 


Intervinientes Descripción del 


litigio 


Estado actual Evaluación de la 


probabilidad de un 


resultado 


desfavorable 


Estimado del 


monto de la 


pérdida o ganancia 


potencial 


ser conocido por el 


Juzgado de Trabajo 


del Primer Circuito 


Judicial de San José. 


 


 


Seguridad 


Social 


20-003393-


1027-CA 


Emilia María 


Arias Jiménez 


y otros c/El 


Estado y Junta 


Administradora 


del FJPPJ* 


Medida cautelar ante 


causam de suspensión 


de la eficacia de los 


artículos 4, inciso b) y 


7 de la Ley N° 9796, la 


que impuso una 


contribución especial, 


solidaria y 


redistributiva, a partir 


de junio de 2020. Los 


noventa y ocho actores 


plantearon dicha 


gestión en el Tribunal 


Contencioso 


Administrativo, no 


obstante, ese 


Despacho se declaró 


incompetente y 


remitió los autos al 


Juzgado de Seguridad 


Social, quien a su vez, 


planteó conflicto de 


competencia ante la 


En trámite en la Sala 


Primera de la Corte 


Suprema de 


Justicia, para definir 


competencia. 


Existen altas 


probabilidades de 


que el litigio resulte 


favorable al Estado 


y a la Junta del 


FJPPJ, toda vez que 


resulta 


improcedente el 


planteamiento de un 


litigio en los 


Tribunales 


Ordinarios, contra 


una Ley y sus 


efectos, a menos de 


que los gestionantes 


interpongan las 


acciones 


constitucionales 


correspondientes 


ante la Sala 


Constitucional y 


estas terminen en 


una 


Para estimar una 


afectación 


económica en caso 


de que se suspenda 


la ejecución del 


cobro de la 


contribución 


especial, solidaria y 


redistributiva, se 


requiere de un 


estudio actuarial por 


lo que a nivel legal 


no se puede 


determinar lo 


solicitado. 
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Naturaleza 


del litigio 


 


Número de 


expediente 


Intervinientes Descripción del 


litigio 


Estado actual Evaluación de la 


probabilidad de un 


resultado 


desfavorable 


Estimado del 


monto de la 


pérdida o ganancia 


potencial 


Sala Primera de la 


Corte Suprema de 


Justicia, pues en su 


criterio, el asunto debe 


ser conocido por el 


Juzgado de Trabajo 


del Primer Circuito 


Judicial de San José. 


 


 


inconstitucionalidad 


de las normas 


atacadas.    


Pensión por 


sobrevivencia 


20-000604-


1550-LA 


Alba Ligia 


Peraza Arias 


c/El Estado y 


Junta 


Administradora 


del FJPPJ* 


La actora se encuentra 


disconforme con la 


decisión adoptada por 


la Junta del FJPPJ, de 


otorgar la pensión por 


sobrevivencia que se 


generó a raíz de la 


muerte del exservidor 


judicial Henry Ulate 


Aguilar, a su señor 


padre y no a esta, en su 


condición de 


exconviviente del 


causante. 


En trámite en el 


Juzgado de Trabajo 


de Desamparados, 


para conocer 


contestación de la 


Junta. 


La probabilidad de 


obtener un resultado 


favorable, es buena, 


toda vez que la 


Junta, para adoptar 


su decisión, realizó 


varias consultas 


jurídicas y el acto 


administrativo se 


apegó a los 


dictámenes 


correspondientes y a 


lo dispuesto en la 


Ley N° 9544, no 


obstante, el tema 


también pasa por la 


valoración de las 


circunstancias por 


parte de quien 


La estimación 


económica de este 


proceso depende de 


lo otorgado en 


sentencia, en el 


sentido de si otorga 


de forma retroactiva 


la pensión por 


sobrevivencia (en 


caso de que resulte 


favorable a la 


actora), pues se le 


ha estado otorgando 


al señor padre del 


causante. Para el 


cálculo 


correspondiente de 


esa suma, debe 


pedirse un estudio 
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Naturaleza 


del litigio 


 


Número de 


expediente 


Intervinientes Descripción del 


litigio 


Estado actual Evaluación de la 


probabilidad de un 


resultado 


desfavorable 


Estimado del 


monto de la 


pérdida o ganancia 


potencial 


juzga, pues la actor 


alega que no se 


encontraba 


conviviendo con el 


causante al 


momento de su 


deceso, debido a 


situaciones de 


violencia doméstica 


que estaba 


enfrentando.  


al Departamento 


Financiero 


Contable del Poder 


Judicial.  


Recurso 


Amparo 


20-013486-


0007-CO 


Marco Antonio 


Castro 


Alvarado 


c/Ministerio de 


Hacienda y 


Junta 


Administradora 


del FJPPJ* 


El recurrente interpuso 


Recurso de Amparo 


contra la eficacia de 


los artículos 4, inciso 


b) y 7 de la Ley N° 


9796, la que impuso 


una contribución 


especial, solidaria y 


redistributiva, a partir 


de junio de 2020, por 


considerar que tales 


normas son 


confiscatorias de su 


jubilación.  


Se encuentra 


suspendido en la 


Sala Constitucional, 


hasta tanto no sea 


resuelta la acción de 


inconstitucionalidad 


que se tramita bajo 


el expediente 


número N° 20-


007715-0007-CO. 


La probabilidad de 


que este litigio se 


pierda dependerá de 


lo que se resuelva en 


la acción de 


inconstitucionalidad 


N° 20-007715-


0007-CO y de ahí lo 


que resuelva la Sala 


Constitucional en el 


asunto base, por lo 


que se estima que la 


probabilidad de 


ganar el asunto es 


buena.  


Para estimar una 


afectación 


económica en caso 


de que se suspenda 


la ejecución del 


cobro de la 


contribución 


especial, solidaria y 


redistributiva, se 


requiere de un 


estudio actuarial por 


lo que a nivel legal 


no se puede 


determinar lo 


solicitado. 


* Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
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Mediante oficio de la Dirección Jurídica DJ-509-2021 del 10 de febrero de 2021, en respuesta 


a su oficio recibido el tres de febrero en curso, hago de su estimable conocimiento que según 


los registros de esta Dirección los casos que se encuentran en la vía jurisdiccional y que 


involucran al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, son los siguientes: 
 


• Juicio Monitorio que se tramita en el Juzgado Especializado de Cobro del Segundo 


Circuito Judicial de San José, Sección Tercera, expediente 18-003030-1765-CJ, 


donde aparece como actor el Ministerio de Hacienda y como demandado el Fondo de 


Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la pretensión económica es de 


¢41.342.128,00. 


 


• Juicio Ordinario que se tramita en el Tribunal Contencioso Administrativo, del 


Segundo Circuito Judicial de San José, expediente 13-001595-1027-CA, donde 


aparece como actor la Asociación Costarricense de la Judicatura (ACOJUD) y como 


demandada la Asociación Nacional de Empleados Judiciales y el Estado. 


 


• Recurso de Amparo N° 18-008357-0007-CO interpuesto por Ana Eugenia Romero 


Jenkins, contra el Ministerio de Hacienda con motivo del reajuste del aporte estatal 


al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 0.58% a un 1.24%. 


 


Nota 28- Aprobación de estados financieros 


 


Los estados financieros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones 


del Poder Judicial (FJPPJ) al 31 de diciembre del 2020 fueron aprobados por la Junta en la 


Sesión Ordinaria No. 04-2021 en el artículo XXI celebrada el 25 de enero del 2021.  


 


Nota 29- Administración de riesgos 


 


La Junta tiene exposición a los riesgos siguientes: 


 


Riesgo de liquidez  
 


La Junta le da seguimiento periódico a su posición de liquidez, manteniendo activos líquidos 


mayores que los pasivos líquidos, y efectúa periódicamente proyecciones de flujos de 


efectivo, con el objeto de detectar oportunamente los potenciales faltantes o excesos de 


efectivo para soportar sus operaciones.  


 


Riesgos de control  
 


Existen algunos riesgos de control que resultan inherentes a la naturaleza de algunas 


transacciones que realiza por la Junta a través de las actuaciones del Poder Judicial. 


 


Al respecto, la Administración realiza un control de las diferentes transacciones mediante las 


conciliaciones bancarias, por lo cual se requiere su análisis y revisión de las diferentes 


transacciones que se realicen. 
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		Tabla 4.1 Descripción de campos y validaciones del archivo manejo liquidez



		CAMPO		DESCRIPCIÓN		VAL

		ABR_ENT		Abreviatura asignada por la SUPEN a cada una de las entidades supervisadas según el listado incluido en la Tabla 1.1. de este manual.		1001

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		COD_FON		Código correspondiente al fondo administrado según se muestra la Tabla 1.2. de este documento.		1002

				El código de fondo debe corresponder a uno de los códigos reportados para cada entidad autorizada.		1003

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		FEC_DAT		Fecha a la cual corresponde la información remitida, la cual debe presentarse con el formato “aaaa-mm-dd”.		1004

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		COD_REF		Código de referencia: identifica como único cada instrumento reportado por el Fondo, esto implica que todas las operaciones de liquidez realizadas deberán contar con este código.  El mismo está compuesto por el código de la Entidad asignado por la SUPEN (véase ANEXO 1, Tabla 1.1) más un número consecutivo de nueve (9) dígitos asignado por la Entidad.

				Debe existir consistencia de los datos de código de referencia de un mes con respecto al anterior, o sea que el COD_ID del código de referencia sea el mismo que el reportado en el mes anterior.		3045

				No deben existir códigos de referencia duplicados.		3046

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		TIP_PROD		Código correspondiente al tipo de producto según se muestra la Tabla 4.4. de este documento.		3292

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		COD_EMI		Corresponde al nombre de la entidad en la que se adquirió el producto o instrumento que se reporta con saldo. En el caso de cuentas bancarias se debe reportar el emisor de la cuenta.

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		MONTO		Cuantía monetaria que se mantiene al cierre del mes en cada uno de los instrumentos. En el caso de valores, corresponde al valor facial. En el caso de cuentas bancarias se debe reportar el saldo registrado contablemente a la fecha del corte del archivo

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		COD_MON		Código de moneda: indica la moneda en la cual está emitido el instrumento reportado.  Véanse los códigos correspondientes en el ANEXO 3, Tabla 4.5. de este documento.

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		TASA		Tasa de interés bruta asignada por el emisor de la operación vigente. Campo no obligatorio para el caso las participaciones mercado de dinero. Puede ser cero para el caso de las cuentas bancarias.

		FEC_ADQ		Fecha de adquisición: se refiere a la fecha en que ingresó el instrumento a formar parte del manejo de liquidez. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas bancarias.

		FEC_VEN		Fecha de vencimiento del instrumento que se reporta. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas bancarias y las participaciones mercado de dinero.

		COD_ID		Código único de identificación de cada instrumento. Corresponde al IBAN en el caso de las cuentas bancarias, ISIN para valores estandarizados y al ID asignado por la bolsa para las participaciones mercado de dinero u otros instrumentos no estandarizados.

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		ID_GTIA		Código único de identificación de cada instrumento. Corresponde al ISIN para valores estandarizados y al identificador único del instrumento. Para los instrumentos que no tienen garantía el valor puede ser nulo.

		MON_GTIA		Monto facial del subyacente entregado como garantía en las operaciones de reporto o reporto tripartito. Para los instrumentos que no tienen garantía el valor puede ser cero.





























Tabla 4.2 RM

		Tabla 4.2 Descripción de campos y validaciones del archivo de movimientos de manejo de liquidez



		CAMPO		DESCRIPCIÓN		VAL

		ABR_ENT		Abreviatura asignada por la SUPEN a cada una de las entidades supervisadas según el listado incluido en la Tabla 1.1. de este manual.		1001

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		COD_FON		Código correspondiente al fondo administrado según se muestra la Tabla 1.2. de este documento.		1002

				El código de fondo debe corresponder a uno de los códigos reportados para cada entidad autorizada.		1003

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		FEC_DAT		Fecha a la cual corresponde la información remitida, la cual debe presentarse con el formato “aaaa-mm-dd”.		1004

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		TIP_ OPER		Se debe indicar "C" cuando se reporta la compra y "V" cuando se reporta una salida anticipada de una operación para manejo de liquidez.		8018

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		COD_REF		Código de referencia: identifica como único cada instrumento reportado por el Fondo, esto implica que todas las operaciones de liquidez realizadas deberán contar con este código.  El mismo está compuesto por el código de la Entidad asignado por la SUPEN (véase ANEXO 1, Tabla 1.1) más un número consecutivo de nueve (9) dígitos asignado por la Entidad.

				Debe existir consistencia de los datos de código de referencia de un mes con respecto al anterior, o sea que el COD_ID del código de referencia sea el mismo que el reportado en el mes anterior.		3045

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.

		TIP_PROD		Código correspondiente al tipo de producto según se muestra la Tabla 4.4. de este documento.		3292

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		COD_EMI		Corresponde al nombre de la entidad en la que se adquirió el producto o instrumento que se reporta con saldo. En el caso de cuentas bancarias se debe reportar el emisor de la cuenta.

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		MONTO		Cuantía monetaria que se mantiene al cierre del mes en cada uno de los instrumentos. En el caso de valores, corresponde al valor facial. En el caso de cuentas bancarias se debe reportar el saldo registrado contablemente a la fecha del corte del archivo

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		COD_MON		Código de moneda: indica la moneda en la cual está emitido el instrumento reportado.  Véanse los códigos correspondientes en el ANEXO 3, Tabla 4.5. de este documento.

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		TASA		Tasa de interés bruta asignada por el emisor de la operación vigente. Campo no obligatorio para el caso las participaciones mercado de dinero. Puede ser cero para el caso de las cuentas bancarias.

		FEC_ADQ		Fecha de adquisición: se refiere a la fecha en que ingresó el instrumento a formar parte del manejo de liquidez. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas bancarias.

		FEC_VEN		Fecha de vencimiento del instrumento que se reporta. Campo no obligatorio para el caso de las cuentas bancarias y las participaciones mercado de dinero.

		COD_ID		Código único de identificación de cada instrumento. Corresponde al ISIN para valores estandarizados y al ID asignado por la bolsa para las participaciones mercado de dinero u otros instrumentos no estandarizados.

				Se indica siempre, no acepta campo nulo.		3290

		FEC_VENTA		Fecha con formato "aaaa-mm-dd", en el caso de operaciones de venta se refiere a la fecha en que se vende la posición. Para las operaciones de compra este campo debe reportarse nulo.		8019
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FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL 
Acta N°88-CR-FC-2021 del Libro de Actas Electrónico  


Fecha de Sesión: 18/02/2021 
Comité de Riesgos 


Información General 
 
Acta de la Sesión Ordinaria N°.88 celebrada por el Comité de Riesgos del FONDO DE JUBILACIONES Y 
PENSIONES DEL PODER JUDICIAL (FJPPJ) a las 14:00 horas del 18 de febrero del 2021. 
 
Asistencia 


Miembros del Comité  Puesto 


M.Sc. Ronald Chaves Marín Presidente y Miembro Externo  


Licda. Ingrid Moya Aguilar. Secretaria de Actas 


Lic. Parris Quesada Madrigal. Director 


 
Invitados Puesto 


MBA. José Andrés Lizano Vargas Jefe Proceso de Riesgos 


MBA. Rodolfo Román Taylor Apoyo Técnico 


MPM. Oslean Mora Valdez Encargado Apoyo Administrativo de la 
Junta Administradora del FJPPJ. 


Miembros ausentes y causa de su ausencia 
Nombre Puesto Justificación 


MGR. Alexander Arguedas 
Vindas 


Director del Comité 
de Riesgos 


No asistió a la presente sesión por motivos personales. 


 
Asuntos tratados: 
 
El MBA. José Andrés Lizano V. señaló que, se corrobora que con la presencia del MSc. Ronald Chaves M y 
la Licda. Ingrid Moya A se tiene quórum para poder iniciar con esta sesión del Comité de Riesgos. 
 
Para este Comité se traen seis temas, los cuales se detallan a continuación:  
 


I. Aprobación del Acta 87-CR-FC-2020 Sesión Ordinaria del 28/01/2021. 
II. Informe mensual del asesor externo (febrero 2021). 
III. Informe de los Indicadores de Riesgos Financieros al cierre de enero del 2021. 
IV. Análisis de Fondos de Inversión. 
V. Dictamen de la Procuraduría General de la República. 
VI. Análisis de la solicitud de crédito de la Asociación Solidarista de Servidores Judicial (ASOSEJUD). 


 
ARTICULO 1 APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR (Tema N°1). 
 
El MBA. José Andrés Lizano V. manifestó que, como primer punto está la aprobación del acta anterior (Acta 
N°.87-CR-FC-2021), la cual ya fue cargada. Para conocimiento de los miembros del Comité de Riesgos las 
actas ya no se cargan en el Portal Ves de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), sino que se colocan en 
un repositorio. Esto se ha venido coordinando con don Oslean y doña Ana Lucrecia secretaría de la Junta 
Administradora. A partir de enero de 2021 se inició de esa forma, el Portal Ves ya quedó deshabilitado por 
parte de SUPEN. 
 
Por otro lado, Rodolfo habló con doña Tatiana Martínez de la SUPEN con el fin de colaborar lo que indicó don 
Ronald con respecto a la firma de las actas. Las actas se firmaban por todos los participantes del Comité de 
Riesgos, pero se indicó que para un mejor manejo de la información solamente deben de ir firmadas por el 
presidente y la secretaria. Entonces se va a seguir haciendo de esta forma a partir de este mes. 
 
Para este caso sería aprobar el tema 1, el Acta N°.87-CR-FC-2021, la cual fue aprobada por todos y cargada al 
repositorio. En este caso que debería ser aprobado por don Ronald y por Ingrid. 
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El MSc. Ronald Chaves M. expresó que, hay que aprobar el acta N°.87-CR-FC-2021 por formalismo.  
El MBA. José Andrés Lizano V. indicó que, sí hay que aprobarla.  
 
El MSc. Ronald Chaves M. manifestó que, se somete a votación de los señores miembros del Comité de 
Riesgos, en este caso da su aprobación. ¿Doña Ingrid? 
 
La Licda. Ingrid Moya A. señaló que, de su parte ya había hecho las observaciones y se habían incorporado 
al acta.  
 
Acuerdo firme. 


Se aprueba por Unanimidad [x] 
Se aprueba con disidencia [] 
No se aprueba [] 


ARTICULO 2 ASUNTOS TRATADOS (ACUERDOS EN FIRME) 


Considerandos 


• Al Consejo Superior del Poder Judicial le correspondió administrar el Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial hasta el 26 de enero de 2020, de acuerdo con las políticas de inversión 
de ese Fondo, establecidas por la Corte Plena. 


• La Junta Administradora fue juramentada por la Corte Plena el 27 de enero de 2020, quedando 
debidamente constituida, conformada y habilitada para el ejercicio de sus competencias legales al 
amparo de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 


• El 27 de enero de 2020, fue designado el máster Carlos Montero Zúñiga, como representante legal y 
presidente de la Junta Administradora. 


• En la sesión N° 1-2020 celebrada el 27 de enero del 2020, en consenso, los integrantes de la Junta 
Administradora aprueban la conformación actual del Comité de Riesgos, estableciendo a las siguientes 
personas como miembros titulares: 
 


Comité de Riesgos:  


• Máster Ronald Chaves Marín.  


• Máster Miguel Ovares Chavarría.  


• Máster Alexander Arguedas Vindas.  


• En amparo al convenio N°. 003-2020 con fecha 27 de enero 2020, establecido entre la Corte Suprema 
de Justicia, Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial, se designa como secretario de actas al MBA. José Andrés Lizano Vargas, jefe del Proceso de 
Riesgos y como apoyo técnico al MBA. Rodolfo Román Taylor, profesional del Proceso de Riesgos. 


• En la sesión N° 4-2020 celebrada el 17 de febrero del 2020 por parte de la Junta Administradora se 
aprobaron los documentos denominados Marco de Gestión Integral de Riesgos, Metodología General 
para la Valoración de Riesgos, Políticas para la Administración de Riesgos, Modelo para la Selección y 
calificación de Emisores Locales y Primas por Riesgos, Metodología de Cálculo de Indicadores de 
Riesgo Financiero y Metodología para la Evaluación de Solicitudes de Crédito y Primas por Riesgo. 


• La Corte Plena en sesión extraordinaria N°15-2020 celebrada el 20 de marzo de 2020, en atención a la 
situación de emergencia provocada por COVID-19 acordó suspender muchas de sus actividades 
presenciales. De ahí que, las sesiones virtuales son una buena opción para el desarrollo de las 
sesiones de Comité de Riesgos. 


• Mediante el oficio N°265-20 del 11 de mayo de 2020, la Junta Administradora comunica a la 
Superintendencia de Pensiones (SUPEN), la constitución actual del Comité de Riesgos, estableciendo 
a las siguientes personas como miembros titulares: 
 


Comité de Riesgos: 


▪ Licda. Ingrid Moya Aguilar. 


▪ MGR. Alexander Arguedas Vindas. 


▪ MBA. Ronald Chaves Marín. 
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• Mediante el oficio N°941-2020 del 25 de noviembre del 2020, la Junta Administradora del FJPPJ 
designa a la Licda. Ingrid Moya Aguilar como secretaria del Comité de Riesgos. 


• La Junta Administradora del FJPPJ acordó en la sesión N°41-2020 del 14 de diciembre de 2020 incluir 
al Lic. Parris Quesada Madrigal como nuevo miembro del Comité de Riesgos a partir de enero 2021.  


 


Conocimiento de los asuntos tratados y acuerdos tomados: 


Tema. Informe mensual del miembro externo (febrero 2021). 
 
El MBA. José Andrés Lizano V. indicó que, como segundo punto de la agenda se tiene el informe mensual de 
don Ronald. Se le concede la palabra para el análisis del entorno nacional e internacional. 
 
El MSc. Ronald Chaves M. manifestó que, en este mes hay una gran carencia de nueva información; sin 


embargo, se va a tratar de comentar.  


 


Para empezar, le preocupa que el país se encuentre prácticamente detenido y dependiente de la negociación 


con el Fondo Monetario Internacional (FMI), siendo esta solo una solución parcial y temporal. Si bien es cierto, 


puede dar algún alivio principalmente a la parte fiscal, y facilitar el ingreso de otro tipo de financiamientos, está 


muy lejos de ser suficiente para palear la difícil situación económica general y fiscal. Además, no se ve el 


planteamiento ni el impulso de políticas efectivas de reactivación que puedan ayudar a curar las heridas y las 


cicatrices que va a dejar esta pandemia.  


 


Ya propiamente en variables macroeconómicas, la inflación de enero de 2021, medida por el Índice de Precios 


al Consumidor (IPC), se ubicó en 0,18%. Este indicador presentó un aumento interanual de 7 p.b., cerrando de 


año a año en 0.96%; por debajo del rango meta del Banco Central de Costa Rica (BCCR) (3%+-1 p.p.). El 


BCCR no ha revisado a la baja estas metas, de manera que siguen siendo la referencia. Le parece que el 


BCCR está abocado exclusivamente ha la negociación con el FMI porque no ha generado ni actualizado datos, 


no ha creado ningún informe periódico, se revisará si en el trascurso de los próximos meses reacciona de 


alguna manera.  


 


En materia de tasas de interés, la tasa básica pasiva básicamente no ha sufrido cambios desde el 4 de febrero 


del 2021. En ese momento había bajado 5 puntos base porque a finales de mes estaba en 3.55%. Esto 


confirma que es muy probable que sigan en ese nivel bajo que implica un impacto sobre los rendimientos.  


En cuanto al Índice Mensual Actividad Económica (IMAE). La tendencia ciclo del IMAE, exhibe tasas de 


variación interanuales negativas desde marzo del 2020. Para diciembre de 2020, la variación en el nivel de la 


tendencia ciclo respecto del mismo mes de 2019 fue de -4,7%, un poquito mejor que lo que se había observado 


para el mes de noviembre de 2020. Se puede agregar que, a pesar de la profunda contracción interanual, 


diciembre del 2020 fue el quinto mes consecutivo en el que notó una aceleración en el indicador, lo cual se 


considera positivo. 


 
El tipo de cambio ha sido el más variable. Al 17 de febrero de 2021 en ventanilla se ubicó en ₡618,0/ ₡605,0 


colones por dólar, con una relativa estabilidad. Por su parte, el tipo de cambio promedio de Monex a finales de 


enero disminuyó respecto del mes anterior en ₡1.12, cerrando dicho mes en ₡614.31; al 17 de febrero del 


2021 el promedio ponderado se ubicó en ₡612.64. Como se puede ver en estos números hay una ligera 


tendencia en las últimas semanas hacia la estabilidad o hacia la baja. Esto también le ha permitido al BCCR 


disminuir sus intervenciones en el mercado cambiario, lo que, junto con una demanda moderada por parte del 


sector financiero, ha permitido un crecimiento relativamente importante en las reservas internacionales. 


 


En materia de tasas de interés, si se mira la curva soberana en colones, se muestra un nivel similar en la 


mayoría de nodos y en algunos plazos desplazamientos mixtos. En los nodos de muy corto plazo se presentan 


ciertos deslizamientos al alza. En cuanto a la curva de dólares, también predominan los movimientos a la baja, 


principalmente en los nodos de 150 días y superiores.  
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En cuanto a las inversiones en dólares, en algunas entidades financieras, se han presentado pérdidas en la 


valoración de instrumentos porque como parte de la incertidumbre en los últimos meses, hay una tendencia de 


sacar capitales al exterior, más de lo usual. He investigado que algunos inversionistas han tenido que liquidar 


instrumentos en el mercado, lo cual ha aumentado la oferta de títulos en dólares, y traído como consecuencia 


caídas en los precios de los instrumentos que no se han compensado con posibles incrementos por 


devaluación. Le interesaría conocer el caso del portafolio de inversiones del FJPPJ.  


 
Por otro lado, el BCCR no reporta nuevos datos sobre el sector externo, ni sobre la evolución reciente de la 


situación fiscal. Es importante destacar algunas noticias recientes sobre materia de ingresos. El golpe de la 


crisis ocasionada por la pandemia ha sido y sigue siendo devastadora, no solo en términos fiscales para el 


país, sino también en la economía de los ciudadanos. Esto se demuestra por la disminución en los recursos 


disponibles que tuvo el costarricense para consumir y ahorrar el año pasado. Se muestra concretamente una 


diminución en el ingreso nacional disponible per cápita que cayó en ₵350.000, y se estima que lo perdido no se 


recuperará este año, probablemente y dependiendo de cómo se manejen las políticas internas, hasta el año 


entrante se pueden tener cifras similares a lo que se dio en la pre-pandemia. 


 


A nivel internacional sigue existiendo incertidumbre en muchos aspectos, principalmente relacionados con los 


nuevos comienzos del brote de COVID-19. El FMI está calculando un índice de incertidumbre mundial en 


donde el último estudio muestra que hay dos áreas de particular importancia, una es Estados Unidos y la 


eurozona. Estas dos zonas influyen en el nivel de incertidumbre y en la productividad a nivel mundial. Si bien 


es cierto hay una disminución importante en cuanto a lo observado al inicio de la pandemia (primer trimestre 


del año pasado) la incertidumbre sigue estando aproximadamente en un 50,00% por encima de lo que se 


considera el promedio histórico. Varias economías de la zona de Europa y de los Estados Unidos están 


viviendo rebrotes importantes de la pandemia entonces es muy probable que esa influencia se siga 


produciendo a nivel global.  


 


En materia de algunos indicadores anticipados, como la producción industrial y las ventas minoristas, a nivel 


mundial señalan cierto repunte principalmente en el último trimestre de 2020. En parte impulsado por el 


estímulo fiscal, las condiciones financieras internacionales que son favorables, y la resiliencia y adaptación de 


los agentes económicos a la nueva realidad. 


 
Sin embargo, la recuperación que ya de por sí era desigual en muchos países, incluyendo América Latina, se 


ha visto amenazada por el reciente recrudecimiento de la pandemia y la reintroducción de medidas de 


contención más estrictas en varios países, principalmente en estas zonas que se mencionaron, así como por 


las repercusiones de la desaceleración de la economía mundial. Estos costos sociales y humanos de la 


pandemia han sido enormes y sigue significando una gran sombra en los pronósticos. 


 


En el caso de América Latina, más de 18 millones de personas han sido infectadas y la cifra de muertos 


asciende a medio millón. Se estima que más de 17 millones de personas han entrado en una situación de 


pobreza, el empleo permanece por debajo de los niveles previos a la crisis y es probable que la desigualdad 


haya aumentado en la mayoría de los países. También, por el lado positivo, se tiene la esperanza de la eficacia 


de las campañas de vacunación y contención de la pandemia, y que se cuente con el firme compromiso de los 


países, y un apoyo fiscal y financiero adicional, que podrían sentar las condiciones para una recuperación más 


rápida.  


 


Básicamente esos son los comentarios del entorno económico. Los efectos sobre los portafolios de inversión 


son muy similares, no han variado. De manera que, las observaciones y recomendaciones van en el mismo 


sentido que se han hecho en par de meses anteriores. Si se tiene algún comentario o alguna consulta con todo 


gusto.  


 


El MBA. José Andrés Lizano V. agregó que, es importante ver el comportamiento hacia el alza del petróleo en 


los últimos días y semanas. Sin duda, ha recuperado bastante terreno. Esta situación podría ocasionar 


problemas si las cosas continúan como están en este momento. De hecho, el costo de la gasolina y algunas 



https://blogs.imf.org/2020/04/04/global-uncertainty-related-to-coronavirus-at-record-high/

https://worlduncertaintyindex.com/
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materias primas podrían ser más altos, y a nivel interno se va a requerir más dólares para poder comprar, lo 


cual podría generar una presión al tipo de cambio.  


 


El MSc. Ronald Chaves M. indicó que, esto le parece apropiado y oportuno. Un país no productor de petróleo 


que depende de la importación de hidrocarburos podría tener un impacto directo en la demanda futura de 


divisas y por ende afectar el tipo de cambio.  


El MBA. José Andrés Lizano V. señaló que, con respecto al informe de don Ronald, se daría conocido por los 


miembros del Comité de Riesgos. No sé si hay alguna observación por parte de doña Ingrid.  


 


La Licda. Ingrid Moya A. expresó que, de su parte no tiene observaciones adicionales al informe. Ahora bien, 
le consulta a don Ronald que porque la cifra sobre el desempleo está actualizada a setiembre de 2020. 
 
El MSc. Ronald Chaves M. manifestó que, generalmente las estadísticas de empleo se proporcionan cada tres 


meses y el último dato oficial está a setiembre 2020. El INEC hace algunas estimaciones sobre el 


comportamiento, y se ha visto unos movimientos favorables en materia de desempleo, pero no ha sido 


verificado. Se prefiere dejar el dato con la última cifra oficial que existe.  


Se Acuerda:  


 


1. De conformidad con lo anterior, los miembros del Comité de Riesgos dan por recibido, y conocido el 
informe del asesor externo de febrero 2021, y se haga de conocimiento a los miembros de la Junta 
Administradora del FJPPJ y a los miembros del Comité de Inversiones. 


 
Acuerdos en firme: 
 
Tema. Informe de los Indicadores de Riesgos al cierre de enero del 2021. 
 
El MBA. José Andrés Lizano V. agregó que, como siguiente punto de la agenda es la información del 


portafolio de inversiones del FJPPJ. Es importante resaltar que, la cartera de inversiones sigue aumentando, al 


cierre de enero de 2021 posee un valor facial de ¢608.326.719.043,94. Al comparar el valor facial del portafolio 


de inversiones con el mismo periodo del año anterior, representa un aumento de ¢47.982.101.494,29. Además, 


en comparación con el cierre del mes anterior (diciembre 2020), considerando los vencimientos, y su 


recomposición se da un incremento de ¢976.071.394,62. 


El valor facial del portafolio de inversiones está en ¢601.886.978.593,33, más los ¢6.439.740.450,61 en cuenta 


corriente da un total de ¢608 326 719 043,94. Es importante resaltar que, el valor de mercado para el cierre de 


enero de 2021 llegó a ¢616 269 559 634,67. Esto representó como unos ¢7.942.840.590,73 de aumento en el 


valor de mercado. Se refleja que el aumento en precios de títulos en colones como en algunos casos 


comportamientos mixtos en los precios en la parte de dólares benefició al portafolio de inversiones porque su 


valor de mercado tuvo un impacto positivo.  


 


Para efectos de los vencimientos, ¢4.502.677.746,54 fueron de emisores privados principalmente del Banco 


Improsa y Scotiabank. Las compras fueron de ¢7.949.973.574,53 en su mayoría colocadas en Gobierno. Esto 


debido a que el Gobierno es el único que está captando, y que está ofreciendo rendimientos atractivos para el 


FJPPJ. Además, no hay muchas opciones en el mercado. Lo otro que se compró fueron participaciones del 


Fondo Inmobiliario Prival. De acuerdo con esas nuevas inversiones se observará un pequeño aumento en la 


concentración por emisor, pero es algo normal debido a la oferta actual en el mercado de valores de Costa 


Rica. 


 
A las 14:23 horas se unió el Lic. Parris Quesada M. a la sesión del Comité de Riesgos. 
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Por otro lado, la composición del portafolio por moneda tuvo pocas variaciones. En comparación con el mes 


anterior se ve un aumento en la posición en dólares por las nuevas participaciones que se adquirieron, y no 


tanto por lo que es el tipo de cambio porque este disminuyó. La posición en colones se mantiene estable 


(72,54%), y las unidades de desarrollo reflejan un pequeño aumento por el comportamiento de la unidad de 


desarrollo. 


 


Donde se observa una diferencia importante es en la composición de los plazos como se muestran en el 


siguiente gráfico.  
Gráfico N°1. 


Composición por plazo 
Diciembre 2020 – Enero 2021. 


 
                       Fuente: Proceso de Riesgos. 
 


Se refleja que el corto plazo sufre un aumento del 10,59% con respecto a diciembre 2020 y el mediano plazo 


baja un 11,83%. Resulta que, considerando la clasificación de los plazos, las unidades de desarrollo pasaron 


del mediano al corto plazo ya que vencen en enero del 2022. La otra posición que aumentó fue la de largo 


plazo que paso de 32,83% a 34,07% porque las nuevas adquisiciones de títulos de Gobierno se encuentran 


con vencimientos mayores a 5 años. 


 


En lo que corresponde a los indicadores de riesgos financieros a los que se les tiene un límite establecido, en 


la siguiente tabla se revelan los resultados al cierre de diciembre y enero de 2021.  
Tabla N°1. 


Límites de Tolerancia de Riesgos al cierre de diciembre y enero de 2021. 


Límites de Tolerancia de Riesgos.  


Riesgo de precio       


Riesgo de precio Apetito Tolerancia Capacidad   
Resultado 


Diciembre 2020 
Resultado 
Enero 2021 


VAR % Histórico 
regulatorio 


3.00% 3.01% hasta un 3.74% 3.75%   2,13% 1,86% 


VAR % Montecarlo  3.50% 3.51% hasta un 3.99% 4.00%   2,66% 2,80% 


VAR % Paramétrico  3.50% 3.51% hasta un 3.99% 4.00%   0,78% 0,86% 


Riesgo cambiario Apetito Tolerancia Capacidad       


 VAR Cambiario % 1.00% 1.01% hasta un 1.74% 1.75%   0,56% 0,56% 


 Riesgo de 


Concentración: 
Normal Grado 1  Grado 2  Grado 3 


      


Por Emisor IC de 0 a 0,50 IC de 0,51 a 0,70  IC de 0,71 a 0,85 IC de 0,86 a 1  55,00% 56,65% 


Por instrumento IC de 0 a 0,30 IC de 0,31 a 0,50  IC de 0,51 a 0,70  IC de 0,71 a 1 24,40% 24,64% 26,01% 


            Fuente: Proceso de Riesgos. 


 


Tabla N°2. 
Límites de Tolerancia de Riesgos al cierre de diciembre y enero de 2021. 


 
                        Fuente: Proceso de Riesgos. 
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En relación con el riesgo de precio, el resultado del VaR Histórico (1,86%) disminuyó en comparación con el 


mes anterior por una simple razón. Para efectos del cálculo del indicador se utilizan 521 observaciones. A 


efectos de diciembre de 2020, se consideraban las volatilidades de diciembre 2018, las cuales eran bastante 


altas. Ahora bien, para el cálculo del indicador a enero 2021, ya no se consideró el mes de diciembre 2018, es 


decir, ya estas volatilidades que afectaban desaparecieron y esto hace que baje le indicador. Por su parte, el 


VaR Montecarlo (2,80%) y el VaR Paramétrico (0,86%) reflejaron un aumento, que va de acuerdo con las 


condiciones que presentó el mercado principalmente en enero del 2021 donde hubo mayores volatilidades al 


alza con respecto a los precios de los títulos. En relación con los límites, principalmente los del VaR 


Paramétrico es conveniente esperar y valorar su comportamiento, no se tiene el año de observaciones. 


 


Por otra parte, el VaR cambiario se mantiene estable (0,56%). La estabilidad en el tipo de cambio hace que el 


indicador no tenga un aumento significativo.  


 


En relación con los indicadores de concentración, la concentración por emisor reflejó un aumento del 1,65% 


porque los vencimientos en emisores privados se colocaron en Gobierno debido a que es el emisor que está 


captando y que ofrece mejores rendimientos. Se va a seguir viendo este comportamiento en lo que resta de 


este año, se tiene un mercado con un problema de liquidez, pero más bien que hay bastante liquidez para 


efectos de instituciones financieras que no necesitan captar. Mientras no se tenga la opción de diversificar en 


otros mercados se va a ir viendo un comportamiento al alza. Lo que es la concentración por instrumento 


aumentó, pasó de 24,64% a 26,01% por el tipo de concentración que se realizó en la parte de los emisores. 


 


El MSc. Ronald Chaves M. comentó que, es muy probable que los indicadores principalmente de mercado 


vayan a tener una tendencia hacia el alza, eso reconfirma que la revisión a la baja de los límites no es 


conveniente en estos momentos. 


 


El MBA. José Andrés Lizano V. manifestó que, el Indicador de Cobertura de Liquidez, para efectos de enero 


de 2021 cerró en 2,72. Se encuentra dentro de los límites de tolerancia establecidos. Se generó un aumento en 


comparación con el mes anterior más que todo por el ingreso por aportes y vencimientos de los títulos. Sin 


duda, el resultado del indicador es normal. 


 


A continuación, se detallan otros resultados de indicadores financieros, los cuales no tienen límite porque 


dependen directamente de la estrategia de inversiones.  
Tabla N°3. 


Seguimiento medidas cuantitativas financieras  


Riesgo de tasa de interés 
Resultado  


Diciembre 2020 
Resultado  
Enero 2021 


Duración Macaulay 3,04 3,05 


Duración Modificada 3,18% 3,19% 


Riesgo de Concentración:      


Por moneda 57,84% 58,15% 


Por plazo 41,30% 31,55% 


Riesgo de Crédito     


Coeficiente de Riesgo de Crédito 2,76% 2,70% 


Riesgo de liquidez     


Indicador de Liquidez de Mercado 2,54% 2,14% 


Indicador de Cobertura de Flujos 1,67 veces 2,35 veces 


                                                     Fuente: Proceso de Riesgos. 


 


Se observa una estabilidad en el riesgo de tasas de interés, más que todo en las duraciones. En realidad, no 


variaron en comparación con el mes anterior. El riesgo de concentración por moneda aumentó porque los 


títulos que se compraron son títulos en colones, y en la concentración por plazo se observa una disminución 


por el término de vencimiento de las unidades de desarrollo. 
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En el riesgo de crédito, el coeficiente de riesgo de crédito pasó de 2,76% a 2,70% por la ponderación de riesgo 


que se utiliza por emisor utilizando la matriz SUGEVAL. Los instrumentos de bancos públicos y privados tienen 


una mayor ponderación para efecto del cálculo que los títulos de Gobierno. 


 


Por otro lado, el indicador de liquidez de marcado pasó de 2,54% a 2,14% por el comportamiento de los precios 


de los títulos en el último mes, y la bursatilidad de los títulos que posee el portafolio de inversiones. Se tienen 


títulos que para efectos de mercado son apetecidos, más líquidos. Además, el indicador de cobertura de flujos, 


el cual mide la diferencia entre los ingresos y los gastos pasó de 1,67 a 2,35 veces, los ingresos del mes de 


enero 2021 hicieron que el indicador aumentara, lo cual es normal debido a las condiciones que se 


presentaron. 


 


En relación con la rentabilidad calculada a valor de mercado, al cierre de enero 2021 fue de (7,99%), se 


mantiene un rendimiento importante considerando el comportamiento de las tasas de interés y rendimientos del 


mercado.  


 


Para efecto del cumplimento del régimen de inversión, de acuerdo con el Reglamento de Gestión de Activos en 


los artículos N°67, N°68, y N°69 se refleja un comportamiento normal dentro de los límites normativos y 


prudenciales. No hay ningún indicador o límite que se incumpla. En el sector público se tiene un espacio de 


2,07% que es bastante bueno para el portafolio.  


 


A continuación, se presenta el detalle de los límites normativos y prudenciales. 


Tabla N°4. 
Cumplimiento de límites-Reglamento Gestión de Activos. 


Artículo N°67. Al 31 de enero del 2021. 


 
                                                   Fuente: Proceso de Riesgos.  


Tabla N°5. 


Cumplimiento de límites-Reglamento Gestión de Activos. 
Artículo N°68. Al 31 de enero del 2021. 


 
                                           Fuente: Proceso de Riesgos. 
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Tabla N°6. 


Cumplimiento de límites-Reglamento Gestión de Activos. 
Artículo N°69. Al 31 de enero del 2021. 


 
                                   Fuente: Proceso de Riesgos.  


Tabla N°7. 
Cumplimiento de límites-Reglamento Gestión de Activos. 


Artículo N°70. Al 31 de enero del 2021. 


 
              Fuente: Proceso de Riesgos.  


 


En el artículo N°70 se mantiene un “exceso” pero ya se tienen claras las razones, esto ya fue discutido, 


analizado y justificado ante la SUPEN, y actualmente se le entrega un informe trimestral a la SUPEN sobre 


estos instrumentos.  


 


Para efectos de conclusiones: 


 


1. El portafolio de inversiones del FJPPJ, al 31 de enero de 2021 posee un valor facial colonizado de 


(¢608.326.719.043,94).  


2. Al comparar el valor facial del portafolio de inversiones con el mismo periodo del año anterior, se presenta un 


aumento de (¢47.982.101.494,29) en procura de sus afiliados y afiliadas. Además, en comparación con el cierre 


del mes anterior, refleja un incremento de (¢976.071.394,62). 


3. Los resultados de los indicadores de riesgo de precios VaR Histórico regulatorio, VaR Paramétrico y VaR 


Montecarlo se encuentran dentro de los límites de apetitos establecidos. 


4. El resultado del indicador de riesgo de tipo de cambio es razonable y se encuentra dentro de los límites de apetito 


establecidos.  


5. El portafolio de inversiones del FJPPJ muestra un grado normal de concentración por instrumento y un grado 1 de 


concentración por emisor, lo cual es normal dentro de las características estructurales del mercado financiero 


local. 


6. El resultado del Indicador de Cobertura de Liquidez refleja un resultado de 2,72 veces al cierre de enero de 2021. 


Destaca que, se encuentra dentro del límite de tolerancia establecido, el cual es normal considerando los ingresos 


recibidos y las posibilidades de colocación en el mercado costarricense.   
7. Los resultados de las medidas cuantitativas financieras de riesgo calculados de tasa de interés, crédito, liquidez, 


concentración por moneda, tasa y plazo son razonables de acuerdo con las condiciones actuales de la economía 


nacional. 


8. De acuerdo con los datos suministrados por el Proceso de Inversiones, la rentabilidad generada a valor de 


mercado durante enero 2021 fue de (7,99%), la cual se encuentra por encima del rendimiento objetivo establecido 


para el año 2021 (5,05%). 


9. El Proceso de Riesgos verificó el cumplimiento del régimen de inversión aplicable, de acuerdo con los límites 


prudenciales y normativos del Reglamento de Gestión de Activos (RGA) de la SUPEN. 


Además, se recomienda al Proceso de Inversiones o cualquier otra instancia responsable de ejecutarlas lo 


siguiente: 
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Tabla N°08. Recomendaciones por tipo de riesgo, al cierre de enero de 2021. 


Tipo de Riesgo Recomendación 


Riesgo cambiario 
• Considerar la coyuntura económica actual con respecto al comportamiento del tipo de cambio para la toma de decisiones de 


las inversiones.  


Riesgo de precio 


• Dar seguimiento al comportamiento de las tasas de interés.  


• Segundo, considerar los títulos que presentan una mayor contribución al VaR para disminuir la posible pérdida ante cambios 
en los precios (valorando riesgo y rendimiento). El anexo N° 1. contiene el VaR Marginal del portafolio. 


• Continuar aumentando la colocación en instrumentos de tasa variable, debido a que un portafolio altamente concentrado en 
tasas fijas se ve mucho más afectado ante un aumento en las tasas de interés. 


Riesgo de 
Concentración 


• Insistir en la necesidad de diversificación por mercado internacional y por moneda extranjera tomando en cuenta las 
restricciones estructurales que existen en mercado nacional.  


• Continuar buscando opciones en el mercado nacional que ayuden a disminuir el grado de concentración por emisor, siempre 
y cuando ayuden a aumentar la rentabilidad del Portafolio de Inversiones del FJPPJ. 


Riesgo de liquidez 
• Con el fin de evitar excesos de liquidez, considerar el plazo de colocación de las inversiones, ya que se podrían aumentar los 


rendimientos de las inversiones, considerando el mercado al que tiene acceso el FJPPJ.  


• Además, dar seguimiento constante al tema de la liquidez. (efectivo y liquidez del mercado). 


Fuente: Proceso de Riesgos 
 
Eso sería con respecto al informe de riesgos, no se si tienen alguna consulta.  
 
El MSc. Ronald Chaves M. expresó que, no tiene observaciones. De su parte, está de acuerdo con aprobar el 
informe.  
 
La Licda. Ingrid Moya A. indicó estar de acuerdo con aprobar el informe y no tiene observaciones adicionales. 
 
El MPM. Oslean Mora Valdez, expuso que, no tiene observaciones.  
 
El Lic. Parris Quesada Madrigal se incorporó al Comité de Riesgos en la presentación del informe, manifestó 
que, revisó el informe, está muy completo y a la realidad. No tiene ninguna observación al respecto. 
 
El MBA. José Andrés Lizano V. le indicó a don Parris que el mes pasado se analizó el comportamiento del 


indicador del VaR paramétrico, el cual había reflejado una disminución importante; sin embargo, ya para 


efectos de enero 2021 se empezó a ver un aumento principalmente por el incremento de los precios de los 


títulos y una mayor volatilidad. Se va a continuar con el seguimiento.  


 


El Lic. Parris Quesada Madrigal indicó que, muchas gracias por la aclaración. El preguntó sobre esto en la 
sesión anterior. 
 
Una vez conocido, analizado y discutido el Informe Mensual de Indicadores de Riesgos Financieros del Fondo 
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al mes de enero de 2021, presentado por el 
Proceso de Riesgos, los miembros del Comité de Riesgos concluyen que:  
 


1. En virtud de los resultados y consideraciones expuestas, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del 
Poder Judicial cumple con el perfil de riesgo y los límites establecidos para los distintos tipos de riesgo, 
por lo que se considera que se da un control apropiado sobre los potenciales efectos negativos que se 
podrían producir en la marcha del Fondo.   


2. Que no se dan inobservancias en cuanto a la normativa de riesgos a que está sujeto el Fondo. 
3. Conocido el informe sobre cumplimiento del régimen de inversión, se colige que efectivamente se 


cumplió con el régimen de inversión aplicable y se cumplió con la aplicación de la política de riesgos 
establecida para el Fondo. 


 


Por lo que se ACUERDA, por unanimidad: 
1. Dar por recibido, conocido y aprobado el Informe Mensual de Indicadores de Riesgos Financieros del 


Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al mes de enero de 2021, 
elaborado por el Proceso de Riesgos. 


2. Avalar las recomendaciones incluidas en dicho informe. 
3. Remitir el mencionado Informe para conocimiento de los miembros de la Junta Administradora del 


FJPPJ, del Comité de Inversiones y del Proceso de Inversiones.  
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Acuerdo firme. 


Se aprueba por Unanimidad [x] 
Se aprueba con disidencia [] 


No se aprueba [] 


 


El MSc. Ronald Chaves M. señaló que, por cuestión de orden, es importante que se tome el criterio de don 
Parris para el punto del informe del asesor de riesgos. Para que no quede solamente aprobado por doña Ingrid.  
 
El MBA. José Andrés Lizano V. le consultó a don Parris que si tuvo la oportunidad de ver el informe de don 


Ronald, sobre el comportamiento del mercado nacional como internacional. 


 


El Lic. Parris Quesada Madrigal indicó que sí, no tiene ninguna observación sobre el informe de don Ronald. 
Por una cuestión laboral ingresó un poco tarde a la reunión, pero también lo aprueba.   
 
El MBA. José Andrés Lizano V. agregó que, también en este caso se daría conocido el informe de don 


Ronald también por don Parris. 


 


Tema. Análisis de Fondos de Inversión 
 
El MBA. José Andrés Lizano V. señaló que, se trae para efectos de análisis todos los fondos que se 


acordaron en la sesión pasada del Comité de Riesgos.  


 
El MBA. Rodolfo Román T. indicó que, en la sesión ordinaria del Comité de Riesgos se acordó: “Los 
miembros del Comité de Riesgos solicitan al Proceso de Riesgos realizar un análisis de fondos inmobiliarios 
con el fin de valorar las mejores opciones de inversión en estos instrumentos, esto considerando las pocas 
opciones disponibles en el mercado local”. 
 
Para ilustrar cuanto se tiene invertido en este tipo de instrumentos. Al 31 de enero de 2021 se tienen a valor 
facial ¢43.794.196.756,90, lo que representa un 7,20% de la cartera de Inversiones y a valor de mercado un 
5,83%. Ahora bien, en relación con el límite normativo (10,00%) todavía hay espacio para invertir en este tipo 
de instrumentos. Se recuerda que el límite normativo se calcula de acuerdo con el activo total del FJPPJ.  
 
Al cierre de enero 2021, del total invertido en estos instrumentos, se tiene inversiones en la SAFI del Banco de 
Costa Rica (35,26%), específicamente en el Fondo de Desarrollo Empresarial Lindora, en el Fondo Inmobiliario 
(F.I) BCR No Diversificado y el F.I Comercio e Industria. También, se tienen inversiones en el F.I Gibraltar de 
Improsa SAFI, F.I Multifondos, F.I Prival y el F.I Vista con una menor participación (2,73%).  
 
Ahora bien, considerando lo que se analizó en la sesión anterior, se revisaron las características, la 
composición, los indicadores financieros, la ocupación, los rendimientos, la calificación de riesgos y el impacto 
que han tenido todos estos fondos de acuerdo con la evolución de la pandemia. 
 
Básicamente en el mercado hay 14 fondos inmobiliarios activos, 13 de ellos en dólares. Adicionalmente, el 
Proceso de Inversiones solicitó analizar el Fondo de Inversión de Desarrollo de Proyectos de Infraestructura 
Pública. Este fondo se creó en el año 2017 para la construcción de un inmueble para los Órganos de 
Desconcentración Máxima y otras entidades del BCCR. De hecho, este edificio ya se finalizó, las 
Superintendencias ya están instaladas y se ha estado pagando el alquiler correspondiente, tiene una ocupación 
máxima del 100%, y no ha tenido ninguna disminución en cuanto a lo que viene depositando por alquiler.  
El MBA. José Andrés Lizano V. agregó que, este último fondo de inversión indica que es de desarrollo, pero 


ya el inmueble se finalizó, se administra como un fondo inmobiliario normal.  


 
El MBA. Rodolfo Román T. expuso que, por lo anterior, se analizó dentro de las alternativas de inversión. 
Dentro de las variables que se estudiaron está el rendimiento líquido, el rendimiento total, y la ocupación en 
comparación con la industria. Como se puede ver en los siguientes gráficos el Fondo de Inversión de 
Desarrollo de Proyectos de Infraestructura Pública se encuentra a la cabeza. En los gráficos, los fondos 
representados en color azul son actualmente las mejores opciones del mercado. Los fondos representados con 
la barra roja son los que no se están recomendando por los efectos de la pandemia en estos momentos. 
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Gráficos N°2. 


Análisis de Fondos de Inversión. 


 
Fuente: Proceso de Riesgos 
 
Finalmente, con base en sus indicadores financieros y su calificación de riesgos, el Proceso de Riesgos razona 
que los F.I INS No Diversificado, Gibraltar, BCR No Diversificado, Multifondos y el Fondo de Inversión de 
Desarrollo de Infraestructura Pública 1 no presentan impedimentos para ser opciones de inversión para el 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
 
El Fondo de Inversión Inmobiliario Prival fue aprobado en la sesión anterior. 
 
El MBA. José Andrés Lizano V. consultó a los miembros del Comité de Riesgos que si tienen alguna consulta 


o comentario adicional. 


 
El MSc. Ronald Chaves M. señaló que, le parece un buen estudio y tamiz de los fondos. Los criterios que se 
utilizaron fueron apropiados, de manera que secunda la propuesta en el sentido de los fondos que se están 
recomendando.  
 
La Licda. Ingrid Moya A. indicó que, no tiene observaciones adicionales, y está de acuerdo en aprobar la 
recomendación.  
 
El Lic. Parris Quesada Madrigal agregó estar de acuerdo con la recomendación, el informe está claro y 
preciso.  
 
El MBA. José Andrés Lizano V. agregó que, se estarían dando por aprobados los informes de los fondos 


inmobiliarios.  


 
Por lo que se ACUERDA, por unanimidad: 
 


1. Dar por recibido, conocido y aprobados los análisis de los Fondos de Inversión Inmobiliario INS No 
Diversificado, Gibraltar, BCR No Diversificado, Multifondos y el Fondo de Inversión de Desarrollo de 
Infraestructura Pública 1 


2. Se indica a los miembros de la Junta Administradora del FJPPJ, del Comité de Inversiones y del 
Proceso de Inversiones que los Fondos de Inversión Inmobiliario INS No Diversificado, Gibraltar, BCR 
No Diversificado, Multifondos y el Fondo de Inversión de Desarrollo de Infraestructura Pública 1 no 
presentan impedimentos para ser opciones de inversión para el FJPPJ. 
 


Acuerdo firme. 
Se aprueba por Unanimidad [x] 
Se aprueba con disidencia [] 
No se aprueba [] 
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Tema. Dictamen de la Procuraduría General de la República 
 
El MBA. José Andrés Lizano V. manifestó que, el siguiente punto de la agenda es el dictamen de la 
Procuraduría General de la República. El 29 de enero de 2021, mediante oficio C021-2021 se indicó lo 
siguiente: 
 
“[   ] 1. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (La Junta) es un 
órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, 
dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los 
recursos que componen el aludido fondo.  
 
2. La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes – incluso 
normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su 
personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público.” 
 
Se trae este dictamen de la Procuraduría para conocimiento de los miembros del Comité de Riesgos, el cual se 
comentó en sesiones anteriores que se estaba a la espera. Aquí se tiene un criterio donde se indica que el 
FJPPJ no está fuera del Poder Judicial, sino que se mantendría dentro de la institución. Por otra parte, se está 
en proceso de análisis la estructura, su programa, los aportes y gastos.  
 
La Licda. Ingrid Moya A. indicó que, que don Oslean podría retroalimentar ya que tuvo una reunión con la 
Superintendencia, y así saber que se analizó por parte de la SUPEN para que todos estemos al tanto.  
 
El MPM. Oslean Mora Valdez, comentó que, el criterio de la Procuraduría es claro en tres aspectos: 


1. El FJPPJ es parte del Poder Judicial como un Órgano más.  
2. Las personas que trabajen para la Junta son funcionarias del Poder Judicial asociadas a la Ley del 


Empleo Público. 
3. La Junta tiene potestad de control y administración de su presupuesto. 


 
Por otra parte, el dictamen, no es claro en la forma o metodología en la cual se pueden reintegrar al Poder 
Judicial los recursos para eventualmente costear las necesidades de infraestructura o de recurso humano que 
la Junta necesite. La Junta no puede venir y cancelar directamente el salario de un auditor o de un oficial de 
cumplimiento ya que tiene que hacerlo a través de los mecanismos de contratación del Poder Judicial, crear 
esas plazas y eventualmente hacer esa devolución de recursos al Poder Judicial. 
 
En estos momentos se está en consulta a la Dirección de Planificación de Presupuesto Nacional para efectos 
de aclarar cuál es esa vía. Aparte de eso, el Poder Judicial tiene una serie de limitaciones en cuanto al 
crecimiento del gasto por la Ley 9635, tanto en crecimiento de plazas como en gasto en general y eso limita de 
alguna forma ese accionar.  
 
Como otro punto, se comenta que se hizo una revisión a nivel de mercado. Por ejemplo, como funciona la 
relación del BCCR con las Superintendencias, porque las Superintendencias poseen el ingreso de algunos 
recursos por parte del canon de supervisión, y a su vez ese recurso se deposita o se reintegra al BCCR. 
Resulta que por ley la Superintendencias son sujetas a que el BCCR les cubra la totalidad de su presupuesto y 
entonces esos recursos que posteriormente cobran por el canon de supervisión, simplemente vienen siendo un 
extra que se va a una cuenta de ingresos hacia el BCCR. Entonces a diferencia del FJPPJ ellos tienen ese 
mecanismo que les facilita la ejecución, pero en este caso no se puede homologar directamente.  
 
Como tercer punto, es que en la reunión que se tuvo esta semana con SUPEN, se expuso de alguna forma que 
se tenía este dictamen, en el cual se ubica y da la razón que el FJPPJ pertenece al Poder Judicial pero que 
entonces los tiempos y movimientos no son tan ágiles o tan rápidos como ellos inicialmente lo visualizaban. La 
SUPEN interpretó que la Junta puede adquirir los servicios y lo que es la contratación de personal de forma 
directa con los recursos que ya posee. El problema es que hacerlo de esa forma haría que estas personas no 
tengan relación con el Poder Judicial. Y el criterio de la Procuraduría sí es claro en que todos los que trabajen 
para la Junta siguen ligados al régimen del Poder Judicial. Entonces eso hace que por fuerza el Poder Judicial 
se tenga que colocar como un intermediario.  
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En la sesión del lunes 15 de febrero de 2021 de la Junta se planteó la necesidad de manejar una estructura 
temporal para atender los requerimientos puntuales que la SUPEN ha emitido. Se le remitió un acuerdo a la 
Auditoria Judicial para que indique si la Junta y el FJPPJ forman parte de su universo auditable. De hecho, la 
SUPEN había solicitado tres puestos clave: el puesto del Director General, el de Oficial de Cumplimiento y el 
Auditor Interno.  
 
Por otra parte, se ha conversado sobre el tema de la movilidad de las personas que se dedican al 100% a ver 
temas del FJPPJ y que sean recogidos en una única unidad, se está trabajando con la gente de planificación 
para crear un código de oficina a la Junta. Particularmente los Procesos de Riesgos e Inversiones están 100% 
inmersos en el quehacer del Fondo, prácticamente esos dos procesos en su totalidad serían conformados a 
nivel de esta Junta.  
 
Existe preocupación por parte de la SUPEN por el tema de los requerimientos que tienen ver con la 
gobernanza de TI, el año pasado habían hecho una serie de requerimientos de perfil tecnológico que no se han 
atendido porque la Junta no tenía claridad de si tenían que hacerse por vía Poder Judicial o invertir en contratar 
personal y servicios contratados por terceros. Ya esto se aclara, pero todavía no hay la inmediatez que la 
SUPEN de alguna forma esperaba. 
 
El Lic. Parris Quesada M. indicó que, don Oslean aclaró bastante. Respecto a este tema es muy importante 
valorar primero el tema del concepto de personería y personalidad jurídica que se malinterpretó desde un 
primer momento. Donde existe realmente una descentralización nada más de las funciones del FJPPJ. 
Realmente desde la vía administrativa siempre ha funcionado así, fui del criterio de que sí pertenecíamos al 
Poder Judicial. De hecho, que en la Ley lo dice, nada más que hubo una interpretación como de personería 
jurídica cambiando lo que es personalidad jurídica que son conceptos totalmente diferentes dando la 
descentralización de ese Órgano. Por lo tanto, queda claro. 
 
Le preocupaba el tema de la Auditoría Judicial, ellos tenían una Unidad de Jubilaciones y Pensiones y fue 
desintegrada. La Auditoría Judicial tendrá que ver que deciden con este tema, es un tema importante. La parte 
de supervisión desde el punto de vista de auditoría interna es valiosísima dentro de esto. 
 
 
El otro tema es como se va a generar la estructura del FJPPJ, que ya se está trabajando para eso. También, es 
importante decir los alcances que pueda tener la Junta. La independencia que tiene está muy clara, pero la 
estructura es que forma parte del Poder Judicial. En general, se cayó directamente en eso.  
 
Dentro del informe, algo que no se menciona y sí lo hicimos en una reunión con todos los integrantes 
propietarios y suplentes de la Junta es el tema de que los alcances de la respuesta de este informe no son 
totalmente completos. La Procuraduría se dejó algunas cosas, que se van a solicitar aclarar de alguna manera 
por parte de la Junta. Pero se dio a entender que la propuesta de la pregunta le faltó contenido, que por eso 
ellos se limitaron a la respuesta, algo totalmente extraño. 
  
Por otra parte, le correspondió por estar con lo de Gobierno Corporativo de la Junta, el tema del plan 
estratégico, que se hizo en dos vías, si pertenecemos o no, ya esto se podría acomodar un poco para adaptarlo 
a lo que corresponde. Es interesante esa respuesta de la Procuraduría porque en un momento se hizo un 
convenio por dos años con el Poder Judicial; no obstante, las cosas van a cambiar porque deberían de estar de 
del todo con la Junta.  
 
Por dicha, se pudo aclarar esta situación. Para bien de lo que se esperaba de una independencia de 
personalidad, de toma de decisiones. Ahora el problema es el tema de presupuesto, como hacer una estructura 
de este tipo. Hacer una dirección del Fondo o hacer un consejo de jubilaciones y pensiones, la verdad es que la 
responsabilidad que se tiene en esto es sumamente grande, esto lo administraba antes el Consejo Superior y 
tenía sus integrantes, y ellos eran todos con salarios del Poder Judicial. Ahora tenemos que ver como 
recuperamos esos recursos y que esa estructura sea muy sólida.   
 
Este dictamen se analizó mucho, y que sirva para la toma de decisiones de la Junta. Le parece muy bien que 
este tema se haya traído al Comité de Riesgos. Espero que los otros comités también lo tomen en sus agendas 
para deliberar y hacer los comentarios correspondientes.  
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El MSc. Ronald Chaves M. señaló que, le parece muy bien en general que ya se haya definido gran parte de 
los aspectos administrativos que estaban pendientes, pues daban cierta incertidumbre. Considera que ese era 
el camino que se había comentado como el más conveniente para el Fondo, y para los eficientes funcionarios 
que tienen sobre todo en materia de riesgos e inversiones. De manera que, le complace mucho. Ahora bien, 
una pregunta de interés personal, en el caso de los asesores externos tanto del Comité de Riesgos como el de 
Inversiones se seguiría el proceso de contratación administrativa.  
 
El MPM. Oslean Mora Valdez, comentó que, hay dos temas con respecto a los contratos vigentes. Primero, se 
le está haciendo un trámite para sufrir una adenda para que sean asumidos con recursos de la Junta en lugar 
de recursos del Poder Judicial. Lo otro es que de acuerdo con el criterio que emitió la Dirección Jurídica DJ043-
2021 se indica que la Junta está obligada a respetar el proceso de contratación administrativa y hacer todos 
sus trámites por la vía tradicional. 
 
El MBA. José Andrés Lizano V. señaló que, de acuerdo con lo anterior, los miembros del Comité de Riesgos 
toman nota del Dictamen de la Procuraduría General de la República.  
 
El MSc. Ronald Chaves M. señaló que, en el acuerdo es importante ponerle la referencia (C021-2021).  
 
La Licda. Ingrid Moya A. expresó que, les iba a pedir que se incorporara el número del dictamen y que se 
colocara que se tienen por conocidas las manifestaciones de don Oslean en cuanto a lo que se ha definido con 
la SUPEN y a lo interno de la Junta para con el tema de la Procuraduría.  
 
El MSc. Ronald Chaves M. señaló que, está de acuerdo en dar por conocidas las manifestaciones de don 
Oslean y también de don Parris. 
 
El Lic. Parris Quesada Madrigal señaló que, de acuerdo. 
 
Por lo que se ACUERDA, por unanimidad: 
 


1. Los miembros del Comité de Riesgos toman nota del Dictamen oficio C021-2021 de la Procuraduría 
General de la República.  


2.  Los miembros del Comité de Riesgos dan por conocidas las manifestaciones de don Oslean y don 
Parris en cuanto a lo que se ha definido con la SUPEN y a lo interno de la Junta Administradora sobre 
el dictamen de la Procuraduría General de la República 


 
Acuerdo firme. 


Se aprueba por Unanimidad [x] 
Se aprueba con disidencia [] 
No se aprueba [] 


 
Tema. Análisis solicitud de crédito de la ASOSEJUD. 
 
El MBA. José Andrés Lizano V. señaló que, el siguiente punto es el análisis de la información financiera de la 
ASOSEJUD.  
 
El MSc. Ronald Chaves M. preguntó que, si alguno de los presentes tiene algún puesto en esta asociación. 
 
El Lic. Parris Quesada M. indicó que, actualmente es el presidente de la ASOSEJUD.  
 
El MSc. Ronald Chaves M. señaló que, por un posible conflicto de interés, lo que procede es que don Parris 
participe en la exposición, pero no en la votación.  
 
El Lic. Parris Quesada Madrigal indicó que, lo que se estila es que escuche el informe y en el momento de la 
votación se abstiene. 
 
El MSc. Ronald Chaves M. expresó que, a eso se refiere, puede participar, hacer aclaraciones o atender 
algunas consultas. 
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El Lic. Parris Quesada Madrigal manifestó estar de acuerdo. 
 
El MPM. Oslean Mora Valdez, comentó que, se tiene que retirar a las 3:30 p.m. para una sesión de trabajo. 
Espera poder incorporarse.  
 
El MBA. José Andrés Lizano V. señaló que, iniciando con la presentación del informe. Para efectos de 
historia, en la sesión N°32-2020 celebrada el 5 de octubre del 2020 la Junta acordó: 
 
1) “Tener por recibido el oficio N° 042-PRES-2020 del 29 de setiembre de 2020, suscrito por el licenciado 
Parris Quesada Madrigal, Presidente de la Junta Directiva de la Asociación de Servidores Judiciales, en la que 
comunica el acuerdo tomado por la Junta Directiva en sesión 14-2020, celebrada el 16 de setiembre de 2020, 
en que se acordó por unanimidad autorizar la apertura de una línea de crédito con el Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial por un monto máximo de 14.000.000,oo (SIC) colones (catorce mil millones de 
colones sin céntimos), al mayor plazo posible que conceda el Fondo, cuya garantía será la sesión de pagarés, 
hipotecas y/o la deducción directa de las cuotas que recibe ASOSEJUD por su cartera de crédito. Asimismo, 
proponen que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial realice un 
estudio para determinar la viabilidad de crear una línea de crédito especial, con condiciones sociales en tasa de 
interés y plazo para que las organizaciones del Poder Judicial puedan colocar los recursos económicos al 
conglomerado judicial”.  
 
Esto fue trasladado a los Comités de Riesgos e Inversiones para el estudio y análisis respectivo. Ahora bien, 
mediante el oficio N°03-PRES-2021 la ASOSEJUD, presentó la información solicitada en el oficio 722-FC-2020 
de Financiero Contable con fecha 20 de octubre de 2020.  
 
Con esta información se logró o aportó lo siguiente: 
 


A. Comprobar la supervisión de la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF).  
B. Demostrar su experiencia en la colocación y recuperación de créditos y la estructura que posee para 


este fin. Destaca que, es una asociación que cuenta con aproximadamente 20 años de experiencia en 
la colocación y recuperación de créditos. 


C. Solicitud formal de financiamiento con recursos del Fondo, que incluya: el monto y plazo de 
financiamiento esperado, el plan de inversión de los recursos y las garantías dispuestas a aportar.  


D. Los tres últimos estados financieros auditados. La ASOSEJUD presentó la información del año 2018, 
2019 con corte al mes de setiembre y para efectos del año 2020 al mes de diciembre.  


 
Es importante mencionar que, se analizaron los estados financieros.  
 
Para efectos de los activos y pasivos se ve un comportamiento creciente. Se observa un crecimiento 
importante en la cartera de crédito que es justamente para la que se quieren brindar los recursos. A diciembre 
de 2020 el activo total es de ¢63.370,410,525,00, aumentó en un 10,93% en comparación con setiembre del 
año anterior. La cartera de créditos muestra un crecimiento por encima del 10% con respecto a cada uno de los 
años en estudio. Se visualiza un buen manejo y colocación en el crédito. 
 
Por otro lado, en la parte de pasivos se tiene un comportamiento creciente, más que todo en la parte de los 
ahorros, los cuales crecieron en un 28,71% en comparación con setiembre del año anterior. Para efectos de lo 
que es la asociación se vuelven dineros por pagar a futuro. Este es uno de los rubros más importantes junto a 
los aportes y excedentes, los cuales muestran un crecimiento importante. De cuerdo con el giro del negocio el 
comportamiento de los activos y pasivos es normal. 
 
Con respecto con el comportamiento del patrimonio, se refleja un aumento de un 7,22% en comparación con 
setiembre del año anterior. De setiembre de 2018 a diciembre de 2020 aumentó aproximadamente ¢8.000 
millones. Para efectos de los análisis de los estados financieros se ve un comportamiento normal, una 
tendencia creciente tanto en activos, pasivos como la parte de patrimonio, los cuales muestran montos 
razonables. Sin duda, es una de las asociaciones más grandes del país.  
 
Por otra parte, en los estados de resultados, los ingresos por la cartera de crédito reflejan incrementos 
importantes. Los ingresos por cartera de créditos son de ¢9.484,00 millones. Ingresos altos para la colocación 
de créditos. Igual los ingresos financieros por inversiones (reserva normativa) tuvo aumentos de 
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aproximadamente un 15% con respecto a los periodos anteriores. Sin duda, estos son los ingresos más 
importantes que posee la asociación.  
 
Los gastos son normales de acuerdo con el giro de negocio. El resultado para efecto de los excedentes o 
utilidades al cierre de diciembre fue de ¢6.461.986.478,00. Representa un 25,38% más con respecto a 
setiembre de 2019. Las utilidades en los últimos años han sido alrededor de los ¢5.000, millones.  
 
En lo que son los indicadores financieros, la cobertura a corto como la liquidez inmediata tiene indicadores 
razonables, la cartera de crédito viene con crecimientos arriba del 10%, la cartera de crédito con respecto al 
activo total representa un 84,33% debido al giro del negocio que se le está dando. Las provisiones contra la 
cartera de créditos son bajas lo que demuestra una baja morosidad. Los índices de endeudamiento son 
razonables al cierre de diciembre, la razón de endeudamiento representa un 11,03%. El rendimiento sobre los 
activos, sobre el patrimonio y el margen financiero neto muestran rendimientos al 10%. Son resultados muy 
buenos considerando las condiciones de mercado. 
 
Para efecto de lo que es el modelo de evaluación de solicitudes de crédito se manejan dos opciones, uno de 
cinco variables que va de acuerdo con las condiciones a las entidades de SUGEF que tienen la calificación de 
riesgos y aparte manejan la ficha camel`s, y otro modelo ajustado a las instituciones financieras, las 
asociaciones solidaristas y algunas cooperativas que no poseen calificación de riesgos ni ficha camel`s. 
 
A continuación, se muestran los resultados de la ASOSEJUD aplicando el modelo de tres variables.  


Tabla N°9. 
Modelo solicitudes de crédito. 


 
 
Para empezar, se tomó el monto de la solicitud (¢14.000.000.000,00), el cual en comparación con el patrimonio 
representa un 24,83%. Como segundo punto, el monto de la solicitud representa el 216,07% en comparación 
con el total de la captación (ahorros y excedentes registrados en pasivos). Esta situación genera que en esta 
variable la ponderación sea 0%. Finalmente, la calificación del Proceso de Riesgos, la de mayor peso (60%) se 
le brinda una calificación del 99%. Ahora bien, después de estudiar la estructura financiera, todas las variables 
y los indicadores financieros, la calificación total del modelo dio como resultado un 81,71%. De hecho, para 
efectos de análisis la ASOSEJUD, no presenta impedimentos para ser una opción crédito para el FJPPJ. 
Además, de acuerdo con la tabla de primas por riesgo da que adicional a la tasa que indique el Proceso de 
Inversiones se le adicionaría una prima por riesgo de un 1% para efectos de la solicitud de crédito. 
 
Es importante indicar que, a pesar de que sus indicadores son muy buenos, la calificación de riesgos se ve 
impactada por el monto del crédito, si fuera menor los porcentajes de ponderación tendrían a mejorar. De 
hecho, se hizo un ejercicio con ¢7.000.000.000,00, se obtuvo una calificación mayor y una prima por riesgo de 
0,50%. 
 
Como conclusiones, de acuerdo con el estudio que se realizó son las siguientes: 
 


1. Los Estados Financieros del ASOSEJUD muestran un comportamiento creciente en activos y 
pasivos, así como utilidades positivas durante el periodo de análisis. En general, presenta una 
tendencia incremental en su estructura financiera. 
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2. Las razones e indicadores financieros del ASOSEJUD presentan resultados razonables 
considerando los desafíos impuestos en el entorno económico que atraviesa Costa Rica. 


3. Los activos y el patrimonio de la ASOSEJUD muestran una entidad con el respaldo para cubrir sus 
obligaciones. 


4. La solicitud de crédito por ¢14.000.000.000,00 de la ASOSEJUD, representa un 22,09% de sus 
activos y un 24,83% de su patrimonio. 


5. La solicitud de crédito por ¢14.000.000.000,00 de la ASOSEJUD, representa un 2,30% del total de 
la cartera de inversiones del FJPPJ y de acuerdo con el 25% para conceder créditos a las 
entidades autorizadas, representa un 9,21%. Es importante mencionar que, uno de los requisitos 
que establece el reglamento es que un deudor no puede tener más del 10% del porcentaje 
destinado a la colocación de créditos. 


 
Por otra parte, se recomienda: 
 


a) Con base en la información anterior, el Proceso de Riesgos razona que la ASOSEJUD, no presenta 
impedimentos para ser una opción crédito para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial, esto de acuerdo con la información de sus estados financieros y el resultado de sus 
indicadores, la calificación general (81,71%) obtenida aplicando el modelo para la evaluación de 
solicitudes de crédito. Además, de acuerdo con el análisis realizado se recomienda solicitar una prima 
por riesgo del 1,00% adicional a la que indique el Proceso de Inversiones. 


 
b) Actualmente el país y el mundo presentan una mayor volatilidad en las distintas variables 


macroeconómicas debido a la pandemia COVID19, esta situación ha afectado también la colocación de 
créditos en el mercado financiero nacional, por lo que en dado caso se podría valorar el realizar un 
crédito revolutivo por un monto menor al solicitado y conforme se vaya cancelando, la ASOSEJUD 
pueda disponer nuevamente de los recursos. 


 
Para efectos del reglamento hay tres opciones de crédito. La primera, es el crédito con una amortización, 
significa que van pagando intereses cada mes y al final se paga el total de la deuda que se maneja similar a un 
bono, aquí hay una observación por parte de la SUPEN, la cual se está resolviendo en estos momentos. La 
segunda es el crédito evolutivo, significa que conforme se vaya avanzando en la cancelación, cada año la 
institución tiene la opción de volver a solicitar el monto que ya canceló con el fin seguirlo utilizando en la parte 
de crédito. La tercera es la cancelación normal, donde se tiene una cuota, viene el pago de intereses y la 
amortización.  
 
Se podría analizar la opción de solicitar un crédito revolutivo por un monto menor al solicitado, mejorar la 
calificación y obtener una prima por riesgo menor, y que conforme se vaya cancelando, la ASOSEJUD pueda 
disponer de los nuevos recursos. Esto es nada más una recomendación para que sea valorada por la 
ASOSEJUD y los miembros de la Junta Administradora del FJPPJ. 
 


c) La tasa de interés del crédito debe ser definida por el Proceso de Inversiones y según corresponda 
adicionar la prima por riesgo recomendada por el Proceso de Riesgos en este análisis. 


 
Para efectos de lo que se apruebe aquí, se va a trasladar al Proceso de Inversiones y a la Junta con el fin de 
que se defina cual es la tasa de interés de acuerdo con las condiciones pactadas.  
 
Y el punto d  
 


d) De acuerdo con el reglamento para el otorgamiento de créditos a instituciones bancarias del estado, 
cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de personas servidoras judiciales y de la 
población jubilada y pensionada y al poder judicial con recursos del fondo de jubilaciones y pensiones 
del poder judicial (artículo 240 bis, ley 9544), mediante el artículo 4 y 19, se indica que: 
       “[…] Artículo 4. Aprobación. Corresponderá a la Junta Administradora previo cumplimiento de los 
requisitos establecidos aprobar la concesión de préstamos a las entidades autorizadas sujetas de 
estos, de conformidad con las facultades conferidas en la Ley 9544 y con la N.º 7333, Ley de 
Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el 
Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de 
Pensiones (SUPEN).” 
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        “[…]Artículo 19. Resolución. La Junta Administradora resolverá la solicitud de otorgamiento de 
préstamo, una vez que tenga a su disposición los criterios tanto del Comité de Riesgos como el de 
Inversiones.” 


 
Esto sería lo que se trae del análisis de la solicitud de crédito de la ASOSEJUD. No se si tienen alguna 
observación o algo que se quiera agregar.  
 
El MSc. Ronald Chaves M. señaló que, tiene una consulta y unas observaciones. Primero no le queda claro 
cuál es la recomendación concreta. Debería ser si se recomienda o no a la Junta Administradora.  
 
El MBA. José Andrés Lizano V. manifestó que, está en el punto a.  
 
El MSc. Ronald Chaves M. expresó que, la recomendación a la Junta debe ser si se recomienda o no y en qué 
términos. Ellos están pidiendo ¢14.000 millones y entiendo que se está recomendado ¢7.000 millones. Eso 
tiene que quedar claro. 
 
El MBA. José Andrés Lizano V. agregó que, para efectos del crédito se están solicitando ¢14.000 millones, 
para efectos de análisis, de acuerdo con los estados financieros y toda la información, ASOSEJUD, no se 
encuentran impedimentos para la solicitud del crédito por el monto solicitado ya que no incumple ni con el límite 
para efectos del crédito y aparte de eso cumple con la liquidez y los ingresos para poder cumplir con sus 
obligaciones. Aquí la situación es que de acuerdo con el monto solicitado ¢14.000 millones, sus estados 
financieros y sus indicadores puede ser sujeta de crédito y de acuerdo con su calificación de riesgos se le 
otorgaría una prima por riesgo del 1,00%. Ese es el punto 1. 
 
El MSc. Ronald Chaves M. comentó que, no está tan claro como se está diciendo. Si yo fuera de la Junta, con 
todo este análisis, el cual le parece muy bueno, quisiera un aterrizaje normal. Por ejemplo: con base en los 
estudios, se recomienda o no el otorgamiento del crédito en tales condiciones. Entre esas lo que está diciendo 
don José Andrés. Le parece que el aterrizaje debería ser más puntual. Y esa sería la recomendación, porque lo 
otro, esto del COVID-19 y lo que se indica en el punto d, no es una recomendación, si se quiere se puede 
mencionar en el estudio o en las conclusiones. Esto es lo que está digamos en la regulación, no debe ser parte 
de las recomendaciones.  
 
En síntesis, la recomendación sería una sola, con base en el estudio, etcétera, se recomienda la aprobación de 
la solicitud de crédito de la ASOSEJUD en los siguientes términos. Se considera el monto, la tasa de interés, el 
plazo, etcétera y ahí se acaba nuestra recomendación. No sabe si a los demás miembros les parece de esa 
forma, le gustaría conocer la opinión.  
 
La Licda. Ingrid Moya A. indicó que, de su parte está de acuerdo con don Ronald y que se haga de esa 
manera. Tal vez en una aparte se podría poner lo otro que mencionaba don José Andrés, lo del crédito 
revolutivo de los ₵7.000 millones como una segunda opción.  
 
El MSc. Ronald Chaves M. comentó que, exactamente como una segunda opción. En principio, de acuerdo 
con lo que se presente, se debe recomendar o no la aprobación de la solicitud.  
 
La Licda. Ingrid Moya A. indicó que, le entendió a don José Andrés que se iba a enviar al Proceso de 
Inversiones y a la Junta para definir lo de la tasa de interés. Pensaría que se le envíe al Proceso de inversiones 
y que salga un solo documento para la Junta, no que le llegue por un lado lo de aquí y por otro lado lo otro.  
 
El MSc. Ronald Chaves M. agregó que, precisamente ese era el otro punto que tenía pendiente. Como Comité 
de Crédito no se puede delegar a otros algunas decisiones. En este caso se propone esta prima por riesgo y el 
crédito se establece en las siguientes condiciones. Se tiene que tomar la decisión completa. Ahora si, a los 
solicitantes les parece o no, podrían hacer su gestión. En estos momentos no se puede delegar ninguna 
condición a otro departamento. Se tiene que definir de acuerdo con las condiciones cuál sería la tasa de 
interés. Si don José quiere comentar con los muchachos de inversiones está bien. Si estuviéramos en un 
banco, una cooperativa, simplemente aprobamos o no un crédito en las condiciones que se plantean como 
Comité de Crédito. Esa es mi posición de manera que no corresponde delegar o confundir a la Junta con ese 
tema. Creo que se deben de sacar las condiciones para que se recomiende o no, considerando esa prima en la 
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tasa de interés; sin embargo, la Junta tiene toda la potestad, para cambiar las condiciones, pero eso es 
responsabilidad de la Junta.    
 
El MBA. José Andrés Lizano V. señaló que, en un principio, de acuerdo con la negociación y deberes de cada 
Proceso y Comité de Crédito, para efectos de análisis se realizaba el estudio de los indicadores, pero la tasa se 
definía de acuerdo con el artículo N°9 del Reglamento de Crédito y viene proporcionada por el Proceso de 
Inversiones. Destaca que, para plazos superiores a 10 años, se va a prestar a una tasa igual a la tasa real de 
equilibrio actuarial establecida en el último estudio vigente más una prima por riesgo definida para cada sujeto 
de crédito. 
 
Si fuera a plazos menores se hace de acuerdo con a un rendimiento nominal del Fondo, que eso es lo que 
brinda en este caso el Proceso de Inversiones. Entonces, lo que se podría hacer es trasladar al Proceso de 
Inversiones para que definan la tasa de interés de acuerdo con el plazo máximo (30 años).  
 
El MSc. Ronald Chaves M. expresó que, de acuerdo, entonces falta ese paso previo, pero la recomendación 
tiene que salir completa. Ahora expresa la pregunta de qué tan urgidos se está de tomar esa decisión o si se 
puede postergar.  
 
El MBA. José Andrés Lizano V. manifestó que, en este caso se podría involucrar a don Parris para conocer 
su posición.  
 
El Lic. Parris Quesada M. indicó que, desde el 2018 la ASOSEJUD había hecho la solicitud y por asuntos de 
cambios de la Ley no se había podido finiquitar. Se tiene una gran cantidad de colaboradores necesitados 
urgentemente para la refundición de deudas, créditos de consumo tarjetas y otras cosas, entonces si hay una 
necesidad importante por resolver lo antes posible. Les pediría que fuera de una manera más expedita porque 
ya han pasado varios años. Se que hasta ahora llega a este Comité de Riesgos, pero bueno hay una situación 
de urgencia desde el punto de vista de la situación económica de compañeros judiciales. Además, si esto es 
factible, se va a generar un gran posicionamiento del FJPPJ y la Junta con respecto al interés de colaborar con 
el beneficio económico de los empleados judiciales. 
 
El MSc. Ronald Chaves M. señaló que, en este caso sugiere al Proceso de Riesgos que hagan las 
modificaciones que se sugirieron, y se pongan de acuerdo con la tasa de interés con el Proceso de Inversiones, 
y que convoquemos a una sesión del Comité para ver puntualmente esto, y así no tener que esperar hasta un 
mes. ¿Qué les parece?  
 
El MBA. José Andrés Lizano V. expresó que, está de acuerdo. Terminado el Comité de Riesgos se le 
trasladará la solicitud al Proceso de Inversiones. Cuando se tenga la información completa, los estaríamos 
convocando aún comité extraordinario. 
 
La Licda. Ingrid Moya A. indicó que, está de acuerdo. 
 
El Lic. Parris Quesada Madrigal indicó que, se abstiene a votar sobre este tema. 
 
Por lo que se ACUERDA, por unanimidad: 
 


1. Los miembros del Comité de Riesgos toman nota del informe del análisis de la solicitud de crédito de la 
ASOSEJUD por parte del Proceso de Riesgos. 


2. Los miembros del Comité de Riesgos solicitan al Proceso de Riesgos realizar los ajustes y 
coordinaciones correspondientes, y convocar a una sesión extraordinaria para valorar nuevamente este 
tema. 


 
Acuerdo firme. 


Se aprueba por Unanimidad [x] 
Se aprueba con disidencia [] 


No se aprueba [] 
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Documentos Adjuntos: 


Informe Mensual  


Miembro Externo febrero 2021.pdf
    


Fondo de Inversión 


de Desarrollo de Proyectos de Infraestructura.pdf
   


Informe BCR No 


Diversificado.pdf
  


Informe Gibraltar.pdf


 


Informe INS No 


Diversificado.pdf
 


Acta 87- Comité de 


Riesgos oficial.pdf
   


Análisis Solicitud de 


Crédito ASOSEJUD.pdf
   


INFORME MENSUAL 


INDICADORES DE RIESGOS FINANCIEROS ENERO 2021.pdf
  


PGR-C-021-2021 


Dictamen Procuraduría.pdf
    


Informe 


Multifondos.pdf
 


FIN DE SESION: Se levanta la sesión a las 16:05 horas del 18 de febrero de 2021. 
 
REGISTRO DE FIRMANTE: 


 
 
 
 
 
 
 


M.Sc. Ronald Chaves Marín 
Presidente Comité de Riesgos 


 
 
 
 
 
 
 


Licda. Ingrid Moya Aguilar 
Secretaria del Comité de Riesgos 
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